De lis Causas y Mattrits que contiene este tercer lomo de li segunda série 



Acuerdo de la Suprema Corte nombrando conjueces par* e) 
alio de f 872 **■> 5 

CAUSA UV. 

D« Rosario Delgado de Montero, contra D. Andréa Aitorga, 
por . ^bro do pesos. 

(Sumario. — 1" £1 conocimiento y decisión de las causas en que 
sean parles un ciudadano argentino y un extranjero, corresponde 
ai Poder Judicial de la Nación. 

2« La jurisdicción da los Tribunales Nacionales en todas laa 
causas que son de bu resorte, es privativa y esclúsente de la de 
los Tribunales de Provincia, con la sola limitación de laa excep- 
ciones especiales contenidas en el artículo 12 de la lev sobre 
jurisdicción y competencia. 

3° No eslá comprendida entre estas la renuncia que un extran- 
jero, demandado por un arjenlino, haga del fuero Nacional. 

4° El urden de las jurisdicciones es de interés general, y no 
puede, fuera de los casos permitidos por la lev, ser alterado par 
la voluntad de los que son llamados a comparecer en juicio. 

5° No puede reconocerse al extranjero la facultad de declinar 
de la jurisdicción Nacional, sin reconocerte un privilegio que la 
ley no le concede, y que podría servirle de protesto para eludir 
ó retardar los juicios.*..,. t 7 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Inginas 

CAUSA LV. 

D. Estevan Sutlivan, contra los Sres. Camilo y D. Anselmo 
Rojo, por cumplimiento de un contrato. Sobre competencia. 

Sumario. — El tugar donde debe tener su cumplim mío el 
contrato, según lo indica la natural «a de las obl ¡Raciona en él 

contenidas» es una de las causas para surtir fuero 

CAUSA LVI. 

D. Jacinto Castro, contra D. José Alciaturi y D. Lucio V. Ló- 
pez representante del Banco Montevideano, por cobro de pesos. 

Sumario. — El caso de que se trate de rendir prueba fuera del 
territorio de la República es regido por los artículos 94 y 95 de 
la ley de procedimientos nacionales, y para obtener la próroga 
del término de prueba es necesario llenar los requisitos estable- 
cidos en los incisos I o y 2 o del mencionado arl. 9j 15 

CAUSA LVII. 

r> Celedonia Calderón, contra su esposo D. Juan li. Stngnaro, 
por pago de costas, 

Sumario. — Una solicitud presentada por quien ba sido decla- 
rado no parte, no puede ser atendida 18 

CAUSA LYIII. 

Criminal, contra Pedro P. Sanchei, por falsificación de docu- 
mentos de crédito nacional. 

Sumario. — 1" No puede decirse que han sido falsificados tdo- 
c omentos en que no se prueba que espresen lo contrario 6 una 
cosa diferente de la que espresan cuando fueron otorgados. 

8« Aun suponiendo probada esta circunstancia, para que ella 
constituya falsedad es necesario que se acredite que el muda- 
miento de la verdad se ejerutú con doto. 
3- El dolo debe probarse, y nunca se presume. 
V Todo hombre so reputa bueno y de buena fé, mientras no 
se pruebe lo contrario. 

5» En las cansas criminales no puede fallarse imponiendo 
pena, por tolo presunciones 6 sospecha*. 

0* En ana causa criminal, la Suprema Corte no puede fallar 
sobre un capitulo en que el Juez de Sección se ha declarado 
¡□competente, ai el Procurador Fiscal no apela 6 el Sr. Procu- 

1 no te adhiere á la apelación del acusado 20 
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CAUSA LIA. 

La viuda é hijos Je U Juan N. Fernandez, contra D. N. San- 
tander, sobre competencia. 

Sumaria,— VA Juzgado Federal rio üene jurisdicción para en- 
tender en biéldenles de un juicio radicado en la jurisdicción 
pruvincial. 37 

PAUSA IX 

Criminal. D, Tomás Santa Ana, contra los autores de las pro- 
testas á l is elecciones nacionales en la provincia de Catamarca. 

Sumario. — i" Corresponde ú Lis Cámaras respectivas resolver 
sobre el mérito de las protestas contra las elecciones en lo re- 
lativo á su valido/. 

d° Corresponde á los Tribunales de Provincia el Juzgamiento 
de las falsedades, injurias ó calumnias i]iie pudieren haberse 
consignado en aquellas, á instancia de los agraviados, y no de 
cualquier ciudadano 40 

CAUSA LXI. 

1). José María Mar/u, contra Juá Srea. Jaime Llavallol é hijos, 
por cobro du perjuicios. 

Sumario, — i" No -llegando un comisionista mala calidad ó mal 
acondicionamiento del articulo que se Je eucumieoda, ni tampoco 
que el buque cu:idu»'lor baya hecho un viüje estraord ¡nanamente 
lar^o, se presume que el articulo llega en condición de poderse 
ublener por él el precio corriente en plaza ett la época de su 
arribo. 

á« La obligación de ohrar como en negocio propio que el Có- 
dice de Comercio impune á los comisionistas, importa emplear la 
diligencia y celn compatibles con el objeto de conseguir la mas 
rápida y provechosa realización para el comitente. 

:¡ E<Ui obli^ai-iuu es todavía nías estricta cuando el articulo 
es susceptible de deteriorarse. 

4° Si los efectos consignados tildasen en mal estado, es deber 
del comisionista hacer constar en forma legal el verdadero ori- 
jen del dan» y hacerlo saber al comitente. 

ÍV» La omisión en este deber obliga al comisionista á responder 
de los efectos en lus términos designados por el conocimiento. 

'» Si los efectos se deterioran por culpa del comisionista, este 
debe al con mentó la indemnuaciou de daños y perjuicios- 
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7° Estos consisten en la diferencia entre el precio obtenido 
por el artículo deteriorado y el corriente en plan por el mismo 
articulo en buena condición 43 

CAUSA LXII. 

D. Juan Martínez contra D. Ascensio Barcos, por cobro de 
Hele y estadías, — sobre absolución tic peticiones. 

Sumario.— -I» Las leyes referentes á la determinación de los 
casos en que los litigantes incurren en rebeldía, como tendentes 
á neíar en adelante toda audiencia, deben interpretarse restricti- 
vamente. 

2° £1 [¡ligante que se ausente del lujiar del juicio no incurre 
en rebeldía, si deja apoderado instruido y expensado, aunque no 
tenga este la facultad de absolver posiciones. 

3 a Por esto las posiciones deferidas al litigante ausente, no 
pueden darse por absueltas en rebeldía por falla de facultad en 
e) apoderado * ■ »■«»/•;•♦ •■■*■■•*'* •.•*•** ! ** ' 

CAUSA LXU1. 

El Dr. D, Decio Píulü contra 1>. Juan Fiori, pur cobro de ho- 
norarios. 

Sumario — El certificado del actuario es prueba fehaciente de 
haberse hecho la citación en el domicilio constituido por los 
litigantes. ■ 61 

CAUSA LXÍY. 

D. Tomas Pielranera coa D. Juan Van Deurs, por cobro de 
pesos,— Incidente sobre informe in m*. 

Sumaria. — I a Los meüos de defensa no deben ser limitados, 
sin6 en los casos en que las leyes mismas los limitan ú en que 
autorizan de una manera espresa i los jueces para que puedan 
prudentemente restringirlos. 

¿° Una vez señalado dia para el infurme t» iw, a petición He 
una sola de las parles ó de ambas, el derecho de comparecer 
con ese objeto á la audiencia, es común para ellas. 

2° El abandono del derecho por uno de los litigantes, no pue- 
de perjudicar al otro, privándolo de la facultad de producir su 
infurme en los mismos tírminos en que lo habria hecho, si 

«.m Luía rf*rtrtrt iLfh I**!* irl rffaC 
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CAUSA LNY. 

Criminal, contra [lias Aspiazñ, pur lalsilicacion.— lncidetile 
sobro prisiun. 

.Su mí '(fío. - - I" C uatqtiior persona, autl las mujeres y menores 
que no pueden ser en juicio percutieras lie otros, pueden Com- 
pareeer [tara esc usar la ausencia dei acusada. 

i ü Ksle, principio llene :«jilii-,n-iuJi en el «uso en ijtie se trata 
ile escusa^ alegando miienjied.nl, no Ja ausencia del lugar del 
juicio, sino simplemente la .msoiifia do la prisión, 

:í ' U personería de la esposa bjiliuia del acusado debo ser 
admitida en ese raso. 

4* Ka el sumario debe el Juez averiguar do soto los hechos 
adversos al procesado, siuó también tus tjue puedan servirá su 
descargo 07 

CAUSA I.XVI. 

Ü. Juan José Méndez cual ra D, torcazo M. (lánzale*, por 
cobro ejecutiva de [tesos. 

.Suiíjfij ^j. — 1 Ks contra h equidad imponer el gravamen do 
las costas a unu solo de los Jitúpnles, en vez de disu ibuirlo se- 
gún el lirado de justicia que rr>peelU'jiuenle liny» UttMtt. 

2" I-i condenación en costas que se prescribe por el art. á 77 
de la ley de procedimiento*;, sup ine ó t\ur el ejecutado se baya 
opuesto á toda La ejecución y baya ju>tiliradu mi uposiciuii, ú 
que el ejecutante haya probado de todo punto su acción. 

3 Cuando la oposición se deduce y jusüh'ca Sulu por una 
parle del crédito reclamado, Ja semencia de remate no bace tu - 
gar á la ejecución por esa parle, y manda llevarla adelante por 
la otra. 

4* En ese casu las cosías de la oposición deben ser á cargo 
del ejecutante, y Ijs demás de l<i ejecución ii cargo del ejecutado. 

5 o El Silencio del deudor que no se opitue á la capitalización 
semestral de intereses incluida en la den.anda ejecutiva, vale 
contra él como una estipulación esuresa para bacerla, ó una 
renuncia al derecho de resistirla 

CAUSA LX\U 

D. Adolfo Michaut contra D. Valentín Rebollo, por cobro de 
T. til, JO 
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Sumario. — \» Los testigos deben ser examinados dentro del 
término do la prueba, salvo en caso en que, pnr hecho no im- 
putable á la patf» que los prívenle, nu bubterea podido serlu. 

La manifestación de la profesión j domicilio de los testigos 
drbe hacerse cuaiulu jhcih>> Lres días antes de vencer el término 
de !j prueba, para que puedan ser examinados. "0 

CALSA LW III. 

[i. Martin Castilla é hijo, contra U. Francisco Medina, sobre 
cumplimiento de mi contrato, 

Sutant io,— I ' No ¡Mie»lr srr declarado imhurso til rebeldía el 
litigante que tiene personéis eu el juicio. 

'2" .No debe darse interpretación esterina á las leyes que de* 
terminan lus casos en que lus litigantes deben considerarle 
reJjcldcs ■ . . 1 1 ti ■ ■ * 1 1 ■«ni » • i • * * . * . v . * ■ * r # p P « * ■ i í** 

CU SA L\rv 

D. Liendra de la Torre contra D. Juan Laforgue, ñor cubru 
de pesos. 

Sumaría, — No mejorándose la apelación en el término del 
emplazamiento, se declara desierto el recurso á Ja primera re- 
beldía que acuse el apelado #3 

CAUSA L\X. 

D, Jaime San Miguel cunlra U. Hipólito Norri, por cobro de 

pesos. 

Sumario. — No mejorándose la apelación en el término del 
emplazamiento, se d friura de.-ierto el recurso á la primera re- 
beldía que acuse el apelado H j 

CAUSA LXXL 

Criminal, I). Cecilio Echevarría y IL Andrés Hivas, por con- 
trabando del patacho oriental » de Mayo n. 

Sumario. — \° Las costal de un juicio de contrabando no de- 
ben detraerse del valor de las mercancías cablas en comiso, siaó 
pesar sobre el contrabandista tirria rail o, 

■2 No niej.ir¡iii'iuse el recurso jti el término señalado, se 
tiene por desierta la apelación interpuesta y pur consentida ta 
sentencia apelada.*, »....» • « .*»*.*■ 86 
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i:i (ir. D. Emiliano Carda, contra id l'ror.urailor D. Leonardo 
N' jlorich, fiur cobro ejecutivo de liuiioraru^. 

Sumario. — I ■ No es procedente un cetursu de milíilad de una 
semencia que ¡solo se lacha de injusta . 

2 U Xa son apelables las resoluciones de los juzgados de sec- 
ción en causas tuvo valor no exceda de doscientos peso» fucríes. Un 

CAl'SA LXXIII. 

D.Juan íí, líardier ron Lt, l-camisco Coule, sobre, deserción 
y renuncia de apelación. 

Sumario? — fi ejoraudose en tiempo el recurso de apelación 

y acusando rebeldía la contra-parte se declara desierta ía apa- 

lac ' utl OJ 

CAL'SA LXXIV. 

\), Juan [i. Costa cynlra D. José IJadarraeo. por danos v per- 
jumos. 

SMmarfa — I o Aun cuando por regla general las deudas pro- 
cedentes de la construcción de un buque tienen privilegio s.d.rc 
el misino, ese privilegio cesa y se trasmite sobre el pie.-iu, en 
los casos «le venta judicial ó de renuncia espresa ú tarín de él, 

2» Ei ca*« de renuncia tacita cuando el buque trasmitido a 
otro, hubiese navegado durante sesenta djas después de su sa- 
lida del puerto baja «I r lira de nuevo propietario, sin pro- 
testa de los acreedores privilegiados. 

3 a La circunstancia de hacerse la venta en rifa pública con 
conocimiento y participación del acreedor privilegiado hoce equi- 
parar e| ca>o á la venia judicial. 

i" Cuín uno puede renunciar á los privilegios introducidos por 
a lev en ¿u beneficio gg 

CUSA tXXV. 

I>. Luis Castellin, con IL Santiago Ascberi, pnr cobro de peso*. 

SttWtfrib,— Lo dispuesto en el art. 601 del Código de Comer- 
no no es aplicable á las cuestiones que son puramente de de- 

recnü -"' 

CAL'SA LXXVJ. 

D.Elias Muñoz, contra i). Martin Frogueiro, por cobro de pesos. 
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Piginai 

Sumario. — i Sin requerimiento para el papo ile una suma 
demandada, no hay derecho á cobrar Jos interese* de la misma. 

La oblación de la suma demandada hecha con arreglo á 
las condiciones espresadas ^ «' I íluli> en cuya virtud se deman- 
da } debe ser admitida ....... ........«».>-.-••.... ........ 111 

CAUSA LXXX. 

D. Santiago Luna contra la Inspecriou y Comandancia General 
de Armas de Sautügo del Uslero, subre suspensión de unu orden 
para marchará la tro ni era. 

Sumaria. — indispensable probar los hechos eu los que se 
funda la demanda. ........... 11$ 

CAUSA LXXXJ. 

Criminal, contra Francisco Homero y José María Mela, por bur- 
lo en la aduana. 

Sumario. — Las presunciones no son hadantes ¡tara establecer 
la prueba requerida por las leyes 13, til. 14, párt. 3, y ;¡rj T tit. I, 
p.irt. 7 para Loda condenación criminal. MU 

CAUSA LXXXJ. 

La Municipalidad del Rosario de San ta -Fé, contra U, %aud, 
por daños y perjuicios. 

Sumario. — No expresándose agravios en el término de la ley, 
se declara desierta la apelación á la primera rebeldía <|u<¿ acuse 
ti apelado •<■.<-■•- • 1 — 3 

CAUSA LXXXIII. 

D. Marario Nazarri, curtirá D. Julio Correa, sobre pago de {ras- 
tos de depósito judicial. 

Sumario. — Las costas causadas por un depósito judiei.it 
deben pagarse al depositario por <|uien corresponde precisamente 
á la ejecución de la sentencia y aun antes de pronunciarse esta, 
sin perjuicio de lo ij uc se determine después por el juez en la 
sentencia delinitiva, respecto al pago de dichas costas, (art. 178 
de la le; nacional de procedimientos ; arU. y 8 de la ley 
sobre arancel. ) 

2* Los gastos necesarios y útiles de conservación r mejora de 
una cosa, tienen que ser saiUechus por la co*a misma sin perjui- 
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do del dererbo regresivo M dueño conlra el que resulte obligado 
por la condenación de la sentencia. (Le/ única, lit. [ >> fib. 4, 
Recopilación. > tzi 

CAUSA LXXX1V. 

D Juan contra D, Francisco Cossio, por cobro de 

pesos, 

Sumario, — -Las rostas del incidente promovido por no haber- 
se pasado al demandado las tVipias «pie prescribe id art. 8 de la 
ley nacional de procedí inieu tus, son de cargo del demandante . . 128 

CAUSA LXXXV. 

D. Juan gjaforgur. conlra el Coronel ll. Lucio V. Mansilla, por 
Cubro de pesos. 

Sumario. — En una oblación solidaria respecto solamente 
fie los deudores, los acreedores no pueden demandar por sepa- 
rado conlra uno de los deudores el importe total de la ubi tea - 

ciün . m 

CU SA LXXXU. 

Kl Fisco Nacional, contra 1). Manuel Ucampo, sobre nulidad v 
rescisión de sentencia. 

Sumario. — 1° Los únicos recursos que la lev nutoriza pnra re- 
parar los errores de los Tribuitales Nacionales son: el de reposi- 
ción, el de apelación, e l de nulidad, el de rescisión v el de re- 
visión. 

Kl arI J,t I- 1 ■«'? il» 1 procedimientos no comprende loa 
recursos ni los medios de reparar los errores ó injusticias que 
puedan contenerse en las sentencias. 

3 o De los Fallos de la Suprema Corte no bav recurso alpino 
menos el de revisión, en los casos de jurisdicción ordinaria v es- 
elusiva. 

4" No por eso puede la Suprema Corle convertirse en poder 
arbitrario. 

"j La Suprema Corte representa en la esfera de sus atribu- 
ciones la luberanfa Nacional, y es tan independiente en su ejer- 
cicio romo el Congreso y el Poder Ejecutivo en los suyos. 

6" S», s decisiones son fiudles, y no hay tribunal que las pueda 
revocar. ' 
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Mjgtau 

7 o Esa es la doctrina de la Constiturion, t ninguna legislación 
admite que pueda babcr recurso de las decisiones del tribunal 
constituido para juzgar en úhi no resorte. 

8 o Las cusas en que interviene e! Fisto tienen su tramitación 
establecida, y no hay disposición albina que ordene se dé vista 
al Sr. Procurador General para que mejore el recurro, cuando 
el Fisco es el apelante, ó acuse rebeldía cuando es ni anidado. 

c > ti Pru curador ti enera I esta obligado á computar los lér- 
niinus, mejorar lus recursos, acucar rebeldías sin advertencia del 
Tribunal. 

10. Está obligido también á esarnmar bis autos en secreta- 
ría» y averiguar la forma en que vienen lus recursos, asi como á 
reclamar la reposiciuii do los errores cmucLidus en aulos inler- 
loculurios. 

11. L;i mejora del recurío, laespresíon de agravios, y la contes- 
tación del apelado, son tramites que no deben voluntaria rúen le 
suprimirse, pero nu son esenciales, y su omisión no pruduce nu- 
lidad, especialmente ruando por el silencio de las partes esa 
omisirm ba sido consentida. 

1-2. Por la nueva legislación el Fisco no g*ua del beneficio 
de la restitución in iitWgrum. 

íiegun la antigua iegislarmn, el Fisco gojsaba de ese bene- 
ficio, iío htmqnam AV^ uv, ted tamqww hv*m . y por consi- 
guiente, tratándose de la restitución «unirá una sentencia, era 
necesario demortrar pe esta era injusta. 

1 i. Fra necesario timbren que la senteneia fuese su plica ble. 

i\t. No puede alegarse, li oponerse nulidad contra la sentencia 
de que no ba lugar á suplicación. 

i(V Por la ley nacional de procedimientos, la apelación libre- 
mente concedida no queda d<:siert.i, m rio se mejora el recurso 
dentro ilid término legal, p u r el solo mniÍ-.lürio de la ley. 

17* Ks necesario para ello que el apelado acuse rebeldía. 

t& Mreniras no baya rebeldía acubada, la senteucia apelada 
no puede considerarse «orno una cosa juzgada, y puede siempre 
continuarse la susLwi;h huí de. la secunda instancia. 

10, La equivocación no ert ta sustancia, lía¿ en un accidente 
del b cebo en que ¿e tunda una svuiencia, no desvirtúa la verüuJ 
del mismo. 
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l'.'.ffinas 

20. El he<dio debe consí+lorarse cierto, romo deben consídt;- 
■ rarso ciertos los datos procedentes do Jas olicinas públicas, aun- 
que falte en ellos claridad y precisión. 

21. La aplicaciun errónea de, una doctrina cierta constituye 
un error de apreciací y im una violación il»* la ley. 

¿3, Para decir que una sentencia es notoriamente injusta y 
nula, es necesario que ovisla en ella una violación de la ley. 
palma ría, evidente, prima fmit\ y resaltante sin discusión ni 
argumentos. 

23. Kl art, 'liK de la ley nacional di* procedimientos no com- 
prende hs razóme \ hrelios rni i *\ i* s *jnr alonen cu "i^unrln 
natalicia pan sostener l<* que se ha deducido en la demanda 
ió en la excepción propuesta en la primera. 

21. I.a condenar an á los jueces, que srmcion.1 la leí -21, til. 
±í, parí, ¡i, no es un recurso n.ntra la -enteiina, >¡im un electo 
de la responsabilidad de aquellos, siendo esa ley una ley ¡»e- 

CAt'SA I.XWYII. 
D. Avelino P. Martínez, -'mitra H iiidderno de la Provincia de 
Kiitre-ltios sobre, crin versión de un billete di* Terrería. 

Sumario. — La Suprema Curie es incompetente para conocer eti 
una demanda nnitri el léd'ieroo de uin Provincia, tratándose 
de una resolución Adniinitimliva del Poder Kj^nittvo ile ilichéa 
Provincia. 00 haciendo Itipr t la conversión de un vale de de- 
pósito en titulo de renta pública, muflirme á una ley provincial, 
no poniéndose en cuestión esa resolución bajn la preterición de 
ser re pilona n te á la l'.oin-liliinnii Nacional, ni ,"i los tratados ó 

leyes del Congreso.,,,....... , |M3 

CAUSA LWWIIÍ. 
A llora y Unos cimlra It. IVIipe liecalde, Cónsul de U liepii- 
blica del Paraguay, por cubro de pesos 

Sumario. - í" Los cónsules están sometidos á la jurisdieeinn 
de los tribunales del país en que residen, respecto de las obliga- 
dones comerciales que cnnlraiaji til él. 

3* fío habiendo tratado ni ley nacional al respecto, las opera- 
ciones comerciales de un cónsul en el territorio de la I lepó libra 
Argentina, no pueden ser consideradas como formando parte de 
sus funciones oficiales ....... \H m , 
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CAl'SA IXXXIX. 

A. Devoto y hermano, contra I). Pablo Vulimer, capitán de la 
barca «II. C. Peters,i. sobre indemnización de daños J perjuicios 
y cobro de fieles. 

Sumario. — l w Los capitanes no son responsables de til imi? 
rías causadas por inítirtuni» y accidentes de mar. 

í" Para ello es necesarin que jo-lili píen ipie la 1 * avería-: han 
provenido realmente de Liles accidentes, habilitando asi á ios 
cargadores para redamar de los serums el importe de aquellas. 

!t" Nu habiendo ocurrido accidentes eslraordinaiius, y constan- 
do r¡ue la carga sufrí* averias por el agua introducida en las es- 
cotillas, la avería es inimitable al capitán. 

4° Para que el capitán sea responsable de la avería, I insta el 
hecbo de no justificarse pur ¿1 que la misma tía procedido de 
vicio propio di» la cosa, fuer/a mayor ó culpa del cargador, 

5° Las averías comprenden do snlu el deterioro de la carpa, 
■Onó también la cantidad ipie se entrega de monos. 

0" La cláusula puesta en el conocimiento de ignorar su nú- 
mero, peso y contenido no fav orare ¡il eapiUn, cu indo resulta d.-l 
mismo conocimiento ijoe el estado de la carga era el mejor punible, 
y el capitán lia entregado carga averiada, 

7" Esa cláusula puede favorecerle, cuando el capitán lia llena- 
do fielmente sus deberes. 

8° Estos deberes no pueden decirse llenados, cuando el capi- 
tán lia al (erad, j durante el viaje el arruiiiajr de la i trga, y tu 
abierto y pasado de unoi á raros sacos el contenido de la car- 
pa sin estar presente el cargador. 

0" La culpa grave, equivale al didu para b»s efectos del arti- 
culo 1206 del Código de Comercio. 

|í). MI medio mas adecúalo para averiguar el importe de lus 
daíms, es la estimación por peritos judiciales nombrados con cita* 
cion de los interesados. 

11, Kl honorario de lf>s peritos para la avaluación del daño 
debe ser á cargo del causante de. este, 

12. Habiendo exceso en la demanda, el demandado no debe 
pagar Jas costas del pleito 190 
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CAUSA XC. 

Criminal, contra D. José Iturraspe, por abuso de autoridad. — 
Incidente sobre competencia. 

íírííMrirm. — I' Los Tribunales do Provincia nu son compe- 
tentes para conocer de pleitos sobre propiedad, cuando en ellos 
se encuentra interesado el Fisco Nacional. 

2" Los Tribunales de Provincia no pueden ligar con sus reso- 
luciones lo* aclos de los Poderes Públicos de la Nación, ó de 
'os que proceden a su nombre y representación, como emplea- 
dos, comisionados ó agentes. 
3" Todas las cuestiones cuya resolución pueda afectar al Fisco 
I, son de la competencia de los Tribunales de la Na- 

— 206 

CAUSA XCL 

n. Antonio Porro y P> .lose!',! Fabiani, sobre venta de un bu- 
que. — Incidente sobre competencia. 

Sumario, — No corresponde al conocimiento de la Justicia 
Nacional una demanda sobre venta de un buque, cuando uno de, 
los co -partícipes es una testamentaría no liquidada 216 

CAUSA XCII. 

D. Agu-lin M de Humeres contra U. Abra lian Lezjna, por 
cobro de unas mutas. 

Sumarie.— i* Probado el número de animales puestos á in- 
vernar, se debe restituir al fin de la inverna U el mismo númeru, 

2" El contrato de invernada dura con arreglo al tiempo conve- 
nido, aunque este sea mayor que él de costumbre 21* 

CAUSA XCHI. 

Horco Piaggio é bijo<¡, contra Mnrini y C-, por cubro de pesos. 

Sumario. — No mejorándose la apelación en el termino del 
emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primer rebel- 
día que acuse el apelado ... 222 

CAUSA XCIV. 

II. Teodoro Mariscal contra D. Huberto Lange, por cohro ite 
pesos, sobre examen de testigos y absolución de posiciones. 

Sumario. — 1- El recurso de nulidad no es procedente contra 
Jos autos interlocutorios de los juzgados nacionales. 
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f La ritanon para absolver posiciones debe hacerse con un 

dia de inlérvalo al señalado para la absolución - - 1 

CAUSA XCV. 

D. Anselmo Nuüe* contra el Gobierno Nacional, por indemni- 
zación. 

Sumario.— El Poder Ejecutivo Nacional no puede ser deman- 
dado sio su espreso consentimiento 281 

CAUSA XCVL 

La Municipalidad del Rosario de Santa T e contra D. Honorato 
Bigaud y D. Valentín Toba, por cobro de derecho. 

Sumario.— I o La ley de la Provincia de Santa Fe, de Agesto 
27 de liid, designó, en lo administrativo, los límites jurisdic- 
cionales de los pueblos de San Lorenzo y Villa Con>liiucion. 

2 a Los pueblos dumle funcionan .Municipalidades independiera 
les. es indispensable que cuenten con porciones de I ierra capa- 
ces de suministrarles las rentas y recursos necesarios. 

3" A falta de una ley espliciia* los limite* de los tres Munki- 
píos existentes en el Departamento del Kosarin, deben ser los 
mismos que los designados por la ley de 18fr2 en el órden 
electoral y administrativo. 

Í° Los impuestos municipales por repta general, citando se 
trata de frutos, solo gravan el consumo de estus en el mismo 
distrito Municipal en r|ue rige la ordenanza. 

5 o La recaudacíun de los impuestos municipales debe hacerse 
en persona cierta, establecida en el Municipio y dentro de él. ,, 2áí* 

CAUSA XCYI1. 

D. Luis Figari contra Palma y Alón laño, por cubro de lan- 
chajes. — Incidente sobre competencia. 

Sumario. — V La escepcion de incompetencia por razón de 
la maieria pueJe deducirse en cualquier estado de la causa, 

t° Los Tribunales de Provincia son competentes para conocer 
sobre demandas sobre fletes de lanchas empleadas en la des- 
carga de buques anclados dentro de puertos, 

3» La jurisdicción de almirantaig» que los Tribunales Federales 
ejercen privativamente, solo se estiende h los hechos ó contratos 
concernientes á la navegación y comercio maríúmo, que se liare 
entre un puerto de la Repúbíica y otro extranjero 6 entre dife- 
rentes puertos por los rios interiores. -3 ;i 
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CAUSA XCYÜI. 

D, Federico Garrías contra D. José Catón i, sobre cobro de 
alquilares y reparaciones. 

Sumario, - I" L:i cláusula de un contrata de arriendo por la 
que se confiere al locador el ilerecbu de aumentar el alquiler en 
caso de no («¡izarse este dentro de un término dado, no puede 
tener efecto alguno en el caso de haber el inquilino pagado eJ 
alquiler denlro del término. 

2 r Aun en el caso de mora por parte del inquilino, esa cláu- 
sula no importa la obligaebm torzosa á ¿ste de abonar el alquiler 
que tija el locador, sinó Ja rescisión del contrato no aceplámluse 
por el inquilino el aumento. 

íi' La designación di-I importe del alquiler no puede ser librado 
;'( la voluntad de uno solo de los contraíanles. 

-I o No debiendo suponerse U nulidad de los contratos, la in- 
terpretación de ellos debe ser la que aseguro su eticada, sin 
repugnar k la ley. 

ít" La cláusula de devolver la rosa nrrendada en el estado de 
su entrega, y du hacer ciertas reparaciones, no puede tener 
efecto general sinó al lin del contrato de arrendamiento. 

G° Se exceptúan de esta repta las reparaciones (pie tienen el 
carácter de urgentes, y cuy.i dilación puede amenazar ruina de 
fa propiedad. 

7" Por regla general todos los deterioros provenientes del 
simple uso de la co:sa están a cargo del propietario. 

N« Ka la duda que sur^e de dos cláusulas por la* que, en una 
se obliga al inquilino \ devolver bi casa en el estado en que la 
recibió y hacer por su cuenta toda clase de reparaciones, y en 
otra en que se declara no ser ii cargo del inquilino las repara- 
ciones que por su naturaleza sean de cuanta del propietario, 
debe decidirse que son á cargo de este solo las provenientes de 
ta mala construcción de la casa, nuevas ohras de las casas lin- 
deras y otras semejantes, y que todas las demás son de cuenta 
de] inquilino 

Kl actor que no ha tenido derecho, ni justa causa para de- 
mandar, debe sufrir rl pago de todas las coilas del pleito 340 
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CAUSA XCIX. WgÍQW 

0. José Casella contra D. Juan Vignoney la testamentaría de ' 
D, Jus¿ fazio, sobre venta tic u% buque. 

SWWrt'o.— I» La Justicia Nacional es incompetente para co- 
nocer en demandas contra una testamentaría. 

2" Ellas deben entablarse ante el Juez de Provincia nue co- 
lorea del juicio universal testamentario.. \ m 

CAUSA C. 

r> Rosa Ocampo, declarada pobre de solemnidad, contra D. 
Lloy Cortos, por cobro de pes»s. 

Sumario. — 1° La prueba incumbe al actor. 

No puede considerarse como prueba una información de 
testigos recibida fuera del termino probatorio v sin citación de 
la contraparte.. , _ _ 2fi3 

CAUSA Ct 

0. Narciso Alcavaga contra D. Policarpo González, sobre de- 
riaratona de pobreza. 

Sumario.- La Suprema Corte no debe tomar conocimiento de 
una causa sino cuando es provocada por parte lejilima y en ta 

forma establecida por la ley de procedimientos 266 

CAUSA CIL 

Los Sres. Moller y O contra el Fisco Nacional, -obiv dere- 
chos de aduana. 

Sumario. — Las resoluciones de los administradores de aduana 
sobre Ja aprecincion de las cimmslafinas atenuantes en caso de 
falsa manifestación no pueden ser reformadas , 

CAUSA CU!. 

D. Ricardo Lavalle contra Ü. Ernesto Pouss3rt t sobre cum- 
plimiento de un contrato. 

Sumario. - 1* Aun cuando por regla general no es imputable 
al obligado Ja inejecución de Jos hechos que constituyen la obli- 
gación, cuando dicha inejecución proviene de fuerza mayor, te 
es imputable cuando la fuerza mayor es precedida de culpa ó 
mora por pa. te del deudor. 

2« En el caso del número anterior la obligación se convierte 
en indemnización de daños y perjuicios. 
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3° Lus tlafios j perjuicios á indemnizarse son los que se pre- 
vieron ú pudieron proveerse ;il tiempo de contratar, y que sean 
una consecuencia inme.li.iU y directa de la inejecución ó de la 
muía o tardía ejecución del contrato,. 271 

CAUSA CIV. 

El Procurador Fiscal contra Zimmeriuann, Eair v O, por 
infracción de la ley de sellos. 

Sumario,- I - Na hay obligación de estender en papel sellado 
NactonaJ los documentos sobre obl iliciones que por su naturaleza 
no corresponden oclusivamente á la jurisdicción nactonaL 

S5 Presentándose ante los Tribunales Nacionales un docu- 
mentó de e*ta cl:,se, debe reponerse el sello correspondiente 
al valor üe! contrato...,,.., t 2tJti 

CU S\ CV. 

I). Venancio Sancbez, en representación de fa estiupuida 
razón social - San, hez y Ramos Otero *, contra la razun social 
u Salvador Itubcrt y C'», por cobro de pesos. 

Sumario. — Í u El mandatario es libre de aceptar ó no el 
mandato ofrecido, pero detpuos de anotado tiene l.i obligación 
de cornpbrlo, tanto por el derecho civil como por el mercantil. 

2" Los niand¡i:ari(K co-ue-rciales tienen la obligación de dar 
cuenta de su cometido con las responsabilidades que les impone 
el Código de Comercio en sus arts. 3Ub\ y 18, 31 11 y ;J2á. 

$> El consignatario debe pagar el importo de los efectos con- 
signados, deducidos los gastos y la comisión., 390 

CAUSA CVL 

D. Avelina Martínez contra , el Gobierno de la Provincia de 
Entre-tlios, por convexión do billetes de Tesorería—Incidente 
sobre nulidad. 

Sumario,— 1° El recurso de nulidad no es procedente sino 
contra las senteucias do los Juzgados Seccionales. 

Siempre que de la demanda aparezca claramente que la 
causa no compete á la justicia nacional, debe el juez desecharla 
d e plano..., m 

CAUSA CVIJ. 

D. Santos Domínguez j D, José Gómez Menendi, contra D. An- 
tonio Eragueiro, por cubro de pesos. 
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Sumario.— \° Es de la competencia Je la Suprema Corle el 
conocimiento y la decisi.-n del recurso de nulidad, deducido de 
sentencias definitivas de luá Juzgados de Sección 

á (1 Ku las causas de mayor cuantía debe deducirse este recudo 
conjuntamente con d de apelación. 

3» La Suprema Curte carece de jurisdicción para Conocer del 
recursu de rescisión, ffi&fam de Jas sentencias dictadas en 
rebeldía ^gj 

causa cm. 

D. Anlero Barriga contra U. Francisco Giménez (Jarcia, per 
coliro ejecutivo de peí os. 

Sumario, — 1" Trabado el juicio por demanda y contestación, 
puede el apoderado sosüiuir el poder, aunque no contenga la- 
cuitad especial para ello. 

2» Ku puede hacerse lugar al recurso de nulidad, manto en 
el procedimiento no se ha incurrido en algún defecto de los que, 
por espresa disposición de derecho, anulan las actuaciones. 

3» La compensación es una de las escepciunes que puede opo- 
nerse en el juicio ejecutivo. 

Puede interponerse compensación cotí un pagaré endosado 
en blanco y declarado reconocido en rebeldía dcJ ejecutante que 
lo lirmü. 

5** Un pagaré cou endoso en blanco, inadmisible ante los Tri- 
bunales de Chile, es completamente eficaz ante Jes Tribunales de 
esta República. 

ti" El portador de una letra imperfectamente endosada en país 
extrangeru, puede esijir judicialmente el pago en la República. 

7" Quien puede cobrar, puede compensar 

8" No se aplican las leves estrangeras, cuando las de la Re- 
pública, en colicion con ellas, son mas favorables á Ja validez de 
los actos jurídicos 

CAUSA CIX. 

Criminal, contra el prófugo José Franco y Domingo Castillo, 
por circulación de moneda falsa. 

Sumario, — 1« La contradicción del procesado con la decla- 
ración de los testigo* presenciales del hecho que se le imputa, 
escluye toda presunción de buena fé por su parte. 
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"i" El cómplice con circunstancias atenuantes de delito de 
circulación de moneda falsa debe ser castigado con el minirwim 
de la pena prescrita por el arl. tiu ile la ley penal 31 i 

CAUSA CX. 

Criminal contra Pedro Bertin, pur heridas inferidas al con- 
tramae-lre de la barca francesa «Hrave Lourmel * á bordo 
ile la misma. 

Sumario. — i" No existiendo mas prueba que la confesión 
del reo, respecto al autor del delito, debe estarse á ella ron 
relación a las circunstancias que lu acompañaron. * 

■2 o Corresponde al prudente arbitrio del Juez moderar las 
penas demasiado rigurosas teniendo en cuenta la gravedad 
del casn, y la práctica de los tribunales. 

3 o Al presunto reo no debe evígirsele juramento, cuando 
se le toma la declaración indagatoria 315 

CAUSA CXI. 

Criminal, contra Ilusmano Olguin, por homicidio perpetrado 
en una chalana en las aguas del Pan ni. 

Sumario. — \* La provocación de tina cuestión anterior y 
el uechode haber sido las heridas inferidas por delante, esc luyen 
en el homicidio la premeditación y alevosía. 

2° La práctica de nuestra jurisprudencia ha reservado la úl- 
tima pena á los hechos caldcados y que revelan el último 
grado de perversidad en el agente. 

3" En los casos de homicidio simple cometido en riña, la 
pena que se impone es la da diez años de trabajos forzados. 318 

CAUSA CXÍ1. 

Jtaz/eto y C\ contra el patrón de la barca tllcrminia» y otros, 
sobre nulidad de un laudo. 

Sumario. — Las razones que se aducen sobre el fondo de 
una cuestión sometida al juíciit de peritos arbitradares, no son 
causas para declarar la nulidad del laudo expedido con las 
condiciones y formalidades leudes 335 

CAUSA CXI1J. 

D. Martín Cabilla 6 hijo, contra D. Francisco Medina, ao- 
bre cumplimiento de un contrato. Incidente sobre posiciones. 
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Sumario, — i° El litigante que no si> presenil personalmente 
sino por apoderado, nn necesita constituir iloinicdio para i-I juicio. 

2* Una cédula fijada en la puerta de una casa en que no 
consta que habita quien va á ser notiuVadu, no importa no- 
lificacion. 

3» Quien no lia sido debidamente notificado no puede ser 
declarado en rebeldía. 

b> Xu puede ser decía ra Jo coai.-so en posiciones el litigante 
citado pira absolverlas, si el am* respectivo no cunliene la 
comunicación do que por tal se le declarará si no comparece. 

5* El que tiene justo motivo para no comparecer a absol- 
ver posiciones no puede ser declarado confeso, 

O» La ausencia es justo motivo que escuda la comparecencia. 

7" Los testigos deben comparecer á declanr, so pena de 
nulidad, cuando menos lre> días después de notificada por 
cédula la parte contra quien se litiga , 32S 

CAUSA CXIV. 

Davies y Ríos contra D. Tumis Ceroa, par cobro de pesos. In- 
cidente subre prisión por deudas. 

Sumario. — La ejecución no poete llevarse contra la per- 
sona sino oontra lus bienes di-1 deudor 333 

(iAL'SA C\V. 

D, José Dadaraco, contra D. Felipe líadaraey y D, Antonio 
Delaeasa, por cobru de pesos. 

Sumario. — í* Los documentos privados solo pueden tener 
Té en juicio, cuando son reconocidos por el linuanle ó decla- 
rados auténticos por el Juez. 

i Un documento privado presentado después de recibida 
la causa i prueba y cuando está para vencer el término, no 
hace té en juicio si no es reconocido pura y simplemente 
por la parte i quien se le imputa. 

3" La Justicia Nacional es incompetente para conocer en 
cuestiones entre eslrangeros, cuando el fuern no resulte por 

razón de la materia , , 

CAUSA CXVL 

£1 Procurador Fiscal con 1), liento Galinder > por cobro de 
petos — recurso de queja. 
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Sumario. — En los juicios seguidos en rebeldía, el deman- 
dado no tiene mas recurso que el de rescisión JVJ 

CAUSA CXYU. 

El Danco de la Provincia de liuenos Aires contra U. Jai- 
mes Cujas, por cobro de pesos. 

.Sumario. — Aceptada la jurisdicción de los tribunales pro- 
vinciales por el defensor del demandado cstrangero aumente, 

la causa debe seguirse ante aquella 3;>2 

CAU-A CW1U. 

0. Lisandro de la Torre y Ca. cun Ü. Augusto Segovia, 
sobre ejecución de una sentencia. 

Sumarió, — 1 ■ Es eslemporánca la excepción de falta de per- 
sonalidad del demandante, deducida después de dictada la sen- 
tencia, 

^ l.as providencias diñadas en un juicio no tienen influen- 
cia sobre otro con distintas personas, 

¡í» En el juicio posesuiio nada se prejuzga y es indepen- 
diente del de propiedad ,»,..,....... ■ -i 

CAISA <:ux. 

El Fisco Nacional, contra I). Juan P, Hayley, sobre comiso. 

Sumario. — i° Por la tarifa de avaluó* que regia eu 1871, 
se lijaba para et aforo de la hojalata en cajones surtidos el 
precio de ocho pesos inertes, por rada oiíihMÍ brulu. 

2" No pudiendo admitirse que el introductor ignorase esta 
disposición, debe entenderse que el peso que da en su 
manifiesto en quintales es jh'sq bruto, 

¡1' El comerciante que ignora ú no quiere espnnerse íi errar 
en la manifestación, debe presentar su manifiesto con la 

clausula de ignorar el peso ■ ■ 

CAUSA CXX. 

El Banco i Franco-Platense > con los Sres. Mallí y Piera, 
sobre cojjipelcncia. 

Sumariti. — I" El inciso primero del articulo I i de la 
ley de H de Setiembre de 18<i:i, negando el derecho de 
llevar ante los Tribunales de la Nación los juicios universa- 
les, y por consiguiente los de concuño» no atribuye por 

T. III. 37 
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eso al Juez del Concurso indistintamente todos los asuntos 
del fallido, sujetos a la jurisdicción nacional. 

2 U Las palabras del art. 15 íü del Código de Comercio no 
se refieren á los asunto? judiciales, sino á los crédito» del 
fallido, ni deben nunca interpretarse en mermscabo de umi 
jurisdicción de órden distinto j escluyeiile de toda otra por 
ta Constitución y la ley. 

3 o Un asunto llevado fi los Tribunales nacionales por el 
mismo fallido, como ador, antes de ser concursado, y su- 
jeto a su jurisdicción ntiione materia*, debe seguirse ante 
aquellos, pudiendo el representante del concurso tomar parte 
al juicio, y llevar opon u mi mente á la masa general el cré- 
dito ó los fondos que según el resultado liual pudiesen cor- 
responderle ■ • 36íl 

CAUSA CXXJ. 

Criminal contra José t'eirauu (conocido por Caalaguino), por 
heridas y homicidio. 

Sumario* — i" El homicidio cometido á consecuencia de una 
dispula, en el que se han cambiado insullus graves, no apa- 
reciendo en el proceso nada rjue indique premeditación por 
parte de su autor,' debe calillarse cuino humicidij simple. 

2» La práctica mas benigna de nuestros tribunales reserva 
la pena de muerte a los casos de alevu¡da é de homicidio 
con caracteres de grande perversidad, aplicando en Jos de- 
más la de diez años que es la siguiente en grado por la 
lejislacion común..,.. 367 

CAUSA CXXli. 

D. Siherio Bpjarano, pidiendo se declare inconstitucional 
una ley de la Provincia do Entre- Kios. 

Suma rio. — Los Tribunales Nacionales nn tienen jurisdic- 
ción para decidir cuestiones nbslrachs de derecho; ni para 
juigar sobre la inconstilucionalidad de una ley, sinú cuando 

se trata de su aplicación ;V un caso contencioso 37¿ 

CAUSA CXXIII. 

D. José Montero pidiendo se deje sin efecto una orden de 
prisión dictada contra él, por el lueí del Crimen de la Sec- 
ción de Buenos Aires 
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Sumario.— Kl recurso de ipteja por denegada justicia, solo 
tiene lugar anle la Suprema Corté ruando se hubiese denegado 
una apelación que por b ley dehia concederse ÍH4 

causa nxxiv. 

D. Jacinto Febrés «la Havira contra la Municipalidad ile la 
ciudad ile Ituenos Aire», sobre despojo. 

SíttMiino.— I o El hecho de haber un estrangero servido á 
la Nación como Coronel de Ingenieros, no le dá el carácter 
de ciudadano argentino. 

2- La riu lad.iiiía argentina no se impone :'i ningún < strau- 
gero ñor hechu algún». 

§> Ella s« solicita y >e obtiene como una gracia, por los 
trámites establecidos en la ley. 

4<t Las Municipalidades son competentes pata arreglar la 
forma, duración y condiciones de los arrendamientos de bie- 
nes municipales. 

í> IVro la* contestaciones relativas á la interpretación, eje- 
cución ó rescisión de dichos arrendamientos, entran en el de- 
recho común, y están sometidas & la jurisdicción de los Tri- 
bunales ordinarios. 

fi- La lev reglamentaria de la Municipalidad de la ciudad 
de Buenos "Aires no puede invocarse tratándose de hechos ^ 
propios que la constituyen parte en el juicio 376 

CAUSA CXXV. 

P. Kduardo Bnrañao contra el Coronel IL Luciano Goma- 
leí. sobre exoneración del servicio militar. Incidente sobre 
rebeldía 

Sumario.— \* No puede considerarse caido en rebeldía un 
demandado notificado por carta requisitoria, cuando esta no 
contiene emplazamiento. 

-2" Encontrándose el demandado en aj<ma jurisdicción, el 
emplazamiento debe ser el de la ley, mas un dia por cada 
siete leguas. 

3" No se deniega audiencia sinó al contumaz declarado, 
4" Las notificaciones hechas en contravención de ta ley, 
hacen nulo todo lo obrado después. 380 
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CAUSA CXXVI. *** m 
Los Sres. D. Vicente Casares ó hijus con los Srt*?. Men- 
ditegui y Salíalo, por cobro rie lanchajes. 

Sumario. — I a Los artículos 171 y !""> del Código de Co- 
mercio se refieren a. lodos les rasos de reclamación, tanto 
por detrimentos como por pérdidas, 

2" El redamo por pérdidas, contra los empresarios de 
trasportes, queda extinguida, ilcs pues de las i\ ho;as del 
recibo de las mercaderías, i de pagado el precio del porte. 380 

CAflJSV OSXV1I. 
D. José Badaraco con D. José, Mjraugt. pjr cobro de 
pesos, 

Sumurío. — El término de 21 horas acordado por la ley 
cuando ha sido acusada la rebudia, es fatal y perentorio... 392 

CAUSA CXXV1II. 
D. José Montero, pidiendo se deje sin efecto una órden de 
prisión dicuda contra él por el Juez de Sección en Huertos 
Aires. 

Sumario. — i° La investigación que puede hacer la Su- 
prema Corte cuando un individuo se h;dle detenido ó |ir^.,, 
j á instancias del misino ó de tus parientes ó amigos, so- 
bre el orijen de su prisión, es con el objeto de mandarlo 
poner inmediatamente en libertad, en caso que la prisión 
haya sido ordenada por autoridad que no esté facultada por 
la ley. 

2* Esa investigación no puede tener lugar si el solicitan- 
te no se encuentra drUnvio ú preso, aunque se haya librado 
contra él una órden de prisión. 

3 o Mucho mas si la órden de prisión ha sido espedida por 
juez competente 

4* De las sentencias definitivas de los juzgados de Sec- 
ción ó de los autos que te fuerza de definitivos, snb) 
puede ocurrirse ante la Suprema Corte por el recurso de 
apelación, n de queja pur apelación denegada 394 

CAUSA CXXIX. 
D. Tomás Pietranpra contra D. .Juan Van Deurs. sobre 
cumplimiento de un contrato de (lelamento. 
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Anmun*: — 1 Kl Helador no puede subrogar á olra per- 
dona en 5 us oblignciohes «le si el contrato de defámenlo 
no contiene alguna clausula que autorice la subrogación. . . . 

i'* Tara que haya nov.icion en los mu tratos bilaterales es 
necesario el coiistiiiltuiieiiLu en ambos contraíanles. 

:: Kl Helador de un buque puede MiLUrlurli», sin perjui- 
fin de los derechos del capiian Contra el primer contraíanle. 

La .'Ccion por iiaftos y perjuicios comprende la pérdida 
sufrida y el lucro de que íe ha privado 

Ti Los aclos judiciales de lo* países estraniícros son leni- 
los por auténtico*, mientras no se pruebe lu ciinlrario, 

Kl deudor cae en mura pnr el hecho de la notificación 
•le la demanda liasla la chancelación del crédito. 

7 Kl deudor que no tiene jinla rasnn para litípar, debe 

-er condenado en casias ...» 3: 

CUSA CXXX. 

( riuiiual, ouilra Nind-i»; Síth, |pnr h u r I • < . 

Swnoria. — 1* Nu mejorándose el recurso de apelación en 
él t.'rmuto prescrito por el arl. 2U de la ley de procedi- 
mientos, debe declararse ilesierla la apelación, 

ú> Ins secretarios de la Corle Suprema no son ajenies del 
Sr, Procurador General, nt deben avisarle la* ¿pelacionea in- 
lerpuf-fas pur los procuradores liscales, como no avisan tt 
los particulares las apelaciones interpuestas por sus repre- 
sentantes ó apoderados. 

Son Ins Procuradores Fiscales que deben avisar al Sr. 
Procurador General cuando vayan á la Corte Suprema espn- 
dienie* e: t que so les haya concedido recursos que deban 
i 'rospjjuir^e, . . , ,, , 4f'. f * 

CAfSV CXXXL 

K [inroleo Gañ ía, contra D. Pascual llosas, sobre de- 
nuncia >!>; olí ra nueva. 

Stumrio, — Kl deuundado por ultra nueva puede citar de 
eviccion y saneamiento á su causante..... 41" 

CAUSA cxxxn. 

Los Sres. Ilemherf:, Heymentlhal y Ka, contra Ja Admi- 
nistración de lientas Nacionales, sobre afuru de mercaderías 
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Sntnario. — i" La ley le 21 de Diciembre de 1865, 
Tean.lo el trihiirial ile Vistas, fué derogada por H arl. Hlfi 
d* fas ordenanzas lie aduana .le U «le Aposto de ixnn. 

±> La resolución «le las di tremías que stirj;in entre un 
■ ■i-nercia'itt; y un Vista sobre aloro ita mercaderías, corres- 
ponde según los ■<rtíc«lflrí 112, til y 115, de dichas orde- 
nanzas á ln dirección general «le aduanas, 

¡i 11 Sr> habiéndose cread-i aun ni eáUldccidt esta dirección 
¡cenen! de aduanas, el l\ K. es (a i'mirn autoridad compe- 
teutn para resolverlas, con urre-lo ai arl, I i'.í da las mis- 
mi^ ordenanzas...... ,., II i 

CAUSA CXXXIU. 
Pini y Ronoroni Unos., omlra Dun Lorenzo liras*», |><-r 
tu''» ile [tesos. 

Sumaria. - Nn puede ocurrirse á h Suprema l>»rte en apela- 
ción de sentencia de los Tribunales Superiores de las Provincias, 
mando el recurso no está comprendido en ninguno de los raso* 
del arl. 11 do la lev sobre jurisdicción y competencia de U>< 
fribunales Nacionales, . , , • . ■ .« . . • .*<.*? .... Ití' 

CAUSA CXXX1V. 
ha. Clemencia Parera, contra I). Eugenio Aldas, por nd-r- 
de pesos. 

Sumario. — P' Concluido un juicio ejecutivo con lá entredi 
le tina parte del cri'diio, y ordenada la caución juratuha al deu- 
dor de pagar el resto cuando llegase á mejor fortuna, no puede 
-lecirse que bay juicio pendiente con respecto á la acción ordi- 
naria que se entahle después de 18 años para cobrar el resto de 
la deuda 

9° Una demanda desechada iu iiminr sin audiencia, ni lita- 
ción de parte no produce el efecto de radicar el juicio. 

3 o Kn las acciones personales es competente el juez del duini- 
- ¡lio del demandado,. . . 

CAUSA CXXXV. 

[i. fus*'- Catoni crn ít Kederico ílarripós, sobre desah.jn. 

Sumario. — I o Siendo definidas por contrato las obligaciones 
que »e han de cumplir en un tiempo dado, no hay necesidad de 
que sean previamente determinadas por sentencia y el tiempo 
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l'.iprti- 

uascurndu en el juicio curre m este caso ú cargo «le quien lo 

ha promovido.. . . 

CUSA CXXXV1. 

Don l'edru llosso con los Sres. IVreM y O, por fut.ro de Metes, 
otadlas y daños y perjuicios. 

.SMWfin'fi. — I" Nu e- bacante que el liador renuncie ta liaiif.i 
^ira ijiiií quede tMJiierailo de fila, sino consta el Cüijsi'ntimieiiin 
■leí lindo, y aqmd fu cuya t*araiilia se lia ^ oiiMituidu la liai</.i 
rutteti'iite en l¡t renuncia con l;i calidad .le su^ljLuirse por «ara 
lian/a. 

i* Después Je ejecutoriado el auto que lia resuelto excepciones 
dilatorias, Jebe evacuará! cl traslado conferido ile la demanda 
*n el U-nnirio de seis dias. 

T El silencio del juez sobre una petición no puede interpre- 
tarse LuiiHi una admisión, tácita de la misma petición 4 ; St 

causa cxxxvn. 

Hueca lino»., contra Don Felipe Uecalde, por ■ cohm i-jecotiw- 
de pesos, recurso de queja, 

Sumario,— \* Lo» Jueces de Sección sun competentes pan 
entender en las demandas por cobro de pesos entabladas vinür-t 
tus Cóusule^ curanderos. 

.í Cuando ui, Cónsul extrangero es una de la* partes, la Su- 
prema Corle no ejerce su jurisdicción originaria si no versa la 
causa sobru los privilegio* y exenciones del Cónsul en sti ca- 
rácter publico 

CAUSA CXXXYIII, 

Criminal, contra Auejusiu Pe ble, Knrique Jacubey, Cmllerim. 
Uífel y Francisco Oslar Krolt, por sustracción du efectos de los 
almaceueü de aduana. 

Sumario. — I- El articulo 81 de la ley penal se reitere á los 
autores principales del delito. 

¿* Los cómplices están sujetos á las penas del derecho coinuu, 
con la modificación indicada en los artículos 9;í y 95 de la ley 
nacjutiat penal. 

3 ü La práctica de aplicar menor pena á los cómplices que a 
los autores principales de un delito, debe observarse esjmual- 
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mente, cumulo ronlra eslos romanan circunstancias agravantes, 
y la participación de aquellos fia sido posterior al delito 4"U 

CAUSA CXXX1X. 
(Ion Juan l'ruzzo, contra Don Maros L Gusta, por obro de 
pesos. 

Suma rio. — L'nu liquidación practicada cu iunl..rmidad a 1a> 
constancias de una sentencia ejecutoriada, dele *or aprobada. . . lli 

CAUSA GXL. 

Uon losé Korchcs, con Don Guillermo Arníng, sobre cumpli- 
miento de un ontrato de cetflpra y venta. 

jíimwrw. — 1 rt No basU altear como posible lo swsteocta tle 
menores, sin6 que es necesario acreditarla, para demostrar la 
insuficiencia de títulos que se basan sobre una prescripción «tur 
reúne todos lus eslremos de la ley. 

2 La circunstancia de lindar un terreno con una calle, aunque 
puede ser impértanla en si misma, no es tal, que eutfeeindow 
.¡ii ella un terreno vendida pueda decirse que na se liare la 
euLrrga de lo espresado en el corttraio. 

Presentando el vendedor los titulo* Jo^ilnni.s y suliciuntt- 
de U osa vendida, no puede obligársele á prestar la lianza esta- 
blecida en el art. 101, lit. :t>, lili. 2", (M. Civ. 

4" No podiendo estimarse, tumo mariiliesUmeiitc temeraria la 
resistencia do una de tas partes litigantes, no tiene derecho la 
-tra de pedir que se condene á esta en los daños y perjuicios, 

v en las costas ■ ■ 

CAUSA CXÜ. 

th.ii Augusto Talvadeau, contra la CapiUnia del Tuerto de 
Buenos Aires. 

Sumar», — Los tribunales nacionales no son competentes en 
las causas contra los empleados del Gobierno Nacional por su> 
actos administrativos, en los que dependen solamente del gobier- 
no, (art. £, inciso i, de la ley de jurisdicción y competencia 

de los tribunales nacionales ) . « • • ■ • • • •• 

CAUSA CXLIU 

Don Juan M. Nuñez. contra Don José C. Gómez por cobro de 
pesos. 



P 
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Sumario, — 1« El hecho de encontrarse animales del deman- 
dante en potreros del demandado, hace presumir el contrato de 
pastoreo, aun cuando no se justifique que hubo convenio espre- 
so al respecto W 

CAUSA CXLHL 

Criminal, contra Gabriel Pacheco, Andrés Reinnldi, Bernardo 
Riceay Pablo Daniel Villalobo, por sustracción de efectos «n los 
depósitos de Aduana, 

Sumario. — El delito de sustracción de efectos en los depó- 
sitos de Aduana, puede ser penado con tres años de trabajos 
forzados .**••*«>. ■ ••■•«•«■•»•« A8i 

CAUSA CXUV. 

Don Tomas Pacheco y sus hermanos, contra Hon Juan Barroso, 
por cobro de bienes hereditarias. 

Sumario. — i* La declaración de herederos hace parle del jui- 
ciu universal d< 1 sucesión. 

2 Los juicios de esta naturaleza son de la esclusiva competen- 
cia de lus Tribunales de Provine ia. 

3* La jurisdicción de los Tribunales Nacionales es improro- 
sahle 1 1, .i 1. 1. < i. >m • • ' 
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CAUSA CXLV. 

Criminal, contra Carlos Parias, por delito de rebelión, homici- 
dio y otros, crímenes cometidos durante la rebelión. 

.Sumario. — I* Corresponde í\ los tribunales nacionales el co- 
nocimiento de las causas criminales contra los rebeldes y tos 
autores de delitos comunes cometidos durante la rebelión, con 
los propósitos consignados en el art. ÍH de la ley penal. 

2" La pena capital sulu se aplica en la práctica, en los rasos 
de una airosidad y alevosía, justificadas pr>r medio de un proce- 
dimiento en lodo arreglado y al abrigo de toda objerion. 

3» No es lal el procedimiento en que se ha nombrado fiscal 
al hermano de la victima, y defensor á un pariente de estos ; y 
en que ni el defensor ha ¡nienlado producir pruebas sobre los 
hechos alegados en su disculpa por el acusado; ni se han raic- 
eado en plenario los lesligos de la acusación 48* 
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mente, cuando contra estos concurran circunstancias agravante*, 
y la participación de aqurllos ha sitio posterior al delito. i:!'» 

CAUSA CXXXIX. 
Ilon Juan l'ruzzo, contra llon Marcos L. Costa, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — Una liquidaron! predicada en cotilortnidad a las 
ronstancias de una sentencia ejecutoriada, debe ser aprobada. . . 1U 

CAUSA C\L 

Ikm José lloredos, con Don iluillermu Arning, sobre cumpli- 
miento »le un contrato de compra y venia. 

Sumario,— 1* No basta alegar cuino posible ln existencia de 
menores, sino que es necesario acreditarla, para demostrar la 
insufleienda de títulos que se basan sobre una prescripción que 
reúne todos los estreñios de la ley. 

|» La circunstancia de lindar un terreno con una calle, aunque 
puede ser importan!» en si misma, no es tal, que entregándose 
-iii ella un terreno vendido, pueda dccir.se que no se bar*' i; 
■ -u tropa de lo espresado en el contrato. 

3» Presentando el vemledur los títulos legitimo* y suIkí.mjk- 
de la cosa vendida, no puede obligársele a prestar la íian*;i esta- 
blecida en el art. 101, til. 3», lili. ¿", Cúd. Civ. 

4" No pudiendo estimarse, como tnaiñiieslamenle temeraria la 
resistencia de una de las partes litigantes, no tiene dcrecliu la 
utra de pedir que se condene h esta en los daños y perjuicios, 

y en las costas • 

CAUSA CXLI. 

llon Augusto Palvadeau, contra la Capitanía del Puerto de 
Buenos Avres. 

Sumario. — Los tribunales nacionales no son competentes en 
las causas contra los empleados del Gobierno Nacional por su- 
actos administrativos, en los que dependen solamente del gobier- 
no, t ari. 2, inciso i, de la ley de jurisdicción y competencia 

de lo> tribunales nacionales ) • W'- 

CAUSA CXUl. 

Don Juan M. Nuñcz. contra Don José C. Gómez por cobro de 
petos. 
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Sumario. — t " El hecho de encontrarse animales del deman- 
dante en potreros del demandado, hace presumir el contrato de 
pastoreo, aun cuando no se justifique que hubu convenio espre- 
so al respecto 464 

CAUSA CXLHL 

t 

Criminal, contra Gabriel Pacheco, Andrés Reinalda Bernardo 
Ricca y Pablo Daniel Villalobo, por sustracción de efectos en los 
depósitos de Aduana. 

Sumario. — Kl delito de sustracción de erectos en los depó- 
sitos de Aduana, puede ser penado con tres años de trabajos 
forrados 481 

CAUSA CXLIV. 

Don Tomas Pacheco y su* hermanos, contra Don Juan Barroso, 
por cobro de bienes hereditarios. 

Sumario. — \° La declaración de herederos hace parte del jui- 
cio universal de sucesión. 

2" Los juicios de cata naturaleza son de la esclustva competen- 
cia de lus Tribunales de Provincia. 

3* La jurisdicción de los Tribunales Nacionales es improro- 
gahle. .i.......................... 488 

CAUSA CXLV. 

Criminal, contra Carlos Faríns, por delito de rebelión, homici- 
dio y otros crímenes cometidos durante la rebelión. 

Sumario. — I* Corresponde á los tribunales nacionales el co- 
nocimiento de tas causas crimínales contra los rebeldes y los 
autores de defilos comunes cometidos durante la rebelion ( con 
lus propósitos consignados en el arl. 18 de la ley penal. 

2* La pena capital solo se aplica en la práctica, en los casos 
de una airosidad y alevosía, justificadas por medio de un proce- 
dimiento en lodo arreglado y al abrigo i!* 1 toda objeción. 

3 o No es tal el procedimiento en que í<e ha nombrado fiscal 
al hermano de la víctima, y defensor á un pariente de estos ¡ y 
en que ni el defensor ha intentado producir pruebas sobre los 
hechos alegados en su disculpa por e' anisado; ni se han ratifi- 
cado en plena rio los testigos oe h acusación 494 
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CAUSA CXLV1. 

Rocío Piaggio é hijtt, contra de Hartini é lujo. — Incidente so- 
bre compele ncit. 

Sumario — 1° Interpuesta la escepcion de incompetencia ante 
un Juzgado de Provincia debe seguirse el juicio correspondiente 
ante ta jurisdicción provincial, sin mas recurso que el que para 
amo la Suprema Corle, establece el arl. U de la ley de Juris- 
dicción Nacional. 

I o Interpuesta la Apelación, el Juzgido de I a Instancia no pue- 
de, pendiente ella, innovar en Ib 

CAUSA CXLVII. 

Criminal, contra Ramón Vendrell, Joaquín Villalta j Francisco 
Farpas, por introducción de moneda falsa. 

Sumario. — La introducción de moneda falsa de especie que 
tenga curso tegil en la república puede ser penada con i años de 
trabajos forados y 500 pesos fuertes de multa t 508 

CAUSA CXL\1II. 
D. Ciríaco Urtubey, contra D. Segundo I. Acuña. — Recurso de 
Revisión. 

sumar w. — l n El recurso de revisión solo puede tener lugar en 
los casos espresados en el articulo 211 de la ley de Procedi- 
mientos. 

2* Este recurso debe interponerse* cuando se pretende que la 
Suprema Corte ba fallado sobre cosas no pedidas por las partes, 
dentro de ocho dias desde el siguiente á la última modifica- 
ción. 

3 o y cuando se interpone, fundándose en haber recobrado do- 
cumento decisivos detenidos por otra de la contraparte, el tér- 
mino de ocho dias se cuenta desde el día en que los documentos 
se recobraron 513 

CAUSA CXLDC. 

Los Sres. D. Florencio Madero y C*, con D. Domingo Mendoza, 
sobre rescisión de un contrato de arrendamiento. 

Sumario. — i n El auto que prohibe la enagenacton de un edi- 
ficio, cansa perjuicio irreparable y es por tanto apelable. 

f El término para apelar de un auto corre desde el dia en 
qie le tiene conocimiento do él. 



3 a No puede tenerse por notificaciou la nota del actuario de do 
haber comparecido el procurador en la oficina. 

4 o Los procuradores de causas, deben ser notificados del mis- 
roo modo que las partes, 

r> Lis cosas litigiosas pueden ser objeto de los contratos sal- 
vo el deber de satisfacer el perjuicio que resultase & tercero. 

6» Las acciones litigiosos pueden ceJerse por escritura pública 
6 por acta judicial en el mismo espediente 

7" El arrendatario ó sub arrendatario puede sub-arrendur á su 
vez ó ceder el contrato, en virtud de los arts. 31 y 93 del titulo 



de locación del C6digo Civil 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 

PUBLICACION HECHA 

Por los Drr.s. D. SENEUO ROJO v D. 

Secrelíinus del Tribunal. 
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TOMO TERCERO. 
Segunda Serie, que |iriurtpia el año de IS7i 



BUENOS-AIRES 
Imprenta de Pablo E. Co»i, calle del Perú 107. 
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Acuerdo nombrando cwjurces para el año de 1875. 

En Buenos Aires á nueve de Enero de mil ochocien- 
tos setenta y dos, reunidos en su Sala de Audiencia el 
Sr. Presidente y Vocales de la Su [.rema Corte, abajo (ir- 
mados, con el objeto de nombrar conjueces, en cumpli- 
miento del artículo veinte y Iros de la ley de procedimientos, 
acordaron mimbrar a los Señores Doctores:-!). Lorenzo 
Torres, U. Vicente F. Lope?., 1). Miguel Es leves Sagui, 
|). Luis Saenz Peña, I). Fedcricó Pineda, D. Rufino de 
Elizalde, D. Bernardo de Innoven, D. Víctor Martínez, Don 
Daniel M. Cazón, 1). Eduardo Carranza, U. Félix Sánchez 
de Zelis, D. Felipe Coronel, 1). Juan Agustín García, Don 
Juan María Gutiérrez, D. Vicente G. Quesada. D. Miguel 
Navarro Viola, D. Sabiniano Kie< p D. Ezequicl Pereyra, Don 
Wenceslao Pacheco, I). Eduardo Basa vil i baso, D. Juan 
Manuel Terrero, U. José Francisco López, D. Amancio 
Pardo, D, Ceferino A ra u jo y Ü. Manuel Obarrio. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se re- 
gistrase en el libro correspondiente y que se publicase, 
firmándolo por ante mí i 

Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
J. B. Gorostiaga. 

IV. Rajo. 
Secretario, 
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CON RELACION &£ SCS RESPECTOS CAUSAS 



CONTINUACION UKL AÑO ta: 3. 



/> ¡{(Mr w Delgado 



de Montero, con Ira D. Andrés Astonja, 
por cobro de pesos. 



$ um ario. — \° El conocimiento y decisión de las cansas 
en que sean parte un ciudadano argentino y un eatfánjeío, 
corresponde al Poder Judicial du la Kaistólt, 

2o La jurisdicción de Ins Tr.butiales N;iei..naU en lodfi« 
las omisas que m tfti su f^sorte, t;s privativa y «rluyente 
de la de los Tribunales de Provincia, con la sula limita- 
eion úé las excepciones especiales contenidas en el ar- 
ticulo 12 de la ley sobre jurisdicción y competencia. 
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3° No está comprendida entro estas la renuncia que un 
ostra nj ero, demandado por un a rj entino, haga del fuero 
Nacional. 

4° El orden de las jurisdicciones es de interés general, 
y no puede, fuera de los casos permitidos por la lej\ ser 
alterado por la voluntad de los que son llamados á com- 
parecer en juicio. 

5* No puede reconocerse al es Ira mero la facultad de 
declinar de la jurisdicción Nacional, sin reconocerlo un 
privilegio que la ley no le concede, y que podria servirle 
de prctesto para eludir ó retardar Iüs juicios. 

Caso. — D* Rosario Delgado, oomn curadora de su tnarido 
demente D. José M. Montero, demandó ante el Juzgado 
Nacional de la Seco ion de S. Juan á l*. Andrés As torga, por 
la restitución de una suma que había recibido para po- 
nerla á rédito, como curador que fué, de su referido 
marido. 

Kspuso que la causa correspondía á la Justicia Nacio- 
nal por ser ella arjentina y Astorga extranjero. 

Acreditadas estas calidades y conferido traslado de Ja 
demanda, Astorga declinó la jurisdicción diciendo que si 
D 1 Rosario Delgado tuvo razón de demandarlo ante el 
Juzgado Nacional, por tener los eslranjeros el beneficio 
del fuero Nacional, tenia él también la lacultad de renun- 
ciar, como renunciaba á este beneficio, y pedía ser juzgado 
por los Tribunales de la Provincia, alegando las siguientes 
razones.— I 8 El Juzgado de l* Instancia le había dis- 
cernido el cargo de curador. - 2 o El ahorro do los gastos 
mayores de la 2 1 instancia ante la Suprema Corte en 
Buenos Aires. 
Se dió traslado á ta demandante quien se opuso n 
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la declinatoria, diciendo que como el arjentino demandado 
por el estranjero no podia declinarla jurisdicción Nacional, 
asi no podía hacerlo el estranjero demandado por un ar- 
jentino. 

Fallo del Jue* Heeeiooal. 

San Juan, Fehrero 27 de 1872. 

Vistos; y considerando: Que la escepcion opuesta por 
el demandado Astorga, no es lejítima, por no hallarse 
comprendida entre las designadas en el articulo sesenta y 
tres do ta ley de procedimientos del 14 de Setiembre del 
63, que son las únicas admisibles — siendo un principio 
de derecho que lodo individuo es obligado á responder 
en juicio ante los jueces competentes designados [tur la 
ley — falto no haciendo lugar á la declinatoria deducida, 
con costas.— En su consecuencia, conteste el demandado 
ol traslado pendiente en el término de ley, reponiéndose 
esta foja. 

Morcillo, 

Apelada esta sentencia en relación, fué confirmada por 
el siguiente 



Fallo de la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Junio 1* de 1872. 

Vistos, y considerando:— Primero. Que, conforme al 
articulo cien de la Constitución Nacional y al párrafo 
segundo, articulo segundo de la ley sobre jurisdicción y 
competencia, corresponde al Poder Judicial de la Nación 
el conocimiento v decisión de la? causasVn qim sean partas 
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un ciudadano arjentino y un estranjero. — Segunda, Que, 
conformo al artículo doce He ta citada ley, ta jurisdicción 
de los Tribunales Nacionales en todas las causas que son 
de su resorte, es privativa y escluyenle de la de los 
Juzgados de Provincia, con las escopetónos que el mis- 
mo articulo autoriza. — Tercero. Que, no estando auto- 
rizado por ninguna de esas esoopciones la declinatoria 
opuesta por un estranjero á quien demanda un ciuda- 
dano arjentino ante id Juzgado Nacional, el caso se en- 
cuentra comprendido en la regla general, que lo hace 
ile competencia esclusiva y escluyente de la jurisdicción 

fuera de los casos en que la ley espresamente lo permite, 
no puede concederse que el orden de las juridicciones, 
establecido por motivos de interés general, quede pen- 
diente y pueda ser alterado por la sola voluntad de los 
que son llamados á comparecer en juicio. — Quinto Que, 
reconociendo al estranjero demandado ante la Justicia 
Nacional, la facultad de declinar de su jurisdicción, se 
Je reconocería un privilegio que ninguna ley le concede, 
y que baria su posición mucho mejor que la de los ciu- 
dadanos mismos ; pues, mientras que el estranjero que 
tuviera necesidad de demandar á un arjentino, podría 
interponer sr demanda ante la jurisdicción Nacional o la 
jurisdicción de Provincia, con la seguridad de que el 
demandado no podría eludir ni retardar el juicio en nin- 
gún caso, el arjentino que tuviera necesidad de deman- 
dar á un estranjero, no podría ocurrir á una ní á otra, 
sin correr el peligro de que, ante la una ó la otra, el 
demandado eludiese 6 retardase el juicio con un articulo 
de declinatoria, quedando de hecho constituido en la ne- 
cesidad, sin que la ley le imponga ese deber, de pre- 
guntar al demandado, antes de demandarlo, en qué ju- 
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risdiecion <¡ueria serlo - por estos fundamentos so confirma, 
con costas, el auto apelado corriente a roja diez y siete vuel- 
ta. Devuélvanse los autos con la planilla respectiva, para 
que el juez de la sección ha&a reponer los sellos y 
verificar el pago cuyo importe remitirá oportunamente á 
la secretaría. 

Salvado» M. del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
Marcelino I'garte — José B. (ío- 

R0ST1ACA 



CAl'SA 



h. Esteran Snilnnn, contra fosSrc*. D. Catmh p, Ih Anselmo 
tlop, por cumplimiento de un rotúralo. Svbre ro apetencia . 



Sumario, — YÁ lugar donde debe tener su cunij 
ni contrato, según' lo indica In naturaleza do las obliga- 
dones en él contenidas, es una de las causas para surtir 
fuero. 

Cam. — I). Estevan Sullivan contrató con los empresa- 
rios del telégrafo eléctrico de T.órdoba á Jujuv. Srcs. Don 
Camilo y ü. AnscImoMtnjo, la construcción de áOO millas de 
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telégrafo, conviniendo en quo los empresarios debían propor- 
cionar á Sullivan los materiales necesarios y pagar una mulla 
de 40 ps. fts. diarios si por falta de los materiales el cons- 
tructor se viera en la necesidad de suspender sus trabajos. 

Sullivan demandó anle el Juzgado do Sección de Tucu- 
man á los Sres. Rijo por el pn^o de esta mulla por varios 
dias en que no hahia podido trabajar por falta de malc- 
ríales y herramientas. 

Conferido traslado, I). Camilo Rojo pidió término para 
contestar por estar ausente R. Anselmo, y vencido este, 
pidió un comparendo para arribar á un arreglo. Tuvo 
lugar el comparendo» en el cual Sullivan rechazó varios 
medios de transacción propuestos por I). Camilo, y se 
ordenó la contestación á la demanda. 

Los Sres. Rojo, sin contestarla, interpusieron declina- 
toria de jurisdicción; l' 1 Porque el contrato con Sullivan 
fué celebrado en Buenos Aires; 2 o Porque ta sociedad de- 
mandada tenia su domicilio también en buenos Aires. 

Conferida traslado, Sullivan contestó que Rojo hahia 
aceptado la jurisdicción del juzgado Federal de Tucuman, 
pidiendo termino para contestar, y celebrando anle él un 
comparendo verbal; que además en la provincia de Tucu- 
man debia cumplirse el contrato en cuestión. 

El Procurador fiscal sostuvo la competencia del Tribunal, 
por ser el lugar del cumplimiento del contrato una de las 
causas de surtir fuero. 

F»ll* del Juf* ftf?ei«n*l 

Tucuman, Enero 17 de 1873. 

Vistos esos autos, en el artículo promovido por los 
Sres. D. Aiselmo y Camilo Rojo, sobre incompetencia de 
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este Juzgado do Sección, para conocer en la demanda 
formalizada contra dichos señores por el ingeniero civil 
Ü. Estovan Sullivan, sobre cumplimiento de un contrato 
para la construcción de un telégrafo entre la ciudad de 
Córdoba y la de Tucuman, Salta y Jujuy. 
Y considerando : 

1o Que es inconcuso en derecho que en materia de 
contratos, no solo debe tenerse en vista respecto al fuero 
que rija á los obligados, el lu-ar en que aquellos fueron 
celebrados, sinó también y muy particularmente la juris- 
dicción de los jueces en que dichos contratos debían tener 
su cumplimiento y lo indicase la naturaleza de las obli- 
gaciones, como sucede en el caso en cuestión y to es- 
tablece terminantemente el art. 76 del Código Civil, sec- 
ción 3*, tít. i", De los contratos en general. 

2° Que los firmantes del contrato en cuestión no han po- 
dido tener otro espíritu que el de someterse en caso nece- 
sario á las autoridades de aquellas jurisdicciones para donde 
sucesivamente debiese marchar el trabajo del telégrafo 
desde que en lodo el largo trayecto en que debía hacerse 
aquel trabajo podrian ofrecerse, como ha sucedido, dificul- 
tades s<,bre la inteligencia y aun cumplimiento de aquel 
mismo contrato, sin ser necesario crecidos gastos y dila- 
ciones consiguientes, si debieran los interesados ocurrir á 
Buenos Aires en procura do jueces quo le* administrasen 
justicia, esto es, á 200 y aun quizá á 300 leguas de dis- 
tancia, sin otro motivo que haberse allí firmado el contrato. 

3° y último. Que estando este Juzgado conforme en 
todas sus partes con la exacta apreciación que en derecho 
hace e* Procurador Fiscal en su vista precedente respecto 
á esta cuestión, estaría demás repetir por tal razón estos 
mismos fundamentos que están consignados y que 
la materia de un modo terminante y satisfactorio. 



FALLI IS DK LA oCPKEMA CORTIC 



Por tos fundamentos, fallo, que debo declarar y de- 
claro : que este Juzgado de Sección es competente y que 
puede y debe con plena jurisdicción conocer y resolver 
en la demanda entablada por D. Eslevan Sullivan contra 
los Sres. D, Anselmo y D. Camilo Mojo, — llágase saber á 
las partes y repóngase el sello. 

Agustín Justo de la Vetja. 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

» »lt» •> Ib Suprem» Corle 

Rúenos Aires, Junio 4 de 1875, 

Visto* : Por sus fundamentos se confirma el auto apelado 
de foja treinta y seis vuelta, con costas, y satisfechas 
tistas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. —José Barros 
Pazos. — Marcelino Ugarte. — 
José B. Gorostiaga. 
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Ü. Jacinto Castro, contra D. José Akiaturi y /). lucio V, 
López representante del lianco Montevideano, por cobro de 

pao*. 



Sumario. — El caso de i¡ue se trate «le rendir prueba 
fuera del territorio de Ja Ilepública es regido por ios 
artículos 91 y 95 de la ley de procedimientos naciona- 
les, y para obtener la prúroga del término de prueba es 
necesario llenar los requisitos establecidos en los incisos 
1" y 2° del mencionado art. 9&. 



Caso. — D. Jacinto Castro demandó ejecutivamente á 
U. José Alciaturi y pidió y obtuvo el embargo de los 
Ibndoa que este tenia depositados en poder de D. Ambrosio 
Lezica y habia especialmente afectado al pago de su deuda. 

Con motivo de haber sido tos citados fondos embarga- 
dos anteriormente por et juzgado de comercio en cum- 
plimiento de un exhorto de los Tribunales de Montevideo, 
dictado en otro juicio seguido por el Banco Montevideano 
ocntra el mismo Alciaturi por cobro de pesos, se suscitó 
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un incidente entre el demandante Castro y el represen tan te 
del Banco l). Lucio V. Lupez sobre el depósito de dichos 
fondos, que quedó resuello con el fallo de la Suprema 
Corte de 20 de Enero último. 

Castro pidió en seguida se ordenase a López que de- 
dujera dentro de nueve días las acciones que creyera tener 
acerca del mejor derecho á los fondos mencionados. 

López espuso que tenia motivos para sostener que el 
crédito de Castro era simulado, y por cío se oponía á 
la ejecución de los fondos mencionados. 

Conferido traslado y contestada la tercería por Castro 
que dijo debia rechazarse con costas por ser efectivo su 
crédito, el juez llamó á prueba por 15 días, fijando como 
punto la simulación del referido crédito. 

López hizo presento que el término de 15 dias era 
corto, pues tenia que dar también la prueba en Monte- 
video, las comunicaciones estaban interrumpidas y Jos ha- 
bitantes de Montevideo habían huido á la campaña; y 
pidió con arreglo al art. 94 de la ley vijente se le acor- 
dase un término de dos meses, ó se declarase con derwho 
á la próroga sin mas requisito que su pedido. 

Castro pidió se rechazase la petición de López con costas; 
dijo que el hecho á probarse era la simulación, la que 
habría debido ocurrir en Buenos Aires y no en Monte* 
evideo; que le prueba que se ofrecia dar en Montevideo 
acerca de la quiebra y fuga de Ale i atún no era per- 
tinente ; que la correspondencia con Montevideo no estaba 
interrumpida, y los Tribunales funcionaban alli regular- 
mente ; que la petición de López carecía de los requisitos 
establecidos por el tít. 12 de la ley de procedimientos ; que 
por consiguiente no debia acordarse por todo término sinó 
el de 30 días, señalado por el art. 92 como máximun 
en casos ordinarios. 
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r«||« del Jim* MrrripiMl. 



Hílenos Aires, Muyo l de \H'r>. 

V vatos atenta la oposición man i lestada por esta parlo 
y que la del (Janeo de Montevideo no ha llenado los re- 
«juisilos establecidos en lus incisos 1 y 2° del art. Üó 
de la ley de procedimientos, no |, a \ ü ^ r u [ ít ¡, e Li c ¡ ,j 
deducida por el representante fiel fanco de Montevideo. 
Hepónganüt! Ins sellos 

Zataleta. 

Lope/ pidió rcvocaloria de este auto, apelando in subti- 
dium, y dijo que la negativa de la prón^a lo ponía 
m el caso de litigar desprovisto de pruebas y que la ley 
nacional estaba dada para easus ordinarios, v no páralos 
extraordinarios. 

Kl juez dictó el siguiente decreto. 



Dueños Aires, Mayo 7 ile W± 

So importando el auto recurrido dejar sin defensa al 
Banco Montevideano, sino que esta ha debido hacerla 
sujetándose á las prescripciones contenidas en tos art. 94 
y ü"> de la ley de procedimientos, aplicables en el pre- 
sente caso en que se trata de rendir prueba fuera del ter- 
ritorio de la República, no ha lugar ú la rcvocaloria t|.m 

se solicita y se concede en relación la apelación ¡nlorr sla. 

el sello. 



r, ni. 



Zavaleta. 

i 
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«le In Kiipremn Corte. 



llnenos Aires, Junio fi tic 1S 



Vistos, por las fu n da montos de los nulos de fojas nenio 
cuarenta y cíenlo cuarenta y tres vuelta, se conflrnia con 
costas el iipelaUu ile toja ciento cuarenta, satisfechas eslas 
y repi ísIos los sellos, levuétvanse, 

Salva non M. ukl C.aiíwl. — FiuNCisr.n 
Helgado. — Jusé 1 Sarros Pazos.— M. 
Ugarte, — J. P í1oh(istiai;a. 



LVU. 



Celedonia Calderón, contra su esposo I). Juan II. $t aguar o, 
por pago de rostas. 



Sumario, — Una solicitud prcsunlíula por <|u¡on ha sido 
declarado no paite, no puedo ser atendida. 
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Caso. — Confirmada por la Suprema Corle una sentencia 



dol Juez Federal de Buenos Aires en que declaró no parle 
á h" Celedonia Calderón cu unos nulos seguidos contra 
SU esposo I). Juan It. Slagnaro por Curtí y Kiva sobre 
deudas del limpio « Jóven Matilde * , y devuelto el espe- 
diente, Doña Celedonia Calderón se preso ntó al juez 
cspnniendo que teniendo su esposo la administración del 
buque, pedia. — L'> So lu intimase al pago de lodos 
los honorarios y costas que ella habia ecasionado. — 2" So 
le intimase también pasarle una mensualidad para el 
alimento «lelos liíjos que estaban en su poder, —Y ¡i", 
que siendo el liuque de su propiedad, fuese su esposo 
obligado antes de salir del puerlo á «lar una fianza por 
su valor, pues tenía motivos justificados para creer que 
pretendida Jugarse con al buque, invocando en su soli- 
citud el art. ¡Í3. tít. 1", sec. 2% lib. 2<\ Código Civil. 



rallo ti el Juez tte*ci«n»l 



Humos Aires, Mayo 7 de 137i. 




X aválela. 



Habiendo apelado D a Celedonia Calderón el auto del 
Juez fué confirmado por esle 



20 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Fnlli» «Ir Ih SMprrmfi forte. 

Ráenos Aíiüs. Junio ilt* 1*72. 

Vistos: por sus tu tul, un ti utos se conlirma con castos 
el nulo apelado de Ibja cincuenta y dos; salisleelias y 
repi testos los sellos, devuelva use 

Salvador María del Carril. — Francisco 
Delgado. — José IJarros Pazos.— 
Marcelino Izarte. — J. É (ÍOROS- 
TlAííA. 



CAlfil l'VIII. 



Criminal, vmtra Pedro /', Sánchez, por 

documento* de emití o nacional. 



Sumario.— \" No puede decirse que han sido 
eados documentos cu «juc no se 
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contrario ú una cosa diferente de la que espresaban 
cuando fueron otorgados. 

— Aun suponiendo probada esta circunstancia, para quo 
olla constituya falsedad es necesario que se acredite que el 
mudamiento do la Verdad se ejecutó con dolo. 

•\" El dolo de lie probarlo, y turnea se presume. 

I" Todo hombre se repula bueno y de buena fe, mien- 
ras no se pruebe lo contrario. 

.V' Kn las causas criminales rio puede fallarse impo- 
niendo [íena, pur solo presunciones ó sospechas. 

0" En una causa criminal, la Suprema Córtc no puede 
fallar sobre un capitulo en que el Juez de Sección se ha 
declarado incompetente, si el Procurador Viscal no a;>e!d 
ó el Sr. Procurador General no se adhiere á la apelación 
del acusado. 

tíaso. — I). Jusé M. baldonado, p<»r D. Vicente Ucatnpo, 
se presentó ante el Poder Ejecutivo Nacional, pidiendo el 
pago de doce recibos por auxilios prestados al ejercito del 
\ortc, ile los cuales, siete, suscritos por el coronel IL Hi- 
eardo Vera á lavnr de vanas personas, eran ¡>or ganados 
tomados de auxilio, v endosados los recibas ;í h. Pedro P. 
Sánchez y por este á lí. Vicente Ocampo. 

Habiéndose pedido ¡nlnnne á !a Conl aduna tj en eral y 
notado esta oficina que los recibos tenían algunas cmiiun- 
itaturas, el Poder Ejecutivo, de acuerdo con lo solicitado 
por el Procurador del Tesoro, remitió el espediente al Juez 
Federal de la llioja, para que e! Procurador Fiscal dedu- 
jera las acciones á que hubiere lugar. 

Levantado el sumario, hechas la acusación y la defensa, 
y producidas las pruebas que el Procuradm' Fiscal y el 
defensor del reo solicitaron, se dictó el 
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Vallo del Juez de Secrion 

Rioja, Setiembre ó ( |(. I H7 1 . 

Y vista la presente causa criminal seguida de oficio 
por el Fiscal ad Iw, Dr. D. Lisa miro Castellanos, contra 
el procesado Pedro Sánchez, por falsificación do docu- 
mentos de erudito nacional, resulta» [llenamente comproba- 
dos los hechos siguientes: 

El 24 de Mayo v el 21 de Noviembre del aun 18IÍ7 el 

ti * 

procesado Pedro Sanche/ so hizo otorgar por el coronel de 
ta Nación D. Ricardo Vera, los recibos corrientes á 1'. 1 . 
2, 3, i, (> y 7 de los autos, en los que se espresaba que 
Doña Casilda Pérez, Pedro Vallaos, .luán Oril ¡veros, Eus- 
taquio Pere/., Lino Díaz y Itamon Romero liahian dado de 
auxilio ;'i las tuerzas movilizadas por el mencionado co- 
ronel, animales de diferentes especies ¡lira el sosten y 
equipo de aquellas, y con el fin do que su valor fuera 
altonado por el Tesoro de la Nación. Documentos do fs. I 
á i, y 7, reconocidos por el procesado Pedro Sánchez 
en la indagatoria de f. 33 y ratificada en su confesión de 
I". %'\. Informes del coronel Vera «le fs. 15, 20 y 83. 

Desde esta lecha los lia conservado el procesado San- 
choz en su poder sin otro interrupción, según osle afirma 
en su propia declaración, que cuando los remitió á San 
Juan para ser cobrados al general Pa uñero, y que lo fueron 
devueltos y entregados por un hijo del mismo procesado, 
hasta que los vendió ó la casa (tazan y Luna, transfiriendo 
su propiedad por el endoso que aparece suscrito al pió 
de ellos por Sánchez, con fecha I o de Marzo de 1870, y 
cuya firma ha reconocido judicialmente 
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Resulta además constatado por las declaraciones tic his 
personas a cuyo favor fueron otorgados, y p&T la confesión 
del procesado Sancho/; que el misino se hizo sin autori- 
zación de a <| ue líos, los endosos que aparecen suscritos á 
su í¡i\or, comprobándose con esta circunstancia y cou estar 
los u ii litis os escritos de b misma lolm de este y firmados 
con el nombre de los endosante!?, y no á su ruego por 
n<> saber ninguno de ellos escribir: v hualmente, el no 
b.iber recibido de Sancho/ un céntimo de su valor; el 
hecho que .sus primitivos propietarios, ni los han poseído 
un momento, ni mucho menos han tomado participación, 
ni tuvieron conocimiento de las alteraciones <|ue en ellos 
aparecen ; pues el mismo Sanche/ además, también con- 
desa que los retuvo desde el momento que fueron dados 
por el coronel Vera, por autorización que tenia de sus 
dueños para Cobiar su importe. 

I leso l ta t|uc do los doce recibos corrientes desde fs, 1 ú 
1$, remitidos á Buenos Aires poi la casa Ita/an y Luna y 
presentados por so apoderado IK Vicente Ocompo al minis- 
terio de Guerra, cobrando su valor, los siete que fueron 
rendirlos por el procesado Sánchez, son los únicos que 
aparecen alterados en las cantidades de las especies que 
contienen- 

i tes ul la que Kaznn y Luna los retuvieron en su poder 
ül cortísimo tiempo de quince dias, según consta de la 
fecha en que se hicieron los endosos, por lo que le 
fueron los mencionados recibos entregados en esta ciudad, 
y la fecha de la solicitud del Sr. Ocompo de f. l í, recla- 
mando del Sr. Ministro de la Guerra el pago de sus va- 
lores, y finalmente. 

Resulta del mérito del proceso, que el procesado San- 
che/ no lia negado en su confesión de f. M vuelta, de 
ijue los mencionados recibos le fueron vendidos lal como 
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so encontraban, sin embargo de que no sospechó el que 
estos hubieran sitio alterados; limitándose el procesado <¡ 
contestar : « Que no se halda fijado si extfw estuban alte- 
rados cuando fueron entregados á la cusa ¡lazan ; lia ti i en do 
Dilemas, cu su indagatoria de f. 3¡£, afirmado que no sabia 
si ya estaban 6 no alterados en el mimen) de las especies 
esos recibos cuando fueron vendidos á aquella casa; diclio 
que es inverosímil, por cuanto neeesarimnentc tenia que 
revisar los valores que ellos contenían, para hacer perso- 
nalmente la venta ; y sin que por otra parle haya ni 
pretendido justificar en la estación correspondiente del 
juicio, oí estiido en que se encentraban cuando los ven- 
dió, ni mucho menos trati'i de justificar su procedencia 
¡nocente. 

De todas estas circunstancian, resol t;i suficientemente 
constatado el bocho de que los mencionados recibos fueron 
vendidos á la casa I tazan y Luna, por el procesado Sán- 
chez, con las alteraciones que en ellos aparecen; sin que 
baya en autos antecedente alguno para presumir que la 
mencionada casa cobró esos valores con conocimiento de 
la falsedad del titulo, pues por el contrario, les favorece 
la presunción de que, si hubieran sirio sabedores de dichas 
alteraciones, no los hubieran comprado. 

Y considerando : 

t" Que so lialla plenamente justificado que los docu- 
mentos de fs. I, 2, \\, i, y 7, han sido alterados en un 
número mayor de animales en diferentes especies que apa- 
rece que dieron de auxilio Casilda Pérez, Pedro Uallejos, 
Juan On ti ve ros, Kuslaquio Pérez, Lino Díaz y llamón Ho- 
mero, para sosten y equipo de las fuer/as movilizadas por 
el coronel de la Nación lh Ricardo Vera, que el que te- 
man cuando aquellos fueron olorgadus por el mencionado 
coronel ; hallándose por lo misino comprobada la txhtencm 
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del cuerpo del detito: 1" Pop ta simple inspección de aque- 
llos. —2" Por ol informe del coronel do f. IT», ratificado y 
complementado en el de f. $0, en donde espresa que 
aquellos lian sido falsificados sin su cmisent ¡miento , refirién- 
dose al informe de la Contaduría ile f. Ü, que espresa 
que la alteración lia sido hecha en una mayor cantidad del 
número que tuvieron. — Fallos de la Suprema Corte, Causa 
LXXI, loto. '><>, pág. 13®. Í3*> Perlas declaraciones de 
llamón Homero, Casilda Pérez y l-ino Diaz de fs. 28 á 111 
de los autos sobre el número y especies de animales que 
dieron de auxilio al procesado Pedro Sánchez, que formaba 
parte de las fuerzas que tenia bajo sus órdenes el coronel 
Vera; pues habiendo el mismo Sánchez confesado en su 
indagatoria de f, 32 vuelta, y ratificado en su confesión de 
r. 43, que él sacó los recibos del coronel Vera y los re- 
tuvo en su poder hasta que los vendió íi liaza n y Luna; 
y negando aquellos haber dado de auxilio el número y 
especies que actualmente sostienen : es á Sánchez á quien 
correspondía probar que te dieron ese numeró en las es- 
pecies que es presa, para demostrar que no fueron alte- 
rados, ó de que no existe el cuerpo del delito: prueba 
que ni lia pretendido producir, — i u Por el iníormedo los 
peritos en caligrafía de I". 51; pues aunque esle por si 
h>Io rio morct-u plena IV?, por no haber pronunciado un 
juicio fundado, como lo preseibe el art. I IK de la ley de 
procedimientos, su mérito arroja una gran presunción sobre 
el hecho de que aquellos fueron alterados en sus números: 
y 5" Por la confesión esplín bi del misino procesado; pues 
está lejos de negar que fueron alterados cuando le fueron 
presentados para su reconocimiento : [m confesado que no 
sabia si ya ataban alterados cuando tos vendió á la casa dr 
Razan 
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oficiales, por ser espedidos por tmn autoridad nacional, 
siendo reconocidos para su pago por el Poder Ejecutivo 
de la Nación, sin mas formal i ría d que su presentación é 
¡rifarme do la Contaduría; las alteraciones que en ellus 
aparecen del númcni de especies que contienen hedías pm 
un particular, constituyen el delito de falsedad previsto y 
penado en lus artículos fií, inc. ít" y u~> de la ley penal 
de 11 de Setiembre de pues aun cuando el resultado 

directo é inmediato que se propuso el autor de esas alte- 
raciones fué el defraudar al Tesoro de la Nación, cobrando 
cnenlas por mucho mayor valor que el que tenían las espe- 
cies que fueron dadas de auxilio : para la aplicación de la 
pena que corresponde en la presente causa debe estarse .í 

preveían ; debiendo limitarse en su interpretación la dis- 
posición del art. 82, según el contesto literal á aquellos 
caaos en que el delito de defraudación del Tesoro esté va 

- 

consumado por las exacciones que el reo hubiera hecho, 
apropiándose ó cobrando cuentas t.ilsaí ó fraudulentas. 

3° Que aun cuando resulta plenamente justificada la fal- 
sedad de los endosos que aparecen suscritos con los Hom- 
bros de los primitivos propietarios ¡il pié de los mencio- 
nados (loe ti ni en tos t por haber confesado el procesado Sán- 
chez que él mismo se lo hizo por autorización que tenia 
de sus dueños para cobrar su importe ; hecho que lejos 
de comprobarlo por haberlo negado aquellos, resulta jus- 
tificado por el informe del coronel Vera de f. S;¡, de que 
no le presentó tal autorización cuando los obtuvo ; no 
obstante el juzgamiento de este delito nn corresponde á 
este Juzgado en [a resolución de la presente causa ■ lo 
Porque aquellos endosos, importando un nuevo contrata 
privado celebrado entre dos particulares, en nada altera las 
obligaciones contraidas en los documentos que dan causa 
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ú origen á su celebración; debiendo por lo mismo aprc- 
i:iarse el hecho de haberse perpetrado el delito de false- 
dad á continuación de un documento oficial, como un» 
circunstancia agravante do aquel. —á" Porque no hay po- 
de que se defraude al Tesoro de la Nación por 
que no sea su lejítimo propietario, por cuanto es tus 
documentos no son por su naturaleza endosantes, tras- 
mi ti lindóse su propiedad en la furnia prescrita por las 
leves generales para la cesión de créditos no endosables; 
y fe Porque el fallo del Juzgado sobre el mismo delito, 
aplicando á su autor un condigno castigo, importaría des- 
conocer el derecho que tienen las personas á cuso ütvor 
fueron otorgados y á cuyo nombre aparece suscrito el 
supuesto, para ocurrir a los tribunales de la provincia ¡í 
deducir las acciones criminales que les correspondan ; ó la 
violación del principio de jurisprudencia criminal iton bis 
m idem, haciendo a su autor sufrir dos castigos per un 
solo delito. 

i" Une resolta plenamente justificado que el procesado 
I'. Miro Sánchez se hizo otorgar por el coronel Vera á nom- 
bre de llamón Homero el recibo de f. 7 con la intención 
premeditada de defraudar en su valor al Tesoro de la 
Nación ; haciendo aparecer á Homero como que le ñié ó 
tomó de auxilio las especies que aquel espresa. t° Porque 
habiendo confesado Sánchez que él sacó ese recibo, Hu- 
mero ha declarado que no le ha dado de ausilio para sus 
fuerzas las molas que en aquel se espresan, sino un Imey 
y un novillo; correspondiendo en tal caso ¡i Sánchez, como 
tenedor de ese documento para declinar su responsabili- 
dad, justificar que aquellas le fueron dadas ó tomadas á 
Homero ; prueba que le habría sido fácil producir con los 
individuos que componían su fuerza; y 2" Por la confesión 
implícita que de este delito ha hecho el procesado Sánchez 
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cuando con testan do á este cargo en su confesión de f, íí . 
dice: fj*e creio que lo habia dado de auxilio esas mutas 
I). llamen Homero, ó que ellas habían sirio arreadas del 
campo por órdenes que tenia dadas á su fuerza, por cuanto 
el coronel Vera le ti alna otorgado esc recibo, según la Dita 
que le presentó. 

5o Que resulta su lie i en temen te comprobado que el pro- 
cesado Sánchez vendió á la casa Itazan y Luna los recibos 
de fs, 1 á 7 con las alteraciones en el número de las 
especies que contienen: t" Por la confesión esplicita que 
hace el procesado en su indagatoria de f. ¡íl, cuando dice, 
que no sabia en que estado estaban fox recibos, y si tenían 
enmendaturas cuando fueron rendidos á la casa fíazan; con- 
fesión que debe apreciarse como una «solícita . afirmación 
de este hecho, cuando haciéndote cargo con la declaración 
de Razan, de que en la época en que los compró aquellos 
estaban en el mismo estado en que hoy se encuentran, 
el procesado se reduce á decir que no ge habia fijada si 
estos estaban alterados cuntido fueron entregados á la rasa 
Bazan. — 2° Por la inverosimilitud de ese dicho; pues no 
se puede apreciar como habiendo hecho él personalmente 
ta venta, según aparece del endoso y confesión del mismo, 
no los haya revisado para estimar el valor de las especies 
que se hallan aun inestimadas. — ¡í*> Por la presunción 
que arroja el hecho de haberlos conservado el procesado 
en su poder mas de dos apios, pues la casa Kazan solo 
los poseyó quince dias desde que se le hi/o su endoso hasta 
que fueron presentados al Sr. Ministro de la Guerra : 
tiempo casi necesario en aquella época para la remisión 
de la correspondencia desde esta ciudad á la de Buenos Aires. 
—4" Por la presunción que arroja el bocho de no haber 
tratado de justificar el reo una sola circunstancia de todo 
el proceso que pudiera disminuir su criminalidad ; y í>o 
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Por la circunstancia de que do los doce recibos que corren 
en autos y que fueron presentados pur el Sr. Ocampo al 
Ministerio de la Guerra para su pago, los únicos que re- 
sultan falsificados son los vendidos por el procesado Sánchez. 

ü" Que en tal caso al procesado Pedro Sánchez d*be 
reputársele autor de las alteraciones hechas en los mencio- 
nados recibos, mi'Mitras no justifique ser inocente. — Fallos 
ile la Suprema Corte, Causa LXXI, tom. 5", pág. <i33. 

7 1 Que la escepcion que alega el procesado en su inda- 
gatoria de haber remitido los recibos á San Juan para que 
lucran cobrados al general Paunero, dobe desestimarse 
romo maliciosa por no haberlo ni aun pretendido justifi- 
car en la estación correspondiente del juicio : resultando 

cita que hace de esto, cuando dice que se los presentó 
en esta ciudud para su pago, como proveedor que era del 
fijúreilo del Norte. 

8" Que no constando en el proceso una sola circuns- 
tancia por la que aparezca que los Sres. Bazan y Luna 
compraron esos recibos y cobraron su valor con conoci- 
miento de la falsedad de los títulos, no resulta mérito 
para apercibirlos seriamente por la intervención que tu- 
vieron en las negociaciones de aquellos, ni mucho menos 
para que considerándolos reos del delito de comprar falso* 
títulos y defraudar cobrando su importe al Tesoro Nacional, 
pueda aplicárseles las penas establecidas en los artículos 
t¡ -i ú 83 de la ley penal de justicia nacional. 

íf° Que así misino no uieicco apercibimiento el coronel 
de la Nación I). Kicardo Vera por haber dado á Sanche?, 
los mencionados recibos, sin exigirle que previamente pre- 
sentara la autorización de las personas á cuyo nombre los 
sacaba; pues si se tiene en consideración la escasez de 
recursos que en esa época tenia la autoridad legal para 
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dominar la rebelión que había convulsionado á toda la 
provincia, necesariamente es de justicia y equidad suponer 
que tenia que dar autorización ú los jefes y oficiales que 
desprendía de su tuerza para sacar lodos los auxilios que 
le fueran indispensables para el mas eficaz y pronto cum- 
plimiento de las comisiones que les encargaba. 

Resultando de lo espuesto, que siendo el procesado San- 
choz uno de ellos, según aparece del informe de f. 8lí, 
el coronel Vera le otorgó los recibos de fs. 1 A 7, por h 
lista de auxilios que aquel le presentó. 

10. Que estando comprobado el cuerpo del delito y de 
ser su autor el procesado Pedro Sánchez, para la aplica- 
ción de la pena debe tenerse en consideración el valor 
total poco mas ó menos de todas las especies que aquellos 
contienen en cuya cantidad pretendió el reo defraudar a) 
Tesoro de la nación, reduciendo en tal caso este juzgado 
su fallo á los recibos alterados que corren en autos por 
ignorarse el número de los falsificados que habrán circu- 
lado en el comercio. f 

ti. Que el hecho de haber pertenecido siempre el 
procesado Sánchez á las fuerzas leales que combatieron 
la rebelión, siendo objeto de graves persecuciones de aque- 
llos, hasta liaberle sido saqueada su casa por dos veces, 
según aparece del informe de f. 83, es una circunstancia 
atenuante que disminuye la pena, 

12. Que también pata la aplicación de esta pena no 
obsta que el Procurador Fiscal, se haya limitado en su 
acusación de T. 5í) á solicitar que se le condene al proce- 
sado ;i una pena arbitraria de una umita pecuniaria hjital 
á la cantidad de los recibos falsificados: \ a Porque este 
Juagado no puede aplicar pena menor que» el mínimum 
señalado por la ley. — Fallos de la Suprema Corte, causa 
CLXXXV, tom. pág. -490.— 2" Porque la prohibición 
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do proceder de oficio prescrita por el art. 2" de la ley de 
ll¡ de Octubre del año 1802, no importa tratándose de 
hechos criminales, la obligación de conformarse sino en 
cuanto sea posible con el dictamen del Fiscal; sin que 
por esto el Juez no pueda apartarse de él, para la apli- 
cación de la pena que según la ley deba hacerse sufrir 
ni culpable, según el mérito que arrojen los autos; y $* 
i'orque de la doctrina contraria resultaría que el Fiscal 
podria renunciar la acción pública que ejerce á nombre 
de la suciedad en desagravio do la vindicta pública efun- 
dida por un hecho criminal, y el 'Juez tendría que ab- 
solver á aquel que según ol mérito de autos era el ver- 
dadero culpable; como así mismo resultarla que pidiendo 
el Fiscal la aplicación tle una pena menor que la que deter- 
mina la ley para castigo del delincuente, como sucede en 
el presente c;iso ( el Juez tendría que conformarse con su 
dicUimen, aplicándolo penas contra el espíritu do las pres- 
cripciones de la ley penal y la jurisprudencia establecida 
por la Suprema Corte en la citada causa. 

Por estas y otras consideraciones que se han tenido 
presantes; con lo espuesto por el Fiscal on la parte que 
se relierc á la presente resolución, lo alegado y probado 
por el reo, y mérito que arrojan los autos, lallo, defini- 
tiva mente juzgando, y declaro que el procesado Pedro Sán- 
chez es reo del delito de lal sedad perpetrado en los docu- 
mentos oficiales de Is. 1 , 2, 3, 4, ti y 7, En su consecuencia, 
de acuerdo con lo que prescribe el art. 65 de la ley pemil 
de l t de Setiembre de 1863* lo condeno á sufrir la pena 
de un año de trabajos forzados en las obras públicas y a* 
una multa de trescientos pesos fuertes. Mediante haber sido 
encarcelado bajo de fianza el procesado por un error en 
la aplicación de la disposición penal que prevee el delito 
cuyo castigo es objeto de este juicio : notífiquese á los 
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fiadores para que presenten á esto Juzgado al procesado 
en el término de diez días, dictándose además, sin per- 
juicio las órdenes necesarias para que el mencionado reu 
sea inmediatamente constituido en prisión ; con costas al 
procesado: notifíquese original esta resolución. — Repón- 
ganse los sellos y hágase saber 



Habiendo apelado el defensor y sus lañe i Adose la segurhl. i 
instancia, s<» dictó este 



Vistos : en este proceso, es acusado el Comandante de 
Guardia Nacional de la Kioja, Don Pedro P. Sanche/, del 
delito de falsificación de los recibos números uno, dos. 
tres» cuatro, seis y siete que lo encabezan, dados por el 
Coronel Don Ricardo Vera á favor de varias personas de 
dicha Provincia por ganados tomados de auxilio para la 
provisión de las fuerzas de su mando. Impútase al Co- 
mandante Sánchez haber enmendado esos documentos, 
aumentando el número de anímales tomados, y endosándolos 
á su favor sin anuencia de sus dueños. De! proceso re- 
sulta que el acusado los recavó del Coronel Vera é hizo 
el endoso en la forma que se le imputa. Consta igual- 
mente que el Comandante Sánchez vendió esos recibos 
á ta Sociedad de Kazan y Luna y que ella los remitió 
á esta Ciudad para ser cobrados al Poder Ejecutivo Na- 
cional, y que al tramitarse el espediente, se notó recien 
que estaban enmendados. El Ministerio de Ja Ouerra los re- 
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Buenas Aires, Junio tle 1872, 
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míliú por os te motivo al juez de sección de la Provincia 
de la Mioja para que, en su visla procediera según cor- 
res pendiese , habiéndose entonces iniciado contra Sánchez 
la presente causa. Condenado á la pena de trabajos forzados 
> a una multa de trescientos pesos fuertes, ella ha venido 
a la Suprema Curte por el recurso de apelación interpuesto 
por su defensor. 

Y considerando:— Primero, (¿ue en el presente caso se trata 
-lo la apreciación de la importancia jurídica de las enmon- 
daluras que aparecen en los documentos mencionados, las 
que, á juicio de los acusadores son consideradas como 
una falsificación. — Segundo, Oue ellas no tienen por derecho 
ese carácter : Primero, Poique la falsedad consiste, según la 
ley primera, título séptimo, partida séplima, en el muda- 
miento de ta verdad, y no está probado en Ja causa que 
los recibos en cuestión espresen ahora lo contrario ó una 
cosa di íeren te de la que espresaban cuando fueron firmados 
por el Coronel Vera; Segundo, Porque, suponiendo quu 
esta circunstancia estuviera constatada, para que ella cons 
ütuyera una falsedad, seria necesario que se acredilara que 
el mudamiento de la verdad, había sido ejecutado con dolo, 
pues, según Gregorio López, Hequirititr etiam quod dalo fiat\ 
ulias non dicitur prnprié falsum (in. L., 1\ til. 7a, p ar , 7^ 
gl. I a ) y en este caso, no solo no esta* probado el dolo, sino 
que ni puede presumirse, por ser doctrina recibida que 
el dolo no se presume ; Tercero, Porque las enmendaluras 
pueden haber sido hechas con buena fé, para correjir 
errores de la redacción primitiva, y en tal hipótesis, no 
habria falsedad, siendo un principio de derecho que, ubi 
cst bono, mens et intenth, ibt non potest esse falsitas, como 
lo sostiene Gregorio López en el lugar citado ; Cuarto, Por 
que estando probado por el informe del Coronel Vera de 

foja.... y por las aseveraciones no contradichas del Doctor 
t. ni. 3 
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San Román defensor <le Sánchez que este es una persona 
de honorables antecedentes, de buena posición social y 
fortuna en la llioja, y siendo un axioma que todo hom- 
bre es reputado bueno y de buena fé, mientras se pruebe 
lo contrarío, como dicen Gregorio López en la glosa de la 
ley quince, título noveno, partida cuarta, y el Presidente 
Faber en el libro doce, titulo segundo de su obra Ratio- 
nalia in Paniect ; ad § in Jus jarandina, dübe supo- 
nerse que si Sancbcz hizo las enmenda turas en cuestión, 
las hizo sin ánimo doloso y sin propósito de dañar ú otro, 
y por consiguiente que ellas no constituyen un delito de 
falsedad. — Considerando : Tercero. Que en cuanto á la im- 
pulabilidad de la falsificación, el Procurador Fiscal en la 
primera instancia dice que en su concepto la prueba que 
arrojan los autos respecto a ser el Sefior Sánchez autor 
del hecho de la falsificación, no es una prueba perfecta 
que eslé revestida de lodos los caracteres de firmeza é 
indestructibilidad exijidas por la ley para la aplicación de 
la pena sin dejar de presentarse una presunción vehe- 
mente que afecta de un modo directo la responsabilidad 
del acusado, » agregando, á foja sesenta y dos vuelta, que 
una de las razones porque pide pena arbitraria y no la 
de la ley, es la de no estar o su juicio plenamente pro- 
bada una de las partes de este deUto cual es la de ser 
el Señor Sánchez el autor de ta falsificación misma. » —Cuarto. 
Que el Señor Procurador Jeneral funda la culpabilidad 
de Sánchez : Primero, Habiendo recibido los documentos 
los retuvo algún tiempo en su poder, basta que los 
vendió falsificados á Don Pedro Kazan; Y Setjundo. En 
que solo el acusado podía falsificarlos y sacar proveció 
de la falsificación, resultando de estos hechos según dice, 
una inducción necesaria que vale mas que diez testigos, 
no importando que no los haya, para probar la falsifica- 
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cioii; poro enlistando, que Kazan, según su declaración 
de foja treinta y seis, compró á Sánchez los recibos 
con un cincuenta por ciento de quebranto, esto es, para 
ganar un cincuenta por ciento en su cobro, que los tuvo 
en su poder hasta que los remitió ú esta ciudad a Oon 
Vicente Ocampo para que los cobrara del Poder Eje- 
cutivo Nacional, el Señor Procurador J ene ral debió sacar 
•le estos Iiechos una inducción igualmente necesaria de 
que los Señores Huían y Luna son los autores de la 
falsificación, injiriéndose racionalmente del hecho de no 
haberlos acusado que til inducción no tiene valor alguno 
legal, ni puede servir de fundamento para acusar criminal- 
mente á Sánchez ni á líazan y Luna. — Quinto. Final- 
mente que al imputar los acusadores públicos á una per- 
sona de tan buenos antecedentes como el Comandante 
Sanche?, e! grave ciinien .le falsedad y pedir contra él 
el Señor Procurador Jeneral la severa pena que le inflijo 
la ley Nacional, fundándose ambos únicamente en la débil 
base de una simple presunción, han olvidado que según 
la sabia disposición do la ley doce, título catorce, partida 
tercera, * el pleito criminal que sea movido contra alguno 
« en manera do acusación ó de riepto debe ser probado 

* abiertamente por testigos ó por cartas ó por conocencia 
t del acusado e non por sospechas tan solamente. Ca de- 

* recha cusa es que el pleito que es movido contra Ja 

* persona del orne o contra su fama que sea probado 
« e averiguado por pruebas claras como la luz en que non 

* venga ninguna dubda. E por ende fallaron los sabios 

* antiguos en tal razón como esta o dijeroj:, que mas 
« santa cosa era de quitar al ume culpado, contra quien 

* non puede fallar el Juzgador prueba cierta e manifiesta 
« que dar juicio contra el que es sin culpa, maguer la- 
« liasen por señale* algunas sospeckas contra él. Y por último 
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han olvidado también que esta prescripción legal con- 
cordante con la ley absentem. 5" Dig. de Pu-nis que 
dice : salios est impunilum retina tte facinus nocentis quan 
innoccnlem dammre, se halla corroborada en términos 
enérjicos por el sabio Lej ¡fiador de las Partidas, cuando, 
después de estatuir en el titulo de las penas, que cslas 
no se impongan sino estando probado el delito, se dirije 
ú los jueces y les dice — « K non se deven los Juzgadores 
rebalar á dar pena ú ninguno por sospechas nin por míales 
nin por presunciones (ley séptima, título treinta y uno, 
partida séptima ). Por cslos rúndame utos se revoca la sen- 
tencia apelada corriente de fojas noventa y tres vuelta ¡í 
ciento uno vuelta, y se absuelve á Ikm Pedro P. Sanche/ 
de toda culpa y pena, dejándole" en la buena opinión y 
fama de que gozara antes de promovérsele este proceso. — 
Y «o debiendo la Corte prenunciarse sobre la falsedad de 
los endosos de cuyo delilu también se ocupa el Señor 
Procurador Jeneral á foja cíenla treinta y una vuelta de 
la respuesta. — Primero. Porque el Procurador Fiscal no 
apeló de la sentencia en la parte en que el juez se 
declara incompetente para conocer de esa acusación. — Se- 
gunda. Porque aquel funcionario no lia usado del derecho 
de adherirse á la apelación, como debió hacerlo, si so pro- 
ponía proseguir aquella acusación, devuélvanse. 

Salvador María del Cáhuil. — F kan- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. — Marcelino Ugarte. — 
J. B. Go rostí acá. 
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I,a viuda t f hijos de /l Juan .Y. Fernandez contra 
li. /V. Santander, sobre competencia. 



Sumarie. — VA .Inútil" Kederal rio tiene jurisdicción 
para entender en incidan les de un juicio radicado en ta 
jurisdicción provincial. 

Caso. — El lh\ ll. Kcdurn'o Pinedo, apoderado gtrneru] uV 
In viuda ó lujos de l>. Juan N. Fernandez, se presentó 
al Juzgado Federal de lint- nos \ires y esposo : Que te- 
niendo noticia que id Juez, do Comercio del liosa rio do 
Santa Vé hahia Ordenado el timbarlo de 0,()l>0 ovejas 
{impiedad de sus representados, y úl lima mente dispuesto 
su venta en mínate púlilieo a consecuencia de demanda 
interpuesta por un Sr. Santander, vecino de aquella Pro- 
vincia, pedia se librase exhorto al juez indicado para que 
se abstuviese de todo procedimiento, y nulificase al de- 
mandante ocurrir ante este juzgado, debiendo levantarse el 
embargo indebidamente decretado. Que los herederos de 
Fernandez siguieron un juicio ejecutivo ron I). Diego de 
Albear, y obtuvieron del juez déla causa Ur. Itarrn librase 
exhorto para ípie fuesen embargados bienes en el llosa- 
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rtii, nombrándose depositario de algunos de ellos al Scfnir 
Santander. -Que terminado el asunto se libró nuevo ha- 
horlo para que fuesen entregados los bienes embargados 
al representante nombrado por los herederos, cumpliéndose 
en esos términos, 

Que posteriormente el juez exhortado libró órden de em- 
bargo de t^OOO ovejas á petición do Santander á pre testo 
de pagarse sus honorarios que no había cobrado anto el 
juez de la causa. — Que denunciado este atentado ante 
el juez de la causa, este ordenó se levantara el embargn 
y se notificase al demandante ocurriera ante él, hacién- 
dole saber que existía en depósito á la órden del juez 
la suma reclamada que so resistía reconocer por exhorhitante. 

Quo librado el exhorto, aquel juez, que antes había re- 
conocí tío la competencia del juez, de esta Provincia, se 
había declarado com potente para conocer en la demanda de 
Santander, cometiendo el atentado de mandar venderá bienes 
para pagar la suma exijida, sin audiencia y sin competencia. 

Que como en el fondo este incidente importaba una 
demanda que interponía Santander, vecino del Rosario, 
contra los herederos de Fernandez, vecinos de Rueños Aires, 
era evidente que pertenecía privativamente al juzgado de esta 
sección según el art. 2 n de la ley de 1 1 de Setiembre de 1 Sfi:í. 



Tullo drl Jurs Kerrleital. 



ftiieims Aires, Mayo Me IK"2. 

No teniendo este juzgado jurisdicción para entender en 
incidentes de un juicio radicado *n la junsdicion provincial. 
OBiirra donde corresponda. 

ZarakUt. 
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Notificado ol Dr. Pincelo escusa que se interpretaba 
equivocadamente el escrito anterior al pensar que esta 
instancia constituía un incidente del asunto radicado en 
el juzgado de Provincia que habia terminado por una 
transacción. — Que el asunto á que se referia el escrito 
era promovido por Santander, contra la testamentaría, 
independiente completa monte del arreglado con Alvear, — cor- 
respondiendo ó la Justicia Nacional por la distinta vecin- 
dad de las partes. 

Pidió revocatoria por contrario imperto ó apelación ín 
suhsidium. 

Concedida la apelación en relación se dictó este 

Fallo m m ftupr«Ni» Corl*. 

filíenos Aires, Junio 8 de 187*. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas, el 
auto apelado de foja seis ; satisfechas y repuestos los sollos, 
devuélvanse. 

Salva nnn M. dfx CAniuL. — Fhan- 
cisco (íelcado. — josé batiros 
Pazos. — Marcelino Ligarte. 



r AL LOS HE LA SÜJ'KtSIA ColVTE 



Criminal, H, Tomás Santa Ana, contra ha auhres <k /«a 
protestas d las elecciones \acionafes en la provincia tte 

Catamarca. 



Sumario.— I" Corres puiide á las Cámaras respectivas re- 
solver sobre el mérito de las protestas contraías eleee¡ori«'> 
en lo relativo á su valide/. 

á" Corresponded los Tribunal* de Provincia el juzga- 
miento de las falsedades, injurias ó calumnias que pudieren 
liaberso consignado en aquellas, á instancia de l<is agra- 
viados, y no de cualquier ciudadano. 



Caso. — El ciudadano D. Tomás Santa Ana, se presenló 
ante el juzgado nacional de la secciun de Catamarca espo- 
niendo que varias personas, que intenta han dominar la 
provincia Jiabian protestado contra la elección del »" de 
Enero último de tres Diputados al Congreso Nacional, ale- 
gan lo causas de fuerza armada y violencias de lodo género: 
denunció como falsos los lun-Jamentos de las menciona- 
das protestas y pi.lió se levantara el sumario correspon- 
diente para proceder al castigo «le los criminales. 
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rallo del Jursr. fle*ei«mul. 

Chamaría. Marni 2U de iH"á. 

Vista la anterior solicitud, y resultando de su parte piin 
cipal, que la acusación deducida versa sobre la existencia 
iic unas protesta» falsas ó calumniosas contra las elecciones 
del 1° de fcnero último, y considerando : — 1" Que á la 
Cámara respectiva es á q o i en únicamente corresponde 
resolver sobre su mérito en lo relativo á la validez de 
tales elecciones. — Ü° Que en lo referente á falsedades, 
injurias ó calumnias que pudieran haberse consignado eti 
aquellas, os ó los Tribunales ordinarios, v no á los de 
la Nación ó quienes correspondería su juzgamiento á ins- 
tancia de los agraviados y no de cualquiera ciudadano — 
articules 5<i y 1 OÍ de la Constitución — ¡I" y 55 ley do 
i-lecciones, til. (i", ley penal, art. 3" de la id. sobre jnris* 
dicción y competencia y doctrinas de Tejedor, — Derecho Cri- 
minal, idjno I", párrafos ;iK!¡ y il!)-), y el lomo 2°, párrafos 
I ii y siguientes.— Por lanío y de conformidad á lo dispuesto 
por el art, :t<» de la ley (te procedimientos ; ocurra r.l 
querella ii te dundo en r responda, haciéndose ostensiva esta 
negativa á los otros seis referentes á dicha acusación ; 
y (ior lo que respecta á lo demás, deducida que sea jestion 
formal, en escrito separado» se proveerá. 

Jvaquin Quíroga . 

Santa Ana apeló diciendo que no era la mente de la 
denuncia el anular ó revalidar las elecciones, sino la 
do pedir el castigo de un delito previsto en el cap. i", 
art. U, ine. ¡í" de la ley de procedimientos 

Concedido el recurso en relación se dictó el siguiente 
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Falla de Ir ftuprrmft Gwwtm. 

Rueños Aires, Junio 11 de 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el aulo 
apelado de foja tres vuelta y devuélvanse al juez de sec- 
ción, quien cuidará de la reposición de sellos y á quien 
se le remitirá la planilla de costas para míe exija y remita 
tu importe. 

i 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— 
Marcelino Ugarte— José lí. fio- 

ROSTIAGA 
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/>. José Marta Marzo, contra hx Señores Jaime Uavalhl é hijos, 
por cobra de perjuicios. 



Sumario. — 1" No alegando un comisionista mala chirlad 
ó mal acondicionamiento del artículo que se le encomien- 
da, ni tampoco que el buque conductor haya hecho un 
viaje estraordinariamente largo, se presume que el articulo 
Hopa en condición de poderse obtener por él el precio 
corriente en p'.aia en la ¿poca de mi arribo. 

2" La obligación de obrar como en negocio propto 
que el Código de cumercín impone á los comisionistas, 
i tn porta emplear la diligencia y celo rompa libios con el 
objeto de conseguir la mas rápida y provechosa reali- 
zación para el comitente. 

3" Esta obligación es todavía mas estricta cuando el 
articulo es susceptible de deteriorarse. 

■i" Si los efectos consignados llegasen en mal estado, 
es deber del comisionista hacer constar en forma legal 
el verdadero oríjen del daño y hacerlo saber al comitente. 

">" La omisión en este deber obliga al comisionista á 
responder do los efectos en los términos designados por 
rI conocimiento. 
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6 o Si los electos se deterioran por culpa del comisionis- 
ta, este debe al comitente la indemnización de daños y 
perjuicios. 

7» Estos conisten en la diferencia entre el precio obte- 
nido por el articulo deteriorado y el corriente en plaza 
por el mismo artículo en buena condición. 

Caso. — En li de Febrero de 1K70, Jaime Llavallul é 
hijos acusaron recibo á I). José María Mar/o de un co- 
nocimiento por 1,000 cajas do pasas que venían en el 
buque t María Uunan » á su consignación, agregando que 
á la llorada del buque liarían por lo mejor, y que es- 
caseando el articulo esperaban venderlas pronto, aunque 
no á muy buen precio, pues las últimas venta» se habían 
beclio á 68 pesos caja por el muí estado de la plaza. 

Kn Junio 21) I). Octavio llossi escribió á Marzo una 
earla en que le deeia que el dia 3 de ese mes Itabia 
dado entrada en la aduana la goleta ■ Archú • proce- 
dente de Málaga y Montevideo á su consignación, for- 
mando parte de I cargamento 1,015 cajas pasas cargadas 
por Marzo a la orden ; y no habiéndose presentado nadie 
á reclamarlas, sin embargo de haberse publicado avises 
cri los diarios y en la Itoba de Comercio, había ocurrido 
al juagado correspondiente, el que habían dispuesto que 
el administrador de la aduana resolviese si el articulo era 
conservable ó no para depositarlo ó venderlo, lo que se 
fiacia un deber en comunicarle. 

Con fecha 1- de Julio, Llavallol ó hijos contestaron una 
carta de Marzo en que le dice que con razón estraña no tener 
noticias de su envío de pasas por el * María Llunan ». 

Oue el buque había llegado el -i de Marzo, y pudieron 
realir.iT las pasa;; á 85 pesos caja despachada; pero que 
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habiendo llegado a tierra en mala condición, tuvieron que 
rescindirla venta y colocarlas de nuevo á üü pesos, — Que 
el segundo envió por ei a Arché * y no por el « Even ■ 
como había indicado, entrado el 3 de Junio, también ba- 
hía venirlo en nial estado, como la generalidad de la fruta 
venida por ese buque, debido en gran parle al mucho 
tiempo que liabia estado en bodega. — Que para, empeorar 
la situación habia sucedido que cuando el señor Civils de 
Montevideo les remitió el conocimiento se les traspapeló 
y no luvicron presente su envío, dando lugar ú que las 
1,015 cajas fuesen descargadas por urden del consignatario 
del buque, hecho que conocían bacía pocos días. — Que 
por esta pasa, que dejaba mucho que desear, no habían 
podido recabar oferta, mientras que se obtendría 80 pesos 
por la que estuviese sana. — Que debía llamar su atención 
sobre el inconveniente que ofrecía el embarque en buques 
destinados á ambos puertos del Plata, ó en los que vienen 
cargados con sal, cuando se trata de artículos delicados; 
pues que la demora en Montevideo es siempre perjudi- 
rial para la c;irga que debe venir á este puerto, porque 
se pierdo la ocasión de vender y sufren los artículos 
por el mayor tiempo que están en bodega y por e. poco 
cuidado que se tiene en remover la estiva; 

En una posdata, fechada el 11 del mismo mes, dicen 
que acompañan la cuenta de venta de tas mil cajas venidas 
en el * María Uunan » con un líquido de 072, $ f" 35 es. 

Con estos documentos y una cuenta que dice 

Las 1,000 cajas por i María Dunan i 

debieron producir á 8.'i $ $ ^ 2,201-15 

Las 1,015 por < Arché . id. ¡d » 2,239-18 



$ f ' 4,440-33 



10 
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Han producido: 

Las primeras 072-35 ( 

Las segundas 1,569-73 

2,542-08 

Perjuicio sufrido eu ambas $ 1,898-25 

Costo del poder en Málaga i0 

Perjuicio para el remitente * 1,908-25 

El Procurador F rugo ni, por Mar/o, se presentó al juez 
de esta sección demandando á los consignatarios por la 
espresada suma de pesos P* 1,908-25 es. 

Que el buque • María Üunau • llegó á este puerto el 21 
de Marzo, es decir ñoco ma¿ de un mes después de la 
feuha de la primera carta de Ll aval lo i, y á pesar de haber 
tenido conocimiento de ello postergaron el recibo de las 
pasas hasta el 31 do Mayo. 

Que la misma carta de Llavallol, lecha 12 de Julio, 
justifica este reclamo, cuando dicen que á la llegada 
de dicho buque, esto es, el 21 de Marzo, pudieron haber 
realizado la venta al precio de 85 pesos agregando que 
las circunstancias de haber llegado á [ierra en mala condi- 
ción los obligó á rescindir la venta y colocarla de nuevo 
Á 50 pesos. 

Que en las cajas venidas por el « Arché * concurrieron aun 
otros contratiempos debidos únicamente á la poca puntua- 
lidad con que los consignatarios cumplieron su deber. 

Que el i Arché » llegó al puerlo el 3 de Junio, y recién 
el 13 de Julio ocurrieron á desembarcar y recibir la carga, 
cuando sin esas circunstancias las pasas se habrían ven- 
dido á 80 pesos. 

Corrido traslado, los consignatarios contestaron que no 
habían incurrido en ninguna responsabilidad, porque los 
vicios que habían producido el menor valor del articulo 
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procedían del estado averiado en que llegó, del mal modo 
de cargarlo, y de otras causas que probarían, resultando 
que ia demanda era temeraria y debía absolvérseles de 
alia con costas. 

Que todo el fundamento de esta demanda es la carta 
fechada 12 de Julio y el estravio del conocimiento del 
• Arché i entre sus papeles. 

Pero que si el juzgado se fija en que el conocimiento 
no le3 vino directamente sino por intermedio del Señor 
Civils de Montevideo, y que el mismo consignante equi- 
vocó el nombre del buque, y si á esto se agrega: — \° Que 
si el conocimiento les hubiera venido directamente no lo 
habrían incluido entre papeles de otra procedencia que la 
de Málaga, lo que fué la causa de la pérdida; —2» Que 
casi toda la fruta de igual clase que trajo ese buque 
remitida por otras casas llegó avenada y que como tal 
se vendió en plaza; — 3" Que el buque estuvo muchu 
tiempo en Montevideo, y que el artículo es por sí de- 
masiado delicado para sufrir mucho tiempo de bodega; — 
4 o Que el « María Dunan * venia cargado del sal que es un 
articulo que enjendra humedad y evaporaciones salitrosas 
que hacen fermentar las frutas, sobre todo al pasar la 
línea ; el juzgado veria que la demanda era completa- 
mente antojadiza y temeraria, 

Ka seguida para mejor proveer se mandaron practicar 
algunas diligencias probatorias, y con ellas se dictó este 



«nenes Aires, Abril U ile IS12. 

Vistos estos autos seguidos por I). José María Marzo 
cum.a los Señores Jaime Llavallol é hijos, por cobro de 
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perjuicios sulridos en la venta Je una partida de pasas d<* 
Málaga remitidas á la consignación de lus últimos, y 
resultando : 

1o Que en \\ de Febrero de 1870 los Señores Llavallol 
6 hijos, por su carta de f. 1", acusaron recibo á Marzo 
de la del último, de 6 de Enero anterior, en que 
las incluía un conocimento por 1,000 cajas pasas re- 
mitidas por el mismo en la barca * María Uunan » pro- 
cedente de Cádiz, y á la consigna eion de los dichos co- 
merciantes Llavallol é hijos, manifestando esto" en su 
oilada contestación la esperanza de realizarlas inmediata- 
mente de su arribo, aunque á un precio que, según las 
últimas ventas no seria elevado. 

¿° Que está constatado por la carta de T :J de los mismos 
Süiiores Jaime Llavallol é hijos y reconocida por estos, 
ooino igualmente por la contestación á la demanda y 
aposición de f. *t~, que la ospresada barca i María Dunan» 
llegó á este puerto el 21 de Mayo del mismo año 1870, 
sin que los consignatarios procediesen á la descarga de 
las 1,000 cajas pasas basta después del i de Junio en 
que consiguieron venderlas en tres fracciones al precio 
de 85 pesos moneda corriente, cada caja despachada. 

3" Que según los mismos Señores Jaime Llavallol é 
hijos en su segunda carta citada, habían llegado las cajas 
de pasas á tierra en mala condición, fueron obligados 
á rescindir el contrato y á venderlas nuevamente á 50 
pesos ; agregando los mismos en su contestación á )a 
demanda, que la « María Dunan » venia cargada de sal, 
cuya humedad y evaporaciones salitrosas hacen fermentar 
tas frutas, especialmente al pasar la línea. 

4o Que el mismo D. José María Marzo remitió tam- 
bién á la misma casa de Llavallol é hijos por el buque 
«Arché» entrado á este puerto el ít de Junio de 1870, 
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otra partida de 1,015 cajas pasas, las que no habiéndose 
presentado el portador de! conocimiento, ni siendo conocido 
por estar concebido á la orden, fueron desembarcadas por 
el consignatario Ü, Octavio Rossi, después de infructuosos 
avisos en los periódicos y en la Sala y Bolsa de Comer- 
cio, é iban á ser vendidas por la administración de Rentas 
en 13 de Julio cuando las reclamáronlos Señores Llavallol y 
les fueron entregados ; hechos todos que se hallan cons- 
tatados por la carta de Ins últimos corriente á f. 3, las 
de f. 2 y 5 de D. Octavio ftossi, acompañadas á la de- 
manda, y cuyo contenido no habiendo sido contestado, 
Antes al contrario reconocido esplícitamento en parle, debe 
estimarse como confeso con arreglo al art. 86 de la 
ley de procedimientos, a lo cual se agrega además, que 
él eslá plenamente corrobado por la transcripción certifi- 
cada del aviso de Bossi que se encuentra a f . 31. 

Que Llavallol é bíjos en su citada carta de 12 de 
Julio de 1870 y que corre á f. 3, dicen quo las pasas 
llegaron en mal estado, como la generalidad de la fruta 
conducida por el mismo buque, debido en gran parte al 
mucho tiempo que habia esludo en bodega, y que á li3ber 
llegado sana habrían obtenido el precio de 80 pesos moneda 
corriente. 

6" Que el precio de las pasas á fines de Marzo fecha 
en que llegó á este puerto la » María Uunan, i era el de 
Tó á SO pesos moneda corriente, como lo acreditan las 
revistas comerciales que corren á fs. 36 y 48. 

7" Que la parle de Marzo acompañando las carias re- 
feridas de Llavallol 6 hijos, fs, i y 3, y las de Russi que 
corren á fs. 2 y 5, entabla demanda contra los consigna- 
Uriñe, cobrándoles el saldo que á su favor arroja la cuenta 
do f. 6, s< gun la que las pasas vendidas por Llavallol é 
hijos habim producido 2,512 pesos 80 centavos fuertes, 
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debiendo haber producido: al precio de 85 petos m/<*. 
4,440 pesas 33 centavos fuertes, y dando una diferencia, 
entra el producto obtenido y el que debieron obtener, de 
la cantidad de 1,898 pesos 25 centavos Tuertes, cuyo co- 
bro con intereses y costas, persigue el demandante, fun- 
dándose en que los señores Llavallol é hijos, por no haber 
desempeñado su comisión con la exactitud y zelo que era 
de su deber y que habían prometido, no procediendo al 
desembarque de las pasas que sabían les venían consigna- 
das, no las habían vendido al precio de 85 pesos, sinó 
á uno completamente inferior, infiriéndole asi por su culpa 
un perjuicio que estaban en el deber do resarcir. 

8° Que los demandados oponen las siguientes excepcio- 
nes: l " Hespecto al envío por la * María Üunan, ■ que 
suponiendo que el artículo fuera de buena calidad, creye- 
ron obtener y obtuvieron efectivamente el precio de 85 
pesos por cada caja despachada, pero que habiendo resul- 
tado averiadas en una gr;m parte, se vieron obligados á 
venderlas á diversos precios; agregando que el buque con- 
ducía también sal lo que deteriora la fruta y que hicieron 
con dicho cargamento lo que habrían hecho con una mer- 
cancía propia, retardando el desembarque hasta obtener 
comprador mas ó menos seguro, con lo que evitaban los 
crecidos gastos de almacenaje y eslingaje con todas las 
consecuencias necesarias de las remociones continuas de 
bultos, que se hacen en aquella repartición — 2 a En cuanto 
á las pasas conducidas por la barca * Archa > que el co- 
nocimiento fué traspapelado á causa de no haberlo reci- 
bido directamente sinó por intermedio del Sr. Cibils de 
Montevideo ; que casi toda la fruta conducida por el mismo 
buque llegó averiada y como tal se vendió en plaza, y que 
el buque estuvo mucho tiempo en Montevideo, permane- 
ciendo por consecuencia la pasa, que es un artículo deli- 
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codo, mucho tiempo en bodega, lo que es causa para 
que se averie. 

9 o Que habiendo e) Juzgado ordenado con la calidad do 
para mejor proveer, que los señores Jaimes Lavallol c hijos 
manifestasen cuáles otras cabás habían recibido pasas por 
l.i goleta < Arclie > y cuál era el precio corriente de las 
pasas á fines de Marzo y principios de Junio de 1870, en 
que llegaron á este puerto Eos buques * María Muñan • y 
• Arche, » han acompañado las planillas de fs. 36 y 48, 
ríe las que resulta que el precio de las pasas era en la 
segunda quincena de Marzo, de setenta y cinco á ochenta 
pesos moneda corriente, y en la primera quincena de Ju- 
nio do ochenta y cinco pesos moneda corriente cada caja. 

Y considerando : 

1 Que no habiendo los demandados opuesto escepcion 
ninguna acerca de la calidad de la pasa, ni acerca de la 
condición en que llegó á estu puerto, como tampoco la de 
que los buques hubiesen hechos viajes estraordinariamentc 
largos, ha debido presumirse que la pasa ha debido llegar 
en el estado en que ordinariamente llegan los artículos 
de esta especie, y por consecuencia en condiciones de 
poder obtener el precio curriente en plaza en la época 
de su arribo. 

2» Que el deber de los señores Jaime Llavallol é hijos, 
como consignatarios, era emplear la dilijencia y zelo com- 
paLible con el objeto de conseguir la mas rápida y prove- 
chosa realización para el comitente, pues esto es lo que 
importa verdaderamente la obligación de obrar, como lo 
hartan en negocio propio, que les impone el art. 342 del 
Código de Comercio. 

3" Que en el présenle caso la realización tan Inmediata 
como posible de las pasas remitidas ú la consignación de 
los Sres. Llavallol c hijos, era tonto mas estricta cuanto 
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que dichos señorea se comprometieran á hacerlo así en 
su carta de 14 de Febrero de 1870, que corre <á f. i», y 
que el artículo era susceptible de deteriorarse, como han 
reconocido esplícitamenle, que loes, los demandados, en su 
carta de doce de Julio del mismo año y en su contestación 
á la demanda. 

4° Que ios Sres. Jaime Llavallol é hijos no pueden es- 
cusarse, ni pueden alegar como una circunstancia si quiera 
en su favor para no proceder a" la inmediata ejecución de 
su comisión, el que el precio de las pasas á la llegada de 
los buques « María Dunan • y « Arthe » Juera excesiva- 
mente bajo, por cuanto de las planillas de precios corrien- 
tes acompañados por ellos mismos, consla quo los precios 
eran de 75 á 80 pesos m/c. á la llegada del primero y 
de 85 pesos á la llegada del segundo buque, y por conse- 
cuencia notablemente elevados, sobre todo respecto al de 
78 que es el que esperaban obtener según su carta de 
foja 1\ 

5 o Que en consecuencia de lo establecido en los prece- 
dentes considerandos, es inadmisible la escepcion que los 
Sres. Jaime Llavallol é hijos han opuesto de haber pro- 
cedido respecto á la carga por la i María Dunan i como 
lo habrían hecho en negocio propio, retardando el desem- 
barque desde el 24 de Marzo hasta el i de Junio, y esto 
tratándose de una mercancía que según lo reconocen los 
demandados en su caria do I. íi, no puede permanecer 
mucho tiempo en bodega sin deteriorarse, y que era ade- 
más conducida en un buque cargado de sal, que según 
se reconoce la conteslacíon á la demanda, engendra hu- 
medad y cvapfjr aciones salitrosas que hacen fermentar tas 
frutas, lo quo escluye toda idea de que en beneficio del 
mismo articulo retardaron su descarga y de que procedie- 
ron como en negocio propio. 
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6" Que en cuanto á la partida de pasas i;ne los deman- 
dados recibieron por el • Arche • la negligencia con que 
ejecutaron la comisión quo se Ies encargó, puedo decirse 
que está esplícitamente reconocida por tos misinos, puesto 
que en so citada carta do doce do Julio confiesan que á 
la llegada del espresado buque, no tuvieron presento el 
envío que se les hacía á causa de habé seles (raspa (tela- 
do el conocimiento; y que esto diú lugar á que el consigna- 
tario del buque procediera á la d^scirga, agregando que 
la fruta llegó en muí estado, debido esto en gran parte 
al mucho tiempo que habin estado en bodega ; y esto con 
la circunstancia notable de que con focha ocho de Junio 
se avisaba por los diarias á los consignatarios de la carga 
para que ocurriesen al del buque por la orden del des- 
embarque, que hasta el 20 de Junio permanecía la carga 
á bordo, como lo prueba la carta de Hossi de Ja misma 
Toclia, que no ha sido contradicha, y que recien el trece 
de Julio, cuando el Adminislrador de Aduana ordenaba la 
venta de las pasas, se presentaron los consignatarios, como 
so ha establecido en el cuarto resultando de la sentencia, 
debiendo llamar la atención que los Srcs. Llavallot, en la 
carta de i'. 3 con lecha doce de Julio digan hacían pocos 
dias ;t que so habian apercibido de que bahía á su con- 
signación carga conducida por el buque < Arclie» i la que 
avisaban á Marzo haber llegado en mal estado ; lo que 
importa haber antidatado la carta á sabiendas, como así 
mismo transmitir falsos informes ú los remitentes acerca 
de la fecha en que habian recibido las mercancías, hechos 
que inducen la presunción de que los consignatarios se 
consideraban realmente omisos en el cumplimiento de sus 
deberes, y que trataban de escusarsc, disminuyendo el 
tiempo transcurrido entre la llegada del buque y el recibo 
do la carga, á fín de disminuir su falta ó atenuarla ; pues 



* 
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sin este objeto no w concibe porque comunicaban con 
fecha doceHIe Julio como ocurrido en dias anteriores lo 
que realmente recien tuvo lugar el trece del mismo mes 
7" Que aunque es verdad que la goleta ■ Arche • hizo 
escala en Montevideo, donde demoró diez y siete días, y 
que Llavallol é hijos alegan que dicha demora en Mon- 
tevideo contribuyó j aumentar el deterioro ó averia de las 
pasas, este último hecho no puede acreditarse de un modo 
sa ti s tac torio ; siendo posible que la fruta hubiese llegado 
en buen estado, á lo que se agrega que el no haberse 
justificado en qué estado llegó la carga, es imputable 
exclusivamente á los consignatarios que no cumplieron el 
deber que sobre este punto los imponen los articulo* 352 
y 353 del Código de Comercio, cuya omisión, según el úl- 
timo articulo, los obliga á responder de los efectos en los 
términos designados por el conocimiento, y por consecuen- 
cia como si los hubiesen recibido en el mas perfecto es- 
tado. 

8° Que las disposiciones citadas en el precedente con- 
siderando son aplicables, aun cuando el buque hubiese 
hecho escala en otros puertos, porque estos imponen á Jos 
comisionistas por regla general, y cuando al recibirse de 
los efectos consignados notaren que su hallan averiados, U 
obligación de hacer constar en Corma legal el verdadero 
oríjen del daño ó avería ; y por consecuencia pretendiendo 
en el presente caso los comisionistas señores Llavallol é 
hijos que tanto las mercancías conducidas por la goleta 
< Arche > como las conducidas por la t María Dunan » 
llegaron en mal estado sin que hubieren hecho conslar en 
forma legal la causa de la avería, deben con sujeción á 
los artículos 352 y 353 citados, responder de las pasas re- 
mitidas por Marzo, como si las hubiesen recibido en per- 



DE JUSTICIA. NACIONAL. 



55 



o Que estando demostrado además, como se ha esta- 
blecido en esta sentencia, que las pasas consignadas á los 
señores Llavallol c hijos se deterioraron por su culpa, la 
responsabilidad establecida en el precedente considerando 
adquiere doble vigor, y por consecuencia la de indemnizar 
los daños y perjuicios causados por su culpa, por ser esta 
prestación de regla general en los contratos. 

10. Que los danos causados á Marzo consisten en la 
diferencia del precio en que se vendieron las pasas que se 
remitió á consignación y el corriente en la época en que 
licuaron a esto puerto, que es lo á que se limita la deman- 
da y á los intereses desde la fecha de la demanda. - 

1 1 . Que sin embargo la cuenta exhibida por Marzo re- 
carga el precio corriente de las pasas á la llegada de la 
t María Dunan » suponiéndolo de 85 pesos, cuando, como 
se ha establecido mas antes, era solo de 75 a 80 pesos ¡ 
error en que ha incurrido por haber tomado el precio cor- 
riente en la época de la venta en vez de tomar el de la 
época de la llegada, porque era deber do Llavallol é hijos 
vender á la brevedad posible y no dejar transcurrir un 
tiempo duranle el cual podrían deteriorarse y por consi- 
guiente habiendo llegado a fines de Marzo no debe tomarse 
el precio corriente el cuatro de Junio, lecha en que recién 
se vendieron, cuando uno de los cargos contra los comi- 
sionistas es el do haber dejado transcurrir tanto tiempo 
para la venta. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á los señores 
Jaime Llavallol é hijos á abonar á Don José Mari a Marzo, 
el saldo que arroja la cuenta de f. C, sustituyendo el pre- 
cio cargado de 85 pesos moneda corriente por cada caja 
de las que condujo la « María Dunan » por el termino 
medio de los precios de setenta y cinco y ochenta pesos á 
que so vendían en la* segunda quincena de Marzo de mil 
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ochocientos setenta ; y a abonar además sobredicho saldo 
ios intereses de Banco á contar desde la demanda. Cada 
parle abone sus costas y las comunes por mitad. Impón- 
ganse los sellos y notifíquese con el original. 

Apelada esta sentencia fué confirmada por el siguiente 
F*ll* de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio t3 de 18:2. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja cincuenta y siete, satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fiun'cisco 
Delgado.— José Bahb.os Pazos.— M- 

UflAftTE. — J. li. GOROSTJAGA. 
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CAUftA L\ll 



D. Juan Martínez contra D. Asccn&io Barco*, por cobro 
de flete ij e&tadlas t sobre absolución de peticiona. 



Sumario. - \° Las leyes referentes á la determinación 
de los casos en que los litigantes incurren en rebeldía* 
como tendentes á negar en adelante toda audiencia, deb?n 
interpretarse restrictivamente. 

2" El litigante que se ausente del lugar del juicio no 
incurre en rebeldía, si deja apoderado instruido y expen- 
sado, aunque no tenga este la facultad de absolver posi- 
ciones. 

3° I»or esto las posiciones deferidas al litigante ausente, 
no pueden darse por absuellas 



Caso, — Don Juan Martínez, patrón de la foleta nacio- 
nal « Catalana » se obligó á conducir al puerto de Buenos 
Aires, 994 vara» cuadradas de piedra consignadas por Ü. 
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Aurelio Cuenca á favor de D. Ascensio Barcos por el fíete 
de medio patacón por cada vara cuadrada, que hubiese 
puesto sana en la lancha. Llegado á Balizas interiores se 
puso á disposición de Barcos y negándose este á recibir 
la piedra con motivo de no creerse obligado á pagar el 
lanchage, entabló demanda ante el Juez Nacional de esta 
Sección, pidiendo se hiciese la descarga en lanchas cos- 
teadas por Barcos, y se le pagasen las estadías por la 
demora, á razón de 30 $ fts, diarios, y protestando ade- 
más por los daños y perjuicios, costos y costas. 

Contestada la demanda, y practicadas algunas diligen- 
cias relativas á la descarga y depósito del flete, el Juez 
de Sección abrió la causa A prueba. 

Martínez, debiendo ausentarse, confirió pudor especial 
para representarlo en la causa á D. Nicolás Gánale. Bar- 
coa pidió que Martínez absolviese posiciones, á cuya so- 
licitud accedió el Juzgado. Canale observó que Martínez 
se hallaba en Montevideo, que él no tenia poder para 
absolver posiciones y por consiguiente debía dejarse sin 
efecto el acto de la absolución. 

Se suscitó así un incidente sobre la absolución de posi- 
ciones, en el que Barcos dijo, que si Martínez, después 
de haber promovido el juicio, no habia conferido á su 
apoderado la facultad de absolver posiciones, debía consi- 
derártele como presente respecto á es la facultad que se 
habia reservado, y que por consiguiente considerándolo 
como presente y no habiendo comparecido á absolver po- 
siciones, debia tenérsele por rebelde y darse por absueitas 
las posiciones. 

Conferido traslado, contestó Canale, que un litigante no 
está obligado á permanecer en el lugar del juicio si deja 
apoderado con poder suficiente ; que este es suficiente sin 
la facultad de absolver posiciones ; que la prueba por po- 
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liciones es estraordinaria ¡ que un litigante no asU obli- 
gado á conferir esta facultad á su apoderad* *por poder 
ser imposible dar fas instrucciones necesarias ; que por la 
ley 3\ til. 7% lib. 4* R. C M no hay derecho para exijir 
que aquel á quien se dirijen posiciones comparezca si está 
ausente, y que Barcos podía pedir se practicasen las 
diligencias de absolución en Montevideo, Concluyó pidien- 
do que no se hiciera lugar á la petición de Barcos, y 
que depositase este lo que faltaba para completar ol im- 
porte del flete. 



Fallo «el Ju« tteertaiiftl. 



Buenos Aires, Mayo t3 de 1812. 

Y vistos : i° Que por las consideraciones espuestas en el 
precedente escrito ¡ y considerando además, que según el 
articulo 183 de la ley de procedimientos solo se incurre en 
rebeldía cuando el litigante no hubiere comparecido en 
virtud del emplazamiento ó no hubiere contestado á la de- 
manda, ó cuando el demandante d demandado, como lo 
previenen las leves generales, hubiesen abandonado el lu- 
gar del juicio, sín.dejar apoderado instruido y espresado ; 
casos en que no está comprendida la parte de Martínez j 
por cuanto si bien se ausentó del juicio, lo hizo dejando 
representante lejítimo en el mismo. 2* Que las leyes re- 
ferentes á la determinación de los casos en que los liti- 
gantes incurren en rebeldía, como tendentes á negar en 
adelante toda audiencia, deben tener una interpretación 
mas bien restrictiva, que ostensiva, de conformidad con la 
regla de derecho, favores ampliari odia ratringi dtbent. 3* 



Y Analmente que la parte de Barcos ha podido proponer 
la absolución de posiciones á Martínez antes que se au- 
sentara de este puerto, hecho que ha debido presumir 
atendida la naturaleza de las ocupaciones de dicho Marti- 
nez; y tiene por otra parle derecho para pedir, que las 
posiciones sean absuellas en el punto donde se encuentra 
actualmente. Y considerando en segundo lugar, en cuanto 
á la parle de fletes, que debe depositarse, que olla es la 
que correspondo á 994 varas cuadradas á razón de cuatro 
reales fuertes por vara, p w r ser este el flete estipulado, 
y por haberse convenido en el acia de cinco de Marzo 
ultimo, que se depositaría el importe del flete, mientras se 
resolvía la cuestión, de si el lanchage era por cuenta del 
buque, ó del cargador. Por estos fundamentos, no ha lu- 
gar á la petición deducida por liamos, de que las posicio- 
nes presentadas por él mismo se den por absuellas en 
rebeldía de Martínez; y hágase saber á dicho Barcos, que 
la cantidad, que tiene que depositar por fletes es la de 
eualro cientos noventa y siete pesos fuertes. Notifíquese 
orijinal, y repónganse los sellos. 



Barcos apeló del auto anterior en la parle en que no 
hacia lugar á dar por absuellas las posiciones y dijo, que 
Martínez habiéndose ausentado sin dar poder para absolver 
posiciones, babia hecho abandono de esa facultad ; que él 
tenia el derecho de deferir posiciones en el lugar del juicio; 
que Martínez frustra ese derecho ausentándose sin dejar 
apoderado para este acto, que es ordinario en los juicios, 

Concedido et recurso en relación, se dictó el siguiente 
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Buenos Aires, Junio 13 de «72. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
aulo apelado de foja sesenta y una vuelta ; satisfechas y 
repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— 
Marcelino Ugartb — José B. Go- 

nOSTlACA. 



CAUSA 1.X1II. 



El Dr. D. Dech SuUi contra D. Juan Fiori, 
por cobra de honorario*. 



Sumario.— El certificado del actuario es prueba feha- 
ciente da haberse breho la citación en el domicilio cons- 
tituido por tos litigantes. 
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Cato. — El Dr. Nulli, abogado de D. Juan Fiori en la 
causa seguida por este contra los Sres. Schalz y O, ante el 
Juzgado Nacional do Buenos Aires, pidió la regulación de sus 
honorarios, la que se practicó haciéndose saber á las partes. 

No habiendo Fiori satisfecho su importe, el Dr. Nulü 
pidió el pago por la vía de apremio. Fiori excepción o 
que en la referida causa no se trataba de negocios de él 
sino de D, Pedro Natta ; que se había hecho un convenio 
entre él y Natta declarándose A cargo de este los gastos 
correspondientes, y que el Dr. Nulli que habia intervenido 
en el mismo convenio, y redactáoslo, sabia que era Natta 
su deudor; y que en tal virtud, antes de demandar á Fiori, 
habia pasado á Natta la misma cuenta; agregó que estaba 
dispuesto á probar su excepción con el juramento del Dr. 
Nulli con arreglo al art. 31 ti de la ley de procedimientos. 

El Dr. Nulli, interrogado bajo de juramento, contestó 
que era verdad que Itabia redactado como abogado ese 
arreglo entre Natta y Fiori, pero que él no fué parte, 
ni renunció á ninguno de sus derechos. 

El Juez ordenó el comparendo de los interesados á los 
efectos del art. 318 de la ley de procedimientos. El ac- 
tuario certificó que habiendo pasado por el domicilio de 
Fiori y no habiéndolo encontrado y negándose las personas 
allí residentes á recibir ta cédula de citación, la fijó en la 
puerta de calle. No habiendo Fiori comparecido, el juez 
mandó llevar adelante la ejecución con arreglo al art. 31 !> 
de la ley de procedimientos. 

Fiori reclamó diciendo de nulidad de esta providencia y 
alegando que no liabia tenido noticia del dia en que debia 
tener lugar el juicio verbal; que no se le habia dejado el 
cedulón en el domicilio que tenia constituido para este 
asunto, sino en el estudio del Dr. Terrero adonde lo en- 
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El Juez, previo certificado del ^actuario que espuso haber 
fijado la cédula en el domicilio constituido de Fiari, y ade- 
más le había dejado un duplicado en e) estudio del Dr. 
Terrero donde concurría con frecuencia, no hizo lugar á 
la nulidad deducida. 

Fiori entabló recurso de queja, y se dictó el siguiente 

Fall* d* la Huprema C«rl* 

Buenos Airea, Junio i'S de l«7í. 

Por lo que resulta del presente informe devuélvase al 
Juea de la i-ausa para que lleve adelante sus procedimien- 
tos. 

Salvador María del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — Jos* Barros 
Pazos. ~ Marcelino Ugarte. — 

J, B. Gohostiaga. 



04 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



LMV. 



Don Tomás Pielranera, con Ü. Juan Van Dean, por 
de pem.— Incidente sobre informe in voce. 



Sumario. — 1* Los medios de defensa no deben ser li- 
mitados, sinú en los casos en que las lejes mismas los 
limitan ó en que autorizan de una manera espresa á los 
jueces para que puedan prudentemente restringirlos. 

2* Una vez señalado dia para oljn forme in voce á peti- 
ción de una sola de las partos ó de ambas, el derecho de 
comparecer con ese objeto á la audiencia, es común 
para ellas. 

3o El abandono del derecho por uno de los litigantes, 
no puede perjudicar al otro» privándolo de la facultad de 
lucir su informe en los mismos términos en que lo 



CflW. — Don Tomas Pielranera, dirigido por el Dr, D, 
Juan 0. dun^z, demandó á D. Juan Van Dcurs la suma 
de 10,263 francos 12 es., por falla de cumplimiento á un 
contrato de fleta mentó. 
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Sustanciada la causa, el Juzgado llamó autos para sen- 
tencia definitiva, en cuyo estado V:in Deurs pidió informar 
in voce y se señaló din para la audiencia. 

No habiendo comparecido Van Ucurs y-st el Dr. Gómez, 
se levantó la siguiente 

«<-<» 

En veinte y ocho do Mayo de mil ochocientos setenta y 
dos: compareció anlc su Señoría el Doctor, «Don Juan 
Cflrlos Gómez, abogado de la parte de Don Tomás Pielra- 
nera, para in formar in vocc, y el JuzgaJu teniendo presente, 
que solo la parte Van Deurs pidió informar dentro del tér- 
mino ostablecid por el artículo cicrnlo ochenta de la ley- 
de procedimientos y que no ha concurrido al informe, y 
considerando, que la razón dada por et Ductor Gómez, <{ue 
una vez señalada la audiencia es común para ambas parles, 
no es fundada, porque solo es común concurriendo ambas 
partes, do manera que el que no ha podido informar solo 
lieno el derecho de replicar, y e^o dando una interpre- 
tación ostensiva al artículo citado, decidió no admitir di- 
cho informe ; y habiendo api-lado el Doctor Gómez, el Juz- 
g¡ido, considerando que regun el artículo ciento ochenta 
citado, el abogado tiene personería en este caso, concedió 
la apelación en relación, mandando pas¡ir los autos á la 
Corte Suprema en la forma de estilo, y mandó reponer loa 
sellos. 

J. Carlos Gomes, Ante mí 

Jtian Rtso, 

Elevado el espediente, se dictó este 

t. nr, 5 

i 
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Buenos Aires, Junio 22 de i 872. 

Vistos; y considerando; Primero, que los medios de 
defensa no deben ser limitados, sinó en los casos en que 
las leyes mismas los limitan, ó en que autorizan de una 
manera espresa á los Jueces, para que puedan prudente* 
mente restringirlos ; Segundo, que, una vez señalado dia 
para el informe in toce, á petición de una sola de tas par- 
tes, ó de ambas, el derecho de comparucer con esc objeto 
á la audiencia, es común para ellas ; Tercero, que el aban- 
dono del derecho por uno de los litigantes, no puede per- 
judicar al otro, privándolo de U facultad de producir su 
informe en los mismos términos en que lo habría hecho 
si hubiesen ambos comparecido ; por estos fundamentos se 
revoca la resolución contenida en la acta de foja ciento y 
cinco vuelta, y devuélvanse I03 |autos, previo pago de 
costas y reposición de sellos, para que se [señale dia nue- 
vamente. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino Ugarte. — J. B. Goros- 

TIACA. 
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Criminal, contra Blas Atpiazú, por falsificación, 
incidente sobre prisión. 



isumam. — \* Cualquier persona, aun las mujeres y 
menores, que no pueden ser en juicio personeros de otros', 
pueden comparecer para escusar la ausencia del acusado.' 

2 B Este principio tiene aplicación en el caso en que 

se trata de escusar, alegando enfermedad, no la ausencia 

m tugar del juicio, sino simplemente la ausencia de la 
prisión. 

3» La personería de la esposa lejítima del acusado debe 
ser admitida en eso caso. 

4j En el sumario debe el Juez averiguar no solo Jos 
fechos adversos al procesado, sinó también los nue puedan 
servir á su 




Caso. — En el Juzgado Federal de Buenos Aires, se ini- 
ció un proceso criminal contra D. Blas Aspiazú, sobre 
falsificación de un documento de transferencia de créditos 
centra el Tesoro Nacional. 

Durante el sumario, Aspiazú pidió, entre otras diligen- 



i 
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cias con que demostraría su inocencia» que D. A. Salter, 
1). Máximo líodriguez y D. Julio Pulson. reconocieran las 
firmas y rúbricas do unos recibos, en lo que el Juzgado se 
reservó proveer con la oportunidad correspondiente. 

Cerrado el sumario, el Procurador Fiscal pidió en un 
otrod de la acusación que so redujera á prisión á Aspiazú. 

Después do varias dílijoncias al respecto, la esposa del 
acusado so presentó esponíendo que Aspiazú estaba grave- 
mente enfermo en cama, por cuya razón solicitaba se le 
permitiese guardar su casa por cárcel, bajo una fianza sa* 
tisfactoria que ofrecía, agregando que si so hubieren eva- 
cuado las dilijencias pedidas por su esposo, su inorencia 
habría quedado evidenciada. 



r»ll<» del Juea de Scrrlon. 

Ruanos Aires, Junio f dr 1875. 

No siendo parte la solicitante, no lia lugar. 

ly arriza. 

Apelado este auto por la señora de As¡.iazú ( so dictó este 
Falla de la Suprema Corte. 

Unenos Aires, Junio 27 de 1872. 

Vistos: y considerando — /'rimero, que scgiin ta ley doce, 
titulo quinto, partida tercera, cualquier persona, aun las 
mujeres y menores, que no pueden ser en juicio perso- 
neros de "otro, puede comparecer para escusar la ausencia 
del acusado — Segundo, que esa ley tiene aplicación, por 
manifiesta analogía, en oslo caso, en que se trato de es- 
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cusar, aljamio enfermedad, mi la ausencia del fugar del 
jukuo, sino simplemente la ausencia de la prisión — Ter- 
rero, que la personería do Doña Pelrona Lebrero de As- 
piazú debe ser, por consiguiente, admitida, con tanta nías 
razón cuanto que ella no es una persona cstraüa, sino la 
esposa legítima del procesado — Cuarto f que teniendo por 
objeto el sumario investigar la verdad de los hechos que 
sirven de base al procedimiento judicial, debo el Juez 
averiguar, no solo los que sean adversos al procesado, si- 
no también los que puedan servir á su descargo — Quinto, 
que t habiendo solicitado Aspiazú, Ú foja diez y ocho, que 
Don A. Sallcr t Don Máximo Hodriguoz y Don Julio Pulson. 
reconozcan Jas firmas y rúbricas de los recibos que corren 
en los autos, ratifiquen su contenido, y manifiesten si es 
cierto el del documento de foja diez y siete, cuya firma 
deberá ser reconocida por Salter, el Juez se reservó, ;í foja 
diez y ochó" vuelta, proveer en la oportunidad correspon- 
diente — Sextüi que. pudiendo tener esas diligencias una 
influencia decisiva para caracterizar los hechos, no ha de- 
bido darse por terminado el sumario antes de practicarlas 
— por estos fundamentos revoca el auto apelado de 
foja cincuenta y seis, y se devuelve la causa para que, 
practicándose las indicadas diligencias, y requiriéndosc de 
la casa de fíon Mariano Cabal la presentación del dupli- 
cado del contrato que, según lo manifestado por Aspiazú 
on su confesión ¡i" foja treinta y cinco, debe existir en su 
poder, se provea loque, conforme á su mérito, corresponda 
en justicia. Satisfágale las costas y repónganse lo sellos, 

Salvador M. nEL Carril, — Francisco 
Delcaoo.— Josk Barros Pazos,— 
Marcelino Ugautb. 
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CAUSA I \V1, 



D. Juan José Méndez, contra l). lorenzo .!/. González, por 



Sumario. — lo Es contra la equidad imponer el grava- 
men de las cosías á uno solo de los litigantes, en vez 
de distnbui i lo según el grado do justicia que respectiva- 
mente huyan tenido, 

-° La condenación en costas que se prescribe por el art. 
277 de la ley de procedimientos, supone ó que et eje- 
cutado se haya opuesto á toda la ejecución y haya jus- 
tificado su oposición, ó que eJ ejecutante haya probado 
de lodo punto su acción. 

3* Cuando la oposición se deduce y justifica solo por 
una parte del crédito reclamado, la sentencia de remate 
no hace lugar á la ejecución por esa parlo, y manda 
llevarla adelante por la otra. 

4* En ese caso las cosías de la oposición deben ser 
á cargo del ejecutante, y las demás de la ejecución á 
cargo del ejecutado. 

5» El silencio del deudor que no so opone á la capi- 
talización semestral de intereses incluida en la demando 
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ejecutiva, vale contra él como una estipulación 
para hacerla, ú una renuncia al derecho de resistirla. 



Ctwi. — li. Juan J. Méndez entabló demanda ejecutiva 
contra D. Lorenzo M. González por la cantidad de 8,685 
I-usos fuertes con arreglo á un documento otorgado por 
el mismo González, en techa de 1° de Mayo de 1870. 

Reconocido el documento, librado el mandamiento, tra- 
bado el embargo y filudo de remate el deudor, se opuso 
este á la ejecución, alegando haber pagado á cuenta la 
cantidad do 1,033 pesos fuertes y otras excepciones. 

Desechadas estas curno ilegales, se recibió la causa á 
pruaba sobre la excepción de pago, que se justificó por 
González produciendo i recibos, uno de ellos en fecha de 
"2 de Marzo de 1 870 por la suma de 3U,ÜG pesos fuertes 
tuya partida no figuraba en la cuenta corriente presen- 
tada por Méndez. 



Corrientes, Marzo de 1872. 

V vistos: estos autos seguidos por l). Anibal Chiesa, 
apoderado de U. Juan José Méndez, contra Ü. Lorenzo María 
González por cobro de pesos y considerando: —1" Que 
Chiesa entabló demanda ejecutiva por la cantidad de 8,685 
pesos, conforme al documento de obligación, corriente 
á f. 21, sin tomar en cuenta los pagos hechos por González, 

s n Que habiéndose librado la ejecución por la cantidad 
espresada, y citado este de remato, se opuso á ella, ale- 
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gando haber pagado á cuenta la cantidad de 1,033 pesos 
1 1 centavos» deduciendo al mismo tiempo otras excepciones 
que frieron desechadas como ilegales, recibiéndose solo ú 
prueba la de pago, habiendo González justificado con Jos 
recibos corrie tiles ú f. fiíi y siguientes y reconocidos por 
ei ojee u tanto el pago de la cantidad espresada. 

3" Que en la cuenta presentada por Chiesa, después 
que el ejecutado dedujo su escepcion no figura la partida 
de 2 de Marzo do 1870, á pesar de principiar aquella 
desde Junio 30 del año 69, ¡íuU;s de la techa del do- 
cumento de obligación citado, y además de capitalizar 
los intereses caJa sois meses, lo que es prohibido por 
el art. 718 del Código de Comercio, á no sor cuando hay 
convenio especial; tanto mas cuanto que ni firmarse la obli- 
gación en virtud de la cual se pidió la ejecución, se ca- 
pitalizaron aquellos. 

Por estos fundamentos, fallo definitivamente juzgando 
que debo condenar, como condeno á D. Lorenzo María 
González al pago de la cantidad que resulte de la liquida- 
ción que deberá formarse con arreglo al documculo de 
!'. 21, deduciendo la cantidad pagada que consta de los 
recibos corrientes á f. fiO y siguientes con los intereses 
del medio por ciento mensual hasta el dia de la demanda, 
con prevención de que los pagos se aplicarán primero á 
los réditos y después al capital, de conformidad al ar- 
tículo 943 del Código de Comercio, y los que esta can- 
tidad devengare basta el completo pago de la deuda ; en 
su consecuencia llévese adelante la ejecución basla hacer 
al acreedor pago de la deuda ó intereses, nombrándose 
á D. Augusto S. Meyer para que baga la liquidación, con- 
forme á lo establecido en esta sentencia, siendo de cuenta 
de Chiesa satisfacer las costas causadas *n la oposición 
y do González las demás, y las que se causaren en adelante 
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hasta la completa terminación del juicio. Hágase sater y 
repónganse tos sellos. 

Carias Luna. 

Méndez apelo, y dijo que el error de su demanda ori- 
ginaria' halda si dd oportunamente corregido ron la pre- 
sentación de ta cuenta corriente en fiue se tuvieron en 
cuenta los pagos parciales, que este error no causó perjuicio 
al deudor, liendo insuficientes sus bienes para cubrir la 
cantidad verdadera que adeudaba ; que el 3" considerando 
era injusto porque el recibo de - de Mayo de 1870, aunque 
no expresamente, estaba considerado en dicha cuenta cuya 
fecha es de 1° de Agosto de ÍH1\, y es conocido el 
sistema de esta clase de cuentas mercantiles en que no 
so detallan por estenso las partidas del debe y del haber ¡ 
que la sentencia ora injusta respecto á su condenación en 
las costas causadas en la oposición. 

Concedido el recurso en el efecto devulativo y en rela- 
ción, so dictó el siguiente 

Fulla «Ir la Hunrriu* Corte. 

Himnos Airí?s, Julio -1 i 81 2. 

Vistos; y considerando: — Prime ra. Ufuc el hecho espli- 
cado por el abogado de Don Juan losó Méndez en su 
informe oral, de haber sido abonados á Don Lorenzo Alaría 
González los trescientos once pesos con seis céntimos fuer- 
tes que espresa el recibo fecha dos de M rzo de mil ocho- 
cientos setenta, corriente á foja cincuenta y seis, en el 
arreglo de cuentas que precedió á la otorgacion del do- 
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cumento de foja veinte y una, fechado el di a anterior 
primero de Marzo, para conservar la' integridad del mes, 
pero estendido algunos dias después, según espuso, no 
está probado en los autos. 

Segundo. Que la disposición del articulo doscientos setenta 
y siete de la ley de procedimientos, según la cual, debe 
ser condenado en las cosías el ejecutado cuando se mande 
llevar la ejecución adelante, y el ejecutante cuando se 
declare que no ha lugar á la ejecución, se funda en el 
supuesto de que, en el primer caso, la oposición ha sido 
de todo punto infundada, y en el segundo, ha resullado 
injustificada también de todo punto la acción del ejecutante. 

Tercero. Que ese supuesto, que es la razón determinante 
de la disposición, desaparece ante la verdad de los hechos, 
cuando la oposición no ha sido deducida contra la totalidad 
del crédito reclamado, resultando que el ejecutante ha 
tenido razón para ejecutar, aunque por una cantidad menor, 
y el ejecutado ha tenido razón para oponerse á la ejecución 
en los términos deducidos, á tin de que se reduzca á 
la cantidad de que efectivamente sea deudor. 

Cuarto. Que, en ese caso, como sucede en el présenle, 
habría maní fiesta Taita de equidad, si se impusiera el 
gravámeo de las costas á uno solo de los litigantes, en 
vez de distribuirlo según el grado de justicia que respec- 
tivamente hayan tenido, el uno para ejecutar y el otro 
para oponerse, haciendo que soporte cada uno la parto 
que corresponde á los procedimientos en que su adversario 
ha tenido razón 

Quinto. Que, de este modo, es como resulta en real i 
dad observada y cumplida h disposición del citado ar- 
ticulo doscientos setenta y siete, porque, en la parte á 
que la oposición se ha referido, se declara quo no ha 
iugar á la ejecución, y se condena en consecuencia al 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



75 



ejecutante en esa parte de las costas, y en la parte en 
que el deudor no se ha opuesto, se manda llevar la 
ejecución adelanto, y se condena al ejecutado en ¡as costas 
respectivas. 

Sesto, Que, no habiéndose opuesto el ejecutado á la 
capitalización semestral de intereses, el juez no ha podido 
desecharla de oficio, porque el silene ; o del deudor, que 
debe mirarse como una aquiescencia de su parte, vale 
contra él como una estipulación espresa para hacerla, ó 
como una renuncia del derecho que tendría para resistirla; 
por estos fundamentos, se conlir.na la sentencia apelada 
de foja ochenta y siete, en cuanto manda llevar la eje- 
cución adelante por el valor que resulte de la liquidación 
que debe practicarse, deduciéndose de la cantidad que 
es presa el documento de foja veinte y una, las que es- 
presan los recibos de foja cincuenta y seis y siguientes, 
y en lo relativo ¡í 'las costas, y se revoca en lo que se 
refiere á la capitalización de intereses ; dejando á salvo 
el derecho de Don Juan José Méndez para promover 
juicio ordinario, conforme al articulo doscientos setenta 
y ocho de la ley de procedimientos, por los trescientos 
once pesos seis centavos fuertes á que se refiera el recibo de 
dos de Marzo de mil ochocientos setenta, sin especial 
condenación de costas en esta instancia. Satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvase el espediente. 



Salvador M. del Carril. — Francisco 
Delgado. — José Barros 
Marcelino Ugartb. 
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CAl g % I VVII 



D. Adolfo Michaní, contra U. Valentín 
por cobro de pesos. 

- 

factüenU ¿obn ¡triabas. 



Sumario. — t*> Los testigos deben ser examinados dentro 
del término de la prueba, salvo el caso en que, por hecho 
no imputable á la parle que loa presente, no hubieren 
podido serlo. 

2" La manifestación de la profesión y domicilio de los 
testigos debe hacerse cuando menos tres días Antes de 
vencer el término de la prueba, para que puedan ser 
examinados. 

Caso. — Ü, Adolfo Hichaut cierna ndó ante el juez de la 
sección de lluenos Aires á I). Valentín Kebollo el pago 
de 210 pesos fuertes que había cobrado del Gobierno 
Nacional á nombre de aquel. 

Contestada la demanda, el juzgado puso la causa á 
prueba por los 31) dias de la ley, habiéndose hecho la 
última notificación el dia 25 de Abril. 
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Ton Fecha 7 de Junio el actuario puso e! certificado 
de haber vencido el término de la prueba, señalando 
las fojas en que estaban comprendidas tas que se hablan 
producido. 

Con fecha i del mismo mes, Rebollo había presentado 
un interrogatorio y la lista de sus testigos, pidiendo que 
ellos fuesen examinados. 

» 

rallo del Juez de Serrioii. 

Buenos Aires, Junio iO de 1H7¿. 

Maniéndose hecho la man i Test ación e-vigitla pcrr el a rt i culo 
iiíO de la ley de procedimientos en el mismo dia en 
que espiraba el término de prueba, y por consecuencia 
sin la anticipación prevenida en el articulo citado ; no 
ha lugar á lo pedido. 

/aválela. 

Notificado Rebollo, pidió revocatoria ó apelación en 
subsidio. 

Dijo que el art. 120 de la ley de procedimientos no 
establece que la lista de los testigos se ha de presentar 
tres dias ántes de vencer el término de prueba, sinó 
tres dias untes de ser examinados, y que si se le diera 
otra interpretación, resultarla que el mayor término de 
prueba ordinaria seria de 27 dias y no de 30 .como dice 
el art. íl-2 de la misma ley. 

En un otrosí dijo que habiéndose librado oficio á las 
autoridades de Córdoba para el reconocimiento de unos 
documentos, acordándose el término á razón de un dia 
por cada 7 leguas, pedia se suspendiese (a publicación de 
probanzas, hasta que se venciera en término. 
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Falle del J«fi úr Hceciea. 

Buenos Aires, Junio 12 de 1872. 

En lo principal, siendo una regla general de derecho 
que las partes no pueden rendir prueba después de 
vencido el término concedido con ese objeto, y por con- 
secuencia que los testigos deben Ber examinados dentro 
del propio término, salvo en casos en que por hecho no 
imputable á ta parte que los hubiere presentado, no hu- 
biesen sido examinados durante la estación de la prueba, 
lodo lo cual obliga á las partes á presentar á los tes- 
tigos en tiempo hábil para su examen, lo que importa 
que deben hacer la manifestación exijida por el art. 120 
de la ley de procedimientos cuando menos tres dias antes 
de espirar el término probatorio, porquo de lo contrario 
ó dicha manifestación no se haría, como lo previene el 
citado articulo ó el examen debería hacerse después de 
espirado el término de prueba, lo que es contrario á la 
regla establecida, no ha lugar á la reposición solicitada 
y se concede en relación la apelación interpuesta : al 
otrosí, como se pide. 

Zavaitla. 

Elevado el espediente se dictó este 

Rueños Aires, Julio 4 de 187i. 

Vistos por los fundamentos del auto de foja setenta y 
siete y los del de foja setenta y tres, se confirma el apela- 
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do de esta última foja, con costas, satisfechas y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. —José Darhos 
Pazos. — Marcelino Ugarte.— i. 
B, Gohostiaca. 



CAUSA L1VI1I 



II Martin Cartilla é hija, contra D. Francisco Medina, tabre 
cumplimiento de un contrato. 



Sumario. — 1« No puede ser declarado íncurso en re- 
beldía el litigante que tiene personen» en el juicio. 

2™ No deba daree interpretación ostensiva á las leyes que 
determinan los casos en que ios litigantes deben conside- 
rarse rebeldes 
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Caso. — El ttr. D. José de Buslamanle por D. Mar- 
tín Castilla ó hijo demandó ante (1 Juez Federal de la 
Sección do Buenos Aires á D. Francisco Medina por falta 
de cumplimiento á un contrato, y en un otrosí pidió el 
arraigo del juicio v que se librase órden á la capitanía 
del puerto a fin de que so impidiera el embarco do 
Medina, dado caso n^ue intentara hacerlo. 

El juzgado proveyó traslado de la demanda, ordenando 
se intimase al demandado no ausentarse del país sin dejar 
apoderado instruido y espensado, y sin otorgar fianza bas- 
tante de estar ú las resultas del juicio. 

Librado el oficio en estos términos á la capitanía del 
puerto, se presentó á contestar la demanda II. llamón 
Pérez López con poder de Francisco Medina, y la causa se 
sustanció hasta el estado de prueba, en el que el Doctor 
Buslamanle pidió que el demandado absolviese posiciones 
al tenor de las contenidas en un pliego cerrado que 
acompañó. 

Habiéndose proveído de conformidad } sehaládosc dia 
para la absolución, Peral López se presentó exponiendo 
que su poderdante Medina estaba ausente del país, pero 
que lo esperaba de un momento á otro, por lo que pedia 
se señalara otro dia para la absolución de las posiciones. 

El juzgado señaló el dia l J-2 de Mayo d las dos de la 
tarde. 

El día señalado Pérez López espuso que su poderdante 
no había llegado aun del Paraguay, por cuja razón no podían 
absolverse las posiciones ¡ pero que si no había incon- 
veniente el podía absolverlas porque tenia poder bastante. 

El juzgado mandó dar vista al apoderado dtl actor. 

El Dr. Buslamanle espuso entonces que conslándole 
perfectamente á Pérez López que su poderdante se en- 
contraba fuera de Buenos Aires cuntra la órden del juzgado 
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que le prohibió salir, librándose órden a la policía, había 
pedido sin embargo se le señalara nuevo dia para la ab- 
solución de las posiciones, con ol ohjcto esclusivo de ganar 
tiempo mientras se vencía el plazo do la ley para alegar 
y que no po pudiese hacer mérito de dicha absolución en 
el alegato. 

Oue como no es llegado el caso de enfermedad pre- 
visto en el arl, 115 de la ley de procedimientos pan 
poder sefialar un nuevo plazo para !a absolución de tas 
posiciones, pucslo que e! mismo apoderado confiesa que 
su poderdante se encontraba en el Paraguay,, pedia que, 
en rebeldía del demandado, se dieran las posiciones por 
absueltas, pues no podía consentir que se absolviesen 
por medio de apoderado. 

Fallo del Jun de ftereion. 

Buenos Aires, Mayo 23 de 

En lo principal no habiendo incurrido en rebeldía el 
demandado Medina, por cuanto consta que esta represen- 
tado en el juicio ; á lo que se agrega que su apoderado 
ha manifestado al juzgado que su comitente está para 
llegar al país; y no debiendo darse interpretación estén- 
si Va á las leyes que determinan los casos en que los 
litigantes deben conside rarso rebeldes, y negárseles toda 
audiencia, porque en su calidad de tales son odiosos, y por 
tanto deben entenderse restrictivamente, no ha lugar á 
la solicitud deducida de que sean dadas por absueltas 
las posiciones presentadas : al otrosí como se pide. Re- 
póngase el sello. 

/aválela. 

T. III. g 
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Notificado el Dr. Dustamanle, espuso que el juzgado 
liabia pasado por alto la razón principal en que se fun- 
daba para pedir se dieran por absueltas las pesie ion es 
en rebeldía, cual era quo Medina balita (jugado del país 
con Ira la orden es presa del juzgado, y que ú consecuencia 
do osla fuga y rebelión contra las órdenes de la autoridad 
competente, no había podido absolver las posiciones en 
dos distintas épocas que se le señalaron para la absolución. 

Pidió se revocara por contrario imperio el auto ante- 
rior ó en caso contrario se le concediese apelación en 
relación para ante la Suprema Corle. 

lulo del Juez de Kecelon. 

I íuenos Aires, Jimio 13 de IH'i. 

Por los fundamentos del auto de 2íí de Mayo último 
y considerando ademas que la prohibición de salida in- 
timada ;'i Medina no contiene la calidad de incurrir en 
rebeldía si no la obedeciese ; por otra parte ella era en 
el caso en que no constituye apoderado instruido y es- 
pensado, y no otorgase fianza á las resullas del juicio; 
y en cslr caso si bien Medina se ausentó del país liene 
apoderado insimulo y espeusado, y el resultado del juicio 
está asegurado por el embargo y prohibición de enagenar 
que ha solicitud fiel apoderado de Castilla decretó este 
juzgado; no ha lugar ó la reposición solicitada por Castilla 
del referido auto de 2íi de Mavo : v so concede en re- 
lacion el recurso de apelación, líepóagase el sello. 

Zaiakta. 



Elevado el cspcndienle se diclú es le 
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fallo dr la Suprema Corte. 

IJiierius Aires, .lii lio 4 de 1872. 

Vistos por los fundamentos de los aums de fojas cíenlo 
treinta y dos vuelia y ciento sese»(;i, *g confirma con 
■'ostas el apelado de foja ciento treinta y dos vuelta ; salis- 
fwlias y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.—Frax- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— Marcelino IY.ahte.— Jgsk 
II. r.onosnACA. 



D. Usan <ho de la Torre, contnt $, Juan Laforguc, 
por cabro de paos. 



Sumarlo. — No mejorándose la apelación en el término 
«leí emplazamiento, se declara dosierto el recurso ó b pri- 
mera rebeldía que acuse el apelad.». 
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Caso. — En los autos seguidos en el Juzgado Federal 
de Córdoba por D. Lisandro de la Torre, contra D. Juan 
Laforgue, por cobro de pesos, no habiendo el primero 
mejorado el recurso de apelación en el término del empla- 
zamiento, á solicitud del segundo, acusándole rebeldía, previo 
certificado del secretario, se dictó el siguiente : 

Fall» de I» ftu|irem* C*rte. 

Buenos Aires, Julio 11 de 1872. 

Por Jo que resulta del precedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos catorce de la ley 
de procedimientos, declárase desierta la apelación; devuél- 
vanse en consecuencia los autos, previo pago de costa* y 
reposición do sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— Marcelino Ug arte.— José 
B. Gorostiaca. 
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D. Jaimr San Miguel, con D. Hipólito Norrí, por cobro de pesos. 

del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la pri- 
mera rebeldía que acuse ol apelado. 

— — ■ ~ — • * — ■ 

Caso. — Kn los autos seguidos por D. Jalma San Miguel 
ron I). Hipólito Norrí por coliro de pesos, no habiendo 
este mejorado el recurso; á solicitud del primero, acusando 
rebeldía, previa certificación del secretario, se dictó esto 

Fallo de la Suprema Corte. 

Dueños Aires, Julio 13 de 1872, 

Por lo que resulta del precedente certificado y ú mérito 
de lo dispuesto en el artículo doscientos catorce de la ley 
de procedimientos, declárase desierta la apelación ; devuél- 
vanse en consecuencia los autos, previo pago de costas y 
reposición de sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril. — Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— Mar- 
celino Ugarte.— José B. Gorostiaga. 



8G 



FALLOS DE LA SL'PJIEMA COKTB 



CAUSA 



Criminal, l). Cecilio Echevarría y U. Andrés Hivat, 
por contrabando del patacho oriental « ÍJ de Mayo*. 



Sumario.— i 1 Las costas de un juicio do contrabando 
no deben detraerse del valor de las mercancías canias 
en comiso, sino pesar sobre el contrabandista declarado, 

-° No mejorándoso el recur&o en el término señalado, 
se lione por desierta la apelación interpuesta y por con- 
sentida la sentencia apelada. 



Cíiío, — 1>. Cecilio Echevarría, capitán del puer'o de 
Corrientes, dio aviso al del puerto del Paraná, m e el 
patacho oriental <'J de Mayo» había zarpado del Paso de 
la Patria con destino a Montevideo v hecho allí un car- 

* 

^amento de 1688 cueros vacunos pertenecientes á Don 
Andrés Rivas, sin haber pagado los derechos dé aduana. 
El capitán del puerto del Paraná D. Francisco Ramiro 
mandó aprehender el buquo y denunció oficialmente el 
contrabando al administrador de lientas Nacionales dtl 
Paraná. Este, levantada una información sumaria, dictó 
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una soulcucia con la que, administrativamente juzgando, 
condenó ¡il capitán del pala cito al pago do la multa do 
10 pesos fuertes por cada cuero, declaró caidus en comiso 
los Í0S8 cueros vacunos, y adjudicó la mitad del valor 
do las mercancías y multas al denunciante principal 
lí. Cecilio Echevarría, y la otra por Editad al capitán del 
puerto del Paraná y á los aprchensores del patacho. 

Se apeló de c^la sentencia ante el juzgado nacional de 
lii sección de Enlre-Hios, por la parle de Hivas que pidió 
la revocatoria y el alzamiento d<*| embargo de los cueros; 
(ior Hamirti, que pidió se revocase la parle de la adju- 
dicación de las mercancías y multas, diciendo deberse 
á él la adjudicaciun de lu mitad con arreglo á los in- 
cisos á y 3 del arl. 1,01M> do las ordenanzas; y pop 
Teófilo Bcnitez, ayudante de la capitanía del puerto del 
Paraná, que pidió igualmente so le adjudicase la mitad 
del comiso y multa como á único a prehensor legal. Don 
Cecilio Echevarría pidió la confirmación con costas contra 
llivas y Hamiro como litigantes ten erarios. Hada vista 
al lista I ttd hoc quien opinó por la continuación de la 
sentencia administrativa en todas sus partes, y oidaslas 
[truchas do las partes se dictó el siguiente 

tullo del Juez Seccional. 

Kusarto, Febrero Vi de i 872. 

Vistos, considerando : — l" Uuc la carga de 10S8 cueros 
un el patacho • W do Mayo» se hizo en el Paso de la 
Patria, territorio arjentino, sin permiso do aduana, sin el 
boleto correspondiente, ni otra alguna de las formalidades 
proscriptas por ley, como lo comprueban lo3 lestimo- 
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riioa contestes del patrón y marineros del buque, y el 
hecho también constatado do haber zarpado aquel en lastro 
de la Asunción, ^declaraciones f. 13 A 17 y f. 

2" Que tal acto importa una violación del art. 1,( 
de la3 ordenanzas de aduana, quo dispone sean comi- 
sados los frutos del país que se embarquen sin haber 
obtenido el boleto correspondiente ; habiéndose á la ve/ 
infringido los arts. 1 ,054 y 1,074 de la enunciada ordenanza. 
— Por tanto: y con arreglo á lo que estos prescriben en su 
parte penal, condénase al capitán del patacho oriental 
• 9 de Mayo > á la multa de diez pesos Tuertes por 
cada cuero, quedando afectos á esto pago el buque y las 
mercancías, conforme al art. 1,097 de las mismas. — Dc- 
cláranse caídos en comisos, conformo al art. 1,061, los 
1,008 cueros de que se cargó el patacho, infrigiendo la ley y 
defraudando los derechos del fisco. — Distribuyase entre el 
denunciante D. Cecilio Echevarría, D. Francisco de P. Ha- 
miro y demás apreliensores del contrallando, el valor de 
las mercancías y de la mulla impuesta, en la forma que 
lo establece el art. 1,093 de las ordenanzas; esto es la 
mitad de ese valor, para el denunciante D. Cecilio Eche- 
varría y la otra mitad para D. Francisco de P. Ramiro 
y demás a prehensores; previo pago de los derechos 
debidos al tesoro, gastos ocasionados por el embargo do 
la mercancía penada y costas de este espediente, y hágase 



José i/. 



Apelaron de osla sentencia: Hivas en su parte disposi- 
tiva y Echevarría por no haber sido condenadas las partes 
do Hivas y Ramiro en las costas; y concedido el recurso 
libremente, la parte de Echevarría espresando agravios dijo 
que las costas dehian pagarse por la parte de ftivas ó 
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conjuntamente por esta y la de Ramiro, y no debian ser 
detraídas dol valor de las mercaderías caídas en comiso, 
que como es absurdo condenar al pago de las costas el 
acusador cuando el acusado resulte culpable, asi es absurdo 
ahsolver de tas costas el contrabandista declarado, privan- 
do á los denunciantes de una parte de sus derechos, 
para invertirla en pagar costas originadas por el hecho 
doloso de aquel; que Rivas y Ramiro eran litigantes te- 
merarios, este confesando haber capturado el buque en 
consecuencia do su denuncia, aquel por ser manifiesto 
su delito de contrabando ; que si prevaleciera la doctrina 
de la sentencia en la parte apelada, seria muy fácil á 
ios contrabandistas, formando pleitos volumisosos, absorber 
en costas loa comisos y defraudar á los denunciantes y 
aprchensores de los derechos que Ja ley les confiere. 

En rebeldía de las otras partes y en conformidad do 
la vista del Procurador General se dictó el siguiente 

Futía de Ir Suprema ('orle. 

Buenos Aires, Julio 13 de 1872. 

Vistos: no habiendo el apelante Oon Andrés Rivas me- 
jorado el recurso en el término señalado, so declara, confor- 
me á lo dispuesto por el artículo doscientos catorce do 
la ley de procedimientos, desierta la apelación interpuesta 
y consentida la sentencia de foja doscientos cincuenta y 
dos, excepto en la parte que fué también apelada por Don 
Cecilio Echevarría relativa á las costas de este espediente, — 
la cual se revoca condenándose á Don Andrés Rivas al 
pago de ellas, por los mismos fundamentos de la senten- 
cia apolada y atento lo proscripto por la ley ocho, título 
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veinte y dos, partida tercera ; satisfechas las costas de 
esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse en con- 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— Maceuko Ucarte.— Jusé 
B. Gorustiaga. 




El Dr. t). Emiliano García, cmlra el I'rocuradur iK Leonardo 
Nkotorich, ¡tur cobro ejecutivo de honorarios. 



Sumario, — i o No es procedente un recurso do nulidad 
de una sentencia que solo se tacha do injusta. 

2° No son apelables las resoluciones de los juzgados 
de sección en causas cuyo valor no excoda de doscientos 
pesos fuertes. 
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Caso. — El Dr. 1). Emiliano García, en unos autos se- 
guidos en el Juzgado Federal do Santa Vé por el Pro- 
curador D. Leonardo Nicoloricli por Ü. Miguel Francini, 
contra I). Miircos Costa, pidió so regulasen sus honorarios 
para que se los abonase Nicolorich que había sido con- 
denado en costas. 

Ejecutoriada la regulación por 80 posos fuertes, el 
iír. García inició ejecución contra Nicolorich, quien en la 
citación de remate opuso las siguientes excepciones: 

i" Falla de personería en el demandante, porque ta con- 
denación en costas se había hecho a favor de la parte 
y no del abogado. 

2" Falta do personería en el demandado, porque la sen- 
toncia era contra su representado que era la parte en el 
juicio. 

Fallo del Juez de Mece ton. 

1 losarlo, Mayo 7 de ISTti 

Vistos y considerando: — Que las excepciones alegadas 
por parto del ejecutado, no están comprendidas entre las os- 
pacialmenle numeradas para esta clase de juicios, en el 
art, 2G9 de la loy Nacional de procedimientos; ni en el 
término concedido al efecto so ha presentado prueba al- 
guna en favor de cualquiera excepción de aquellas que 
con arreglo á la ley debian deducirse, para escusar el 
[>ago ordenado por el auto do solvendo. — Llévese adelante 
la ejecución, haciéndose entrega al ejecutante do la cantidad 
oblada, librándose en efecto la orden correspondiente, con 
cestas. Hopónganse los sellos. 

Zutiria. 
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Notificado Nicolorich, interpuso los recursos de apela- 
ción y nulidad!, fundando este último en quo la sentencia 
se habia dictado contra la espresa disposición de la ley 
de procedimientos en el artículo quo enumera las excep- 
ciones admisibles en el juicio ejecutivo, y de la de partida 
que ordena ejecutar las sentencias en los bienes de la 
parte condenada y no en los de su Procurador. 

Elevado el espediente se dictó esta 

Fallo de I* Suprema Certe. 

Buenos Aires» Julio 18 de 1872, 

Vistos ; no procediendo en este caso el recurso de nu- 
lidad, conforme á lo dispuesto en el articulo doscientos 
treinta y tres de la ley de procedimientos, y no siendo 
apelables las resoluciones de los juzgados de sección, 
en causas cuyo valor no exceda de doscientos pesos fuertes, 
conforme al artículo cuarto de la ley de jurisdicción, 
devuélvase el espediente al juez a quo, previo pago de 
costas y reposición de sellos. 

Salvador M. del Carril. —Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— M- 
Ugarte. 
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CAUSA LXXIII. 



D. Juan D. Berdier, con D. Francisco Conté f sobre dtsercion 



Sumario. — No mejorándose en tiempo el recurso do 
apelación y acusando rebeldía la contra-parte se declara 
desierta la apelación. 



Caso. — D. Santos Molinari por D. Francisco Conté, se- 
guió ante el juez de la sección de Buenos Aires unos autos 
contra D. Juan Bautista Berdier sobre defraudación de de- 
rechos privilegiados en una patente de invención de un 
billar exágono. 

Dictada sentencia por el juez de sección, la parte de 
Berdier, apeló con fecha Junio 6 de 1872, el recurso se 
concedió libremente el dia 7, haciéndose la notificación 
á Berdier ese mismo dia y á Molinari al dia siguiente. 

Molinari por su parte apeló también y el juzgado con fecha 
8 de Junio concedió la apelación notificándose á ambas 

partes el dia 10. 
Elevados los autos so puso por secretaría la nota de 

vencer el término del emplazamiento el dia 13 de Junio. 
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En esta última fecha Molinari mejoró el recurso y en 
un otrosí dijo : que, habiendo también apelado su con* 
trariú y sido emplazado el dia 7, no habia mejorado el 
recurso, por lo que acusándole rebeldía, pedia se decla- 
rara desierta la apelación por parto do él. 

La Suprema Corte, proveyó « es prese agravios al 
otrosí, en oportunidad so proveerá » Al dia siguiente, Junio 
14, Motinari espuso que habia llegado la oportunidad do 
declararse desierta la apelación entablada por Berdier por 
haber vencido el término dentro del cual debió mejorar 
dicho recurso y pidió se declarase desierto, confirmando 
con costas la sentencia del inferior. 

La Suprema Corte ordenó se estuviese a* lo dispuesto 
en la anterior petición. 

Con fecha 18 de Junio Molinari espuso que en el 
deseo de terminar lo mas pronto posible esta cuestión 
desistia de la apelación [interpuesta por su parte y pidió 
en consecuencia que, admitido el desistimiento se mandase 
devolver los autos ; pero como en la misma fecha la 
parte do Derdier, sin mejorar el recurso, hubiese pre- 
sentado su escrito de espresion de agravios, la S. C. con 
fecha 20 de Junio se proveyó • del desistimiento traslado » y 
en la es presión de agravios de Berdier, i lo proveído en 
esta fecha ». 

No habiendo llordier evacuado el traslado conferido á 
él y habiendo Molinari acusádole rebeldía, se didtó este 

Fulla ilc la Supreiim Corte. 

Huenos Aires, Julio i 8 de \ m. 

Vistos : no habiemlo mejorado en tiempo Don Juan 
Bautista Berdier el recurso de apelación, y habiéndosele 
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acusado rebeldía por Don Francisco Conté, de conformidad 
á lo dispuesto en el artículo doscientos catorce de la 
ley de procedimientos, se declara en cuanto á él desierla 
la apelación : f habiendo desistido Conté de la que por 
su parte interpuso, admítese el desistimiento : devuélvase, 
en consecuencia los autos, previo pago de costas y rc- 

Salvadqr María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos, — Marcelino L'garte. 



D, Juan B. Costa, contra D. José Baáirraco, por daños 

y perjuicios. 



Sumario. — \o Aun cuando por regla general las deudas 
procedentes de la construcción do un buque tienen pri- 
vilegio sobre el mismo, esc privilegio cesa y se trasmite 
sobre el precio, en los casos do venta judicial ó de re- 
nuncia espresa ó tácita do él. 
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2 o Es caso de renuncia tácita cuando el buque tras- 
mitido á otro, hubiese navegado durante sesenta días después 
de su salida del puerto bajo el nombre del nuevo pro- 
pietario, sin protesta de los acreedores privilegiados. 

3° La circunstancia de hacerse la venta en rifa pública 
con conocimiento y participación del acreedor privilegiado 
hace equiparar ol caso á la venta judicial. 

4o Cada uno puede renunciar á los privilegios intro- 
ducidos por la ley en su beneficio. 



Caso. — D. Juan B. Costa demandó á D. José Badarraco 
ante el Juzgado Federal de Buenos Aires la indemniza- 
ción de dañas y perjuicios que le ocasionaba con una 
protesta formulada ante la escribanía de marina en que, 
suponiéndose acreedor privilegiado del buque * Fiume di 
Recco > por la suma de 139,625 pesos, le impedia la 
venta del mismo que tenia acordada, estando compro- 
metido á entregar la escritura en un término breve. 

Los antecedentes de la sustanciacion de la causa, como 
ser la demanda, contestación etc., se detallan en este 

MI* del Jum Seccional. 

Buenos Aires, Mayo 20 de 1872. 

Vistos estos autos seguidos por D. Juan B. Costa contra 
D. José Badarraco por reclamación de indemnización da 
daños y perjuicios, procedentes de protesta formulada por 
el último contra el primero, con motivo de haber este 
comprado ó adquirido la propiedad de un buque contra 
el cual pretende Badarraco tener un crédito privilejiado 
y resultando ; 
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I" un úCt 'Ir Agaslfj itcl aíio próximo pasado* fué 
incorporado á la matricula nacional bajo el núm. 7;ü 
t:l pailebot i Fiumo di lli ccu * racicrttcmcnte construido, 
riel porte de )0ü tonel .idas y de la propiedad de I), Felipe 
lladaraco, todo lo cual está jusliíicado por el certificado 
y testimonio quu corren á i*. I y 2. 

"2° Que el mencionado buque fué rilado [tur billetes en 
la Concepción del Uruguay, donde tuvo lugar la extracción, 
el l" do Knero del corriente año, habiendo resultado pre- 
miado el n&nu 2005 perteneciente á I). Juan H, Costa, 
corno lo comprueban el certificado espedido por el joli* 
político de la localidad en la feclia y que corre á I*. (> 
y el billete acompañado á f, 3, y lo corrobora el silen- 
cio guardado en la contestación de la de manda, silencio, 
ipie, con arreglo al art. 8f> de la ley do procedimientos, 
puede considerarse como confesión dr los hechos espues- 
tos en la demanda ; ÍJ" {juo bahiendose suscitado difl- 
oultadea para la rila del buque, y á fin de vencerlas, Ha- 
dara co ( i). Felipe ! solicitó y obtuvo de I). José Ha- 
dánico mío le espidiese un documento, cuy<i copia tcstual 
corre á i'. 4 por el cual el último se constituía en fiador 
responsable de los Sres. Antonio Uell.icasa y Felipe Ha- 
da ra co por el buque < Fiumu di Hecco * que acababan 
de construir, declarando que la garantía no tenia otro 
objeto quo el de acreditar míe los últimos eran los ver- 
daderos propietarios del referido buque. 

4° Que además de haber el demandado espedido dícbo 
certificado, recibió de los propietarios del buquo en 4 de 
Junio y cuatro de Noviembre del año anterior 205 nú- 
meros de la espresada rila, como lo acreditan ios recibos 
que en copia corren á I', o y los originales que corren 
en los autos seguidos ante este mismo juzgado por bis 

últimos oonliM él mis H José lindar; |uo se bao 

t> Mi 7 
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tenido á la visla y cuya autonticiilail está confesada en 
los mismos; y este hecho demuestra de la manera mas 
concluyeme que la rifa se hacia con conocirmenlo y enn- 
sen ti miento de D. Jopé lia da ra co. 

5o Que en 10 de Enero último l), Felipe liada rraeo, 
cumpliendo la obligación contraída na ra con el poseedor 
del hilleto premiado otorgó en la escribanía de Marina 
la escritura de propiedad del buqué á favor de Costa. 

6 U Que con fecha 211 de Enero, U. José Itudaraco lor- 
mulú en la escribanía de Marina una protesta contra los 
vendedores y contra el comprador del pailebot • Piume di 
Heccn » porque habiendo suministrado efectos á los ena- 
jenantes para la construcción de dicho pailebot y otro nías 
63 construcción por valor de 13i>,ti¿r* pesos moneda enr- 
riente que no le babi.in sido satisfechos, y habiendo sido 
transferido en venta el i Piume di Hocen * á I». Juan 
H. Costa, hacia responsables á los vendedores de los per- 
juicios que el no pago de dicha cuenta lo causase, haciendo 
así misino cargo al comprador de los peijiiícios ó que 
un derecho hubiere lugar, lodo lo que está constatado por 
t*l documento que corre á t'. N y está confesado al con- 
testar á la demanda. 

7o Que Costa, acompañando los documentos de que se 
ha heeho mérito en los párrafo* precedentes y el dé 
T. i) según el cual halda vendido á los Señores Ha rite ra 
y Maglione el mismo buque c Piume di llecco * con la 
obligación de entregarlo el lá de Marzo próximo pasado 
en la Boca del Kiachuolo, se presentó deduciendo formal 
demanda contra II, José Hadaraco para que se le intimase 
que antes de la fecha 15 de Marzo levantase la protesta 
que contra rl, Costa había formulado, dejándole así en 
libertad para otorgar la escritura de venta, bajo aperci- 
bimiento que de no hacerlo se le responsabilizar! a por 
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lus daños y perjuicios que le irrogase !a inejecución de 
la venia, sin perjuicio de declararse por el juzgado la 
inclíeacia du la protesta , y do i m ponérsele l.i condena- 
ción en cosías, fundando su petición en que 
tenia conocimiento do la rila y la consintió, 
para facilitar ú inspirar confianza al público, garantir que 
el buque era da propiedad esolusiva de Felipe Badaraco 
y Antonio Uellaeasa, y que pretender ahora i[iie conserva 
sus derechos contra ol buque á pesar de la garantía que 
dio, es, ó que cree que su garantía es ineficaz y que 
con ella solo se propuso consumar una estala, 6 que 
solo se propone impedir la venia del buque para ver 
s¡ le sacaba algún dinero, propósitos ambos que deben 
frustrarse, porque la garantía importaba, en caso de tener 
crédilos contra el buque, renunciar al privilegio sobre el 
ultimo; optando por la responsabilidad que le ofrecían 
la persona del deudor y las propiedades del mismo. 

«o Que el demandado pide no se haga lugar con cos- 
tas á las pretensiones del demanda ule, a [luyéndose en los 
siguientes fundamentos : — l * (Juo como aparece do los 
autos que sigue can Ira 1». Felipe Badaraco y I). Antonio 
Uellacasa, es acreedor de estos pnr el importe du lus 
Les sumin i siró para la cu os Ir uec ion del bti- 
), crédílo que siendo una carga que se 
trasmite con el buque, como lo determinan los artículos 
1,020 y 1,021 del Código de Comercio, pierden sin em- 
bargo su privilegio los acreedores luda ve/, que, sin pro- 
testa de su parte, el buque hubiese navegado durante t¡0 
días después do su salida del puerto bajo el nombre y 
por cuenta del nuevo propietario como lerm mantórnenle 
lo cstableco el arl. 1,(124 del mismo Código, »ien do 
por consecuencia la protesta un acto necesario para la 
conservación de sur- derechos y autorizado poi ol Código. 
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— 2 M (Jijo los (lucimientos presentados por el demandante, 
cualquiera fjiic sea su mérito, no pueden desnaturalizar 
su crédito, sinó que solo importaban reconocer que Ba- 
daraco y Del la casa eran los verdaderos propietarios del 
buque y que por tanto él no podia oponerse é su venia; 
pero que esta garantía y este consentimiento no impor- 
taban !á renuncia del crédito ni del privilegio que el 
Código le acordaba, siendo oslo tanto mas evidente cuanto 
que no babia autorizado á los vendedores para violar el 
art. 1,027 del mismo Código, según el cual, el vendedor 
de un buque está obligado ú dar al comprador una nota 
firmada do ludos los créditos privilegiados á que puede 
eslar sujeto el buque, la cual deberá insertarse en la 
escritura de venta ; y que por consiguiente, si los vendedores 
cumplieron este deber, los compradores han conocido 
oportunamente las cargas que afectaban ;il buque y á sí 
mismo deben imputarse haberlo comprado, y si nu se cum- 
plió con aquel deber, lal proceder arrojaría ja presunción 
do mala le de parte ib: los vendedores, únicos responsables 
bacía el comprador. 

Do Que el juzgado para mejor proveer, propuso algunas 
preguntas al demandado quien las absolvió bajo de jura- 
mento á i's. 25 y siguientes, y de la absolución de dichas 
posiciones resulta, quo el absolvcnle espidió certificado 
cuya cúpia corre á 1'. A á pedido do D, Antonio Dellacusa 
y de D. Felipe liad a rae o para que ¡ntttiesm rifar el buqut 
y con su producía abonarle lo que le debían, porque sin 
dicho cerlilieado no podían rifarlo, que además tuvo pos- 
teriormente que abonar su firma en (¡ualeguayohú, lo que 
es una prueba de que dicho certificado estaba agregado 
al espediente que debió seguirse para obtener ta autoriza- 
ción de rif.ir el buque, y de que )a rifa se efectuó en 
la confianza que inspiralni la pranlia de !>. W lladanm 
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10" Uuu ik- los autos seguidos por D. .fosó lladaraco 
contra 1). Felipe lladaraco y D. Antonio Dellacasa, consta 
(¡ne el crédito que lo motiva y en que se funda la uro- 
resta que el primero formuló contra los vendedores y el 
comprador del * Finiiic di Recco > no procedo cu su 
totalidad de artículos suministrados especialmente para la 
construcción do diclio buque, si nú para la de este y otro 
que no tiene nombro todavía, sin que pueda determinarse 
males fueron los objetos provistos para el primero ni su valor, 
hecho quo está justificado por el certificado del actuario y se 
halla corroborado por la misma protesta de t 11, en la queso 
invoca como fundamento el no habérsele satisfecho los electos 
suministrados con destino á la construcción del pailebot 
# Fiumc di Uoccu * y otro mas, pues si pudiera determinarse 
el valor do los electos suministrados al primero asi se ha- 
bría hecho desde que este no responde de las deudas por 
construcción del otro. 

Y considerando ; — 1" Uue aunque por regla general 
las deudas procedentes do la construcción de un buque 
tiene privilegio sobre él mismo y son caigas quo se tras- 
miten con la propiedad del buque, hay casos en que ese 
privilegio cesa y se trasmite sobre el precio del buque 
como sucede en ol caso de venta judicial, ó en lasque 
puede y debe extinguirse como cuando ha meditado renun- 
cia, puesto que siendo un privilegio acordado en favor 
de los acreedores estos pueden renunciarlo, siendo un 
caso de renuncia tácita ol determinado por el arl. 1 ,0:íi 
del Código ilo Comercio, esto os, cuando el buque tras- 
mitido á utro hubiese navegado durante «JG días después 
de su salida del puerto, bajo el nombre y por cuenta 
del nuevo propietario, sin que los acreedores privilegiados 
hubiesen proles lado 

On.' en ol raso «lili jmluc conc urre la cireunslan- 
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eia particular de haberse hecho la venta en rifa pública, 
ilo lu quo tuvo conocí mienta el acreedor 1). José liada ra co 
al punto de haberse encargado de la venta de algunos 
li i Heles cuino se ha demostrado en los pár ralos y i" 
de esta sentencia; y esta circunstancia puede equipararlo 
al caso de la venta judicial, y á aquel en que el hu^uc 
hubiere navegado, después de su salida del puerto, durante 
60 dias bajo el nombre y por cuenta del nuevo propie- 
tario sin protesta de los acreedores privilegiados, por ha- 
ber analojia en los tres casos como lo demuestran las 
siguientes consideraciones : — I* En las ventas judiciales 
se cstingue toda responsabilidad del buque en favor de 
los acreedores, sean cuales lucren sus privilegios, desde 
el dia del remate (arl. 1 ,025 del Código de Comercio ) á 
pesar de que no hay de parlo de los acreedores hecho 
alguno que importe la renuncia espresa de los privilegios 
introducidos por la ley en su beneficio ; y aunque el 
privilegio se ejercita sobre el precio f último párrafo del 
mismo artículo ) él no se ejercita sino en tanlo cuanto 
los acreedores se presenten en tiempo hábil, esto es, 
ántes de entregarse el precio á los acreedores ejecutantes 
si los hubiere t y al propietario del buque ; lo que prue- 
ba que el privilegio se estingue completamente. — 2* En 
el caso de trasmitirse á tercero la propiedad del buque, 
sin necesidad de venta pública, y de haber navegado 
durante fiO días, después de su salida del puerto, bajo 
rl mimbre \ por cuenta del nuevo propietario, sin que 
protestasen los acreedores privilegiados ( case del art. ll>24¡ 
no hay tampoco acto que importe una renuncia espresa 
del crédito ni del privilegio, y sin embargo el Último se 
ha eslinguido. — ÍÍ J Porque si en los precedentes casos 
uo ha habido renuncia, la razón única por lo cual la ley 
comercial declara oslinguidos !<>s privilegios no puede ser 
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Qj&B que i.s iln no sor necesario el privilegio en «I irlit>s 
imsüs, esto es, i|iie un acreedor il i lijen lo habr:i podido 
garantir etica/mente sus derechos ó antes Jo l;i venta judicial 
de la que lia podido tener conocimiento por anunciarse 
públicamente, ú antes de disponerse del precio, en el 
primer caso examinado; y en el segundo, protestando 
durante los f>0 dias después de la salida del puerto, 
Iteclio público ta ni bien, ú por lo menos (Yieil de ^verwuar, 
lo que es una prueba de que el privilcgin resaber la 
notoriedad de los hechos de la trastnision dcl^rtfqiie sin 
que los acreedores hiciesen uso de su derjáRo, esto es, 
por omisión de los mismos, omisión M LJ 9«ájÉF imputárseles 
con arreglo á las reglas generales j¿jfcreclio, ln rual 

se corrobora además porque siendj^p pmilegi lioso, 

v siendo un principio general <y^p»s privilegios sobre 
hioaes muebles puedan r>im:;uid^F|>or el liechu «le tras- 
mitirse á terceros la propici^Btn aquellos, el privilegio 
no puede existir sinú ei^Hrttn cuanto sea úti! ii n< 
cosario para no dejar bnrladW los derechos de un acreedor 
diligente, no solo por ser materia odiosa, sinú [mrqitf 
no puede hacerse una escopeten al principio general, sino 
es que consideraciones de gran importancia asi lo acon- 
sejen. 4" Porque habiendo tenido conocimiento linda ra en de 
que el buque * Fiume di Neceo • se vendia en rila pública con 
intervención de la autoridad competente, oportunamente pudo 
oponerse a dicha venta, ú pidiendo el pago de su crédito por 
la via jutlicial, ó protestando contra la rila, o ii nal mente 
consintiendo únicamente en el caso de hacerse non su inter- 
vención y prévio depósito de lo que produjere la venta 
de los billetes, con lo que habría asegurado el pago de su 
crédito, sin necesidad do continuar el privilegio sobro el 
buque trasmitido a terceros, circunstancias lodas que 
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lío Ijuo us una rejíla do derecho que cumulo bay la 
misma razdi debe asistir la misma disposición, y este prin- 
cipio tanto mas aplicable en el caso sttb jtulice cuanto 
que no debe cstrañarsc el silencio de la ley a su res- 
pecto, porque disponiendo para casos generales, de uso 
diario y frecuente, solo se ocupó de las ventas huchas en 
la f" r mas general 6 común, esto es, en contrato 
par *t '■' itre el propietario y el adquirenle, ó en remate 
judie. ■ de las ventas bajo la forma de loterías, 

forma im^^ v cslraordinaria que muy fácilmente pasaría 
inapercibida^!^. *l legislador. 

\" Que i>iv?lfcf* udn de los fundamentos espucstos eu 
los precedentes cSuLrandos, en el presente caso lia I tábido 
de parte de I). losWk'araco renuncia virtual y espresa 
-■leí privilegio que la I^B^ irdaba sobre el hiujiio * Fíume 
di Recco i por los creSL que tuvieso procedentes de 
materiales suministrados tu construcción como lo 

demuestran las siguicntes^^sidcracioncs : — 1' f'orque 
el certificado cuya copia coffe a importa una ver- 
dadera renuncia, porque sin dicho perlificado, como lo 
lía manifestado el mismo Badarraco, no podía efectuarse la 
rifa, y por tanto se consideraba necesario para la rila por 
cuanto el importaba la decalracion de que no tenia] ningún 
derecho sobre el buque, y no simplemente el hecho de que el 
buque era do la propiedad de D. Antonio Del la casa y 
I). Felipe lladaraco, por cuanto el certificado de Hadara- 
ce no podh ser bastante para acreditar quienes eran los 
propietarios del buque, hecho que se justificaba única- 
mente por la malriculacion del mismo buque, mientras 
que solo Badaraco podía decir que no tenia derecho sobre 
aquel.— 2* Porque D. José Itadaraco no se limitaba á 
afirmar quienes eran los propietarios del buque, sino que 
s instituía en fiador rcspoiisiblr <).- los Sofiur<<s De- 
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llaeasa y Badaraco ( l>. Felipe) por el buque en cuestión, 
lo que importaba garantir a" tos compradores de billetes 
contra la eventualidad de reclamo por su parle cuando 
menos, y la eficacia completa de cualquier contrato que 
sobre el mismo buque celebrasen sus propietarios, lo que 
no podía alcanzarse sí ellos no renunciaban á los privi- 
legios introducidos por la ley á favor de ciertos acreedo- 
res. — 3a Finalmente porque el mismo D. José Badaraco 
contestando á las preguntas que de oficio le dirijió el 
juzgado, ha <;onfesado que espidió el documento aludido 
para que pudiesen rifar el buque y con su producto abo- 
narle lo que le debinn, lo que es una prueba de que re- 
nunciaba á su privilegio, contentándose con la garantía 
personal de los propietarios. 

5o Que es un principio general que cada uno puede 
renunciar á los privilegios introducidos por la ley en su 
beneficio, y por consiguiente si renuncia ha habido en 
este caso, no pueden invocarse aquellos. 

ü" Que aceptar una solución contraria á la espresada 
en los anteriores considerandos seria autorizar un proceder 
doloso de parle de í). José Badaraco, quien con su cer- 
tificado espedido á pedido de los propietarios del buque, 
habria inducido á los terceros á tomar billetes en una 
rifa en la que sin dicho certificado no hubieran tomado; 
y con su privilegio habria hecho desaparecer el buque, 
cuya adquisición procuraban los tomadores de billetes 
pues si el privilegio existiera aquellos habrian corrido 
Iras de la sombra y habrian sido estafados merced á 
Badaraco. * 

7° Que por otra parte, es cuando menos dudoso quo 
Badaraco fuese acreedor con privilegio sobre el ■ Fiume 
di Neceo i por un crédito en que no está determinada 
la parte que se invirtió en la construcción del buque, 
t. tm 8 
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sinó que está en conjunto con los materiales suminis- 
trados para la construcción da otro buque, y admitir en 
globo sobre un buque las cargas que corresponderían á 
dos, es contrario á la ley mercantil y procurar dividirlos 
después de construidos y cuando no están divididos desde 
el principio, es correr el riesgo de hacer pesar sobre un 
buque una carga mayor que la que en realidad le cor- 
respondería, lo es también contrario á la ley. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á Ú. José 
Batlaraco á la indemnización de danos y perjuicios que 
hubiese causado,* con la prolesla ü que se refiere la 
cédula ó notificación de f. 0, á U. Juan B. Costa adqui rente 
del buque < Piorno di llecco > en la rifa que tuvo lugar 
en lo de Enero del presente año, declarando á dicho Ba- 
daraco sin derecho ni privilegio alguno sobre dicho buque ó 
ineficaz por consecuencia la protesta que formuló contra la 
venta, debiendo las costas ser á cargo del demandado Ü. José 
Badaraco. Uepónganse los sellos y notifíquese con el original. 

Manuel /aválela. 
Apelada esta sentencia fué confirmada por el siguiente 
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Dueños Aires, Julio 20 de 1872. 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja treinta y cinco y satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino Ug arte— José B. Co- 
ros-haga. 
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CAUSA 



/>. Luis Casíellin, con D. Santiago Ascheri, 



Sumario. — Lo dispuesto en el art. üOI del 
Comercio no es npl ¡cable ú las 




Caso. — D, Luis Casíellin se obligó á hacerlas repara- 
ciones necesarias en la lancha « La Union > de propiedad 
de D. Santiago Ascheri por el precio de 17,090 pesos ; 
diciendo que liabia tenido que ejecutar muclios trabajos 
fuera de los espresamente considerados en el conlralo de 
obras y que todos juntos formaban la suma de 55 104 pesos. 
Ocurrió ante el juez nacional, y haciendo deducción do 
12,000 pesos entregados á cuenta por Ascheri pidió se 
le pagase por este la remanente suma de 43,101 posos, 
con intereses y costas. 

Conferido traslado á Ascheri, quien hal'ia entablado deman- 
da por separado contra Casíellin, contestó con arreglo á 
esta que las obras, cuyo pago pretendía Castellin, debian 
estar comprendidas en las presupuestadas; que habría 
rechazar el pago de los trabajos hechos fuera de 
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los estipulados sin su urden escrita con arreglo al art, 593 
del Código do Comercio, pero que proponía un medio 
conciliatorio para probar que no trataba de privar á 
Castellin de lo que le correspondía. El medio propuesto 
fue ofrecer el pago del importe de los trabujos no pre- 
supuestados á fijaras por peritos siempre que: — \ íl El pago 
de los presupuestados se redujera ü í 5, 000 pesos según 
las promesas verbales de CasLcllin. — 2° Todos los trabajos 
fueran declarados de recibo. — Y 3° So hiciese por Castellin 
la entrega de Ja lancha. 

Un comparendo, á que fueron llamadas las partes no 
dió otro resultado sino de que se acumularan los dos 
expedientes, Ascheri protestó que se reservaba sus dere- 
rechos por los daños y perjuicios de la demora en la entrga 
del buque; Castellin dijo que convenia en la tasación 
por peritos, pero respetándose el contrato escrito en cuanto 
al precio do los 17,000 pesos. Ascheri se opuso y declaró 
que, como Castellin no aceptaba el temperamento pro- 
puesto por él, así él queria hacer uso de las reservas 
de su anterior escrito y pidió se aplicase al caso la pres- 
cripción del citado art. 593 del Código de Comercio. 

rallo del Juez Aeecianal. 



Buenos Aires, Abril 2 de 1875. 

Vistos estos autos seguidos entre 1). Santiago Ascheri 
y D. Luis Castellin por cobro de reparaciones en la lancha 
i Union » por una parte, y por la otra reconvención por 
dañgs y perjuicios procedentes de demora en la entrega 
de la dicha lancha y considerando : — 1° Que el contrato 
de reparación de Linchas ó constituye un contrato puramen- 
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todo arrendamiento mercantil ó de venta, y arrendamiento 
ó lucacion según loa casos como lo dispone el art. 590 
del Código de Comercio. 

2" Que en el presente caso se trata de si las obras 
hechas y precio que se cobra están con sugccion al 
contrato y de si el locador tenia ó no et derecho de 
retener la lancha, mientras no se le abonase la cantidad 
que cobraba por reparaciones. 

3 o Que por consecuencia se trata de cuestiones proce- 
dentes de arrendamiento mercantil» y en calidad de tales 
deben, con arreglo al art. 601 del Código de Comercio, 
decidirse ert juicio arbitral. 

4o Que de las diversas disposiciones que, acerca de 
juicios arbitrales, contiene el Código de Comercio, se 
deduce que este se refiere á los juicio» por peritos 
arbitradores. 

Por estos fundamentos fallo, declarando que la presente 
cuestión es de arbitramiento forzozo y que debe ser de- 
cidida por peritos arbitradores que nombrarán la* partes 
así que este auto hubiese pa^a lo en autoridad de cosa 
juzgada. Repónganse los sellos. 

Manuel Zavakta. 

Ascheri apeló y concedido el recurso libremente, es- 
presando agravios, dice que la cuestiun no versaba sobre 
reconvención de daños y perjuicios, ni sobre la per- 
fección ó imperffccion délos trabajos; que se trataba de 
la cobranza de un precio fijo de un arrendamiento de 
obras, que la cuestión era por consiguiente do puro derecho 
debiéndose resolver si el em*presarÍo tiene derecho a* 
aumento de precio por obras fuera del presupuesto con- 
venido que no hayan sido expresa meóte autorizadas. 
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Conferido traslado á Castellin, se dictó en su rebeldía 
el siguiente 

Fallo de la Suprema €erte. 

Buenos Aires, Junio 20 de 1873. 

Vistos : y considerando que el único punto sometido 
á la decisión judicial, es el valor que debe abonarse por 
las reparaciones ejecutadas en el pailebot i Union *, por 
las cuales cobra Don Luis Castellin cincuenta y cinco 
mil cienta cuatro pesos moneda corriente, á cuyo pago 
se opone Don Santiago Ascheri, fundándose en que esas 
reparaciones fueron convenidas por un tanto, con arreglo 
á un plan acordado, amparándose de la disposición que 
contiene oí artículo quinientos noventa y tres del Código 
de Comercio; pues aunque, en el escrito de foja once, 
pidió que las obras fuesen reconocidas por peritos, á fin 
de saber si estaban hechas con la pericia y solidez que 
se requiere para que se les considere de recibo, y en el 
comparendo de foja veinte y tres, protestó por los daños 
y perjuicios que se le infiriese por la demora en la entrega 
del buque, reservando su acción para hacerla valer en la 
oportunidad debida, en el escrito de foja treinta, se limitó 
á pedir que, aplicando al caso la disposición del artículo 
quinientos noventa y tres, declárase el juzgado que no 
estaba obligado á pagar mas que los diez y siete mil 
noventa pesos que espre«a el presupuesto de foja trece, 
sin hacer uso de la acción que se hahia reservado en 
el comparendo de foja veinte y tres, ni insistir en el re- 
conocimiento pericial de los trabajos practicados, y en 
la espresion de agravios ha presentado bajo ese mismo 
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punto do vista la cuestión, á In que» considerad» así, 
no es nplicable lo dispuesto en el articulo seiscientos 
uno del Código, por sur cuestión puramente de derecho, 
so revoca el auto apelado, corriente á foja cincuenta, y 
se devuelve el espediente, previo pago de costas y re- 
posición de sellos, para que el juez a qtio pronuncie la 
resolución que corresponda en justicia. 

Salvador M. del Carril, — Fran- 
cisco Delgado. —José Barros 
Pazos.— Marcelino Ugarte,— J. 
B. Gobostiaca. 



MI » 



D. FAtas Muñoz, contra D. Martin Fraguetro, por cobro de pesos. 



Sumario. — 1 Sin requerimiento para el pago de ¡una 
suma demandada, no hay derecho á cobrar los intereses 
de la misma. 
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2° La oblación de la suma 
á las condiciones espresadas en el título en cuya virtud 
se demanda, debe ser admitida. 



Caso. — D. Martin 

i Queda en poder de D. Elias Muñoz un aderezo de oro 
con reloj de señora, y unas cambanas de brillantes, un 
anillo de id. y un par bombillas de oro en la cantidad 
de 270 pesos .fuertes, pertenecientes estos ojetes á una 
señora viuda y los cuales me constituyo garante y res- 
ponsable que los sacará en el presente mes de Junio 
sin interés ninguno, i 

Rosario, Junio 1* de 1863. 
ñlarlin Fragueira. 

Muñoz presentó al juzgado nacional de la sección de 
San ta -Fe este documento y pidió fuera reconocido por 
rragueiro. Este lo reconoció, oblando al mismo 
la suma de 270 pesos bolivianos y dijo, que nunca 
sido requerido por esa cantidad, y que aunque estuviese 
prescripta su obligación, oblaba la suma reclamada, ha- 
ciendo honor á su firma, 

Muooz entabló demanda ejecutiva por la suma principal, 
sus intereses desde 1'» de Julio de 18G8 P costos y costas. 
Dijo que Pragueiro había sido requerido inútilmento varias 
veces ; que mal se oponía por él la prescripción contra su 
acreedor que en virtud de esa misma prescripción habría 
podido quedarse con las prendas. 

El juez dictó el auto siguiente: 

Habiéndose hecjio la oblación ante este juzgado de la 
cantidad demandada por capital, y quedando solo á ven- 
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mm lo ruUÜvu ¡í los ¡niel-uses, libase la entrega de 
íiquellíi cu la forma requerida en el acta do T 7 sin 
perjuicio de la resolución que correspondo en el juicio 
do tutu roses y costos 

Muñoz reclamó, dijo que no podía decidirse la demanda 
ejecutiva entablada, y que la cuestión sí se debian ó 
no los intereses y las costas debía resolverse después 
de la citación do remate. 

Fraguciro contestó que no debía hacerse lugar á la 
revocatoria, dijo que su obligación era subsidiaria v por 
un termino fijo ; que trascurrido el término, la fianza había 
desaparecido ; que el acreedor debía vender primero las 
prendas y después demandar al fiador, que los intereses 
no habían sido estipulados, que no había tenido lugar 
ninguna mora, pues en el momento de reconocer la firma, 
liaiiía oblado la suma demandad,». 



[■usnriri. Mm.» i iL<> trtTl 

Vistos y considerando : primero que no cunsla de este 
espediente, que se haya hecho requerimiento alguno para 
el pago de la suma demandada antes de la demanda; 
y que en esta virtud no está comprobado el derecho á 
cobrar intereses sobre ella ; segundo, que habiéndose 
oblado el capital d que se rcfWc el documento i¡ue lo 
determina sin estipulación de intereses no hay razón legal 
para oponerse á que sea legalmente recibido* devolviendo 
la prenda que servia de seguridad al cobro. Y atendiendo 
á que la demanda de intereses caso en que los hubiere 
t «) 
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por derecho, no seria malcría del juicio ejecutivo que se 
t ram i t¿i, por tanto uo lia lu^ar ¿ la revocatoria pedida 
con costas. 

Xuviria. 

-Ksle auto finí confirmado por el siguiente 
tullí» ile ln 9upr«ma Vori* 

IJueiius Aires, Julio 25 <le 1871 

Vistos ; por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado do foja quince vuelta ; satisfechas y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María rio. Cáhuil. — Francisco 
1 Ielgado. — José Barros Pazos. — Mar- 

«KLISO rCAHTR.— JüSK B. GoROSTIACA 
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CAUSA L\\\ 



1). Santiago Luna contra la Inspección y Comandancia Gene* 
ral de Armas de Santiatjo Hcf Estero, sobre suspensión 
de una orden para marchar ú la frontera. 



Sumario, — Es indispensable probar los hechos en los que 
se funda lo demanda. 



* Casn. — Santiago Luna recibió ónlon de la Inspección y 
Comandancia general de armas de la Provincia de Santiago 
del Kstero, de estar pronto para marchar a prestar servicio 
á la frontera. 

Sosteniendo que esta órden es ta lia en oposición al art. 
18 de la Constitución Nacional que estaMecc que ningún 
habitanto de la Nación puede ser penado sin juicio previo, 
entabló demanda ante el Juzgado Nacional para que no 
fuera movido de la ciudad sin antes habérsele juzgado. 

El Juez Nacional mandó suspender la orden, pidió in- 
forme al Gobernador de la Provincia y dió vista al Procu- 
rador liscal. t 

El Gobernador informó que no se trataba de una pena 
sinó de un deber impuesto á todos los ciudadanos inscritos 
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en la Guardia Nacional por la ley nacional de Octubre 1 1 
de 1871. 

El Procurador fisoal pidió que el querellante cumpliese 
previamente con lo dispuesto en el art. 10 do la ley na- 
cional de procedimientos. 

Conferido traslado, contestó Luna que su domicilio era 
en Tucuman, que se encontraba en Santiago del Estero 
de paso, en viajo para Córdoba y quo había debido sus- 
pender su viaje por una fuerte enfermedad. 

El Juez declarando bien entablada la demanda mandó 
que el fiscal contestase derechamente, y este evacuando 
la vista pidió no se hiciera lugar á la demanda y se le- 
vantara la órden de suspensión; dijo, que no se trataba 
de pena, sinó de un deber impuesto por la ley ; que la 
razón de no ser vecino de la Provincia de Santiago del 
Estero no tenia fuerza legal, pues la ley obliga también á 
los ciudadanos de las Provincias que no tienen fronteras; 
que finalmente Luna no había probado su enfermedad. 

tall» del Jura *«-<•<• i<»ii«l 

Santiapo del Estero, Hayo -21 de 

Vista la solicitud del ciudadano Santiago Luna, pidiendo 
se deje sin efecto la úrden que se le ha comunicado para 
marchar á la frontera á prestar sus servicios eomo 
Guardia Nacional ; el informe de la Comandancia Gene- 
ré] de Armas de la Provincia y el dictamen fiscal, oponién- 
dose se acceda ú lo solicitado por el querellante, y con- 
siderando: — Que si bienja milicia nacional puede sor reu- 
nida á los fines del art. G7, inciso _í, capitulo i", de 
la Constttuciun. y en cumplimiento de las leyes il i ciadas 
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¡mr a] Soberano Congreso, la reunión y movilización debe 
practicarse por conducto rio los Gefes de cada Cuerpo.— 
Que el solicitante, no estando avecindado en la Provincia, 
y encontrándose en ella de paso, no puede sor obligado 
á prestar servicios en un cuerpo á que no pertenece, pues 
vendría á" exij Írsele un servicio personal al que no está 
obligado por el arl. 17 de la Constitución, ó se le aplica- 
ría una pena en contravención al articulo 18 déla misma. 
Que la obligación impuesta á las Pruvíncias por la Ley 
Nacional de Octubre 11 de 1871, para concurrir en cierto 
número de la Guardia Nacional al servicio do la frontera 
en derecto del Ejército de Línea, y do que esta obligación 
sea estensiva aun a" aquellas que no tienen fronteras que 
guardar, no desvirtúan el considerando anterior debiendo 
en ese caso, cuncurrir con los ciudadanos enrolados y or- 
ganizados en los cuerpos pertenecientes al Estado llamado 
á concurrir con cierto número do Guardia Nacional en 
reemplazo del Ejército de Línea. Por estos fundamentos, 
declaro que el ciudadano Santiago Luna nn está obligado 
a" prestar el servicio que se le exige ; en su consecuencia 
se deja sin efecto la orden que se le ba comunicado, 
llágase saber, repóngase esto sello y comuniqúese al Go- 
bierno de la Provincia el presente auto. 

Ignacio Lobo. 

El Procurador fiscal interpuso los recursos de apelación 
y de nulidad por no baborae abierto la causa A prueba. 

Ante la Suprema Corte, el Sr, Procurador espuso, que 
la sentencia era nula, que el juez había procedido sin 
jurisdicción y sin conocer la verdad de Eos becbos ale- 
gados, de los quo no había en autos prueba alguna ; y que las 
demandas en l» Instancia contra ios Cu bit-mes de las 
Provincias deben entablarse ante la Corte Suprema. 

En rebeldía de Luna, se dictó el siguiente 
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rallo dp I* Miiprniin Corte 



líiiL'riüs Aires, Julio 21 ilc iH"tú. 



Vistos; siendo necesaria la prueba de que el deman- 
dante Don Santiago Luna, no es vecino de la Provincia de 
Santiago del Estero, ni está enrolado en su milicia, que es 
el hecho en que funda su demanda» so revoca la sentencia 
apelada do foja trece, y conforme á lo dispuesto por el 
inciso segundo del articulo doscientos y siete de la ley de 
procedimientos, devuélvanse los autos al Juez de Sección, 
previa satisfacción de costas y reposición de sellos, para 
que abriendo la causa á prueba sobre el hecho precitado, 
la sustancie y resuelva con arreglo al derecho. 




U¥. JL'SilCIA NACKiN.H.. 



CAUSA IAXU 



Criminal, contra Francisco Homero y José María Meta, 
por hurto en la aduana. 



Sumario — Las presunciones no son bástanles para es- 
tablecer la prueba requerida por las leyes 13, Ut. i i, párt. 
'3, y 20, lít, I, part. 7 para toda condenación criminal. 



f.nso. — Francisco Humero y José María Mela, prófugo 
este último, fueron acusados por delito de hurto de mer- 
caderías en los almacenes de aduana, donde oslaban em- 
pleados como peones. 

La criminalidad de los acusados resultaba de las pre~ 
sunciunes que se especifican en el siguiente; 

Fallo del Jun Mrrrloiml. 

flutíiLüs Airus, Junio 15 de l»7á. 

Y vistos estos autos seguidos contra Francisco Humero 
presente, y José María Mela prófugo, por sustracción de 
efectos de los depósitos de aduana, resultando de ellos con- 
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tra el primero . — 1» Que estando trabajando de peón err 
el almacén á cargo del Ayudante Don Juan Kosbery, 
donde solamente se depositan cascos y liejuidos, apareció 
Homero sobre una estiva de barricas de cerveza con un 
cajón que arrojó liácia abajo recomendando á Mola que 
lu guardase. — 2" , jue t OÍ) , a do Homero en este acto por 
el Ayudante Kosbery fué inspeccionado el cajón resultan- 
do completamente vacío, reconociéndose por su forma y 
por las cajas que estaban adentro, que había cvrilenido 
sombreros, mercadería que por su clase no pedia haber 
sido depositada en el almacén n" II, donde trabajaba 
Homero, segun todo consta del parte de f . 2 y declaraciones 
deUon Juan hosbery f. 3!f, José Ceferino f 27 é Ignacio 
Ürbegozo f. Al vta.; — 3" Que en este mismo depósito se 
ha encontrado tablas de cajones ocultas cuidadosamente 
en los rincones y cubiertas con el polvo, notándose por 
las marcas que conservaban que babian sido cajones de 
mercaderías generales, confirmándose aun mas estos indicios 
por los reclamos de varias casas de comercio por faltas 
en sus mercaderías, segun todo resulla de las partes de 
f. 13, U y 15, y declaraciones do Don Santiago Serví f- 
&i y Justo Gudiño f. 54;— ¿o () ue H omcro ] ja ven dido 
mercaderías de la misma clase de las perdidas en los 
depósitos de aduana, ejerciendo públicamente el oücio de 
mercachifle por las calles, al mismo tiempo que trabaja- 
ba como peón en la aduana, segun resulla de su propia 
confesión y de la declaración de los testigos Máximo 11a- 
del r. 37 vta., Antonio Serví f. 3!) vta. y Manuel Garrido 
f. 53; y 5'- Quo el procesado en la carta de f re- 
conocida por Romero, recomienda la ocultación do la ver- 
dad m caso dé una inquisición por parle de la Policía, 
y considerando: — 1' (Jue si bien lo arriba espresado, 
unido á las frecuentes contradicciones que se notan en 
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las declaraciones del procesado, arrojan una presunción 
vehemente de aer el autor, ó por lo menos, de haber tomado 
parle en las sustracciones que se lian verificado en la 
Aduana, no es bastante a establecer la plena prueba re- 
querida por las leyes 13, til. U, partida 3" y 20, lit. 1 
part. 7*. para toda condenación criminal. — 2« Que lia ha- 
bido en Homero una falla grav** a su deber, no habiendo 
dado cuenta oportunamente al superior du quien dependía, 
del cajón que encontró vacío, mucho mas cuando dehia 
haber llamado su atención, lo eslrano de estar en un de- 
pósito destinado solo á lus líquidos, y 3» (Jue siendo 
práctica testificada por los esposilores do que en los 
casos, en que, sin poderse establecer que el procesado 
sea inocente; no hay prueba plena del delito, se impon- 
ga una pena menor que la determinada por la ley, pu r 
eslos fundamentos, y teniendo en vista que el procesado 
ha sufrido diez meses de prisión, dánse por compurgados 
con la prisión sufrida los cargos * quo contra el resultan, 
debiendo además pagar las costas del proceso: en su 
consecuencia, líbrese el correspondiente oficio á la Policía 
para que sea puesto en libertad, previo el pago á que ha 
sido condenado. En cuanto al prófugo, líbrese la cor- 
respondiente orden de prisión siempre que pudiera ser 
habido, y suspéndase en cuanto á él, procedimiento. Y 
hágase saber y repónganse los sellos. 

Andrrs f'ijarriza. 

El Procurador Fiscal apeló, y se concedió el recurso 
solo en relación á pedido de Homero. 

Vista la causa, la Suprema Corte, para mejor proveer, 
dio vista al Sr. Procurador General, quien la evacuó di- 
ciendo; que no encontraba en los autos prueba suficiente 
de la culpabilidad de Homero; que el juez se había ex- 
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travíado en diligencias inútiles; que los 14 bultos no per- 
tenecían al almacén número 10 en que trabajaba Homero ■ 
que de las marcas de los bultos era fácil saber de que 
almacén habían sido exlraidos y dirigir la investigación 
por este camino ; concluyó pidiendo se confirmara la sen- 
tencia apelada en cuanto mandaba poner en libertad á 
Romero, y se hicieran al Juez de Sección las prevenciones 
convenientes 

rail» de I* Huprnua l'ortr 

llut'Tius Aires Julio -27 ilr 

Vistos, de conformidad con lo pedido por el Señor 
Procurador General en su procedente vista, y por los 
fundamentos de la sentencia de fojas ciento cincuenta y cin- 
co, se confirma esta en cuanto manda poner en libertad al 
procesado Francisco Romero, y devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. —Francisco 
Delgado. — José Narros í'azos. — 
Marcelino 1\;artb — José B. fio- 

ROSTIAGA 
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La Municipalidad del Itasario de Santa-Fe*, contra ti. 
Bigaud, por daños ij prejuicios. 



Sumario — No espesándose agravios en el trrntino de 
]n ley. se decía ra desierta la apelación d la primera rc- 
buMia que acuse el apelado. 



i*. aso — V.u unos autos seguidos en el Ju/gado Federal 
de Santa Fe por la Municipalidad del Rosario contra II. 
Itigaud, ¡jo habiendo este espresado agravios en el ter- 
mino legal, á solicitud del apoderado de la Municipalidad, 

se dictó este: 

Fallo ilr In MuprriiiR «orle 

Rueños Aires, Ayusto 1' d<> ÍÜ~¡1. 

Amenla do lo dispuesto en el arliculu doscientos calorce de 
la ley de procedimientos, y estando vencido el término acor- 
dado para espresnr agravios, declárase desierta la apelación; 
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devuélvanse en consecuencia los autos, previo pago de 
cus tas y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador María pul Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos. —Marcelino Coarte.— JuSé 
U. Guhostiaga. 



CUBA KYXXIII 



fJ. Macario Nazarri contra D. Julia Corrm t sobre pago 
de vastos de depósito judicial. 



Sumario — l' 1 Las costas causadas por un depósito ju- 
dicial deben pagarse al depositario por quien corresponde 
precisamente á la ejecución de la sentencia y aun antes 
de pronunciarse esta, sin perjuicio de lo que se determino 
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ilespues por ol juez en la sentencia definitiva, respecto al 
pago de dichas cosías, (art. 178 de la ley nacional de 
procedimientos; arts. G y 8 de la ley sobre arancel.) 

2 o Los gastos necesarios y útiles de conservación y me- 
jora do una cosa, tienen que ser satisfechos por la cosa mis- 
ma sin perjuicio del derecho regresivo del dueño contra el 
que resnlle obligado por la condenación de la sentencia. 
(Ley única, Ut. 12, lili. A, Uecopilacion. ) 



Caso.— Confirmada por el fallo do la Suprema Corl 
del dio 2í) de Ayosto do 1871 la sentencia del Juzgado 
Nacional de Córdoba, en la causa seguida per D. Macario 
Nazarri contra D. Antonia Caballero y lino., sobre pro- 
piedad y desembargo do una tropa de carrelas, bueyes, 
útiles y aparejos de la misma, y devueltos los autos para 
su ejecución, Nazarri pidió la entrega de las carrelas y 
hacienda embargadas, reservándose sus derechos para la 
liquidación de los daños y perjuicios. 

El juez, libró las órdenes correspondientes de desembar- 
go de los bueyes, caballos, muías, etc., previo el pago del 
pastaje que se adeudaba. 

Después de varias peticiones relativas á esla orden, 
Nazarri solicitó se declarase que Ja prevención del pago 
del pastaje debia entenderse como un requerimiento á quien 
concierna, quedando reservadas al depositario 0. Julio 
Correa sus acciones sin perjuicio de la inmediata entre- 
ga ; dijo que la cosa juzgada no había pueslo ninguna 
condición suspensiva al desembargo; que Antonio Ca- 
ballero y hno. habían sido declarados responsables de los 
daños y perjuicios, costos y costas, y por consiguiente 
de las expensas para la conservación de la cosa deposita- 
da; que ellos habían pedido el embargo bajo su respon- 
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hilidad resultando do eso el carácter do doposilantc cu 
ellos, y depositario en Correa; que por consiguiente Cor- 
rea tenia acción conlra los Señores Caballero, y ninguna 
contra él que no liabia intervenido en el depósito; que 
aun considerado este depósito como un secuestro, no 
correspondía a Correa el derpcho de retención ni por el 
código nuevo, por ser incompatible en los derecbos juris- 
diccionales de la autoridad que no estipula ni puede es- 
tipular sobre la devolución de la cosa litigiosa, ni por 
la lijislacion anterior, con arreglo á lo cual liabia de juz- 
garse el presente caso, negando terminantemente las leyes 
5 y 10, lít. 3, parí. 5, 5* y G", tít, 15, lili. 3, Tuero real, 
el derecho do retención al depositario. 

Conferido traslado, contestó Correa que él habia recibi- 
do la hacienda con obligación por parte de Nazí»rri de 
pagar un tanto fijo mensual por pastaje; que por con- 
siguiente este contrato, interviniendo un precio, no era 
un verdadero depósito; que después de esto, se dictú 
urden de embargo de la hacienda: que él pidió se to^ 
mará alguna disposición relativamente a ta hacienda po P 
los perjuicios que aquella le irrogaba, cuyos perjuicios ni 
el precio fijado bastaba á subsanar; que el juez insistió 
en que la hacienda no saliera de su poder basta la con- 
clusión de la cuestión entre Nazarri y Caballero bajo la 
formal promesa que se le pagaría antes do entregarle el 
doble precio del fijado por el pastaje. 

Fallo tl+l Jura ttmtonal. 

Córdoba, Hoyo 15 de 1H"2. 

No existiendo en los juicios relación alguna de derecho 
entre los litigantes y los que intervienen en ellos por 
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ministerio de la ley. como los actuarios, los peritos nom- 
brados por el -loo/, los depositarios también judiciales, 
por cuya razón la Ley Nacional de Procedimientos por 
el art. 178 y las sobre arancel, artículos y $, tienen 
establecido que las costas cansadas en el juicio deben ser 
pagadas por quien corresponda previamente a la ejecución 
de la sentencia y aun untes de pronunciarse esta, sin per- 
juicio de lo que después se determine con respecto al 
pago du diclias costas por el Juez en la sentencia definiti- 
va; que es un principio de derecho, por otra parte, que 
los gastos necesarios y útiles de conservación y mejora 
de una cosa son debidos y tienen que ser satisfecho por 
la cosa misma, — Ley única, titulo 12, libro i", Recopilación, 
Rscriche, palabra secuestro, al fin, sin perjuicio del derecho 
regresivo del dueño contra el que resulte obligado por 
la condenación de la sentencia: que en el presente caso es 
tanto mas exijente el cumplimiento do estas prescripcio- 
nes legales, cuanto que ol mismo reclamante ha estado 
retardando la ejecución de la sentencia definitiva por pe. 
liciones de suspensión de providencias, que con ese fin se dis. 
taban & requisición suya, no siendo justo ni jurídico lam. 
poco que nadie aproveche con perjuicio de otro: que por 
último el reclamante ha consentido ya en la resolución 
de que ahora se queja desde que no lo verificó dentro 
del término hábil y legal : por estos fundamentos estése 
ú lo resuelto en la providencia de fectia dos de Noviembre 
pasado que ordena el previo pago del pastaje para el de- 
sembargo y entrega de los animales. 

S. M. Laspiur. 

Interpuesta apelación por Nazarri, y concedida en re- 
lación por el juez nacional se dicló el siguiente 



• 
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r»llo ** la ftupi-rauk C*rie. 



Buenos Aires, Agosto 3 de 

Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja doscientos veinte y una vuelta, y sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril —Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
Marcelino Ucarte, — J. B. Goros- 

TlAGA. 



D, Juan Vidria contra D. Francisca Conio, por cobro 

de pñsot. 



Sumario— Las cosías del incidente promovido por no 
haberse pasado al demandado las 6Q$i*s que prescribe el 








tlftso. A petición de la mayor parle de los vecinos ¡L 
la calle de Solis, entre Independencia y CoeliabaiíiNa, en 
la Ciudad tío liucnos Um t se acordó por la municipali- 
dad el empedrado de dicha calle con la condición de 
pagarse por los propiciarlos 35 pesos por vara cuadrada 
á la empresa de empedrados. 

I). Justo Diana en representación de JJ ,luan Vidcla 
representante de la empresa, demandó ante los tribunales 
provinciales ú 1), Francisco Cossio, propietario domicilia- 
do en la referida callo para el pago de 15853 pesos, presen- 
tando al efecto una cuenta visada por el ¡njeniero municipal. 

Opuesta por Cossio natural de Italia la excepción do 
incompetencia, tuvo Uiana que reproducir su demanda para 
ante el juez nacional. 

Conferido Irasladu, Cossio formó artículo de no contes- 
tar, diciendo que no. Libia contraído ninguna oblación para 
con Vidcla ; que Diana en la demanda no Labia cumplido con 
lo dispuesto por los artículos 57, 10 y 8, de la ley na- 
cional de procedimientos, no habiendo esplicado claramen- 
te los liechos, ni expuesto suscinlamenle el dcreelio, ni 
presentado los documentos justificativos, ni entregado lacópia 
completa y firmada de la demanda y documentos; que final- 
mente no aparecía probada en autos la personería de Diana. 

Dado traslado :1o la excepción contestó la parlo do Vi 
déla, diciendo; que los antecedentes de su demanda obra- 
ban en la municipalidad y el juez pedia solicitarlos d* 
oficio, que su cuenta presentada por él ora visada por 
el injeniero municipal y por consiguiente exacta 
t ni w 



* 
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linenos Aires, Julio ±Á de tH7*2. 

Y vistos: sobre en ol incidente do defecto legal en el 
modo do proponer la demanda, promovido por D. Fran- 
cisco Cossio, contra la parto de li. Justo P. Diana, en los 
autos iniciados por esta último, por cobro do pesos y 
considerando : I o Que en la contestación de X. . . 
se ha consignado por el demandante los fundamentos de 
su demanda, manifestando, además, donde se encuentran 
los documentos que la comprueban, conformándose en 
esto á las prescripciones de los artículos 10 y 57 de la 
Ley de Procedimientos y quedando por lo tanto, subsana- 
dos los defectos consignados en los dos primeros punto» 
del escrito de fv„. y 2" que corriendo á f. 2 de los autos 
el poder que acredita la personería de Diana, el tercero 
y cuarto punto del escrito se refieren á lo mismo, es 
decir, á la deíicencia de la copia pasada por el demandan- 
te, cuyo defecto es susceptible de corregirse sin entorpecer 
la prosecución del juicio. Gontésc derechamente á la demanda 
en el término legal, debiendo previamente y en el término de 
cuarenta y oclio horas, bajo apercibimiento de hacerse por 
la oficina del actuario, completarse la copia que corro en 
autos agregándose la del poder que funda ta personería 
del actor, el escrito de la reproducción de Ja demanda y 
el de contestación en este incidente, por las ampliaciones 
que el contiene, firmando él todo de acuerdo al art. 8 de 
la Ley de Procedimientos; y hecho entregúese para que se 
espida el demandado, y siendo á cargo del demandante 
las costas de este incidente. — Hágase saber y repóngase. 

C| tarriza. 
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IHnna apelú ,l e | a sentencia o.n la parte que lo condena- 
ba on costos. 



liuimus Aires, Agosío A ele 1872. 

Víslos se confirma por sus fundamentos con cosías e! 
auto npc ado de loja veinte y seis, y satisfechas las cosías 
y repuestos los sellos, devuélvase. 

•SALYADOn MAíUA DEL CAlUtIL. — FlUN- 

ciSGO Delgado. — Jos* JUnnos 
Pazos.— Marcelino Ugartb.— José 
n. Gohostiaga. 



¡i. Juan Ijtfurtjvr, e*>nlra el i ¡arañe I IK hirió V. Man- 
silla, por cobro de pew. 



Sumario — Vm una oblación solidaria respecto solamen- 
te <1g los deudores, los acreedores no pueden demandar 
por separado contra uno de los deudores el importe total 
de la obligación. 



taso — Se presentó con la sola firma del Coronel l>. 
Lucio V. Mansilla el siguiente documento: « A los í>0 dios 
4 debemos y pagaremos de mancomún el in mlidum á 
«Juan Laforgue y Calveti ó á su órden, la cantidad <le 
.407 pesos uno y medio real bolivianos, por igual valor 
* recibido á nuestra entera satisfacción, i 

A podido do LalbrgüG, Mansilla reconoció su firma, pero 
declaró al mismo tiempo que la babia puesto en el 
concepto de que debía firmar también ü. Francisco Re- 
bano que era el verdadero deudor. 

Laforgue entabló acción ejecutiva contra Mansilla. di- 
ciendo que la circunstancia de baber firmado solo, en na- 
da vanaba su posición en el juicio, siendo él en lodo caso 
deudor solidario. 
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•■'«lio ilrl JJnrz ttrcriouwl 

linones Aires, Juuíu -H\ de 1MT¿. 

Kslaudo el documento espedido ú la úrüon de Juan L¡i- 
lur^ue y Galveti y la acción deducido á nombra do 1), I 
Lafurgue, acredítasela persontiria del último y se proveerá. 

Zavaleta, 

Laforgue pidió revocatoria apelando ín subsultum, dicien- 
do i|ue debía ser exonerado de la presentación del po- 
der de Caíveti por tratarse de una obligación solidaria, 
cuyo cumplimiento puede exigirse por cualquiera de los 
acreedores. 

El Juez por auto de Juüo 1° de 1875, por no tratarse 
de obligación solidaria, respecto de los acreedores, no 
hizo lugar á la revocatoria y uunuc-diii la apelación inter- 
puesta en relación. 

Fallí» «Ir In 9i»|treiiHt Corle. 

Hachos Aires, Agosto « do ISTá. 

Vistos: por sus fundamentos y los del auto de foja quince:, 
se continua con costas el apelado do foja trece vuelta; sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador Mar/a del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — José Hahuos 
Pazos — José H i'.ouostuga. 
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¿'i /'Víco Nacional contra Ü. Manuel ( h ampo, sobre nulidad tj 

rescisión de sentencia. 



Sumario: — I o Los únicos recursos rjue la ley autoriza para 
reparar los errores de los Tribunales Nacionales son el de 
reposición, el de apelación, el de nulidad, el de rescisión 
y el de revisión. 

2" El art. 374 de la ley de procedimientos no com- 
prende los recursos ni los medios de reparar los errores 6 
injusticias que puedan contenerse en las sentencias. 

3 Ü De los Fallos de la Suprema Corte no hay recurso 
alguno, méoos el de revisión en los casos de jurisdicción 
ordinaria y esclusiva. 

4 o No por eso puede la Suprema Corte convertirse en 
poder arbitrario. 

5o La Suprema Corte representa en la eslora de sus 
atribuciones la soberanía Nacional, y es tan independiente 
en su ejercicio corno el Congreso y el Poder Ejecutivo en 
los suyos. 

6* Sus decisiones son finales, y no hay tribunal .]ue las 
pueda revocar, 

|* Esa es la doctrina de la Constitución, y ninguna 
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legislación admito que pueda haber recurso do las deci- 
siones del tribunal constituido para juzgar en ultimo re- 
sorte. 

8<> Las causas en que interviene el Fisco tienen su tra- 
mitación establecida, y no hay disposición alguna que 
ordene se dó vista al Sr. Procurador General para que me- 
jore el recurso, cuando el Fisco os el apelante, 6 acuso re- 
beldía cuando es el apelado. 

0" El Procurador General está obligado á computar los 
términos, mejorar los recursos, acusar rebeldías sin ad- 
vertencia del Tribunal. 

10. Está obligado también ¡í examinar los autos en secre- 
taría, y averiguar la forma en que vienen los recursos, asi 
como á reclamar la reposición de los errores cometidos en 
autos interloculorios. 

11. La mejora del recurso, la espresion de agravios, $ la 
contestación del apelado, son trámites r quo no deben volun- 
tariamente suprimirse, pero no son esenciales, y su omisión 
no produce nulidad, especialmente cuando por el silencio 
de las partes esa omisión ha sido consentida. 

12. Por ta nueva legislación el Fisco no goza del beneficio 
de ta restitución ¡a inHfjrum. 

13. Según la antigua legislación, el Fisco gozaba de ese 
beneficio, no, Umquam Fiicm, sed tamqttam l<t>ms ; y por 
consiguiente, tratándose de la restitución contra una senten- 
cia, era necesario demostrar que esta era injusta. 

11. Era necesario también que la sentencia luese suplí - 
cable. 

15. No puedo alegarse, ni oponerse nulidad contra la sen- 
tencia de que no ha lugar á suplicación, 

1G. Por la ley nacional de procedimientos, la apelación 
libremente concedida no queda desierta, si no so mejora el re- 
curso dentro M termino legal, por ulsolo ministerio lie la ley. 
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17. Es necesario para ello que el apelado acuse rebeldía. 

18. Mientras no haya robcldia acusada, la sentencia ape- 
lada no puede considerarse como una cosa juzgada, y puede 
siempre continuarse la sustanciacion do la segunda instan- 
cia. 

19. La equivocación no en la sustancia, sino en un acci- 
dente del hecho en que se funda una sentencia, no desvirtuó 
la verdad del mismo. 

20. El hecho debe considerarse cierto, como deben con- 
siderarse ciertos los datos procedentes de las oficinas públi- 
cas, aunque falto en ellos claridad y precisión, 

21. La aplicación errónea do unn doctrina ciorla consti- 
tuye un error do apreciación, y no una violación de la ley, 

22. Para decir que una sentencia es notoriamente injusto 
y nula, es necesario que exisla en ella una violación do la 
ley, palmaria, evidente, prima facie t y resalíanle sin discusión 
ni argumentos, 

23. El art, 22-ide la ley nacional do procedimientos no 
comprendo las razones y hechos nuevos que se aleguen en 
segunda instancia para sostener lo que se ha deducido en la 
demanda ó en la escepcion propuesta en la primera, 

2-Í. La condenación á los jueces, que sanciona la ley L 2i, 
lít. 22, part. 3, no es un recurso contra la sentencia, sino 
un efecto de la responsabilidad de aquellos, siendo esa ley 
una ley penal. 



Caso. — i>. Manuel Ücampo do Buenos Ayres remitió en con- 
signación a D. Carlos M. Palacios, del Hosario, una partida de 
efectos, con el conocimiento ó su nombre, para mandar á 
I). Gaspar Taimada. 

Palacios era deudor ;i la Aduana de varias surmis por sí 
y como fiador de ll. Itenito Mendanhu. La Aduana embargó y 
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ordenó la venia de los cíñelos en remalc. Ocampo deman- 
dó el Fisco para que la Aduana fuese condenada á la resti- 
tución de los electos. El juez de Sección del Rosario recha- 
zó la demanda, Ocampo apelú y se le concedió el recurso 
libremente. 

Las partes lúe ron omplazadas para mejorarlo dentro del 
término legal; la última notificación se hizó en 2li de Fe- 
brero de 1871 ; los autos fueron recibidos en 27 del mismo, 
y el secretario anoló que el emplazamiento vencia el II de 
Marzo. 

Vencido el término, so decretó en 1Ü do Marzo pasaran 
los autos al Relator. Esto decreto fué notificado al Sr, Procu- 
rador General y no á Ocampo por no haberse presentado. 
Hecha la relación, se señaló dia para la visla por decreto que 
no pudo notificarse al Sr. Procurador General por hallarse 
ausente. La Suprema Corle pidió varias diligencias á la ad- 
ministración de rentas del Rosario con dos decretos do los 
que solo el segundo fué notificado al Sr. Procurador Gene- 
ral, quien se hallaba ausento, cuando se espidió el primero. 

Cumplidas las diligencias, la Corte dictó su fallo de 27 de 
Junio de 1871 revocando la sentencia apelada, y mandando 
entregar á* Ocampo el producto del remate de los electos, 
pn-via justificación de que estos fuesen de su propiedad y 
deducido el importo de los derechos de Aduana sobre los 
mismos efectos. 

Este fallo fue firmado también pnr el vocal Dr. Delgado 
ijuien no asistió ó la primera visla do la causa en el dia 30 
do Marzo. 

Devueltos los autos, al cumplirse la sentencia de la Su- 
prema Corle, el Procurador Fiscal del Rosario se opuso á 
ello, deduciendo las excepciones do nulidad de la sentencia y 
de cosa juzgada; dijó que el recurso se habia concedido 
libremente, y, sin embargo, tu causa se hubia vislu un reía- 
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cion; — que esto importaba la supresión de tos trámites esta- 
b lee i Jos, y la violación de tas formas sustanciales del juicio 
de 2 a intaucia ; que por consiguiente, el fallo de la Suprema 
Corte era nulo ; que la sentencia de 1* instancia se hallaba 
ya ejecutoriada, porque el apelante no había mejorado el 
recurso ni espresado agravios y la Corte no podia ejercer juris- 
dicción sobre ella con arreglo á los art, 207 y 2U de ¡a ley 
de procedimientos. 

Conferido traslado, contestó Ocampo que el juez de Sección 
no tenia facultad de anularla sentencia de la Suprema Corle, 
de cuyos fallos no hay recurso alguno, ménos el de revisión; 
que no varía la cuestión por oponerse en el caso la nulidad 
no como acción sino como excepción, pues en los dos casos 
falta la jurisdicción del juez inferior ; que lo mismo se deduce 
de las leyes preexistentes á ta institución de la justicia fede- 
ral como so desprende de las leyes 4 y 11, til. 17,lib.i, R.C.; 
que el Procurador General, notificado del decreto pasando los 
autos al Relator no reclamó, ni acusó rebeldía, lo que era 
indispensable para declarar ejecutoriada la sentencia de 1" 
instancia ; que ningún perjuicio sufrió el Pisco por no haber 
él espresado agravios ; que la Corto es tribunal de equidad 
y venciendo el término en ti do Marzo, época en quo todos 
huian de la epidemia que diezmaba la población de Rueños 
Ayres, juzgó equitativo pasar los autos al Relator, en cuyo 
trámite consintió el Procurador General. 

El juez para mejor proveer pidió informe al Administrador 
de Rentas Nacionales del Rosario acerca de los procedimien- 
tos administrativos á quedió lugar la ejecución délos efec- 
tos, y sobre las letras y permisos de su referencia. 

El Administrador informó que Palacios en el mes de Marzo 
de 1870 era deudor á la Aduana por varios permisos y varias 
letras; que el 5 y el G de Marzo vencieron dos letras de él 
pur el valer de 32ti,G9 £f. las que ho fueron abonados ; que 
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el Jí¡ del mismo venció otra letra por ^ r. «27,19 que tara- 
poco fué cubierta por 61 ; q üe e J 03 del espresado mes la 
Aduana ordenó el embargo de parte de Jas mercaderías que 
ex.st.an en Jos depósitos á su nombre desde el del mismo- 
que se hicieron las notificaciones de ordenanza mandando 
Actuar el remate el (3 de Abril j que el 27 de Marzo venció 
«tra letra no pagada por Palacios por el valor de $ f. i89 01 • 
m esta so mandó agregar á los antecedentes del anterior 
embargo ; que en el mismo di., 23 de Marzo se ordenó un 
nuevo embargo de parte desús mercaderías para el pago de 
la deudo garantida por Palacios de la casa fallida de Di Benito 
Mendanha y O. ; que se hicieron también para este embargo 
las notificaciones prescritas, ordenándose el remate para el 6 
de Abril ; que el primero do Abril se encontraban sin arre- 
glar en la Aduana varios permisos de Palacios ; aue la Adua- 
na creyó proceder í\ | a ejecución de esas deudas ordenando 
con igual lecha el embargo de todas las mercaderías que exis- 
tían en Jos depósitos á su nombre ordenándose su remate 
junto con las otras embargadas de antemano ; «uo el Minia, 
tro de llac.enda en 8 do Abril mandó suspender el remate 
^aponiendo después, en 31 de Agosto, previo informe de la 
Admmiatracinn y vista del Sr. Procurador General, que se lle- 
vara adelante ; que el 21 de Noviembre se procedió al remate 
cuyo producto líquido fué de 9627,28 $ f. del que, deducidos 
¿ (. 2530, importe de los derechos de las mercaderías, que- 
do la suma de 7007,28 $t. para pagar la deuda de Palacios 
que ascend.a á S f. 10,435,50 ct. resultando por consi- 
guiente un saldo contra él de $ t 3338,72 ct.; que de Ja 
deuda total do ff 10,435,51» el., fueron ejecutados $ f. 
.H-M¡> ct. dentro del término legal, con arreglo á la doc- 
trina de la Corte en su rallo de 27 de Junio de 1871, y que 
solo S f- 1300,U ct. lo fueron después de vencido el tér- 
mino ; que la Aduana, habiendo cobrado solo $ f. 701)7,28 el. 



uo 
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no había percibido nada que no se hallara de acuerdo con 
los principios establecidos en dicho fallo. 
Con estos antecedentes se dictó el siguiente 



llosarío, Encru líl de iS"^. 

Y vistos ; Considerando que la escepcion de nulidad, 
opuesta ante este Juzgado por el Procurador Fiscal do la 
Sección, de la sentencia pronunciada por la Suprema Corle 
de Justicia, en la causa seguida por I). Manuel ücainpo con- 
tra el Gobierno Nacional, no tiene apoyo en la legislación 
Española, que lia regido los procedimientos judiciales hasta 
la ley do 14 de Setiembre de 18tií!, y quo esta nada contiene 
tampoco que autorice ¡d juzgado á entender en eseepeiones 
de nulidad opuestas en caso alguno, al fallo de un tribunal 
supremo, del que no queda mas recurso que el de revisión 
creado por el artículo 7« de la ley do i 6 de Octubre de 18Gt¡ 
y en los casos establecidos por v\ articulo -í 1 de la de 11 de 
Setiembre de I8G3, declarando el 2Í7 que Ja sentencia que 
en ese grado pronunciare la Suprema Corlo sea confirmato- 
ria ó revocatoria do la que se dictó en primera instancia, 
hará cosa juzgada. — Por tanto : No ha lugar ú la escepcion 
upucsla y hágase saber. 

Üuviria. 

YA Procurador Fiscal apoló y so le concedió el recurso en 
relación. La Corle vio la causa en 2 de Mayo úllimo ; y, para 
mejor proveer, dio visla al Sr, Procurador General, quien 
se otorgara al Fisco el recurso Jo rustí luc ion m inlc- 



ijrum, 




la causa al 
visla, y en caso de 




es le recurso, en- 
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lablú el de la nulidad notoria. Dijo que el vein entonces |>or 
la primera vez este espediente que, aunque se le notificaron 
la providencia ai relator, y la que señalada dia para la vista 
de la causa, dedió creer que se trataba de la apelación de 
algún auto interloeulorio, y no de una sentencia definitiva, 
concedida libremente, en que debia dársele vista para pedir 
lo correspondiente á loa intereses públicos ; que la sentencia 
de 27 de Junio era nula tínt haberse violado la cosa juzgada, 
y revocado una sentencia ejecutoriada ministerio lerjis por no 
haberse mejorado el recurso dentro del término fatal j que no 
son admisibles las escepciones de no haberse mejorado el 
recurso por causa do la epidemia, y de no haberse acusado 
la rebeldía, porque en los primeros dias de Marzo los tribu- 
nales funcionaban regularmente, y él no pudo acusar rebeldía 
por no haber sido citado en forma ; que adornas no se había 
observado ninguno de los trámites establecidos para garantir 
la verdad do los juicios, cuya omisión produce nulidad noto- 
ria ; que en efecto no habla habido ni mejora del recurso 
ni espresion de agravios, ni defensa de la parte apelada ; que 
durante su ausencia no hubo tramitación alguna ; que la 
sentencia se pronunció cuarenta dias después do su regreso: 
que no hadia motivo do privarte en este tiempo del derecho 
de defender al Pisco; que la sentencia estaba fundada en 
hechos falsos pues del informo oficial de la Aduana resulta 
da que la mayor parte de las obligaciones de Palacios habían 
vencido no antes sino después del 10 de Marzo en que entra- 
ron a la Aduana las mercaderías de i ícampo ; que estos he- 
chos demostraban también que la doctrina de la sentencia 
estaba en contradicción con su disposición, y que esta era do 
todo punto inejecutable ; que reproducía las escepciones de 
nulidad opuestas por el fiscal Concluyó diciendo que si no 
seadmilian estas escepciones, se baria do la Corle un Poder 
arbitrario, que pndria impunemente sobreponerse á las leyes; 
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y que prescindiendo de oslas escepciones, creía (pie por 
nuestras leyes podia corresponder al Fisco en et caso pre- 
sento el privilegio de la restitución in integrum, 

Conferido traslado, contestó Ocampo ; que el Sr. Procura- 
dor General representa en esta causa los intereses fiscales, 
y notos intereses sociales ; que eslá por consiguiente al nivel 
de todo litigante ; que el espediente nunca hi ha sido ocul- 
tado, habiendo estado siempre á su disposición en la secre- 
taria de la Corte ; que la suposición do que se trataba de 
algún auto inlerlocutorio, no puede servir de escusa, pues 
lo los autos inlorlocutorios ante ia Corte traen gravámen 
irreparable, 2" muchas sentencias definitivas vienen á la 
Corle por apalacion en relación ; que por ninguna ley se 
establece como indispensable el trámite de dar vista al Pro- 
curador; que no habiendo él acusado rebeldía, la Corte pro- 
cedió con perfecta justicia, pasando los autos al relator y no 
declarando de oficio la deserción ; quo en 14 de Marzo la epi- 
demia hacia estragos ; que aun cuando se hubiese acusado 
la rebeldía, la deserción no se habría declarado, pues so ha* 
bia concedido nuevo término con motivo de la epidemia, 
y el apelante habría espresado agravios ; que la providencia 
al relator habría podido ocasionar perjuicio al apelante y no 
á la parte apelada, cuyo solo derecho es do contestar A Ja 
espresion de agravios ; que la omisión de la mejoro, estando 
presente la parto apelada, no es una falla sustancial como 
la de la demanda, de la citación y la prueba ; que el art. '211 
de la ley de procedimientos exige terminantemente la acusa- 
ción de la rebeldía, y por consiguiente no puede la sentencia 
quedar ejecutoriada por ministerio de la l?y ; que en el recur- 
so en relación, la parte apelada puede informar en la vista ó 
escribir en derecho, y que por eso se notificó al Procurador 
General ; que en los cuarenta dias desde el regreso del £r. 
Procurador, las providencias con que se pidieron informes 
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le fueron notificadas, y por consiguiente el r isco no quedé 
privado de la defensa ; que el arl. 82 do las ordenanzas de 
Aduana, estableciendo que se entenderán del deudor las mer- 
caderías que se encuentren en la Aduana á su nombre por 
consignación, no establece sino una presunción que lia de 
ceder anle la evidencia de las pruebas; y que toda interpreta- 
ción mas dura de ese artículo seria contraria á la equidad , 
porquo es violento pagar las deudas de uno con bienes de 
otro ; á las leyes nacionales, porque el código de comercio 
excluye del concurso las mercaderías de los fallidos á comi- 
sión ó de tránsito ; á la Constitución Nacional que reconoce 
como inviolable la propiedad y á las conveniencias comer- 
ciales del país en sus relaciones mercantiles con el exterior ¡ 
que por consiguiente ta sentencia no envuelve error ni injus- 
ticia ; que la sentencia no se tunde en hcciios falsos pues so 
funde sobre los anteriores informes de la Aduana, y del último 
también resulta que por letras vencidas el 5 y Ü de Marzo se 
ordenó el embargo el 20 en vez det 9 y del 10; por una letra 
vencida ellC se decretó el 23 en vez del 10, y para Jas obli- 
gaciones y permisos vencidos en Enero de 1Sfií), y en Marzo 
do iMO se trabó el embarco seis meses mas tarde de lo que 
prescriba la ordenanza; que si la Aduana hubiese sido dili- 
genle se habria conocido desde I801Í la situación comercial 
de Palacios, y no le habría comisionado para sus mercaderías; 
que el privilegio de la restitución in intetjntm hoy no existe 
para nadie ; que los fallos de la Suprema Corte no son sus- 
ceptibles de recursos, como los de lodos los tribunales su- 
periores en todo el mundo civilizado ; que el Poder de la 
Corte no puede por eso decirse arbitrario, pues sus minis- 
tros ofrecen todas garantías de rectitud y patriotismo, juran 
solemnemente respetar la Constitución y las leyes, y en 
caso son responsables ante los RR. que . podrían 
y ante el Senado que 




\\\ FALLOS DE LA áUPHEMA CURTE 

Antes de fallarse la causa, el Sr. Procurador General pre- 
sentó el siguiente 

INFORME EN DERECUO. 

El Procurailor General pasa á informar ú V. E. de las ra- 
zones ile derecho que ha tenido para hacer contra la senten- 
cia de ¿7 de Junio, los recursos de nulidad notoria y restitu- 
ción tn intetjrum. 

El carácter de una injusticia ó nulidad notoria es tal, qu« 
debe descubrirse ú los ojos de lodos sin necesidad de discur- 
óos ni argumentos. 

Tal es la presente, y, por consiguiente, solo me limitaré 
á mostrar las leyes, que reprueban los actos de osla causa. 

la mejora de un recurso de apelación debo necesaria- 
mente hacerse en el término señalado por la ley, 6 por el 
Juez, término á que los autores llaman fatal, porque si na 
se hace dentro de él, la apelación queda desierta, y la sen- 
tencia apelada firme y ejecutoriada. 

La lev 2, lít. 18 t lib. i", ft. G« dice : Seguir tichela alzada 
la parle que se alzare al plazo que le pusiere el Juzgador ;, . 
y sí en este tiempo no la quisiere seguir ó no se querellare como 
dirho fin que firme el juicio. 

Esta misma disposición fué aceptada por la ley nacional 
de procedimientos en su artículo L 2I1, cuyo texto es el si- 
guiente : Si el apelante nn mejorase el recurso en el termino 
señalado, se declarará desierta la apelación y la sentencia con- 
sentida. 

En presencia de estas leyes no pudo el Tribunal abrir la 
instancia j entrar á conocer de la causa, no habiéndose me- 
jorado la apelación por íl parte del apelante Ocnmpu; y mu- 
cho menos .evocar una sentencia que ya estaba cjeculuiiada 
por el ministerio de la ley. 
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Concedida la apelación en ambos efectos, era necesario 
que la secunda instancia se siguiera, como todo juicio, con 
audiencia de las partes, y por ios tramites que señala la ley 
de procedimientos, de espresion de agravios y contestación 
del Ministerio Público. Habiendo suprimido el tribunal estos 
trámites, lia incurrido en la nulidad que señala la ley 
lít. 22, Part. 3* que dice que cuando el Juez Talla sin oir á 
las partes, ni saber la verdad, tal mandamiento como este non 
vale BÍfl ha fuerza de juicio. 

Esto en cuanto ú los tramites del juicio. Por lo que res- 
pecta al fundo de la sentencia, ella ha incurrida en la nuli- 
dad de sentar como base el hecho falso de que las obliga- 
ciones de Palacios babian todas vencido antes del ÍO de Mar- 
zo ; y como este hecho no liahia sido alegado por las partes 
ni discutido judicialmente, el Tribunal se ha lomado una fa- 
culdad que le niega el art. 2ái de la ley de procedimientos 
cuyo texto es el siguiente : .Yo podrá fallar la Suprema Corts 
sobre ningún Capítulo que no se hubiere propuesto ala decisión 
del inferior. 

Demostrada la lalsedad del fundamento de la sentencia 
por el estado de vencimientos presentado por el Administra- 
dor do Aduana del Rosario, ella no puede ni debe ejecutarse, 
porque la verdad es la condición esencial de los juicios, 
lo único que los hace respetables. 

Ahora veamos cuales son los remedios legales para repo- 
ner estas nulidades é injusticias. 

El contrario dice que no los hay : que cuando la Corle 
sostiene que lo blanco es negro, todos debemos inclinarnos 
. y creer que es negro, no habiendo otro remedio, que una 
acusación ante el Congreso. 

Es singular que en una república se abogue así en favor de 
la injusticia, y se sostenga la teoría de una sumisión estú- 
pida, cuando Jas leyes de la Monarquía absoluta de España 
t. ni M 
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ofrecen aban llantas medios de reparar Lía nulidades é injus- 
ticias, leyes que están vigentes, y son aplicadas diariamente 
por el Tribunal; porque el art. 374 de la ley nacional de 
procedimientos dispone que las leyes preexistentes que regla- 
mentan los procedimientos judiciales serán supletorias de la pre- 
sente en lo que no se opongan á sus disposiciones. 

Bien sé que en el caso actual nudria entablarse una acusa- 
ción en el Congreso, pero este es un remedio extremo, al 
que yo no suscribiría por mi parle, porque traería indudable- 
mente la disolución del Tribunal y graves responsabilidades 
personales á sus miembros. 

Espero que V. E. reparará la injusticia, empleando los me- 
dios ordinarios que las leyes prescriben, y son los siguien- 
tes : 

lo La ley 10, tít. 22, Part. 3 a , previene que cuando se 
pronunciare una sentencia contra el fisco, si después de 
oso, y en el término de tres años se mostraren cartas Ó prue- 
bas que desmintieran los hecbos establecidos en la senten- 
cia, deberá revocarla el mismo Juez que la diú. 

En este caso, se ha presentado el estado de vencimien- 
tos de las obliga ñones de Palacios, por él que se demuestra 
que ellas vencieron después del diez de Marzo, y no ántw 
como dice la sentencio; y corno este es el hecbo capital en 
que aquella se funda, el Tribunal está obligado á revocarla 
en cumplimiento de la ley. 

2*> Ignoro con qué datos pudo el tribunal bacer su cálculo 
equivocado de vencimientos; pero cualesquiera que ellos 
fueran, es indudable que eran falsos; y en este caso, la ley 
I» tít 20, Parí, 3* dice que ta parte debe pedir al Juez, coma 
en manera de restitución, que desate aquel jtiicio, porque fue 
dado por falsos testigos ó por falsas cartas, E probándolo assí 
debelo revocar el Juez* 

3o La restitución in integrum es un beneficio que perte- 
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nece ai Fisco por la disposición (1a la ley 10, tít. 19, Part. G\ 
y por él tiene derecho á pedir que so reponga la causa at 
estado que tenia antes de la sentencia que injustamente Je 
perjudica. 

El contrario lia dicho que ese beneficio está ya abolido 
por el Código Civil. Este es un grave error, y para desha- 
cerlo, necesito hacer algunas esplicaciunes que habría creí- 
do inútiles discutiendo entre letrados. 

Este beneficio es concedido por la ley á los menores, a 
las Iglesias y al Kisco, para dos objetos distintos : para repr- 
rar las omisiones de sus administradores, ó los contratos 
que los perjudican ¡ y para invalidar las sentencias de los 
jueces que le causan agravio. 

El Código Civil no dice una palabra de esto en sus dispo- 
siciones. Es el Ür, Velez, en la carta en que remite al Minis- 
tro su proyecto de Código, quien dice : * No suprimido 
igualmente el beneficio de restitución in integrum de los 
Menores que se halla quitado en muchos de los Códigos mo- 
dernos. » Y la justa razón que da es el perjuicio que causa á 
los mismos menores el quo sus contratos no tengan estabi- 
lidad, diciendo al fin : * Era mas conveniente para los me- 
nores legislar con todo cuidado la gestión de Ja tutela ; pro- 
veer los perjuicios que 6 sus bienes ó d sus rentas les po- 
día traer la negligencia de los padres ó la mala administra- 
ción de los tutores : evitar el mal, y no satisfacerse con ga- 
rantías de indemnizaciones, difíciles siempre de hacerse efec- 
tivas, ó con medios rescisorios de los actos de sus guardado- 
res, que las mas veces no les traen sino pleitos costosos y do 
resultados muy dudosos. > 

De esta justa esposicion del autor del Código w deduce 
claramente que su objeto ha sido suprimir el beneficio dado 
á los menores para revocar los actos ó contratos do sus lulo- 
res, y nada mas. So ha hablado una palabra ni del Fisco ni 
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de las Iglesias, ni podía hablar poique de eso no se trataba. 
Pero yo no represento á un menor, sino al Fisco, que es 
cosa muy distinta ; y no trato de revocar un contrato sino un 
procedimiento judicial. 

Por mucha analogía que el abogado de Gcampo encuentro 
entre un niño y el Gobierno de su país, no puede pretender 
que un privilegio, fundado en la ley, se revoque por analogías; 
y ménosque esta revocación seeslienda al caso presente, lo 
que no ha podido entrar en la idea del autor del Código, aun 
para los menores, porque él no ha hecho un Código de pro- 
cedimientos judiciales. 

Mientras no haya una ley que suprima espresnmente los 
privilegios fiscales, ellos deben ser respetados por los Tribu- 
nales del país. 

4* Pero si V. E. f a pesar de todo, desea por decoro del 
Tribunal que su sentencia se cumpla, enlónees el remedio 
de la injusticia estaría en la ley 24, lit. 22, Part. 3' pagan- 
do al Fisco los Señores que firmaron la sentencia ta cantidad 
de que le han defraudado por ella, cumpliendo este precepto 
de la ley j Debe ti Juez pechar, á bien vtsla de la Corte, á 
aquel contra quien dió el juicio tuto el dañn ó el menoscabo 
<¡ue él hubo por ra ion áil. 

Escuso entrar a demostrar que el recurso de injusticia no- 
toria, que por las leyes antiguas se resolvía en el Consejo de 
Castilla, debe hoy resolverse ante la Suprema Corte, porque 
es el Tribunal mas alto de la Nación ; y aquel recurso, que es 
una de las garantías que tiene la justicia, no puede suprimirse 
sin herir los derechos del pueblo. 

¿ Qué importa que la corte tenga que reconocer ella mis- 
ma que ha cometido errores? ¿Acaso no esté compuesta de 
hombres, espuestos como todos á errar? ¿ Acaso la alta cate- 
goría á que los ha elevado la Nación no'Jes impone el im- 
prescindible deber de ser justos, y de mantenerlas leyes en 
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toda su integridad, sin oir para nada las sugestiones de su 
amor propio? 

Escuso, sin embargo, insistir en este recurso, porque cual- 
quiera do Jos cuatro remedios que he mencionado, y q„e 



están autorizados por leyes espresas y terminantes, remedia- 
ría la injusticia sufrida. 

Espero que V. E. se empeñará en este objeto con la alta 
imparcialidad de que debe rodearse, eligiendo de aquellos 
remedios el qoe considere mas decoroso al Tribunal. 

Buenos Arres, I i de Junio de 1871 

Francisco Pía*, 

Antes de diciar sentones, la Suprema Corte para me- 
jor proveer, ordenó que el secretario que había corrido con 
el espediente, certificará como dió cuenta en el acuerdo, 
de la apelación de la sentencia de iá de Febrero de 1871 ! 

El secretario certificó que, habiendo leido equivocada^ 
mente tas Últimas palabras del oficio con que el juez de 
sección del Rosario acompañó el espediente, creyó que 
Ja apelación había sido concedida en relación; y dm 
cuenta de ella en el acuerdo en ese sentido ; por cuy;, 
razón la Suprema Corto, mandó pasar tos autos al relator. 
Con estos antecedentes se dictó el siguiente 

rail» úr I» tuprrn.» < orle. 

Buenos Aires, Ayusto 8 de IH71 

La multiplicidad do recursos deducidos contra el fallo 
pronunciado á foja ochenta y dos, y Jas insinuaciones 
que ha hecho para fundarlos el señor Procurador Goneral 
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de la Nación, dan S esta causa un carácter especial, que 
induce á la Suprema Crote á prescindir do lu forma usual 
délas sentencias, a! espresar los motivos de su juicio, 
porque le es necesario esponerlos con mas libertad de es- 
tilo y tomar t?n consideración detalles que, en otro caso, 
tendrían apenas un interés secundario. 

El sehor Procurador General dice, en oréelo, que ese 
fallo destruye la « fuerza de la cosa juagada, ■ viola i todas 
las formas de proceder que la ley lia establecido, i carece 
de » verdad y de justicia,» incurro en un «grave error 
do hecho, quo hace su disposición contradictoria con su 
doctrina, y absolutamente incapaz de ejecutarse; » habla en 
suma do aquel fallo, como de una raía iniquidad, que espo- 
üc á sus autores al peligro do «una acusación en el Con- 
greso, > aconsejándoles que, «para escapar á ese peligro, 
si no admiten algunos de los recursos que él propone, se 
eonJonen ellos mismos ú pagar al Fisco tía cantidad de 
que lo han defraudado. » 

El sentido provocador de esas palabras no alterará en los 
miembros do la Suprema Corle la tranquila serenidad do es- 
pirito con que deben juzgar, ni les hará sobreponer «lassujcs- 
tiones de su amor propio» al severo cumplimiento del deber. 

Importa, no obstante, señalarlas, para llamar la rctlcxion 
del señor Prucurador General sobre la enormidad de sus 
proposiciones, y sobre la inconveniencia del lenguaje con 
que se ha dirijido oíicialmenle al Tribunal de que lo hace 
miembro la ley de diez y sois de Octubre de mil ocho- 
cientos sesenta y dos y el decreto de su nombramiento. 
Cuatro son los remedios intentados: 
Primero. El recurso de nulidad por violación de formas 
sustanciales en el procedimiento. 

Segundo. El beneficio do resülucion ín intrrjrum. 
Tercero El recurso de nulidad por injusticia notoria 
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Cuarto. La condenación á los miembros del Tribunal 
quo han firmado la sentencia, en los términos en que la 
impone la ley veinticuatro, título veintidós, partida tercera, 
á los jueces que juzgan tortiserx mente por necedad d por 
non entender el derecho. 

El Tribunal, al emitir su juieio sobre ellos, no se lia 
de creer comprometido por los errores en que pueda haber 
incurrido, sea en el procedimiento, sea en el fallo mismo 
que se impugna ; pero no se ha do creer comprometido 
tampoco, á tratar con deprenda los errores ni las omi- 
siones del señor Procurador. 

Los recursos que la ley ha establecido para reparar los 
errores en que puedan incurrir los tribunales, son : 

El do reposición, establecido por el artículo doscientos 
tres de la ley de procedimientos, que solo es aplieablo á 
c las providencias puramente inlerlocutorias.* 

El de apelación, que lo es á • las sentencias definitivas 
y ú las interlocutores que causen perjuicio irreparable,» 
conforme al articulo doscientos seis, del cual conoce h 
Suprema Corte, causando ejecutoria la sentencia de segunda 
t n stand a , sea que confirme ó ríi'ú#yue, según «4 articulo 
cuarto de la ley de jurisdicción y competencia. 

El de nulidad «contra las sentencias dadas con viola- 
ción do la iorma y solemnidad que prescriben las leyes, 
ó en vittud de un procedimiento en que se haya incurrido 
en algún delecto de los quo por espresa disposición c|p 
derecho anulasen las actuaciones,* quo no puede inten- 
tarse *sinó contra las sentencias definitivas de los Juzgados 
Seccionales, interponiéndose conjuntamente con el de ape- 
lación ; artículos doscientos treinta y tres y doscientos treinta 
cuatro de la ley de procedimientos. 

El de rescisión, establecido especialmente para el proce- 
dimiento en reheldía, por el articulo ciento noventa y uno. 
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Y el de revisión, creado por el artículo sétimo de la ley 
de diez y seis de Octubre de mil ochocientos sesenta y 
dos, reglamentado en el título veintitrés de la de proce- 
dimientos, que solo tiene lujar en tus casos de que la Corto 
conoce originaria y exclusivamente. 

Cualquiera otro, fuera dn los enumerados, en las causas 
y casos respectivos, es ilegal y desautorizado, porque carece 
de apoyo en las leyes que lijen los actos del Poder Judi- 
cial de la Nación, 

El señor Procurador General se levanta anticipadamente 
contra esta conclusión, que lia debido preveer seguramente, 
invocando, para reputar vigentes los de las antiguas leyes 
espiiíiolas, el artículo trescientos selenla y cuatro de la 
ibi procedimientos, según el cual * las leyes preexistentes 
que reglamentan los procedimientos judiciales, serán suple- 
torias en lo que no se opongan ú las disposiciones de la 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, i 

Pero, en primer lugar, el señor Procurador Ccneral ha 
confundido de un tnodu manifiesta los procedimientos con los 
nrursos, a* pesar de la notable diferencia que entre unos y 
otros existe; ha confundido las reglas que deterruinan Ja 
manera de sustanciar los juicio* y de pronunciar las sen- 
tencias, con los medios de reparar los errores ó las injusti- 
cias que puedan estas contener. 

V en segundo lugar, ha olvidad" que se trata de un 
f;illn pronunciado por la Suprema Corte en grado de apela- 
ción, y que á mas del artículo cuarto de la ley de juris- 
dicción ya mencionado, según el cual la sentencia do so- 
gurda instancia, sea que conOrmc ó que revoque, produce 
ejecutoría, existe el artículo diez de la ley de diez y seis de 
Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, que dispono 
expresamente que «do los fallos de la Córte Suprema no 
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hay recxmo alguno, a" escepcion del do revisión,» que no 
puede interponerse en esta causa, porque no es caso de 
jurisdicción originaria y exclusiva. 

No siendo los que ni señor Procurador General ha inter- 
puesto, ninguno de ios que han sido enumerados comí» 
únicos legales, resultan inadmisibles todos ellos, como con- 
secuencia necesaria do disposiciones espresas y tan claras 
f]üe no dejan lugar á duda alguna. 

El señor Procurador General teme que, no habiendo re- 
cursos para eorrejir tíos errores que cometa la Corte, 
porque, compuesta de hombres, los ha de cometer,» se 
convierta ella m € un poder ■ arbitrario que pueda destruir 
impunemente la iorma de proceder en los juicios, y sobre- 
ponerse á las leyes, sin que nadie la pueda contener,* 
asegurando que * poder tal no puede ni debe existir en un 
gobierno civilizado y democrático,» llamando t teoría de 
sumisión estúpida» á la doctrina que niega la existencia de 
esos recursos, y pretendiendo que ella importa abogar en 
favor de la injusticia. 

La exajeracion del tenor y del lenguaje usado para es- 
presarlo, le darian el carácter de una vana declamación, 
si no partiese de un alto funcionario, de un miembro de 
la Corle misma, por consideración al cual consiente esta 
en atender a ideas y palabras de que no se cuidaría en 
otro caso, porque la misma pasión que las inspira, las torna 
inofensivas para la autoridad constitucional de que la Corte 
está investida, y para el decoro de las personas ü quienes 
ellas so dirijon, 

t'n i poder arbitrario» no debe, en verdad, existir en 
gobierno alguno civilizado, sea su forma cual fuere. Pero, 
ni la falta do recursos legales para eorrejir los errores que 
pudiera cometer la Córle, harán de ella mn poder arbi- 
trario,» ni reconocer que, según las leyes vigentes, no 
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los hay, es abogar en favor de la injusticia y sostener <l«i 
teoría de la sumisión estúpida.» 

SÍ para el señor Procurador no tienen valor alguno, como 
garantía del derecho, las precauciones que la Constitución 
ha establecido, á fin de que la Corto sea compuesta pur 
personas esperimentadas y honorables ; si ninguna impor- 
tancia atribuye á ta ina movilidad de sus empleos, que los 
hace tan independientes de las oxijencins del poder como 
de tas pasiones de los partidos; si tampoco le atribuye al 
sentimiento del deber, que no puedo suponer en ellos 
menos fuerte que en otro hombre cualquiera; si cree que 
nada significa para ellos la estimación que ta opinión de los 
demás solo dispensa ú los jueces honrados y leales ; si 
piensa que los miembros del Tribunal de que oí mismo 
forma parte, son los necios 4 ignorante* de que habla la ley 
da partida que ha citado ; si cree que los reglas do crite- 
rio que han fijado las leyes, y el hábito de entenderlas y 
aplicarlas que han contraido en una larga práctica profe- 
sional, nú tienen valor alguno para impedir la arbitrariedad 
ilc los Jueces y la supresión do las leyes ; si todo eso, que 
los mejores expositores consideran como garantías eficaces, 
no es bastante en su opinión, su espíritu alarmado puede 
tranquilizarse; todavía los jueces son responsables en la 
forma y en los casos que la Constitución ha previsto. 

Un tribunal, á que se fijan reglas do criterio y á que so 
hace responsable, no será nunca, no podrá ser, aunque quir- 
ra, un Tribunal arbitrario. El Peder Judicial, por su natura- 
leza, no puede ser jamás el poder invasnr, el poder peligros", 
que comprometa la subsistencia do las leyes y la verdad di' 
las garantías, que tiene por misión hacer efectivas y ampa- 
rar. 

La Corte Suprema es el Tribunal en último resorte para 
todos los asuntos contenciosos en que se le ha dado jurisdic- 



ItE JUSTICIA NACIONAL 



155 



cion, como pertenecientes al Poder Judicial de la Nación, Sus 
decisiones son íinalcs. Ningún Tribuna) las puede revocar. 
Representa, en la esfera de sus atribuciones, la soberanía na- 
cional, y es tan independiente en su ejercicio, como el Con- 
greso en su potestad de legislar, y como el Poder Ejecutivo 
en ol desempeño de sus junciones. De sus Tallos no hay re- 
curso alguno, a cscepcion del de revisión, interpuesto ante 
ella en los casos de jurisdicción orijínaria y esclusiva. 

Esta es la doctrina de la Constitución, la doctrina de Id 
Ley, y la que eslú en la naturaleza de las cosas. Y es un he- 
cho singular en esta causa, que la autoridad moral de la 
('orle y su poder legal sean desconocidos, por primera vez 
desde su instalación, precisamente por el mismo alto fundo 
nario, que ejerciendo el Ministerio público, está encargado de 
defenderlos. 

¿Ante quién se interpondría los recursos contra los fallos 
de la Suprema Corte ? La Constitución no ha creado tribu- 
nal alguno que le sea superior, y es por eso que el artículo 
noventa y cuatro la denomina Suprema. 

No habiéndolo creado la Constitución, no puedo crearlo 
la ley, porque su jurisdicción y sus atribuciones tienen orijen 
en la ley suprema á que están subordinados todos los actos 
de los poderes públicos, y la ley ordinaria no la puede amen- 
guar ni suprimir. 

¿Se interpondría los recursos para ante olla misma, como 
se hace en el de revisión en los casos de jurisdicción ordina- 
ria y esclusiva, y como lo hace el señor Procurador General 
en esta causa ? 

Es preciso confiar mucho en la pureza de los miembros de 
la Corte, en su amor á la justicia, en su solicitud por ta 
verdad, en la superioridad do espíritu que alejara de ellos 
€ las debilidades del amor propio para reconocerlos capa- 
ces do enmendar su propio error. 
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Tanta confianza implica contradicción entonces con el 
temor de que la Corte se convierta en tun poder arbitrario», 
conculcador del derecho, supresor de las leyes, ( ¡ue cubrién- 
dose con • ta teoría déla sumisión estúpida », ponga en pe- 
ligro la justicia, comprometa ía verdad y atente contra las 
bases de un tgobierno civilizado y democrático. > 

EflS puedo cometer errores. Sus miembros no tienen la 
preteneion de hallarse investidos con el divino don de la in- 
falibilidad. Tero, cualquier tribunal á que se invista con 
la facultad de jugaren último resorto, ha de bailarse en la 
misma situación, porque no puede concebirse tribunal al- 
guno que no baya do ser desempañado por bombres. 

De manera que, si para escapar al peligro del error posi- 
ble hubiera de concederse recurso de las decisiones de la 
Corlo, para escalar á idéntico peligro, habr^i que conceder 
recurso do las decisiones del tribunal que pudiera revocar 
las decisiones de la Corte, y de esto á otro por igual razón, 
estableciendo una série que jamás terminaría porque jamás 
podría hallarse un Tribunal en quo no fuera posible el error. 

Habría que establecer, por consiguiente, la eterna incer- 
tidumbre del derecho con la impotencia de los poderes so- 
ciales para poner fin á los pleitos ; y por temor de un peli- 
gro posible se cacria en un peligro cierto, y sin duda alguna 
mas grave, de una permanente anarquía. 

Por eso la existencia de un tribunal que, aunque com- 
puesto por hombres y susceptible de error, ponga por sus 
sentencias U-rmíno á los litigios, de un Tribunal de cuyas de- 
cisiones no haya recurso alguno legal, ha sido la doctrina do 
la humanidad en todos los tiempos, en todas las latitudes, en 
todos tos grados de cultura, y en todas las formas de gobier- 
no. 

En la hipótesis de que no existieran las disposiciones lo- 
giles mencionadas antes, que desautorizan los recursos ¡n- 
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tentados por el señor Procurador, resta ver todavía, sí, al 
intentarlos, ha sido bien apreciada por él la importancia do 
los hechos y bien aplicadas las leyes en que se pretende 
fundarlos. 

El primero es el de nulidad por supresión de [ornas stutan- 
viales en el procedimiento. 

Es electivo que, en el que precedió al fallo de foja odíenla 
y dos, se padeció un error, conociendo, sin sustancia l¡t 
instancia, del recurso que bahía sido concedido libremente. 

El orijen de ese error está aplicado en el certificado espe- 
dido por el secretario á foja doscientas veintidós vuelta, 

El secretario, leyendo equivocadamente las últimas pala- 
hras del oficio corriente á foja cincuenta y una, creyó que 
la apelación había sido concedida en relación, y después de 
vencido el término del emplazamiento, dió cuenta en el 
acuerdo, conforme á lo prescrito en el artículo doscientos 
veintiséis de la ley de procedimientos. 

La Corte mandó pasar al Uelatorlos autos, señalando des- 
pués día para la vista, como en el mismo artículo se orde- 
na. 

La primera providencia fué notificada al señor Procurador 
á foja cincuenta y tíos y la segunda a foja cincuenta y tres, 
sin que él hiciera observación alguna en una ni otra oca- 
sión. 

El esplica su silencio üiciendo ú foja cíenlo treinta y 
siete que • supuso y debió creer que se trataba do la apela- 
ción de algún auto interlücutoria que babia venido á la 
Corte en relación, » 'eslraíiando que no se le diera vista para 
que pidiera lo que correspondía a los intereses públicos. 

La palabra debut esta usada con impn. piedad prr el señor 
Procurador, porque manifiesta una consecuencia deducida 
por él, que ningún antecedente le autorizaba á deducir ióni- 
camente. 
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La Córte da vista al señor Procurador cuando desea oír 
su opinión para mejor proveer, usando de una facultad que le 
confiere la ley, pero sin que ese trámite le este impuesto 
por disposición alguna que le haga necesario. 

En los demás casos en que él interviene, y que tienen 
una tramitación establecida, la Corte no le da vista para que 
acuse rebeldía, cuando es el apelado, como no le da vista 
para que mejore el recurso, cuando es el apelante. 

A él corresponde computar los términos, mejorar los re- 
cursos, acusar las rebeldías, sin advertencia alguna de parle; 
del Tribunal, y á él corresponde examinar los autos que 
están siempre á su disposición en la Secretaría, y averiguar 
la forma en que vienen otorgados los recursos en tas causas 
en que tiene intervención. 

Del antecedente Je que no se lo habia conferido vista no 
debió, pues, deducir la consecuencia de que se trataba de un 
auto inlerlocutorio Y no debió tampoco deducir la del ante- 
cedente de que el recurso apareciese como concedido en 
relación, porque el recurso se otorga en esa forma no solo de 
autos interlocutores, sino también de muchas sentencias 
definitivas, conformé á lo dispuesto en el artículo doscientos 
y veinticinco de la ley de procedimientos. 

Y tanto ménos debió incurrir el señor Procurador en la 
equivocada deducción que hizo, cuanto que el negocio nuevo 
para la Corte, era conocido para él, que habia dado anlc 
el Poder Ejecutivo los dictámenes que so registran en copia 
á fojas diez y nueve vuelta, y veintiuna vuelta, y debió por 
ese conocimiento anticipado que tenia, prestar atención á 
un negocio de cuya importancia estaba ya habilitado para 
juzgar. 

No habiéndose visto la causa en el día señalado, se 
designó otro para la vista á fojas cincuenta y tres vuelta, 
y esa providencia, lo mismo que la que se dictó a foja 
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cincuenta y cuatro, ordenando que el administrador de ren- 
tas del Hosario informara sobre tos punios que allí se de- 
terminan, no pudo ser notificada al señor Procurador Ge- 
neral, por haberse ausentado en desempeño de una comisión 
del Poder Ejecutivo, ajena á su ministerio, y dejando sin 
representación los negocios que corren á su cargo. 

Pero, habiéndose pedido por el administrador de rentas 
[■jira evacuar el informe, que se le remiliesc copia lega- 
jada ile ta nota que corre i\ foja cinco, á foja cincuenta 
y siete vuelta, fué" notificado el señor Procurador del decreto 
un que la Corte mandó que la copia se remitiese por Se- 
cretaría, 

En esa ocasión, también, el señor Procurador guardó si- 
lencio. 

Evacuado el informe, no teniendo la Corte motivo para 
sospechar que el secretario se hubiese equivocado al dar 
rúenla sobre la forma en que había sido otorgado el re- 
( urso, pues nada había observado á su respecto el señor 
Procurador de quien era obligación haber reclamado en 
tiempo ka reposición del error cometido en autos interlo- 
cutorios, ninguno do los miembros de Ja Corte creyó ne- 
cesario examinar el escrito de apelación, el decreto sub- 
siguiente, y el oficio de remisión; y preocupándose solo 
do lo que era fundamental en (a causa, después do bien 
estudiados los hechos y el derecho relativos, se pronunció 
ni fallo de foja ochenta y dos, que fué notilicado al Se- 
ñor Procurador á foja noventa y una vuelta, sin que esa vez 
tampoco hiciera observación alguna, á pesar de que ya 
no pudo suponer entonces que se trataba de « un auto 
interlocutorio venido á la corte en relación > pues estaba 
viendo que se trataba de un fallo definitivo, en causa que 
te era conocida, y contra el cual debía interponer sin 
demora los recursos que conceptuase legales, si creia, 
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como con tanto vigor lo dice ahora, que, á pesar do 
lo dispuesto en el artículo diez de la ley de diez y seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, yol artículo 
cuarto de la de jurisdicción \ competencia, hay recursos que 
pueda denominarse legales, contra los Tallos pronunciados 
por la Corle en grado de apelación. 

Producidos los hechos de este modo, ¿ cual es la impor- 
tancia jurídica que tienen? 

La mejora del recurso, la espresion de agravios, y la 
contestación del apelado, son trámites que no deben vo- 
luntariamente suprimirse, cuandu la apelación ha sido 
concedida libremente, Pero no son trámites eseueiules. 

Si lo lueran, sena una monstruosidad y una inconse- 
cuencia de Ja ley, la Corma de los recursos en relación ; 
purque, en esta furnia, no hay mejora, ni espresion de 
¡igra* ¡os, ni contestación del apelado ; de modo que 
resultaría suprimido por disposición espresa de la ley, Jo 
que, reputándose esencial, no podría suprimirse sin que 
la ley se pusiera en contradicción consigo misma. 

No son sustanciales, porque, aun suprimidos, no quedan 
los litigantes privados del derecho y de los medios do 
deTensa, pudiendo por sí misinos, sus representantes ó sus 
abogados, informar iit tuce al ti. ¡upo de la vista de la causa, 
ü escribir en derecho, cun venia do la Corte, cuando ajui- 
cio de esta, sean muy arduas las cuestiones jurídicas que 
he debate, conforme al artículo duscíentos diez y ocho de 
la ley de procedimientos. 

Si no son esenciales, su omisión, por mas que déla 
siempre evitarse, no produce la nulidad de la instancia, 
cuando se ha incurrido en ella por error. 

Y en lodo caso produciría una nulidad relativa, cubierta 
y reparada por el consentimiento, tácilo^ 6 espreso, de 
las partes , siendo uno de los hechos que suponen censen- 
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timíento tácito, él de no Imhurse pedido en oportunidad ta 
reparación del error en el procedimiento. 

Por eso es quo la ley de enjuiciamiento civil en España 
rjue, junto con la de enjuiciamiento para los negocios y causas 
de comercio, .sirvió de modelo á la de procedimientos nacio- 
nales, dispone en el artículo mil diez y nueve que: «Para que 
los recursos fundados en las causas espresidas en el arlículu 
mil trece, puedan ser admitidos, es indispensable que ge 
hava reclamado l.i sulsanacion de la falla en la instancia en 

i 

i|uo se liaya cometido, y en la siguiente si lia sido en la pri- 
mera, > y por eso, en el proyecto do ley de enjuiciamiento 
civil para la Provincia de Buenos Ayres, a que han servido 
de base la ley de procedimientos nacional, las dos leyes Kspa- 
fndas que acaba de citarse, y el Código Francés de procedí, 
alientos, comn lo espresa su autor en ñola oficial de prime- 
ro de Junio de mil ochocientos sesenta y ocho, se establece 
en el arliculu doscientos cuarenta y cuatro, que: «La nulidad 
por defecto de procedimiento quedará subsanada, siempre 
que no se reclame la reparación de aquellos, en la misma 
instancia en que se hayan cometido. 

Por último, la ley diez, Ululo diez y siete, libro cuarto, 
11. C. que un distinguido Jurisconsulto Argentino ha llamado 
c>n razón ley de verdad y tmew f¿, dispone que sean válidas 
las sentencias, aunque fallen algunas de las solemnidades 
y sustancias de la orden de los juicios, siempre que consto 
|o que < el demandador entendió demandar, ó el acusador 

■ pedir, seyendo hallada la verdad del fecho per el proceso, en 
i Cualquier de las instancias que se viere, i y autoriza á los 
Jueces i que conocieren de los pleitos > para quo * los de- 
» Icnninen y juzguen según la verdad que hallaren probada 
• en tales pleylos » declarando sus sentencias * valederas». 

■ Do modo que el silencio guardado por el Sr, Procurador 
durante el procedimiento de que se queja ahora, su omisión 
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en pedir con oportunidad la reparación dn\ defecto en que se 
había incurrido, obstarían siempre á que pudiera ser admiti- 
do su recurso por Taitas en el procedimiento, que él repula 
sustanciales, y que en realidad no lo son. 

El segundo recurso es el beneficio de restitución in iníe- 
grum que concedía al Fisco la legislación antigua, y que, 
según la Jey diez, titulo diez y nueve, partida sexta, citada 
por el procurador, era el mismo otorgado á los menores por 
la primera ley de ese título y partida. 

Para los menores, el beneficio ha sido suprimido por el 
Código Civil Argentino. 

La razón capital, espuesta por el autor en la nota oficial, 
que el señor Procurador llama carta, con que presentó al 
señor Ministro de Justicia el primer libro, no es la que con- 
tienen las palabras que el señor Procurador transcribe á 
foja ciento noventa y seis y vuelta. 

La razón capital, espuesta allí, tiene mas alta filo- 
solía, 

• 11c suprimido, dice el Dr. Velez Sarsficld, el bentfírin de 
restitución in integrum de los menores, que se hulla quitado 
en muchos de los Códigos modernos. * * La sociedad debe, 
en efecto, cuidado y protección ó los incapaces de gobernar 
sus personas y bienes ; pero no les debe privilegios, y menos 
privilegios de hlales consecuencias para los derechos de utras 
personas. > 

Suprimido el beneficio para los menores, queda virtual y 
lógieametUe suprimido para el Fisco: primero, porque sien- 
do el beneficio del Fisco la imitación del concedido a" los 
menore*, debe cesarla imitación cuando desaparece el objeto 
que se imita ; segundo, ¡urque á uno y otro comprende la 
razoa de la leprusion : la ley < debe protección, pero nn 
debe privilegios y menos privilegios de fatales consecuen- 
cias para los derechos de olra3 personas, i 
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Suprimido para los contratos, queda virtual y lógicamente 
suprimido pan los juicios, porque, para juicios y contratos, 
so concediajmr idéntica razón, y porque es ostensiva á jui- 
cios y contratos la razón capital que lo suprime. 

Aun sin esa esposicion, hecha por el autor del Código, que 
es un elemento para su inteligencia y comentario, el benefi- 
cio de la restitución in tntegrum habría dejado de existir, por 
la sola circunstancia de no hallarse entre sus disposiciones 
ninguna que lo otorgue ; porque, siendo un privilegio del 
derecho civil, que debía su existencia á la ley civil única- 
uicnle, era necesario para conservarlo, después de la sanción 
del Código, que un articulo espreso lo hubiera mantenido, 
con tanta mas razón cuanto que el artículo veintidós del pri- 
mer título preliminar establece que i!o que no está dicho 
esplícila ó implícitamente en ningún articulo del Código no 
puede tener Tuerza de ley en derecho civil, aunque anterior- 
mente una disposición semejante hubiera estado en vigor, 
sea por una ley general, sea por una ley especial ;• el artí- 
culo duce, titulo primero, sección primera, libro primero, 
que i respecto de los terceros, los establecimientos y corpo- 
raciones con el carácter de personas jurídicas (entre las que 
se cuenta el Estado, según el artículo cuarto, gozan en gene- 
ral th los mismos derechas que los simples particulares para.... 
intentar en la medida de su capacidad de derecho, acciones 
civiles ó criminales,! y á pesar de que el señor Procurador 
afirma que t el Código Civil no dice una palabra de esto en 
sus disposiciones, ■ el artículo octavo, título segundo, 
sección y libro citado, suprime la restitución para los me- 
nores con estas bien esplícilas palabras... c sin que se les 
conceda el beneficio de restitución, ni ningún otro beneficio 
6 privilegio. » 

anticua, el menor 
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Necesitaba probar, conforme á la ley seis, lílulo diez y nueve, 
partida sexta, dos estreñios, — lo menor edad, y el daííu ó 
menoscabo. 

El Fisco, pues, cuyo beneficio era igual al del menor, no 
seria restituido c tamquam fisctis, sed lamquam tmats i , y 
necesitaría, por consiguiente, probar que había sido perjudi- 
cado por la sentencia. 

El perjuicio no resultaría probado por el becbo material 
deque le hubiera sido contraria lo sentencia, porque los mns 
decididos partidarios del privilejio no podrían llegar hasta el 
punto de sostener, que lodo pleito del Fisco debía senten- 
ciarse a* su favor, aunque lo sostuviera sin justicia, y que, no 
siéndolo, debia la sentencia restituirse. 

Para probar el daño seria, por tanto, necesario demostrar 
que la sentencia le era contraria sin razón, en otros térmi- 
nos, que la sentencia era injusta. 

¿Cuál es, en último resultado, la pretencion del Fisco? 
¿ Cuál es la resolución pronunciada por la Corte? 

La prelencion del Fisco os pagarse con los efectos que I). 
Manuel Ocampo reclama como suyos, lo que le adeuda U. 
Carlos M. Palacios. 

La resolución pronunciada por la Corte, es que si los 
efectos reclamados son realmente de Ocampo, el Fisco rio 
puede pagarse con ellos de lo que no le adeuda Ocampo sino 
otro. Y la justicia de esta resnlueion es perceptible para la 
conciencia recia de cualquier hombre de buen sentido, sin 
necesidad de que sea jurisconsulto. 

De manera que, aun bajo el imperio de la legislación anti- 
gua, el recurso de restitución se confundiría en cierto modo 
con el de injusticia, que será mas adelante examinado, com- 
pletándose allí la demostración de que, aun bajo el imperio de 
¡a lejislacion antigua, seria tal recurso inadmisible en esta 
causa. 
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Lo seria también, porque, según la ley once, Ululo diez y 
siete, libro cuürto, H. C, de las sentencias de que no se po- 
día suplicar, no se podia tampoco pedir restitución, ni por 
los menores, universidades y demás personas privilejiadas, 
ni por los mayores, en los casos en que, segun derecho. Ja 
podían pedir por justas causas, de modo que por la restitución 
no pudiera volverse á t mover, suscitar, ni lral.tr los pleitos 
que por las dichas sentencias hubieren quedado y quedaren 
acubados. * 

El tercer recurso es el de nulidad por injusticia notoria. 

Al intentarlo, lia olvidado el señor Procurador lo que dis- 
pone la ley cuatro, título diez y siete, libro cuatro, ft. C, que 
conviene aquí recordar : * Ordenamos y mandamos, que en 
toJos y cualesquior negucios en que, conforme á ias leyes de 
estos Heynos, de las seulencias dadas por los del nuestro Giíir- 
íejn y oidores, délas nuestras Audiencias no ha lugar suplica- 
ción, se entienda así mismo, no babor lugar atajarse ni ' oyw- 
ttteru de nulidad, aunque se diga y alegue ser de incompetencia 
ó du defecto de jurisdicción ó que de ella notoriamente 
cimMc del proceso y autos del, ó en otra cualquier manera. » 

K-a disposición impide el ejercicio del recurso, sea que 
se intento como acción sea como escepcion. La acción se 
niega. La escepcion se opone. Y empleando la ley los dos 
vueables aleñarte ni oponerse^ ha comprendido claramente 
Li acción y la escepcion. 

Y como si eso no fuese bastante espreso todavía, la misma 
ley agrega « ni para impedir la ejecución de las tales sen- 
tencias, ni para que después de ejecutadas, se pueda tornar 
al pleyto : y que por las dichas sentencias se entiendan ser 
acabados y fenescidos fas diclios ¡deijtos, sin que se puedan tor- 
nar á mover, ni suscitar, ni tratar en manera ahjuna. 

Olvídese por un instante la existencia do esa ley, y se verá 
asi mismo que, á pesar de los esforzados calificativos que 
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emplea el señor Procurador, las imputaciones que hace en 
esle recurso, son fie todo punió infundadas. La Córlese com- 
place en esc estudio, que la pone en presencia de lo opi- 
nión, t fuerza viva de que la sociedad no se desprende al 
* delegar en los Poderes Públicos el ejercicio de su sobera- 
t nia, > como en otra ocasión lo lia dicho ya. 

Los motivos porque el sefior Procurador repula nula, 
como notoriamente injusta, la sentencia del veinte y siete 
de Junio, que corre á fu ja ochenta y dos, son : 

* Por haber violado la cosa juzgada y revocado una sen- 
tencia ejecutorí rda. • 

i Porque está fundada en hechos falsos. ■ 
i Porque es contradictoria en sus términos. ■ 

• Porque es inejecutable. * 

Para sostener su primera afirmación el señor Procurador, 
olvidando que la ley veinticuatro f.f. de leo. ha 'dicho inei- 
vtlc esi nisi tota hge perspecta . . . judicare vel retpondire, 
hn citado, omitiendo una frase sustancial, el artículo dos- 
cientos y catorce de la ley de procedimientos, y aunque 
Don Manuel Ocampo le ha recordado en el escrito de loja 
ciento cincuenta y tres la frase fundamental omitida, e! 
señor Procurador Jeneral ha insistido en su omisión, ni 
citar aquel artículo de nuevo á foja ciento noventa y dos 
vuelta. 

La Corte, que d^bo juzgar tota leye perspecta, restable- 
cerá la integridad del artículo citado truncamente, y esto 
hnstuá para poner de bullo el error del señor Procurador. 

Literalmente dice ese articulo así : < Si el apelante no 
mejorare el recurso en e) término señalado, se declarará 
desierta la apelación* y la sentencia consentida, á la pri- 
mera rebeldía que le acusase el apelado ■ 

La apelación no queda, pues, desierta y la sentencia cun- 
ta por solo el ministerio de la ley, como el señor 
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Procurador pretende; no queda desierta y la sentencia ron- 
scnlitla , sinó por la declaración que debe hacer el tribunal 
n lo primera rchehUa que a< ume el apekufa. 

Esta es la significación clara de la ley, y la única inter- 
pretación sincera que se le pueda dar. 

Su ha recordado antes que la ley de enjuiciamiento civil 
en España junio con la do enj u i cían liento para los negocios 
y causas do comercio, sirvió de, modelo á la do Procedi- 
mientos nacional. 

El testo de esas leyes hace, por consiguiente, autoridad, 
para esclarecer las dudas que pudieran surjir del testo de 
la nuestra. 

El artículo cuatrucicnto y uno do la ley de enjuicia- 
miento para causas de comercio, requiere, como el dos- 
cientos y catorce de la ley nacional, que se acuse rebeldía 
para que se declare Ja apelación desierta ; el ochocientos 
treinta y ocho de la de enjuiciamiento civil, dispone «pie 
i si el apelante no hubiere comparecido dentro del término 
del emplazamiento, rf la primera rebeldía que acuse, el apehdo 
se declarará desierto el recurso : t el ochocientos treinta 
y nueve, que si ni el apelado ni el apelante comparecieren, 
en cualquier tiempo en que esto se présenle, continuará 
Ja suslanciacion de la instancia ; el mil setenta y ocho * si 
no se presentare el apelante, transcurrid que sea el tér- 
mino del emplazamiento. y acosada una rebeldía, se declarará 
desierta la apelación : * y el mil setenta y nueve sino se 
acusare rebeldía, cualquiera que sea el tiempo en que se 
persone el apelante, seguirá la suslanciacion del recurso. » 

No habiéndose acusado rebeldía por el señor Procurador 
no estaba desierta la apelación interpuesta por Don Manuel 
Ocampo, no estaba consentida Ja sentencia de que se ba- 
hía interpuesto el recurso: aun hoy mismo, si pudiera anu- 
larse y Iiubiese razón para anular el fallo de la Corle, cor- 
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rienle á foja ochenta y tíos, eslaria aquel recurso subsis- 
tente, y Ocampo habilitado para mejorarlo untes tío que el 
señor Procurador le aeu?ase rebeldía, debiendo, si así lo 
hacíiij serle admitida la mejora y continuada la instaneia. 

No hay, en consecuencia, cosa juzgada cuya Tuerza haya 
sido violada por el fallo de la Corle ; no hay sentencia eje- 
cutonada que haya sidu revocada. Esta afirmación del se- 
ñor Procurador no puede sostenerse en presencia del arli- 
i'tilo doscientos catorce de la ley de procedimientos, una 
ve/ restablecida la Irase sustancial que él había suprimido 
al invocarlo. 

^ tan inseguras se muestran las ideas del señor Procu- 
rador á este respecto, a pesar de la lirrneza de expresión 
que emplea para enunciarlas, que á Toja ciento cincuenta 
y cuatro vuelta pide que : restituyéndolo « ln cansa al e*- 
tadu que tenia el veintisüs de Junio > (el día antes de pro- 
nunciarse el fallí de la Curte), se le dé « vista para pedir 
lo que corresponda con arreglo á derecho. » 

Si la sentencia del Juzgado de Sección que fué revocada 
por la Corte, estuviese ejecutoriada, como lo supone el se- 
ñor Procurador, no habría cosa alguna que pedir sinó la 
devolución de los autos, para que se diera ejecución, y el 
señor Procurador habría podido pedirla desde ahora, sin 
necesidad de que se le dé « visla i para hacer tan sencilla 
petición. 

Sj aquella sentencia estuviese ejecutoriada, la causa no 
debería reponerse « al estado que tenía el veintiséis de Ju- 
nio de mil ochocientos setenta y uno., sinó al estado que 
tenia antes de que se mandara pasar los autos al Relator, 
porque la violación de la cosa juzgada habría empezado con 
el procedimiento que h ubi en levantado su sello inquebran- 
table, y la reposición debería comprender todo el procedi- 
miento violalorio de ese sello. 
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La segunda afirmación es la de que !a sentencia está 
fundada en hechos falsos. 

El señor Procurador vuelve á usar otra vez con impro- 
piedad ias palabras, y necesita, para sostener su afirmación, 
suponer en c;l fallo pronunciado por lj Curie á faja ochenta 
V dos una palabra que no existe. 

La Curte no ha dicho allí ni en parte alguna, como lo 
supone el señor Procurador Ceneral, íi foja ciento cuarenta 
y nueve y ciento noventa y cuatro que, en diez de Marzo 
* estaban vencidas con mucho exceso todas las obligaciones 
de Palacios — c que las obligaciones de Palacios hahiau 
tudas vencido antes el diez de Marzo. » 

Loa tranquilamente el señor Procurador el fallo di- la 
Corte* y se convencerá de que él lia escrito la palabra tontas 
en donde no está escrita por la Corte; que lejos de afirmar 
el Inlmna! que Lis obligaciones estaban finios vencidas antes 
del diez de Marzo, ha enumerado entre 'otras, en el se- 
rondo considerando relativo n los hechos, la letra venrida 
el diez y seis, en e! terceru, la letra vencida el veinlumev.; 
de Marzo ; y que, enumeran lo con sus fechas vencimientos 
posteriores al dia diez de Marzo, no podía incurrir en el 
¡iWirdo de establecer el « hecho falso » de que antes del 
diez de Mar/o « estaban vencidas con mucho exceso todas 
las obligaciones de Palacios. 

Suprimiendo pues, la palabra que no ha ocrito la Corte, y 
que indebidamente ha escrito el señor Procurador, resulla 
cierto el hecho que él clasifica de € (iilso ■ y que es el hecho 
fundamental de la sentencia, aunque haya electivamente una 
equivocación, no en la sustancia, sino en un accidente de 
osle hecho. La Corte no tiene en reconocerlo inconveniente. 
La justicia de ese tallo no resulta comprometida por eso. 

El hecho cierto es e, cuando tuvieron entrada en la 
aduana dol Rosario las mercaderías que Ocampo reclama 
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como suyas, el día diez de Marzo de mil ochocientos seten- 
ta, parle de las obligaciones propias de Palacios y de las 
que lu afectan como fiador de Den Benito Mendanha, esta- 
ban ya vencidas, sin que la Administración da Rentas hu- 
biera cumplido con las prescripciones do las Ordenanzas de 
Aduana. 

La verdad do ese hecho resulta de la cuenta general y la 
de Letras acompañadas á su informe por el Administrador 
de Rentas, que corren á fojas setenta y cuatro y setenta y 
cinco, del cuadro de vencimientos ;í foja ciento treinta y 
cuatro, y de las siguientes palabras que so líen en el último 
informe producido por el mismo empleado, á foja ciento 
treinta y cinco vuelta * Don Cárlos María Palacios, como 
comerciante introductor de esta plaza y fiador de la casa 
fallida de Benito Mendanha y Compañía, en el mes de Marzo 
de mil ochocientos setenta adeudaba derechos tMirailuana 
por varios permisos de importación y exportación y varias 
letras procedentes de los mismos ramos * 

• Como es consiguiente, y por las mil circunstancias que 
ocurren en una administración, en osa época se encontra- 
ban vencidas é impagas parte de las garantías du Mendanha 
y algunos de los permisos cuyos derechos debían satisfa- 
cerse al contado. 

La equivocación, no en la sustancia, sinóen un accidente 
de ese hecho, consiste en la cantidad. En el fallo do foja 
ochenta y dos se consideró como vencidas antes del diez de 
Marzo, algunas de las obligaciones que, en realidad, no lo 
estaban. Es cuestión do mas ó menos. Pero cuestión acceso- 
ria, porque, fuera mayor ó menor la cantidad, siempre que- 
da constatado y fuera de duda el hecho principal — antes 
del diez de marzo habia obligaciones vencidas, por las cuales 
la Administración de Rentas del Rosario no había cumplido 
con las prescripciones de las ordenanzas de Aduana. 
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En el dejreto 'le foja cincuenta y cuatro para mejnr pro- 
veer, mandó la Corte que el administrador de Rentas do la 
Ciudad del Rosario, informase mire oíros puntos, icn que 
fecha venció y qué valor representa cada una de las letras de 
que o; deudor Ü. Carlos M. Palacios, con distinción de las 
que sean por mercaderías que él mismo ha introducido, y de 
las que deba como fiador de Ü. B. Mendanha. 

Evacuando el informo el Administrador dijo en el oficio 
de luja setenta y nueve .el cuadro que se acompaña ... 
contesta la primera interrogación, pues detalla el vnW 
de las letras á cargo de Don Culos M. Palacios por 
importaciones suyas, tas fechas tírt vencimiento de eliax 
y el de los créalos en que era fiador de Don Benito 
Mendanha por permisos * de productos csportados por 
esto. 

Como se halón preguntado al administrador de Reñías en 
qué fecha venció cada irna de las letras de que era deudor 
Palacios, con distinción de las que fueran por operario- 
fies propias, y de las que fueran pnr su fianza a Men- 
danha, — como el administrador, refiriéndose al cuadro q U tj 
corre á foja setenta y cuatro, dijo que et detallaba « las fe- 
chas de los vencimientos de ellas * y como en ese cuadro no 
hay mas que una fecha referente a cada operación, la Corte 
debió entender, como entendió, que esas fechas eran las 
do los vencimientos, pues era eso loque preguntaba ylo que 
se le debia informar ; y con tanta mas razón debió entenderlo 
cuanto que, siendo la mayor parto de esas fechas muy ante, 
rieres al primero de Abril en que el Administrador espedía 
sus decretos de embargo, lo que de ellas aparecía, coincidía 
rigorosamente con ta forma empleada en esos decretos, en 
que se dice * estando excesivamente vencidos los plazos de 
ta ley, » como se vé a fojas cincuenta y ocho vuelta, sesenta 
y sesenta y dos vuelta, pues la palabra excesivamente indicaba 
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que los vencimientos eran muy anteriores, como lo eran las 
fechas escritas en el cuadro. 

Si el administrador hubiera respondido con la claridad que 
debía en el informe, no habría inducido en error á la Curte ; 
error que es felizmente accidental y sin consecuencia, pues 
deja integro el hecho capital que sirve de base al fallo, y que, 
aunque el señor Procurador diga que es falso, es sin embar- 
go cierto. Antes del diez de Marzo habia obligaciones de 
Palacios, respecto de las cuales no so había cumplido lo pres- 
crito en las ordenanzas do Aduana. 

La Corle, por su decoro, se ha detenido á es pl i car el 
origen de la equivocación, para que no quede subsi -lente 
la insinuación de que procedió con ligereza. 

La importancia de este hecho, tal cume queda estable- 
cido, oij su relación con la doctrina contenida en el fallo, 
será mas adelante demostrado. 

El señor Procurador, después de ¡tablar de hechos f ateos, 
habla también de documentos falsas, y cita las leve- diez y 
nueve, título veintidós, primera, título veintiséis, partida 
tercera, asegurando que ignora * con qué datos pudú el 
tribunal hacer su cálculo equivocado de vencimientos; * 
pero que i cualesquiera que ellos lucran, es indudable que 
son f lisos. > 

Los datos con que el Tribunal hizo su cálculo de venci- 
mientos, están mencionados en el fallo de foja ochenta y 
dos. 

No puede decir, pues, sin incurrir en una nueva impro- 
piedad de leuguage, el señor Procurador, que ie,nor¿i con 
qué datos se hizo el cálculo de vencimientos. 

Estos dalos son los que remitió con su informe el admi- 
nistrador de Rentas del Itosario. Hubo en ellos falta de 
claridad y precisión; pero no son falsos: son ciertos. Están 
t fundados en los asientos de la Contaduría de Aduana, » 
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para ios que reclama « plena fé • el señor Procurador á 
foja ciento cuarenta y nueve vuelta, y están hoj confirmados 
por el cuadro do foja ciento treinta y cuatro y por el 
informe de foja ciento treinta y cinco en cuanto al heclio 
sustancial. 

La disposición, por tanto de las dos leyes de Partida, (pie 
rcruerda el señor Procurador, eslá invocada sin pertinencia. 

La tercera afirmación es la de que el fallo de la Curte 
es contradictorio con su doctrina. La doctrina, pues, no 
es la impugnada como contraria á la ley. Lo que se impugna 
es la aplicación de la doctrina. Suponiendo que la impu- 
tación fuera cierta» eso constituiría un error de aprecia- 
ción, y no una violación de la ley, palmaria, evidente prima 
favie, resaltante * ¡\ lo¡> ojos de todos sin necesidad de 
discursos ni argumentos, i como se necesita para decir que 
hay en la sentencia * el carador do una injusticia ó nuli- 
dad notoria, » 

Pero la imputación no es cierta. La parte dispositiva 
del fallo es concordante con la doctrina que le sirve de 
fundamento, y la doctrina es legal, es moral, y está auto- 
rizada por una decisión do la Suprema Corte de los Esta- 
dos Unidos, cuyas sentencias se citan en lodo el mundo 
con respeto. 

El fallo ilc foja oclienta y dos dispuso que, *si Don Ma- 
nuel Ocampn justifica que son de su propiedad las merca- 
derías embargadas y rematadas por la aduana, para el pago 
de las obligaciones de Palacios, se le debe entregar su 
importe por la Administración de Rentas en ta ciudad del 
Knsario, con deducción de la cantidad á que ascienden 
los derechos correspondientes á las mismas mercaderías 
rematadas. * 

Los fundamentos de derecho que establecen la doctrina 
de ese fallo, son ; 
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* Que el artículo ciento odíenla y dos de U Ordenanza 
llene por objeto definir, estableciendo una presunción de 
derecho, cuáles son las mercaderías que debe considerarse 
del deudor, para verificar en ellas el embargo de que ha- 
bla el ciento ochenta. 

« Que ese embargo debe hacerse después de vencidos 
los Ires días de gracia acordados al deudor, según lo dis- 
puesto en el ciento setenta y nueve, y no existiendo iner- 
eadcrias que puedan ser embargadas, ocurrirse anie los 
tribunales ordinarios á perseguir el cobro de ía deuda, 
conforme á lo dispuesto en el ciento ochenta y siete. 

* Que, por consiguiente, la presunción establecida en el 
artículo ciento ochenta y dos, se refiere claramente á las 
mercaderías que estuviesen en la aduana al tiempo de ven- 
cer los tres días señalados en el ciento sesenta y nueve, 
por # cuanto, si en £se tiempo no existen mercaderías en la 
aduana, <l cobro debe salir de la jurisdicción administrativa 
para entrar en la judieiaria sin que pueda la a Imioistracioo 
reasumir para embargar las entradas con posterioridad, la 
jurisdicción de que se ha desprendido, con menoscabo de 
la que corresponde al Juzgado de Sección, ni practicarse, 
por tanto el embargo sin auto judicial. 

t Que las presunciones cuando pueden perjudicar á uti 
tercero, no deben estenderse á mas de lo quo autoriza el 
testo literal y preciso de la ley en que se fundan, sino quo 
deben, por el contrario, limitarse al sentido riguroso de las 
palabras empleadas por la mtsma ley. 

t Que el embargo, la suspensión de despacho, y el ocurso 
en su caso á los tribunales ordinarios, de que hablan los 
mencionados artículos de la Ordenanza, sirven no solo para 
asegurar ol percibo de ia renta, * sino también para pro- 
« ducir liecbos noterios que hagan saber al comercio el 
t estado en que se encuentra, en las oficinas fiscales, el 
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* crédito del comerciante que ha dejado de cumplir las 
i obligaciones del impuesto, y evitar que, por falla de 

* esos hechos notorios, se haga de buena le consignaeio- 

* nos al comerciante que ha faltado á su crédito en la adua- 

* na, por terceros que crean que su « consignatario con- 

* serva íntegro su crédito. 

« Que, si la Aduana ha dejado de ocurrir á los .tribunales 
ordinarios, por medio del Procurador fiscal, y retenido ia ju- 
risdicción do que debia desprenderse, por un tiempo mayor 
que el señalado en la Ordenanza, « no puede, ni debe preva- 
lerse del retardo causado por ella misma, en perjuicio de 
otras personas, á quienes su inacción y su reserva lia 
podido inducir en error, porque no es moral ni justo, que la 
Administración que ávho ser leal, franca y pública en sus 
aclos, guarde en reserva sus créditos vencidos, cuando al 
tiempo del vencimiento no hay en la Aduana mercaderías que 
embargar, [tara caer por sorpresa sobre las que en adelante 
pudieran ser consignadas al deudor, en la creencia, que su 
silencio ha autorizado, de que aquel está solvento cu la Ad- 
ministración fiscal, » 

« Oue la doctrina establecida en los precedentes conside- 
randos, no puede hacer incierta de manera alguna la persona 
de los deudores A la Aduana, pues para la Aduana los deudo- 
res quedan siempre ciertos y nominativamente conocidos 
en la persona de los introductores 6 esporladores ; y en la 
de sus fiadores, que son los que se han obligado con ella ; 
no importando esa doctrina otra cnsa que la declaración de 
que la deuda de uno* no puede harem efectiva sohn hs 
bienes de otros, mmpre que estos jmti/ifjuen. iathfactoria- 
mettte w propiedad, poniéndolos á cubierto de una pre- 
sunción que sulo podría comprenderlos ñor una interpre- 
tación ostensiva, y que ellos destruyen por una prueba en 
contrario. 
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c (Juc esa doctrina no tiende tampoco, como equivocada- 
mente lo había supuesto el Procurador fiscal, á establecer el 
principio que seria inadmisible, de que un deudor no está 
obligado á pagar su deuda con los bienes que hubieso 
adquirido después de su vencimiento, sino únicamente con 
los que tuviese al tiempo del vencimiento ; porque, debiendo 
ser perseguido el deudor ante los Tribunales ordinarios, puedo 
el Juez de la Sección mandar que se practique el emhargn 
sobre las mercaderías que hayan entrado con posterioridad 
á la Aduana, y que solamente quedarán á cubierto de los 
efectos de ese embargo, en él caso de que un tercero justifi- 
que que son de su propiedad, resultando que sin esa justifi* 
cacion y siendo realmente del deudor, están afectas al pago, 
aunque las haya adquirido con posterioridad al vencimientu ; 
de manera que la doctrina favorece al tercero, sin favorecer 
al deudor mismo. » 

¿Dónde está la contradicción entre la doctrina y la parte 
dispositiva de la sentencia '.' Kl señor Procurador pretende 
demostrarla diciendo : « Si hubieran de entregarse :í Ocampo 
las mercaderías, según su disposición, resultaría que ta 
Adua:ia no puede disponer délas mercaderías que su deudor 
tiene en sus almacenes al tiempo del vencimiento de sus 
obligaciones, lo que es contrario á la duelrina de la sentencia 
y á la ley. Si se pueden ejecutar oslas mercaderías para el 
pago de las obligacnuies, enlónces la doctrina queda anulada. 

« Esta es la nulidad mas cúmplela que puede contener 
una sentencia, p 

La Aduana puede embargar y ejecutar las mercaderías 
que tiene en sus almacenes el deudor, al tiempo del venci- 
miento desús obligaciones. Pero debo hacerlo en los térmi- 
nos que designa la ordenanza. Si al vencimiento de las obli- 
gaciones, no tiene el deudor mercaderías en la Aduana, debe 
la Administración suspenderle inmediatamente el despacho 
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y ocurrir á los Tribunales, por medio del Procurador fiscal, 
produciendo así hechos notorios» que hagan ^abcr al comer- 
cio el estado en que se encuentra rl c red ¡lo del deudor que 
lia deshonrado sus obligaciones, y evitar «le ese modo que 
oíros comerciantes, a quienes la inacción, la negligencia, el 
silencio de l.i Aduana, ha inducido ó podido inducir en error, 
consignen de buena fe al que lia fallado en su crédito, mer- 
sobre las que pueda caer la Aduana por sorpresa, y 
no habría consignado, si la Administración, 
cumpliendo severamente sus dibcres, do hubiera encubierto 
la situación del deudor insolvente. 

Si no procede así, si se luce culpable de omisión, si con 
su reserva y su silencio, induce en emir al comercio, si cun- 
tí ibuyn á que consignantes de buena fé sufran* engaño res- 
pecto de la situación de su consignatario, la Aduana no 
puede prevalerse de su propia falta, de su propia omisión, 
para adquirir derechos sobre mercaderías pertenecientes á 
una consignación, que no se habría hecho si hubiera ella 
cumplido estrictamente sus deberes. 

Si no procede así, si es ne^l jeiile, conserva íntegro su 
derecho personal contra el deudor y contra los fiadores ; pero 
su posición queda viciada respecto de los terceros, y no 
puede perseguir las mercadurías cimnignadas al deudor y 
perteneeienies á un tercero, ni en razón de las obligaciones 
anteriores, ni en razón de nuevas obligaciones. Y ese resul- 
tado se p roí luce, sea cual fuere el número y la cantidad de 
las obligaciones descuidadas. 

Ksta es la doctrina del fallo recurrido, con la que su dis- 
posición esta muy lejos de se/ contradictoria, Estoes lo legal 
y lo moral ; lo único legal, lo único moral ; este es el fspí- 
rilu ile la ordenanza, la única interpretación que se le puede 
dar sin hacer injuria á la ilustración y á la buena íú del 
Congreso que la dictó. 

t. ni ty 
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La ley procede siempre con propósitos honestos. ,Nu 
puede tener jamas ta intención de lomen lar el engaño, 'de 
favorecer la negligencia, ' de tender redes á la buena fé del 
comercio, de rodearlo de dificultades y de peligros artificia- 
les, que lo detengan en sus evoluciones, lo desalienten, lo 
aminoren, y con el peligro, el desaliento y la aminoración del 
comercio, produzcan la decadencia de la riqueza pública, y 
la decadencia de la renta misma. 

La ley no considera como bienes los que traen mas daño 
que provecho : regla tercera, Ululo treinta y cuatro, partida 
siete : y no ha podido anteponer la pequeña ventaja de una 
fiscalidad injusta y oscesiva, al respeto que se debe al proce- 
der de buena fé. 

í Aduana con su neglijencia contribuye en el capo su- 
puesto aj engaño del comercio, y en el conflicto que de ese 
modo se suscite entre la Aduana y el comerciante que re- 
clama las mercaderías como suyas, toda la ventaja debe ser 
para el comerciante ; i porque las leyes ayudan á los enga- 
ñados é non á los engañadores ¡ ley seis, título diez y nueve, 
partida sosia. 

La Corte honra, pues, como debe, la ilustración y la since- 
ridad del Congreso, sosteniendo y declarando que esta es la 
jurisprudencia Vijica que se desprende do la obra del Con- 
greso, 

Esa jiirispruiH'ncia sirve también para despertaren los em- 
pleadns encargados del pi-reibo de la renta, una severa vigi- 
lancia en el cumplimiento de los deberes ven la observancia 
de los términos : tiende ó evitarcl espíritu de condescenden- 
cia con los deudores que deshonran sus obligaciones, y 
salvando de engaños y de conflictos al comercio, tiende á 
asegurar, por consiguiente, la recaudación del impuesto, y 
á evitar que, en la «visación de cuentas de las aduanas, se 
revelen errores por mas de medio millón de pesos fuertes, 
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como se han revelado porla sección de la Contaduría Gene- 
pal que se ocupa de ese trabajo, según lo lia mam Pesiado al 
Congreso el señor Ministro de Hacienda en la página treinta 
y nueve de la memoria que ha presentado en este año. 

Salva de engaños y de conflictos al comercio de buena fe, 
t porque, si la interpretación quo lia querido darse al artí- 
culo ciento odíenla y dos, dice 1>. Manuel Oc.ampo con 
razón, prevaleciese alpina vez, produciría una perturbación 
en las relaciones mercantiles erni ni esleríor. Si los que re- 
miten valiosos cargamentos á consignación, llegasen á coin- 
prendi-r que la Aduana Nacional podía embargar sus carga- 
mentos y venderlos, para mitrarse las deudas anteriores de 
los consignatarios, sentiríansc probablemente en mochos 
casos, indecisos para enviar sus mercaderías ü que corrie- 
ran los riesgos «le tan rara eventualidad. * 

La Suprema Corle ile los Estados Unidos declaró en el caso 
do Harri VDcnmé, por el órgano de Slory que pronunció la 
sentencia en nouike de la Curie, que los Estados i tu dos no 
tinten pr'trile<tvi ahjuti» sobre los lfie*mderíus t para W cobro de 
derechas adeudados por films mtrmdtria* uukriormrnit impar- 
tadas i á pesar de que, allí, como entre nosotros por la orde- 
nanza de aduana, se reputa por la ley, para los efectos del 
impuesto, corno propietarios de Lis mercaderías á tas perxu- 
nos á animes dichas menaderíns hayan sida <:<>ii$tqtw4n$ % y se 
manda también corno en la ordenanza nuestra, que á ningún 
deudor que haya dejado de cumplir las obligaciones del im- 
puesto le Ufa herho crédito tu ¡u futuro par derecho* en las 
aduanas de hs Estados l 'nidos t mientnix tales uUlujticnmn no 
sean payada* y chancclada*, Curtís, Reporta, lo mu octavo, 
página cuatrocientos veinticinco. 

Él señor Procurador objeta también á la sen leticia, como 
vicio de nulidad, que la Coi le lia procedido sin jurisdicción 
en el caso, porque ha funduJo su Tallo en el hct.hu de las 
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ubli paciones vencidas ; t y como esto hecho no halan sido 
alegado portas partos ni discutido judicialin^file, el tribunal 
se ha tomado una facultad que le niega el articulo doscien- 
tos veinticuatro de la Voy de procedimientos, cuyo texto es el 
siguiente : no podrá [aliar la Suprema (lurte sobre ningún 
capítulo que no se hubwe propuesto á la decisión del inferior. 

El señor Procurador da al articulo que cita, una significa- 
ción que razonablemente nu se le puede dar. 

Ese articulo nie^a jurisdicción á la Corlo para resolver 
sobre lo que no lia sido materia del juicio en la primera 
instancia, es decir, sobre lo que no se ha pedido por el de 
mandante, ó sobre la escepcion que no ha sido opuesta por 
ul demendado en la primera instancia. Pero no se la niega 
para resolver por razones ó por hechos que en la primera ins- 
tancia no hayan sido alegados. 

Cun tu inleüjencia dada por el señor Procurador, ese arli- 
culo estaría en abierta contradicción con el doscientos 
veinte, que permite recibir la causa á prueba sobre hechos 
deducidos de nuevo, es decir, sobre hechos que no han sido 
alegados en la primera instancia ; y no puede admitirse 
como posible que dos ailículos de ta misma ley sean contra- 
dictorios. 

Pero el hecho en que so funda la objeción es inexacto, 
Don Manuel Ocampo hahia alegado aquella circunstancia 
durante el curso délos procedimientos administrativos que, 
agregaduf en copia á petición del Procurador fiscal, so 
encuentran de foja quince á veintidós, y forman parte de 
los autos desde la primera instancia. 

Ocampo habia dicho, < mo consta que la Aduana no ha- 
bía procedido á la ejecución y cobro de esas tetras según 
lo prescrito en el artículo ciento y ochenta de esa ley. * y 
lo demás que su abogado transcribe á foja doscientos 
diezisiele y vuelta. 
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El último arbitrio suj crido por el señor Procurador Ge- 
neral, es la condenación ú los miembros del tribunal que 
han firmado la sentencia, en los términos de la ley veinti- 
cuatro, titulo veintidós, partida tercera. 

Ese no es un recurso contra la se rilen cid, sinó un efecto 
de la responsabilidad de los jueces, que no es, ni puede 
ser, La materia de este juicio. 

La ley citada por el señor Procurador es una ley penal, 
como lo dice su testo, y lo indica su epígrafe, que el se- 
ñor Procurador no habrá dejado de leer al mencionarlo por 
su número de orden en el Código « fjtte pena deve a ver 
el Juílgador que á sabiendas, ó por necedad, jttrfgó mal 
en pleylo que no sea de justicia, i 

La cita de esa lev, en seguida de haber escrito el señor Pro- 
curador, estas palabras: « líien sé que en el caso actual 
t podría entablarse una acusación en el Congreso, pero este 
« es un remedio estremo á que no suscribiría por mi parte; 
t porque traería indudablemente la disolución del tribunal 
* y graves responsabilidades personales á sus miembros, » 
tiene el carácter manifiesto de una amenaza, que es, sin 
embargo, impotente para ejercer coacción sobre el espíritu 
de los miembros del tribunal, seguro* como están, de ha- 
ber procedido en este caso, como en todos los que se 
han sometido á su fallo, con la conciencia pura y con 
lodo el esfuerzo de voluntad é intelijencia de que son 
ca [taces. 

La Curte no quiere ver en la cita y las palabras, ú pesar 
de su carácter manifiesto sinó un desabogo del exaltado 
celo con que el señor Procurador defiende los intereses fis- 
cales, aunque tenga, para ello, que olvidar que los pueblos 
no son simples instrumentos de renta para Jos Gobiernos, 
sinó seres colectivos, que solo se desenvuelven, se mora- 
lizan y prosperan á la sombra de la Justicia, bajo el amparo 
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de las Leyes y de las Autoridades Constitucionales que los 
mismos pueblos han creado. 

Por todas las consideraciones que preceden, la Suprema 
Corle de Justicia Federal por unanimidad de opinión en los 
miembros que conocen de esta causa, confirma el auto 
de hija ciento ochenta y siete vuelta, por el cual el Juez de 
Sección se lia declarado sin jurisdicción para reveer y «titi- 
lar los rallos del Tribunal Supremo — uVelara inadmisibles 
6 infundados los recursos deducidos por el señor Procura- 
dor General — y devuelve los autos después de pagadas las 
costas y de repuestos los tollos, para que se dé cumpli- 
miento al fallo ejecutoriado do f.iju ochenta y dos. 

Nolifiquese con el original. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos, — Marcelino Loarle, 
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ti. AteUno P. Martínez, contra el Gobierno de la Pro- 
vincia de Entrt-Riot soLc cnniergion de un billete <k 



Sumario. — La Suprema Corle es incompetente para cono- 
cer en una demanda contra el Gobierno de una Provincia, 
tratándose de una resolunion Administrativa del Poder Ejecu- 
tivo de dicha Provincia, no haciendo lugar a la conversión de 
un vale de depósito en título de renta pública, conforme á 
una ley provincia), no poniéndose en cuestión esa resolución 
bajo la pretencion de ser repugnante á la Constitución 
Nacional, ni á los datados ó leyes del Congreso. 



Caso, — 1). Avelina P. Martínez se presentó ante la Supre- 
ma Corte y espuso : que habiendo depositado en la Contadu- 
ría de la Provincia de Entre Hios, con arreglo á la ley de 2 de 
Mayo de Í8GG, la cantidad de£f. ¿tí 7 0,73 cts.en libramien- 
tos espedidos por el Gobierno, y espedidole dicha oficina 
el vale respectivo, por el valor de la cantidad depositada. 
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hnbia ocurrido posteriormente ni Gnhiernn por medio Je un 
apoderado para f|ue recabara su valor en títulos del crédito 
púKlico con arreglo á la ley citada 

Que tramitado el espediente administrativamente el Go- 
bierno había declarado que eJ vale espedido por la Contadu- 
ría, había sido satisfecho, y que el peticionario había cometi- 
do una acción indigna al intentar cobrar su valor ¡ resolvien- 
do que se inutilizase el vale, yqueá él no se le recibiese 
ningún pedimento sobre el particular. 

Que ante una resolución semejante ; no era solo el interés 
pecuniario el que lo obligaba á demandar á la Provincia, sinú 
ía necesidad de una vindicación do los ultrages que se le ha- 
cia, por los cítales su api derado habia furinulado la corres- 
pondiente protesta salvando sus derechos. Que no podiendo 
el Gobierno declarase desligado del pago de una obligación 
que pasaba sobre la Provincia, enlabiaba formal demanda 
contra ella, y pedia se le condenase al pago de la cantidad 
espresada en billetes del crédito público y de las costas del 

■* * * 

JUICIO. 

Como justificativos de su vecindad en la Provincia de Bue- 
nos Ayres, presentó la declaración do dos testigos que afir- 
maron al hecho. 

Corrido traslado, elDr.U. Teófilo García pidióse rechazar^ 
la demanda declarando que Martínez no tenia razón para de- 
mandar ante la Suprema Corte á la Provincia de Entre Hins, 
imponiéndole perpetuo silencio con espresa condenación en 
costas. 

Que la Provincia no debe lo que se le cobra, ni son exactos 
los hechos afirmados por el ador ; y que aun cuando lo fue. 
ran no puede obligársele á hacer el pa*?o como lo pretendo 
Martínez, ni puede ser demandada por ello. 
Que atento el espíritu de los arL 100 y 101 de la Conshtu- 
; Provincias no podían ser demandadas arile 
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Ja Suprema Corte por resoluciones puramente administrati- 
vas de sus poderes públicos, y mucho menos cuando Jos inte- 
rosados a quienes perjudiquen esas resoluciones, tienen se-un 
las leyes de ta Provincia, espeditó el camino para hacer valer 
y justificar su i derechos ¡inte sus propia* autoridades. Que al 
atribuirse á la Suprema Corto el conocimiento de las causas 
en que una Provincia es parte, claramente se entjende 
que se refiere á los actos civiles que ejerza, como per- 
sona jurídica, constituyendo con venciona luiente derechos 
y obligaciones, en cuya categoría no pueden ponerse las 
resoluciones administrativas dictadas par el P. E. en el 
ejercicio de sus funciones constitucionales, pues que de 
lo contrario resultaría que la administración de tai Pro* 
vineías estaría sometida á la dirección de uno de los 
Poderes Nacionales, destruyendo el sistema federal creado 
por la Constitución. 

Que por otra parle, Martínez no podía demandar ú la 
Provincia de Entre-Ríos m ningún caso, por ser vecino 
de ella y no tener en Unenos Aires los dos aiios con- 
tinuos de residencia que se refieren para adquirir do- 
micilio 
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Agust.» 17 de Í87á. 

Vistos y considerando, que de la demanda entablada por 
Oon Avelino P. Martínez contra la Provincia de Entre-I\io¡¡, 
y de la contestación del apoderado de esta, aparece cla- 
ramente que en la presente causa no se trata de acciones 
civiles procedentes de estipulación o contrato, sino de 
una resolución administrativa del Poder Ejecutivo de aquella 
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Provincia, no haciendo lugar á la conversión do un vale 
do depósito en títulos de renta pública, conforme á una 
ley local, — y que esta resolución no lia sido puesta en 
cuestión bajo la pretensión de ser repugnante á la Cons- 
titución Nacional, ni á los tratados ó leyes del Congre- 
so — se declara sin mas actuaciones, y aun prescindiendo 
de si una Provincia puede 6 no ser demandada por 
particulares, y aun sí Don Avelino P. Martínez es ó no 
vecino de la Provincia de Buenos Aires, — que la Suprema 
Corle de Justicia es incompetente para conocer y resolver 
sobre este asunto. Satisfechas en consecuencia las cos- 
ías y repuestos los sellos archívese este expediente. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos , — M arc elino Ug arte. — José 
B. Gorostiaga. 



US JUSTICIA NACIONAL 



A. linea y Hnos cmtra Ü. Felipe 



Cónsul de la 




Sumario.— i* Los cónsules están sometidos A la juris- 
dicción de los tribunales del país en que residen, respecto 
de las obligaciones comerciales que contratan en él 

2° No habiendo tratado ni ley nacional al respecto, las 
operaciones comerciales de un cónsul en el territorio de la 
Itepública Argentina, no pueden ser consideradas como for- 
mando parte de sus Junciones oficiales. 



Casa. — A, Noca y Hermanos con arreglo á los artículos 
2ií) y 252 de la ley nacional del año de 18fi:l entablaron 
acción ejecutiva conlra l), Felipe Recalde, Cónsul de la 
fie pública del Paraguay, por una letra girada por el Minis- 
tro de Hacienda de dicha República, aceptada por el mismo 
Recalde como Cónsul, y debidamente protestada por la su- 
ma de U.809 fts. 

Sobre esta demanda se dictó el siguiente 
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Fallo del Jitn Ü«ttl«na1 

Puertos Aires, Junio 13 de 
No habiendo caso, en que este Juzgado pueda ejercer 
jurisdicción ron arreglo á las leyes nacionales de Ifí de 
Octubre de 1&G2 y 11 de Setiembre de 18G3, pues ni por 
la naturaleza del negocio, ni por razón de las personas es 
competente para decidirlo, por cuanto se trata del cobro de 
una letra de cambio iniciada contra el Cónsul General de la 
República del I'aragoay en su carácter de tal y no de ne- 
gónos particulares del mismo, declárese incompetente esle 
Juzgado para conocer del presente caso. 

Zm nieta. 

Los demandantes apelaron diciendo : que sí el Jugado 
Nacional fuera incompetente no habría autoridad ante quien 
gestionar; que los cónsules son agentes de comercio; que 
cuando hacen negocios particulares por sí ó por su go- 
bierno están sugetos á las leyes del pais donde contratan: 
que aun las propiedades raíces de una nación en país es- 
trangero están sug >las á sus leyes como la de los otros 
particulares; que así debe decirse de los actos de comer- 
cio. 

Concedido el recurso en relación, después de oido, 
para mejor proveer, al Sr. Procurador General, se dictó el 
.¡guíenle 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1872. 

Vistos y considerando ; Primero. Que en la presente cau- 
sa no se trata de los privilegio? y exenciones del Cónsul 
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General del Paraguay, Uon Felipe Recaído ; sino de la 
obligación contraída por él, en virtud de la aceptación de 
la letra de foja primera, fio pagarla á su vencimiento en 
esta ciudad ; Segundo, Que los Cónsules están sometidos 
por el derecho de gentes, á la jurisdicción de los Tribuna- 
les del país en que residen, respecto de las obligaciones 
comerciales que contraían en él ; Tercero. Qm las escep- 
cion alegada por el señor Procurador General, sobre que 
los actos de comercio que ejercen los Cónsules del Para- 
guay en la República Argentina, forman parte de sus fun- 
ciones oficiales, no se Tunda en tratado ni en ley nacional 
alguna; por estos motivos, se revoca el auto apelado do 
foja nueve, y se declara, conforme á lo dispuesto por el 
inciso tercero del artículo segundo de la ley sobre juris- 
dicción de los Tribunales Nacionales, que el Juez de Sec- 
ción de esta Provincia, es competente para conocer en 
primera instancia, de la presente causa. Satisfechas fn con- 
secuencias las cosías y repuestos los sellos, devuélvanse 
los autos. 

Salvador Maiiia del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. - J us é üaiuius 
Pazos. —Marcelino Ugarte.— JuSé 
B. Gorostiaca. 
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A Devoto y hermano, contra /). Pablo Vattmer, capitán 
de la barca • U. C. Peten, * sobre indemnización de daños y 
perjuicios y cubro de fletes* 



Sumario. — 1° Los capitanes no son responsables iJd 
las averías causadas por infortunio y accidentes de mar. 

2° Para ello es necesario que justifiquen que las averías 
han provenido realmente de lates accidentes, habilitando asi 
á tus cargadores para reclamar de los seguros el importe de 
aquellas. 

3" No habiendo ocurrido accidentes eslraordinarios, y 
constando que la carga sufrió averias por el agua inlrudu- 
ciila en las escotillas, la avería es imputante al capitán. 

4" Para que el capitán sea respi>n>alj|e de la averia, basta 
el hecho de no justificarse por el que la misma lia piuee- 
dido de vicio propio de la cosa, Tuerza mayor ó culpa del 
cargador. 

5" Las averías comprenden no solo el deterioro de la 
carga ( sitió también la cantidad que se entrega de menos. 

6o La cláusula puesta en el conocimienlu de ignorar su 
número, peso y contenido no favorece al capitán, cuando 
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resulta del mismo conocimiento que el estado de la carga era 
el mejor posible, y el capilari ha entregado carga averiada. 

7o Esa cláusula puede favorecerle, cuando el capitán ha 
llenado fielmente sus dolieres. 

8 U Estos deberes no pueden decirse llenados, cuando el 
capitán ha alterado durante el viaje el arrumaje de la carga, 
y ha abierto y pasado de unos á otros sacos el contenido de 
la carga sin estar presente el cargador. 

9' La culpa grave equivale al dulo para los efectos del 
artículo 1206 del Código de Comercio. 

10. El medio mas adecuado para averiguar el importe de 
los daños, es la estimación por peritos judiciales nombrados 
con citación de los interesados. 

t i. El honorario de los peritos para la avaluación del daño 
debe ser á carga del causante de oate. 

12. Habiendo exceso en Ja demanda, el demandado no debe 
pagar las costas del pleito. 



Cmo. — Los señores Solari y Brignardello, de Valparaíso, 
embarcaron en el biiíjue « ü. G. Petera, » capitán Voltmer, 
un cargamento de harina, trigo, porotos y semilla do alfalfa, 
con no número do 7102 bultos, para ser entregados en Mon- 
tevideo ó en Unenos Ayres á la orden de los señores A. Uevuü 
y hermanos. 

En el conocí miento firm.ido por el capitán, se apuntó al 
margen el número, contenido y peso de lus bultos, pero so 
agregó la siguiente clausula : i Ignoro peso, contenidu y nu- 
meración, no respondo por merma ni roturas. ► 

Llegado el boque á Buenos Ayres y efectuada parte de la 
descarga míe se depositó en la Aduana, los lancheros de 
los señores Devoto les dieron aviso que habían rechazado 




gran número de sacos de harina por estar averiados, y que o) 
contenido de unas bolsas habia sido trasladado en otras des- 
pués de lavadas, para ocultar las averías. 

Los señores Devoto ocurrieron al Juez de Sección pidien- 
do el nombramiento de peritos al efecto de reconocer, exa- 
minar y pesar los efectos desembarcados y la carga dejada á 
bordo, averiguar y estimar tas averías, espresar sus causas y 
examinar el arru maje y los señales de haberse lavado las bolsas. 

Los peritos, nombrados por el Juez con citación del capi- 
tan t informaron que habia» encontrado 
sas de harina, en 98 sacos de trigo, y en 31 de 
habia falta de peso de 2840 libras en las primeras, de 84 en 
los segundos, y de 12 en Iob últimos ; qun la causa de las 
averias debía atribuirse á que habia entrado agua de mar por 
las escotillas en la estiva; que á confesión del piloto y 
contramaestre se habían efectiva mente lavado los sacos para 
trasegar la harina averiada ; queú esta operaciun debia atri- 
buirse la referida falta de peso ; que las averias y demás 
daños debian estimarse en 1 178 pesos fuerte». 

Los Señores Devoto pidieron se declárese á Vottrner res- 
ponsable de estas averias, y del importe aprpximativo de 
500 pesos fuertes por honorarios de los peritas y costos, 
fortnándule su cuenla de flete, con un saldo á favor de él, 
de 3,51-i-üO pesos fuertes. 

Conferido traslado, el capitán Voltmer solicitó el pago 
de la deuda liquidada reconocida a" su favor por los Señores 
Devoto, loque el juez acordó, y pidió se condenase á los 
demandantes á la entrega de las sumas retenidas, recon- 
viniéndolos también por el pago de 76 pesos 31 es. fuertes 
por diferencia de cálculo en el peso y de 23 pesos fuertes 
por diferencia de cálculo en el conloo. 

Las razones en que fundaba su pretcnsión se encuenlran 
detalladas en la sentencia de 4' instancia. 
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üádoae traslado Je la reconvención, contestaron Jos Seño- 
res Devoto, que se conformaban en abonar las diferenciad 
señaladas de peso y cambio, insistiendo en lo demás en su 
demanda. 

Abioita la causa á prueba, y no producida ninguna, se 



titilo del Juez Seccional. 



I) ue nos Aires, Julio I3*de 1872. 

autos seguidas por los eoores A, líevolo y 
nanos contra D. l'ablo Voltmer, capitán <Je la Barca 
* U. C. I'oteri, i pur cobro do cantidad do posos, 
sufridas en una carga de siohj mil ciento 
sacos de harina, trigo, etc., que dicho buque condujú 
de Valparaíso, ó la urden do los primeros, y resul- 





y ocho de Julio doj ano próximo pasadu so 
en Valparaíso contrato de íluiameuto del buque ale- 
mán ( lí. C, Pelers i entre su capitán Ü. Pabló Voltmory los 
comerciantes Solari y Ürignardullo para conducir un carga- 
mento do harina y otros productos de peso al puerto do 
Montevideo o al de Buenos Ayres, si dé! último puerto reci- 
én este sentido dentro do cuarenta y ocho horas 
ues do haber dado aviso de .su llegada ; debiendo el 
Le convenido ú razón do cincuenta j siete chelines y seis 
peniques esterlinas ingleses, si descargaba en Montevideo, y 
de sesenta y dos chelines y seis peniques, sieudu la descarga 
en Buenos Ayres, por cada tonelada de dos mil doscientas 
y cuarenta libras, abonarse después de la fiel y exacta en- 
trega do la carga, y el capitán firmar los conocimientos, peso 
t. m U 
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y calidad desconocidos , y con el flete que determinasen los 
agentes, sin perjuicio del fijado en la carta de Adámenlo ; 
fojas 39 á 41. 

2» Que Solari y Brignordcllo entregaron al Capitán 7102 
sacos para entregar a la orden de los señores A. Devoto y her- 
mano, y quienes le abonarían el flete según contrato, como 
lo espresa el conocimiento firmado por el capitán, conoci- 
miento que a" pesar de traer lo cláusula de ignorar peso, 
contenido y numeración, detalla sin embargo en el margen, 
el contenido, peso y número de los sacos. (Conocimiento, 
folio primero). 

3» Que después de principiadla la descarga en este puerto, 
los señores A. Devoto y hermano ocurrieron á ese Juzgado, 
manifestando : que al principiar la descarga los lancheros 
rechazaron gran número do sacos de harina por estar muy 
averiados, y después de depositar en la Aduana la carga reci- 
bida, les dieron aviso de lo ocurrido, y que tratando con este 
motivo de averiguar cuál ha sido el proceder del capitán, 
habían adquirido la seguridad de que las averias habían sido 
causadas por la tripulación 6 por el cantan, quien, para 
ocultarlas en parte, mandó trasladar el contenido de unas 
bolsas en otras, después de lavadas, resultando, que además 
de haberse llenado algunos sacos con harina en mal estado» 
hay gran merma ó disminución de peso en cada uno de 
aquellos , que todos los dalos obtenidos le revelaban que la 
conducta del capitán era de lodo punto culpable, sin que le 
fuese dado invocar hechos de mar ó de fuerza mayor que no lo 
sean imputables, desde que no formuló la protesta corres- 
pondiente al llegar á este puerto, como era su deber 
hacerlo si hubiese ocurrido aquello, ni pidió tampoco el 
reconocimiento prévio de las escotillas y carga antes de prin- 
cipiar la descarga ; y que en su doble carácter de consigna- 
tarios del buque y de la carga, pedion á los efectos del art. 



HE JUSTICIA NAChiKAL [*)■> 

1216 del Código de Comercio, quo el Juzgado nombrase uno 
ó tres peritos que trasladándose á bordo de la barca, proce- 
diesen á examinar, reconocer y pesar toda la carga que en 
ella se encontrase ; luciesen la estimación de los daños, y 
averías que hubiesen sufrido expresando las causas do que 
provengan, asi como las que hubiesen ocasionado las mer- 
mas ¡ que procediesen así mismo al examen del arrurnajc \ 
manifestasen si existían veslijios ó señales de haberse layado 
las telas do las bolsas, y por último practicasen con la parte 
de carga desembarcada ya T igual operación á Ja que debían 
practicar con la que existiese á bordo. 

A Q <Ju.ee! Jugado nombró tres peritos que con citneion de] 
capitán, practicasen el reconocimiento solicitado, y habién- 
dolo alectuado, dieron cuenta de su resultado en el informe 
que corre á loja ocho, y cuyo resumen es el siguiente : 1° 
Que la estiva de sacos en el centro do la escutilla mayor 
estaba en completo desorden hasta llegar á la estiva do los 
porotos, ta que deja entrever que toda ha sido revuelta com- 
pletamente con el objeto según piensan, de separar lus sacos 
averiados de los sanos, porque la mayor parto de ellos estaba 
mojada con agua de mar, y su contenido muy deteriorado en 
parte i 2o que el origen de la avería debe atribuirse á que 
haya entrado agua de mar por la misma escotilla, por sus 
brazales, y en parle también por algún lado de la cubierta, 
mies que para asegurarse mas habían hecho subir sobre cu- 
bierta unos ciento cincuenta sacos mas ó menos, y habían 
encontrado que todos estaban mojados con agua do mar, y 
su contenido averiado ; So Q ue visitadas las (lus escotillas 
de proa y popa, habían encontrado el misino desurden en el 
arrumaje, pero mas en él de la última, por cuyo motivo de- 
bieron suponer que se hubiesen sacado bolsas do «lia con 
avería para pasarlas á la escotilla mayor, agregando que el 
daño es debido también á haber penetrado agua de mar por 
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las mismas escotillas, por sus brazales, por algunas costuras 
de la cubierta y que en la escotilla de proa, habían verifi- 
cado que también debia haber entrado agua por el pato del 
trinquete ; 3 o Que en cuanto haber lavado varios sacos á 
bordo, como encontrasen que realmente había siete ú ocho 
que habían sido lavados, creyeron deber informarse del piloto 
y contramaestre sobre ese particular, y se les dijo que en 
efecto habian hecho esa operación, para trasegará los sacos 
lavados la harina quo saliese averiada, agregando dichos 
piloto y contramaestre, que igual operación habian hecho 
con una partida do quince bolsas qve habian traído de 
repuesto del puerto de la carga ; A° Mué al dia siguiente 
procedieron á practicar igual reconocimiento en una partida 
de dos mil quinientas bolsas desembarcadas de la misma 
barca i B. C. Pcters, » y depositadlas en la calle de Oalcarce 
número 178, dando por resullado haber ciento cuarenta bol- 
sas averiadas por agua de mar, tanto esterior como interior- 
mente, pero sin falta en el peso, y ciento sesenta mas ave- 
riadas, con terrones á dentro, y con falta do pero, pues que 
habiendo pesado cien dieron una merma de cien libras, lo 
que daba un término medio de diez libras de falla por bol 
sa, y que aunque habian procurado verificar si entre los 
sacos existentes en el depósito había algunos lavados y 
rencllados otra vez, no les fué posible cerciorarse, sobre el 
particular y solamente habian notado que muchos sacos no 
tenían la costura primitiva, y concluían reservándose ampliar 
su reconocimiento así que estuviese en tierra todo el carga- 
mento. 

5 o Que los mismos peritos procedieron á practicar un 
nuevo reconocimiento así quo toda la carga se encontró en 
el depósito de que se ha hecho mención, y pasaron un spgun- 
do informe, el cual corre do foja 13 A 14-, y se resume en lo 
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cincuenta y ocho bolsas de harina ; 2° Que habia además 
doscientos odíenla y cuatro sacos del mismo artículo con 
se «'ta les os le rio res dn falta, y que [tesados en parle dan un 
termino medio de diez libras de falta cr. cada uno ; 3® Que 
resulta ha también en estado de avería nulahle noventa y 
«clin sacos de lrigo t y de estos algunos con bastante falla en 
el peso, y tremía y un sacos de porotos; 4" La causa de la 
averia es á juicio de los peritos la que manifestaron en su 
primer informe, y la de la disminución en el desorden que se 
produjo i-n e! ai mimar , y la operación <le pasar el contenido 
de unas bolsas á otras ; 5 La estimación de los daños es la 
siguiente í 

En 158 sacos barim averiarla, un peso vein- 
te y ocho centavos fuerles cada saco 588 24 

En 28i sacos merina ú disminución de 2KÍ0 
libras á razón de un peso veinte y ocho centa- 
vos fuertes arroba » 145 40 

km 70 sacos trigo averiado un deterioro mhü- 
mimde trtrs y medio fuertes cada uno » S i "i 

En 2K sacos trigo con falta de Si arrollas 
á un peso fuerte la arroba » 84 

En 25 sacos porotos averiados, delcrioro de 
cada uno en cuatro pesos fuertes. ■ i 00 

Seis sacos porotos con falta de 12 arrobas á 
un peso Ireinla y dos cenlavos fuertes arroba. ■ 15 84 

Total de los daños $ 1 178 48 

6" Que los Señores k. Devoto y hermano, partiendo de 
los hechos espueslos, se presentaron demandando al Ca- 
pitán déla barca 0. I*eler» pidiéndose le declarara res- 
ponsable de las averías de la carga importantes mil ciento 
setenta y ocho pesos cuarenta y ncho centavos fuertes, y del 
importe de honorarios, costas y costos que aproximadamente 
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calculaban en qu míenlos posos fuertes, formándole al capitán 
su cuente de Heles (que corre á f, 17), con un saldu á favor 
(luí último de dos mil quinientos diez y seis pfiSOS setenta y 
seis centavos fuertes, 

1<> Que la parlo del capitán, antes de evacuar el traslado 
■Ir la demanda pidió y obtuvo que se le entregara el saldo que 
los mismos A. Devoto y Hermano reconocía n deberle; y con- 
testándola opuso lo siguiente : 1" que no es responsable de 
bis averias, porque espresándose en el conocimiento que el 
capitán ignora peso y contenido, etc, no es responsable por 
disminución ni por averia en el contenido mientras no se 
probase como no se probaria, que habia procedido cun dolo, 
como lo determina e¡ artículo 12UG del Código de Comercio, 
sin que el informe de tus peritos sea bastante para destruir 
ul derecho del Capitán establecido en el conocimiento y en 
conformidad con el código citado, porque los pernos no de- 
cían que la falta fuese imputable al capitán n: que hubiese 
habido dolo por su parte; á lo que se agregaba que, como 
constaba de los documentos y reo bos acouipa nados, el Capí- 
tan había pedido ánles de empezarla descarga, el reconoci- 
miento de visturía, declarando los capitanea que las escotillas 
estaban bien cerradas y en buen estado, y que los demandan- 
tes se habían recibido de toda la carga á su satisfacción, con 
esceperion de doscientos setenta y cinco sacos algo averiados, 
segun se espresa en el úlltmu recibo; que la ved a rn ación [tro- 
movida por A, Devoto y Hermano era tanto mas injusta cuan- 
ta quu había celebrado el contrato en Valparaíso, fh-biendo lo- 
mar parte de la car^a de un vapor á la mnyor bn-irdud para 
evitar estadías, y que enconlráiidose á [wrdo de! vapor mochos 
sacos- rotoB y despedrados, fué necesario ánli s de pasar in^. 
á la (tarca «IL C. fVleoi cambiar 1»s sacos; y nnaUurintt) 
que el arruto aje se \u?.** como correspondí- y ta lista de lo* 
certificados adjuntos, s*!vo fitgunti ytjtieñu varimiint ncee- 
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saria para la navegación y que ningún capitán ratpandia por 
hs accidentes del mar, 2o Que aparte do In cantidad que A. 
Devoto y Hermano liabian rolen ¡do de los (le tes para respon- 
der de la avería y gastos, y que debían res ti tu ir según lo 
habian demostrada, \ a cuento ( |, ; fl otcs Ilt) er; , rx:h:[i1i [>ri . 
mero porque el fíele debe pagarse según et contrato por to- 
nelada inglesa, y A. Devoto y Hermano habian bocho pesar 
la carga por libras españolas 221 J , y tibian dividido por in- 
glese* *>*2iQ [o que da una diferencia de selenta y seis pesos 
treinta y un centavos fuertes; y segundo porque lian pues- 
to el cambio á cincuenta uno y medio» cuando según lo es- 
tipulado debe ser cincuenta uno y cuarto, con arreglo ni pre- 
cio comente, en plaza, resultando una diferencia de veinte y 
tres pesos fuciles, que agregada á la anterior importa no- 
venta y nueve pesos treinta y un centavos fuertes que se 
abonan de menos al Capitán en la espresada cuerna y por la 
que deduce su reconvención, asi como por la cantidad re- 
tenida para responder á tas averías. 

8° Que corrido traslado á tos demandantes, lo evacuaron 
reconociendo liaber incurrido en un error involuntario en el 
cálculo del peso formulado por un dependiente poco prácti- 
co; ven cuanto al cambio si bien niegan que baya habido 
error de su parle; pues el precio de plaza varía de un mo- 
mento á otro y nunca la liolsa da el mismo en las diversas 
horas del dia, atendida su poca importancia, estaban con- 
formes que se dedujera asi este, como aquella diferencia, 
insistiendo únicarncnle en su demanda por el importo de los 
daños ó averias de Ja carga. 

íí° Que recibida la causa a" prueba para arredilar de que 
provenían .as averías sufridas por la carga, no se ha produ- 
cido prueba alguna por las partes. 
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Y considerando : 

1" Que esté justificado por el reconocí miento 
praclicado con citncion del Capilar» dentro del plazo fijado 
por el articulo 12 U» del Código de Comercio el eslado de 
avería de la carjp, las cansas que lo produjeron, como asi 
mismo el importe de los danos, todo to cual se halla ade- 
más virtual ó expresamente corroborado por la parle del 
Capitán que en su contestación á la demanda confiesa ha- 
ber entregado doscientos setenta sacos averiados, acompa- 
ñando el recibo que nsi lü espresa, y no contradice rl re- 
sultado obtenido por los peritos, ni la estimación de los 
daños, á lo que se apresa además que en el mismo escrito 
se dice que el contenido de algunos saeo-í fué pasado a 
otros, y que el arrnmaje sufrió alguna pequeña variación 
necesaria para la navegación del buque pw ol «nal tiempo, 
agregando que el Capitán no responde por 
de mar, de todo lo cual se eoltje que til arrumaje no 
a este puerto como salió del de Valparaíso, y que 
cidentcs de mar que obligaron á variarlo, ln que es «na 
comprobación de las conclusiones á que arribaron los pe- 
ritos. 

*o Que el Capitán no ha justificado el hecho alegado en 
su contestación á la demanda de que antes de recibir la 
carga en su buque fué necesario pasar el contenido de al- 
gunos sacos rotos y despedazados á otros sacos, ni tampoco 
haber recibido parle de la carga de ¡í bordo de un vapor, y 
no ha podido omitir la justificación de estos hechos tanto 
mas cuanto que los peritos habían denunciado la operación 
de trasagar hecha á bordo apoyándose en el dirho del Piloto 
y Contramaestre, y que no habiendo sido contradicho al con- 
testar á la demanda, ni retid idose prueba en contrario debe 
darse como justificado, no siendo de presumirse que el Ca- 
pitán no lo hubiese espresado al firmar bis conocimientos. 
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3° Que el mismo informe de los Capitane ; nombrados por 
el consulado Alemán, ú pesarle no tenor importancia legal, 
por no emanar su nombramiento de Juez competente, ni 
hall erse heclio ron citación fie los rnr^adnres, corrobora el 
hecho de haber l legarlo In carga averiada por agua de mar. 

-4" Que aunque los Capitanes no son responsables de las 
averías causadas por infortunio ó accidentes de mnr, para 
exonerarse de ilícita responsabilidad es necesario (pie justi- 
fiquen ípie las averías han provenido realmente «le acciden- 
tes de mar, inevitables, habilitando á los cardadores para 
rcclnrnar de los seguros las averías causadas. 

¡V» Oue en fl pn 'si- ti le caso si I en es verdad que la ave- 
ria procede de majadura por agua de mar, no puede decirse 
que esto sea á consecuencia de un accidente ó riesgo ine- 
vitable de mar, pori|ne esto ha debido justificarse por el dia- 
rio de navegación (inciso i' del art 1085 del Código de 
Comercio), el que debió presentarlo con la declaración de los 
peligros corridos y de los daños en la carga; y el Capitán no 
b;i llenado tales requisitos, lo (pie induce la presunción de 
que los daños no han sido causados por accidentes cstraor- 
dinarios é inevitables de mar. 

G n Que el mismo reconocimiento del boi|ue no ha ofreci- 
do indicios de averia en üu («asco, y por consecuencia tam- 
poco puede sostenerse (pie las averías de la carga sean con- 
secuencia do averías en id buque que permitieron la intro- 
ducción de la a púa á la bodega, ó si d buque tenia avería 
no era producido por choque, abordaje, etc. sino de que no 
estuviese en perfecto estado para navegar, en cuyo caso 
sería responsable el (-apilan de todos lus daños y perjuicios 
originados á la carga, según la terminante prescripción co ri- 
len ¡da en el articulo de Código do Comercio. 

~° Qtóe no habiendo ocurrido accidentes eslraordinarios que 
inevitablemente produjeran ó debieran producir las averias 
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con que llegó ta carga á este puerto, y siendo ademas un he- 
chu constatado que la agua penetró por las escotillas, es 
evidente que la avería ln sido causada por culpa del Capitán 
ó de ta tripulación que dejó abiertas las escotillas; y por con- 
secuencia es responsable de ellas con arreglo al artículo 10ü7 
del Código de Comercio, y al principio general du que cada 
uno debe indemnizar los daños que iaibiese causado por 
su impericia ó negligencia. 

8° Que admitiendo la hipótesis de que no hay pruebas de 
la culpa ó negligencia del capitán, esto es, de que no lia 
llenado como es la verdad loa deberes de depositario de 
la carga, y como tal, la guarda, buen armmaje, ele. «le los 
electos que recibió á su borlo; basta el hecho de haber 
entregado averiada la carga, y de no haberlo justificado, 
como no ha justificado que los daños provienen de vicio pro- 
pio de la cosa, fuerza mayor ó culpa del cargador para que 
en los términos del artículo I pü7 procedentemente citado, 
respunda de todos los daños que ha sufrido la carga. 

9° Que en dichos danos deben comprenderse según el 
misino artículo citado, no solo el deterioro producido en la 
carga por el agua de mar, sino también la cantidad que 
se hubiese entregado de menos, 

10° Que no se opone á las conclusiones precedentes la 
cláusula inserta en el conocimiento en que el Capitán de- 
clara ignorar peso, contenido, y numeración, porque es- 
ta cláusula nada tiene quo ver con el estado de la carga 
que, según el conocimiento, era el mejor posible y en este 
caso se ha entregado carga averiada, sino porque si bien 
es cierto que una cláusula semejante no obliga al Capitán 
á entregar los efecto* que de la pertenencia del cargador 
se encontrase en el buque, dicha cláusula solo es'aplica- 
ble cuando el Capitán lia llenado fielmente los deberes que 
le imponen las leyes comerciales, esto es, cuando no bu- 

t 

i 
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bíese alterado durante el viaje el aiminajc que teuii la car- 
ga Antes de empezar el viaje, ni hubiese abiurto los sacos 
ú bultos que contenían los electos para pasarlos á otros 
sacos; y en este caso el Capitán lia faltado á los deberes 
de tal, haciendo pasar la harina de unos sacos á otros y 
haciendo lavar los sacos que la comentan, y no habiéndose 
lieclio estas operaciones en presencia del cargador ó ar- 
mador, falla la garantía de que se liíricseu sin pérdida de 
parte de diebo artículo, lu ¡fifi es tanto mus necesario, 
cuanto que pudiendo en parle haber estado la harina tan 
mojada que no fuese posible su conservación junto con u' 
resto déla carga, ha podido arrojarse á la mar y provenir de 
esto la disminución. 

11° Que por otra parte si no ha habido dolo por parle 
del Capitán, ha habido por lo menos culpa grave ó la la 
que la constituyen hechos ó de parle del Capitán que s¡i- 
bia esto que no debia permitirse como ser el cambio du 
bolsas ó sacos, variación dul arrumaje y ccullacion dtr to- 
dos estos hechos al llegar á este puerto, no pudiendo de- 
cirse que lo hiciese por mera negligencia, puesto que no 
la hay en hechos positivos; y equiparándose los decios de 
li culpa lata ú Jas del dolo, (ata rut/m dala equipa ratur, cu- 
ino dice una regla de derecho, no cumpliría el Capitán en 
los términos del articulo hJU<¡ del Código de Comercio con 
uní regar los efectos que de Ja pe ríe ne ocio de A. Devoto y 
Hermano» se encontraron en la barca . ft. C. Petera» cuando 
llegó á eslc puerlo, su [.uniendo que dicho articulo me**! 
aplicable al caso, porque el mismo hace escepcion cuando 
hubiese dolo por parte del Capitán. 

iáo Que respecto al cuanto de los daños debe aceptarse 
el que fijan lus peritos en su informo de I. 13, no solo 
porque no ha sido contradicho por el demandante, lo que 
con arreglo al artículo 86 da la ley de procedimientos pne- 
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de estimarse como una confesión do su exactitud, sino por- 
que la estimación de los dados lia sido hecha por dos peri- 
tos judicialmente nombrados y con citación del Capitán, y 
ser esle no solo el medio mas adecuado para everiguár el 
monto de los danos sinú laminen el que parece exigirán por 
el articulo 12-10 del Código de Comercio. 

13o Q ue estando constatado en autos que había exceso en 
la demanda deducida por A. llevólo y Hermano, ó mas bien 
á la retención que hacia de la cantidad adeudada al Capi- 
tán por deles, puesto que en la cuenta du f. no se le abo- 
nú, eotno lo han reconocido los mismos demandantes, en 
su escrito, fs. C2 á 6-1, el líele corcspondienle al peso, entre- 
ga de harina, tri^o y porotos entregados, ni se hizo el cam- 
bio déla libra esterlina con sujeción al que debía rejir á la 
fecha del pago, como admitieron en el escrito citado, no 
tienen derecho para exijir las costas judiciales, sino son 
las necesarias para constatar el estado de la carga. 

t$* Que de lo expuesto en el precedente considerando 
se deduce que deben sor á cargo del Capitán el honorario 
du los peritos, porque la operación practicada por estos ha 
sido necesaria para cnnstatiir el estado de la carga con ar- 
reglo al artículo 12-16 del Código de Comercio, 

15° Que tanto menos debe incurrir en ht condenación de 
las demás Cusías la parle del Capitán, cuanto que Jos de- 
mandantes llegaron hasta á rv tener Ja cantidad do qui- 
nientos pesos fue ríes [mr cosías del juicio, retención une, 
no estando apoyada en una decisión judicial, era arbitraria 
é ilegal. 

Por estos fundamentos fallo declarando al Capitán de la 
Barca «11. C. l'elcrs», Don Pablo VoltmrT, responsable de 
los daños causados á la eargn, que condujo desde Valpa- 
raíso á la orden de los Señores A. Devoto v Hermano, im- 
portantes mil cíenlo setenta y ocho pesos cuarenta y odio 
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(£fts. 1178 ¿S es.) y del pago de los honorarios A los pe- 
ritos, y un su consecuencia legítima la retención que los 
demandantes han hecho de la espresadá cantidad; debiendo 
los últimos alonar á dicho Capitán J.i cantidad de trecien- 
tos cuarenta pesos fuertes que retuvieron indebidamente, 
mas la de noventa y nueve pesos treinta y un centavos fuer- 
tes , que hace la do cuatrocientos cuarenta y nueve pesos 
treinta y un centavos fuertes, y los intereses de ha neo so- 
l»re dicha cantidad y sin especial condenación en costas. 
Repónganse los sello?; y notiííqucse con el original. 

Manuel Zavattta 

fué confirmada p.ir el siguiente 



Itucnos Aires, Agosto 17 de 1875. 

Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas el 
d e ($■ setenta y una. satisfechas y repuestos 



Salvadok María ukl Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— José Ii. 
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Ohhhiat, contra Don Jos¿ Iturraxpe por aluno de autori- 
dad — incidente tabre competencia. 



Sumario. — 1° Los Tribunales de Provincia no son com- 
petentes para conocer de pleitos sobre propiedad, cuando 
en ellos se encuentra interesado el Fisco Nacional. 

2° Los Tribunales de Provincia no pudden lig.ir con 
sus resoluciones los actos da los Poderos Públicos de 
la Nación, ó de los que proceden á su nombre \ repre- 
sentación, como empleados, comisionados 6 agentes. 

3° ToJas las cuestiones cuya resolución pueda afeitar 
al Fisco Nacional, son de la competencia de los Tribu- 
nales ile la Nación. 



Cago. — Con Techa 21 de junio do 1871, el Poder Eje- 
cutivo Nacional comisionó á U. José lturraspu para 
recolectar en las Provincias de Entre-Ríos y Corrientes, 
lodos lis caballos pertenecientes á la Nación que se 
encontrasen diseminados en ellas. Hecho saber este nom- 
bramiento al Gobierno de Entre Ríos, se ordenó por 
este á las autoridades departamentales que reconocieran 
por lal Comisionado Nacional al mencionado (tur raspe, 
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quien en cumplimiento de su cometido, recibió de los 
coroneles Campos y Antelo y del comandante Homero 3000 
y tanlos caballos, y algunas yeguas y muías; entre los 
cuales habia algunos que no habían sÍ<fo oportunamente 
señalados, por cuya razón Ilurraspe los señaló y puso 
la marca de fuego del Estado, 

Trasportados estos animales v otros" que reunió ol 
conminado á la costa del Paraná p! ,ra ser pasados á 
Santa Fé, et Gefü Político del - Paraná trabó embarco 
sobre ellos haciendo saber n Iturraspe que se procedía 
así por numerosas quejas que tenia dol vecindario do 
que entro esos caballos iban mucho, de propiedad par- 
ticular. 

■ 

El Gobierno de la Provincia, á quien se habia dado 
conocimiento de esas quejas y del embargo ordenado, man- 
dó se pasaran esas actuáronos al Juez de! Crimen del 
Paraná, quien ordenó la prisión de Iturraspe, levantó un 
sumario en el que declararon varios testigos y en el que 
el Gcfe Político aseguró que eran muchos los avisos que 
había recibido de que entro las caballadas de la Nación 
iban también de propiedad particular; pera que no tenia 
presente el nombre de las personas que habian denun- 
ciado el hecho, no habiendo nadie tampoco presenládose 
á reclamar animales como do propiedad particular. 

Durante el sumario, Don Caliste Sosa con poder de 
Ilurraspe, se presentó al Juzgado y espuso: que siendo 
de la esclusiva competencia do los Tribunales Nacionales 
el juzgamiento de las causas quo versen sobre alónos 
cometidos por empleados de la Nación en el desempeño 
de sus funciones, y hallándose Ilurraspe en ese caso 
por cuanto habia sido comisionado por el Gobierno Na- 
cional para recolectar los caballos de su pertenencia, 
el Juzgado debía declararse incompetente, mandando sus- 
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pender e) auto do prisión, y pasando el espediente al 
Juzgado de Sección para que resolviera con arreglo á 
derecho. 

Que era de notarse también que la cuestión afectaba 
directamente los intereses de la Nación á cuyo favor se 
pretendía que Ilurraspe había abusado de 311 autoridad,, 
marcando caballos de propiedad particular. 

Finalmente, que invistiendo I tur raspe el carácter de 
cónsul de la República Oriental y el d<> vice-cónsul de 
Portugal, las cuestiones qun cunlra ¿1 se suscitasen no 
podian ser resuellas si no por la Justicia Nacional. 

El Procurador Fiscal, á quien se corrió vista, dijo 
que á mérito de ser Iturraspe un comisionado Nacional, 
investido además con un carácter consular, era incues- 
tionable que el caso correspondía a la jurisdicción Na- 
cional. 



relio del Juez de 1a Provtnrlii, 

Paraná, Juníu 10 de 1872. 

Y vistos : de común consentimiento de parles, pasa 
esta causa al Señor Juez Federal do estas sección, con el 
oficio correspondiente, y hágase saber, reponiéndose el 
sello. 

MíMid Hernández. 

Remitido el espediente al Juzgado de Sección y corrido 
vista al Procurador Fiscal, este espuso que Jas razones ale- 
gadas por el apoderado de Iturraspe y por el Agente Fiscal 
de la Provincia no eran á su juicio bastante para fundar 
la competencia del Juzgado Federal : lo porque siendo la 
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jurisdicción ordinaria ó propia de los Juzgados establecí- 
dos por la ley, la que corresponde á ta misma Facultad ó 
poder que la ley les acuerda, para conocer y juzgar en lo 
civil y criminal, dentro de los límites territoriales que la 
misma ley les designa, el hecho de la sustracción de ca- 
hallos pertenecientes á particulares, perpetrado en la 
Provincia, no puede corresponder en su enjuiciamiento 
al Juzgado Federal por lo que dispone la misma ley na- 
cional citado. 

2o Porque el art. 10 de la ley de jurisdicción citado 
por el Agente Fiscal de la Provincia, se refiere solo Á 
las causas civiles y no á los criminales que correspon- 
den al Juez en cuyo territorio se comete el delito. 

3* Porque aun cuando la comisión conferida n" ILu- 
rraspe le dé el carácter de empleado nacional, esto solo 
so entendería respecto do aquello en que, como de per- 
tenencia fiscal, huhíese dispuesto, Tallando á la confianza 
ó deberes do su encargo, y no en cuanto á delitos que, 
por disponer de la propiedad particular, entran para su 
juzgamiento en la jurisdicción territorial' de la* Provin- 
cia. 

¿° Porque, aun en el carácter de cónsul oriental y 
vico-cónsul portugués, Uurraspe puede ser juzgado en 
los delitos por los jueces de Provincia, pues la ley del 
03 solo se refiere á los asuntos contenciosos, es decir, 
civiles, que versen sobre negocios que les sean parti- 
culares — Pidió que ei Juzgado se declarase incompe- 
tente y devolviese los autos al de Provincia. 

En cuanto á la solicitud para dejar sin efecto la orden 
de prisión, dijo que ella debía ser proveída por el Juez 
competente en la causa. 



T. 111 



i* 
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Paraná, Judío 20 de 1872, 

De acuerdo con lo espuesto por el Procurador Fiscal 
y por los fundamentos en que apoya su opinión, se declara: 
que el presente asunto no corresponde 5 la Justicia Fe- 
deral, sino que su juzgamiento es peculiar y privativo 
de Jos Juzgados de Provincia. En su conveniencia de- 
vuélvanse estos obrados al Señor Juez del Crimen Titular, 
para que él si lo cree conveniente, los eleve al Superior 
Tribunal á fin de que él designe el Juez que debe co- 
nocer en este asunto, en razón de haberse inhibido el 
Titular del Crimen, cuya causal no la cree legal, é 
igualmente el Juzgado en lo civil á quien en virtud de 
la inhibición del Juez del Crimen pasó el conocimiento 
de esfe asunto — acompáñese con el correspondiente 
oficio. 

Febrc. 

Notificado Don Calisto Sosa, apoderado de i turras pe, 
apeló para ante la Suprema Corte. 

Elevado el espediente, se dió vista al Señor Procurador 
General quien espuso : Que para saber si el caso presente 
corresponde á la jurisdicción nacional ó provincial, es ne- 
cesario empezar por establecer la verdadera doctrina y 
la naturaleza del caso. 

Cuando el ejército nacional se retiró de Entre-Rius, 
dejó en la provincia mas de 20,000 caballos que la 
Nación habia comprado, ó que se habían quitado á los 
enemigos. De estos solo se habia reunido dos mil y 
tantos que tenia el Señor Coronel Don Luis María Campos, 
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y unos ocho cientos y tantos, que estaban al cuidado 
del Señor Coronel Don José Francisco Antelo, en sus 
potreros. 

Don José Iturraspe fué comisionado por el Gobierno 
Nacional para recibir esta caballada, y reunir todos los 
que pudiera de propiedad nacional, pasándolos á potre- 
ros de Santa-Fé — Parece que tuvo también el encargo 
de poner la marca y señal del Estado á los que no 
la tuvieran, pues con este objeto se le entregaron en 
Ja Comisaría General cuatro marcas de fuego, foja 40 
y foja 81. 

El empezó por recibir los caballos que tenia á su 
cuidado el Señor Coronel Campos en número de 2851, 
entre los cuales habia algunos de oreja entera, como ínm- 
bitn algunas yeguas, como consla del documento de f. 
82, Recibió también del Señor Coronel Antelo 824 ; y 
del Comandante D, Juan Cruz Homero 317. 

Aunque entre estos animales hubiera muchos de oreja 
entera, era evidente que todos pertenecían á la Nación; 
porque el ejército nacional habia hecho en ellos su cam- 
paña, y el ejército no usaba caballo alguno que no fuera 
comprado á sus dueños — así es que el Ministro obró 
muy bien mandando que se marcaran y reyunaran. 

Don José Iturraspe cumplió con las órdenes que tenia 
haciendo reyunar los caballos que se le habían entregado 
con oreja entera — Pero de este hecho tomó pretesto el 
Gefe Político del Paraná para embargar 700 ú 800 caba- 
llos recien reyunados, procediendo oficiosamente y sin que 
precediera queja de ningún propietario. 

Aunque el Gefe Político dice en todas sus notas que ha 
procedido por numerosas quejas que recibió del vecinda- 
rio, cuando el Juei le pidió que cítara esos quejosos 
para prestar sus declaraciones, contestó por la nota da 
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f. 25, que no Unta presen (es los nombres de las personas 
que U denunciaron que el Señor Iturraspe hacia conducir 
los caballos de propiedad particular, pero que eran muchos, 
y que los caballos, aunque no eran de la propiedad de 
estos quejosos, no eran tampoco de la Nación; lo que 
quiere decir que el Ceta Político no procedió por recla- 
mos de los interesados, sino por chismes de personas 
desconocidas y ociosas. 

El Gafe Político dio cuenta de sus actos ó su Gobierno 
y este, aprobando su conducta, mandó que por el Juez 
del Crimen se iniciara contra llurraspe una causa crimi- 
nal. Este es el origen de este proceso, y del atentatorio 
auto de prisión que se lia lanzado contra aquel, y que 
el Juez provincial dejó subsistente, cuando se desprendió 
de su jurisdicción. 

Ahora ¿cuál es la naturaleza judicial de este caso? 

¿Es una causa criminal por robo? 

No: porque no hay persona alguna que se diga robada, 
ni hay cuerpo de delito, ni acusador que haya formu- 
lado acusación, ni hay tampoco la prueba necesaria pa- 
ra justificar el auto de prisión que hoy pesa sobre llu- 
rraspe. 

¿Es acaso una causa civil para que Uurraspe devuelva 
caballos ágenos que hubiera tomado ? 

Tampoco, porque nadie lia intentado una acción se- 
mejante ni antea ni después del embargo ; ni esos pre- 
tendidos caballos ágenos se han pedido, ni á Iturraspe, 
ni al Juez, ni al mismo Gefe Político, el cual conservaba 
en su poder los caballos embargados que nadie recla- 
maba, y que el quería ser autorizado á vender, según 
bu nota de f. 19. 

¿Se trata acaso de saber si el embargo ha sido bien 
ó mal hecho ? No Sr. Entiendo que esto hace el objeto 
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de una reclamación del Gobierno Nacional al de Enlre- 
Rios ; y en' caso de venir ante los Tribunales no sería 
en esta causa, sino por una demanda en forma contra 
la provincia de Entre-Rios. 

En esto proceso no hay objein alguno judicial, y es 
por esto que no sabiendo los Jueces como proceder, y 
no queriendo tal vez disgustar al Gobierno que mandó 
formar la causa, tanto el provincial como el nacional 
se han declarado sin jurisdicción. 

Y V. E. á quien se ha apelado para que decida este 
conflicto, tampoco puede decir á qué jurisdicción per- 
tenece el conocimiento de la causa porque no hay acción 
alguna entablada. 

Si se hubiera demandado á líurraspo para la devolu- 
ción de los caballos ágenos, pertenecería indudablemente 
al fuero nacional ; porque este ciudadano es vecino de 
otra provincia: porque es Cónsul Oriental; y porque en 
el ejercicio de su comisión representaba á la Nación. 

Pero no hay tal acción ; y los procedimientos crimi- 
nales que se lian iniciado son una vergonzosa farza, in- 
digna do la seriedad de un tribunal. 

En esta virtud pido á V. E. se sirva mandar sobreseer 
en esta causa, y devolver los autos al Juez de Sección, 
para quo los archive en su Juzgado. 

Fallo de 1» Supim» €•■*«. 

Buenos Aires, Agosto IT de 1872. 

Vistos: y considerando —Primero, que la imputación 
hecha a Don José Iturraspe, de haber señalado y marcado 
como de propiedad nacional, caballos y muías de propio- 
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dad particular, no puede ser decidida sin resolver al 
mismo tiempo á quitan corresponde la propiedad que se 
disputa — Segundo, que en esta decisión se encuentra 
interesado el fisco nacional, á que pertenecen, según Don 
José Iturraspe, los animales marcados, y por cuenta dej 
cual Ka hecho la recolección — Tercero, que existiendo ese 
interés, na pueden ser competentes los Tribunales de 
Provincia, porque carecen de poder para ligar con sus 
resoluciones los actos de los Poderes Públicos de la Na- 
ción» Ó de los que proceden á su nombre y representa- 
ción, como empleados, comisionados ó agentes — Cuarto, 
que de lo dispuesto en los párrafos quinto y sesto, 
articulo segundo de la ley de jurisdicción, se deduce que 
todas las cuestiones cuya resolución pueda afectar al 
Aseo nacional, son de la competencia de los Tribunales 
de ta Nación— se revoca el auto apelado de foja cincuenta 
vuelta. 

Y resultando de los documentos que Don José Iturraspe 
ha acompañado 4 su es presión de agravios — Primero, 
que, por orden del Señor Ministro de la Guerra, le en- 
tregó la Comisaría General cuatro marcas de fuego para 
la marcación de los caballos que iba á recolectar por 
comisión — Segundo» que entre los animales que le en- 
tregó el Señor Coronel Don Luis María Campos iban 
algunos con oreja entera, como también algunas ye- 
guas—Tercero, que algunos de los caballos sobre que 
recae la imputación, han sido reconocidos por el Señor 
Coronel Don José Francisco Antelo, como parte de los 
que él mismo entregó á Iturraspe por de propiedad na- 
cional — Cuarto, que una parte también de esos caballos 
y yeguas con oreja entera, habia sido reunida y entre- 
gada á Iturraspe por el Señor Coronel Don Donato Al- 
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Resultando del oficio que corre á foja veinte y cinco 
que, aunque el Señor Gefe Político del Paraná aseguró 
que fueron muchos los avisos que tuvo respecto del 
hecho imputado, mamiiesta categóricamente * que no tie- 
ne presentes los nombres do las personas que Je denun- 
ciaron que llurraspe hacia conducir caballos de propiedad 
particular. » 

No habiéndose presentado persona alguna, á pesar de 
la notoriedad que en toda la Provincia ha tenido el pro- 
cedimiento seguido, á reclamar los animales que se dice 
de propiedad particular. 

Resultando de todos esos antecedentes que no hay 
mérito para continuar el procedimiento judicial — sobre- 
séase en la causa, de conformidad á lo pedido por el 
Señor Procurador General — quedando siu efecto el auto 
de prisión librado contra Iturraspo por el Jue? de la 
Provincia, y los exhortes despachados para su ejecución 
á los Jueces Provinciales en las ciudades de Santa-Fé y 
del Rosario. Satisfechas las costas y repuestos los se- 
llos, devuélvase el espediente. 

Salvador M. del Carril.— Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos.— 
Marcelino Ugarte— José B. Go- 
rostiaga. 
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CALÍA XCI. 



D. Antonio Porro y doña Josefa Fabiani, sobre venta de un 
buque. — Incidente sobre competencia. 



Sumario. — No corresponde al conocimiento do la Justicia 
Nacional una demanda sobre venta de un buque, cuando uno 
de tos co-partícipes es una testamentaría no liquidada. 



Caso. — D. Antonio Porro y doña Josefa Fabiani, viuda de 
D. Domingo Riello, se presentaron al Juzgado Federal de 
Buenos Aires, esponiendo: Que siendo Uicllo dueño del 
buque * Constancia, > vendió en Junio de 1860 tres cuartas 
partes á D. Bartolomé Costa, y á D. Juan Bautista Bollo 
y D. Antonio Porro, una cuarta parto á cada uno, según 
escrituras que acompañan. 

Que D. Juan Bautista Botto vendió en seguida, por ante 
el Escribano de Sección, su cuarta parte á D. Domingo 
Riello y D. Bartolomé Costa, como se comprueba con la 
escritura que también se acompaña, quedando por tanto 
en condominio D. Domingo Riello y B. Bartolomé Costa 
por tres octavas parles cada uno, y D. Antonio Porro por 
una cuarta parte. 
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Que después do oslo murió Riollo, siendo declarada he- 
redera universal su viuda doña Josefa Fabián!, 

{)ue laminen falleció I). Ilnrtolomó Cosía, abriéndose su 
sucesión en la que hay menores interesados, y siendo el 
representante de la sucesión el Procurador Campos, jui- 
diendo el Escribano Malmierca cerlilicar acerca de ambas 
sucesiones. 

Que ni fallecimiento do ilos de los comineóos y la inter- 
vención de menores en la testamentaría de Costa, bace im- 
posible la continuación de la comunión en la propiedad 
del buque, ó al menos sumamente perjudicial á los intere- 
ses de todos. 

Que teniendo por la ley los condueños de una cosa el 
derecho de hacer cesar la comunión, y siendo la cuestión 
de competencia de los Tribunales Nacionales por razón de la 
materia, pedian so ordenara la venta del buque en remate 
público con citación del Procurador Campos y del Minis- 
terio de Menores, y con las demás formalidades de de- 
recho. 

Fnllo del Juez de Sección 

Hucnos Aires» Julio 22 de 1872. 
Constando del escrito presentado que está sin liquidarse 
la testamentaría de uno de los condueños) y que dicha tes- 
tamentaría tiene su representante, y que por consecuencia 
la presento demanda debe deducirse ante los Tribunales 
provinciales, con arreglo al inciso primero del artículo 
doce do la \o.y sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, hágase saber ó esta parto ocurra 
donde corresponda, devolviéndose originales las presentes 
actuaciones. — Repóngase el sello. 

'/aválela. 
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Este auto fué confirmado por el siguiente : 
MU dr la luprmi r*rt«. 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1872. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja ocho, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Francisco 
Delgado.— José B. GonosmcA. 



CAUSA XCI1 



Don Agustín José ét Humera contra D. Abrahan Lezano, 
por cobro de unas mulo*. 



Sumario, — 1° Probado el número de animales puestos á 
invernar, se debe restituir al fin de la invernada el mismo 
numero. 
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2- El contrato do invernada dura con arreglo a! tiempo 
convenido, aunque este sea mayor que él de costumbre. 



Cato. — D. Agustín José do HumereB puso en invernada 
en un establecimiento de campo de D. Abrahan Lezana 
una tropa de muías por un determinado tiempo y con la 
obligación de pagar doce reales bolivianos por cabeza al 
tiempo de la entrega. Humeres en 23 de Junio de 1871 
demandó á Lezana ante el Juzgado Seccional de Santiago 
del Estero por la entrega de su tropa, limitando después su 
demanda al número de 14 muías, con costas, costos y per- 
juicios, por habérsele entregado por Lezana después de 
ese día 74 muías. 

Conferido traslado, contestó Lezana que él no debía en- 
tregar siné nueve muías» por las razones que se deta- 
llan en la sentencia de 1* instancia ; — que en las condi- 
ciones de la invernada se habia establecido que Humeral 
habría sacado las muías en Febrero o Marzo, por ser 
estos meses la época ordinaria de la conclusión de 
esta clase de invernadas ; —que el mismo Humeres se 
habia comprometido de pagar 12 reales bolivianos por 
cabeza al fin de la invernada y * reales mensuales por ca- 
beza por el mayor tiempo en que habia dejado las muías en 
su poder j — que él estaba pronto á entregar las nueve 
muías, siempre que Humeres le pagase el precio corres- 
pondiente á los meses trascurridos desde Febrero á Mayo. 

Abierta la causa á prueba y producidas las que se espo- 
nen en la sentencia, se dictó el siguiente 
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Santiago del Estero, Abril de 1872- 

Vista la demanda, deducida por D. Agustín J. Humeros, 
estnmgero, contra D. Rafael de ta Plaza, como apoderado 
de D. Ahrahan Lezana, arjentino, de cuyos antecedentes 
resulta: El actor en su escrito de f. 10 con el objeto de 
modificar y correjir su demanda solo cobra catorce de las 
ochenta muías, por haber, después de iniciado la demanda, 
conseguido que el demandado lo entregase Gi muías. — El 
Sr. de la Plaza niega sean 80 las ínulas recibidas pues 
solo han ascendido al número de 78; y que de estas 
ee deben deducir, una muerta en el acto de recibir la tropa, 
la yegua madrina que figura en clase de muía, 2 entregadas 
por orden del Sr. Humeros á los Sres. Santillan y Pastoriza 
y otra recibida por el mismo para hacer un viaje a Tucuman, y 
que murió en su poder, quedando solo 9 en invernada ; que 
estas mutas ha pedido al ador las reciba siempre que so sa- 
tisfaga el valor de la invernada de 3 ínulas, 2 entregadas por 
su úrden y una que tomó él : que satisfaga el valor de los me- 
ses trascurridos desde que debió recibirlas, Febrero ó Marzo 
det año de 187-1, por 74 muías hasta el 1° de Julio y por 
desde esta fecha hasta hoy, todo á los precios convenidos. 
Y considerando :■ — 1° Que del recibo número 1 , f. 12, consta 
que ei Sr. Lezana recibió el 11 de Julio del año 70, en dife* 
rentes partidas, * 73 muías con mas una yegua madrina, 
quedando solamente 72 por haber muerto una. » — 2" Que 
del recibo, f. 3, número 2", se acredita haber recibido tam- 
bién Lezana, el 12 del mismo mes y año, 5 muías mas. — 
3 n Que de la carta reconocida por el demandado, f. 14, 
número 3, resulta que este tenia en su poder, pertenecien- 
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te á Humores, 47 muías hembras y 31 machos, á fines de 
Noviembre del mismo año. — 4 Ü Que con esa misma fecha 
confiesa, haber recibido, absolviendo la cuarta pregunta del 
interrogatorio de f. 39, del Sr. Humeres una muía que de 
la comparación de fechas resulta sor la que aparece de mas 
déla cantidad señalada en los recibos mencionados. — 5* 
Que el mismo confiesa, absolviendo la quinta, sesta, sépti- 
ma, octava y novena pregunta do dicho interrogatorio, que 
con posterioridad á esa época tiene recibidas 5 muías, 4 
que pertenecían á la invernada, y una do que no habia dado 
recibo. — 6 n Que con Techa dn Julio 1° del año 71, le 
fueron entregados al Sr. Especho, apoderado del Sr. Hume- 
res, 5U ínulas, y una yegua madrina y 5 mas en el mes 
de Agosto del mismo aíio» según los recibos otorgados por 
Espeche corriente á t 21 y 22 bajo los números 1 y 2. 
— 7 o Que el demandante, absolviendo la primera y segun- 
da pregunta confiesa haber dado orden para la entrega de 
2 muías, cuya órden fué cumplida por el invernador. — 
8" Que de los considerandos precedentes resulta plenamente 
probado el haber el demandado recibido 79 muías y en- 
tregado solo fiG, — Que con respecto al plazo de la inver- 
nada, resulta de estos mismos autos. — l ü Be los recibos 
otorgados por el apoderado de Humores, aceptados y pre- 
sentados por la parte de Lezana, que primeramente recibió 
50 muías y una yegua madrina haciendo su respectivo payu^ 
y después 5 ínulas, y en payo de la invernada recibe el Señor 
Lezana el valor de doce reales, y siendo la fecha de estos do- 
cumentos mucho después de los meses de Febrero ó Marzo 
del año de 1871, se deduce que el período déla inverna- 
da no terminaba en los meses indicados. — 2 o Que en cor 
roboración de este considerando viene el recibo presentado 
por el actor y pasado conjuntamente con la demanda 
en traslado al reo sin que estelo haya objetado. —3» Que 
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él mismo ha hacho uso de él para el' cómputo de las mu- 
las, — 4° Que á mayor abundamiento Lezana ha reconocido 
ser suya la firmi que lo suscribe. — 5° Que en ese docu- 
mento se fijó terminan ten te el tiempo de la invernada, 
pues se ha por recibido hasta fines de Mayo de 1871. — 
6 o Que la circunstancia de que las muías puestas en inver- 
nado se sacan en Febrero ó Marzo no es una prueba de 
que las partes hayan estipulado la terminación en esos 
meses, ouando no hay una ley que les prohiba ajarla á su 
voluntad. Se declara definitivamente juzgando, que D. Abra- 
han Lezana debe entregar á D. Agustín J. Humeros 13 
muías, y que siendo el plazo de la invernada hasta fines del 
mes de Mayo de 1871, este no está obligado á abonar mas 
que 12 reales por cabeza, como lo habian estipulado, de- 
jándole á salvo su derecho sobre la muía entregada al Se- 
ñor Pastoriza, con costas á Ja parte de Lezana. Hágase sa- 
ber y repónganse los sellos. 

Ignacio Lobo. 

Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente 

MI» de 1» ftnprem» C«rte. 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1872. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento once ; satisfechas estas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 
rostuca. 
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CAUSA 



floreo Piaggio é hijos, contra Marini y C\ por cobra de pao*. 



Sumario. — No mejorándose la apelación en el término 
del emplazamiento, su declara desierto el recurso á la pri- 
mera rebeldía que acuse el apelado. 



Cíiío. — En unos autos seguidos por Rocco Piaggio é hi- 
jos, contra Marini y C* por cobro de pesos, no habiendo estos 
mejorado la apelación en el término del emplazamiento, 
aquellos acusaron rebeldía y se dictó este 

Wmíim de 1* ggpfcwi Cm*U>. 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1872. 

Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito 
de lo dispuesto por el articulo doscientos catorce de la 
ley de procedimientos, se declara desierta la apelación ; de- 
vuélvanse en consecuencia los autos, prévio pago de costas 
y reposición de sellos por el apelante. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 

R0STIAGA. 
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CAUSA \€1V. 



Don Teodoro Mariscal contra Don Roberto Lawje, 
por cobro de pesos ¡ sobre exámen de testigos 
y absolución de posiciones. 



Sumario. — 1" El recurso Jo nulidad no es procedente 
contra los aulos inlcrlocutorios de los juzgados nacionales. 

2o La citación para absolver posiciones tlehe liacerso con 
un dia de ¡Hiérvalo al señalado para la absolución. 

Caso. — Don Teodoro Mariscal, demandó a don Koberlo 
tango por 48,1 Gt) 4 $ por trabajos do albañeria. Negados 
por Lange los hechos en que se fundaba la demanda. 

Se abrió la causa á prueba. A petición de Mariscal se 
mandó en 47 de Julio que el dia 20 comparecieran sus 
testigos, y Lange para absolver posiciones. No encontrán- 
dose Lango en su domicilio y negándose las personas que 
allí habia a recibir la cédula de notificación, so fijó esta 
en la puerta de su casa el dia 19. El dia 20 tuvo lugar 
el eximen de los testigos, y no habiendo comparecido 
Lange, Mariscal pidió se diesen por confesadas las posi- 
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Lange presentó escrito con fecha del mismo dia 20 
reclamando del auto de 17 de Julio y pidió en Id prin- 
cipal, que, para el exámen de los testigo», se fijara el dia 

r y T/'o/'' qUC para la abs ° lucí <"> de posiciones se 
fijara el día 24 ó 25. 

Dijo quo ét estaba enfermo, que había sido notificado 
el día anterior, y que por el art. 120 de ía ley de prece- 
dientes, no podían ser examinados los testigos sin q„ e 
tres días antes «te! señalado para el exámen, se pusiera de 
manifiesto en la secrelerín, la li sta de sus nombres, profe- 
sión y domicilio. ' H 



Fallo del Juc. S m i« D »|. 



Buenos Aires, Julio 22 de 187á. 
Estando el auto recurrido, con arreglo ai art. 120 de la- 
ley de procedimientos, no l.a lugar ó lo pedido, al otrosi 
acredítese la causa alegada y al efecto se señala el peren- 
torio término de tres dias. 

Ugarrim. 

Lange reclamó del auto de 22 y del 17. Dijo cuela 
elación que se le hizo para absolver posiciones «ra nula 
porque debía ser citado con un dia de intervalo, que por 
consciente no tenia necesidad de justificar la enfermedad 
alegada; que eran también nulas la citación para el exá 
mea de los testigos y sm declaraciones por haberse violado 
el art. 120 de la mencionada ley, pues la lista de los tes- 
tigos no había podido publicarse sinó el día 19, no pu- 
diéndose ejecutar ningún auto sin ser notificado. 
Concedida la apelación en relación se dictó el siguiente 

1« 
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Buenos Aires, Agosto 27 de 1812. 

Vistos : habiéndose practicado el din veinte de Julio 
último en cumplimiento de la providencia del diez y siete 
del mismo, el examen de los testigos presentados por don 
Teodoro Mariscal, cuyas declaraciones se registran desde fo- 
ja cuarenta y seis vuelta hasta cincuenta y cuatro de los au- 
tos, y no siendo procedente el recurso de nulidad sinó contra 
las sentencias definitivas de los Juzgados Secciónalos, con- 
forme á lo dispuesto por el artículo doscientos treinta y dos 
de la ley de procedimientos ; no ha lugar al recurso dedu- 
cido contra dicha providencia por don Roberto Langa. 

Y considerando, respecto al señalamiento de dia hecho 
á foja cincuenta y cinco, para la absolución de posiciones, 
pedida por el mismo Mariscal, que la parle de Lange fué 
notificada el diez y nueve de Julio último, para que com- 
pareciese á ser interrogada eti el dia siguiente, cuando 
según lo proscripto por el articulo ciento diez de la ley 
de procedimientos, debe ser citado para el acto con un 
dia da intervalo; se revoca la precitada providencia de 
foja cincuenta y cinco, y se devuelven los rulos al Juez 
Seccional, prévia satisfacción de costas y reposición de 
sellos, para que señale nuevo dia y proceda con arreglo a 
derecho. 

Salvador María del Carril— Francisco 
Delgado,— José B. Gorostiaga. 
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CAUSA 



Don Anselmo Nvfíex, contra ti Gobierno Nacional, por in- 
demnización. 



Sumario — El Poder Ejecutivo Nacional no puede ser 
demandaJo sin su espreso consentimiento. 



Caso. — D. Anselmo Nuíiez en representación de la 
sucesión de D. Días Refala, natural de España, ocurrió 
al Poder Ejecutivo Nacional, pidiendo la indemnización 
de una finca confiscada durante la guerra de la inde- 
pendencia, cen arreglo al tratado entre ia República y 
la España. El Gobierno Nacional fijó como monto de 
dicha indemnización el precio en que la referida finca 
había sido rematada en 1817, 

Nuñez, por apelación denegada, ocurrió directamente á 
la Suprema Corte diciendo que el art. 50 del tratado 
prescribe que hoya de atenderse el valor de los bienes 
confiscados al tiempo del secuestre ; que por consi- 
guiente la indemnización se dehia por el valor de la 
finca en 1812 en que fué confiscada; que procediendo 
el P. E. como juez de lo contencioso administrativo, y 
perteneciendo a* la Corte Suprema el conocimiento de las 
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causas sobro puntos rígidos por los tratados con nacio- 
nes extranjeros, ocurria á la Corte Suprema ya como 
Tribunal Superior en apelación de hecho, ya como tri- 
bunal privativo. 

Darlo vista al Sr. Procurador General pidió este no se 
hiciera lugar al recurro, diciendo que la Corlo Suprema 
no tiene facultad para revocar las resoluciones admi- 
nistrativas del P. E. N. ; — que eian infundados los agra- 
vios espresados por Nuñez ¡ — que la confiscación bélica 
es un modo legítimo de adquirir; — que el Gobierno 
Nacional por pura generosidad se obligó A devolver en 
el tratado las propiedades confiscadas á españoles, y en 
los casos de babor sido vendidas se devolvió siempre á 
los propietarios el precio obtenido en remate. 

Fallo de I* Suprema lerte. 

Buenos Aires, Aposto 27 de 1872. 

Siendo el Poder Ejecutivo Nacional, soberano en la 
esfera de sus atribuciones administrativas, y no pudiendo 
ser demandado sin su espreso consentimiento, según lo 
tiene resuello en varias causas esta Suprema Corle — se 
declara sin mas actuaciones — de confurmided con lo 
pedido por el Sr. Procurador General y con arreplo á lo dis- 
puesto por el artículo tercero de la ley de procedimien- 
tos — que no lia lugar al precedente recurso interpuesto 
por D. Anselmo Nunca en representación de los herederos 
de Don Blas Raffiils. Prévia reposición de sellos y p;tgo 
de costas, archívese en consecuencia este espediente. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 

ROST1AGA. 
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La Municipalidad del Rasaría de Sania Fé contra D. 
Honorato D'ujaud y D. Valentín Tuba, por cobro de 

derechos. 



Sumaria— \ a La ley de la Provincia de Santa Fé de 
Agosto 27 de 1802 designó, en lo administrativo, los lí- 
mites jurisdiccionales de los pueblos de San Lorenzo y 
Villa Constitución. 

2" Los pueblos donde funcionan Municipalidades inde- 
pendientes, es indispensable que cuenten con porciones 
de tierra capaces de suministrarles las rentas y recursos 
necesarios, 

3* A falta de una ley esplícita, los limites de los tres 
Municipios existentes en el Deparlamento del Rosario, 
deben ser los mismos que l<>$ designados por la ley de 
1862 en el órden electoral y administrativo. 

i° Los impuestos municipales por regla general, cuando 
se trata de frutos, solo gravan el consumo de estos en 
el mismo distrito Municipal en que rige la ordenanza 

5° La recaudación de los impuestos municipales debe 
hacerso en persona cierta, establecida en el Municipio y 
dentro dn él. 



230 



FALIOS DE LA SUPREMA C011TE 



Cíiío — Los señores Bigaud y Toba empresarios del mo- 
lino «Pavón» ubicado en el distrito de Villa Constitución 
y residentes en él, introdujeron á su establecimiento una 
cantidad de trigo producido en el municipio del Rosa- 
rio. 

La Municipalidad del Rosario tos demandó ante et Juez 
Fed-ral por el pago de 750 ¿bol. importe do los derechos 
de dicbo trigo. 

Conferido el traslado contestaron Bigaud y Toba que de- 
bía rechazarse la demanda con costas; que ellos eran 
vecinos de Villa Constitución; que el molino estaba situa- 
do en su distrito; que por consiguiente no se hallaban 
sujetos á las ordenanzas municipales del Rosario; que 
por los trigos comprados por ellos en este municipio los 
vendedores habian pagado los derechos correspondientes ; 
que por los impuestos municipales se deben pagar dentro y 
no fuera de los municipios; que ellos pagaban los dere- 
chos al municipio de Villa Constitución y no debían ser 
obligados á pagar doble derecho. 

Abierta la causa á prueba y presentadas por las partes 
las pruebas respectivas.se alegó por Bigaud y Toba; que 
habian probado que el molino de « Pavón i se hallaba 
en el territorio correspondiente al municipio de Villa Cons- 
titución; que habian pagado el impuesto de cereales á esta 
municipalidad por los trigos vendidos y beneficiados en el 
molino; que la ordenanza municipal invocada por ja parto 
contraria es relativa á los cereales que se expenden en 
el mercado, siendo el pago de sus impuestos ¡í cargo de 
Jos vendedores. 

Se alegó por ta municipalidad que la ley de Octubre 
3 de 1860 extiende el municipio del Rosario a* iodo et 
departamento; que la ley de Agosto 27 de 1872 erigiendo 
en cabeza de partido Villa Constitución y San Lorenzo hizo 
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esta división en el sentido esclusivamenle político-admi- 
nistrativo y no para los asuntos municipales-, que por 
consiguiente el cobro hecho por la municipalidad de Villa 
Constitución era ilegal y nulo, y el pago becho por Bi- 
gaud y Toba un pago indebido, que no los exhoncraba de 
su obligación para coa la municipalidad del Kosario. 



rallo del Juez fterrion»!. 



Rosario, Junio 15 tic 1872. 

Y vistos, considerando: — 1° Que la ley de 27 de Agosto 
de Í862, disignó en lo administrativo, los límites juris- 
diccionales de los pueblos de San Loren/.o y Villa Cons- 
titución, dando á este úllimo por el Sud el Arroyo del MeJio 
y por el Norte el de Pavón. — 2" Que estos pueblos en 
que desde anos airas funcionan Municipalidades inde- 
pendientes en su órbita de atribuciones y deberes, aunque 
tomen por norma las ordenanzas do esta Municipalidad ú 
otras mas adelantadas, es indispensable que cuenten con 
porciones do tierra, capaces de suministrarles las rentas 
y recursos con que han do subsistir y llenar los fines do 
su institución. - '¿« Que los límites de cada Municipio, 
de los tres existentes en este Departamento, á falta de 
una disposición clara y esplicita de la ley, no pueden ser 
otros que los mismos que designó esta para cada Distrito, 
en el órdon electoral y administrativo; pues si así no 
fuera, resultaría que so hubiesen creado Municipalidades 
sin radio, sin terrenos de producción, sin rentas y sin 
facultades para ser absorvidas en el momento de su crea- 
ción, por el terreno, los límites, las facultades y rentas 
de una sola Municipalidad, la dol Kosario, con facultad 
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de dictar ordenanzas municipales y cobrar impuestos, sobre 
todo el Departamento de su nombre. — 4° Quo por regla 
genera), los impuestos municipales, cuando se trata de 
frutos, solo gravan el consumo de estos en el mismo dis- 
trito municipal en que rige la ordenanza, pues que no 
puede gravarse la esportacion, ni llevar la acción de cobro 
á otra circunscripción municipal, fuera de aquella en que 
impera la ordenanza respectiva. — 5» Que los trigos que 
se han comprado para el molino situado al Sud del Arroyo 
Pavón, están exentos allí del impuesto que pretende co- 
brar la Municipalidad del [{osario, pues lian debido pa- 
gar en este municipio el impuesto establecido por la or- 
denanza n* 38 «que grava los cereales que produzca el 
municipio, ó que se introduzcan de otros, . no siendo en 
ningún caso admisible que el impuesto a la producción 
del Municipio de la ciudad del Rosario, vaya á hacerse 
efectivo dentro del Municipio de la Villa Constitución, don- 
de serán á su vez gravados por su consumo y acaso por 
su introducción i él; lo que ahogando tas fuentes de 
producción con excesivos y multiplicados derechos tras- 
tornaría todo orden administ. itivo, en el régimen mismo 
de las Corporaciones Municipales del Departamento. — Go 
Que no son tampoco los demandados Bi^arid y loba, como 
compradores, sirió el productor ó vendedor de cereales, 
quienes puedan pagar en obedecimiento de la ordenanza 
citada, los derechos por ella establecidos; pues aunque 
los impuestos graven la cosa, la recaudación ó el cobro 
ba de hacerse en persona cierta, en vecino establecido 
en el Municipio, responsable, y dentro de su jurisdicción 
admimslrativa ; constado de autos haberse hecho la in- 
troducción al Municipio de Villa Constitución y no al del 
Rosario- Por lo tanto se absuelve á los demandados de 
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la demanda contra ellos interpuesta, ^con costas— Hága- 
se saber y repónganse los sellos, 

José María Zuvtria. 

A, ciada esta sentencia fué confirmada por el siguiente 
Falle de 6» flupKei Certa. 

Dueños Aires, Setiembre 3 de 1872, 

Y vistos; por sus fundamentos se confirma con costas 
el auto apelado de foja setenta y tres; y satisfechas las 
costas y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador M. del Carril, — • Fran- 
cisco Delgado, — José B. Go- 

R0STJAGA. 



CAUSA XCVII 



D. Luis Figari, contra Palma y Montano, por cobro de lan- 
chaba — Incidente sobre competencia. 



Sumario— {o La escepcion de incompetencia por ra- 
zón de la materia puede deducirse en cualquier estado 
de la causa. 
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2* Los Tribunales de Provincia son competentes para 
conocer sobre demandas sobre fletes de lanchas emplea- 
das en la descarga de buques anclados dentro de puer- 
tos. 

3° La jurisdicción de almirantazgo que los Tribunales 
Federales ejercen privativamente, sol.» se estiende á los 
hechos ó contratos concernientes á Ja navegación y co- 
mercio marítimo, que se hace entre un puerto de la 
lie pública y otro extrangero ó entre diferentes puertos 
por los rio s interiores. 



Caso — En 20 de Abril de 1870, Don Luis Figari de- 
mandó ante el Juez de Comercio de Buenos Aires á los 
Señores Palma y Montaña la suma de 3:2,306 pesos m/c. 
procedentes de lanchages detallados en la cuenta acom- 
pañada. 

Corrido traslado de la demanda, Palma y Montaña la 
contestaron y reconvinieron por la suma do 18,000 
pesos, que, á causa de su negligencia en la descarga, 
según espresan, se vieron en la necesidad de abonar al 
Capitán del buque t Theader * por estadías. 

En seguida se puso la causa á prueba, se hizo publi- 
cación de probanzas, agregando las producidas por am- 
bas partes, y Figari alegó de bien probado. 

Pasados los autos á Palma y Montaña para alegar por 
su parle, presentaron sucesivamente dos pliegos de po- 
siciones que fueron absuellas por Figari, después de lo 
cual Don José Garcia Fernandez por Palma y Montaña, 
sin alegar de bien probado, espuso que el Juzgado no 
habia podido entender en la causa por no ser de su com- 
petencia. 

Que por el inciso 10 del artículo 2° de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales 
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á estos correspondía privativamente el conocimiento de 
toda cuestión sobre pagos de fletes y estadías, y siendo 
la presente demanda sobre pago de fletes de lanchas 
y la compensación que se opune por pago de estadías, 
era evidente la falta de jurisdicción de la Justicia Pro- 
vincial, siendo por tanto nulo todo lo obrado en los 
autos. 

Pidió que el Juzgado se declarase incompetente, se 
ordenase al actor ocurrir donde correspondía y se archi- 
vase el espediente. 

Corrido traslado del artículo, Figari pidió se recha- 
zara este con costas por si i r inadmisible en la forma y 
en el fondo. 

En la forma, porque las leyes de Procedimientos de 
la Provincia no tienen mas términos que los de 9 y 20 
dias para oponer toda clase do excepciones, y la causa 
hacia mas de das años á que se había iniciado, en cuyo 
tiempo los demandados habían contestado la demanda, 
habían reconvenido, y luihian producido prueba, siendo 
de notar que la primera excepción que debe oponer es la 
de falta de jurisdicción. 

Que es inadmisible en el fondo, porque por el inciso 
10 del artículo 2" como por los incisos anteriores desde 
el 7 1 se vé que la ley nacional no se ha propuesto arrancar 
á la jurisdicción de Provincia, lo mas provincial que hay 
en los departamentos fluviales, cual es lo relativo á boles 
y lanchas que hacen el pequeño negocio de las riberas ; 
y á nadie podrá convencerse de que ni por el espíritu 
ni por la letra, donde se había de buques ha querido 
decirse también lanchas y botes, pues visiblemente todos 
los incisos recordados se refieren al gran comercio ma- 
rítimo, a las eventualidades mercantiles del mar que 
tantos y tan grandes intereses estrangeros afecta siempre, 
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y de ninguna manera al pequeño tráfico de lanchas, que 
ni comercio puede llamarse en lenguaje jurídico, y que 
ai á las lanchas y boles se refiriera también el articulo, 
con igual razón podría alegarse que se refiere también 
á los carros que entran al agua y reciben los efectos do 
las lanchas cuando estas, por la bajante del rio, no pue- 
den atracar al muelle. 

Que la reconvención haya sido ó no sobre estadías, 
tampoco es razón atendible porque lo que establece la 
competencia judicial, es la materia de la demanda y no 
la de ta contrademauda ó de la contestación. 



Falla M Juei 

Y vistos: por los fundamentos legales del precedente 
escrito : no há lugar, con cosías á ta articulación pro- 
movida por el demandado, y corra la causa según su 
estado. 

hla. 

De este auto apeló el representante de Palma y Mon- 
taña y el recurso se otorgó en relación. 



Fall» del Superior Tribunal de la Pravlnria. 

Señores : — Langenheim , Eguia, Escalada. 

Vistos: por los fundamentos del auto de f. 115, y 
teniendo además presente el arl. A n de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, se confirma aquel con costas, y sa- 
tisfechas las de esta instancia devuélvanse. 

(Hay tres rúbricas). 
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En este eslado, Palma y Montano ocurrieron direeta- 
menle ante la Suprema Corte esponiendo, que á su en- 
tender el artículo citado se refería á los juicios radica- 
dos en los Tribunales de la Provincia al tiempo de la 
promulgación de ta ley, por lo que la interpretación 
del Superior Tribunal era errada. 

Quo por otra parle, ta resolución importaba interpre- 
tar la ley del Congreso restrictivamente respecto á la 
jurisdicción de los Tribunales Federales, de manera que 
resulla una abierta contradicción entre los artículos 
12 y 14 

Que con arreglo al inciso 3 a del art. 14 apelaba de 
esa resolución, pidiendo se declarase la competencia del 
Tribunal Federal y se inhibiera al Juez de Comercio de 
la Provincia de seguir conociendo en el asunto. 

La Suprema Corte corrió vista al Señor Procurador 
General, quien espuso que para conocer la verdadera 
naturaleza de este caso, se debía pedir informe al Supe- 
rior Tribunal de la Provincia. 

Librado el oficio pidiendo informe, el Superior Tribu- 
nal remitió los autos y con ellos el Señor Procurador 
General espuso : Que para que este recurso pudiera ser 
admitido era necesario que en los Tribunales de Provincia 
se hubiera puesto en duda la validez de una ley del 
Congreso y la decisión hubiera sido contra su validez. 

Pero la sentencia del Superior Tribunal de la Provin- 
cia es en todo conforme al inciso A° del art. 12 y al 
art i A dn la Ley del Congreso sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales. 

Los Señores Palma y Montana contestaron á la de- 
manda que les puso el Sr. Figari ante el Juez de Co- 
mercio Provincial, cobrándoles líeles de balleneras, y 
dedujeron reconvención cobrando á éste el valor de es- 
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tadías, como consta del escrito de f. 16, — Este escrito 
fué presentado en Julio de 4870; y desde entonces han 
seguido pleiteando ante el mismo Juez, hasta hallarse 
la causa en estado de alegar de bien probado. 

Si ellos han reconocido é invocado por la conlrade- 
manda la jurisdicción del Juez Provincial, no pueden hoy 
declinarla después de dos años; y la causa está legítima- 
mente radicada ante el Juez de Provincia, quien debe 
decidirla, según la clara disposición de la ley citada. 

En esta virtud pido á V. E. su sirva no hacer lugar 
al recurso, y devolver los autos al Superior Tribunal de la 
Provincia. 

Folio de la Supremo Corte. 

Buenos Aires, Setiembre 5 de 1872. 

Vistos : y considerando; — Primero, Que aunque la es- 
cepcion de incompetencia por razón de la materia, puede 
deducirse en cualquier estado de una causa, porque se 
funda en motivos de interés público, y no es permitido 
á los particulares trastornar el orden do las jurisdicciones, 
llevando asuntos de cierta naturaleza delante de jueces 
á quienes la ley no ha instituido para conocer do ellos ; 
sin embargo, la materia de la demanda entablada por 
Don Luis Figari cuntra los Señores Palma y Montaña, 
que ha dado lugar á la cuestión de competencia fallada 
definitivamente por el Superior Tribu mil de esta Provincia, 
y al presente recurso — es sobre flete de lanchas, em- 
pleadas en la descarga de buques anclados dentro de 
este puerto y hasta donde alcanza la jurisdicción con- 
currente de los Tribunales de Provincia; — Segundo, 
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Que la jurisdicción de almirantazgo que los Tribunales 
Nacionales ejercen privativamente, soto se estiende á los 
hechos ó contratos concernientes á la navegación y co- 
mercio marítimo, que se hace entre un puerto de la 
República y otro extranjero, ó entre diferentes puertos 
por los ríos interiores, según la resolución de esta Su- 
prema Corte en la causa que se registra en el tomo 
sesto, página cuatrocientos dos de sus Fallos; — por estos 
fundamentos y de conformidad con lo pedido por el Se- 
ñor Procurador General, se declara que en La sentencia 
apelada, no se ha infringido la disposición cuya aplica- 
ción se lia cuestionado, contenida en el inciso diez, 
artículo segundo de la ley de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales. 

Satisfechas en consecuencia las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse los autos con oficio. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 
hostiaca. 
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CAUSA XCVIII 



D, Federico Garñgós contra D. Joié Catoni, sobre cobro de al- 
quitira y reparaciones. 



Sumario. — lo La cláusula de un contrato de arriendo 
por la que se confiere al locador el derecho de aumentar 
el alquiler en caso de no pagarse este dentro de un término 
dado, no puede tener efecto alguno en el caso de haber el 
inquilino pagado el alquiler dentro del término. 

2° Aun en el caso de mora por parte del inquilino, esa 
cláusula no importa la obligación forzosa á éste do abo- 
nar el alquiler que fija el locador, sino la rescisión del con- 
trato no aceptándose por el inquilino el aumento, 

3° La designación del importe del alquiler no puede ser 
librado á la voluntad de uno solo de los contratantes. 

4* No debiendo suponerse la nulidad de los contra- 
tos, la interpretación de ellos debe ser la que asegure bu 
eficacia, sin repugnar á la ley. 

5° La cláusula de devolver la cosa arrendada en el esta- 
do de su entrega, y de hacer ciertas reparaciones, no pue- 
de tener efecto general sin ó al fin del contrato de arrenda- 
miento. 
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ti° Se exceptúan de esta regla las r iraciones que tie- 
nen el carácter de urgentes, y cuya dilación puede amena- 
zar ruina de la propiedad, 

7 o Por regla general todos los deterioros provenientes 
del simple uso de la cosa están á cargo del propietario. 

8 ■ En la duda que surge de dos cláusulas por las que, en 
una se obliga al inquilino á devolver la casa en el 
oslado en que la recibió y hacer por su cuenta toda clase 
de reparaciones, y en otra en que se declara no ser á car- 
go del inquilino las reparaciones que por su naturaleza 
sean de cuenta del propietario, debe decidirse que son 
á cargo de este sola las provenientes de la mala construc- 
ción de la casa, nuevas obras de las casas linderas y otras se- 
mejantes, y que todas las demás son de cuenta del inquilino. 

\\ v El actor que no lia tenido derecho, ni justa causa pa- 
ra demandar, dube sufrir el pago de todas las costas del 
pleito. 



Caso— D, José Calón i alquiló á t). Federico Garrigós la 
parte baja de la casa calle de Venezuela número 38 por el 
término do 18 meses, por la suma mensual de 2300 $ paga- 
deros el 30 de cada mes, bajólas siguientes condiciones: 
1» que en caso do no haber puntualidad en el pago, el 
propietario podría subir el alquiler, pero «después de ha- 
iber un mes adelantado avisado por escrito el inquilino, 
«ó por falla á los fiadores, rehusándose ai pago.» 2° que 
el inquilino dejaría la casa en el eslado del inventario de 
entrega, obligándose á hacer las reparaciones, que la casa 
exigiera, con excepción de las, que por sí mismas son 
de cuenta del propietario, 

No pagado por Catón i el alquiler del mes de Enero de 
1871 en el dia 30, Garrigós lo demandó en los primeros 
dias de Febrero ante el Juzgado Provincial de 1\ instancia 
t. m IT 
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pidiendo le pagara el alquiler vencido y se le notificara que 
en virtud del contrato subía el alquiler á 5 mil pesos ihen- 
suales. Catoni declinó la jurisdicción provincial por ser 
estrangero y cuino no había podido conseguir una entrevista 
con Garridos, le enrió el alquiler por dos amigos el día 13 
de Febrero, Garrigós recibió el alquiler anulando en el 
recibo qoe la i-asa ganaría en adelante 5(M)0$ mensuales. 
Catoni después de varias diligencias inútiles para remitirá 
Garrigós los alquileres sucesivos, los depositó en el banco 
de la provínola en la época convenida y en la eantidad 
de dos mil trescientos pa*os mensuales, dando aviso del 
depósílo al mismo Garrigós con una caria que le escribió 
por el correo en fecha 13 de Marzo y que Garrigós no qui- 
zo recibir. 

En el sucesivo mes de Junio, Garridos demandó á Catoni 
ante el juzgado nacional de esta specion, pidiendo el pago 
de los alquileres vencidos en 5 mil pesos mensuales y las 
reparaciones de los deterioros que habían sufrido. 

Conferido traslado contestó Catoni, en cuanto el pago 
de los alquileres, que el Contrato estahlecía que no podia su- 
birse el alquiler sino después de un mes de haberlo reque- 
rido inútilmente del inquilino y de los fiadores; que Ga- 
rrigós babia tratado de fingirse impago para exigir un aumen- 
to del alquiler; que él \\\m varías diligencias para pagarle los 
alquileres, deposité u dolos por último en el banco de la pro- 
vincia á la Mari de Garrigós, dándole aviso con carta 
certificada por el correo. 

En cuanto á las reparaciones, contestó, que la demanda 
era 6f temporánea, debiéndose discutir al vencimiento del 
contrato si la casa estaba ó no en el estado del inventa rio; 
que los mas graves deterioros de la casa debían repararse 
por el propietario, y que podia practicarse una inspección 
ocular. 
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El juez acudió á la inspección solicitada nombrando al 
efeclo dos peritos y abrió la causa á prueba. Producidas las 
pruebas y presentados los alegatos por ambas partes, se 
dictó el siguiente 



FalU M Juez 



Huenos Aires, Julio 1« de (872. 

Vistos estos autos seguidos por D. Federico Garrigós. 
ciudadano argentino, contra U. José Catoni, estrangero, 
por cobro de arrendamientos de una finca de la propiedad 
del primero y reparación de danos causados en la misma 
y resultando : 

|0 Quo en I*» de Agosto de i 870 D. Federico Garrigós y D. 
José Catoni celebraron un contrato de arrendamiento ile la 
casa baja calle de Venezuela n° 38, propiedad del primero 
bajo las condiciones siguientes: 1°, que el contrato du- 
raría diez y ocbo mese», y el alquiler seria el de 2,301) 
p.'sos pagaderos el treinta do cada mes, con prevención 
de que en caso de no haber puntualidad en el p.go, el 
propietario podria subir dicho alquiler aun dentro del tér- 
mino de este contrato; 2o, que Catoni se comprometía á 
dijar la casa en el estado en míe la tomaba según el in- 
ventario que habian formado, obligándose á hacer todas 
las reparaciones que la casa exijiera por su sola cuenta ; 
:í<\ referente al estado de la casa j que seis do las habi- 
taciones estaban con sus pisos, cielo-razos y los empape- 
lados recen puestos, pero teniendo el panel una pequeña 
rotura en la sala y dos habitaciones mas ¡ y que las puer- 
tas de las mismas seis habitaciones dichas estaban sin ro* 
tura y recien pintadas : que tres piezas del fondo estaban 
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blanqueadas, y sus puertas y demás en buen estado : que 
loa frisos de mármol del zaguán y primer palio estaban sin 
rotura ninguna así enmo ti brocal del algibe: la cocina 
recien hecha y Id lctrj.ua limpia y en buen estado; 4°, que 
prescindiendo de los que no son pertinentes á la cuestión, 
por el art. 5* los Sres, Corli, Riva y C, se constituyeron 
en garantes y fieles pagadores del alquiler estipulado y demás 
condiciones, de lerm i nadóse por artículos subsiguientes 
que el alquiler no podría subirse sinó después de haber un 
mes adelantado avirndo por encrtto ei inquilino por falta á tos 
fiadores rekusándme al payo (transcripción textual}, y que el 
estado de la casa á que se reliere el artículo segundo, y 
en el que debía entregar la casa, Catón i debe únicamente 
considerarse en cuanto á las reparaciones, que por si mis- 
mas no son do cuenta del propietario. 

Ü' Que Garrigós acompañando el contrato referido, so 
presentó a este Juzgado manifestando : 1°, que Catón i no 
le pagaba el alquiler estipulado desde cuatro meses atrás, 
y que usaba de tal manera de la Tinca arrendada, que ame- 
nazaba ruina, encontrándose destruida y deteriorada; 2°, 
que con arreglo al contrato estaba ublrgadq Cátoni ¡á pagar 
el alquiler mensual mente y el propietario estaba en el de- 
recho de subirlo por la falta de cumplimiento del inquilino 
á aquella obligación, derecho do que había usado corno 
debía constar del último recibo, levantando el alquiler á 
cinco mil pesos mensuales; 3', que en consecuencia pedia 
se condenara á Caloni al inmediato pago de los alquileres 
devengados á razón de 5.0J0 pesos mensuales, y a que in- 
mediata mente procediese á practicar las reparaciones nece- 
sarias para consolidar el edificio en la parte que amenazaba 
ruina, y para poner la casa en el estado regular de uso en 
que debo conservarla, ó se le autorice para practicarla por 
cuenta del inquilino ; pidiendo además al objeto de consta- 
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lar el hecho, en que funda la segunda parte en su petición, 
que se nombrasen dos maestros mayores de albañería y 
carpintería para que informasen acerca del estado actual 
del edücio. 

3 o Que nombrado el maestro mayor dn albaíiilería don 
Guillermo Gondman prescindiendo de nombrar otro de car- 
pintería por haberlo así solicitado en otro escrito el mismo 
Garrigós, dicho maestro cumplió su cometido, como cons- 
ta de f. 18 ; y de su informe repulía lo siguiente : I o , que 
en Ja vereda Imbuí algunas piedras fuera de su lugar y los 
reboques dul frente se luí liaban parte en mal estado y los 
blanqueos asi como Ins pinturas sucius : 2 U , i que en el 

< s.iguan, ln puerta de fierro, que comunica a) segundo 
« patio, estaba Cuera de su lugar y faltaba la mitad de un 
« friso abajo del escalón de mármol y dos mas rotos abajo 

* del escalón de marmol, y dos mas rolos abajo dos escalo- 
i nes de la entrada, un arto de tabique que sostiene la 

* escalera de mármol para la casa ¡illa; está rajado en el 

< medio ; y o os escalones de la misma escalera se hallaban 
» en mal estado y amenazando ruina, y que el nlbañal, en 

* el mismo zaguán no estaba corriente y detenia agua, que 

* penetraba á los cimientos de las paredes i ; 3", que • en 

* las dos habitaciones del primor palio los cielo- rasos y pin- 

* luras estaban sucios, y el empapelado de ellas rolo, en- 
t centrándose también en igual estado el empapelado, pin- 

* luras y cielo-rasos de las cuatro habitaciones siguientes ; 

* cuyo piso tenia además la mayor parte de las baldosas 
« rolas; 4 o , que en otras dos habitaciones, pisos de la- 
» dnllo, y otrj piso de tabla, el blanqueo y pinturas se 
t hallaban en mal estado » , 5<>, que las puertas de la co- 
cina, frisos y reboques de la misma esl;iban rolos ; que la 
letrina estaba llena, desaseada y demandaba una repara- 
ción inmediata; que los pisos de baldoza y reboques del 
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segundo patio estaban rotos, y desaseados el blanqueo y 
pintura. 

4<> Que corrido Instado de la demanda con el informe 
precedente lo evacuó Catón i en los siguientes eoneep os : 
t", en cuanto al primer punto relativo al pago de alquileres: 
que aunque Garreó?* había conseguido ligarlo pnr su con- 
trato hecho por él, estableciendo pura el propietario toda 
especie de ventajas, sabiondo sin embargo que los alquile- 
res serian sal i «fue líos, de lo que eran una garantía la res- 
ponsabilidad del inquilino y la de los fiadores, trataba de 
fingirse impago para exigir un aumento en el alquiler ; pero 
que á pesar de todo, no había logrado su intento, porque 
el contrato establecía que el propietario no podía subir el 
alquiler sinó después de un mes de haberlo requerido inú- 
tilmente del inquilino y del fiador, requirimionlo que no 
habia tenido lugar, ú lo que se agregaba, que habiéndole 
prohibido Garrigós tola relación con él, le mandó decir por 
un sirviente y por su hijo (de Catuní), que mandase cobrar 
el alquiler vencido, sin que las diligencias á este respecto 
fueran bailantes para conseguir de Garrigós, que mandase 
cobrar los alquíleles ; que el dia ti de Febrero del ano 
próximo pasado mandó á D. Camilo Molina y D. Agustín 
\rias á casa de Garrigós con la cantidad de dos mil tres- 
cientos pesos moneda corriente, correspondiente al alquiler 
de Enero, y advirtiéndole que en adelante no se tomara el 
trabajo de ir á pagarle el alqmljr, pi>r correspon lurle (Gar 
rígós) el mandarlo cobrar, y que diehos testigos llevaban 
á mas una carta, de cuyo contenido lenian conocimiento, 
en la que le decía á Garngós, que ocurriere todos lus me- 
ses por los alquileres, porque no se hallaba en la obliga- 
ción de buscarlo por todas paites para pagarle, cuando él 
empleaba todos los medios posibles para evitarlo ; que 
Garrigós dió el recibo, que habia acompañado f..,, previ- 
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niendo en él que en adelante el alquiler seria de 5,000 
pesos mensuales como lo prevenid el escrito presentado 
ante el Juez do i ' Instancia, invocando para esto el derecho 
que le acordaba el contrato, que no habiendo Carrigós ocur- 
ridu por lus alquileres, los depositó á l.t orden del mismo 
en el Banco de la Provincia dándole aviso en carta certifi- 
cada por el Curren, hecho que lo justificaba plenamente la 
libreta que acomp maba, síganla cual estaba acreditado 
que habta depositado siempre cun puntualidad, salvu el del 
mes de Abril por la clausura del Banco, y viniendo para 
esto de la Ensenada donde se hallaba su familia á causa 
de la epidemia ; deduciendo de todo lo espucslo la Palla de 
derecho en Garridos para cobrar los alquileres á razón de 
5,t)Ü0 pesos mensuales ; ¡2", en cuanto á la acción de re- 
paraciones de daños \u r los deterioros de la casa, Catoni 
ha deducido las escepciones siguientes: 1", que era es- 
temporáneo por lo menos por ser á la espiración de! con- 
trato, cuando debían cuestionar, si la casa estaba ó no en 
el estado, en que la recibió; 2\ que lejos de haber 
deteriorado la casa, la había puesta en mejor estado que 
cuando la recibió; 3', que el informe pasado por el maes- 
tro mayor Cundirían era parcial por lo que antes do Con- 
testar á ta demanda Babia manifestado su oposición á di- 
cho nombramiento, oponiendo en cuanto á su contenido Jo 
sigiiieiitri : que lus deterioros en la escalera que conduce 
á la casa alta no eran de su cuenta, sinú de la del deman- 
dante, que una esolusívameiite de dicha escalera ; que los 
deterioros de la vereda l;unpoco deben ser refaccionados 
por él, porque en el inventario no se dice que él la 
hubiese alquilado ; y porque no la ha usado sino como uno 
de tantos transuentes ; siendo lodo deterioro en ella de 
cuenta del propietario ; que si la letrina está llena no puede 
imponérsele el e asto Jtí limpiarla, porque también la usa 
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Garrigói, y este es un gasto que en todas partas corre por 
cuenta del propietario ; que en cuanto á los empapelados 
rotos en las primeras piezas de la casa no puede obligár- 
sele á repararlos porque en el inventario se dice, que están 
en mal estado; y en cuanto á las baldosas rotas del se- 
gundo patio, lo estaban desde que había tomado la casa ¡ 
teniendo que observar respecto á las pinturas que el maes- 
tro Goodman se había excedido de su cometido ; que si 
deterioro puede haber sufrido la casa, seria procedente de 
una obra que se construyo en el fundí por el propietario 
del terreno vecino, ó procederían de humedad ríe la casa ó 
de mala construcción, como el al banal que pasa por el 
zaguán, y que recibe las aguas sucias de la casa aita, con 
ta que común ic:i por meilio de un cofín que deja acceso á 
las basuras ; no siendo posible que |ior hecho propio de 
el, ó de los que habitan la casa se obstruya dicho alhañal, 
el cual en la parte que comunica con la casa que ocupa, 
tiene una rejilla de hierro, que no deja pasar sinó et agua 
y que para dejar cunstalados todos los hechos espucstos, 
pedia se practicase una inspección ocular. 

5* Que el Juzgado ordenó la inspección solicitada con 
asistencia de los maestros mayores Goodman y Cabrera, y 
practicada aquella, ordenó que los citados maestros infor- 
masen acerca de las causas que hubiesen producido tas 
gretaduras, que se hallaban visibles, y acerca del estado 
de toda la casa, teniéndose presente el informe del maestro 
Goodman. 

6° Que los maestros mayores cumplieron su cometido 
evacuando el informe que curre á t. 50, del cual resulta lo 
siguiente : I o , que las gretaduras en la pared del costado 
Kste, en los tabiques de la escalera, en los arcos de los 
zaguanes y el deterioro de los mármoles en la escalera, 
han sido producidos por la rebaja del terreno, que se ha 
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hecho en la casa lindero, que se construís, pues se ha- 
bía rebajado el terreno una vara y veinte y cinco céntimos 
en una eslen&ion de 25 varas, los cimientos se habían 
calzado nuevamente, y se había perforado Ja pared para 
construir unos arcos ; á lo que se agregaba, que ta reco- 
cheta del pilar de la puerta de calle, lindera de la casa en 
construcción, no tenia cimientos ; resultando de todo esto 
las gretaduras, las que son de consideración y demandan 
una pronta reparación ; 2", que respecto á los deterioros 
en lo siguiente : ciertas roturas en los empape- 
y cielo-razos en las habitaciones, pequeños movi- 
mientos de algunas bahiozas, originados dichos deterioros 
por el uso; el piso del segundo patio algo deteriorado; el 
deterioro de los reboques de los patios y frente á la calle 
insignificante, y debidos todos estos á la obra del tiempo, 
y que á su mala construcción es debido el estado del piso 
de tabla en una habitación del segundo patio. 

7° Que el Juzgado provejó mandando practicar las repa- 
raciones espresadas por cuenta de quien correspondiese, 
abriendo á la vez un término do prueba para acreditar los 
hechos alegados por el demandado, á quien se intimó exhi- 
bir la contrata, que tenia en su poder; mandándose tam- 
bién, que ambas pnrüts maní Testasen si estarían conformes 
en rescindir el contrato, sin perjuicio de la resolución, que 
dictaría el Juzgado sobre los puntos que le estaban some- 
tidos, (auto de f. 85.) 

8 o Que Calo ni manifestó á f. 87 vuelta su conformidad 
pura y completa sobre la rescisión del contrato propuesta 
por el Juzgado, y Garrigós manifestó á f. 88 que estaría 
conforme siempre que se le indemnizasen los perjuicios 
que le había causado el proceder de Catuni, y que le en- 
tregase la casa en el estado en que la recibió con arreglo 
al contrato. 
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9° Quédela prueba producida resulta lo siguiente: i% 
eo la contrata que Caloni tiene, ó tenia en poder suyo y que 
corre agremia á f. 90, se consigna un articulo adicional, 
según el cual el inquilino no es responsable en el caso en 
que la casa IJeg;ise á conmoverse por si misma ¡ 2<\ que 
Caloni envió á Carrigós el alquiler correspondiente del mes 
de Enero del año ppiiu. por conducto de I». Camilio Molina 
y D. Agustín Arias, quienes eran portadores también do 
una caria para Garrigós, en ta que le prevenía Cu ton i, se- 
gún Molina en su declaración de la. Í|0 | \iú, que puesto 
que Garrigós le hubia prohibido subir á su ca^a, le in.iiu.ise 
el punto donde debía dejarle los alquileres, ó en su defecto 
mandase á cobrarlos el primero de cada mes ; y según los 
recuerdos de Arias ^declaración de fs. l il á \ü i su | e 
prevenía que en adelante le mandase cobrar los alquileres 
ó le avisase donde debia di-jnrlos ; 2°, que D. José Caloni, 
hijo del demandado, declara [ts. 105 á IU7) que habiéndose 
hundido la letrina de la casa, su señor padre babia mani- 
festado al señor Garrigós la necesidad de repararla, y no 
habiéndolo efectuado el último, el declarante había ido en 
dos ocasiones por orden de su padre á recordarle aquella 
necesidad, y quo en la segunda de dichas ocasiones le 
babia prohibido dicho Sr. Garrigós al declarante y á toda 
su familia el que subiese sus escaleras ; agregándole que 
según el contrato nada tenia que ve\> con aquellas repara- 
ciones ; que por esta ¡azon el declarante no llevó á casa de 
Garrigós el alquiler del mes de Enero ¡1871) y se habia 
limitado á esperar al pié de la escalera por diferentes oca- 
siones al sirviente del último, con quien le mandó decir que 
ocurriera por el alquiler, y que el sirviente contestó, quo 
tenia órden de su patrón de decirles tanto al declarante 
como á los demás miembros de su familia, que nada tenia n 
quo hacer con él, cuya última parte se halla corroborada 
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por U.José Martines García vecino de los demandados que en 
su declaración de fe. 127 y 128 afirma que un sirviente del 
Sr. Garrigós lo dijo que Caloni tiabia estado muchas Teces 
esperando en la escalera á que viniese el sirviente de Garri- 
dos para entregarlo el alquiler, y que no Le había querido re- 
cibir, porque así lo había ordenado el Sr. Garrigós, y c que 
este queria subirle los alquileres para embromarlo * ■ 3°, 
que el Juzgado ordenó que G irrigós exhibiese la carta que 
Caloni Le dirigió por conducto de Molina y Arias ; no ha- 
biéndose cumplido dicha orden por haber manifestado, 
que si recibió dicha caria, lo que no sabe, no ta ha con- 
servado probablemente porque no tendría importancia ; 4o, 
que Caloni procuró depositar los alquileres, primero en la 
Comisa lía de la segunda sección de Policio, y posteriormente 
en el Juzgado de Paz de la Catedral del Sud, manifestando 
que lo hacia por la resistencia de Garrigós á recibirlos 
(informes de Ts. 130 vuelta á 132); 5" que posteriormente 
los depositó en el flanco de la Provincia á premio y á Ja 
orden de U. Federico Garrigós, á quien previno por carta 
certificada por el Correo, sin que Garrigós ocurriera por 
dicha caria j todo lo cual está jusliflcadu con la libróla 
que se acompaña, informes del Banco de la Provincia á 
f. 137 vuelta y l.i de la Administración de Correos á fs. 
111 vuelta y 112, y de la declaración de Garrías á f. 124; 
6\ que la prueba rendida por Garrigós consiste en la de- 
claración de 1). Rafael González que corre á f. 148 y que 
por su singularidad no merece le con arreglo á la ley 32» 
lil, 16, Part. 3 1 ; y en la de su cochero D. Augusto Gone- 
sarreray, que no solo depone sobre hechos de poca impor- 
tancia, sinó que es inhábil con arreglo á la ley 18, til. 7, 
partida citada, y que á parle de su inhabilidad, su dicho 
no merece fe pur sor testigo único respecto á los hechos. 
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Y considerando — i" Que dos son las cuestiones que 
el jusgado tiene que resolver en esle juicio: la primera, 
si el propietario D. Federico Gairigós lieno derecho para 
subir el alquiler que según la contraía debia abonar y 
abonaba Catoni por la casa calle de Venezuela n° 38 que 
ocupa el último; y segundo, si la reclamación acerca de 
las reparaciones ha sido deducida en la oportunidad conve- 
niente y si deben ser á cargo del inquilino todas ellas. 

2 o Que no solo por el texto literal del contrata, sino 
con arreglo á lus principios de jurisprudencia universal, 
según los cuales uno solo de los contraíanles no tiene 
derecho para modificar el con Ira lo, ni agravar las obliga- 
ciones de otros, es evidente que, para que Catoni tuviese 
que sufrir la pena de pagar el alquiler, que cobra Gar- 
rigós, era indispensable que no hubiese habido por parte 
de aquel puntualidad en el pago, ú ejecución de la obliga- 
ción con arreglo á la Ley 31, til. ti, parí. & ; art. 
285 del Código de Comercio, y X a lil. 11. Sección 1 a, 
Libro 2° del Código Civil; y lo contrario no solo lo 
repugnaría las últimas palabras del arl, 1° del contrato, 
sino que impoilaria dejar la designación del alquiler al 
arbitrio del locador, lo que seria absurdo en este como 
en cualquier otro contrato, y contrario además á la pres- 
cripción contenida en la Ley I», lít, 8, parí, ü' ; y art. 
2° del tjt. 6», Sección 2a del libro 2» del C ódigo Civil. 

3<> Que no está justificado en aulos que Catoni in- 
curriese en mora para la ejecución de las obligaciones del 
contrato; y está justificado al contrario, que hizo lo po- 
sible por entregar puntualmente los alquileres; y que si 
demoró unos pocos días el pago del alquiler del m?s 
de Enero, fué porque Garrigós le habia prohibido subir 
á su casa, como lo prueba el hecho de haber Garrigós 
recibido la carta conducida por los testigos Molina y Arias, 
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en que se prevenía al propietario; que puesto que habia 
prohibido subir á su casa, le avisase donde debia 
colocar los alquileres, ó los mandase cobrar el primero 
«le nada mes, sin que Garrigós contradijese tal asevera- 
ción; lo que no es presumible dejara de hacer si era 
realmente falso: hecho en que su parte principa! está 
corroborado por la declaración del testigo l>. José Mar- 
tínez. 

4" Que por otra parte según e | ar t. 7» de] contrato, 
el inquilinato no podía subirse sin aviso previo, pasado 
un mes antes, por escrito, á los fiadores por la negativa 
del inquilino á pagar el alquiler, y en este caso no ha 
precedido l;tl aviso, ni negativa. 

5" Que encarada la cuestión bajo la faz do lo que pueda 
jurnl-camenle importar la cláusula, que autorizaba al pro- 
pietario pura subir los alquileres, en caso que el inqui- 
lino no abonase puntualmente el precio estipulado, no pue- 
de admitirse que dicha cláusula importe ta obligación lor- 
zosa é imprescindible de parlo de Catoni do abonar el al- 
quiler, que Garrigós fijase á su vulunlad; porque la| 
clausula no estaría autorizada por la ley, pues no seria 
precio cierto el que dependiese del capricho del locador, y es 
indispensable que haya precio cierto con arreglo á Ley I a , 
Ut. 8°, part.-V citada; á lo que se agrega, que siendo un 
principio de derecho que en el Silencio de la Ley debe el 
Juez buscar los elementos do su decisión en las leyes análo- 
gas, es aplicable al caso la ley 9, lít. 5", parí. 5*, según 
la cual el contrato de coinpia-venla no tendría el valor 
legal cuando la designación del precio fuese librada ú uno 
Bolo de los contraíanles. 

G° Que no debiendo suponerse la nulidad del contrato, 
debe dársele una interpretación, que asegure su eficacia, 
sin repugnar a la Ley, de lo que debe deducirse, que 
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el espíritu de los contraíanles fué, que si et inquilino 
«o pasaba por el alquiler que señalase el propietario, 
tiebeiia dejar la casa, quedando rescindido el contrato, sien- 
do esta rescisión, ó privación de las ventajas que pudie- 
ra arordarle el contrato, Ja pena en que incurriría por su 
falta de cumplimiento. 

7° Que habiendo Catoni manifestado su voluntad de dar 
por rescindido el contrato antes que aceptar el afquiler fi- 
jado por Garrigós ; y habiéndose negado este á admitir dicha 
rescisión, como se ha visto en el resultando 8° de esta sen- 
tencias, no puede pretender el pago de un alquiler mayor, 
que el designado en el contrato, 

8o Que en cuanlo á ta cuestión relativa á las repara- 
ciones hay dos puntos á resolver, primero el de la opor- 
tunidad; y segundo sí la totalidad de ellas debe hacerse 
por cuenta del inquilino. 

9 J Que respecto á Ja oportunidad, si bien la obligación 
contraída por el inquilino era la de devolver la casa á ta 
terminación del contrato en el estado en que ia recibiera, 
y es evidente que la demanda fué deducida mucho ánles 
de terminado el contrato, lo que autorizaría á creer que 
Garrigós se había anticipado hacer sus reclamaciones, y 
que por consiguiente ia demanda era estemporánea ¡ sin 
embargo cuando se trata de reparaciones urgentes, cuya 
dilación pueda amenazar ruina do la pmptcdad, no puede 
negarse al propietario el derecho de exijir, que i nmciJ ¡a la- 
mente se haga para la conservación de su casa, tanto 
mas en el presente caso, en que él habitaba la parte alta, 
y que podría encontrarse en peligro de tener que desa- 
lojarla, y que era indispensable que se constatara Ea causa 
del deterioro, puesto que según el contrato mismo, no 
todas las reparaciones eran á cargo del inquilino, y que 
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podía sostenerse, que era una consecuencia de la cons- 
truocion «le la misma casa. 

10. Que coinu se ha vislo al tomar e» consideración el 
informe, quo previo reconocí miento pericial, pasaron los 
maestros mayores, y que corre á f. 30 y 57 y 59, las 
gretaduras que había en la pared del costado Este, eran 
de consideración y exijian una pronta reparación, y como 
consta además por el informe del maestro mayor Goodman 
á f , 19 no contradicho por aquel y confirmado por la 
contestación ;i la demanda, la letrina cxijia también una 
reparación inmediata; y por consecuencia aunque las otras 
reparaciones no fueran urgentes, Gurigós debía procurar, 
que las que tenian carácter de tales se practicaran ya, 
sin esperar á la conclusión del contrato y no se puede 
por lauto clasificar de es temporánea la demanda. 

U. Q ue para resulvcr el [mulo de hasta donde alcan- 
zan las obligaciones di l inquilino en cuanto á las repara- 
ciones, ó sea cuales son de su cuenta, debe estarse ó 
lo estipulado en el contralo interpretándolo, en caso de 
haber oscuridad ó ambigüedad en sus cláusulas, en aquel 
sentido que baga maii eficaz la convención ; y desechando 
el que la anulara, 

12. Que existiendo en el contrato dos cláusulas: 1° 
Ja cláusula seronda por la que el inquilino se constituye 
en la obligación de devolver la casa en el estado en que 
la recibió y en la de hacer por su sola cuenta tuda 
clase de reparaciones que exigiera, y 2° la última en que 
se declara no ser á cargo del inquilino las reparaciones, 
que por su naturaleza sean de cuenta del propietario : é 
que se agrega la declaración contenida en el ejemplar 
presentado por Cato ni, f 1)0, icgun In que el inquilino 
no es responsable en caso que la casa se conmueva por 
si misma, es deber del juzgado conciliar en cuanto sea 
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posible ambas cláusulas, pero dejando en pié la obliga- 
ción. 

13. Que aunque por regla general todos los deterioros 
provenientes del simple uso de la cosa, son á cargo del 
propietario, esta regla debe ceder y cede á lo que sobre 
el punto determinarun los contratantes, porque la volun- 
tad de ellos es la primera lr>y á que deben sujetarse las 
convenciones. 

14. Que suponer en el caso, que todas las reparacio- 
nes de los deterioros causados por el solo trascurso del 
tiempo, y por el uso natural de la casa arrendada son á 
cargo del propietario, es admitir la ineficacia de la obliga- 
ción contenida en la segunda cláusula, que dice: que 
las reparaciones de tocia clase son ó cargo del inquilino, 
y que por consecuencia ta interpretación será contraria 
á las reglas generales de la buena interpretación, tanto 
mas cuanto que resultaría ademas inútil la cláusula, en 
la que se detalla prolijamente el oslado de los papeles, 
pinturas, cielo-rasos y demás. 

15. Que admitir, por otra parte, que ninguna reparación 
de deterioros no producidos por culpa del inquilino, sino 
por el simple uso y trascurso del tiempo debe ser por 
cuenta del último, seria admitir la inutilidad de la última 
cláusula del contrato, y do la interpretación que se le dá 
á ella en el ejemplar firmado por Garngos y presentado 
por la parlo de Catoni. 

16. Que la conclusión que se desprende de los pre- 
cedentes considerandos es que el inquilino está en el 
deber de entregar la casa en el estado en que la recibió, 
y para esto en el de hacer las reparaciones de lus deterio- 
ros, que la casa hubiese sufrido en su seivicio aun por el 
uso natural de la misma ; pero de ningún mudo los que 
proviniesen de una mala construcción, ó de otras causas, 
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que no son personalmonle imputables á Catoní, ni tam- 
poco elot uso natural do lo casa, y cuya reparación seria la 
reservada ai propietario por ol contrato, 

i?. Que con arreglo á la división establecida en el pre- 
cedente cons.deramJo, Catoni no es responsable de las 
gretaduras producidas en la pared del costado Este, por 
m conslniccmnes en el terreno contiguo, ni del deterioro 
m p-so de talda según la opinión de los peritos, en un 
cuarto del „ S undo patio, por provenir do mala construc- 
ción del p ]S o; pero si es á cargo del inquilino la repara- 
ron de ios demás dosterioros sufridos por lo casa baja 
<*a su interior, hasta dejarla en el mismo estado en que la 
«cibio, y que se detalla en el inventario, y con prescin- 
¡Jenc.a de los que tuvieren la escalera y 'los muros es- 
tenores y Ja acera. 

Por estos fundamentos Tallo: absolviendo ü U, José Ca- 
loni de la demanda deducida contra él por D. Federico 
Urr.gós, en cuanto á la alza del alquiler de la casa de 
propiedad del último, que ocupaba en la caite de Venezue- 
la n" :i8, declarando chancelada Ja obligación del pago de 
alquileres mediante el pago de dos mil trescientos pesos 
moneda corriente, que mentalmente, basta la espiración 
del contrato, ha l.ecbo : y declarando en cuanto á las 
reparaciones, que deben ser por cuenta de D. José Ca- 
toni las espresadas en el Último considerando de esta sen- 
tencia, y soportarse por el propietario tas necesarias para 
reparar los deterioros producidos por la construcción he- 
cha en el terreno contiguo al Este, y para restablecer 
ol piso de tabla en la habitación del segundo patio, de 
que hacen mérito el último considerando de esta sen- 
tencia y los informes do los peritos; debiendo salrstaccrso 
Jas costasen la forma ordinaria.- Repónganse los sellos 
y nolíllquese con el original, Manuel ZavaUta. 

í, m 
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Caloni apeló de la parle de la sentencia relativa a las 
costas, y Garrigós del fondo de ella. 

Garrigós espresando agravios dijo: que no era inculpa- 
ble como lo sentaba la sentencia t la mora de Caloni 
en el pago de los alquileres, que los certificados del 
comisario y del juez de paz no tenian fecha; que él 
no tenia obligación de adivinar de quien era la carta 
enviada por el correo; que la cláusula de la suba del 
alquiler no era nula; que solo habría podido admitirse 
que en disconformidad del inquilino á cerca del monto de 
la suba se fijase este por peritos ó judicialmente; que en 
el caso no exislia lal disconformidad; que en efecto el 
silencio de Caloni desde el aviso escrilo el 13 de Febrero 
hasla el mes de Junio equivalía á una conformidad tácita; 
que por el contrato él no estaba obligado, sino á avisar 
por escrito, un mes adelantado, al inquilino, de la suba 
del alquiler, obligación con la que liabia cumplido en el 
recibo del dia 13 de Febrero; que no estaba obligado 
á avisar ai fiador en consecuencia de la misma conformi- 
dad de Catoni. 

Conferido traslado contestó Catoni : que Garrigós no te* 
nía derecho de subir el alquiler, sino en el caso en que 
hubiese requerido al inquilino y al fiador sin verificarse 
el pago; que en el dia 13 de Febrero no habia pasado 
el mea de mora y por consiguiente era nulo é ilegal, el 
aviso contenido en el recibo de dicha fecha; que ni podía 
alegarse este aviso como una convención, porque un con- 
trato por carta no se perfecciona sino con la contesta- 
ción conforme á la misma ; que lodas las diligencias he- 
chas por él y por último los depósitos de los alquile- 
res excluían su consentimiento tácito: que por consi- 
guiente la demanda de Garrigós era evidentemente injusla 
en cuanto á los alquileres; que igualmente injusta y te- 
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meraria era respecto á las reparaciones ; que los grandes 
deterioros resultaban no haber sido causados por su culpa, 
sino por los vecinos, á quienes el mismo Garrigos había 
pedido las correspondientes refacciones; que en cuanto á 
las pequeñas reparaciones, la demanda de Garrigós liahia 
sido estemporánca y él lejos de oponerse las había efectua- 
do antes de la conclusión del contrato; quo pedia por 
consiguiente la confirmación de la sentencia con sola la 
revocación de la parte en que absolvía á Garrigós de las 
costas. 

Falle dr 1* «iuprrni» Coito. 

Dueños Aires, Setiembre 5 de 1872. 

Vistos, por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apeldda de foja doscientos treinta y cuatro, excepto en la 
parte que manda satisfacer las costas en la forma ordina- 
ria, la cual se revoca, condenándose á don Federico Gar- 
ridos ai pago de ellas, en atención á que no ha tenido 
derecho, razón ni justa causa para entablar este pleito, 
y de conformidad con lo dispuesto por las leyes treinta y 
nueve, título dos, y ocho, título veintidós, partida tercera. 
Prévia reposición de sellos y satisfacción de las cosías di 
esta instancia, devuélvanse en consecuencia Iop autos. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 

HOSTIAGA. 
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CAUSA \CIV 



Don José Gasella contra D. Juan YUjntme y la testamentaría 
de D. José Fazio, sobre venta de un buque. 



Sumario. — 1° La Justicia Nacional es incompetente para 
conocer en demandas contra una testamentaría. 

2» Ellas deben entablarse ante el Juez do Provincia que 
conozca del juicio universal testamentario. 

Caso. — En 26 de Noviembre de 1871, D. Adolfo Encina 
por D. José Casclla se presentó al Juzgado Federal de 
Buenos Aires, esponiendo; que su representado tenia condo- 
minio en el buque « Democrático > de ta matricula de 
Buenos Aires, con D. Juan Vignone, D. José Casella y lí. 
José Fazio, teniendo cada uno una cuarta parle- 

Que desde Marzo del año anterior, Vignone había estado 
á bordo del buque negociando con él, y sin que jamás hu- 
biese rendido cuenta de su administración ni le hubiese 
entregado un solo peso. 

Que no queriendo por esta razón que continuara la co- 
munión, entabla!' , formal demanda contra tos otros co-pnr- 
ticipes, pidiendo se ordenara la venta del buque en remate 
público, previos ios trámites de ley. 
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En un otrosí pidió el embargo del buque do! que presentó 
los lítulos. 

Corrido traslado y ordenado el embargo, se libró oficio á 
la Capitanía del Puerto para el cumplimiento de la provi- 
dencia y para que se citara a los condueños Vignone, Ca- 
sella y fazio, lo cual so cumplió conforme a lo ordenado 
y se tomó razón del embargo en la Escribanía de Marina, 

No habiendo compartido los demandados en el término 
del emplazamiento, el juicio se siguió en rebeldía, hasta 
pronunciarse sentencia definitiva en que se declaró que el 
demandante teñid derecho para pedirla venta del buque, de- 
biendo los demandados pasar por ella ó abonar á aquel el 
valor do su parte previa tasación, declarando las cosías á 
cargo de los demandados. 

Esta sentencia fue notificada por la Capitanía del Puerto 
á I). José Barbera, como apoderado do Ja sucesión de l). 
José Faz i o, y no habiendo comparecido los otros, se les 
notificó por edictos. 

Devuelto el oficio al Juzgado, se ordenó que Barbera pre- 
sentase poder en furnia. 

Barbera espuso quo su poder obraba en unos autos 
seguidos por D. José Casella con Vignone y otros sobre 
K -dicion de cuentas, por lo quo se ordenó que certificara 
el actuario. 

El actuario certificó lo siguiente : — « Certifico que en 
los autos seguidos ante este Juzgado de Sección, por I). 
José Casella contra D. Juan Vignone y otros, á f, 18 vta. 
y siguiente, corre un certificado, cuyo tenor es el siguiente: 
Cumpliendo lo mandado, cerlilico que á f. 1* de los autos 
testamentarios de D. José Fazio se halla el testimonio de 
poder especial conferido en 43 de Enero del corriente año 
por D' Florinda Vignone do Fazio ¡i D. José Antonio Bar- 
bera ante el Escribano D. José A, Lorenzo en registro do 
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Ü. Máximo Luzuríaga para que inicie y arregle la testa- 
mentaría de D. José Fazio hasta su terminación, y para 
conocer así mismo en sus incidentes conteniendo dicho 
poder entre otras facultades la de transar y percibir. En 
su testimonio signo y firmo en Buenos Aires, á veintitrés 
de Marzo de mil ochocientos setenta y dos. — Hay un signo 
— Nemesio ZawíeUi, iluenos Aires, Agosto 5 de i&72. 
Hay un signo. — Juan fimo. » 

Falle del Juei de Sección. 

Buenos Aires, Agosto T de t8"2. 
Resultando del precedente informe que uno de los de- 
mandados ha fallecido y que hay un encargado de liquidar 
su testamentaría, y atendiendo ¿ que en este caso la tes- 
tamentaría es demandada, y á que con arreglo al inciso í* 
del art. !2 de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
Jos Tribunales Nacionales, en todos los juicios universales, 
como es el de testamentaría, debe conocer el Juez competente 
de Provincia; pasen estos autos al juez de dicha testamenta- 
ría, librándose el correspondiente oficio. Repóngase el sello. 

Za válela. 

Habiendo apelado Encina, se dictó este 

f*Mle de 1» «uprrM» Certo. 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1873. 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja cuarenta ! y cuatro vuelta; satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco Dkl- 
gado. — José B. Gorostiaca. 
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Doña Rosa Ocampn, tUclarada pobre de solemnidad, contra 
I). Eloy fortes, por cobro de pesos 



Sumario. — i° La prueba incumbe al actor. 

2 a No puede considerarse como prueba una información 
Je tesligos recibida fuera del término probatorio y sin ci- 
tación de la contraparte. 

Caso. — b' Rosa Ocampo demandó ante el Juez partida- 
rio de Tinogosta á I). Eloy Corles por el pa¿o de 500 pesos 
chilenos, que dijo haber puesto á su disposición y sin otra 
garantía que su palabra do honor para trabajar en socie- 
dad en el lugar donde hablan vivido juntos. Fundó su 
demanda en una información sumaria, levantada á su pe- 
dido por el Juez de Paz del Puesto de Arielaso, en la que 
declararon cinco testigos á su favor. 

Declinádose por Corles la jurisdicción del Juez de Tino- 
gasta por ser de nacionalidad chileno, so remitieron los 
autos al Juzgado Seccional do Calamares, 

Conferido traslado do la demanda contestó Cortes, que 
Rosa Ocampo no había presentado ningún comprobante; 
que no podía considerarse como til la información suma- 
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ria en la que los dichos de tos testigos eran vagos v 
contradictorios, y quo se había obtenido por diligencias 
practicadas de sorpresa, antes de tiempo, sin citar-inri, y 
ante jueces incompetentes ; que no podía presumirse que 
tina simple peona, como era llosa Geampn, hubiese eco- 
nomizado tal suma; que él nada le debía, y que ella era 
por el contrario su deudora de mucho dinero. 

Abierta la causa á prueba, llosa Ocampo pidió se librara 
oficio al Juez de Tiuogasta para examinar sus testigos y se 
ordenase á Corles que compareciera á absolver posiciones. 

El juez accedió, pero se venció el término probatorio sin 
producirse pruebas por ninguna do las parles y se di ció 
el siguiente 

Fallo del Jaez Areriemil 

Calamarca, Agoslo f» de 187:2, 
Vistos estos autos seguidos por Ü. Abel Moreno en re- 
presentación de dona llosa Ocampo, natural do la Flioja, 
contra D. Eloy Cortes, ciudadano chileno, sobre pago do ">00 
pesos de oro quo aquella cobra ;í este, asegurando haberlos 
colocado en su poder con calidad de que se los devolvería 
cuando ella se los pidiere, los mismos que Cortes niega 
haber recibido y en consecuencia la existencia de lal obli- 
gación ; y considerando: 1° Que por regla general de de- 
recho at que afirma y no al que nkrja 6 en otros términos 
á la parte adora y no M demanénlo incumbe el deber de 
probar so pona de ser este absuelto de la demanda — leyes 
V y 2% tiL U, Part. 3\ y Escricho palabra prueba — 2 
Que aquella no ha producido prueba alguna durante el tér- 
mino legal, para acreditar la existencia del crédito objeto 
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del presento pleito; sin que pueda reputarse como tal, la 
información do testigos de fs. <i á 7, con que inició ante 
el Juez Partí Jnrio de Tinogastn, su antedicha demanda, 
puesto que tal información á mas de haberse recibido fuera 
del término probatorio, carece del requisito esencia! de la 
citación previa de su contendor — leyes y autor citado pa- 
labra término probatorio. Por tanto se declara : qui- (Ir be 
absolverse como en efecto absuelvo ;í Hon Eloy Corles de 
la antedicha demanda tic f. 0, pnp la que doña llosa Oc am- 
po lo cobra (á 0. Kloy Cortes) la cr.ntidad dr quinientos 
pesos moneda chilena ; con especial condenación en cos- 
tas á ta parte a clora, llágase saber y repóngase los sellos. 

Joaquín Quiroga. 
Apelada esta sentencia fué confirmada por el siguiente 

Fallo dr l» a *ii|»r»Ni« CMtV, 

Rueños Aires, Setiembre l-l fie \*~rj>. 

V'stos : Por sus fundamentos se confirma ron costas el 
auto apelado do foja cuarenta y ocho vuelta y devuélvase. 

Salvador Mama del Carril. — Francisco 
Delgado.— José B. Gorostiaga. 



D. Narciso Alcayata, contra Ü. Policarpo Gontalcz, 
sobre declaratoria de pobreza. 



Sumario — La Suprema Corte no debe lomar conoci- 
miento de una causa sino cuando es provocada por parta 
legítima y en la forma establecida por la ley de procedi- 
mientos. 



Cato. — D. Narciso Alcayaga ocurrió al Juzgado Seccional 
de San Juan, solicitando ser declarado pobre para deman- 
dar á D. Policarpo González, por cobro de pesos. 

El Juez Nacional se declaró incompetente ordenando 
que el solicitante ocurriese adonde correspondía— Este se 
presentó al Superior Tribunal de Justicia de la Provincia 
míe se declaró también incompetente, por aparecer de su 
escrito que iba á litigar ante la jurisdicción federal 

Volvió el solicitante al Juzgado Nacional diciendo no 
ser justo que no se encontrase tribunal compelenlo para 
su solicitud; y que el anterior Juez de Sección había come- 
tido en varios casos tales declaratorias. El Juoz dio vista 
al Procurador Fiscal quien dijo, que por el nuevo Código 
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do procedimientos se atribuía el conocimiento de estas 
declaratorias al Presidente del Superior Tribunal de la 
Provincia, y que por la ley nacional de procedimientos 
no se concede á los jueces seccionales la facultad de co- 
nocer en eslos incidentes. El juez volvió a declararse in- 
competente mandando saber de oficio su resolución al 
Presidente del Superior Tribunal con prevención, que en 
el caso de insistir en declarar también su incompetencia, 
se sirviera comunicarlo para elevar á la Suprema Corte 
el incidente de competencia negativa; el Presidente del 
Superior Tribunal devolvió los autos diciendo q,ie ta com- 
petencia promovida no era autorizada por la íey naciona 1 
de ii de Setiembre de 1863, ni por la provincial de pro- 
cedimientos, y por ser los tribunales provinciales inde- 
pendientes en el ejercicio de sus funciones. 

Devueltos los autos al Juez Seccional, el Procurador Fiscal 
pidió se elevasen á la Suprema Corte para dirimir esta 
cuestión de competencia. 

Así se ordenó, comunicándose al Presidente del Tribunal 
de la Provincia el decreto relativo. 

Mandados por el Juez de Sección los autos á la Suprema 
Corte, se dictó el siguiente 

Fallo de 1» Suprema C*rie. 

Buenos Aires, Selierabre ii de 1872. 

Vistos, y considerando : Primero, Quo el Juez de Sec- 
ción ha rehusado admitir la demanda de don Narciso Al- 
cayaga por juzgarse incompetente; Sajunda, Que de esta 
resolución no se ha apelado para la Suprema Corte, usando 
de la facultad, que en este caso confiere el artículo tin- 
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cuenta y cuatro de )a ley sobre procedimientos ; Tercero, 
Que ta Suprema Corte no debe tomar conoci iento de una 
causa sino cuando es provocada por parte lejitima, y en 
la forma establecida por la ley que regla los procedimientos 
judiciales; Por esto? motivos devuélvase este espediente 
al Juez Seccional de San Juan, á cuyo cargo serán la re- 
posición de sellos y pagfo de costas. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Iteuuíio. — José B; Go- 

noSTIAG.í. 



< AI H V CU. 



Lot Señores Moller ij C\ mntra el Fisco Xncional, 
sobre derechas de aduana. 



Sumario. — Las resoluciones de los administradores de 
aduana sobre la aprecianion do las circunstancias atenuan- 
tes en caso de falsa manifestación no pueden áer reforma- 
das. 



Caro. — Los señores Moller y C\ manifestaron á la adua- 
na 400 cascos de aguardiente conteniendo 30,783 litros. 
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Verificádose en la aduana este contenido, resultó de la me- 
dición de los primeros 29 cascos que su contenido era el 
doble de lo manifestado, los señores Moller y C* pidieron 
entonces la rectificación del manifiesto. Desechada por la 
aduana su petición ocurrieron al Administrador de Mentas 
Nacionales, diciendo que el error de su manifiesto había 
sido un error de pluma ; que como se apercibieron de él 
pidieron su rectificación ; que no so despacha nunca un 
manifiesto de aguardiente sin el decreto de medir; que 
no habría podido pasar desaparecido ningún error en fraude 
del fisco, y por consiguiente era aplicable el arl, 1133 de 
las Ordenanzas de Aduana, que eximo de toda pena el 
procedimiento proveniente de tales errores. 

El Administrador usando de la facultad que le confiere 
el art. 1122 de las Ordenanzas de Aduana conmutó la pena 
do comiso en dublo derecho. 

Los señores Moller y C a , pidieron anto el Juzgado Nacio- 
nal la revocación de esta resolución. 

Kl Juez pasó vista al fiscal que la evacuó diciendo, que 
con un poco do desatención en el vista, el error habría 
pasado desapercibido ; que el error en los manifiestos, sea 
intencional ó no, constituyo siempre una infracción de las 
Ordenanzas de Aduana, qun lo penan sin averiguar las in- 
tenciones, que el art. 1123 es facultativo y en su virtud 
se liabia ya usaJo de equidad por el Administrador. 

rail* del iufK ft+*rion*l. 

Buenos Aires, Julio 13 de 187d. 

Y vistos estos autos iniciados por los señores Moller y 
O, apelando de una resolución del Sr. Administrador do 
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Aduana que lo» condena al pago de dobles derecho* por 
falsa manifestación de una partida de aguardiente; con lo 
espuesto por el Procurador Fiscal en la vista precedente y 
considerando además que según los artículos H22 y H23 
de las Ordenanzas de Aduana, en los casos do falsa mani- 
festación corresponde á los Administradores apreciar equi- 
tativamente Jas circunstancias atenuantes ó escusantes de 
este hecho, lo que importa que sus resoluciones á este 
respecto no pueden ser reformadas por el hecho de ale- 
garse que no se han hecho un uso prudente de esta facul- 
tad, pues la apelación importa la pretensión de que la 
sentencia que se apela no está dictada conforme á derecho, 
lo que no puede pretenderse en este caso» por cuanto la 
facultad de apreciar deriva de la misma ley, confirmase 
con costas la sentencia apelada ¡ en su consecuencia de- 
vuélvase á la Aduana los autos, satisfechas que sean aque- 
llas y repuestos los sellos. 

Andrés l'garriia. 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente 



Buenos Aires, Setiembre 17 de i 872. 
Y vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por 
el señor Procurador General y por sus fundamentos, se 
confirma con costas el auto apelado de foja trece, y sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos devuélvanse. 

Salvador María del Cahril.— Fran- 
cisco Delgado. — José B. Go- 
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Don Ricardo Lavalk contra D. Ernesto Pouuart, 
ivbre cumplimiento de un contrato. 



Sumario. — \° Aun cuando por regla general no es im- 
putable al obligado la inejecución de los hechos que cons- 
tituyen la obligación, cuando dicha inejecución proviene de 
fuerza mayor, le es imputable cuando la fuerza mayor es 
precedida de culpa ó mora por parte del deudor. 

2* En el caso del número anterior la obligación se con- 
vierte en indemnización de daños y perjuicios. 

3° Los daños y perjuicios á indemnizarse soa los que 
se previeron 6 pudieron preveerse al tiempo de contratar, 
y que sean una consecuencia inmediata y directa de la 
inejecución ó de la mala ó tardía ejecución del contrato. 



Cato. — Don Hicaroo Lavalle, argentino, demandó á U. 
Ernesto Poussart, estrangero, la indemnización de daños 
y perjuicios procedentes de falta de cumplimiento de un 
contrato. 

Lob antecedentes de la causa se encuentran detallados 
en el siguiente 
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F»ll« del Juei de flmion. 

Buenos Aires» Julio 22 de 1872, 
Víalos estos autos seguidos por Don Ricardo Lavalle, 
ciudadano argentino, contra el ciudadano francés D. Er- 
nesto Poussart, por indemnización do danos y perjuicios 
procedentes de falta de cumplimiento de un contrato, y 
resultando : 

Í o Que en 15 da Noviembre do 18CÍÍ, celebraron un 
contrato en virtud del cual Lavalle compró á Poussart un 
aparato privilegiado, de su invención, para beneficiar ga- 
nado vacuno, el cual seria construido según el diseño de 
f. 1\ y se entregaría colocado en el saladero de Lavalle 
tres meses después de la lecha del contrato, determinán- 
dose por el articulo noveno las piezas do que se compon- 
dría el aparato ; por el tercero que las pruebas do resisten- 
cia se harían en la fábrica, en el Tigre, y que los gastos 
de transporto hasta el saladero, lo mismo que los de su 
colocación serian de cuenta del Sr. Lavalle, pero debiendo 
toda la obra ser dirigida é inspeccionada por Poussart. 

2° Que se convino además por el art. 4° «j Ue una ve/ 
colocados los aparatos se barian los ensayos necesarios 
hasta demostrar, aue fu n cionaban con toda regularidad, 
ensayos que servirían además para demostrar que por di- 
cho aparato el beneficio es mas económico, y el rendi- 
miento mayor, así como las demás condiciones determina- 
das en dicho artículo, comprometiéndose Lavalle por el 
quinto, en caso de ser exactos los resultados garantidos, á 
abonar á Poussart en el acto el precio de ÍO.ÜUO pesos 
fuertes ; y que en caso contrario Poussart dispondría de los 
aparatos, sin que Lavalle estuviese obligado á pagarle nada. 



3" Por e! mismo artículo Be comprometía Lava lie á en- 
tregar ú cuenta dos mil quinientos pesos fuertes, cuando 
se le entrojase la caldera, los mismos que le serian de- 
vueltos si los aparatos no diesen resultado ; y por el arl. 
7" se comprometía á tener pro pa ra -los en e! tiempo nece- 
sario, y bajo la dirección do Poossart el galpón y macizo 
en que debía colocarse el aparato, [de f. 2 y diseño de f, i*) 

<t° (iue ejecutados el galpón y macizo, se colocó aquel, 
haciéndose en seguida tres ensayos, sin obtener los resul- 
tados garantidos, como lu demuestra la caria de 12 de No- 
viembre de ISTIJ, que en copia corre á f. 3, sin que en 
la que original corre á 1'. 5, y quo es contestación á aque- 
lla, se contradiga este hedió, come tampoco al contestar 
á ta demanda. 

ó" Que Lavalle, fundándose en el hecho anteriormente 
es pues lo (te que la máquina funcionaba con irregularidad 
y de que no se oblenian los resultjdos garantidos, le 
declaró á Poussarl, par su eilada caita de 12 de Noviem- 
bre, rescindiendo el contrato ron arreglo á to dispuesto 
en él, previo pago do lo que Poussart le adeudaba, 
(carta de I. 3) 

C n Que l'oussirl contestó en 21 de Noviembre diciendo 
que los ensayos no habían podido dar el resultado del 
contrato por accidentes que Lavalte conoeia tan bien como 
él, pero que era de su creencia, que la máquina llevaba 
las condiciones del contrato, y que ya que Lava lie no pensaba 
del mismo mojo, el único medio de salvar esta dificultad 
era el nombramiento por cada uno de un perito árbitro 
arbitrador, y de un tercero, por los miamos para el caso 
de discordia, debiendo aule ellos funcionar la máquina las 
veces que lo creyesen necesario, para que en su mérito 
resolvieran si aquella estaba ú nu en las condiciones del 
contrato; y previniendo que en caso *dc no admitir La- 
t. jii. 19 
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valle este temperamento tendría que recurrir á los tri- 
bunales, y la cuestión se resolvería siempre arbilralmen- 
te. (carta citada de f. 5) 

7 o Lavalle con fecha 23 d«l mismo mes, como consta 
de la copia de carta, que corre á f . 3 y vuelta, le dice 
lo siguiente : — <Jue antes de contestar la del 21 convenia 
consignar el convenio ú que arribaron en la entrevista, 
que Poussart le pidió con motivo de su carta del 12 y 
del resultado de los tres espcrimentos. Que habían conve- 
nido que hasta el 30 del corriente haria beneficios de 
su propia cuenta en sus aparatos á fin de estudiar y 
corregir defectos , procurando ponerlos en las condiciones 
del contrato, y de no conseguirlo en eso término se 
procedería como lo establece el contrato, llevándose Poussart 
sus apáralos previo abono de la suma que le adeudaba. 
Que dicho convenio era una concesión que él (Lavalle) hizo 
á Poussart, é importaba que el reconocimiento de que 
Jos aparatos nn habían dado hasta ese momento el resul- 
tado que se buscaba. Que consignado esto [tasaba á con- 
testar á su carta, diciéndose que no habia objeto, ni era 
el caso de nombrar arbitros, cuando se trataba de una cosa 
perfectamente clara, cual era que el aparato no funciona- 
ba bien, ni daba los resultados garantidos, agregándole 
que en vista de que en su carta del 21 le amenazaba con 
los tribunales, le retiraba la concesión que le hizo en 
la entrevista, la que ademas le entorpecía los trabajos ha- 
bituales de su establecimiento, é insistía en su primera 
resolución consignada en su carta del 12 de dicho mes. 

8o Que partiendo de los antecedentes espuestos entabló 
Lavalle demanda contra Poussart á fln de que se le 
obligara á lo siguiente: — i u A retirar dentro de diez 
dias la máquina á que se refiere el contrato, y que fué 
colocada en su establecimiento; — 2 o A satisfacer dentro 
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de tercero dia los 2,500 pesos fuertes, que según el art. 5' 
debe devolver al recibirse de sus aparatos; — 3" A abonar 
en el mismo término la cantidad de 11,425 pesos m/c, que 
había abonado por alimentos de sus operarios, por viu 
de anticipación; — 4° A abonar en igual terminóla cantidad 
do 247,018 posos que importa el galpón y macizo para 
asentar el aparato, y que solo se hizo con ese solo y eselusivo 
objeto, y que desde que se resuelve el contralo y Poussart 
debe dejar las cosas como estaban antes, según la letra y 
espíritu del contrato, debe llevar esos materiales que sin 
el aparato no tiene objeto ni aplicación ; — 5" A satisfacer 
los bonorarios y costas que este juicio origine. 

O» Que Poussart contestó a la demanda pidiendo fuese 
repelida con costas, y que declarándose vigente el contrato 
se ordenase á Lavalle pusiese á disposición del demandado 
los utensilios necesarios, para que pudiera hacer los en- 
sayos, que menciona el art. 4'*, puesto que los aparatos 
estaban colocados y en condiciones de proceder á efectuar 
aquellos, fundándose:— lo En que todavía no se ha dado 
cumplimiento á lo que dispone el art. 4" del contrato, que 
es lo que habilitaría, para demostrar si el aparato daba 
los resultados, que en dicho artículo se garantían, porqué 
los ensayos practicados fueran preparatorios, y no eran 
bastantes para demostrar que el apáralo da los resultados 
deseados, ni para demostrar lo contrarío, siendo indispen- 
sable para esto otros ensayos mas formales; — y 2° En 
que para resolver si el aparato estaba ó no en las condi- 
ciones del contrato debían nombrarse peritos arbitradores 
con arreglo al art. 5U5 del Código de Comercio. 

10 Que el juzgado ordenó con la calidad de para me- 
jor proveer, que las partes nombrasen peritos, que previos 
los ensayos necesarios á su juicio decidiesen si el aparato 
construido reunialas condiciones del contrato, diligencia que 
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no tuvo lu^ar por haberse manifestado que el aparato cons- 
truido por Poussart ti a b i a sido vendido por órden del Tri- 
bunal de Comercio; todo lo cual consta del auto de f. 81. 

11 Que el juzgado recibió la causa á prueba al objeto 
de que el demandado acreditase habur construido antes 
de celebrar su contrato con La valle, algunos aparatos, que 
estuvieran en las condiciones del dicho contrato, y que 
hubiesen dado los resultados garantidos en el art. 4° del 
mismo, limitándose las pruebas producidas á las decla- 
raciones de U. Pedro Guerin y de D, Manuel Alfonso de 
Freí Las Amorin, gerente del Manco Mauá y compañía, de- 
claraciones que corren de f. 05 a 101, y cuyo resumen 
es el siguiente í — 1<> Que, según Guerin, Poussart le cons- 
truyó en Julio ó Agosto de ISüU, un aparato que empezó 
a* funcionar á fines de Diciembre del mismo año con toda 
regularidad, y dando un producto de igual calidad y de 
rendimiento que el obtenido por Linas de madera, de un 
cuarto de libra una vez, y de medía libra otra vez, que se 
benefició ganado lanar del mismo establecimiento en su 
saladero y en otra graseria de Chacomús, in virtiéndose el 
tiempo determinado por el art. 4o del contrato con Lavalle, 
ó sea seis horas y empleando, como combustible el residuo 
de carne y huesos, pero que en el invierno no se empleaba 
igual número de horas, y se quemaba leña porque la hu- 
medad de la carne no permitía obtener la cantidad de 
vapor necesaria para la presión ; hasta que descubriendo 
el modo de quemar la carne, aun eslando húmeda, con- 
siguió hacerlo funcionar con igual regularidad que en el 
verano, y sin necesidad de quemar leña ; que la modifi- 
cación introducida en el modo do trabajar, y por cuyo 
medio habia conseguido quemar la carne húmeda, Ja puso 
el declarante en conocimiento de Poussart, después de ini- 
ciado este juicio, y que le habia contestado el último, 
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que no era aplicable al aparata de Lavalle, porque tenia 
un tubo en el cilindro, y finalmente que ignora si el bene- 
ficio por el procedimiento del aparato construido para él 
por Poussart sea ó no mas económico, que por el do 
linas Je madera, por no linber trabajado por este último, 
como ignora igualmente si los ilemas aparatos construidos 
por Poussart sean, ó no, iguales al su\o (del testigo), y 
que este tiene un cilindro de 27 pies de largo y 5 do 
diámetro y dos linas de líl piús de altura sobre ¿i 6 
y medio de diámetro. — í n lluc según el Gerente del Hanco 
.Mau ' en esta plaza, subí; que Poussart construyó un aparato 
parw el saladcru t Sacre * un Paisandú, de la propiedad 
de! Harón de Mauá, aparato del que esta salUtecbo el 
administrador, quien le lia pedido mas tinas, agregando 
qué se le dtó una gratificación á Poussart; pero que 
ignora, si el aparato á que se reliere es ó no igual al 
que está dibujado ó diseñado á f..,., y si daba ó no los 
resultados gararilidus en el art. -i» dul contrato con Lavalle 
pero que la carta presentada por Poussart en ese acto, 
y que corre á i'.... es dul administrador del saladero, según 
el que en la citada, el aparato tendría -i tinas y 2 cilin- 
dros y daría los resultados garantidos á Lavalle. 

Y considerando: — 1° Que cualquiera que sea la inte- 
ligencia que se dé a" la cláusula cuarta del contrato, y pres- 
cindiendo di* si los ensayos, que se practicaron, eran ó 
no bastantes para dejar demostrado si el aparato estaba 
en las condiciones de! contrato, y de si nuevos ensayos 
eran necesarios par,» dejar establecido este punto ; es in- 
cuestionable que los nuevos ensayos no pueden practicar- 
se por haber el aparato construido salido del dominio de 
Poussart, como se ha visto en el penúltimo resultando, y 
por consecuencia, aunque estuviese en las condiciones re- 
queridas, no podria él ser entregado en cumplimiento de 




jicion tenga. 

2" Que una vez admitida la imposibilidad de parle de 
Poussart para entregar actualmente el aparato, que se 
obligó por el contrato de f.... la cuestión á resolverse 
es si dicho Poussart ha fallado al contrato, y en caso 
afirmativo, qué derechos tiene Lavalle en virtud de dicha falta. 

3° Que según el art. 1» del contrato, Poussart debió en- 
tregar colocado el aparato en el saladero del Sr. Lavalle 
3 meses después de firmado el contrato, ó sea en el mes 
de Febrero de 1870, siendo la fecha del contrato el 15 
de Noviembre de 1869 ; y una vez colocado el aparato, 
debía Poussart con arreglo al art. i" del mismo contrato,' 
hacer los ensayos necesarios hasta demostrar, que funcio- 
naba con toda regularidad, y que daba ios resultados 
garantidos en el mismo artículo, sin cuya demostración 
quedaba sin efecto el contrato ; y es obvio que Poussart 
no ha entregado hasta la fecha el apáralo, y que no 
puede tampoco entregarlo ahora mismo, pues et .que 
construyó fué vendido en virtud de orden judicial para 
hacer frente á deudas de Poussart, y aunque no lo hubiese 
vendido, desde mucho tiempo atrás, el plazo en que debió 
ser entregado y tuviese Poussart otro aparato, tampoco 
podrían hacerse actualmente en el saladero del Sr. Lavalle 
los ensayos á que se refiere el contrato, y que serían 
indispensables para la subsistencia del misino. 

4» Que por consecuencia Poussart no solo ha tallado 
,1 las obligaciones, que le imponía el contrato, no eje- 
cutándolas, ó no cumpliéndolas dentro del plazo acorda- 
do, sinó que se encuentra en la imposibilidad de cum- 
plirlas actualmente, aunque se le concediesen nuevos pía- 
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5° Que si por regla general no es imputable al obligado 
la inejecución de Los hechos, que constituían la obliga- 
do, cuando dicha inejecución provieno de fuerza mayor, 
que no ha podido evitar como sería en este caso la pro- 
hibición, por mandato de la autoridad legítima, du las faenas 
de los saladeros de Barracas, que es donde está situado 
el del Sr. Lavalle, es imputable cuando la fuorza mayor es 
precedida de culpa ú mora por parto del deudor, con arre- 
glo á las leyes 3 y U, til. 6; 32, til. 5; 21, tít. 8'; 13 
y 35, tí L. II, porl. 5*. confirmadas por losarts. { á í, 
tit. U", sec. 1», lib. 2% del Código Civil, y al art. 218 
del Código du Comercio reconocido por el demandado, 
como la ley vijente al tiempo del contrato y al que según 
el mismo dehia someterse la cuestión pendiente. 

6o Que en el presente caso la imposibilidad de cumplir la 
obligación procedente de la prohibición de faenas en Bar- 
racas, y aunque el demandado Poússart tuviese el apara- 
to ó máquina necesaria, ha sido precedida de culpa y mora 
de parte del último por no haber cumplido la obligación en 
Febrero de 1870, ni aun en Noviembre del mismo año, hasta 
cuya fecha parece haberle prorogado el plazo á estar al 
tenor del escrito do demanda, | y de la carta que corre en 
copia á f....; y por consecuencia Poussarl no está exhonera- 
do de la responsabilidad de daños y perjuicios procedentes 
de la inejecución del contrato. 

I a Que establecida la obligación por parte de Poússart 
de indemnizar a Lavalle los daños y perjuicios proceden- 
tea de la inejecución de! contrato, la cuestión se reduce 
á determinar cuáles son los daños y perjuicios originados 
en el presente caso por el hecho de no haber Poússart 
entregado el aparato en las condiciones del contrato. 

8* Que con arreglo á la doctrina general adoptada an- 
teriormente por el Código de Comercio en los arta, 222 y 
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223, y por el Código Civil en sus orts. do 1 d 3, tit, 
soc. 4», lib. 2\ los daños y perjuicios ú cargo del quo 
no cumplió, ó del que retardó el cumplimiento, ó ejecu- 
ción de la obligación, son los míe únicamente se previeron 
ó pudieron preveer al tiempo del contrato, y que fueron 
una consecuencia inmediata y directa de la inejecución o de 
la mala ú tardía ejecución do aquel. 

9 Ü Que en los términos espesados en el precedente con- 
siderando quedarían comprendidos los gastos, que hubiese 
hecho, y las utilidades de que se hubiese visto privado 
Lavalle, toda vez que dichos gastos y pérdidas da ulilída- 
des fuesen la consecuencia inmediata y directa de la ineje- 
cución por parte de Poussart de las obligaciones que con- 
trajo, de tal suerte que solo se habrían sufrido en caso de 
inejecución del contrato. 

Ifl. Que en ese caso so encuentra las cantidades que 
Lavalle hubiese entregado á cuenta del precio de los apa- 
ratos que debian entregársele con arreglo del contrato, 
porque dichas cantidades lian disminuido en airo tanto su 
haber, sin aumentar Sus medios de trabajar, y esto como 
consecuencia inmediata y directa de la inejecución dul con- 
trato por parle de Poussaft, pues si lo hubiese ejecutado, 
como lo prometió, Lavalle tendría en compensación de sus 
desembolsos los aparatos, que tuvo en vista, y mediante 
los cuales debía obtener productos mas perfeccionados en su 
saladero, en ma\or cantidad, y con mayor economía de 
tiempo y de dinero ; y por consecuencia aunque el contrato 
no lo obligase, como lo obliga espresnmenlc á I*oussart á 
restituir á Lavalle dichas cantidades desembolsadas, siem- 
pre estaría obligado á hacerlo en virtud del principio ge- 
neral de indemnizar los daños y perjuicios que uno cau- 
sare. 

U. Que Lavalle ha justificado haber entregado á Poussart 
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los 2,500 pesr>s Inertes, que se^un el contrato debía anti- 
ciparle en pago del pronio He los aparatos, y haber abona- 
do también por vía de anticipación la cantid.id de 11,120 
pesos moneda corriente procedentes de la alimentación de 
los operarios de Puussart, por coa n lo habiéndose afir- 
nudo estos hechos en el escrito de demanda, Poussarl los 
habría contradicho al contestarla, si no fueran ciertos, v 
su silencio debe estimarse como confesión tb: la verdad <■ 
los mismos, con arreglo á la prescripción establecida en el 
art, SO de la ley de procedimientos. 

12. Que dichas entregas ü desembolsos lo han privado 
ademas de la facultad de dar un empleo lucrativo á esas 
cantidades, y esle perjuicio debe fijarse cuando menos en 
los intereses de las can tillados desembolsadas á con tai- 
desde el desembolso. 

l'í. Que por las mismas raz-oics espuestas en el 11" 
considerando, debo considerarse c«mo justificado el hecho 
de haber La valle invertido 2i7,7iN pesos en el galpón y 
macizo, que se^un el contrato con si royo para asentar el 
aparato. 

1i. Que La va Ib; pide .jue se condene á Poussarl al pago 
de la cantidea espresada er. id procedente considerando, 
llevando los materiales empleados en el citado galpón y 
macizo j y Tonda esta petición -m que lanío el galpón co- 
mo el macizo fueron construíaos con el esolusivo objclo 
do asentar el aparato, y en que sin esle no tienen objeto, 
ni aplicación en el establecimiento. 

II; Que nr ha Ideado Poussarl contradicho el hecho afir- 
mado por Lavóle, de que el galpón y macizo fueron cons- 
truidos enn el nsclusivo objeto de asentar el aparato, y 
que sin esto, no tienen objeto ni aplicación, este hecho 
debe tenerse como justificado con arreglo al art, 8C de la 
ley Nacional de procedimientos. 
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46. Que los gastos de construcción del galpón y macizos 
referidos importan una verdadera pérdida, 6 daño que ha 
podido preverse al tiempo del contrato, y es una conse- 
cuencia inmediata y directa de ia falta de cumplimiento 
del contrato. 

17. Que el silencio del contrato sobre este punto, no 
importa una renuncia de parte do La va He al derecho que 
la ley Je acuerda, para reclamar la pérdida sufrida, no solo 
porque la ley no exije mención espresa, sino porque el 
tenor del contrato no se presta á que se interprete, que la 
intención de las partes fué que Lavalle sufriera esta per- 
dida, y mucho menos siendo tan considerable, como lo es, 
y cuando en compensación de esta pérdida no se estipu- 
laba compensación alguna efectiva, ni eventual, ni en 
perspectiva, puesto que nada revela que el precio conve- 
nido fuese inferior al verdadero. 

18. Que aunque es verdad que en el presente caso el 
galpón y macizo aludidos no habrían podido servir donde 
se encuentran, esto es, en el saladero de Lavalle en Bar- 
racas para el objeto que se tuvo en VtSta, por cuanto están 
prohibidos los establecimientos de ese género en aquella 
localidad por una ley de las Cámaras de la Provincia, y 
por consecuencia, aunque también es cierto que Lavalle 
habría sufrido algunos perjuicios en virtud de dicha 
ley, con motivo de las construcciones espresadas, aun dado 
el caso de que Poussarl hubiese cumplido fielmente el 
contrato; esta consideración puede decirse externa comple- 
tamente, y sin alcance en la cuestión que se ventila, por 
cuanto la pérdida ha sido directamente causada por la 
falta de cumplimiento del contrato; á loque se agrega, 
que Lavalle no tendria derecho á indemnización, aunque 
la ley la concediera á los saladeristas perjudicados, ni 
transportarlos á otra localidad para destinarlos al mismo 
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objeto, puesto que falta el aparato, que debía construir 
Poussart según el contrato. 

19. Que por otra parte en el caso mas favorable para 
Poussart, esto es, para que pudiera estar exhonerado de la 
obligación de indemnizar las pérdidas procedentes de la 
construcción inútil del galpón y macizo, habría debido jus- 
tificar, cuando menos que cuando celebró el contrato con 
Lavalle tenia Ja seguridad do poder fielmente cumplirlo, 
por haber construido otros aparatos en iguales condicio- 
nes; porque contratar sin esta seguridad ó importa contraer 
un empeño temerario, ó ignorando en la materia de su 
arte, y en ambos casos debe responder de las pérdidas, que 
hubiere ocasionado por su temeridad ó ignorancia, con 
arreglo a 1 principio general, que ordena reparar los daños 
inferidos sin derecho á terceros, alterum non latiere, y á 
la espresa disposición contenida en la ley 10, Ut. 8, Part, 5", 
que era la vigente al tiempo de la celebración del contrato. 

20. Que de la prueba producida no resulta justificado 
que Poussarl hubiese construido aparatos iguales al deter- 
minado en el contrato con Lavalle, que diese los resulta- 
dos garantidos en el art. i del mismo, como evidentemente 
lo demuestran las siguientes consideraciones : 1", porque 
la prueba producida se refiere ó dos aparatos construidos, 
uno para el saladero t Sacre » en Paisandú, y el otro para 
el Sr, Guerin, en esta Provincia, y se reduce á las decla- 
raciones del Gerente del Banco Mauá y del dicho señor 
Guerin ; que limitándose á deponer el primero sobro el 
aparato construido para el saladero * Sacre » , y el segun- 
do al construido para el mismo, deponen acerca de apa- 
ratos diferentes, y por consecuencia no hay los dos testigos, 
que según la ley 32, tit. 16, Part. 3\ serian indispensables 
para acreditar, que tanto et uno como el otro aparato, ó 
siquiera alguno de ellos era igual al diseñado en el plano 
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de f. 1\ | daba los resultados espresados en el contrato; 
2<> Porque Amorin, gerento del Banco Mauá declara á í... 
como se ha visto al resumir la prueba, que ignora si el 
aparato, á que se refiere es igual al contratado con La valle, 
y si dá ó no los resultados garantidos en el contrato con 
el último, no bastando para la justificación de estos puntos, 
que el administrador estuviese satisfecho; ni la carta del 
mismo que corre á f. ..; porque para surtir algún efecto 
en juicio habría debido ser ratificada por el mismo (¡rinanto 
ante el juzgado durante el término de prueba y bajo de 
juramento ; 3\ porque el Sr. Guerin en su declaración ci- 
tada afirma, que su aparato no d'tó los resultados espresa- 
dos en el contrato con La valle hasta, que él introdujo una 
modificación en el modo de trabajar; modificación que, ^- 
gun le había dicho Poussart, no era aplicable el aparato 
construido para Lavalle, lo que demostraría á la vez que 
no eran exactamente iguales ; 4", porque Guerin mismo 
ignora, si el beneficio por el aparato que le construyó 
Poussart, es mas económico que por el procedimiento de 
las linas ue madera, y por cunsccuencia ignora si so ob- 
tiene uno de los resultados garantidos en el art. 4o del 
contrato con Lavalle, 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á I). Ernesto 
Poussart á pagar a* I). Illcardo Lavalle dentro del plazo de 
diez dias, las cantidades que se espresan á continuación : 
1», los 2,500 pesos fuertes que Lavalle entregó á Poussart 
con arreglo al art. 5 n del contrato ; 2 o , la cantidad de 
H.425 pesos moneda corriente, que anticipó Lavalle 
para alimentos de los operarios; 3 o , la do 247,748 posos 
moneda corriente, costo del galpón y macizo para asentar 
el aparato ; con declaración que pertenecen á Poussart los 
materiales empleados en dichos objetos ; y 4" las costas de 
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esto juicio. Repónganse tos sellos y notifiquese con el 
original. 

Manuel Zavaltta. 

Habiendo apelado el Procurador Frugoni por Poussart, 
se dictó este 

Fallo de la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1872. 

Vistos: por sus fundamentos so confirma con costas la 
sentencia apelada de Toja ciento cuarenta y cuatro, satis- 
fechas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril, — Francisco 
Delgado. —J. B. {¿onosTiAGA. 
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CAUSA CIV 



Zimmemiann, Fairy Compañía, 
por infracción de la ley de sellos. 



Sumario. — l" No hay obligación de estender en papel 
sellado Nacional los documentos sobre obligaciones que 
por su naturaleza no corresponden esclusivamente á la 
jurisdicción nacional. 

g<> Presentándose ante los Tribunales Nacionales un 

documento de esta clase, debe reponerse el sello correspon- 
diente al valor del contrato. 



fimo. Los Sres. Ziinmermann, Faír y compañía deman- 
daron ante el Juez Federal de Buenos Aires a los Señores 
Crisol y Torres el valor de un cargamento de pino, acom- 
pañando el boleto original de la venta, firmado por el 
comprador, el vendedor, y los corredores Gowland, Koock 
y compañía, 

Habiendo el actuario puesto la nota de no corresponde al 
documento presentado, se dió vista al Procurador fiscal, 
quien pidió se impusiera al demandante y demandado la 
multa de diez Untos del sello correspondiente, sosteniendo 
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que el boleto había debido escribirse en el papel sellado 
nacional correspondiente. 



Fallo del Juez de Sécelo». 



buenos Aires, Agosto 9 de 187á. 

Vistos , considerando: Que en el presente caso no se traía 
propiamente de contrato ú obligación celebrado en docu- 
mento escrito de los que por la ley deben surtir efectos 
legales, pues lo que se lia acompañado es una cópia del 
contrato que se dice otorgado en el Registro de los corredo- 
res Gowland, Koock y compañía y no es un documento ori- 
ginal, único á que se refiere la ley de sellos, ni los corre- 
dores deben considerarse en este caso como ejerciendo 
(unciones públicas, y obligados á eslender sus escrituras 
en su registro en papel sellado, pues valen como instru- 
mento público las pólizas de Aclámenlo hechas con in- 
tervención de corredor marítimo (art, 1,187 del C&digo 
de Comercio) y no los demás contratos en que intervi- 
nieren, respecto á los que su atribución se limita á proponer 
los negocios con fidelidad, á llevar ua asiento exacto, de 
las negociaciones concluidas, trasladar dicho asiento al 
registro, y entregar dentro de las 24 horas siguientes á la 
conclusión de un contrato, una minuta del documento con re- 
ferencia al registro ( arts. 99, 92, 94 y i 03 del Código do 
Comercio), sin que de dichos arts. ni otros del mismo Código 
conste que tas partes deban firmar los asientos hechos en 
el manual, ni en el registro, y faltando las firmas de los 
contratantes no puede decirse con verdad que hubiesen otor- 
gado algún documento de obligación. 
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No hay lugar á la multa solicitada por el Procurador 

/aválela. 

Habiendo apelado en relación el Procurador fiscal, so le 
concedió el recurso y se elevaron los autos. 

Después de vista la causa, la Suprema Corto, para mejor 
proveer, dió vista al Sr. Procurador general, quien la evacuó 
diciendo que el urt. SI de la ley de sellos dice : t toda obli- 
* gacion sobre euonla ú negocio sugoto ó jurisdicción 
« nacional, y a" pagarse on la nación so escribirá en el 
t papel sellado que corresponda. » — Pero el contrato de 
f. 2, que es una compra-venta de madera tle pino, os 
un acto del comercio interno que pur su naturaleza no 
está angela á la jurisdicción nacional. — 60 cons ¡guíenle 
si él hubiera debido escribirse en papel sellado, no sería 
papel nacional, sínó provincial el que hubiera debido em- 
plearse . 

Pero la causa ha venido ú la jurisdicción nacional por 
razón de la nacionalidad de las personas, y desde enton- 
ces no ha debido presentarse ante el juez ese documento 
de obligación sin pagar el valor del sello que le corres- 
ponde. 

Es por esto que creo debe exigirse á los demandantes 
el valor del sello del documento de f. 2, pero no la 
multa de diez tantos que pide el fiscal, porque esta es una 
pena por la infracción do la ley, y aquí no ha habido 
infracción, no oslando por su naturaleza sugeto a la juris- 
dicción nacional i l contrato que el documento contiene. 

Pido á la Suprema Curto se sirva confirmar la sentencia 
apelada imponiendo á los Sres. Zimmermann, Fair y compa- 
ñía ol pago de lo pesos tuertes, valor del sello que corres- 
ponde al contrato. 
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Mío de I» Supremo Corle 

Buenos Aires, Setiembre 10 Je 1873, 

Vistos: De conhrmidad coa lo espucsto y pedido por el 
Señor Procurador General, so confirma el auto apelado da 
foja vejóte vuelta, debiendo reponerse por los Señores Zim- 
merman, Fair y compañía, el -sello correspondiente al valor 
del contrato de toja dos, devuélvanse en consecuencia los 
autos, previa reposición de sellos y pago de costas de esta 
instancia. 

Salvador M. del Carrjl.— Francisco 
Delgado. -José B. Gorostiaga. 



■ iii- 




D. Venancio Sancha, en representación de la extinguida razón 
social • Sánchez y Ramos Otero », contra la razón social 
i Salvador Hubert y C » , por cobro de pesos. 



Sumnrh. — 1" El mandatario os libre do aceptar ó no el 
mandato ofrecido, pero después de aceptado tiene la obliga- 
ción de cumplirlo, tanto por el derecho civil como por el 
mercantil. 

2 Ü Los mandatarios comerciales tienen la obligación 
de dar cuenta de su cometido con las responsabilidades que 
les impone el Código de Comercio en sus arts. 30G, 318, 
319 y 322. 

3 a El consignatario debe papar el importo de los efectos 
consignados, deducidos los gastos y la comisión. 



Caso. — Sánchez y Ramos Otero, del comercio de Rueños 
Aires, consignaron á los Sres. Salvador Rubert y compañía, 
del comercio de la ciudad do la Paz, el espendió de una 
factura de artículos de almacén comprados por Estanislao 
Ramos é hijos do la misma ciudad con calidad de entre- 
garle, ofreciendo los compradores una buena garantía y des- 
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pues de obtenido el correspondiente documento. — Rubert 
y compañía aceptaron el encargo y convinieron con los 
compradores en que les darían los conocimientos deVunos 
cueros que estaban para embarcar por el valor de 2,500 
pesos fuertes y el resto en afectivo ó dando una garantía 
á satisfacción de ellos. Sánchez y Ramos Otero aprobaron 
la convención y D. Venancio Sánchez en su representa- 
ción, no habiéndose después dado cuenta alguna de su en- 
cargo por Rubert y compañía, quienes entregaron la factura 
á los compradores, los demandó ante el juzgado seccional 
del Paraná por la cantidad de 5,355-88 pesos fuertes con 
intereses, cosías y costos. 

Dado traslado contestaron Rubert y compañía que debía 
desecharse la demanda por haber ellos obrado como man- 
datarios, no haber excedido los límites del mandato, y por 
haber sido el silencio de Sánchez y Ramos Otero una 
aprobación de su conducta con arreglo al nrL 350 del 
Código de Comercio. 

Se abrió la causa A prueba y con Ins producidas por 
una y otra parte, alegó la parte de Sánchez y Ramos Otero 
que constaba de los autos que ellos habian aceptado la 
negociación de Rubert y compañía con la espresa condición 
del conocimiento y de la garantía prevenida por aquellos, 
que era manifiesto el descuido y la indolencia de los mismos 
Rubert y compañía; que no se habia probado el silencio 
excepcional por ellos ; que resultaba ser ellos, no simples 
mandatarios, sinó verdaderos consignatarios, y que no ha- 
biendo cumplido con su encargo no podian evitar la respon- 
sabilidad á que la ley los obligaba. 

La parte de Rubert y compañía alegó que ellos fueron 
mandatarios y consignatarios porque gestionaron en nom- 
bre de Sancbez y llamos, Otero ; que el mandato fué de 
entregar la factura si los compradores ofreciesen una buena 
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garantía; tjue la carta del copiador de tos demandantes 
con que dicen haber contestado á su propuesta no habia 
sido recibida por ellos ; que esta carta limitándose á pe- 
dirles que exigieran la garantía ofrecida, era una aceptación 
tácita de sus operaciones. 

r«llo del Jum Seccional. 

Paraná, Julio 15 de t8i2. 

Vistos y resultando de ellos: — 1" Que D. Bernardino 
Toranzo, con poder bastante de los Sros. U. Venancio Sán- 
chez y compañía, únicos representantes de la razón social 
«Sánchez y llamos Otero * del comercio de Uuenos Aires, 
se presenta demandando d tos Srcs. Salvador Knhert y com- 
pañía, del comorcio de la ciudad de la Paz, el pago de 
5,355 pesos fuertes 88 centavos, quienes como mandata- 
rios de los primeros son deudores de la espresada suma, 
procedente de una factura cuyo espendio consignaron ú 
cargo de los espresados Hubert y C\ Y el señor Turanzo 
para preparar su acción pidió el comparendo de los deman- 
dados á objeto de que reconociesen la carta de f. - (escrito 
de f. y documentos acompañados de fs. 1 y 2.) 

2o Que citados los Sres. Salvador ftubert y C á mérito 
de la petición de Toranzo, convinieron á la audiencia del 
seis de Marzo del presente año, y puesta de manifiesta la 
carta de foja % dijo el señor Rubert : que la firma de dicha 
carta que decia * Salvador ttubert y C a » es la misma que 
usa la razón social do que él es gerente, y que por lo 
tanto reconoce él por suya la espresada carta, y dada en 
contestación A la carta de f. 1, cuyo contenido cree ser 
el mismo de la que obra en su poder (acta de fs. G vuelta 
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!í<> Que con este reconocimiento hecho por el gerente do 
ta razón social t Salvador Kubcrt y C la parto de To- 
ra rizo pidió el pago ejecutivo de la cantidad que representa 
la cuenta corriente de f. 3, intereses y costas ; a cuya 
solicitud el Juzgado no proveyó de conformidad por no con- 
siderar titulo baslante los documentos en que se fundaba 
la acción ejecutiva, y se ordenó se corriera traslado á la 
parte de Salvador Rubcrt y (X 

4* One evacuado el traslado por I). Fructuoso Mar* 
tinez, apoderado de los Señores Salvador Kubcrt y com- 
pañía, pide se deseche con costas la demanda, porque los 
Sres. Salvador Ruberi y compañía obraron como manda- 
tarios de los Sres. Sánchez y Hamos Otero, y que como 
tales no tienen responsabilidad de ninguna clase, porque 
no han excedido los límites del mandato, y aunque asi 
hubiera sido, tampoco habia responsabilidad ninguna para 
sus representados desde que con lecha 3 de Enero de 1870 
dieron cuenta de la realización del negocio, y que los 
Sres. Sánchez y Uainos Olüro guardaron silencio basta el 
15 de Febrero del misino año, en que recien les escriben 
!t sus representados preguntándoles si obtuvieron la garantía 
de los compradores Estanislao Hamos é hijos, que aceptaron 
el negocio, ya por su silencio que importa una aprobación 
tácita, ya también por haber dejado pasar el termino que 
el Código señala sin la requerida contestación. 

5o Que se recibió la causa á prueba á fin de que 
las partes acreditaran los siguientes punios : — I o Si los 
Sres. Sánchez y Hamos Otero aceptaron la negociación 
hecha con la casa de Estanislao Hamos é hijos, prescin- 
diendo de la garantía que exigian en su primera carta 
de f. 1. — - 2° Si los Sres. Salvador Hubert y compañía ob- 
tubieron de los compradores el conocimiento de los frutos 
■leí país que estaban para embarcar y el pago en efectivo 
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del resto del valor de la factura sobre el importe do los 
eneros, ó la garantía á satisfacción de aquellos Señores 
en defecto de pago al contado ( según carta de f. 2 ). 
— 3° Qué gestiones ó diligencias hayan praclicado los 
Sres. Salvador Rubert y compañía para hacer efectivo el com- 
promiso conlraido por la casa compradora do Estanislao Ra- 
mos é hijos, en caso no hayan sido puntuales en satisfacer 
aquel. — 4° Cuál sea el verdadero rol, que hayan repre- 
sentado los demandados en este asunto» 

6o — Q U e la prueba rendida por las partes consiste en 
trece cartas presentadas por los Sres. Salvador Rubert y 
compañía y que han sido reconocidas por la parte de Sán- 
chez en la estación correspondiente del juicio ( f. 38 á 53) 
las cartas que obran en el libro copiador que llevahan los 
Stes. Sánchez y Ramos Otero, que en f. GÍJC útiles, se 
ha tenido á la vista, y de las que se han extractado en 
copia, las que corren á f. 5-1 y 55 de estos autos. 

"° — Que las cartas que en calidad de prueba se han 
presentado solo tienen relación al primer y cuarto punto 
sobre que aquella debía versar, y que respecto al segundo 
y tercer punto deí auto de prueba no se ha rendido ninguna 
por los demandados, á quienes directamente afectaban. 

Y considerando : I o Que los Sres. Salvador Rubert y 
O aceptaron la comisión conferida por los Sres. Sánchez 
y Ramos Otero en carta fecha 22 de Diciembre de 18Gí> 
de vender la factura que fué, embarcada en la goleta nacio- 
nal * Pura y Limpia * bajo la condición de entregarla a" 
loa Sres. Estanislao Ramos é hijos, con quienes debieran 
verse primero, si estos le daban una buena garantía á sa- 
tisfacción de dichos Rubert y C\ cuya entrega harían 
después de obtenido el correspondiente documento (carias 
de fs. I, 38, 265 del libro copiador de la correspondencia de 
los Sres. Sánchez v Ramos Otero.) 
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2 o Que aceptado el encargo por los Sres. Salvador Ru- 
hert y C\ principiaron á darlo cumplimiento, y de acuerdo 
con las instrucciones de sus mandantes obtuvieron de los 
Sres. Estanislao Ramos ó hijos, después de varías propues- 
tas, el ofrecimiento de entregarles el conocimiento de unos 
cueros que tenían para embarcar por valor apro&imalivo 
de dos mil (jninUntos pexm fuertes, y el resto del importe 
de la factura en efectivo, baciéndoseles el descuento corres- 
pondiente, ú en su defecto una garantía á satisfacción do 
aquellos (carta de fecha 3 de Enero de 1870 que corre á 
f. 3Í) de aulos en copia y original ú fojas de los misinos.) 

3 o Que la casa de Sánchez y Hamos Otero acusando re- 
cibo á la carta de fecha 3 de Enero, con fecha 5 del mis- 
mo mes, aceptan y aprueban la forma en que los Sres. 
Salvador Rubert y O han celebrado el negocio, aprobación 
que no podia dejar de acordarse al procedimiento observado 
por estos, desde que él jiraba denlro de los límites de las 
instrucciones que sus mandantes ó comitentes les babian 
hecho en su carta de fecha 22 de Diciembre de 1869. (Jue 
no obstante de que la carta fecha 5 de Enero que obra al 
folio 282 del libro copiador de ta correspondencia de la 
casa de los Sres. Sánchez y Ramos Otero dicen los Sres. 
Salvador Rubert y O no haberla recibido, esto no destruye 
la importancia que ella pudiera tener en el presente juicio, 
desde que Rubert y C sostienen la aprobación del negocio 
hecho en la forma comunicada en su carta de fecha 3 de 
Enero, á mérito del silencio guardado por aquellos. 

A" Que las demás cartas cambiadas entre el demandante 
y demandado, con escepcion do las que unos y oíros di- 
cen no haber recibido, y con las que se lia pretendido pro- 
bar por estos, ya que los Sres. Sánchez y Ramos Otero, 
habiendo aceptado el negocio hecho en la forma que se 
¡es habia avisado, se entendieron directamente con los Sres. 



$96 FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 



Estanislao Ramos é hijos, ya que los Sres. Rubert y O 
obraran pura y esclusivamenle por cuenta y á nombre de 
los demandantes, no teniendo entonces en ninguno de los 
dos casos responsabilidad de ningún género los deman- 
dados. 

5° Que los Sres. Salvador Rubert y G 1 no han acreditado 
en la estación correspondiente del juicio el verdadero rol 
que han desempeñado en la negociación que se les enco- 
mendó por los Sres. Sánchez y Hamos Olero — Que tam- 
poco lo han hecho respecto de la aceptación de la negocia- 
ción por parte de estos, prescindiendo de la garantía que, 
como condición indispensable, exigían para la entrega de lu 
factura á los Sres. Estanislao Ramos ó hijos ; qao igual ausen- 
cia de prueba se nota respecto al segundo y tercer punto 
de los designados en el auto de fecha 22 de Marzo do 1872, 

6" Que teniendo presentes los antecedentes que obran 
en aulos para calificar el rol que han desempeñado los de- 
mandados, no puede ser otro que el de consignatarios de 
la factura acompañada con la carta de fecha 22 de Diciem- 
bre de 1869 ; que en tal concepto son responsables de su 
importe á los comitentes Sánchez y Ramos Otero, ó sea 
hoy Venancio Sánchez y C% desde que aceptaron espontá- 
neamente los restos, obligándose á desempeñarlo, de con- 
formidad á las instrucciones trasmitidas (artículos 312, 
316 y 347 del Código de Comercio). 

7° Que aun en el caso de que la presente negociación 
se considera como un mandato, condición en la que pre- 
tenden colocarse los demandados Salvador Uubert y O para 
exonerarse de toda responsabilidad para con sus mandantes, 
no por eso se encontrarían de mejor condición y libres de 
responsabilidad, sino que, estando á las disposiciones del 
Código do Comercio que reglan las obligaciones entre man- 
dante y mandatario, tendrían estos la obligación de dar 
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cuenta de su cometido con las responsabilidades que les 
impone el Código en sus artículos 303, 318, 319, 323 y 
demás que le son congruentes. 

8" Que no es aceptable la cscepcion de la parte deman- 
dada para no haber ex ¡j ido la garantía á los compradores, 
[tonque la que le ofrecían nu satisfacía á los Sres. Salvador 
Hubert y C a , pues la garantía debió ser previa á la entrega 
del negocio, de acuerdo a las instrucciones de sus mandan- 
tes, y no siendo esta aceptable, no debieron entonces en- 
tregarle la factura, llenando asi sus obligaciones como 
mandatarios, so pena de los daños, nmne damnum, que 
resultase al mandante por su falta de cumplimiento, porque 
si es libre el mandatario de aceptar el mandato ofrecido, ó 
no, después de aceptado hay obligación de cumplirlo, esta 
disposición es uniforme en el derecho mercantil y civil. 

Par estas consideraciones, fallo : que los Sres. Salvador 
Hubert y C son responsables á los Sres Venancio Sánchez 
y O del valor de la factura que les consignaron los Sres. 
Sánchez y llamos Otero, en 22 de Diciembre do 18G9, 
con mas los intereses vencidos á estilo de comercio, con 
costas ; quedando á salvo el derecho de los Sres. Salvador 
Ituberl y C" para repetir contra los Sres. Estanislao Ramos 
é hijos, llagase saber, repónganse los sellos y publíquese. 
Y por esta mi sentencia definitivamente juzgando, así lo pro- 
nuncio, ordeno y mando en el salón del Juzgado Nacional 
de la Sección de Entrn-ílios, en la ciudad del Paraná á 
los quince dias del mes de Julio de mil ochocientos setenta 
y dos. 

llamón Febre, 

Interpuesto y concedido libremente el recurso de ape- 
lación, Rubcrt y compañía espreaando agravios dijeron : que 
el encargo recibido por ellos era un muidnto comercial 
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y no una consignación, que ellos no cobraron comisión 
de cuenta ni de garantía, que era falsa la teoría del juez 
a quo que los declaraba responsables por haber faltado á 
las instrucciones recibidas ; que el nrt. 308 del Código 
de Comercio dispone que el mandante queda obligado, 
aunque el mandatario baya excedido sus instrucciones ai 
espresa ó tácitamente ratifica sus operaciones ; quo esa 
ratificación puede producirse aun con el silencio ; que el 
mandato había cesado por la intervención directa de los 
mandantes; que la sentencia era también injusta por no 
haber tenido cuenta ni de los gastos hechos por ellos, 
ni de la compensación que se les debería en el caso de ser 
consignatarios. 

Conferido traslado la parte de Sánchez contestó diciendo ; 
que de los autos resultaba no solo que no había habido 
por su parte aprobación tácita, sinó que habia habido re- 
probación implícita de )a conducta de Rubert y compañía; 
que los únicos responsables respecto a su parte eran los 
mismos Rubert y compañía ya sea como consignatarios ó 
como mandatarios comerciales puesto que habían aceptado 



Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja sesenta y nueve, debiendo dedu- 
cirse de la cantidad a' cu yo pago se condena por ella á 
los Señores Salvador Rubert y compañía, el importe de la 



el hacerse cargo del 
diciones prevenidas. 





Buenos Aires, Setiembre 2V de t872, 
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comisión y gastos que se le adeuda por la consignación de 
los efectos que ha dado lugar á este pleito. En consecuen- 
cia devuélvanse tos autos, satisfechas que sean las cosías, y 
repuestos los sellos, 

Salvador María del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pazos. — 
.1. b, gorostiaga. 



- 



f) Abetino Martines, contra el Gobierno de la Provincia de 
Entrc-Rios, por conversión de billetes de Tesorería, 
Incidente sobre nulidad. 



Sumariú. — i n El recurso de nulidad no es procedente 
sino contra las sentencias de los Juzgados Seccionales, 
2 o Siempre que de la demanda aparezca claramente 
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que la causa no compete á la justicia nacional, debe el 
juez desecharla de plano. 



Casa, — ( f ) Sentenciada por la Suprema Corto en Agos- 
to 17 de 1872, la causa seguida por l>. Avelino Martínez 
contra el Gobierno do la Provincia de Enlre-Rios por 
conversión de unos documentos de crédito, y notificado 
el demandanle, se presentó de nuevj ante la Suprema 
Corte espojiiendo que en el procedimiento observado por 
ella para sustanciar y resulver el incidente sobre com po- 
tencia no se había observado l.is turmas determinadas por 
la ley, por cuya razón adolecía de nulidad insanable. 

Que bastaba leer el escrito con que el representante 
de la Provincia contestó la demanda, para convencerse que 
sin contestarla, deducid la eseepion do incompetencia, 
desde que negaba á la Suprema Corlo jurisdicción para 
conocer y resolver la demanda que se entablaba, siendo 
una prueba de que la incompetencia se deducia como ex- 
cepción el hecho de que ít la par de ella se encontraba 
la de igual clase y que tenia por objeto el mismo resollado, 
alegando que el demandanle no era vecino de Buenos 
A¡res t en cuyo procedimiento el representante de la Pro- 
vincia cuniplia ta prescripción legal de oponer en una sola 
vez todas las escepeiones dilatorias que tuviese, so pena 
de no ser oido después sobre ellas. 

Que habiéndose deducido una escepcion dilatoria, era 
necesario oír al demandante sobre ella, según lo dispone 
el art. 76 de la ley de procedimientos, en lugar de pasar 
los autos al relator y señalar después dia para la vístíi, 
como se hizo, sin oír al único interesado en sostener la 
competencia del Tribunal. 

(1) Véase causa año de 1812. 
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Pidió se declarase nulo lodo lo obrado desde la provi- 
dencia en que se pasaron los aulos al relator hasta la 
sentencia inclusive. 

Habiéndose corrido traslado de este escrito, y no ha- 
biéndolo evacuado el representante de la Provincia en el 
término legal, en rebeldía se dictó este 

Fnllo dr I» Suprema Corte. 

Buenos Aires, Octubre 3 de 1872. 

Vistos, y considerando : Primero, que según lo dispuesto 
por el artículo doscientos trefnta y cuatro de la ley de 
procedimientos, él recurso de nulidad no es procedente, 
sínó contra las sentencias de los Juzgados Seccionales; y 
Segundo, que el procedimiento seguido en esta causa por 
la Suprema Corle, lejos de adolecer de defecto alguno, de 
los que por ospresa disposición de derecho anulan las 
actuaciones, es enteramente conforme con el proscripto 
por el artículo tercero de dicha ley de catorce de Setienv 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, según el cual, 
siempre que de la demanda aparezca claramente que la 
causa no compete a* la Justicia Nacional, et Juez deberá 
desecharla de plano; se declara por estos fundamentos, que 
no ha lugar con costas al recurso de nulidad instaurado 
por don Avelino P. Martinez contra el auto de esta Suprema 
Corte á foja veintinueve vuelta; satisfechas las cuales y 
repuestos los sellos» archívese. 

Salvador María del Carril. —Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — José B. Gorostiaga. 
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Don Santos Domínguez y Don José Gome: Menendij contra 
D. Antonio Fragutiro, por cobro de petoi. 



Sumario. — I o Es de la competencia de la Suprema 
Corle el conocimiento y la decisión del recurso de nulidad, 
deducido de sentencias definitivas de tos Juzgados de Sec- 
ción. 

2° En las causas de mayor cuantía debe deducirse este 
recurso conjuntamente con el de apelación. 

3 a La Suprema Corte carece de jurisdicción para cono- 
cer del recurso de rescisión, procedente en 
dictadas en rebeldía. 



Cato. — D. Santos Domínguez, por si, y en representa- 
ción de D. Jasé Gotnez Menendi, demandó ante el Juez 
Seccional de Entre-Rios á 1). Antonio Fragueiro la suma 
de 9,937 $ fls. 86 cls. á nombre del primero y 3,262 $ fts- 
86 cls. á nombre del segundo, por sueldos y otros gastos 
en la administración de la empresa de recaudación de ren- 
tas de la Provincia, de que Fragueiro habia sido contra- 
tista. 
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No habiendo ocurrido el demandado á contestar la de- 
manda, se siguió la causa en rebeldía y se dictó sentencia 
definitiva» condenando á Fragueiro á abonar a Domínguez 
la cantidad do 200 $ fts. mensuales y á Menendi llO^fta. 
mensuales, a" contar del I o de Enero de 1869 at 30 de 
Setiembre de 1871. 

Nulificado Fraguciro, se presentó ante el Juzgado de- 
duciendo el recurso de rescisión que establece el t¡t. 19 
de la ley de procedimientos. 

* 

Fall* riel Jmm de Sección. 

Paraná, Julio 4 de 1872. 

Habiendo establecido jurisprudencia al respecto la Supre- 
ma Curte en la causa 57, del t. 1°, entrega 3 a , de la 
segunda série, que principia en el año de mil ochocientos 
setenta y uno, declarando en ella que el recurso de resci- 
sión de que trata el artículo diez y nueve de la ley, cuya 
naturaleza, forma y sustanciaron no so determina espe- 
cialmente en parte alguna, con aquella denominación, no 
puede ser otro que el de que trata el título veintidós desi- 
gnándole con el nombre de recurso de nulidad; y como 
del recurso de nulidad, según lo establecido en el título 
citado, debe conocer la Suprema Corte ; elévanse los autos 
con el oficio correspondiente bajo de certificado y á costa 
del que ha interpuesto el recurso do rescisión, citándose 
previamente á las partes para que en el término de seis 
dias comparezcan ante la Corte á tramitar este recurso. 

Fáre. 
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Elevado el espediente, se dictó este 

f «tito de la Supren» Corte. 

Buenos Aires, Octubre 3 de 1873. 

Vistos: Este espediente ha venido á la Suprema Corte 
por el recurso de rescisión interpuesto por el apoderado de 
don Antonio Frsguciro, contra la sentencia definitiva pro- 
nunciada por el Juez de la Sección de Entranos, en el pleito 
seguido contra aquel por don Santos Domínguez y don José 
Gómez Mcnendi, por cobro de sueldos, en virtud de haber 
declarado dicho Juez que á este Tribunal corresponde co- 
nocer del recurso de nulidad, con el cual equipara el de 
rescisión, que so lia deducido — V considerando: Primero, 
que si bien es cierto que es de la competencia de la Corto 
el conocimiento y la decisión del recurso de nulidad, también 
lo es que solo puede conocer de él, cnando ha sido inter- 
puesto conjuntamente con el de apelación, según lo prescrito 
en el articulo doscientos treinta y cuatro de la ley de cator- 
ce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, ó cuando 
se deduce separadamente en causas de menor cuantía, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo doscientos treinta y 
ocho de ta misma ley ; Segundo, que no tratándose en esto 
espediente de ninguno de tos casos prcindicados, la Corte 
carece de jurisdicción para "conocer de las cuestiones que 
en él se controvierten; por estas consideraciones devuélvase 
al Juzgado de su procedencia, prévio pago de costas y re- 
posición de sellos. 

Salvador Mama del Cáhuil. — Fran- 
cisco Delgado. — J. Barros Pazos 
— José lí. Gohostiaga. 



CAUSA CVII1 



D. Aníero Barriga, contra D. Francisca Giménez Garcia, por 
cobro ejecutivo de pesot. 



Sumario. — 1° Trabado el juicio por demanda y conten- 
tación, puede el apoderado sustituir el poder, aunque no 
contenga facultad especial para ello. 

2" No puede hacerse lugar al recurso de nulidad, cuan- 
do en el procedimiento no se lia incurrido en algún defecto 
de los que, por espresa disposición de derecho, anulan 
las actuaciones. 

3° La compensación es una de las escepciones que 
puede oponerse en el juicio ejecutivo. 

4° Puede interponerse compensación con un pagaré 
endosado en blanco y declarado reconocido en rebeldía 
del ejecutante que lo firmó. 

5° Ün pagaré con endoso en blanco, inadmisible anto 
los Tribunales de Chile, es completamente eficaz ante los 
Tribunales de esta República. 

6* El portador de una letra imperfectamente endosada 
en país extranjero, puede exijir judicialmente el pago en 
la República. 

7 U Quien pue 4 e cobrar, puede compensar. 

ai 



1 
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8° No se aplican las leyes eslrangeras, cuando los r)e 
la República, en coticion con ollas, son mas favorables á 
la validez de los actos jurídicos. 



Cato. — D, Antero Barriga, Cónsul de la República de 
Chile en San Juan, demandó ejecutivamente antn el juez 
de aquella sección á I). Francisco Giménez García, la 
suma do 400 pesos, valor de un pagaré que «Nite había fir- 
mado á favor de D, Santiago Klappembach y compañía con 
la garantía de Barriga, quien Jo había pagado á su ven- 
cimiento. 

En un juicio verbal, García presentó un pagaré firmado 
por Barriga á la órden de l). Máximo Caldera, de Chile, 
por la suma de 900 pesos y con un endoso en blanco á 
su pié, pidiendo so hicinra compensación de su deuda, y 
que Barriga fuera condenado a pagar la diferencia que re- 
tuttaso. 

Barriga espuso que tenia escepciones que deducir contra 
ese documento, y pidió al juzgado que trabase embargo 
sobre él, para ta ejecución que tenia promovida. 

Citado García do remate, opuso la escepcion de com- 
pensación y pidió que Barriga reconociera su firma en el 
documento firmado á la orden de Caldera. 

Mandado reconocer el documento, y no habiendo com- 
parecido Barriga en dos veces que fué llamado, en rebel- 
día, fué declarado autentico. 

Posteriormente Barriga alegó que el documento no ha- 
bía sido reconocido por él, ni podia reconocerlo porque 
temía que en la posesión de «se pagaré hubiese un fraude; 
que el endoso en blanco era ñuto por ser contrario á un 
acuerdo de la Suprema Corte Ju Chile, ordenando no se 
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admitan en juicio las letras, vales y libranzas con endoso en 
blanco. 

Pidió se revocase por contrario imperio el decreto en 
que se le manejaba reconocer el documento ó en coso 
contrario se le concediera apelación para ante la Suprema 
Corte. 

El juzgado, considerando que se deducia estemporánca- 
mente una cscepeion por parte de Barriga y que el auto 
en que se ordenó el reconocimiento no era apelable, rechazó 
uno y otro recursos. 

Tramitado en forma el procedimiento ejecutivo en que 
García opuso la cscepeion de compensación y por parte 
de Barriga ineficacia del título con que se pretendía com- 
pensar, se dictó el siguiente 

Fallo dri Juez dr Mecrlon. 

San Juan, Mayo 21 de 1872. 

Vistos estos autos ejecutivos promovidos por el señor 
Cónsul de Chile Don Antero Barriga, contra Don Francisco 
Giménez García, por la cantidad do cuatro cientos pesos 
con sus intereses, procedentes del pagaré reconocido de 
foja primera, con lo alegado por las partes y constanto 
de autos y considerando : — 1" Que la cscepeion de com- 
pensación opuesta por el ejecutado, se funda en el pagaré 
firmado por el ejecutante, á favor de Don Máximo Cal- 
dera, residente en Chile, y que corre á f. 14 de los 
autos, y trasmitido al ejecutado por endoso en blanco del 
endosatario Don Juaquin León Fernandez, el cual ha 
sido declarado reconocido por Barriga. — 2 o Que la es- 
cepcion opuesta á su vez por el ejecutante al espresado 
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pagaré de f. 14, de ser ineficaz respecto del que lo pre- 
senta, por cuanto son inadmisibles ante los Tribunales 
de !a República de Chile los documentos ó vales que llevan 
endoso en blanco, mediante Ja disposición ó acuerdo de la 
Suprema Corte de aquella República que corre en copia 
á I. 33 vuelta, no es aplicable á la disposición del art. 
014 del Código de Comercio que se invoca, por cuanto 
ella se relie ro á los requisitos esenciales de las letras de 
cambio, vales, pagarés, etc. y de ninguna manera á los 
defectos de formn, como es el entieso en blanco, respecto 
de la República de Chile, pues el acuerdo espedido por 
la Suprema Corte de la misma, ya citado, no importa 
declarar sin fuerza ni valor t el documento que lleve un 
endoso en blanco, lo que importaría un acto lejislativo, 
que la Corte no tiene atribuciones para dictarlo, sino una 
medida en el órden judicial, que solo prohibe la pre- 
sentación ante los Tribunales — y que no puede estenderse 
á mas allá — siendo un mandato que se limita á los Tri- 
bunales del país donde se dictó el acuerdo. — 3" Que 
en este sentido, y siendo los endosos en blanco autori- 
zados por el artículo 804 del Código de Comercio vi- 
gente entre nosotros, no puede argüirse de ineficaz el 
título de f. 14, por el acuerdo de la Suprema Corte de 
Chile, á menos que un acto legislativo de esta nación 
lo prohiba espresamente, lo que no se ha alegado por 
el ejecutante a lo que se agrega que el art. $05 del mis- 
mo, párrafo 3*, autoriza al portador el cobro tie una letra 
cuyo endoso imperfecto fuese hecho en país extranjero, y es 
regla de derecho que et que puede cobrar puede com- 
pensar. — 4o Que aun suponiendo la existencia de una 
ley en este sentido en la República de Chile, no seiía 
aplicable en este caBO, porque según el inciso 4o, art. 14, 
tít. lo de las leyes, Código Civil, no se aplican las leyes 
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estrangeras, cuando las de este código, en colicion con 
ellas, fueren mas favorables á la validez de los actos — 
debiendo entenderse esta regla como revocatoria de la 
octava del Código do Comercio — por ser posterior, y 
que por su naturaleza abraza toda la lejislacion del pais — 
5 o Que aun suponiendo aplicable en este caso el artículo 
del código invocado por el ejecutante, no podría tener 
lugar después *de haber solicitado el mismo, el embargo 
del documento en cuestión para responder ai juicio , según 
consta del auto de f. 14 vuelta, reconociendo en este 
hecho su valor jurídico, y aceptando implícitamente bu 
presentación en juicio. 

I'or estas consideraciones : — Fallo esta causa de re- 
mate, y declaro de conformidad á los artículos 804 y 805 
del CdJigo de Comercio, que los documentos de f. i 1 y 
14 son compensables. En su consecuencia no ha twjar 
á !a ejecución, con costas a) ejecutante ¡ debiendo liqui- 
darse por el actuario los respectivos créditos — Hágase 
saber, pudiendo e! actuario notificar orijinal esta senten- 
cia fuera de la oficina. 

Natanael Morcillo, 

De este auto interpuso Barriga los recursos de apelación 
y nulidad, fundando este último en que so babia violado 
la ley del procedimiento ejecutivo, aceptando una escep- 
cion que no llenaba los requisitos legales, en que se había 
dejado sin resolver la escepcion dilatoria que opuso al re- 
conocimiento del documento embargado, y en que no se le 
habia notificado personalmente el auto en que se Je man- 
daba reconocer dicho documento. 

El juez concedió uno y otro recursos. 

Ante la Suprema Corte la parle de Barriga fué repre- 
sentada por el Dr. D. Luis Sarmiento, y la de García por 
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D. Rafael Segundo EgarzábH, mediante sostitucíon de un 
poder apud acta que García había otorgado en I a instancia á 
D. Luis Cavilfiottt, el cual na tenia la cláusula de sostitucion. 

Al tiempo de la vista, el Dr. Sarmiento negó personería 
á Igarzábal, por cuanto Gavilliotti no había podido sostiluir 
su poder. 



Buenos Aires, Ocutubre 5 de 1872, 

Vistos y considerando : Sobre la falta de personería 
de Don Rafael Segundo Igarzábal, opuesta por el Doctor 
Don Luis Sarmiento al tiempo de la vista de esta causa, 
que habiendo Don Luis Cavilliolti contestado y seguido este 
asunto en primera instancia hasta la sentencia de remate 
en Tirtutl del poder apnd acta que le confirió Don Francisco 
Giménez García, ha podido por esta razón sosti luirlo en 
Don Rafael Segundo Igarzábal, aunque el poder no contu- 
viese facultal especial para ello, segnn lo dispuesto por 
la ley diez y nueve, título quinto, partida tercera, se 
declara que no ha lugar á dicha escepcion. 

Repuesto del recurso de nulidad interpuesto contra la sen- 
tencia de ftija cincuenta y cinco vuelta, que resultando de 
los fundamentos de los autos de foja veinte y cinco vuelta, 
foja treinta y ocho vuelta y cincuenta y uno vuelta que en 
el procedimiento seguido en osla causa, no se ha incurri- 
do en detecto alguno de los que por espresa disposición 
de derecho, anulan las actuaciones ; se declara también 
que no ha lugar . á este recurso, 

Y en cuanto la apelación entablada de la precitada sen- 
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tencía de foja cincuenta y cinco vuelta, se confirma cata 
con costas, por tos motivos en que se apoya. 

Satisfechas en consecuencia las costas de esta instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

Francisco Delgado.— José 
Barros Pazos. — J. B. 
Gorostiaga. 



Criminal, contra el prófugo h%i Franco y Domingo 
Castillo , por circulación de moneda [alia. 



Sumario. — 1° La contradicción del procesado con la de- 
claración de los testigos presenciales del hecho que Be le 
imputa, esc! uve toda presunción de buena lé por su parte. 

2° El cómplice con circunstancias atenuantes ¡de delito 
de circulación de moneda falsa debe ser castigado con el mí- 
nimum de la pena prescrita por el art. 60 de la ley penal. 



I 
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Qm, —Soté Franco y Domingo Gustillo fueron juntoi al 
café de D. Podro Poní, calle da las Artas n» 147, cenaron 
allí y Franco pagó el gasto con una moneda de plata bra- 
silera, que, estando dorada, la biso pasar por una do 11 
pstacones. Saliendo del cafó fueron igualmente juntos á 
la confitería esquina Maipú y Corrientes, donde Franco 
pagó una botella de Oporto con una onza de oro falsa. 

Preso solamente Domingo Castillo, por ser prófugo su 
compañero José Franco, levantada la sumaria é instruido 
el proceso se díó vista al Procurador Fiscal quien dijo ; 
que el primer hecho estaba confesado por Castillo con es- 
copetan del conocimiento que tenia de ser falsa la moneda ; 
que el segundo hecho aunque negado por ¿I, habia sido 
comprobado por las declaraciones contestes de tres testigos 
presenciales; que no era admisible según los autos ta 
ignorancia alegada por Castillo ; que pedia se dejase abierto 
el proceso contra Franco como autor principa), y se apli- 
case á Castillo como compiten del delito de circulación de 
moneda falsa el art 60 de la ley pena!. 

El defensor de Castillo dijo que el único reo seria Franco 
si se probara que hubiese eipendido i sabiendas monedas 
falsas ¡ que Castillo podía ignorar el proceder culpable de 
Franco; que el solo hecho positivo era la cena en el café Pom, 
1 que Castillo no estaba obligado á informarse con que 




Bastos Aires, Agosto 13 de 1872. 

V vistos estos sutes seguidos contra el prófugo José 
Franco y Domingo Castillo por circulación de moneda falsa 
y resultando contra esto último ; 1», que acompañado de 
lose Franco fué al café de D. Pedro Pom á cenar, y el 
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primero pagó el importo de la cena con una moneda brasi- 
lera dorada, haciéndola pasar por de oro, según resulta de 
las declaraciones de Pedro Pom, f. 16, Antonio Salas, f. 21, 
Luciano Cabrera, f. 23 y Juan Ferrer, f. 24 vuelta ; 2*, que 
al entregar Franco la moneda se suscitó una cuestión con 
el dueño del café sobro el valor de ella y aquel, entónces 
tomándola nuevamente fué adonde estaba Castillo y habló 
con él, volviendo en seguida á entregársela á Pom por el 
valor que este último le atribuía, según aparece de las de- 
claraciones citadas de Pom y Ferré r ; 3o, que advertido 
Castillo por Pom de ser falsa la moneda dada por su com- 
pañero de cena se comprometió á ver á este último apode- 
rándose de Ja moneda según resulta de las declaraciones 
citadas; 4*\ quo acompañado del mismo individuo se pre- 
sentó también en la confitería de Cecilia Maisonabe y ha- 
biendo pedido allí una botella fie Oporto entregó aquel una 
moneda brasilera, la que habiendo sido rechazada, la sus- 
tituyó con una onza, que resultando ser una moneda de 
pinta dorada según resulta de las declaraciones, Cecilia 
Maisonabe, f. 8 vuelta, Enriqueta Oret, f. 11, c Isidoro Dai- 
ceda, f. 13 vuelta ; y considerando : 1°, que no obstante la 
negativa del procesado respecto de su concurrencia en com- 
pañía de otro individuo u la confitería de Cecilia Maisonabe 
ha sido convicto de este hecho por las declaraciones citadas 
del proceso; 2°, que esto, unido á la contradicción en que 
se encuentra el procesado en su declaración con ta de 
los testigos presenciales con respecto á haber recogido la 
moneda entregada en el café de Pom y á la inteligencia 
con su compañero después de la cuestión sobre el valor 
de la moneda, escluye toda presunción de buena fé por su 
parte; 3°, que tanto esta como la circunstancia atenuante 
de haber sido recibida la moneda de buena fé que ha de- 
ducido la defensa, no han sido comprobadas en el proceso 
T. ni 22 
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como correspondía ; y 4 o , que no obstante esto» milita 
en favor de Castillo las circunstancies atenuantes de la 
poca importancia de la moneda circulada y que su partici- 
pación en el hecho ha sido menos activa que la de su com- 
pañero, limitándose á asistirlo con su compañía mientras 
este hacia pasar la moneda falsa ; por estos fundamentos 
declaro al procesado Domingo Castillo convicto del delito 
de circulación de moneda falsa de oro de curso legal en 
ta República, de valor inferior á la legítima ; en su conse- 
cuencia de acuerdo al articulo 60 de la ley penal, lo con- 
deno á la pena de cuatro años de trabajos forzados y á 
una mulla de quinientos pesos fuertes, la que en caso de 
no ser pagada se convertirá en trabajos forzados, de acuer- 
do al con.puto establecido por el art. 93 de la ley penal y 
las costas del juicio, suspendiéndose el procedimiento contra 
el prófugo José Franco, debiendo no obelante recomendarse 
nuevamente su captura á la Policía. Hágase saber, repón- 
ganse los sellos y comuniqúese al Poder Ejecutivo Nacional. 

Andréi Ugamta. 

Apelada esta sentencia, fué confirmada por el siguiente 

F*ll* de I» flwpmM Cauto. 

Buenoi Aires, Octubre 10 de 4872. 

Vistos : De conformidad con lo espueslo y pedido por el 
señor Procurador General y por sus fundamentos, se con- 
firma el auto apelado de foja setenta y niñeo, y devuélvanse. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — J. Barros Pazos. 
— losé 6. GoROSTUGA. 



DE JUSTICIA NACIONAL. Si 5 



CAUSA CX. 



Criminal, contra Pedro Berlín, por herida* inferida* al 
contramaestre de la barca francesa *Brave LourmeU 
d bordo de la misma. 



Sumario. — 1* No existiendo mas prueba que la confesión 
del reo, respecto al autor del delito, debe estarse A ella con 
relación á las circunstancias que lo acompañaron. 

2o Corresponde al prudente arbitrio del Juez moderar 
las penas demasiado rigurosas, 1 teniendo en cuenta la gra- 
vedad del caso, y la práctica de los tribunales. 

3 a Al presunto reo no debe exigírsele juramento, cuando 
se le toma la declaración indagatoria. 



Cato, — Pedro Bertin, francés, marinero de la barca 
■ Brave Lourmel » dio dos golpes de cuchillo al contra mos- 
tré de dicha barca , en un momento de cólera por haberlo 
este hecho graves reprensiones y haberle golpeado. El con- 
tramaestre murió á los tres días de una inflamación al pe- 
ritoneo producida por estas heridas que los médicos califi- 
caron de graves. Muerto el herido y citada inútilmente la 
tripulación de la barca por haber zarpado á su destino, no 
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pudo obtenerse en esta causa otra prueba que la confesión 
del reo. 

El procurador fiscal, admitiendo las circunstancias ate- 
nuantes, pidió contra él la pena de 5 años de presidio 
El defensor de pobres, fundándose en que el procesado se 
habla dejado llevar de un acto primo, pidió se declarase 
compurgada su culpa con la prisión sulrida. 

Fftlie M Jm Mml. 

Dueños Aires» Agosto 22 de 1872. 

Y vistos estos autos seguidos contra D. Pedro Berlín por 
heridas inferidas á Francisco L Marchand, contramaestre 
del buque francés i Brave Lourmel », y considerando: 

1° Que las heridas recibidas por el contramaestre á bordo 
de su buque están clasificadas de graves por tos informes 
de f». 2 vuelta y 24 y han producido su muerte tres dias 
después de recibidas, según resulta de este último informe, 
declaración del procesado f . 5 y certificado del Hospital 
francés f. 20. 

2 o Que respecto al autor de este hecho no hay en el 
proceso mas prueba que la confesión del procesado, por 
lo que debe estarse á ella con relación á las circunstancias 
que lo acompañaron según la ley. 

3° Que según esto las heridas fueron inferidas en un 
momento de cólera, provocado por el mal tratamiento del 
contramaestre, lo que escluye toda premeditación por parte 
del procesado. 

4° Que siendo Berlín marinero á bordo del buque de- 
pendía del contramaestre, faltando por lo tanto á la subordi- 
nación que debía á su superior al dejarse llevar de su có- 
lera basta causarle heridas graves y de funesto resultado. 
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5o Que siendo demasiado rigurosas las penas impuestas 
por las disposiciones legislativas en estos casos, corresponde 
a) prudente arbitrio de los jueces moderarlas, teniendo en 
cuenta la gravedad del caso y Ja práctica de tos Tribunales, 
art. 93 de la ley penal. 

Por estos fundamentos, declaro al procesado Pedro Bertin 
confeso del delito de heridas graves y cuyo resultado ha 
sido la muerte del contramaestre Francisco L. Marchand, 
sin premeditación pero en insubordinación contra su supe- 
rior , y en su consecuencia lo condeno á la pena de cinco 
años de trabajos forzados, debiendo computarse en ellas el 
tiempo rjue lleva su prisión, y a* pagar las costas del juicio. 

Hágase saber, comuniqúese al Poder Ejecutivo para su 
cumplimiento, y repónganse los sellos. 

Andrét Ugarrisa. 

Interpuesto y concedido el recurso de apelación, el Sr. Pro- 
curador General espuso que consideraba justa la pena impues- 
ta por la sunUncia, siendo cometido el delito poruña grave pro- 
vocación del muerto y pidió su confirmación con apercibimi- 
ento a! juez por haber exijido al reo el juramento para tomarle 
su declaración indagatoria, circunstancia que dijo se re- 
petía con frecuencia en el Juzgado de Sección. 



VmUm ér> ta Suprem* Carte. 



Buenos Aires, Octubre lá de 1873. 

Visto: De conformidad á lo espuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por los fundomentos de la sen- 



C —i — Dkus3Lij>i- «>^t rt:zr2l de la YiHa de Lujan, 
añipa a la* «pos dd Pjmbí ea el partido d* Zarate 
el li»m de ana i i* i'" ' ■ ea la <qae se eacoatraban Doa 
ffcaVn J hii rf t d antraa Dm Jai Domos. 

C*o wana de haber Danos reclamado á ( ) r- - 
f — mn— dd faMi. se a rig i ao ni diputa, por la que 
ra ia¿* Mifia Wb¿ i Daain eos so eaciuilo pnj4uc:éa- 
dole la s&tipr^r ea eá¡ oí*í» auíaw. 

Le«aataAa la sanaría, iailioiiu el proceso, y oídas el 
jn«raraAfr anead y la d»Cf— del aroeesado se dictó d 




T vast» estas antas seajnsias coatra Desmano Otguin, 
par aaaaoéW ci— rtiiia ea la perscai de Doa Juan Damo<, 
i lardo de naa chahaa ea aaaas del Paraca, ea eí par- 
as!* de Zarate, y ananaani de enes : — I* Qoe «orneado 
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raciones de Glguin y Meriel ya citadas ) — 3* Que inme- 
diatamente después de este suceso, trató el procesado, 
que manejaba el limón, de apartar la chalana de la ri- 
bera, navegando aguas abajo lo que trató de impedir 
Meriel, dando al mismo tiempo voces de auxilio (decla- 
raciones ya citadas y denuncia de Juan González, f. 2, 
ratificado á f, 34)— 4° Que habiendo acudido á la ribera 
á las voces de Meriel pudieron ver lo que pasaba en la 
chalana, donde estaba el cadáver de Damos tendido en 
la proa y Olguin con una daga en la mano la que cayó 
al agua al golpe que le dió González con una pala (de- 
claraciones ya citadas y la de Josefa Acosta de González 
& & Ismael Doublesse, f. 8 vta. Y considerando : — lo 
Que los antecedentes arriba espresados, partida de defun- 
ción de f. 17, é informe médico de f, 1, aparece plena- 
mente comprobado el cuerpo del delito — 2" Que respec- 
to de la persona del delincuente, aparece igualmente com- 
probado por la propia confesión del procesado á la que 
le prestan aun mayor fuerza las declaraciones del proce- 
so— 3° Que no resulta comprobada la escepcion alegada 
por la detensa de que hubiese precedido ataque por parte 
de la víctima, y muy por el contrario, las declaraciones 
de Meriel la contradicen si bien es verdad que esta y la 
de Godoy, muestran que hubo una cueslion anterior, lo 
que hace desaparecer ta premeditación y alevosía resul- 
tando además del informe médico que la herida fué infe- 
rida por delante— y 4o q Ue n o obstante que la Ley 3, 
tít. 23, lib. 8, Rec. C. citada por la acusación impone 
la última pena aun en los casos de homicidio simple, 
cometido en riña, (a práctica mas benigna de nuestra 
jurisprudencia, ha reservado esta pena á los hechos ca- 
ldcados, y que revelan el último grado de perversidad 
en el agente. — Por estos fundamentos fallo, declarando 
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al procesado Dusmano Olguin confeso y convicto del de- 
lito de homicidio simple ejecutado en la pegona de su 
patrón Juan Damos y cometido en las agua* del Paraná; 
en su consecuencia, de acuerdo al articulo 93 de la Ley 
Penal, lo condeno á diez años de trabajos forzados para 
completar los cuales, deberá tenérsele en cuenta la mitad 
del tiempo que lleva de prisión, y á pagar las costas 
del juicio — Hágase saber, repónganse los sellos y co- 
muniqúese al Poder Ejecutivo Nacional para su cumpli- 
miento. 

Andrés Uganita. 
Esta sentencia fué confirmada por el siguiente ¡ 

VmUm de 1* ftuprem* C«rt* 

Buenos Aires, Octubre 12 de 1811 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo 

espuesto y pedido por el Señor Procurador General en 

su precedente vista, se con Arma la sentencia apelada de 
foja cincuenta y devuélvanse. 

Salvador María del Carril— Francisco 
Delgado. —José Barros Pazos. — José 
B. Gorostuga. 



FALLOS OI U 3CPUKA CORTl 



auiA 



Razzetto y C* contra el patrón de la barca * Herminia* y 
otros, ubre nulidad de un laudo. 



Sumario. — Las razones que se aducen sobre el fondo 
de una cuestión sometida al juicio de peritos arbitradores, no 
son causas para declarar la nulidad de] laudo expedido con 
las condiciones y formalidades legales. 



Cata. — La Corte Suprema por su Tallo de 20 de Junio 
de 1870 anuló el laudo de loa peritos arbitradores, nom- 
brados para la liquidación y prorateo de las averías sufridas 
por la goleta italiana « Herminia >, capitán Mongiardino; 
y ordenó se procediese al nombramiento de otros que la 
hiciesen según fuera de justicia, conformándose y haciendo 
espresa mención de las disposiciones del Código de Co- 
mercio, y tomando en consideración los alegatos y constan- 
cias de loa autos. 

Los nuevos peritos llamaron autos para definitiva. D. Luís 
P. Razzetto y G k , pidieron vista diciendo que tenían que 
hacer reclamos sustanciales. Los peritos no hicieron lu- 
gar á la petición por haberlos la Suprema Corte habilita- 
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dos para fallar sin roas trámite y porque les suministraba 
datos suficientes al examen detenido de los autos y alega- 
tos presentados dictaron en seguida su laudo. 

Razzetto y C 1 interpusieron recurso de nulidad contra el 
laudo ante el Juzgado Seccional de Sania Fé, diciendo que 
la misión de los peritos arbitradores era no solo la liquida- 
ción y proraleo, sino el reconocimiento de las averías ; 
que se trataba de una avería particular de la que era res- 
ponsable el capitán; que ellos habian ofrecido dar prue- 
bas y los árbitros no habian querido oirías; que en el pro- 
cedimiento de los árbitros es imprescindible la observancia 
estricta del derecbo con arreglo al art. 1752 del Código 
de Comercio. 

Conferido traslado á los demás interesados, los señores 
Otero hermanos, D. Juan Delpino y el palron del buque 
contestaron que la averia común habla sido debidamente 
constatada por las autoridades y reconocida por todas las 
partes; que los árbitros pueden proceder á verdad tahida 
y buena fé guardada en los casos en que la ley no declara 
espresamente inválidos los actos por falta de formalidad ; 
que los estensos alegatos y pruebas corrientes en autos 
bastaban para su instrucción; que no debían perder de 
vista la brevedad recomendada por el procedimiento nacio- 
nal é implícitamente ordenada por el fallo de la Suprema 
Corte. 

Fallo del Jwb 4e lectln. 

Rosario, Junio 4 de 1872. 

Y vistos : considerando que habiendo espedido los peri- 
tos arbitradores su laudo en las condiciones y formalidades 
requeridas por la ley, sin que sean causas para declarar 
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•a nulidad, al que dichos peritos no hayan procedido en el 
fondo de la cuestión, conforme á las vistas ó intereses de 
la parte reclamante; no siendo de las atribuciones de este 
Juzgado corregir ó enmendar las resoluciones de dichos 
peritos arbilradores que revisten el carácter de verdaderos 
jueces, como lo ha declarado la Suprema Corte en su 
fallo de fs. 300 á fe. 204, no ha lugar, con costas, á la 
nulidad reclamada. Y llévese á debido erecto, el laudo de 
f. , , Repóngase el sello. 

Joté M. Zuviria, 

Interpuesto por Razzetlo y C" el recurso de apelación, y 
concedido en relación se dictó el siguiente 

Mto *e U listM» «ferie. 

Buenos Aires, Octubre 12 de 1872. 

Vistos : por suü fundamentos se confirma con costas 
la sentencia apelada de foja doscientos noventa y dos vuelta; 
satisfechas las de la instancia y repuestos los Bellos, de- 
vuélvanse. 

Salvador María del Carril — Fran- 
cisco Delgado.- J. Barros Pazos. 

10SÉ B> GüROSTIAGA. 
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CAUSA CXIII. 



0. Martin Cartilla ¿ hijo, contra D. Frantúco Medina, 
iobre cumplimiento de un contrato. 
Incítente iobre poticionet. 



Samario* — 1° El litigante que no se presenta personal- 
mente sinó por apoderado, no necesita constituir domi- 
cilio para el juicio. 

2* Una cédula fijada en ta puerta de una casa en que no 
consta que habita quien va á ser notificado, no importa 
notificación. 

3° Quien no ha sido debidamente notificado no puede 
ser declarado en rebedia, 

4° No puede ser declarado confeso en posiciones el liti- 
gante citado para absolverlas, si el auto respectivo no con- 
tiene la comunicación de que por tal se le declarará si no 
comparece. 

5 o El que tiene justo motivo para no comparecer á absol- 
ver posiciones no puede ser declarado confeso. 

6» La ausencia es justo motivo que escusa la compare- 
cencia. 

7» Los testigos deben comparecer ¿ declarar, so pena 
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de nulidad, cuando menos tres días después de notificada 
por cédula la parte contra quien se litiga. 



Cato. — En 26 de Octubre de 1871, D. Martin Castilla 
y D. Martin Castilla hijo por una parte, y por la otra Don 
Francisco Medina celebraron un contrato para I? disolución 
de una sociedad. En la escritura so designa con. a domicilio 
de Medina la casa calle Maipú números 102 y 104. 

En Diciembre del mismo año. el Dr. D. José de Busta- 
manto por Castilla padre é hijo, demandó, ante el juez de 
la sección de Buenos Aires, á Medina por falta de cumpli- 
miento del contrato mencionado. 

Corrido traslado, se hizo la notificación al demandado, 
fijándose la cédula en la puerta de calle de la casa seña- 
lada en la escritura. 

En Febrero de 1872 D. Ramiro Pérez López, domicilia- 
do en la calle Cuyo número 152, con poder de Medina, 
contesté la demanda, recibiéndose después la causa £ 
prueba. 

En este estado, el Dr. Bustamante pidió que Medina per- 
sonalmente absolviera posiciones al tenor de las contenidas 
en el pliego cerrado que acompañó. 

El juzgado señaló para la absolución el dia sábado 18 
de Mayo á las 2 de la tarde, notificándose el decreto res- 
pectivo al apoderado López personalmente y á Medina pnr cé- 
dula que se fijó en la puerta de calle (domicilio señalado en 
la escritura), por haberla encontrado cerrada y negarse los 
vecinos á recibir la cédula. 

El mismo dia señalado para la absolución, López espuso 
que Medina estaba fuera del país pero que pronto regresaría, 
pues lo esperaba en los primeros dias de la semana si- 
guiente, por lo que pedia se señalara otro dia para ta 
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absolución, pudiendo fijarse el miércoles 22, solicitud á 
que se accedió, señalándose la hora de las 2 de la tarde. 

En ese dia López espuso que su comitente no había 
llegado aun del Paraguay por cuya razón no podían ab- 
solverse las posiciones; pero que sí no había inconve- 
niente, él podia absolverlas porque tenia poder bastante. 

Habiéndose corrido vista at Dr. Buatamante, este pidió 
se diera por confeso á su contrario en rebeldía, de acuerdo 
con lo prescrito en el art. 115 de la ley de procedimiento, 
pues no podia consentir en que las posiciones fueran ab- 
aueltas por el apoderado. 

A esta solicitud no se hizo lugar por auto de 23 de 
Mayo confirmado por la Suprema Corte con fecha 4 de Julio. 

En 4 de Jumo, el Dr. Bustamante había espuesto que 
tenia pruebas de que Medina había estado en esta ciudad 
no solo en la fecha 22 de Mayo en que su apoderado 
había dicho que estaba en el Paraguay, sinó también en 
días anteriores y posteriores por lo que ofrecía esa prueba 
que patentizarla la rebeldía flagrante de Medina. 

El juzgado ordenó que el representante de Medina ma- 
nifestara si su comitente se hallaba en esta ciudad, y oon 
la manifestación negativa se mandó producir la prueba ofre- 
cida, por vía de justificación. 

* 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1812. 

Y vistos; Considerando— 1 o Que por auto de 16 de Ma- 
yo corriente á foja ciento catorce, se ordenó que Medina 
compareciese el Sábado 18 del mismo mes á absolver las 
posiciones presentadas por la parta de Castilla, y consta por 
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U cédula agregada, que dicho Medina fué notificado del au- 
to referido en su domicilio — 2° Que con fecha 18 del mis- 
mo el representante d& Medina hizo presente al Juzgado en 
su escrHo de f. 127, qut iu poderdante se hallaba ausente 
de esta ciudad, por lo que pedia se señalase para la abso- 
lución de las posiciones el dia veintidós del mismo ; y fun- 
dado en esto el Juzgado no hizo lugar á la pretencion dedu- 
cida por la parte de Castilla en su escrito de f. 131 para 
que se diesen por absueltas en rebeldía de dicho Medina y 
señaló nuevamente para la absolución de posiciones el dia 
indicado por el representante de Medina — 3° Que Medina 
no compareció el espresado dia veinte y dos de Mayo á ab- 
solver las posiciones — i» Que consta -por las declaraciones 
de Don Eduardo Quintana, Don Feliciano Forguez y Don Pe- 
dro Saracondegui, pues aunque el segundo es acreedor de 
Medina, su declaración está conteste con las de los demás 
en la parle sustancial, que Medina ha estado en esta ciudad 
del diez > ocho al veinte y dos Je Mayo— 5° Que el hecho 
de no haber comparecido á absolver las posiciones, encon- 
trándose en esta ciudad, hace aplicable el artículo 110 de 
la Ley de procedimientos, según el cual el que hubiere de 
ser interrogado debe ser citado para el acto por cédula bajo 
apercibimiento de que se le estimará por confeso, si no asis- 
tiéndole justo motivo dejare Je comparecer, por cuanto se- 
gún se ha espuesto, Medina no compareció en ninguno de los 
dias señalados, ni ha manifestado justo motivo que se lo 
impidiese; por estos fundamentos Tallo declarando en rebel- 
día á Don Francisco Medina, por absueltas afirmativamente 
las posiciones que en pliego cerrado presentó la parte de 
Castilla, y que se reservarán en la oficina del actuario hasta 
quedar ejecutoriado este auto — Y atento á que el represen- 
tante de Medina ha dado margen á este incidente con laa 
manifestaciones falsas que ho hecho al Juzgado, se declara 
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que Las cnstas del incidente son á su 

con 



Manuel /.avateta. 
Loppz, fué revocado por el 



siguiente 



Fallo 44- 1h «lii|ir«iiiM t.'orfr. 



Buenos Aires, ói-tubre I"» de 1B12. 

Vistos : Resulta de este espediente j Primero, que con- 
testada por el apoderado de don Francisco Medina, la de- 
manda que contra él interpusieron los señores Marli.t 
Castilla ó liijo, por falla de cumplimiento del contrato de 
l'tpja dos, el representan lo d'^ estos pidió que el demandado 
absolviese personalmente las posiciones que en pliego cer- 
rado acompañó ; Segundo, que no habiendo comparecido 
Medina, la parle de ios Castilla solicitó á foja ciento treinta 
y una, se diesen por absueltas, tanto por su inasistencia, 
como por haber fugado del pais oslándole prohibido de sa- 
lir de el, por urden judicial ; Tercero, que habiendo ape- 
lado los demandantes del auto do toja ciento y sesenta que 
denegó esa pretensión, lanío este como el de su referencia 
de Puja ciento treinta y dos vuelta, fueron confirmados por 
el de foja ciento sesenta y cinco ; Cuarto, que en el de- 
creto en que se mandó cumplir la resolución de la Corle, 
se abrió un término de prueba para quo se acreditara que Me- 
dina estalla á la sazón en esta ciudad, y ú consecuencia 
de escrito en que el apoderado de los demandantes mani- 
festó no poder probar esto, pero si que aquel se hallaba aquí, 
cuando se le mandó comparecer, como lo ofreciera en su 
t. m. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



petición da foja ciento cuarenta y tres, que quedó sin pro- 
veerse, dijo el Juíz á foja ciento setenta y cincu vuelta que 
el espíritu del auto no escluia osla prueba, siendo su objeto 
evitar ulteriores diligencias, si se presentara Medina ahora 
á absolver las posiciones ; Quinto, que producida la prueba 
testimonial corriente a Cijas cíenlo ochenta y cuatro, ciento 
ochenta y cinco y cienio óchenla y nueve, y fundándose 
en su mérito, el Jaez a qno pronunció el auto de fija ciento 
noventa y siete vuelta que dá por absueltas por Medina, 
las de la parte de los Castilla habiendo los do la materia 
venido á esta Corte por la apelación del demandado. 

Y considerando : Primera, que no habiendo comparecido 
Medina personalmente en osle juicio, sinú por apoderado 
no ha tenido ocasión de constituir, como de fticto nu ha 
constituido domicilio para él ; Segundo, que el actuario le 
ha solicitado indebidamente en el que se indica para otros 
lines, en la escritura de foja dos, otorgada cuarenta días 
antes ríe iniciarse este pleito, y mas de cuatro meses antes 
de contestada la demanda por el apoderado de Merlina; 
Tercero, que constando por el escrito del apoderado de 
los demandantes, fecha diecisiete de Febrero de este año a 
foja cuarenta y dos que había trasladad» las existencias del 
negocio de la sociedad, de la calle de Maipú número ciento 
sc>enla y dos, que señaló corno su domicilio, en la citada es- 
critura, á la de Mayo número ciento veinte y siete y medio, 
lo que era también notorio por el avi o Orinado por et 
mismo Medina y registrado en el diario de foja treinta y 
nueve, v sobre todo, pnr la dilijencia del embargo de di- 
chas mercaderías;, autorizada por el escribano da la causa, 
en seis de Marzo, en que es presa que esa casa está á 
cargo de Medina, esto no obstante, no le buscó en esta 
sinó en la que había ya dejado, para notificarle el auto de 
dieziseis de Mayo que le mandaba comparecer, para absol- 
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ver Lis posiciones en cuestión, como consta de su propio 
certificado Jo cíenlo no ve ola y tres vuelta ; Cuarto, que al 
hacer esa rmtiliracion, «ti que se futida la declaración de 
rebeldía, omitió el actuario agregar al espediente, la cé- 
dula que prescribe el artículo seseóla y tres cuya omisión 
anula el procedimiento ulterior, según el setenta y uno, y 
que si bien so trató de subsanar on cierto modo, ese vicio 
con el auto de í« »ja cíenlo noventa y dos, y certificado du 
foja ciento noventa y Ires vuelta, quedó subsistente olro 
de igual carácter, cometido antes, pues habiéndose man- 
dado intimar á Medina diese fiador, dentro de lercero dis, bajo 
apercibimiento de embargo, no aparece que un auto de 
tanta trascendencia, se le notificara ni personal monte, ni 
por cédula, segun consla á Hijas cuarenta y cuatro y cua- 
renta y cinco , Quinto, que de estas consideraciones se 
deduce que n-i habiendo Medina constituido domicilio en 
este juicio, la notificación que se pretende haberle hecho, 
en otro que no era el suyo, os de ningún valor legal y 
por consiguiente, no puede aquel ser reputado rebelde, 
desde que no Conocía el mandato judíela! que se supone 
haber desobedecido ; Sentó, que aun nn la hipótesis de que 
la notificación del auto de dieziseis de Mayo se hubiera 
en forma ¿ Medina, no seria arreglado á derecho 
desde que él m contiene ta conmina 
por su contendor do que se le tendria por 
tal, si no compareciese, sino que se limita á señalar día 
y hora para la verificación del acto ; Sétimo, que aun su- 
poniendo que estaba virlualmcute contenida la conuiinacion 
enunciada, por lo prescrito en el articulo ciento y diez 
de la ley de procedimientos, Medina no puede estimarse 
¡ocurso en ta pena que él establece porque su represen- 
tante ha manifestado al Juzgado precisamente en los días 
dieziocbo y veintidós de Mayo, designados para su com- 
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parencia, que no le era posible verificarlo, por hallarse 
ausente y fui' ra del país, siendo racional enumerar la ini- 
posibilidnd rnalerial eutre los justos molivOB que sejjun los 
artículos citólo diez y cíenlo quince, escusa n la desobe- 
diencia al mandato judicial; Octavo, que la prueba rendida 
por el apoderado de ios Castilla, para acreditar que Medina 
no estaba ausente, cuando debió comparecer á absolver 
las posiciones, carece de valor legal ; primero, porque los 
demandantes mismos lian aseverado el hecho de la ausen- 
cia diciendo á foja ciento treinta y una, que constándole 
perfectamente al señor López que su poderdante (Medina) 
ge encontraba fuera de Buenos Aires, violando !a prohibi- 
ción judicial, pidió se le señalara nuevo dia, reiterando 
la misma aseveración á tuja ciento treinta y odio, al pedir 
y fundar la reposición del aulo de luja ciento treinta y 
dos vuelta, que declaró que Medina no halón incunido en 
rebeldía, ausentándose, desde que habia dejado apoderado 
que le estaba representando ; Segundo, porque las declara, 
cienes prestadas para acreditar Ij presencia de Medina en 
esta ciudad, en los días preindicados, no son válidas, 
según derecho, á causa de hab'rse lomado al dia siguiente 
de notificarse, pur cédula al apoderado do aquel, la ma- 
nifestación que el de los ('islilla hizo de la p rules ion de 
sus testigos, debiendo lutber sido examinados tres días 
después de conocida aquella circunstancia por su adversario, 
se ¡ron lo dispuesto en el articulo cienlo veinte de la ley 
de procedimientos, para que pudiera ejercitar el derecho 
que él concede do rechazar los que no tenjjan las condi* 
ciones legales; Xmr.iiú, que habiendo el artículo tercero 
librado al criterio del .loe/ el admitir y mandar absolver 
solamente aquellas posiciones que estime pertinentes y ad- 
mití 1/ la, no es justo dar por absuellas las presentadas, en 
pliego cerrado, que no conoce, ni ha podido, por lo mismo 
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calificar; Décima t que el apoderado de Medina ha mani- 
festado á foja ciento veinte y ocho vuelta, tener poder bas- 
tante para absolver posiciones y estar pronto para efectuar- 
lo con las deferidas du contrario ; por estos funda men tus, 
se revoca el auto apelado de fojas ciento nóvenla y siete 
vuelta á ciento noventa y nueve, y se declara que el re- 
presentante de don Francisco Medina puede absolver las 
posiciones en cuestión, si fueron pertinentes y admisibles; 
\ satisfechas las costas de esta instancia, y repuestos los 

Salvador María del CAnniL. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos -José R. Gorostiaca. 



¡tortea y ttws nmtra D. Tontas Cerna, por cobm de ptxox. 
Incidente sobre prisión pnr deudas 



Sumario. — La ejecución no puede llevarse contra la per- 
sona sir.á contra los bienes del deudor. 
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fittxo. — En litios aulos ejecutivos par cobro de pesos se- 
jrui los por til Procurador Carlos Iteynal por la razón Üavies 
y Kú>s contra I). Tomás (lerna, se libró oficio ¡il Juez dt 
l'az d*;l Carinen de Areeo ¡iara «pie requiriese el pago al 
den ilo r y caso de no verificarlo l m base embargo en bienes 
suficientes, exigiéndole lianza de saneamiento y no presen- 
tando bienes lo pusiera preso á disposición del Juzgado. 

No habiendo el deudor presen latió bienes á embargo por 
espesar que no los tenía, se le relujo ;'i prisión en la 
cárcel pública de aquel pueblo. 

Kl Juez de Paz, al devolver diligenciado el oficio, acom- 
pañó UQ certificado médico en que consta que Orna pade- 
cía una dolencia aguda ¡ y fundado en esto no lo remitió 
¡i esta ciudad. 

saber la diligencia, Rey nal pidió que ci deudor 
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Huellos Aire», Setiembre 17 de 1875. 

No podiendo llevarse la ejecución contra la persona, y si 
solamente contra los bienes, no lia lugar á Jo pedido. 

l'garríza. 

Reyual apeló de esta resolución diciendo que si el Juz- 
gado, en su negativa, se fundaba en la ley que exonera 
de prisión por deudas civiles, debia hacer presente que c¡>a 
l^y no pudia tener electo retroactivo. 
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buenos Aííts, Octubre M <le \n"i. 

Vistos: Pur sus fuiid0ffiiBM«8 t se continua con costas el 
auto apelado do Inja óchenla y seis vuelta, satisfe-lias y 
repuestos lus sellos, devuélvanse. 

Salvado» M. del Cáhuil.— José Baiihus 
Pazos. — José U. Gorustiaga 



ati*i cxv. 



Badaruca, contra D. Felipe Badaruco y D. Antonio 
Üelacasa, por cobro de pUOS. 



Sumaria. — I o Los documentos 
nur fé en juicio, cuandu son 
ó declarados auténticos por 




por ol firmante 
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Un documento privado presentado después de recibida 
la causa á prueba y cuando está para vencer el término, 
no hace te en juicio si no es reconocido pura y simple- 
mente por la parte 11 quien se le imputa. 

3" La Justicia Nacional es incompetente para conocer 
en cuestiones entre eslrangeros, cuando el fuero no re- 
sulte por razón de lu materia. 

Caso, — El Procurador Doyhienard por II. José liadaracn 
fe presentó al Juzgado Nacional de Buenos Aires, espo- 
im-udu : míe su representado haLia suministrado á Jos so- 
cios I). Felipe Lía da ra co y I). Antonio lie la casa, todos los 
materiales necesarios para la construcción de dos buques, 
denominado * Fiutne di Uecco » el uno, y el otro todavía 
sin nombre, alquilándoles basta el terreno en que se cons- 
truían y la casa en quu habitaban los constructores. Que 
concluidos los buq ues y echados al agua, pasó la cuenta 
á liadaraco y Üelacasa de los artículos suministrados, al- 
canzando á la suma de 137 f 5G5 £ m e. 

Que no habiéndosele abonado hasta la fecha la mencio- 
nada cuenta, entablaba contra ellos formal demanda, á 
fin de que Fueran condonados al pago do la espresada can- 
tidad con intereses y costas. 

Acompañó á la demanda una cuenta con un saldo á su 
favor por la suma demandada, por artículos de ferretería, 
maderas, jornales, comestibles etc., que se dice iumínis- 
irados desde el 30 de Abril de 1870 al 23 de Agosto do 
1871. 

Corrido traslado, Don Santos Molinari por Badaraco y 
Delacasa contestó que la demanda conlenia una enorme 
plus petición, pues de la cuenta presentada sus represen- 
tados solo debían las partidas que empiesan con la fecha 
10 de Abril de 1871, día en que cbancelaron cuentas an- 
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le rieres medíanle la entrega en electivo de 01,000 £ m/c. 
que era el saldo que había en esa fecha, habiéndoles faci- 
litado esa cantidad I). Fortunato C ¡enero quien lo declara- 
ría si fuese necesario. 

Que ademas I). José Badaracp les era deudor de 51,250 

m/c. por 205 billetes de la rifa del « Fiume di flecco ». 
por cuya cantidad lo reconvenía. 

Pidió se declarase compensado el crédito He José Dada- 
raeo hasta la cantidad que reconocen sus represen lados, 
y se le condenase al pago del resto con bis intereses do 
la mora y las costas del juicio. 

Acompañó esta paite dos recibos de l>. José Bada raeo, 
fecha Noviembre \ de 1S71 y Julio A del mismo año, por 

>r* nt': mems de la rila del « Km me de tteceo » que reci- 
bía para venderlos; y un documento en virtud del cual 
José Itadaraco se eonslíluve tiador responsable tle Antonio 
Delaeasa y r eí i pe liad a raen por un buque que acababan de 
construir con el nombre de « Kiume di Neceo » tasado en 
12,000 $ TU. entendiendo*) que la garantía no tenia mas 
objeto que acreditar que Itadaraco y Delaeasa eran los ver- 
daderos propietarios del buque. Este documento tiene la 
fecha do Abril 10 de 1871. 

Corrido traslado do la reconvención, Doybiei 
rechazara esta con costas. 

D:jo que no era cierto que hubiese recibido 
10 de Abril, ni en ninguna otra, un solo peso á cuenta de 
lo que lo debian los demandados, lo cual por otra parle, 
ora inverosímil, pues Gchero que no tiene fortuna, no 
les balda de preslar 0O,UÜ0 $, y menos durante la epide- 
mia de fiebre amarilla en que lodos pensaban solo en 
huir con lo que pudiesen reunir, á lo cual se agreda que 
con 60,000 £ no se saldaba la cuenta que en esa época 10 
do Abril, pasaba de 125,1 
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Que á su turno el hecho da la compensación está contra- 
dicho por los misinos documentos p rosen tad os por el con- 
trario y por la carta que acompaña en que se prueba que 
Badaraco y LMacasa dispusieron de los billetes aun después 
de haberlos entregado á José ladaraco. Que la contrade- 
manda podría cuando mas versar «ubre la devolución de 
los billetes sobrantes que no se vendieron, á pesar de que 
para nada sirven y que está pronto á devolver. 

Acompaña esla pirle una carta fechada en Montevideo 
el 29 do Enero de 1872, dirigida ¡i I». José Badaraco y 
firmada por Sardo y Mura en que lo dicen que su hijo de 
Badaraco) les entregó en Noviembre del año pasado, cien 
número de la rifa del * Fiume di Recco » ¡tara colocar 
entre sus amigos. Que al tratarse de la venta de algunos 
tocaron ta dificultad del pago en oro, por lo que consulta- 
ron y con la autorización de U. Antonio llelacasa vendí ero ti 
algunas por 10 $ papel de Montevideo, y el sobratik de 
í)8 números lo pone á su disposición. 

En seguida se puso ta causa á prueba y con lo yrod li- 
ndo por las partes se dictó este 

rallo del Juez de Seeeion. 



Rueños Aires, Agosto 3 de 1872 . 

Vistos estos autos seguidas por I>, Jasé Badaraco contra 
D. Felipe Badaraco y D. Antonio Uelacasa, por cobro do 
la cantidad de i;)7,5G5 pesos moneda currienle, proceden- 
tes de mateados suministrados para la cunstruceiun de 
dos buques y resultando . 

I» Que en la cuenta que corre de f*. " á 14 y que arroja 
á favor de 0. José Badaraco un saldo igual á la cantidad 
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demandada, a parecen como entregados á Badaraco y Dcla- 
casa artículos de ferretería, maderas y de consumo, que 
U. José Badaraco dice en su demanda fueron empleados 
en la construcción de los buques « Finme di Ueceo » y otro 
mas que nc tiene mimbre todavía. 

2«* (J(ie I). José Itadaraeo bu enlabiado demanda contra 
II. Felipe Hadara*» y D- Aivlunio llelaeasa pidiendo se les 
condene al pago de la espresada cantidad con sus intere- 
ses y costas. 

íí<i Que los demandados lian reconocido esplícitamenlo al 
contestar la demanda, la exactitud ¿ú la cuenta presentada, 
é implícitamente al aceptar la jurisdicción de este Juzgado, 
la procedencia 'le la deuda, corno si- vé en su escrito de 
contesta. -ton que corre -l».' U. íl á í"2, y "pusieron contra 
la demanda la escepeion de ¡tina pttichn, á la vez que en- 
tablaron contrailemauda por cobro de ¿UU billetes pertene- 
cientes á la nl'a que efectuaron del buque * Hume di 
Hecco. » 

i 1 Ouc la jtlm petición la apoyan en que solo adeudan 
las partidas que empiezan en la cuenta con La fecha diez 
de Abril de 1871, pues basta ese dia chancelaron la cuen- 
ta mediante la entrega en electivo do sesenta y cuatro 
mil pesos moneda corriente, que el saldo de la cuenta en 
el «lia 7 ile Abril, por haber habido otras entregas ante- 
riores ; agregando que dichos 61,000 pesos que les fueron 
facilitados por I). Fortunato C i choro para pagarle á Dada- 
raco que exigía la cancelación de su crédito pura espedir 
el docnmonio que corre á f. 35 por el cual dicho Ü. José 
lladaraco aseguraba que el buque « Pi time di Kecco », que 
necesitaban rilar, era de la propiedad de los demandados, 
declaración o seguridad sin la cual no les era posible 
efectuar ta rifa 

V Qm- los mismos demandados furnia n la contrademan- 
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da en í¡up D. José Badaraeo recibió para vender par cumia 
de ellos, mediante la comisión de un cinco por ciento, 
205 billetes, valor de diez fuertes cada uno. los que no 
ha devuelto, por lo que piden se le contiene al pago de 
51, £50 pesos moneda corriente que importan los espresa- 
dos billeUs. 

t>» (Jue corrido traslato de la contradem inda, I). José 
Badaraco lo evacuó sosteniendo La ilegalidad «le la prelcn- 
cion do D. Felipe Bada ruco y de !). Antonio Dolaeasa, 
por cuanto estos habían dispuesto de tus billetes aun des- 
pués de entrega di is á aquel, romo lo j pro baba Ja carta do 
Sardo y Mora de Montevideo, que acompañaba v curre á 
f-tt, carta según la cual los Si ís. úllitnamente nombrados 
habían sido autorizados por Delacas-a para vender al 
precio de dio/ pesos papel de Montevideo los hillel»-*, do 
cuya venta, por cuenta de los demandados, los había en- 
cargado Ü. José liad a race. 

7<> Que el Juzgado recibió la causa á prueba y fin de 
acreditar: P las entregas que hubiesen hecho los de mu ti- 
fiados en pago do la cuenta acompañada por el deman- 
dante, y 2° si los billetes fueron entregados en pago de 
la misma cuenta. 

8 o Que la prueba producida curre de t.... á y consiste en 
lo siguiente: Üe parte del demandante, i» Absolución de 
las posiciones de t Ii3 por los demandados, cuya diligen- 
cia corre de fs. t>3 á Ü7>, constando de ella que los billetes 
no fueron entregados en pago del crédito de U. José Ha- 
da raco, sino para que este lo vendiera por cuenta de los 
propietarios del buque ; £» En la declaración de los testi- 
gos Domingo Ctorsi, José üertulí, Juan li-rloli, Juan Vi- 
cente Maglione, Francisco Pernlle y José Mu-rango, cuyas 
deposiciones corren de fs. flft á 77. y cuvo resumen es el 
siguiente : 
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El testigo Caorsi dice que desde Eneru de 1871 hasta 
linea de Enero de este año lu. sido depundieiite de Ü. José 
Uadaraco, con cuyo motivo lia tenido ocasión de ver con 
frecuencia rn casa del úllimo á I). Antonio Delacasa } á 
I). Felipe Badararco ; el lesión José Itcrtolj acreedor de 
tos demandados, alinna que sabe por halterio oído decir á 
los último* que eran deudores de I). José Badaraco, pero 
que ignoran si lo hubiesen pagad» ó no, y no es presa la 
feclia en que les oyó decir; Juan Bertolí que no tiene co- 
nocimiento de lo que se le pregunta; Maglione que en diez 
de Abril del añu próximo pasjdo, hallándose en Quilines, 
esluvo líe la casa á verse con liad ai a cu ¡i fin de pedirle uu 
cerlilicado que acreditara que el Imqne * Fiume di Iteceo » 
era de su propiedad ; que it.ul.iracu estendiú el cerlilicado 
que es el que corre á f. .'íá, y q >e preguntado el testigo 
por aquel si estaba el certificado en debida forma, le con 
testó que debía agregarse que el cerlíücmlo solo importaba 
acredilar que el buque era de dicho Delacasa y de Felipe 
liad a ra cu, pero no importaba declarar que lo hubiesen pa- 
gado, y que á virtud de esto se agregó la clausula final á 
dicho certificado ; agregando que en dicho acto, dijo Dela- 
casa que con el product.» de la venta del buque pagarían 
la cuenta de los materiales que habían sacado para la 
construcción del buque; Francisco Fe rri le, deudor de I). 
José liada raco ; que en Diciembre último viniendo el tes- 
ligo de la lluca para la ciudad junto con Delacasa, le 
dijo este que I). José Badaraco les habia estendido un ccr- 
tineaeo para acreditar que el « Fiume di ttecco i era de 
su propiedad, pero que todavía no habían pagado su precio 
á Bada raco, y su i o podían pagárselo, si sacaban el boque 
en la rifa ; José Ma ranga, que 1) Felipe Bada raco le djjo 
al declarante el dia i de Marzo último, yendo á cobrarle 
una cuenta» que á los pobres les pagaría todo, pero no 
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así ¿i 0. José Badaraeo quien podrin Inn solo ponerlo preso; 
3° la compulsa de los libros de la casa de Witlianu y Ci- 
chero t resultando f. US, que oh los libros no constataban 
préstamo á los demandados, y que A socio I). Fortunato 
Cichero manifestase era á favor de él mismo, no de la 
casa. 

De la parle de los demandados consiste : 1" En el re- 
ribo de f. H I que presentaron el dia seis de Abril, cuando 
estaba para vencer el término de prueba, manifestando 
que no había sido presentado anteriormente por estar es- 
traviado, y puliendo que se citase al demandante para su 
reconocimiento y que después de esto fuese traducido al 
idioma patrio por estar en italiano, recibo que no fué reco- 
nocido por I). José liadaraco, como consta de la dilijencia 
de fs. 108 vuelta y IOi> practicada después de vencido el 
término de prueba; ¿° (Jue los demandados ofrecieron 
también el testimonio de I). José Cichero para acreditar 
que este les habia prestado lii,ü(J0 pesos moneda comento 
para pagar á liada raco (D. José) y que era verdad que e! 
¡uigo se babia efectuado, y habiéndose señalado día para 
el examen del testigo no fué este presentado en el dia 
señalado. 

!t° Uue no podiendo el Juzgado conceder un nuevo tér- 
mino para constatar la autenticidad o falsedad del recibo 
referido, se limitó á hacer comparecer á bts interesados al 
salón del despacho y á exijir que bajo de juramento con- 
testasen á las preguntas que les dirijió de oficio, y el re- 
sultado de dicha diligencia que corre de f.... á f...es el 
siguiente: I o Que tanto el demandante como el deman- 
dado Déla casi persistieron en sus anteriores afirmaciones, 
concernientes al recibo; i" Qua pregunta lo Detacasa en 
qué punto hizo el pago de los til, 000 pesus á Badaraeo, 
donde le otorgó este recibo si ambas operaciones fueron 
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simultáneas, si alguno las presencio, ó por lo menos una 
de ellas, contestó: que después de haber almorzado él 
Delaeasa, en casa de Uadnraeo en (juilmos, le pago los 
diclms (íl,(M)0 pesos, á las once y media de la mañana 
próximamente, al indo do la casa que habitaba D. José Ba- 
daraco; que el absolvente lepidio irmedialamenle el reci- 
bo y que Badaraco lo rehusó di.icndole que no lo necesi- 
taba düspnes í] ne había declarado por documento que el 
f Fiume di Boceo » era do la ¡impiedad dul dicho absol- 
vente y de l). Felipe liadaraco; míe posteriormente, como 
á la u.ia ó una y ino li.i del misino lia, acompañándolo el 
declarante para ir ¡1 lomar la diligencia para regresar, y 
en la plaza de Quilines, frente a* Ja Iglesia, volvió á pe- 
dirlo para satisfacer á su compañero, y que enlónces le 
firmó el recibo presentado, t :l misino (pie el absolvente 
escribió con lápiz por falla de linter*) ; y que no hubo tes- 
tigo alguno presente á ninguno de dichos actos, y que et 
pago tuvo lugar antes que I). José iladaraco diese el certi- 
ficado de que el ■ Fióme di Uceen i era de la propiedad 
délos demandados; íi Que preguntado el misino Itela- 
easa por qué razón el recibo espresaha por saldo de toda 
cuenta el 10 de Abril de t H7 1 siendo así que en dicha 
lecha, el sabio era mucho mayor que el de los sesenta v 
cuatro mil pesos que se supone pagados, contesló: que es 
porque habían be*dio otros pagos anteriores, que no esldn 
abonados en la cuenta de f..; y preguntado nuevamente 
si conservaba los recibos que debían acreditar esos pagos, 
conlesló que no s.ibia si los conservaba su socio que fué 




lo ordenó primero, que el actuario 
compulsase los U.ros del demandante y certificase si ta» 
partidas de la encola río Is. 7 á \'\ estaban ajustadas á 
los asientes, 
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alguna cantidad á cuenta de la deu-ta perseguida, cierno así 
mismo si los libros estaban bien llevóles ; y "J" que se 
citase al salón del Juzgado ¡1 Ll. Felipe Badaraco para que él y 
el demandante absolviesen las preguntas que se les hicieran. 

11. (,lue de la compulsa resulto <|uo aunque los libros 
no estaban rubricados ni borrados algunos claros do ellos, 
las cuentas presentadas catán ajustadas á los respectivos 
asientos de las que no aparecían cantidades abonadas pol- 
los demandados. 

12. Que en la absolución de preguntas D. Felipe Bada- 
rato manifestó que los 01,000 pesos entregados al deman- 
dante en Quilines, y á cuya entrega se reliare el recibo de 
f,,., procedían de presta mus que les hizo I). Fortunato Ci- 
rbero una vez de 20,001) pesos 40 ó 45 días después ntro 

de 11 ó 15,000, y el resto hasta los til, 1)00 co al mes 

después ; que el absolvenle habia abonado en fechas 
anteriores, Julio y Diciembre de 187(1 y Febrero fíe 
18"1, al demandante en la primera :10,000, en Ja segun- 
da 20,000 y en la tercera 11,000 pesas moneda cor- 
riente, por cuyas cantidades no le otorgó recibo el deman- 
dante, quien negó dichas entregas. 

Y considerando: t° Que está justificado por confesión 
de los demandados que 1>. jW Bada ra co suministró los 
artículos espresadns en la cuenta de f.... pan la construc- 
ción de dos buques, el uno de elios el « Fiume di í»eeeo * 
y que el valor cargado por aquellos es exacto, y por con- 
secuencia está justificada la acción intentada por el de- 
mandante, 

2* Que justificada la acción, los puntos únicos d resolver 
son los relativos á las entregas de dinero que los deman- 
dados dicen haber hecho á cuenta del crédito debido ú ü. José 
Badaraco, y ia contra demanda deducida por el valor de los 
á05 billetes de la rifa del i Fiume di lleco. » 
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3"<Jue en cuanto al primer punto tos dern ¡inda dos solo han 
intentado probar que el l!) de Abril áe 1 S7 1 [). Antonio Déla- 
casa abonó á U. José Bad.tr; co, un Quilmos, al cantidad 
de Gi.OÜO pesos moneda corriente. 

4° Que la prueba concerniente al punto espresado en el 
preceden le considerando es definíanle para constatar la ver- 
dad do ¿I, por cuanto consiste exclusivamente en el recibo 
de f,.,. que se di.-e otorgado por el demandante, y este ha 
negado reiteradamente la firma que se encuentra en él, y 
la verdad del lieclio espresado en el recibo ; y siendo esto 
un documento privado solo puede hacer le en juicio 
cuando fuese reconocido por el ti rinanto, ó se encontrase 
en alguno de los casns espresados en los arts. 15 y 2á, 
lit. 5»¿ sec. 2% lil>, g 8 del Código Civil. 

5o n ue habiéndose presentado dicho recibo, cuando 
estaba para vencer el termino de prueba y desconucídose 
su autenticidad después de vencido dicho luí mino, el Juz- 
gado no está habilitado para ordenar su cotejo cuando el 
supuesto otorgante no tendría lodos los medios de prueba 
para acreditar la falsedad del recibo, y en este caso, esta- 
ría privado de los principales medios de prueba como lo es 
la testimonial. 

6* Que la consecuencia que se desprende del procedente 
considerando es, que si hay de parte del demandado de- 
recho para exhibir documentos después de la recepción 
á prueba y cuando está para vencer el término acordado 
al efecto, á bs documentos espresados no debe darse le 
en juicio mientras no sean pura y simplemente recono* 
cidos, y asi se ha declarado por sentencia de este juzgado 
pronunciada el 27 de Mayo de 1N7Ü, en la causa pro- 
movida por I). Miguel líiillea teros contra Soubiran y com- 
pañía por cobro de pesos procedentes de venta de pasto 
y alfalfa, y confirmada por la Suprema Corte con fecha 
T. Wi U 
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2 ile Julio del misino año ; y esta doctrina es tanto mas 
aplicable al caso, cuanlo que, al contestar á la deman- 
da, no se manifestó que D. José" Badaraco hubiese otor- 
gado el recibo referido, no siendo de presumir que tratán- 
dose de hecho de tal importancia se omitiera hacer mención 
de él por un olvido, lo que probaría que admitir los do- 
cumentos en cualquier estado del juicio, importaría auto- 
rizar procedimientos de sorpresa que la ley no puede 
autorizar. 

7° Que á lo espuesto en los precedentes considerandos 
pe agrega la inverosimilitud de las espiraciones dadas por 
los demandados acerca del punto donde se verificó el pago 
y donde se firmó el recibo, pues no parece natural que ha- 
biendo Delacasa eslado en casa de D, José Badaraco v 
almorzado en ella esperase para hacer el pago á que sa- 
lieran á (a calle y efectuarlo en esta al lado do la casa de 
Badaraco, tratándose de una cantidad de esta considera- 
ción, y donde no habia facilidad para otorgar el recibo ; 
y esto sin un testigo que presenciara dicho acto, como 
no es natural que habiendo efectuado, como asegura dicho 
pago, Aritos que Badaraco le diese el certificado de pro- 
piedad del buque, no exigiese en el mismo momento el 
recibo de la cantidad que habia abonado, ni dijese una 
palabra sobre este punto, habiendo como habia otra per- 
sona presente, y cuando los hechos posteriores probarían 
que no estaba conforme con que no se le diera recibo; in- 
verosimilitud que es tanto mas inaceptable cuanto que la 
entrega IQ dice hecha en una vez el 10 de Abril, mien- 
tras que según ü. Felipe Badaraco, la dicha cantidad ha- 
bía sido proporcionada por un Sr. Cicíiero en diferentes 
ocasiones, y con un intervalo de mas de dos meses entre 
la primera y la úllima entrega, siendo de notar que no ha 
sido presentado á declarar el dicho prestador, y que no 
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teniendo el préstamo otro objeto que el de abonar á D. José - 
lia da ra co, retuviesen los demandados por tanto tiemjio 
cantidades relativamente considerables sin entregarlas, como 
igualmente que durante lo mas Tuerte de la epidemia se pres- 
tase lan considerable cantidad .1 los demandados, esto es, 
cuando la ciudad eslaba casi desierta, y los negocios estaban 
completa mente parali/;nhts. 

H° Que en cuanto á las demás entregas que los deman- 
dados dicen babur hecho antes del 10 de Abril del año 
próximo pasado; han sidu negadas por el demandante, y 
no tienen otro justificativo que la alirmacion de los deman- 
dados, insuficiente para bacer le en juicio, como terminan- 
temente lo prescribe la ley, y por consecuencia deben ser 
repelidas. Y considerando en cuanto la reconvención de- 
ducida por los demandados : 1° Que tratándose de la ren- 
dición de cuentas de la venta y comisión do los billetes de 
una rila ó de ta entrega del valor de dichos bdletes, el juz- 
gado no es competente para conocer de ella por razón de 
la materia, pues aunque los billetes pertenezcan á la rifa 
de un buque, no es un asunto concerniente á la nave* 
gacion 6 comercio marítimo, como lo dispone Ja ley sobre 
jurisdicción y competencia de ios Tribunales Nacionales, 
sinú un asunto puramente civil regido por tas leves re- 
lativas al contrato de Comisión ó de mandato — ¿° Que 
el hecho de haber sido deducida como reconvención, y 
de babor el actor contestado á ella, sin deducir la in- 
competencia, y pur consecuencia aceptado ambas partes 
la jurisdicción de este juzgado, no es bailante para pro ro- 
garla, porque, con arreglo al art. 1*» déla ley de procedi- 
mientos nacionales, la jurisdicción de los Tribunales y juz- 
gados Nacionales no es prorogabte sobre personas y cosas 
abenas a ella, aun cuando las partes interesadas consien- 
tan en la prorogacton. — 3 o Que aunque es verdad que los 
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juzgados nacionales so» competentes para entender en 
causas civiles que no estén regidas por la constitución y 
leyes del Congreso, ni sean concernientes á la navegación 
y comercio marítimo, y que para surtir el fuero federal 
Jebe atenderse, no solo á la naturaleza de la causa sino á 
las personas interesadas en ella, en el presente caso se trata 
de causa civil en que tanto el demandante como los deman- 
darlos son estrangeros, como lo demuestra la esposícion de 
f ... que últimamente han hecho á virtud de órden de este 
juzgado, y por consecuencia es entre personas age ñas á la 
jurisdicción nacional, la que en causas civiles en que los 
estrangeros son partes, solo es competente cuando la causa 
fuese entre un ciudadano arjentino y un estrangero, y no 
ontre dos estrangaros, como turm manteniente lo estable- 
ce el inciso 2°, del art. 1 de ta ley de U de Setiembre de 
1HG3 sobre jurisdicción de lus Tribunales Nacionales, y como 
lo ha resuelto en varios casos los Tribunales de la Nación. 

Por estos fundamentos tallo, declarando que I). Jos¿ 
Uadaraco es acreedor de Don Felipe Badaraeo y I». Antonio 
Üelacasa de la cantidad de 137,5<íá pesos moneda corriente 
procedente de artículos y tiernas contenido en la cuenta de 
f, 7 á ti, suministrados para la construcción de loa buques 
♦ Fióme iii lleco » y utru sin nombre, y que este juzgado 
es incompetente para resolver en la contrademanda deducida 
por los dichos U. Antonio üelacasa y D. Felipe Badaraco 
por cobro dol valor do los billetes de la rifa del i Fiume 
di lleco » que entregaron á l). José Badaraco para que 
los vendiera por su cuenta ; en consecuencia condeno á 
los demandados á abonar á Ü, José Badarraco la cantidad 
espresada con los intereses de banco á contar desde la de- 
manda, debiendo además ser las costas á cargo de los de- 
mandados. Repónganse los sellos, y el actuario puede noti- 
ficar con el original. Manuel ZavaUta. 
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Habiendo apelado lindara eo y Dula casa, su dictó este 



Fallo de la »ii|ir*>nia C orte. 

Buenos Aires, Octubre -21 de i 871 

Vistos: Por sus fundamentos,, se confirma con costas el 
auto a pelad ti de foja cíenlo treinta y ¡siete ; satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salva non María del Cáhuil. — Khan- 
cisco Delgado. — J. IUmtos Paz«s. 



El Pmcura&tr í'ival *<>n li Henil» (¡alindcz t jwr cobro de 
pesos — recurso de queja. 



Sumario. — En los juicios seguidos en rebeldía, el de- 
mandado mi lienu unís recurso que el de 
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Coto. — En ei Jugado Nacional de Buenos Aires se 
afilió un juicio por el procurador iiscal contra D. líenilo 
Gilindez por cobro de pesos, en el cual Colinde?, fué con- 
denado en rebeldía. 

Notificada la sentencia, Galindez dedujo recurso de res- 
sicion que fué rechazado por resolucijn de la Suprema 
Curte, fecha i A do Noviembre de 1871. 

Devueltos los autus, tiaüudez se présenlo apelando de 
la sentencia en que se le condenó al pago. 



Fallo del Jurz a> Ser r ion. 

ííuenns Airos, Ntmeiiihn» ¿i de 1871. 

Üe acuerdo al articulo 101 de la ley de procedimientos, 
no lia lugar. 

t.'tjarrisa. 

En este estado Galindez ocurrió á Ir Suprema Corte es- 
poniendo : — declarada válida una sentencia dictada 
en rebeldía, quedaba sujeta á los recursos ordinarios, 
Que el juez entendía que por el art. iÚ de la ley de 
procedimientos, no había recurso alguno contra las sen- 
tenehis dadas en rebeldía. 

Que es verdad que este artículo dice, que contra Ja 
penlencia dada en rebeldía, solo hay el recurso de resci- 
sión, pero que esto es en cuanto d la rebeldía, no sobre 
el fundo del asunto. 

Que la doctrina del Juzgado importaba negar los recursos 
de apelación, que se conceden de las sentencias pronun- 
ciadas con citación y audiencia de las partes, cuando la 
sentencia so ha dado sin audiencia y en rebeldía. 
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Que la sentencia dada en rebeldía, puede ser nula — Que 
cu este caso hay rescisión, que puede ser válida y en 
este caso hay recurso de apelación; y que esto lo desco- 
nocía el juzgado. 

Pidió que el Juez informara cun autos y que se \v seña- 
lara término para espresar agravios. 

Con el informe del Juez se dictó el siguiente 

Fallo d> I* Suprrm» ton* 



Buenos Aires, Octubre Si de 18r2. 

Por lo que resulta del precedente informe, no lia lugar 
al recurso, y archívese previo pago de costas y reposi- 
ción de sellos. 

Salvador María del Carril. - 
Francisco Delgado. — José 

ROSTlAOA. — J HOMINÜIEZ. 



fallos de la slthema corte 



El Bitncn fíe ta Provincia de bueno* Aires contra l). Jaimes 
Cuijas, por cobro de pesos. 



Sumario. - Aceptada la jurisdicción de los tribunales 
provinciales por el defensor del demandado cstrangero au- 
sente, la causa debe seguirse ante aquella. 

Caso, — fcl Banco de la Provincia entabló ante el Juzgado 
Provincial de 1* Instancia un juicio ejecutivu cintra líun 
Jaime Cuya*, al cual, como ausente, se le nombró un de- 
fensor de oficio. El juicio su siguió hasta la sentencia de 
remate, en cuyo estado Cuyás ocurrió al Juzgado "aciunal 
¡tingando ser estrangvrn, y puliendo se librara olido al Juez 
Provincial para que se inhibiera y remitiera el expediente. 

Librado el oficio el Juez do l" Instancia remitió los autos 
con la transcripción de los eiguientes escritos : 

Uno del Banco sosteniendo que la jurisdicción provin- 
cial había sido pro rogad a por haber sido consentida por 
el defensor de Cuyas, por no haber opuesto la declinatoria de 
jurisdicción en los tres duis siguientes al auto de solvendo. 

Oiro del defensor, diciendo que la jurisdicción estab;i 
proropada ; que Cuyas habia ocultado al Juez de Sección 
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til oslado do !us .lutos ; y fjue debía el juicio seguirse con 
el mismo Cuyas, pero otile el Juez tíe Provincia. 

Fallo del Juez de ft*rrion 

Rueños Aires, Setiembre 5 de 

Por los fundamentos legales aducidos en los escritos in- 
sertos en el precedente oficio, declárase incompetente este 
juagado, y remítase en ta forma de estilo todo lo actuado 
al Sr. Juez du 1' Instancia en lo civil Dr. D Horacio Mar- 
tell con noticia del recurrente. 

I ijarriza. 

Cuyás apeló para ante la Suprema (lorie, dijo : que los 
fundamentos de los anteriores escritas se reducían á sos- 
tener fjue so Ihibia prorógado la jurisdicción provincial ; 
<pin esto no podía ad mil irse en el caso por tratarse de un 
juicio ejecutivo en une no hav demanda f{ue contestar ; 
míe la pro rogación de la jurisdicción nacional debe lirni- 
tiirse á tos casos espresados per la ley. 

Cuneednlo el recurso en reliieiun, se liutó el siguiente 

Fallo de lo Supremo Corle. 

filíenos Aires, Orí ubre 21 de 1H75. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja caí o reo vuelta ; satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

Salvado» Mama del Cariul.— Francisco 
LtoADO —José Barhos Pazos. — Jusü 

lt. GnKOSTUtiA. — J. Ü0MING1EZ 
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Lmndro De la Turre y Ca. con Don Augusto Segovia, 
sobre ejecución de una sentencia. 



Sumario. — 1° Es estcmporánea la excepción de falla de 
personalidad de) demandante, deducida después do dictada 
la sentencia. 

2° Las providencias dictadas en un juicio no tienen 
influencia sobre otro con distintas personas. 

3° En el juicio posesorio nada se prejuzga y es indo* 
pendiente del de propiedad. 



Címo.— Con fecha 14 de Octubre de 1871, la Suprema 
Corte confirmó la sentencia del Juez Federal de Mendoza 
por la cual, en el interdicto posesorio de unos fundos en 
San Rafael, iniciado por Don Francisco Moreno en re- 
presentación de Don Lisandro de la Torre y C*. contra 
Don Augusto Segovia, se mandaba dar la posesión á los 
primeros. 

Devueltos los autos al Ji» - de Sección, y puesta la 
providencia de cúmplase y cagase saber, Don Pedro I 
Ansorena por De la Torre y C\ espuso que no pudiendo 
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personalmente concurrir ¡i tomar la posesión, pedia se 
diera esta á Don Bernardino Galigniano, pedimento a que 
se defirió por el Juzgado. 

En este estado Segovia se presentó esponiendo : fftfé 
habiéndose pronunciado un hecho que alteraba y aun des- 
virtuaba los derechos de Ue la Torre y O. se vela en el 
caso de esponerlo antes de que se ejecutase la sentencii*. 

Que este hecho consistía en que, en un juicio ejecutivo 
iniciado por él c< ilra Don Uenilo Horda, causante Ue la 
Torre y C\ por eohro de pesos con hipoteca del futido 
en cuestión, la causa se encontraba en estado de pro- 
nunciarse sentencia de trance y remate, antecedentes que 
no se habían tenido presente al resolverse el juicio po- 
sesorio, asi como que his títulos á favor de Ue la Torre y C*. 
habían sido otorgados en liuenos Aires lu que los hacia 
unios. 

Que por otra parto el apoderado Ansorena carecía de 
personería para representar á De la Torre y C a , pues Don 
Francisco Moreno que se lo había soslituido, apenas era 
acoderado de Ue la Turre y O. para vender lo que es 
muy distinto de gestionar y tomar posesión. 

Pidió se pronunciara el Juzgado sobre esta solicitud 
antes do dar la pusesiun, subre lo cual formaba artículo de 
previo pronunciamiento. 

Corrido traslado, Ansorena pidió se rechazara el articulo 
ion espresa condenación en costas, mandando cumplir la 
sentencia de ¡a Suprema Corte. 

Que el juicio ejecutivo á que se refería Segnvia, de nin- 
£un modo podía alterar una resolución espedida en otro 
juicio muy distinto, cual era el posesorio, y mucho menos 
cuando había una sentencia ejecutoriada. 

Que tampoco eran admisibles en este juicio, por el 
Catado en que se encontraba, las excepciones relativas al 
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tílulo presentado por su parte y á la legitimidad de su 
personería, excepciones que debieron oponerse en tiempo 
oportuno y no después de sentenciada la causa. 



Fallo del Jufi úm ffecrlvn 



Mendoza, Agosto H de 1872. 

Vistos : y considerando por lo que respecto á la falta 
de personería del apoderado Dun Pudro Ignacio Anzorena, 
que la escepcion ha sido deducida fuera del término que 
designa la ley de procedimientos de los Tribunales Na- 
cionales en su tílulo diez. 

No se hace lugar: y considerando por lo que hace á la 
solicitud de que se suspenda el cumplimiento de la reso- 
lución superior de Octubre t i del año próximo pasado, 
que las providencias dictadas en un juicio no tienen in- 
fluencia sobre olro con distintas personas, que el auto 
supremo referido íué dictado en juicio posesorio tramitado 
con la parte que pide se suspenda su cumplimiento, que 
además el juicio posesorio es independiente y nada pre- 
juzga sobre el derecho de propiedad, por estas considera- 
ciones y de acuerdo con el principio jurídico, lies intrr 
alias acta aiteri neo nocet nec prodest. Llévese á debido 
cumplimiento el decreto de dos de Noviembre del año 
próximo pasado, con costas, satisfáganse estas 'y repón- 
ganse los sellos. 

Juan & Albarracin, 

Apelada esta sentencia por Scgovia, fué conlirmada por 
este 
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■-•lio de I» 



Buenus Aires, Octubre 24 de 1873. 
VisLjs : por sus fundamentos, se confirma con costas 
o) auto apelado de foja ciento cinco vuelta ; satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador María del Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — J. Barhos Pazos, 
— José !t. CoRosTiACA. — J. Do- 
mínguez. 



El Fitco Nacional, contra l> Juan P. 



Sumario, — 1° Pur la lar i fu de avalúos que regia en 1871, 
se fijaba para el aforo de !a hojalata en cajones surtidos 
Aprecio de ocho pesos fuertes, por cada quintal bruto. 
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á g N'o pudiendo admitirse que «I introductor ignoraste 
esta disposición, Jebe entenderse que el peso que dá en su 
manifiesto en quintales es peso bruto. 

3* El comerciante que ignora ó no quiere esponerse á 
errar en la manifestación, debe presentar su manifiesto 
con la cláusula de ignorar el peso. 



Cato, — En Agosto 21 de 1871 el Vista de la aduana 
de Buenos Aires D. Luis Amadeo dió parte al ndrninis- 
trador de rentas que en el manifiesto n° ¿0,370 de la casa 
Juan Bayley y compañía se ¡lidió despacho de 120 cajones 
de hojalata con 138 quintales, los que pesados dieron un 
exceso de 14 1,2 quíntales que hi.*úa detenido con arreglo 
al art. 131 de la ordenanza. 

Mandado levantar el correspondiente sumario, Bnyley 
declaró que habiéndose procedido á la verificación del 
p^so de 80 cajonea de los que habia detenido el Vista 
Amadeo 14 1/4, habia resultado una diferencia de H li- 
bras menos del peso que se tomó en la balanza del de- 
pósito, lo que probaba que dicho peso no fué bien to- 
mado, pues soln en SO cajunes daba tan notable diferencia. 
Que él habia manifestado exactamente el peso de su factura 
original, es decir., 138 incluso en esc peso el (lelos cajones 
de lata en que vienen acondicionada las chapas, resul- 
tando la diferencia que espresa el Vista, ser el peso de las 
labias del cajón exterior. 

El Tribunal de Vistas informé que desde que el Vista 
del ramo pesó hasta mas de la mitad délos bultos y con- 
tinuando el peso el ayudante del depósito, todo en pre- 
sencia del dependiente de la casa que se conformó con 
el peso que resultó, la pretensión do Uayiey era i n fondada 
porque mas crédito debia darse á tas operaciones que 
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practica la aduana por medio de sus empleados, mucho 
mas cuando estas lian sido con intervención del comerciante. 

Resolución del Administrador. 

Setiembre 22 de Í871. 

De acuerdo con el art. 993 de las ordenanzas de aduana 
declarase caído en :omiso el exceso, hágase saber y hecho 
pase á Contaduría y Tesorería a sus efectos. 

Aguirre. 

No habiéndose conformado Bayley ocurrió «I juzgado de 
sección y espuso; que á fin de poder fundar las razones que 
tenia para considerarse perjudicado por la resolución, 
pedia sí' trajera ad affectum i'ukndi el manifiesto original 
presentado por él y que el Vista Amadeo informara si 
al despachar los bultos á que se refiere el manifiesto, 
tomó el peso neto de la hojalata contenida en el cajón 
ó si i»l peso ohtenido por él se refiere al obtenido incluyen- 
do el del cajón de madera en que viene contenida. 

Habiéndose decretado vista al Procurador fiscal Bayley 
presentó una nueva solicitud en que decia que la hojalata 
venia en un cajón interior de lata el que á su vez estaba 
cubierto por otro de rohle de un espesor y peso conside- 
rare. (Jue la factura que recibió de la casa consignatario 
de Londres que presentaba original designa á esos cajones 
un peso neto de 13,821) libras equivalentes á 138 quin- 
tales, peso que había manifestado en el permiso que habia 
pedido se agregase. 

Que tal vez habia cometido un error en no esplicar clara- 
mente en el manifiesto que los 138 quintales se referian la 
contenido de los cajones; pero que ese error no puede coslarle 
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un , ¡rjuiciu lan grave como el que le iniiere la resolución 
recurrida en que se pretende que el exceso de peso corres- 
pondiente al omítase de mi Jera, del cual no se acordó 
porque no es mercadería sujeta ¿i derechos, no haya de 
descontarse, cuando habiendo él dicho 120 cajones con 
CÍS quintales, sin agregar peso bruto ni peso neto, es 
claro que se refirió al contenido y no al embase. 

Pidió se revocara la resolución del administrador de rentas. 

Kl Procurador fiscal evacuando la vista dijo ; 

El exceso encontrado por el Vista en este despacho es 
evidente, pues la partida de cajones de hojalata ha sido 
pesada hasta la mitad por un empleado do aduana en pre- 
sencia del interesado, quien se conformó con el resultado 
de la operación. La nueva pesada que dice el interesado 
haber hecho dando un resultado diferente, no tiene valor 
alguno, debiendo estarse á la practicada por la aduana 
en presencia del interesado. Ahora si el excuse procede 
*M embase no puede haher la menor duda de que no es 
asi, pues la tarifa asigna una tara de 10 por ciento á esto 
articulo, como lo sabe el interesado, y al pesarlo no pue- 
da haberse dejado de tomar en cuenta esta circunstancia. 
Por lo demás del parte de f. 1 resulta bien claro 
que el Vista ha entendido que al manifestar un peso de 
138 quintales, se manifestaba prso nel(i t como se en tic ufe 
siempre en la aduana coando no se dice en el manifiesto 
si es neto ó bruto ; el Vista dice : * se pide á despacho 120 
cajoufls con 138 quintales »; lue^o pues al encontrar el 
exceso ha sido en el contenido de los cajones, no en los 
cajones mismos. 

Por estas consideraciones, se ha de servir V. S. no hacer 
iugar á la revocación solicitada. 

BaenoiAires, Ag^sio h de 187¿. 
S. A. Zaiatia, 
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Fui!» ú+i jun mmm. 

fluenos Aires, Agosto 1¿de1H72. 

Por los fundamentos aducidos en el informe de f. 2 vuelta 
del Tribunal de Vistas, confirmóse con cosías la resolución 
apelada de I". 3 y devuélvanse al administrador de aduana, 
previo el pago correspondente de las cosías para que lleve 
adelante su resolución. 

Andrés Vtjarriza. 
Habiendo apelado Bayley, se dictó esto 

t'nll» tlr la Nuprrm» Corte 

Huenus Aires. Octubre *J Je 1872. 

Vistos y considerando ; Primero, que por la la rifa de 
avalúos que rejia en mil ochocientos sel en la y uno, página 
setenta, se lija pnra el aforo de la hojalata en cajones 
surtidos «d precio de oeltu posos fuertes por cada Quintal 
bruto ; Seijumlo, <]ue no [Midiendo admitirse que el introduc- 
tor don Juan 1*. Ha y ley ignorase esta disposición, del>o 
entenderse, que la cantidad de ciento treinta y ocho quin- 
tales que ilá de peso á los ciento veinte cajones de hojalata 
en el manifiesto de despacho de Toja treinta y cualro, es 
peso brulo; Tercero, que este artículo no tiene destara 
por dicha tarifa, y que la diferencia entre la cantidad 
manifestada, y el peso tomado por el VisU del rarnu con 
intervención del interesado, excede del ocho pop ciento de 
tolerancia que concede el artículo ciento treinta y cuatro 
T. iti 25 
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<le las Ordenanzas de Aduana, para las mercaderías que so 
avalúan al peso ; y Cuarto, que si Üayley ignoraba ó no 
quería esponerse á error en la manifestación del peso bruto 
de los cajones de hojalata que quiere despachar, por 
cuanto la factura solo te daba el peso neto, pudo presen- 
tar su manifiesto do despacho con la cláusula do ignorar 
el peso, usando de la facultad que acuerda al efecto el 
artículo ciento y trece de las mismas Ordenanzas ; por estos 
fundamentos, se confirma con costas el auto apelado do 
foja trece vuelta; y satisfechas las de esta instancia y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Francisco Del* 
gado.— Sosú Barros Pazos. — José Ü. 



UE JlttTICU N.UHoNAI.. 



Ki Bañen t Franco- fíateme * con los Sres. Maiti tj Pitra, 

sobre competencia. 



Sumarte. — 1" Kl inciso puntero del artículo \~2 ilo la 
ley do II de Setiembre de 181.3, negando el derecho de 
llevar ante los Tribunales de la Nación los juicios univer- 
sales, y pur consiguiente los de concurso, no atribuyo por 
eso el Juez del Concurso indistintamente todos los asuntos 
del fallido, sujetos íi la jurisdicción nacional. 

2° Las palabras del arL del Código de Comercio 

no se refieren á los asuntos judiciales, sinó á los créditos 
del fallido, ni deben nunca i nterp rolarse en menoscabo de 
una jurisdicción de orden distinto y escluycnle de toda 
otra por la Constitución y la ley. 

3« ün asunto llevado á los Tribunales nacionales por el 
mismo fallido, como actor, antes de ser concursado, y su- 
jeto á su jurisdicción raime makrnt\ debe seguirse ante 
aquellos, pudiendo el representante del concurso lomar 
parto al juicio, y llevar oportunamente á la masa general 
el erudito ó los fondos que según ^el resultado final pu- 
diesen correspondería. 
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Cato, — El Banco c Franco-Piálense » encomendó i\ la 
Compañía de navegación ú vapor de los Sres. Matli ¿ Piera 
uu bulto que dijo contener 7 mil patacones. 

Caido el Imito al agua en momentos de ser embarcada 
en el puerto de Buenos Aires, el Ka neo demandó á los Sres. 
Alatli v Piera ante el Juez de Sección. 

Estando la causa en estado de prueba, el llanto fué de- 
clarado en quiebra, y el síndico provisorio del concurso 
pidió ser tenido por parle. 




Buenos Aire*, Setiembre (j de íst¿. 

Kcsultando del precedente escrito que el Banco se halla con- 
cursado, lo que con arreglo al artículo mil quinientos treinta 
y seis del Código de Comercio atrae al juicio de concurso 
todos los créditos civiles, tanto activos como pasivos del 
lallidn, y por consecuencia el crédito que es objeto de este 
juicio. Y considerando además, que según el inciso pri- 
mero del artículo doce de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales en casos como v\ 
presente el Juez competente es el Tribunal de Provincia, 
ante quien pende el concurso; remítanse estos autos al 
Juez del concurso con conocimiento de las partes, previo 
pago de costas, y librándose al electo el oficio corres- 
pondiente. Repóngase el sello. 

/aválela. 

Alatli y Piera apelaron para ante la Suprema Corte di- 
ciendo ; que el Juzgado Nacional era competente en el caso 
no en razón de las personas, sin ó en razón de la materia ¡ 




art. 100 de la Constitución prescribe que las causas 
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di' almirantazgo corresponden á la ju&tieia nacional , quo 
por consiguiente estas son escluidas de la disposición con- 
tenida en el arL I¿, inciso primero de la ley soltó juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales ; ijiio 
así se resolvió por la Suprema Corle en varios casos y 
f.-spectalmcnte en la Causa XX1 ( pág. til del 1" lomo do 
sus Tallos. 

Fallo *U I» Suprema *t»rlr. 

Unenos Aires. Octubre de 1N71 

Vistos: Considerando quo la presente cuestión es de la 
competencia de los Tribunales Nacionales ratione materi<t\ 
y como tal M batía radicada ante ellos con el asenti- 
miento de las parios : que la declaración de quiebra pro- 
nunciada contra el Itanco demandante no es razón sufi- 
ciente para que ellos se desprendan de la jurisdicción que 
estaban ejerciendo, ni en virtud de la limitación contenida 
en el primer inciso del artículo doce de la ley de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, ni en vir- 
tud de lo que dispone el artículo mil quinionlos treinta y 
*eis del Código do Comercio — Considerando respecto de 
la primera de estas dos disposiciones en que se Tunda la 
resolución apelada, que el articulo djee, al declarar pri- 
vativa la jur isdifeion nacional paralas causas espeeilieadas 
on los artículos primero, segundo y tercero de la misma 
ley, solo esceplúa en el inciso invocado hs juicios tiniscr- 
sales de concursa y partición de herencia ; y el de que se 
trata en estos autos nu es un juicio universal de conutrxo, 
ni su prosecución puede obstar en nada á la Tormacion y 
la prosecución de aquel auto el Juzgado de Comercio: 
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que si bien lia querido la ley, por motivos especiales; ne- 
gar á los interesados el derecho de llevar esos juicios uni- 
versales antes de los Tribunales de la Nación, como pue- 
den liacerlo en los demás casos, por razón de su nacionali- 
dad ó vecindad, no se sigue de ahí que hoya querido atri- 
buir al Juez del Concurso indistintamente huios los 
asuntos del fallido de la jurisdicción nacional : que una 
prueba de no ser esto conformo con la verdadera inteligen- 
cia de la ley, se desprende del arlíeulo cuarto de la de pro- 
cedimientos, el cual supone que los alhaceas ú otras per- 
sonas que estén en igual caso — como los Síndicos — pue- 
den hallarse en l.i necesidad de com parecer ante los Trt- 
hi nial es Nacionales, y p re ser i he los requisitos necesarios 
para que se dé curso a sus pretensiones : Considerando en 
cuanto al articulo mil quinientos treinta y seis del Código 
de Comercio, que su disposición no tiene la generalidad 
que el Juez de Sección deduce de sus palabras finales, 
pues estas no se refieren á los asuntos judiciales, sinó á 
tos créditos del fallido; siendo su objeto que todos estos 
entren á figurar en el activo y pasivo del Concurso, y pue- 
dan tenerse presentes para la distribución del caudal ; que 
cualquiera que fuese su genera lidad, nunca podría inter- 
pretarse en menoscabo de una jurisdicción de úrden distinto 
y cscluyentc de toda otra por la Constitución y la ley ; mu- 
cho menos cuando es el fallido quien hn ocurrido ante ella, 
asumiendo el carácter de actor: que loque en tal caso 
corresponde es que el concurso, por medio de sus repre- 
sentantes legales, venga ú tomar parle en el juicio, como 
la bohia intentado ya el Síndico debidamente autorizado por 
su escrito de foja para llevar oportunamenle á la ma- 
sa general el crédito ó los fondos que so^nri el resultado 
final pudiesen eorrespondcrlo ; por estos fundamentos, so 
revoca el auto apelado foja declarándose que el Juez 
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de Sección debe continuar hasta su terminación en el co- 
nocimiento de osla causa, y satisfechas las cosías, devuél- 
vanse. 

Salvador María del Carril. — Tras- 
Cisco Delgado. — José Barios 

PAZUS. — .ÍOSÉ tí. GoROSTIAGA. — J. 
DOMINGUEZ. 



r.nmmal «mira Jq*¿ Iteran» (cúnmfa por thtttvjniM^ ¡fe* 

heridas y homicidio. 



Sumario. — t El homicidio cometido á consecuencia de 
una disputa, en el que se han cambiado insultos graves, no 
apareciendo en el proceso nada que indique premeditación 
por parto de su autor, debe ealificarso como homi- 
cidio simple. 

2» La práctica mas benigna de nuestros tribunales re- 
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serva la pona de muerte á los casos de alevosía ó de homi- 
cidio cor» caracteres de grande perversidad, aplicando en 
los demás la de diez años que es la siguiente en grado 
por la lej ¡si ación común. 



Caso. — José Peirano (conocido por Cistagnino j salió 
del puerto de San Pedro como patrón de la goleta « Hosita > 
cutí rumbo á las islas di'l (iua/i'i. Habiendo Tundeado en el 
«Brazo Largo,» tuvo allí una iJis[iula cun los marineros 
Agustín Lisboa y Hernnrdiiio Horda ; y sacando una ar- 
ma de fuego la disparó sobre ellos, malando á Lis he a ó 
hiriendo á Burda. 

Capturado Peirano é instruido el proceso por el Juez de 
Sección, el Ministerio fiscal pidió contra eí la pena de 
muerte. El Defensor pidió su absolución, alegando haber 
él hecho uso del lejítimo derecho de defensa centra la agre- 
sión de los dos marineros. 



tullo 



Buenos Aires, Agosto ¿7 de I87¿. 

Y vistos estos autos seguidos conlra José Peirano (á) Cs- 
lagnino por muerte dada al marinero Agustín Lisboa y he- 
ridas inferidas ó ¡lerna rdi no Horda a bordo de Iü Goleta 
«IVisitai resultando de dios:— I o que el procesado salió del 
puerto de San Pedro de patrón de ta Hosifa, con rumbo 
á las islas del Guazú ú cardar lefia, llevando á bordo, como 
marineros, á Agustín Lisboa, Hernardino Horda y León 
Uivois, (declaraciones de Iternardino Horda, f. 9 vta. ; .lose 
Peirano, f. 8 vía. y Leun Uivois, fe. -i y 15 vta.) — 2" Que 
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en el arroyo dominado 
contrario el viento, 
rano y Lisboa á propósito de un pan 
timo, y que decia a 



, por cuyo mo- 
do allí una arma 
cayendo atjuel 
herido de un costado dc- 
f. I): — 3" que 
después de esto suceso Petra no arrojó al agua el cadáver 
de Lisboa según lo testifican Peirano y Üivois y volviendo 
con la goleta al puerto de su procedencia, sin haber po- 
dido recojer á bordo á Borda, se presentaron aquellos anlo 
el Juzgado de Paz, haciendo una falsa relación de lo ocur- 
rido, según resulla de la relaeiun mío liace el Juez de Paz 
cu su auto de i". "J. 

V considerando: 1<* que de los antecedentes arriba consig- 
nados resulla plenamente comprobado por la propia confe- 
sión del procesado, que á consecuencia de una disputa 
dio muerte al marinero Agustín Lisboa o hirió ü Bernar- 
flino Borda haciendo fuego sobre ellos, con una escopeta 
de dos tiros cardada a* munición ; 2" que la cscepcion 
opuesta por su parle de haberlo hecho en la necesidad de 
su propia defensa, no resulla ni de ta misma esposicion 
del suceso que hace á f. 8 vía. , por cuanto si pudo 
bajar á Ja bodega sin recibir ningún lesión, y salir armado 
de una escopeta, lo hubiera sido bastante amenazarlos con 
ella para imponer á tos agresores ; '¿" que ella esta ade- 
más contradicha por la declaración de Divois, quien ase- 
gura no tenia Borda su cuchillo en mano cuando hizo fuego 
sobre úl y que es además falso el incidente referido por 
Pairan o para fundar sus sospechas de ser asesinado; 4" 
quo habiendo tenido lugar el suceso á consecuencia de 
una disputa en la que se cambiar' 1 insidies graves, que 
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deben equitativamente suponerse, que fuero i los que pu- 
sieron á Pcirano en estado de no poder apreciar debida- 
mente sus actos, y no apareciendo por otra parte de los 
antecedentes del proceso nada que indique premeditación 
de su parte, ni otra circunstancia agravante, debe califi- 
carse este hecho de homicidio simple, y Tío que no obs- 
tanle que las LL. 3 y 4, til. 23, lih. K. Rec. Castellana dis- 
ponen la aplicación de la última pena aún para los casos de 
homicidio simple, la práctica mas benigna de nuestros 
tribunales ha reservado aquella pena á los casos de ele- 
vosía ú otros que califique el homicidio con los caracte- 
res de la mas grande perversidad, aplicando en los demás 
la de diez años de trabajos forzados, que se considera 
por la legislación común la siguiente en grado ; por 
estos fundamentos, Tallo declarando al procesado José Pci- 
rano V a ) Cnstagnino, confeso y con\Ícto del delito de homi- 
cidio simple cometido en la persona de Agustín Lisboa y 
del de heridas inferidas á Bcrnardino Horda, á bordo do la 
Goleta t Rosita, > y en su consecuencia, de acuerdo á lo 
prevenido en el artículo 9ÍI de la Ley Penal, lo condeno á 
la pena de diez afios de trabajos forzados, para completar 
los cuales, deberá tenerse en cuenta la mitad del tiempo 
que lleva de prisión y á pagar las costas del juicio. — Há- 
dase saber, repónganse los sellos y comuniqúese al Poder 
Ejecutivo Nacional para su cumplimiento. 

Andrés igarriza. 

Interpuesto y concedido lihremente el recurso do apela- 
ción, el defensor de Peirano insistió en sostener la agre- 
sión de los marineros y su lejítima defensa pidiendo en 
su expresión de agravios la revocación de la sentencia. 

Conferida vista, el Sr Procurador general pidió la con- 
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Urinación de la sentencia. Hijo que el crimen do Peirann 
estaba plenamente prohado; que merecía todo el rigor 
do ta tey sí los tribunales no cscosaran todo lo posihle, 
In pena de muerte; que la es repelón de la defensa era 
falsa v no era stnu una segunda mentira sostituida ¡n»r 
ÍVirauo á la primera que empleo en su relación al juz- 
gado de paz de San Pedro. 

i Hilo d«* In «Mtprrmn < »r«r 

Buenos Ayrcs» Octubre :M de IH~*2. 

Vistos: por sus fundamentos, y de «cuerdo con lo es- 
puesto y pedirlo por el Señor Procurador General, so 
confirma con costas el auto apelado do lejas cincuenta y 
siete," y devuélvanse. 

Salva non Mana del Cáhuil. — 
Khanhisco Delgado. — José 
lUiutos Pazos. — .1. fl. C,n- 
nOSTlAGA, — I DOMINGUEZ, 
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Dmi Sifotrio Bt jarano, puliendo se declare inconstitucional 
una le\j de la Provincia de Entre-tlios. 



Sumario. — Los Tribunales Nacionales no tienen jurisdic- 
ción para decidir cuestiones abstractas de derecho ; ni para 
juzgar suhrc la inconstitucionaüdad de una ley, sino cuando 
so trata de su aplicación á un caso contencioso. 



Caso. — D. Sílverio Bejarano, argentino, vecino de Entre* 
Rios, so presentó ante la Suprema Corte, esponiendo: que 
la Cámara Legislativa de la Provincia, arrogándose facul- 
tades que la Constitución solo acuerda en casos muy es- 
peciales á los Poderes de la Nación, ha lúa dictado una 
ley, creando un cuerpo de infantería, y disponiendo que al 
efecto fuera sorteada la Guardia Nacional de los Departa- 
mentos, en cuyo sorteo so pretendía que había sido desig- 
nado el esponente para el servicio. 

Pidió que la Suprema Corte, declarase inconstitucional, 
y por tanto nula y do ningún valor la ley mencionada. 
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Fallo ile lo *u|»rriiia « ortr 

Buenos Aires, (Mubre 81 de 18"3. 

*No dnlcrmiitánilosc en eslc cscrilo la jicrsonn del deman- 
d;niu, y no teniendo los Trihunales Nacionales jurisdicción 
para decidir cuestiones abstractas de derecho ni para juz- 
gar sobro la inconstitucionalulad do una ley, si nú cuando 
se trata de su aplicación á los casos contenciosos que 
ocurran, se resuelve que la Suprema Corte es incompe- 
tente para hacer la declaración general que solicita Üon 
Silverio Bejarano ; satisfechas en consecuencias las costas, 
y repuestos los sellos, archívese. 

Salvador Mama del Carril, — FnAN- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Jos£ B, Corostiaga.— José 
Domínguez. 
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¡fon José Montero pidiendo se deje sin efecto una órden de 
prisión dictada contra ét t por el Juez del Crimen de 
la Sección de Unenos Aires. 



Sumario. — El recurso <Ie queja por denegada justicia, 
solo tiene lugar ante la Suprema Curte cuando se hubiese 
denegado una apelación que por la ley debia concederse. 



Caso. — Don José Montero se presentó ante la Suprema 
Corte esponiendo que el Juez de Sección de Huenos Aires, 
habia ordenado á la Policía la captura de vari;is personas, 
entre las cuales estaba comprendido £1. 

Que esta órden no tenia mas fundamento que algunas 
cartas que se habían encontrado en el cadáver de su 
hermano el Dr. Montero, de las cuales se pretendía 
deducir la complicidad del esponente para apoyar á hon 
Hicardo López Jordán en una proyectada invasión a Entre- 
Ríos, dando á sus pretendidos propósitos el carácter do 
una rebelión. Que á tos ojos de la ley no es la mera in- 
tención la que constituye esa clase de delito sinó el hecho 
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de alzarse públicamente y en abierta hostilidad contra los 
Poderes constituidos de la Nación. 

Pidió á la Suprema Corle que suspendiera por lo pronto 
la orden de prisiuii contra él dada por el Juez, y que, 
previos los informes indispensables, la revocara dejando a 
salvo sus derechos contra el Juesc que la había suscrito. 

Fallo de i» Suprema Corte. 

Iliienos Aires, Noviembre "2 de 

No espresándose en este escrito que el Juez Seccional 
haya denegado una apelación que por la ley debiera con- 
ceder, que es el único caso en que puede ocurrirse directa- 
mente por recurso de queja ante la Suprema Corte, con- 
forme á lo dispuesto en el artículo doscientos veinte y 
nueve do la ley Je procedimientos, no ha lugar sin mas 
trámite a" la presente solicitud. 

Francisco Delgado. — José a unos 
Pazos —José B. Gqrostiaga. — 
JnSÉ Domínguez. 



Don Jacinto Febrés de Hovira contra la Municipal nía ti ile 
la ciudad de Buenos Aires , sobre despojo. 



Sumario. — i o El hecho de haber un ostrangero servido 
<\ la Nación como Coronel de Ingenieros, no le dá el caráe- 
tdf de ciudadano argentino. 

2° La ciudadanía argentina no se impone á ningún es- 
trangero por hecho alguno, 

3 J Ella se solicita y se obtiene como una gracia, por los 
trámites establecidos en la ley. 

Á" Las Municipalidades son competentes para arreglar 
la Turma, duración y condiciones de los arrendamientos do 
bienes municipales. 

5« Pero tas contestaciones relativas á la interpretación, 
ejecución 6 rescisión de dichus arrendamientos, entran en 
el derecho común, y están sometidas ú la jurisdicción de 
los Tribunales ordinarios, 

tío La ley reglamentaria de la Municipalidad de la riu- 
dad de Buenos Aires no puede invocarse tratándose de 
hechos propios que la constituyen parte en el juicio. 
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Caso. — Don Jacinto Febrós de Unirá, cslrangero, se 
presentó ante el Juez Federal de Unenos Aires espumando: 
(futí liiiLifl sido viuleitlainenle tli>sj»i>j;i.lo por In Municipa- 
lidad de su establecimiento de i Escuela de Artes y Oficios, 
planteada en l'alermo, bacía H años m virtud de non Ira to 
cabrado cu n la Monieipdid.id del Partido de Herrarlo, 
bajo cuya jurisdicción estaba la Incalí dad en aquel tiempo. 

Pidió, interponiendo interdicto de despojo contra ta mu- 
nicipalidad, fuese esta condenada á la lestilucion de la 
posesión que tenia. 

Convocados á juicio verbal después rio varias tramita- 
ciones, el abogado de la Municipalidad declinó do jurisdic- 
ción fundado en las ¿¡guíenles razones : 

i* Porqtte Kebrés de Revira era Coronel de ingenieros 
de ta Nación y por lo tan lo, ciudadano argentino. 

2» Porque, con aireño hI art. Jo, lít. G», Scc. 3», lib. 
2*», Código Civil, la causa delmi sor resuella por l,i Mum- 
cipalidad en su carácter administrativo, con arreglo á lo 
dispuesto en la ley orgánica de 3 de Noviembre de I8í¡:>. 

3* Porque el asunto había sido resuelto ya por la Muni- 
cipalidad, teniendo á la vista todos los antecedentes que 
le habían sido remitidos por el Gobierno de la Provincia. 
El Dr. Palacios, abogado de Febrés de Revira, contestó : 
1" Que el hecho de haber prestado servicios á la Nación 
en años anteriores no daba á Pebres de llovira el carácter 
de ciudadano argentino, pues, la ciudadanía ofi la liepú- 
blica no se imponía á los estrangeros, sin ó que se les 
concedía como una gracia, prévin juramento ante el Juez 
competente, según lo establecido en la lev de lo de Uelu- 
brede18<¡9. 

2» Oue el art. citado del Código Civil no habla de 
competencias ds tribunales, y que la del Juzgado de 
cion estaba declarada en la ley de U de Setiembre de I 
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3 o Que la Municipalidad no habin resuelto ni podía re- 
solver el punto $ub-jutiice, porque no halda ninguna luy que 
la hiriera juez de sus propios actos ó contratos. 

Ruenuü Aires» Julio 22 do 1872, 

\ vistos estos autos iniciados por U, Jacinto Febrés de 
Rehira, contra la Municipalidad de esta ciudad, y consi- 
derando en lo relativo el incidente de declinatoria de juris- 
dicción : 1° Que el hecho de haber servido el demandante 
como Coronel de ingenieros, no le dá el carácter de ciu- 
da tuno argentino, pues la ciudadanía argentina no se im- 
pone á ningún eslrangero por hecho alguno, sinó es soli- 
citada y obtenida como una gracia por lus trámites exijidos 
por la ley, art. 20, Constitución Nacional, y 5°, ley de ciu- 
dadanía de Octubre 1" do 1861); 2 o Que pur el art. 10, 
lít. 0*,Sec. 3*, Código Civil, invocado por el representante de 
1» Municipalidad, solo se determina la fuerza y aplicación que 
deben tener las disposiciones administrativas en la decisión 
y juicios sobre cuestiones de arrendamientos de bienes públi- 
cos, sin legislar caso alguno sobre la jurisdicción correspon- 
diente en tales casos ; 3"* Que la ley reglamentaria de la Mu- 
nicipalidad de la ciudad (de Noviembre 2 de I8G5), no puede 
invocarse en el presente caso en el que no se Irata de una 
disposición administrativa, tomada por la Municipalidad 
dentro de la órbita de sus funciones y que haya causado 
perjuicio á un tercero, sinó de un hecho propio que la 
constituye parte en el juicio; y 4° Que el conocimiento 
que hubieren tomado la Municipalidad ó el Gobierno en las 
cuestiones pendientes con el demandante relativas al arren- 
damiento de Palermo en nada altera la jurisdicción del 
Juzgado ; 1", porque en ninguna ley se atribuyo á la Mu* 
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nicipalidad la facultad de juzgar ella misma sus contra- 
tos, y 2°, porque la cuestión sometida á este Juzgado es 
diferente por su naturaleza y objeto de la que se pretende 
liaber sido decidida ; ¡ior estos fundamentos, fallo, no lu- 
ciendo lugar á la declinatoria deducida, y en su virtud 
contéstese lia na mentó a la demanda para cuyo objeto com- 
parezcan las partes á juicio verbal el Martes dos del en- 
trante á la una, y hágase saber. 

Andrés i'garriza. 

Habiendo apelado el Procurador de la Municipalidad, so 
dictó el siguiente 

rail» «Ir la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1 8 72. 

Vistos, por sus fundamentos, y considerando: que aun 
cuando la Municipalidad sea competente para reglar la 
forma, duración y condiciones de los arrendamientos de 
bienes municipales, y que estos actos sean meramente 
administrativos; sin embargo, las contestaciones relativas 
¿i la interpretación, ejecución Ó rescisión de dichos arren- 
damientos entran en el derecho común y están sometidas 
á la jurisdicción de loa Tribunales ordinarios, porque cual- 
quiera que soa su forma, estos contratos no tienen otro 
carácter, ni invisten otro interés, que el de las convencio- 
nes entre particulares; se confirma con costas el auto 
apelado de foja noventa y dos, satisfechas las cuales, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse con el espediente agregado. 

Salvador María del Carril, — Fran- 
cisco Delgado.— J. Barros Pazos, 
- José B. Gorostiaüa. 
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CAlí*A ÍAXI. (i) 



Don Edunrdu Bttrañao contra el Coronel Ihn Lucia nú 
Gómale ; , sobre fjvmerackn thl xerutcfo militar. 
InáiUfítt' sohrc rebeldía, 



Sumario. — 1 ' No puede considerarse caído en rebeldía 
un demandado tiuLificado por carta requisitoria, cuando 
esta no conliene emplazamiento, 

2° Encontrándose el demandado en ajena jurisdicción, 
el emplazamiento debe ser el de la ley, mas un dia fpor 

cada siete leguas. 

tf* No se deniega audiencia sinú al contumaz declarado. 

4" Las nulificaciones hechas en contravención de la ley, 
hacen nulu tudu lo obrado después. 



Oí so. — En -l de Mayo del año 1802, la Legislatura 
de la Provincia de Eritre-Kios dictó una ley creando un 
batallón de Guardia Provincial destinado al servicio de la 
administración pública, debiendo precederse a su forma- 



(I) Una sentencia igual recayó en un caso semejante de lí. Luis 
Arauda cuntra el misino Coronel tiujizahu. 
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cion por contingantes sacados a* la suerte de los distintos 
departamentos, según su población. 

líecbn el sorteo, de acuerdo á lo dispuesto en un de- 
creto del P. E., fecha Julio á, resullú en el Departamento 
ile Gualegunyeliií, entre otros veri nos, l>. Kdunrdo hWahan, 
designado -ara la turmacion del batallón mencionado. 

Con estos antecedentes Barauao so presentó ante «1 Juez 
Federal do Sección en Unenos Aires, por no haber Jnez 
en la de Entro-Ríos y estar ausente el de Santa-Fé, di- 
ciendo que la ley mencionada era inconstitucional y ñola, 
y pidiendo se derlarasc que no estalla obligado a" cumplirla, 
para lo cual entablaba demanda contra el Coronel I). Lnciarm 
González, Je te Político de G na legua ycliii, encargado por el P. 
E. para remitir á los sorteados á la Concepción d L d Uruguay. 

Corrido traslado al coronel González, se iiUrú con Mía 
Agosto 23 oficio al Juez de Paz de Gualeguaychú para que 
notificase la demanda al Coronel González, pero sin íiuc la 
requisitoria contuviese emplazamiento. 

En doce de Setiembre Ka ra nao acusó rebeldía oí deman- 
dado, y pidió se prosiguiese el juicio en la forma que por 
loy corresponde. 

El Juzgado proveyó que se intimase al Jefe Político de 
Gualeguayehú que evacuara dentro de lerccro di a el tras- 
hilo pendiente, bajo apercibimiento de prooederse en su 
rebeldía, librándosü en estos términos el oficio correspon- 
diente que fué notificado á González el 10 del mismo mes. 

El dia 20 Itarañao se presentó nuevamente y pidió que en 
rebeldía de González, se resolviera conforme á la demanda, 
y el Juzgado, previo certificado del actuario de haber ven- 
cido el 1!) el termino dentro del cual drbió evacuarse el 
traslado, llamó autos en rebeldía el &t fiel mismo. 

Con fecha 21 del mismo, el Ur, ü. Teófilo García con 
poder del Coronel González se presentó ante el Juzgado 
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pidiendo se le tuviese por parte, notificándosele la de- 
manda para oponer declinatoria de jurisdicción y demás 
escepciones que competían a su representado, y con la mis- 
ma fecha presentó escrito aduciendo escepciones. 

Fallo drl Jun d<* ftevrlon. 

Buenos Aires, Setiembre de 187.! 

íie acuerdo al articulo ciento noventa y uno de ta ley de 
procedimientos nacionales, no ha lugar. 

Uyarriza. 

Notificado el Dr. García interpuso los recursos de ape- 
lación y nulidad, fundándose: 

4" En nue su poderdante no habia sido debidamente 
emplazado, siendo nulas las cédulas de emplazamiento; 
la primera por no señalar términos, y la segunda por no 
designar el que correspondía por derecho. 

2o En que aun cuando se considere bien emplazado por 
la segunda requisitoria, no se habia vencido aun ol plazo 
que la ley le acuerda para proponer escepciones dilatorias 
6 contestar la demanda. 

3 P En que, por lo lanío, aun no habia caido en rebeldía 
y mucho menos, en el día en que se presentó al juicio. 

4° En que el dia 23, después de presentado el poder, 
no podia ser declarólo rebelde y contumaz su representado 

5" En que no estaba declarado tal, cuando ocurrió á 
representar sus derechos en el juicio, y por lo tanto no 
podía aplicársele el art. de la ley de procedímientus, 
y negarle toda audiencia. 

6o En que su poderdante había estado lejítimamente 
impedido para asistir al juicio antes do lo que ha hecho, 
y de consiguiente aun que estuviera fuera de los términos 



DE JUSTICIA NACIONAL. 383 

lentes, se hallaría amparado por el art. 1H8, y demás 
disposiciones análogas que consagran el principio de que 
al impedido no le corre término. 

Dijo que su representado estuvo impedido de recurrir 
antes: K por la distancia insalvable en tres dias que se 
le fijaron, y 2 o , porque á causa del cargo público que de- 
sempeñaba no podia ausentarse sin previo permiso del Go- 
bierno de la Provincia, conforme á las disposiciones vi- 
gentes en ella, razón por la cual tuvo que otorgar poder 
el 3 de Setiembre, demorándose en el viage necesario para 
autenticarlo basta el 19, llegando á su poder en esta ciu- 
dad recien el 21 fecha en que lo presentó 

Concc lida la apelación y elevado el espediente se dictó 
este 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 18TÍ. 

Vistos: De este espediente resulta — Primtw, que de- 
mandado el Coronel Don Luciano González Jefe Político d«l 
departamento de Gualeguaycbú, por Don Eduardo Barañan 
sobre exoneración del servicio militar a" que le ha some- 
tido en ejecución de una ley de la Provincia de Entrerios, 
cuya coiislitucíonalidad desconoce é impugna, se le noti- 
ficó la demanda, por medio de la carta requisitoria de 
foja seis; — Srgttndút que no habiendo comparecido, pidió 
el demandante y el Juez mandó se le intimara que la con 
testase dentro de tercero dia, bajo apercibimiento de pre- 
cederse en rebeldía; — Tercero, que vencido eae término 
el diez y nueve de Setiembre último, Barañao la acusó el 
veinte y certificado por el Escribano el veinte y tres el 
hecho del vencimiento, con esa misma furha el Juez llam-'i 
los autos en rebeldía segun todo consta de fojas nueve a 
catorce. 
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Y cons i ti erando : — Primera, que la caria requisitoria li- 
brada al Juez do Paz de Gualeguaychú para mitilnNir la 
demanda al Coronel González no contiene omplazamienUi, 
pues no le fija el término dentro del cual debiera ompa- 
re-'er, infrinjiéridosc asi el artículo sesenta y seis de la ley 
do procedimientos que dispone que < si el que ha de ser 
i oitado se lia liase en ajena jurisdicción, se verificara la 
* citación por medio de la competente carta de emplaza* 
i miento » ; — Seijumln, que, aunque lo contiene la se- 
cunda requisitoria, siendo solo de tres días, y bajo aper- 
cibimiento de precederse en rebeldía, se lia infriojido el 
arliculo setenta y dos que estatuye que el de manda de 
podrá oponer escepeimies dilatorias dentro de los nueve 
días subsiguientes al del vencimiento del término del em- 
plazamiento cuando residiese fuera del lugar del juicio; — 
Tercero, que estando prescrito en los artículos noventa y 
dos, doscientos once y doscientos treinta y uno que á tos 
que ae hallen ausentes de él, se les asigne un dia mas 
por cada siete leguas, para hacer prueba, mejorar el re- 
curso de apelación ó interponer el do queja, en vez de se- 
ñalar el Juez un término mas largo que el ordinario lo 
lia reducido á punto de hacer imposible la ejecución dentro 
de él, del acto preceptuado atendida la distancia que me- 
dia entre esta ciudad y la de Gualcguaycliú, y las even- 
tualidades de la comunicación fluvial ; —Cuarto, que ha- 
biéndose presentado el Doctor Don Teófilo (iarcía con 
jmder del Coronel González el dia veintiuno de Setiembre, 
pidiendo se le notificase Ja demanda y oponiendo la eseep- 
cion de declinatoria de jurisdicción ; no lia debido el Juez 
llamar los autos en rebeldía, nt denegarle audiencia como 
lo hizo por las providencias del veintitrés del mismo, cor- 
rientes ¡i fojas catorce y quince vuelta ; Primero, porque 
el Coronel González, estando impedido para comparecer 
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personalmente, á causa del cargo público superior que 
ejerce en el Departamento de Gualeguaychú , obedeciendo 
el mantillo del Juez, nombró apoderado que le represen- 
tara, el cual se apersonó solo un dia después de vencido 
el estrecho ¿ilegal término del emplazamiento; Segundo, 
porque, cuando el doctor García compareció y dedujo la 
escepcion de incompetencia, estaba dentro del de nueve 
días que, para deducirla, otorga el articulo setenta y dos, 
y también dentro del que señala el ochenta y ciñen para 
contestar la demanda ; y por consiguiente, la rebeldía Fué 
anisada antes de tiempo y proveída de conformidad contra 
derecho; Tercero^ porque la audiencia no se deniega se- 
gún el artículo ciento noventa y uno en que se funda el 
auto reclamado, sinó al contumaz declarada, y ninguno se 
lia pronunciado en estos, que declare tal al Coronel Gonzá- 
lez. Consi lerando finalmente, que de los hechos y dispo- 
siciones legales prenotadas, resulta que, en la notificación 
hecha á aquel de la demanda de Marañan, no se han lle- 
nado los requisitos de la ley, siendo por lo tanto nulo 
todo lo obrado después que se ti izo en contravención á sus 
prescripciones, según el testo espreso y terminante del 
articulo setenta y uno ; por estos fu rula me n tos, se revoca 
el ñuto apelado de toja quince vutdta, y de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos doscientos treinta y tres, 
y doscientos treinta y siete, se declara nulo todo lo obrado 
desde la citación, y se restablece la causa al estado de 
demanda : satisfechas las costas, devuélvase al inferior 
para que proceda con arreglo á derecho, 

Salvador María del Cautín. — 
Francisco Delgado. — José 
Barros Pazos. — J. R. Gn- 

ROSTIACA, — J. DoniNGCEZ 
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CAUSA CtlVI 



Lo* Señores D. Vicente Catares í hijos con los Señores 
Mendttegui tj Salíalo, por cobro de tanchages. 



Sumario. — I o Los artículos 174 y 175 del Código de 
Comercio se refieren á todos los casos de reclamación, Lan- 
ío por detrimentos como por perdidas. 

2° El reclamo por pérdidas, contra los empresarios de 
trasportes, queda estinguida, después de las 24 horas 
recibo de las mercaderías, ó de pagado el 




Caso. — Vicente CaBares é lujos demandaron á 
£ui y Sallato por cobro de 13,617 $ importe 
jes y descarga de mercaderías, Conferido traslado, los 
demandados reconocieron la cuentn, j dedujeron recon- 
vención por 1i,7W S importe de faltas en las mercado- 
rías descargadas. Conferido traslado de la reconvención, 
contestaron Casares é hijos ; que la- faltas opuestas por 
los demandados, se referían á mercaderías venidas ti\ 
otros buques por las que los demandados habían desde 
mucho tiempo abonado las cuentas de lanchaje y acarreo ; 
que aunque las faltas fuesen ciertas, estaría prescrito el 
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para reclamarlas, pues no habían pedido el re- 
conocimiento judicial dentro de los términos señalólos por 
los artículos 1246 y 1247 del Código de Comercio. 



Falle del Jura lotial 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1Ü& 



Vistos estos autos seguidos por los Sres. Vicente Casa- 
res é hijos contra los Sres. Menditeguí y Salíalo, por co- 
bro de lanchajes y acarreo, y resultando : 

1° Que esta justificado por los escritos de demanda y 
contestación que los demandantes descargaron las mercan- 
cías que se detallan en la cuenta de f. \ y 2 pertene- 
cientes á los demandados ; como está asi mismo justilica* 
dn la exactitud de los precios cardados en dicha cuenta 
y el saldo de 13GV7 $ m/c, cuyo importe con sus inte- 
reses y costas, persiguen en este juicio Casares é hijos. 

2o Que consta igualmente por la citada cuenta recono- 
cida por los demandados que las últimas mercancías fjiie 
fueron desembarcadas, lo fueron en Mayo del corriente 
año. 

3o Que los demandados lian deducido reconvención por 
la cantidad de 41780 £ m/c, valor <te mercancías que 
dicen luiher resultado de menos en las que fueron de- 
sembarcadas por los demandantes. 

4o Que los últimas han opuesto contra la reconven- 
vención por Taitas, adema* de la falsedad de dichas fal- 
tas, la que está comprobóla, se^un dicen, por la falla 
de reclamación anterior, la eseepcion do que han perdi- 
do todo derecho para reclamar indemnizaciun do daños 

el reconocimiento judicial de tos 
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efectos dentro de las veinte y cuatro liaras, ó Je los tres 
diíis después de verificada la descarga, como lo determi- 
nas los arla. 12ÍG y 1217 del Código de Comercio. 

Y considerando : — 1° Une siendo incuestionable el dere- 
cho que tienen los lancheros para cobrar el porte de los 
efectos, como resulta de los artículos |!)fl y otros 

del Código de Comercio, la confesión de los demandados 
de haber los Señores Vicente Casares é hijos desembar- 
cado para aquellos las mercancías detalladas en la cuen- 
ta presentada, y de la exaetitnj del saldo que arroja la 
misma; queda plenamente comprobada, y fuera fie toda 
discusión, la acción deducida en el presente juicio. 

2 o [)ue la reconvención deducida por los Sres. Mcndi- 
leguí y Salíalo queda extinguida por la nscepoion opuesta 
por los demandantes de no haber aquellos solicitado el 
reconocimiento judicial de los electos dentro del plazo se- 
ñalado por el Código de Cómeme; por cuanto dicho Có 
digo, fin sus artículos Hiti y 1217 dispone que para que el 
consignatario conservo su derecho para rechinar las fa- 
llas y deterioros, que resultaren ó pudieren resultar en 
los efectos, deberán pedir que sean judicialmente recono- 
cidos, y que se haga la estimación de los daños, cuando 
la disminución ó avería fuese visible por fuera, á bordo 
antes de la descarga, ó dentro de veinte y cuatro horas 
después de Verificada la descarga; ó si fueron entrega- 
dos sin el referido examen en el término de cuarenta y 
ocho horas después de la descarga, y cuando la averia 
un fuese visible dentro de tres di as cu nía dos 
los efectos pasaron á manos fiel consignatario, 
bándose la identidad de ellos; y en este caso no se ha 
practicado el reconocimiento y estimación, ú que dichos 
artículos se refieren, ni estarían Menditeguí y Salíalo en 

habiendo recibido los efec- 
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los, como lo esprosan on su contestación á la demanda, 
ha pasado con exceso el plazo señalado por el Código pa- 
ra hacerlo; y pop consecuencia lia caducado, según los 
dichos artículos 121G y 1217, el derecho que pudieron 
tenor pero reclamar por fallas ó disminución de las mer- 
cancías desembarcadas cu las lanchas de los Srcs. Yi- 

|»or estos fundamentos fallo condenando á los Señores 
Mcnditeguí y Sallato A alionar á los Señores Vicente 
Casares é hijos la cantidad de trece mil seiscientos cua- 
renta y siete pesos moneda comen te, (Jilé importa la 
umita corriente de f. I y 2, por lanchajes, y á" mas 
al pago de los intereses á estilo de banco y á computar- 
se desde la demanda; y sin ospecial condenación en cos- 
tas. 

los sellos y noliííqucse ron el original. 



Interpuesto y concedido libremente el recurso do ape- 
lación, los apelantes pidieron la revocación de la senten- 
cia y la devolución de los autos al inferior para míe se 
recibiera la causa á prueba. Dijeron que el juez a quo 
balea debido averiguar los hechos; que los arts. 12Í<S y 
1217 se refieren á las relaciones cutre fletantes y Hela- 
dores; que las operaciones de los lancheros pertenecen al 
comercio terrestre ; que el arl. IÍH) del CóJ. de Gom. 
aplica ú los dueños de lanchas etc. las disposiciones re- 
lativas á los acarreadores etc.; que ti art. Hí!t impone al 
acarreador la responsabilidad do los desfalcos; que el arl. 
175 establece un término de 2 i horas en el solo cano 
de reclamo por detrimentos y nada dice del caso de re- 
clamo por pérdidas; que este mismo artículo 175 no exi- 
ge el reconocimiento de los arts. 1240 y 1247 ; que no 
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habiendo natía de establecido para este caso, no puede 
aplicarse sino el art. lüG que ordena se esté al resul- 
tado de las pruebas. 

Conferido traslado, Casares é hijos, se adhirieron á ta 
apelación en la parte de la sentencia que se refiere á 
las costas y dijeron: 

Que los artículos 12AG y 1247 son perfectamente apli- 
cables porque el alquilar una embarcación para traspor- 
tar mercaderías es un verdadero Hete; que el art. 175 
es aplicable al caso de reclamo por pérdidas; que en 
cuanto á las costas como los demandados no opusieron 
excepciones lícitas ni legales, debían ser condenados en 
ellas. 

Conferido traslado de la adhesión, contestaron los de- 
mandados que no eran litigantes temerarios desde que 
solo se les oponía no haber reclamada en tiempo; que 
no habiéndose recibido la causa ¡í prueba no podía apre- 
ciarse el carácter de temerario litigante; que se trataba 
por último, de una cuestión de derecho de no muy fá- 
cil aulucion, en la que no puede haber condenación en 
costas. 

Fftllo de I* Suprema Corte. 



Buenos Aires, Nuriembre 7 de 1872. 

Vistos — por sus fundamentos, y considerando: íjue las 
disposiciones relativas á los Portadores ó empresario* de 
trasporte, que el apelante invoca cun arreglo al artículo 
ciento noventa del Código de Comercio, en nada favore- 
cen sus pretensiones — primero, porque los artículos ciento 
setenta y cuatro y ciento setenta y cinco se refieren á 
todos los casos de reclamación tanto por detrimento 6 
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avería como por pérdidas, de lo cuul vienen tratando Eos 
artículos precedentes; y aunque asi no fuera habiendo la 
misma ó mayor razón, debería aplicarse el misino de- 
recho en cumplimiento del artículo catorce de las He- 
glas Generales — segundo, porque consta que no se han 
cumplido los requisitos de dichos artículos y que por el 
runtrario se lia pagado el flete de los efectos á que se 
refiere ta conlrarieinanda, declarando sin contradicción el 
demandante haberlo recibido; se confirma con costas la 
la sentencia apelada de Foja veinte y tres y satisfechas 
las de esta instancia, devuélvanse. 

Salva non María del Cáhuil. — Francisco 
Delgado — José Ha unos Pazos. — José 
B. GnnosTiACA. — J. Domínguez. 



FALLOS DE LA SUPHEMA CORTE 



tfon Jo&S liadaraco con Dan «./-.. v 
por cobro de pesot. 



Sumario, — El termino de SI horas acordado por la ley 
ha sido acusada la rebeldía, es fatal y perentorio. 



Cato.— Mu José Badaraco demando a 1 D. José Maranga 
por la suma de 155,9áí)£, importe de artículos para cons- 
trucciones navales. 

Corrido traslado, Badaraco acusó rebeldía á Maraca; 
y el Juez lo intimó evacuara el traslado dentro de 2i 
horas, bajo el apercibimiento de estilo. Este término se- 
gitQ el certificado del actuario, venció á las doce d»d día 
16 de Setiembre, y no habiendo contestado .Maranga el 
Juez mandó se tuviera por evacuado el traslado en re- 
beldía, 

A las cinco de la tarde del mismo día el procurador 
de Maranga presentó un escrito contestando la demanda 
y pidió se agregara á Jos autos por no haberlo 
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prca, ntar antes, or. Tuzan de haber esliólo lodo el dia ocu- 
[píhIm en ju i t-iu verbal ¡i ule el mismo juzgado. 

Habiendo maiitn>ludo t¿i parlo de Iluda moa no estar 
con rumio con lo pedido por el procura Jor de Mu ranga se 
diclú el siguiente 



Fallo drl Jhm Nfttloml. 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1872, 

Alentó lo manileMado por ci demandante, y considerando 
que el término de át huras acordado por la ley, ruando 
lia sido acusada la rebeldía, es término fatal y perentorio; 
ú lo que se a^ga q«fl la cansa espuesta no es mistante 
pura ji^liltear á la parle demandada de no haber presen- 
tado su BScriio di-Nlro de Julias ¿i horas, por cuanto 
estas, si-gnu el eerti timado del actuario, vencieron á las doce 
del día B del Corriente, y Uü fiólo el apoderado Barsuba pudo 
presentarlo antes ó en el momento de espirar diüfcú plazo, 
sino ipic el eumparendu que en ei misma dia tuvo en este 
mismo jugado en olru causa y que no fiié antes de las 
i|..ce del citad» dia lfl, nu p.»dia impedirle la presentación 
en tiempo de su escrito ; no lia lugar a lo sulicilado y de- 
vuélvase el escrito re ten do. 

/u irte ta. 

Alara nga pidió revocatoria apelando in mltmlium, dijo : 
i¡ue la intimación lo fué notilicuda el Súlnnlu \ i; que el 
día de la tmlilioaetuti no entra en los términos ; que no 
entran tampoco en ellos los dias feriados ; que por lo 
tanto el termino no podía vencerse á las doce del Lunes Iti. 
x. ni. 3 7 
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Concedido el recurso en relación, se dictó el siguiente 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas 
t'l auto apelado de luja treinta y una vuelta, satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador Mama del Carril. —Fran- 
cisco Delgado. — José Barkos Pa- 
zos. — José B. Gürostiaga.— Josfe 
Domínguez. 



CAUSA CWVIII. 



Don José Montera, pidiendo se deje sin efecto una 

i contra él por el Juez de 



árden de 



Sumario. — I o La investigación que puede hacerla Su- 
prema Corte cuando un individuo se halle detenido 6 preso, 
y á instancias del misino ó de sus parientes ó amigos, 
sobre el orijen de su prisión, es con el objeto de mandarlo 
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poner inmediata mente en libertad, en caso que la prisión 
haya sido ordenada por autoridad que no esté facultada 
por la ley. 

ion no puede tener lugar si el coli- 
no se encuentra detenido ó preso, aunque se haya 
contra él una órden de prisión. 
3 o Mucho mas si la órden de prisión ha sido espedida 

'P De lafl sentencias definitivas de los juzgados de Sec- 
ción ó de los autos que tengan fuerza de definitivos, solo 
puede ocurrirse ante la Supre:na Corle por el recurso de 
apelación, ó de .jueja por apelación denegada. 



timo. — Notificado ú D. José J. Montero el auto de la 
Suprema Corte, fecha 2 de Noviembre de 1872, por el 
cual no se hizo lugar á su solicitud de que se dejase sin 
efecto una órden de prisión dictada contra él por el Juez 
Federal en Dueños Aires, se presentó de nuevo al Supremo 
Tribunal esponiendo que su mente había sido ampararse 
de la garantía acordada por el art. 20 de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 
agregando que el Juez de Sección estaba procediendo de 
oficio contra 61 en virtud de la correspondencia privada 
encontrada en el cadáver de su hermano ; que el Juez de 
la Sección de Buenos Aires era incompetente, puesto qu*, 
aun cuando fuera reo del delito de sedición, su juzga- 
miento correspondería al Juez de la Sección de Entre-Rios. 

Pidió que, previo el correspondiente informe del Juez 
inferior, se declarase ilegal la orden de prisión librada 
contra él. 
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Buenos Aires, ííuviembre 9 de 187-2. 

Disponiéndose por el articulo veinte de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 
que la investigación que puede hacer Ja Corle Suprema, 
Cuando un individuo se halle detenido ó preso, y á instan- 
cias del mismo ó de sus parientes ú amigos, sobre el ori- 
jen de su prisión, es con el objeto de mandarlo poner 
inmediatamente en libertad, en caw de /fue ta prisión hmja 
sido onUfífída par autoridad (¡lie no esté facult'tda por ta ley ; 
y resultando de los hechos que espolie el solicita ule Don 
José Montero, que él no está detenido ni preso, y que 
la orden de prisión que dice haberse librado conln él, lia 
sido expedida por el Juez de Sección, quien tiene facultad 
por la ley, para conocer de todas las causas criminales 
de competencia nacional, y de cuyas sentencias delinilivas, 
ó aulos que tengan fuerza de definitivos, solo puede ocur- 
rirse ante esta Corte por el recurso de apelación ó de queja 
por apelación denegada, según lo proscripto por los artí- 
culos cuarto de la precitada ley, y doscientos veinte y 
nueve de !a de procedimientos; estése á lo resuelto por 
el auto reclamado de foja Ires, y archívese. 

Salvador María oel Carril,— Fb a n- 
Cisco Dklgado. — Ju>ii Barros 
Pazos. - José It. Gorostiaga. — J. 
Domínguez , 
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Don Ttutuia I'tet ronera contra Ifan Juan Van Uettrs, 
nübre cumpii.nienlo de Hit rt míralo de fhtamento. 



Sumario, — 1° El fletador no puede subrogar á otra 
pmmm s"* obl tpoiioaea de tal, si el contrato do 
lleluwuntu tío iontiyne alguna cláusula que aulonee la su- 

2" l\ira que haya novación en los contratos bilaterale* 
es noce sari o el consentí míen tu en auibus mn Ira ta rites. 

> El fletador de un buque puede subiletarlu, sin per- 
juicio de los derechos del capitán contra el primer contra- 
tante. 

i La acción por dañus y perjuicios comprende la pér- 
dida sufrida y el lucro de que se ha privada. 

5" Los actos judiciales de los países estrangeros son te- 
nidos |mr ¡mti'Ulieos, mientras no se pruebe lo contrario. 

G' El deudor cae en mora por el hecho de la notifica- 
ción ile la demendii hasta la chancelación del crédito. 

7 Ü El deudor que nu tiene justa razón para litigar, debe 
ser condenado en costas. 
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Cuso.— D. Tomás Pietranera demandó anlc el -fue/. Fe- 
deral de Buenos Airea á D. Juan Van Deurs la sama do 
10,¿fi3 francos y lá cts. f ¡utereáus y costas |>or falta de 
cumplimiento de un contrato de líela mentó. 

Lut antecedentes de la demanda, contestación etc., se 
detallan en el siguiente : 

Fallo del Juri de fteerían 

Buetius Aires, Setiembre 20 de 1872. 

Vistos, estos antns seguidos por D. Tomás Pietranera, nm- 
Ira D. Juan Van Deurs, sobre un cumplimiento do un contrato 
de fletamento, y resultando : 

I o Que en diez de Noviembre de 1869 I). Quinto Fer- 
rara y el capitán del buque i Giovanni Gaggino », cele- 
braron en Genova contrato de lletamenlo del buque estre- 
gado, para conducir del puerto de Cádiz al Hm de la PlaUi 
un completo curamiento do sal, y de estos puertos otro 
•le retorno á alguno de los puntos de Europa quo te es- 
presaban en la póliza, debinndo descargar dicha sal v re- 
cibir la carga de retorno en el puerto que se Je designaría, 
por órdenes que recibiría en el puerto de Montevideo y 
leñalándose para cargar en Cádiz, cargar y descargar en 
el líi i de la Plata ochenta dia corridos, y á mas diez días 
de sobre estadías, abonándose los últimos á razón de siete 
libras esterlinas cada dia, y conviniéndose que el flete 
estipulado so abonaría parte en Cádiz antes de emprender 
el viaje, la mitad en el ftiu de la Plata después de la 
descarga, y el resto en Europa, obligándose el capitán á 
Consignar su boque á los agentes del fletador ; hedí os 
lodos completamente justificados por la respectiva póliza, 
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cuyo original en idioma italiano corre á f. 2, y cuya tra- 
ducción a! idioma patrio se encuentra de fs. 30 á 32. 

2" Que D. Tomás Pielranera, comisionista ó cesionario 
de Quinto Ferrara en los derechos y obligaciones que al 
fletador correspondían por el contrato referido, transfirió 
éste a D. Juan Ueurs, subrogándose este en los derechos 
y obligaciones del fletador, como lo justifica el contrato 
que celebraron con intervención de los corredores Gowland, 
Kock y C\ en esta ciudad el veinte y nueve de Abril de 
1870, y cuyo testimonio autorizado por dichos corredores 
corre i & I a . 

3" Que la carga de retorno fué concluida de entregar el 
día quince de Agosto del mismo año, como lo acreditan el co- 
nociiniento corriente á f. 5, y el hecho de no haberse mam- 
festado en este juicio que el capitán hubiese retardado la 
entrega de los conocimientos. 

i" í)ue Pietranera funda su demanda en que Van Deurs 
no cumplió el contrato en su totalidad, porque el flete de 
carga de retorno quo proporcionó al buque no alcanzó 
a pagar la mitad del flete qio; debia pagar en Europa, 
ni dio órden á sus corresponsales de pagar la diferencia; 
y porque el buque invirtió en sus diversas operaciones 
de carga, descarga y nueva carga mas de los ochenta días de- 
signados, lodo lo que dió lugar á que el capitán protestara en 
Montevideo por las estadías causadas, y en Inglaterra por la 
diferencia entre el Hele que se le debia y el que se le abonó, 
como lo acreditaban las protestas respectivas ; y que deman- 
dara además al primitivo fletador Quinto Ferrara que fué con- 
denado, como lo acredita la sentencia que corre en co- 
pia legalizada, á f . 11 ; á pagar: I o , la diferencia de fletes 
con sus intereses ; 2 P , nueve dias de sobre estadías á sic!e 
libras cada uno, ó ai-a sesenta y tres libras esterlinas, mas 
sus intereses desdo la demanda ; y 3 o , las costas del juicio. 
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8* Que practicada la liquidación, Quinto Ferrara tuvo 
que 0$$t i) armador, en los términos de la sentencia 
10, v 2G:t Cráneos doce céntimos, calentada la libra esterlina 
ül ua rubio de veinte y seis francos y soléala y cineo cén- 
timos, todo lo que está justificado pur !¡t copia di? la 
liquidación que corre anexa á la copia do la seulencia. 

6° Quu Pietranera pidu que Van Deurs sea condenado 
al pa^o de la espresad. i soma, que él por so parle tiene 
<|ue reembolsar á Quinto Ferrara, mas al de las cosías 
du ahogado y procurador que tuvo que pagar su parle 
en llalla y que no están comprendidas en aquella, con 
los intereses sobre el lolal de lo abonado y gastos basta 
el di a del reembolso, y las cosías de este juicio. 

7 Ú Que el demandado opone las siguientes incepciones : 
i 1 Que cobrándoselo recién la diferencia del Hele y es- 
tando dispuusto á abonarla en el dia, no tiene obligación 
de abonar intereses por dicha diferencia porque- no hay 
Código en el mundo que lo obligue a abanar mas del 
saldo v de los intereses desde la fecha da la demanda. 

■m 

_ a Que en cuanto a las estadías deben ellas precisarse 
con determinación del número do «lias, de la fecha en 
que concluyo el plazo para la earj*u y d : la en que con- 
cluyó esta, por lo que no podía contestar á esta parte 
de la demanda, hasla que no se Llenasen dubas condiciones. 

ftft Que nolaodo el Juzgada que la omisión notada 
por la parle demandada estaba salvada en los documen- 
to» con que se instruyó la demanda, y que no su había 
entretallo copia de ellos á aquella, ordenó que dicha 
parle teniendo á la vis la los documentos referidos, es- 
presase dentro de un término que se le acordó, si era 
verdad que se habían invertido en la caifra nueve dias 
sobre los concedidos por la póliza de (letame uto, y Van 
Deurs hizo dicha manifestación a* f. 94 diciendo que ha- 
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hiendo traspasado á su vez el cuntíalo «le nVlaioenlo á 

los Sres. Lil". de Montevideo, quienes fueron los car- 

g.id- .!■>■> en dicho puerto, ignoraba la fecha en que luvo 
lugar la ftarga, si bien lenta ninucimienlo de tjúo el Sr. 
La fon e hizo reclamos al capitán p«r su demora oh recibir 
la carga, á causa tic fallarle marineros; ¡í" Qüe el juicio 
¡¡eguihi cu llalla entre el c.'i pilan del hoque y Ornelo 
ferrara en nada puede compiomeler su rcspnns¡ibilídad 
desde que no ha si. lo parte en él, y desde que habiéndose 
subrogado él (Van Ueurs) á Quinto Fertafa, con eoñsen. 
1 tni íeiitu del capitán en el contrato Je uetameuio, s«. lulna 
producido una novación, quedando el J<;inaudadn en Cali- 
dad del fletador y libres de nula responsabilidad los ceden- 
tes Ferrara y l'ielranera. 

II" Que el Juzgado recibió la causa á prueba para acre- 
ditar el punto FélattvO á lus estadías, sin que las parles 
la hubiesen prnilufiibi al respecto. 

Y considerando : 1 ' Une el contrato do llotamento no 
contiene cláusula alguna en virtud do lo cual deba admi- 
tirse que el Helador pe-lia subrogar á «»tra persona en 
sus obligaciones de tal, sin consentimiento del fletante, y 
quedando el primero libre de toda responsabilidad hacia «1 
Último; pues la única que se reitere á oirás personas 
qnc á Quinto Ferrara y a Helante es lo que determina 
que el capitán deberá* consignarse en ledos los puertos ¡í 
I ,s agentes uYl hVtadur, y esta eláusula imparta precisa* 
mente lo contrario; puesto que prueba que lus consigna- 
tarios no tendrían olio rol respecto al fletante, que el 
de representantes del Retador. 

2* Qafl en el hecho tampoco se ha operado la nova- 
ción que invoca Van l)eur.-¡ en su favor, pues los autos no 
demuelan, ni Van Deurs ha denunciado, aelo alguno que 
el consentimiento que, para que haya novación, 
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es indispensable según el arl. 985 del Código de Comercio; 
y porque al proceder, como proceda el capitán en sus 
relaciones con Van Deurs y los consignatarios en Monte- 
video y Europa, no hacia sino cumplir las obligaciones 
que le imponía la póliza de fletamento, como se ha esta- 
blecido en el precedente considerando, y porque con arrp- 
glo al nrl. 1234 del Código citado, el fletador podia sub- 
fletjr sin perjuicio de los derechos que el capitán tenia 
contra el contratante. 

3" Que sogun esto, el capitán estuvo en su perfecto de- 
recho para dirijir y hacer efectivas sus acciones contra 
Ferrara, como este para repetir á su vez contra Pietranem, 
y este contra Van Deurs por las acciones que surjen do 
la Tilla de cumplimiento de sus esliputaoiuncs respectivas, 
como sucesores particulares en las obligaciones del Hi- 
lador primitivo. 

<Í U Oue la acción por daños y perjuicios comprende, por 
rsglu general (arl. 222 del mismo Código; la pérdida su- 
frida y el lucro de que se le ha privado. 

5» Que Pietranera demanda como pérdida sufrida, los 
diez mil sesenta y tres francos drice céntimos, que Kerr:ir;i 
tuvo que abonar en Italia por diferencia de tlete, estadías, 
intereses, y costas de cobranza, mas los gastos hechos 
por su parte en procurador y abogado, y por lucro de que 
se le ha privado, los intereses do la suma gastada, pi- 
diendo ademas la condenación en las costas del presento 
juicio. 

6° Que la diferencia del Ticte ha sido reconocida y acep- 
tada por parte de Van Deurs, siendo por lo mismo escu- 
sado detenerse en justificar su cobro, 

7" Que las estadías, tomando en cuenta lo estipulado 
en el contrato con relación á ellas, se apoyan en la pro- 
testa del diez de Agosto da 1870, mandada comunicar en 
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cApia autorizada al aconte 6 contratista do Van Qfefjff, 
de la cual aparece que el buque llegú á Montevideo el 5 
de Mayo ilel misino año (f$. 33 á 35 ; en el conocimiento 
que en facha 1"> del misino Agosto firmó el capitán, toda- 
vía en Montevideo, por parte de la carga que se le en- 
tregó para conducir (f. ílüj ; y en el acto judicial de Italia 
que las declaró lejítimas y mandó pagarlas ffs. 43 á 49' ; 
y deben según esto, ser tenida* por tales, pues que el 
demandado no ha probado lo contrario, cuino pudo y debió 
hacerlo en la estación correspondiente del juicio, pero ni 
las ha negado directamente, como lo proviene la ley íarL 
8t! de la de proredimientos sino que lia optado por el medio 
de las respuestas evasivas, tanto al contestar la demanda 
(C. r>7), como al ser ¡nlerpeludo judicialmente sobre ellas 
con presencia de los documentos que las espresan f, ííl). 

8° Que los intereses y costas de la cobranza abonados 
por Ferrara, aparecen justificados en autos, y obligan á 
Van Deurs que no pudo dejar de proveerlos al asumir 
sobre sí la obligación de aquel, porque son consecuencia 
inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento á lo 
estipulado 'art, del Código de Comercio:. 

!i" Qufí no sucede lo mismo respeto de lo gastado por 
parte de Ferrara en procurador y abogado en Italia, porque 
no se ha determinado ni justificado. 

10 Que en cuanto á los intereses sobre la suma gas- 
tida mi cumplimiento de la obligación que Van Deurs 
desatendió, el recia mu es fundado, puesto que el den di ir 
cae en mora por el becbo de la notificación de la de- 
manda hasta la chancelación del en dito (artículos Ü3, 
m y 2*5 del Código citado). 

11 Que es igualmente fundado el reclamo por las costas 
del presente juicio, porque, como resulla de lo espuesto en 
los precedentes considerandos, no ha tenido Van üeurs 
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justa razón pura litigar, y porque dichas costas lian sitio nece- 
sarias para hacer efectivo el derecho del demandante, y por 
consiguiente constituyen un daño que debe ser reparado por 
el causante con arreglo al arl. 2 11) del misino Código, 

I J Que por último el demandado por el hecho de con- 
signar á la disposición del demandante la cantidad 41115 
confesaba deber, lia reconocido la personería del ó I linio 
para gestionar las acciones ijue han sido objeto del pre- 
sente juicio. 

Tur estos fundamentos, fallo, condenando á Don Juan 
Van Dones á alionar á D. Tuinas Pictranora la cantidad de 
diez mil doscientos .setenta y tres francos y doce céntimos, 
ó su equivalente, en pesos fuertes, mas los intereses sohre 
la misma, á estilo de Banco, desde la fecha de la notifi- 
cación de la demanda, con deíuccion de las cantidades 
consignadas á disposición del actor desde la lecha en que 
fueron entregadas al úlimo y al pago de Jas costas dul 
juicio. Itenúnganse los sellos y nulifi, píese con el original. 

Manuel X avale ta. 

Apelada esta sentencia por la parte de Van Deurs, se 
dicto el siguiente 

Fnllfl 4t» Ih *nprrttin Corte. 

Buenos Aires, Noviembre H de 18"á. 
Vistos : per sus fundamentos se continua con cusías 
el auto apelado de foja ciento veinte y seis; salí Radias 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvaiiuh M. üel Cáhuil. Kh vxcislu 
Delgado — José Iía irnos Pa- 
zos. — J. B. GOROSTIAGA. — J. 
LlOMIXCLEZ. 
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Criminal, contra Nicolás Siris, por hurto. 



Suma/ta. —\" No mejorándose el recurso de npolanion 
vu el término pru»critu [mt el íirt. ~2\\ de tn ley «le pro- 
o id t mu- utos, debo declararse ilesieíla la a peí ¡u: i un. 

2" Loa secretarios do la Corle Suprime no son agentes 
del Señor Procurador dineral, ti i deben «ivisnrle tus apehi- 
üiwttea inlerpu; slus [tur los procuradores Aséales, contó no 
avisan a* los particulares tus apidaeionos interpuestas p«>r 
sus representantes ú a junio ra dos, 

> Son lus Procuradores Fiscales que deben avisa* al 
Si ñor Procurador General cuando vayan á la Curte Suprema 
expedientes en que se les baya concedido recursos quo 
( Liban proseguirse. 



í;«*o.— Nicolás Sirís, de edad de 10 años, robó á bordo 
del vapor i Gnkí la bolso «le viaje de 0. Antonio Pesia* 
lardo, conteniendo Uiü acciones del fumen Lo territorial 
y otros objetos. 

Sustanciado el juicio, en que el procurador fiscal pidió 
Id pena de 5 años contra Siris, se dictó el siguiente: 



406 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo d*l Jues Smlur.l. 

Buenos Aires, Octubre 5 de 187i. 

Y vistos estos aulos seguidos contra Nicolás Siris por 
liurlo á bordo (luí vapor t Onix > de los que resulta : ■ — 1° 
que viniendo el procesado de Montevideo, como (tasajero 
en el citado vapor, tomó al desembarcar en este pueiln 
la bolsa de vinje perteneciente á Don Antonio restatardn, 
la que hizo conducir desde el muelle con el changador 
Cárlus Pezctto, no obstante ser muy pequeña y que al 
pasar por la casilla del muelle fué visitada por el em- 
pleado Don Adolfo Dupuy, en presencia de Siris que se 
decia dueño, verificando aquel el contenido de algunas 
camisas y algunos papeles — áo que habiendo tomado Siris 
la balija de mano del changador en la punía del muelle, 
la condujo personalmente hasta su aluja miento, destru- 
yendo allí las cartas y apoderándose de ciento sesenta 
acciones del fomento territorial, que contenia, las que 
vendió á Don Uernardo Escalera en cinco mil doscientos 
cincuenta pesos moneda corriente, ó solamente lomó sobro 
ellas esta cantidad que gastó en seguida : todo lo que 
resulla de las declaraciones del procesado f. 6 y 11, de 
Don Antonio Pcstalardo, f. 12, Adolfo Dupuy, f. 2i, y Cir- 
ios IV-zetEo, f. 2G, y considerando ; Primero, que si bien 
de los antecedentes arriba espresados y demás constancias 
del proceso, resulta [llenamente justificado el delito y la 
persona de su autor, el hecho debe calilicarse de un hurlo 
simple sin circunstancia agravante que lo acompañe, mu- 
cho mas aún, cuando de la declaración de Don Antonio 
Pestalardo, resulta que los equipajes estaban en el vapor 
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mezclados unos con oíros, siendo en tal caso verosímil la 
escusa propuesta por el procesado de haber Lomado dicha 
bulija por una equivocación confundiéndola con la suya 
que era parecida, equivocación que ha debido cesar en 
el motnento mismo en que en su presencia se verificó su con- 
tenido on la casilla del Resguardo; — Segundo, que los efec- 
tos hurtados han sido encontrados y devueltos en su to- 
talidad al dueño de elloSj lo que disminuye considera- 
blemente el perjuicio ocasionado ]>or el delito; — y Tercero, 
que la pena solicitada por el Procurador Fiscal, si bien 
con Tur me á las leyes 1 y 2, til, 14, lib. 12, Nov. Reo. 
es excesiva en este caso en que se traía de un hurto 
simple, y teniendo en consideración que ellas van á re- 
caer sobre un joven de diez y nueve años, á quien conviene 
no apartar del camino de la reforma por medio de casti- 
gos afrentosos : Por estas consideraciuiies y de acuerdo al 
articulo 03 de la ley pena!, declaro al procesado Nicolás 
Siris, convicto y confesa Sal delito de hurto cometido á burdo 
del vapor <Un¡x> condenándolo en su consecuencia ú pagar 
una multa de cuatro cientos pesos fuertes, los que en caso 
de no hacerse efectivos, serán sustituidos por el de prisión 
de acuerdo al cómputo que establece el art. 02 de la 
misma ley, y ú la restitución de la cantidad tomada sobre 
los billetes y costas del proceso llágase saber y repón- 
gase los sellos. 

Andrn L'yarriza. 

El Procurador Fiscal interpuso recurso de apelación, que 
se lo concedió libremente ; pero habiendo vencido el tér- 
mino de la mejora, el defensor de Siris acusó rebeldía al 
Señor Procurador General, y previo el certificado dtd se- 
cretario, se dictó el siguiente : 



408 FALLOS RE LA SUPREMA COHTK 



l'kllo de I» Suprema Ortr. 

Buenos Aires, Octubre I" Je 1872. 

Por lo que resulta del precedente eerlilicadu y á mérito 
de lo dispuesto en el articulo doscientos enture ti de la ley 
de Procedimientos, declárase desierta la a [miau i un y devuél- 
vanse en consecuencia tus aulas. 

Salvadoh Vi. del Camul. — Filyngisco 
Delgado. — José Uahuos Pazos. 

Notificado este auto, el Señor Procurador General pidió 
se reformara y se lo permitiese expresar agravios, hijo 
«[no ningún término curre contra ignorantes y que los 
secretarios de ia Corte no Le luí luán hecho saber ta apela- 
r-ion interpuesta. 

La Corto mandó que informasen los secretarios, quienes 
dijeron: que los secretarios nunca habían comunicado al 
Sr. Procurador General la existencia de apelaciones en las 
que intervenía el Fisco ; que no calaban obligados ñ hacer 
tales comunicaciones por U ley, ni en virtud del reglamento 
interno; qiir- el iigicr y escribientes de la secretaria por 
deferencia al Sr. Procurador General, acostumbraban avisar- 
le por inspiración propia; que el Sr Procurador General 
ha pensado equivocadamente quo estos íteios onViosos 
emanasen de alguna disposición legal; que por lo tanto 
el proceder de los secretarios ha sido el de siempre y 
de ci mi'" tui ¡dad al reglamento. 

Corrido traslado de la solicitud del Sr. Procurador Ge- 
neral al defensor de Siris, contesto esle ; que no dubia ad- 
mitirse que los secretarios de la Corle sean agentes dtd 
Sr. I 1 roe orador General y no de lien darle avisos, como no 
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deben darles á los particulares, pues la ley es igual para 
todos ; que en el caso no exislia mejora, ni tenia lugar 
el recurso de reposición, ni el de nulidad ; que por con- 
siguiente el reclamo del Sr. Procurador no se fundaba 
en precepto legal de ninguna ciase. 



ralle a> Ib Suprema C*rle 

Buenos Aires, Noviembre U de 18U. 

Vistos: por los fundamentos del auto de foja cincuenta 
y seis y por el mérito que ministra el informe de la se- 
cretaria, no Iih lugar á la petición del Señor Procurador Ge- 
neral, y devuélvanse, debiendo esto funcionario, para lo 
sucesivo, exijir de los procuradores fiscales como está acor- 
dado le avisen oportunamente cuando vengan á la Corte 
espedientes en que se les haya concedido recursos que 
deban proseguirse. 

Salvador M. del Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — J. B. Gorostiaga. — J, 
Domínguez. 
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CAUSA Í HXXI. 



/>. Doroteo García, contra D. Pascual Hosat, tabre denuncia 

de obra nueva. 



Sumario, — El demandado por obra nueva puede citar 
de eviccion y saneamiento a* su causante. 

Cato. — D. Deroteo García propietario de una casa en 
U calle del Puerto en la ciudad del Rosario, entabló 
denuncia de obra nueva contra D. Pascual Rosas por 
unos edificios que estaba levantando en Ja calle pública 
que limita la referida propiedad. 

El juez de sección dol Rosario, á quien ocurrió el 
demandante, sa declaró impedido por haber sido con- 
sultado anteriormente. 

García reprodujo su demanda ante el juez de sección de 
Enlre-Rios á quien fueron pasados los autos. 

Este á pedido del demandante libró dos oficios, uno 
al Juez do sección de Buenos Aires para la citación de 
Rosos, y otro al de sección del Rosario para la suspen- 
sión de la obra. 

Devueltas las diligencias por el juez seccional del Ro- 
sario de las que resultó que la obra estaba ya terminada 
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y habiendo tenido lugar el juicio verbal prescrito por el 
art. 337 de la ley nacional de procedimiento», en el 
que Ros-ts pidió se citara de eviccion á su causante 
D. Nicolás íticnrdone, sa dictó el siguiente. 

rallo del Juei Seccional. 

Y vistos: y resultando de ellos que la parte denun- 
ciada que lo es D. Pascual Rosas, por intermedio de 
su apoderado D. José Jaimes, usando de la acción ad 
eviccion tm, á consecuencia de la obra nueva deducida 
por D. Doroteo García, por medio de su apoderado Don 
Eloy Escobar ha citado de eviccion á su causante Don 
Natalio Ricardone ; y considerando muy especialmente: 

I o Que el derecho deque hace uso la parle de Rosas, 
citando de eviccion á su causante I). Natalio Ricardone, 
es tan inconcuso é incontrovertible, que á luz de los prin- 
cipios jurídicos y de la terminante disposición de la ley, 
el juzgado no puede dejar de acceder i tal pretensión 
(art, 20, Ut. 23, libro 2 o , sec. 3*, del Código Civil 
Arjentino. 

2 o Que es facultativo en el comprador citar de eviccion 
al vendedor con tal de que este procedimiento se observe 
antes de producirse las probanzas ; pues así lo dispone 
la ley 32, til. 5\ part. 5 l en las siguientes palabras: 

* é libre de todo embargo debe ser entregada la cosa 
« vendida al comprador, de manera que si otro alguno 

• se la quisiese embargar, ó moverle pleito sobre ella 
« que gela debe facer sana. Pero luego que moviesen 
« ende pleito, tenido es el comprador, de facerlo saber 
i al que geto vendió, á mas tarde antes que sean abier- 
i tos los testigos etc. etc. » Que esta ley es supletoria 
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de la da 14 de Setiembre de 1863» según se dispose en 
su artículo 274, lí.ulo 31, 

3" Que resultando del exhorto librado al Sr. Juez Sec- 
cional da Santa-Fé, á solicitud de la parle do García para 
la suspensión de la obra nueva denunciada, que esta se 
halla ya terminada, no milita entonces, ni la razón de 
brevedad que la ley acuerda á esta clase de juicios, para 
evitar así el perjuicio á los particulares y al público 
con la suspensión de una obra en construcción, que 
pudiera aducirse por el denunciante para seguir el juicio 
con el denunciado y actual poseedor D. Pascual Rosas. 

Por estos fundamentos, se declara que sin innovarse 
nada en el terreno que motiva la presente denuncia, se 
cite á D. Natalio Ricardone para que venga á sanear 
el terreno que vendió á f*. Pascual Rosas, desde que en 
el ejercicio de los actos peculiares del propietario, es mo- 
lestado por D. Doroteo García.— Hágase saber, repóngan- 
se los sellos y líbrese al efecto la correspondiente depre- 
catoria al Sr. Juez Seccional de Santa-Fé para que ordene 
el comparendo del citada Ricardone á los ocho dias de 
ser notificado. Así lo pronuncio, ordeno y mando en el 
aalon del Juzgado Nacional de Entrn-ttios á los ocho dias 
del mes de Agosto de mil ochocientos setenta y dos. 

Hamon Fére. 

Interpuesto y concedido libremente el recurso de apela- 
ción, la parte de García dijo, que la sentencia apelada era 
contraria á los principios del art. 342 de la ley de U 
de Setiembre de 1863, como también á los del art. 34. 
lib. 3o, del Código Civil ; que el art. 20, lib, %\ sec. 3» 
de este Código citado por la sentencia tiene solamente 
lugar en los juicios ordinarios y no en el sumarísimo de 
nueva obra, que es falso que se haya terminado la nueva 
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obra, como hubiera podido verse por el juez sí con arre- 
glo á la ley se hubiera trasladado al lugar de ella, que 
el juez debía ratificar ó no la suspensión de la obra nue- 
va dejando á las partes sus recursos legales, concluyó 
pidiendo que so ordenara al juez cumpliese con este pro- 
cedimiento en conformidad de la ley. 
En rebeldía de Rosas se dictó el siguiente 

Fallo de I* Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre U de 1372. 
Vistos: — Considerando, que, tanto por la legislación 
anterior al Código Civil, como por este mismo, el com- 
prador tiene el derecho de hacer citar al vendedor para 
que salga á su defensa, desde el momento en que se le 
demanda la propiedad ó la posesión , ó en que es turbado 
en el uso do la propiedad, goce ó posesión de la cosa 
vendida ( Leyes treinta y dos y treinta y seis, título cinco, 
partida quinta y artículo veinte y veinte y dos, titulo 
« Ue la eviccion * Código Civil ) ; y que al ejercicio de 
este derecho no pueden obstar las disposiciones del titulo 
veinte y ocho de la ley de catorce de Setiembre de mi) 
ochocientos sesenta y tres, porque ellas no hacen mas 
que reglar en general el procedimiento en los casos de 
denuncia de obra nueva, sin preveer incidentes como el de 
que se trata ; por eitos y demás fundamentos concordan- 
tes, se confirma con costas el auto apelado, foja sesenta 
y nueve vuella, y satisfechas, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fran 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos.— J. B. Gorostiaca. — J. 
Domínguez. 
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los Senara Bembera, Hetfmtndkal y Ca. contra la 
Administración de Rentas Nacionales, sobre 
aforo de mercaderías. 



Sumario. — 1<> La ley de 21 de Diciembre de 1865, 
creando el tribunal de Vistas, fué derogada por el art. 
1146 de las ordenanzas de aduana de i i de Agosto de 
1866. 

2° La resolución de las diferencias que surjan entre 
un comerciante y un Vista sobre aforo de mercaderías, 
corresponde según los artículos 142, 144 y 145 de di- 
chas ordenanzas á la dirección general de aduanas. 

3° No habiéndose creado aun ni establecido esta di- 
rección general de aduanas, el P. E. es la única autori- 
dad competente para resolverlas, con arregla al art. 140 
de tas mismas ordenanzas. 



Caso. — Los Señores Bemberg, Heymendhal y Ca. reci- 
bieron seis cajones de agujas que manifestaron á la adua- 
na por regulares. El Vista de la aduana las calificó por 
entrefinas] á esta calificación se opusieron Bemberg, Hey- 
inendhal y Ca. pidiendo que el Administrador de Rentas 
nombrara personas capaces de clasificar las agujas. El 
tribunal de Vistas, al cual fué pasada la referida petición, 
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confirmó la clasificación del Vista y el Administrador or- 
denó á Bemberg, Heymendhal y Ca. al pago de 1 jft. 
por millar y á la multa de dobles derechos sobre la di- 
ferencia de los aforos. 

Bemberg, Heymendhal y Ca. T no conformándose con es- 
ta resolución, ocurrieron a) Juzgado Nacional pidiendo se 
dejara sin efecto. 

Dijeron que habían hecho su manifestación con arre- 
glo á los precios do las tarifas recibidas; que el tribu- 
nal de Vistas carecía de la competencia correspondien- 
te al caso; que para evitar pleitos proponian someter el 
artículo al exámen de personas competentes, nombrándo- 
se un perito por cada parte. 

Conferida vista al procurador fiscal, dijo este que de- 
bía estarse á la calificación del tribunal de Vistas habien- 
do al respecto jurisprudencia establecida por varios fa- 
llos de la Suprema Corte. 

Falle del Jura Secelmal. 

Buenos Aire*, Agosto 12 de 4812. 

Por los fundamentos espuestos por el procurador fis- 
cal en su vista anterior, se confirma la resolución de f. 
2 del Sr. Administrador de Aduana. En su consecuen- 
cia devuélvanse los antecedentes, después de pagadas las 
costas y repuestos los sellos. 

Ugarrita. 

Interpuesto y concedido libremente el recurso de apela- 
ción, Bemberg, Heymendhal y C", espesando agravios dije- 
ron: que ta sentencia del juez a quo hacia del tribunal 
de Vistas un tribunal infalible y sin apelación, compuesto 
de jueeea que serian al mismo tiempo jueces y actorea, é 
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interesados además por tener una parte en la percepción 
de las mullas, lo que es una monstruosidad legal; que el 
tribunal de Vistas estaba compuesto de personas incompe- 
tentes al respecto; que pedían por lo tanto se ordenase 
el exámen pericial 6 se anulasen los procedimientos en ra- 
tón de no haberse dado lugar á la producción de las prue- 
bas. 

El Sr. Procurador General, á quien se pasó vista, dijo : 
que el juez a quo habian equivocado el tribunal de Vistas 
por el de tarifa ; que el tribunal de Vistas merece pura Té, 
pues estando escluido de él el Vistas, del ramo, no es 
creíble que los Vistas de comestibles y drogas sean com- 
pélanles para clasificar las agujas; que según las orde- 
danzas, esta resolución corresponde á la dirección general 
de aduana ; que no estando esta establecida la práctica es 
consultar la comisión que formó la tarifa ; que por lo tanto 
pedia se remitiera á esta el espediente. 

La Corte no hizo lugar á esta petición, por no existir 
la comisión de tarifas que se disuelve luego de cumplido 
su encargo y por ser contraria á los artículos 142, 144, 
145 y 1149 de las ordenanzas, y mandó se expidiera el 
procurador general directamente. 

El Sr. Procurador se expidió diciendo ; que la cuestión 
era de hecho ¡ que no pudiendo resolverse ni por la co- 
misión de tarifas, ni por lo que resulta del espediente, 
debia remitirse al P. E. con arreglo á los artículos 142, 
144 y 1149 de las ordenanzas de aduana, 

WmXím de te taptaa CmrU 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1872. 
Vistos: resultando, según el parte de foja primera, que 
los Señores Bemberg, Heymendhal y Compañía solicitaron 
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el despacho de seis cajones, con cien millares de agu- 
jas en cajitas, cada uno, calificándolas de regularte las 
que están aforadas en seiscientos milésimos el millar en 
la Tarifa de Avalúos; y que al verificarse el contenido 
de los cajones, resultó que dichas agujas eran á juicio 
del Vista de calidad ex iré finas, las que son avaluadas por 
la misma Tarifa á un peso fuerte el millar; 

Que suspendido el despacho por este motivo y manda- 
do levantar el correspondiente sumario, la casa despa- 
chante se ratificó en Ja manifestación que había hecho, 
de ser agujas regulares las contenidas en los precitados 
seis cajones, asegurando que había hecho esta manifes- 
tación, con conocimiento exacto de ta calidad del artícu- 
lo, y que la diferencia con el Vista, provenia de que este 
empleado aforaha las agujas como extrejinas por tu condi- 
ción y no por tu calidad como lo establece la Tarifa ; 

Que pasado el asunto á informe del Tribunal de Vistas, 
este clasificó también de entrefinas dichas agujas, y funda- 
do en este informe el Administrador de Rentas, condenó á 
los Señores Bemberg, lleymendhal y Compañía al pago de 
dobles derechos, con arreglo ú lo dispuesto por el artículo 
novecientos noventa y tres de las Ordenanzas de Aduana ; 

Y considerando — primero: Que la cuestión que se agita 
en esta causa, es de hecho puramente, y consiste en ave- 
riguar, ¿en cuál de las calificaciones de la Tarifa, están 
comprendidas las agujas á que se refiere el manifiesto de 



despacho dejos Señores Bemberg, Heymendhal y Compañía, 

en las de regulara, 6 de cztrcfinasV, 

Segundo: Que el procedimiento seguido por el Adminis- 
trador de lientas para la decisión de esta cuestión, es con- 
trario al que determina la ley; pues el Tribunal de Vistas, 
en cuyo informe funda el Administrador su resolución, fun- 
ciona ¡legalmente, porque el decreto de veintiuno de Di- 
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ciembre de mil ochocientos sesenta y cinco creando dicho 
Tribunal, fué derogado por el artículo mil ciento cuarenta 
y seis de las Ordenanzas de Aduana de catorce de Agosto 
de mil ochocientos sesenta y seis, por el que se declaró 
que tres meses después de promulgadas dichas Or en an- 
sas, quedaban derogadas é insubsistentes, todas las leyes, 
decretos y disposiciones que se hubiesen dictado on mate- 
ria de Aduanas; 

Tercero: Que según lo dispuesto por los artículos ciento 
cuarenta y dos, ciento cuarenta y cuatro y ciento cuarenta 
y cinco de dichas Ordenanzas, si se suscitaren dudas entro el 
comerciante y el Vista sobre la partida del arancel que cor- 
responda á algún artículo, 6 sobre la clase, calidad ó esta- 
do de algún género, el Vista debe suspender el despacho y 
dar cuenta al Administrador para que este pase el asunto á 
ia Dirección General de Aduana, A fin de que resuelva sobre 
las dudas; debiendo la Dirección General fallar sin necesi- 
dad de audiencia de la parte, y con los datos privados que 
ella crea conveniente tomar, y siendo este fallo obligatorio 
é inapelable, tanto para la Aduana como para el comer- 
ciante; 

Cuarto: Que no habiéndose creado aun ni establecido la 
Dirección General de Aduanas t tas funciones que por las 
Ordenanzas se asignan á esta oficina, deben ser ejercidas 
por el Poder Ejecutivo, con arreglo á lo proscripto por el 
articulo mil ciento cuarenta y nueve de las mismas ; 

Por estos motivos y de conformidad con lo pedido por 
el Sr. Procurador General, se revoca la sentencia apelada 
de foja nueve vuelta, y se declara que los Tribunales Na- 
cionales no tienen jurisdicción para conocer de este asunto. 
Devuélvanse en consecuencia los autos por su órdon, prévia 
satisfacción de costas y reposición de sellos, al Administra- 
dor de Rentas, para que paso este asunto al Poder Ejecuti- 



DE JUSTICIA NACIONAL 419 

vo á fin de quo lo resuelva iegun estime conveniente, por 
ser él, según la ley y á pesar de los inconvenientes que es- 
te procedimiento ofrezca, la única autoridad competente 
para decidir sin apelación esta clase de cuestiones, mien- 
tras no se cree y establezca la Dirección General de 

Salvador M. del Carril.— Francísco 
Helgado. — José Barros Pazos.— José 
B. (jorostiaga. — J. 



Pini y Roncoroni Hnos. contra Don Lorenzo Grasso, 
por cobro de petos. 



Sumario. — No puede ocurrirse á la Suprema Corte en 
apelación da sentencia de los Tribunales Superiores de 
las Provincias, cuando el recurso no está comprendido 
en ninguno de los casos del art. 14 de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 
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Caso. — Don Miguel Barcos, por los Sres. Pini, Ronco- 
rooi Hnos. demandó ante el Tribunal do Comercio de 
Buenos Aires á D. Lorenzo Grasso, diciendo : 

Que Ü. Antonio Susini les debia 8,185 pesos fuertes, 
menos 132 $ 17 cts. Que durante ¡a guerra del Para- 
guay falleció Susini, quedando sus bienes en poder de los 
Generales Aliados que habían asumido los poderes civil y 
militar para el Gobierno del 1 ragua y, mientras era po- 
sible á los naturales fundar sus autoridades propias. Que 
durante este intervalo los Generales Aliados entregaban los 
bienes muebles é inmuebles á aquellos que justificaban 
su derecho sumariamente. Que Grasso, invocando su ca- 
lidad de socio de Susini ante diclios Generales, reclamó 
sus bienes muebles, que le fueron entregados aceptándose 
este carácter, y consiguiéndolo asi en la resolución que 
se dictó, y dejando ú salvo el derecho de los acrcedures 
que pudiese tener Susini, para que repitiesen contra el 
supuesto ó verdadero socio Grasso. 

Que recibidas por Grasso las mercaderías do Susini, Jas 
remitió á Buenos Aires, las vendió y dispuso de su valor 
á pesar de haber prometido á sus representados pagarles 
la cuenta que se les debia. 

Que si Grasso era realmente socio de Susini, como tal 
tiene el deber de pagar esta deuda, y si no era también 
lo tiene porque invocó ese carácter y bajo esa condición 
se le entregaron los bienes mencionados. 

Pidió se condenase á Grasso al pago de la suma de- 
mandada con intereses y costas. 

Corrido traslado, Grasso contestó que nada debia á los 
demandantes, que nunca había tenido negocios con ellos 
y que es falso el carácter de socio do Susini que le 
atribuyen. 
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Que si los demandantes hablan tenido relaciones co- 
merciales con Susini, es contra él ó contra su sucesión 
que debían dirigir su reclamo, y no contra personas que 
nado lo debían y que ninguna participación habían tenido 
en los negocios que lo fundaban. Que como acreedor de 
Susini y usando do un dereelio perfecto había perseguido 
el pago do un crédito que tenia conlra ¿I, consiguiendo 
que se le entregasen algunos frutos por los Generales 
Aliados, con la pola condición de rendir cuenta á los 
herederos legítimos do Susini. One había cumplido con es- 
ta condición impuesta por los tres Generales Aliados, cuyos 
actos estaban fuera del alcance de los Tribunales de In 
Provincia como lo estaban también do los de la Nación, 
y que por consiguiente, ninguna intervención lo corres- 
pondía en los negocios del finado Susini. 

I'idi-'j se rechazara la demanda con costas. 

Sustanciado el juicio ordinario en todos sus trámites, 
so dictó este 



rallo del Tribunal de t'omtrrlo 

Ituenos Aires, Julio 24 Je 1873, 

Vistos : No teniendo mayor importancia todo lo que se 
dice en el último alegato sobre incompetencia de este Juz- 
gado en razón de que no ha sido opuesta a su debido 
tiempo, y por otra parte no so trata de sujetar ;t tela do 
juicio los actos de la Comisión militar: basándose prin- 
cipalmente la demanda, en que Grasso obtuvo la posesión 
de los bienes como socio do Susini, y 2" en el compromiso 
que contrajo con los demandantes de pagarles su crédito, 
se hace necesario considerar si estos hechos han sido ú 
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no debidamente comprobados ; y resultando que el primero 
de ellos lo ha sido suficientemente, pues consta por los 
documentos que el mismo Grasso acompañó á su alegato 
que justificó su carácter de socio con los libros y certifica- 
dos do que hace mérito en su presentación á la Comisión 
militar, los que sirvieron d esta de fundamento para la 
entrega que se le hizo en su calidad de socio habililador, 
sin que se registre en autos el menor antecedente que 
destruya la calidad de socio invocada en aquella presen- 
tación; que el segundo de los hechos arriba enunciados, 
como base de la demanda ha sido del mismo modo com- 
probado según resulta de la prueba producida ; y entóneos 
es indudable que, con arreglo á las prescripciones legales, 
existe el derecho por parte de los demandantes para pedir 
contra Grasso que se hagan efectivas Jas responsabilidades 
que aquellos hechos determinan, si se tiene presente: I o , 
lo que disponen los artículos 438 y 454 del Código de 
Comercio, y 2°, lo que igualmente dispone el art. 402 ; 
puesto que si el que tolera que se haga uso de su nom- 
bre en la razón social queda obligado solidariamente, con 
mayor razón el que lo invoca con libros y documentos. 

Por estos fundamentos, y no habiéndose objetado for- 
malmente la cuenta do l'mi, Itoncoroni, la que por otra 
parte ha sido justificada ; fallamos condenando á Llon Lo- 
renzo Grasso al pago dentro de diez dias de los ocho mil 
cincuenta y dos fuertes reclamados, con los intereses 
desde la interpelación judicial, y con declaración de que 
las costas deben abonarse en el orden causado. Repóngase 
ol sello. 

Tomás Isla — Juan E. Barra. 

Apelada esta sentencia por Grasso, fué confirmada por 
el siguiente 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



falla d>l Superior Tribunal de Junar i* de la 



Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de fojas ciento cincuenta y siete á ciento 
cincuenta y ocho : y satisfechas las costas devuélvanse, 
testándose previamente por el actuario, el párrafo marcado 
á luja ciento setenta vuelta, por irrespetuoso ; dejándose 
testimonio de él ; y recordándose al abogado y procurador 
que lo suscriben el deber de guardar estilo ; reponién- 
dose el sello. 

(Hay 3 rúbricas) 

Notificado Urasso, ocurrió ante la Suprema Corte es- 
poniendo : que apelaba de la sentencia definitiva pronun- 
ciada por el Tribunal de la Provincia, por ser ella noto- 
riamente contraria á la decisión do un Tribunal cuya 
autoridad era ejercida en nombre de las Naciones Aliadas 
cu la guerra contra el Paraguay, y cuyos fallos eran irre- 
vocables. 

Invocando el art, 1£ do la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales» pidió que, previo 
el informe correspondiente, se revocara la sentencia del 
Superior Tribunal de la Provincia. 

Falla de la Suprema Corle 

Ifuenus Aires, Noviembre 21 de IHri. 

Vistos: no hallándose comprendido el presente recuso, 
en ninguno de los casos que establece en el artículo ca- 
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torce de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Nacionales ; paos la sentencia definitiva dictada en 
esta causa por el Superior Tribunal de Justicia de esta 
Provincia, confirmando la do primera instancia, lejos de 
ser contraría á la validez de la decisión de la Comisión 
Militar instituida en el Paraguay por los Gobiernos Aliados, 
se Funda precisamente en ella, y parte del hecho de que 
los bienes del finado Don Antonio Susini fueron entrega- 
dos á Don Lorenzo Grasso, en el carácter de socio con 
que él los reclamó; se declara no haber lugar al recurso 
interpuesto. Satisfechas en consecuencia las costas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse los autos con el corres- 
pondiente oficio. 

Salvador María del Carril. — Fran- 
cisco Helgado, -» J. Daríos Pazos. 
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lía. Clemencia Parera, contra D. Eugenio Aldas, por 

cobro de pesos. 



Sumario. — 1° Concluido un juicio ejecutivo con la en- 
trega do una parte fiel erudito, y ordenada la caución 
juratoria al deudor de pagar el resto cuando llegase á me- 
jor fortuna, no puede decirse que hay juicio pendiente 
con respecto á la acción ordinaria que so entable después 
de 18 años para cobrar el resto do la deuda. 

2° Una demanda desechada íft liminc sin audiencia, ni 
citación de parte no produce el efecto de radicar el juicio. 

3o Kn las acciones personales es competente el juez del 
domicilio del demandado. 

Casa — , D* Clemencia Parera, entabln en 1853 anlc el 
Juez de l 1 instancia en el Paraná, doman da ejecutiva con- 
tra Eujcnio Aldas, por la cantidad de 3,477 pesos bolivia- 
nos y sus intereses. 

Kl juicio ejecutivo se siguió basta la venta de los bienes 
embargados y la uuírega de su produelo importante 873 
pesos bolivianos, que se hizo á cuenta del crédito, orde- 
nándose al deudor prestara caución juratoria de pagar el 
resto cuando llegase á mejor fortuna. 
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La referida señora intentó reabrir este juicio en Febrero 
del año 1872 ante ul mismo juzgado por haber sabido que 
su deudor se encontraba on Buenos Airas * gozando de una 
brillante fortuna. > El juez no hizo lugar fundándose en 
que la acción ejecutiva estaba prescrita. 

La acreedora ocurrió enlónces al Juzgado Nacional de 
Buenos Aires, demandando en vi a ordinaria á Aldas por 
el resto de su deuda. 

Dijo que la vecindad de la actora y del reo en diversas 
provincias, y la nueva acción entablada, daban al Juez Sec- 
cional la competencia necesaria. 

El Juez de Sección libró exhorto al de l 1 instancia 
del Paraná pidiendo los autos ad effechtm, videndi. El Juez 
del Paraná mandó el testimonio do los autos pidiendo so 
ordenara su abono por él de Sección, j diciendo no poder 
mandar los origínales, por la responsabilidad que pesaría 
sobro ¿1 en caso de estravío y por no poderse despojar al 
escribano de sus derechos de copias testimoniadas. 



del Jutíi SwvloiiNla 

Buenos Aires» .Setiembre "26 de tH7í. 

Vistos estos autos seguidos por Clemencia Parera, 
vecina de ta Provincia de Entro-Híos t contra D. Eugenio 
Aldas vecino de esta Provincia por cobro de posos ; y 
resultando: 1° Que por este mismo crédito so siguió de- 
manda ejecutiva ante el Juzgado de 1" Instancia de la 
ciudad del Paraná» juicio que terminó por los autos de 
2i de Febrero y 2 de Marzo último, no haciéndose lugar 
á la ejecución ; siendo de notar que desde antes de ¡as 
espresadas fechas, ya estaba avecindado en jesta Provincia 
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m demandado, todo io cual está constatado por la confe- 
sión del demandante y el testimonio do los autos respecti- 
vos, que corre de foja 31 adelante. 

2° Que aunque en el presente caso se trata de la de- 
manda ordinaria, procediendo esta del mismo crédito que 
la ejecutiva, debe deducirse ante el mismo juez que cono- 
ció de la última, no solo porque así se colije claramente 
del inciso cuarto del art. 12 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales de la Nación, según el 
cual siempre que en pleito civil el vecino do una provincia 
demande al vecino de otra ante el Juez 6 Tribunal de 
Provincia se entenderá que la jurisdicción ha sido proro- 
¡iada y que debe sustanciarse y decidirse la causa por los 
Tribunales Provinciales, sin poder ser traida á la jurisdic- 
ción Nacional por recurso alguno, y esta disposición que- 
daría violada si sobre el fondo del mismo negocio, y entre 
las mismas personas entendieran tribunales de diversos 
fueros, solo por la diferencia de medios ó vías empleadas 
para obtener el derecho que se litiga ; sino porque por el 
hecho de haberse recurrido antes los Tribuuales Provin- 
ciales, el negocio queda sujeto en cuanto á su resolución 
y á los recursos que puedan emplearse, á la legislación 
y jurisdicción Provincial. 

3° Que en el caso sub jadive concurren las circunstan- 
cias espresadas en el precedente considerando, puesto quo 
la demanda ejecutiva fué deducida ante el Juzgado Civil de 
la Provincia de Entre-ltios, en la ciudad del Paraná. 

A° < m >uo es un deber de los Jueces Nacionales declararse 
incompetentes toda vez que asi resulte del proceso, en 
cualquier estado de la causa, y aunque no se haya dedu- 
cido la incompetencia, no solo porque los procedimientos 
seguidos ante un juez incompetente, y autos y sentencias 
que pronunciare serían nulos, sinó porque así se deduce 
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del artículo tercero de la ley sobro procodi míenlos de los 
Tribunales Nacionales. 

5° Y considerando en cuanto á la nota del Sr. Juez 
Civil de ta ciudad del Paraná, pidiendo á esto J tizando que 
mande abonar oportunamente las costas del testimonio 
remitido por dicho Sr. Juez y sin pedido de este Juzgado: 

Que este Juzgado no solicitó del Juzgado Civil del 
Paraná la remisión de dicho testimonio, sinó la remisión 
de tos autos, y esto de oficio con el objeto de ilustrar su 
juicio y ad effectum videndi, lo que ha podido y debido ha- 
cer no solo porque es un uso general que los Tribunales 
del mismo país se presten el mas eficaz concurso entre sí, 
para la mas recta y pronta administración de justicia, sinú 
porque este es un deber que á los Jueces de Provincia les 
impone el artículo trece de la ley sobre la jurisdicción y 
compotencia do los Tribunales Nacionales y cu la hipótesis 
de haber podido el Sr. Juez Civil de la ciudad del Paraná 
resistir el cumplimiento de lo solicitado por este Juzgado, 
debió limitarse á aquello, y no ordenar se espidiera testi- 
monio cuando no habia parto que lo solicitara. 

Por estos fundamentos, declárase incompetente este Juz- 
gado para entender en la presento causa ; y contéstese al 
Sr. Juez Civil de la ciudad del Paraná, de acuerdo con la 
doctrina espuesta en el último considerando de esta sen- 
tencia. Impónganse los sellos, y notifíquese con el original. 

Manuel /.aválela. 

D* Clemencia Parera apeló en relación, diciendo: que la 
acción ejocutiva habia sido declarada proscripta de nfirio por 
el Juzgado Provincial ; que no habiendo pnr consiguiente 
juicio ejecutivo la jurisdicción provincial habia terminado; 
que ella tenia derecho do entablar la acción ordinaria y 
debia entablarla en Buenos Aires, no habiendo sido radi- 
cada ante el juez provincial. 
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Concedido ül recurso, be dictó ul siguiente 



Fallo I» ttu|ir?ui« Corte. 

Uuenos Aires, Noviembre 21 de 1872. 

Yislns ; Resultando que el juicio ejecutivo promovido en 
mil ochocientos cincuenta y tres por Doña Clemencia Ca- 
rera contra Don Eugenio Aldas anlo el Juzgado de primera 
instancia en lo civil del Paraná, quedó terminado por la 
venta que so tuzo de los bienes embargados y por la en- 
trega que del producto se hizo á la ejecutante á cuenta de 
su crédito, mandándose intimar al deudur, á solicitud do 
la misma acreedora, que prestase caución juratoria do pa- 
gar el resto cuando llegase ú mejor fortuna ; que habiendo 
intentado Doña Clemencia Parcra reabrir aquel juicio en 
Febrero del corriente ano ante el mismo Juzgado del Pa- 
raná este no hizo lugar, fundándose en que estaba pres- 
crita la acciun ejecutiva : que, dados esos antecedentes, 
y transcurridos diez y ocho aíios, no puede sostenerse que 
hay un juicio pendiente radicado en el Juzgado del Para- 
níi ; ni puede tampoco decirse que la gestión iniciada en 
Febrero haya producido el efecto de radicar allí ün nuevo 
juicio, desde que fué desechada in limine, sin audiencia 
ni aun citación de Aldas; que aunque, provenga del mismo 
origen, la quo hoy deduce Doña Clemencia Parera es una 
nueva acción para obtener el pa¿o de lo que por falla do 
bienes del deudor en la Provincia de Entre-Uies no pudo 
cobrar en mil ochocientos cincuenta y tres; que siendo 
esa acción meramente personal ha procedido legalmento 
ocurriendo al domicilio del deudor que es actualmente en 
esta Provincia ; y quo hallándose en el caso del artículo 

ift 
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segundo, inciso segundo, de la ley de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, sin que sea de 
oportuna aplicación por lo que queda dicho» el inciso 
cuarto del artículo doce de la misma ley, el Juzgado de 
Sección es competente ; se revoca el auto de foja cuarenta 
y nueve en la parte apelada, y satisfechas las costas, de- 
vuélvanse á dicho Juzgado para que, conociendo del asun- 
to, procede y determine con arreglo á derecho. 

Salvador M. del Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — Jüsé Barros 
Pazos — J. C. Ggrostiaga.— J. 
Domínguez. 




D. Júti Catoni con f>. Federico Garrigós, sobre 




Sumario. — i° Siendo definidas por contratólas obliga- 
ciones que se han de cumplir en un tiempo dado, no 
hay necesidad de que sean préviamente determinadas por 
sentencia y el tiempo trascurrido en el juicio corre en 
esta caso á cargo de quien lo ba promovido. 
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Caso. — La causa sobre aumento de alquiler y repara- 
ciones, entre Ih Federico Garrí £6s y D. José Gatoni, de- 
finida por fallo de la Suprema Corte de 5 de Setiembre 
de este año, diÓ lugar á la siguiente cuestión entre los 
mismos litigantes. 

Gatoni en 23 de Enero de esto año pidió se determi- 
naran por peritos las reparaciones que debían hacerse con 
arreglo al contrato en la casa que tenia que desocupar 
al fin del mismo mes. Estas se determinaron por un 
arreglo quo concluyó en 15 de Agosto por haberse en 
el ínterin interpuesto por Garrigós una apelación, que no 
fué admitida por la Suprema Corte. 

Hecha la entrega de la casa, Garrigós 



dasen los alquileres adeudados por Gatoni por el 
de tiempo entre 1° de Febrero y 15 de Agosto, 




el tiempo empleado en las reparaciones ; que no creía es- 
tar obligado á pagarlos por el tiempo en que Garrigós ha- 
bía obstado a las reparaciones, deduciendo oposiciones y 
recursos ilegales como la referida apelación que duró raas 
de mes y medio. 



Falla del Juca Seccional. 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1812. 

Y vistos: considerando — I* Que aunque es verdad que la 
parte de Garrigós fué considerada como litigante temerario, 
y como tal condenado al pago de las costas por sentencia 
do la Suprema Corle ; todo lo cual consta de los autos 
principales, dicha sentencia no innovó en Lj obligacio- 
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nes que el contrato impuso á los litigantes, y por con- 
secuencia es incuestionable el deber que tiene la parte 
de Catoni de entregar la casa en la fecha y en el esta- 
do determinada por el contrato, so pena do tenor que 
indemnizar al [ ropietario los daños que se ie causaren, 

2" Que de autos consta que Catoni no devolvió la ca- 
sa en La fecha indicada en el contrato, ó al menos en 
las condiciones en que debía entregarla según aquel ; 

3 o Que por consecuencia ha habido mora de parte de 
Catoni en el cumplimiento de las obligaciones que había 
contraído, y esta mora te impone la responsabilidad de- 
terminada en el primer considerando; 

4<> Que loa recursos y demás medios delatónos que 
Catoni dico fueron empleados por Garrigós no han sido 
un obstáculo para que aquel cumpliera sus obligaciones» 
pues estando estos claramente definidos por el contrato, 
el inquilino debía conocerlos, y cumplirlos sin necesidad de 
que previamente se determinase por sentencia cuales eran 
las reparaciones quo le correspondía hacer, á lo que se 
agrega que si Garrigós apeló del auto en que no se ha- 
cia lugar a* su solicitud para que se señalara á Caloni el 
término perentorio de seis dias para hacer las reparacio- 
nes y se invirtió mes y medio en la apelación, como lo 
dice Catoni, esta era una razón mas para que procedie- 
se mas rápidamonte A hacer diebns reparaciones. 

Por estos fundamentos, procédase á la liquidación de 
la cuenta de alquileres hasta la fecha de la entrega de- 
finitiva de la casa á su propietario, Don Federico Garri- 
gós y nolifíquese con el original. — Repónganse los sellos, 

Manuel Zavaicta. 
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Catoni interpuso recurso de apelación, Dijo: que á la 
fecha del vencimiento del contrato no se había dictado 
por el juez en la causa principal la sentencia que dccla- 
rüha cuáles eran las reparaciones a su cargo; que Garrí- 
gós liabia procedido temerariamente en la referida cues- 
tión ; que la sentencia apelada parte de la base de que el 
punto de ias reparaciones era claro, mientras estaba en 
cuestión y la sentencia de 1' instancia no se liabia dic- 
tado. 

Concedido el recurso en relación se dictó el siguiente 



Falla de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1872» 

Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas ti 
auto apelado de foja ciento veinte y ocho; satisfecha- y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Salvador Mama del Cáhuil. — FRAN- 
CISCO Delgado. — Jusé Da uros Pa- 
zos, — Sust D. Gorostiaca.— José 

ÜOMLNtiLEZ, 



T. IR. 



JO 



W4 t \LLUS 1>E I.A Sri'KKMA CUHTE . 



Üon Pedro lios&o c<>n fos Señores Perdlt y €*, por oúrn 
de ¡Ules, estadías y daños y pcijuteiox. 



Sumario. — 1° No es bastante que el fiador renuncie la 
fianza para que quede exonerado de ella, si no consta el 
consentimiento del liado, y aquel en cuya garantía se lia 
constituido la fianza consiento un La renuncia con la calidad 
de sustituirse por olra liarua. 

2" Jlcspucs de ejecutoriado el auto que lia resuello 
excepciones dilatorias, debe evacuarse el traslado con- 
ferido de la demanda en el termino de seis dias. 

3" YA silencio del juez sobre una petición no puede in- 
terpretarse como una admisión tacita do la misma petición. 

Caso. — Don l*edro Itossu propietario ilel patacho « l" i nal 
Pia Segunda demandó ó lus señores t'erulli y O 1 , por 
la cantidad de 440 £ Fls. importo de estudias y de ?ÜS S 
fts. importe- de Hete, con mas los danos y perjuicios por 
la detención del referido buque. 

Conferido traslado, lus demandados oblaron el líele, y 
declarando que no creían estar obligados á papr estadías; 
opusieron al demandante la escepcion de arraigo del juicio 
por ser estrangulo y no domiciliado eu la República. 
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Hosso ofrocíó la fianza de D. José A. Novaro; á los 
pocos dios de otorgada la fianza, Novaro pidió so dejara 
sin electo, no conviniéndole continuar en ella por sor 
indeterminada 

Curridu traslado, contestaron l'erelli y C\ quo no tenían 
inconveniente en que se presentara olro fiador, y pidieron 
quo en el ínterin so declarara suspenso el término legal 
para contestar La demanda, 

Itosso acusó rebeldía a" los demandados, y el Juez pro- 
veyó lo siguiente — Hítenos Aires, Octubre 5 de 18¡2 — 
liilimcfte ti U demandólos eraenen el traslado pendiente den- 
tro de, fS4 tumis bajo el apercibimiento de proceder en rebel- 
día. — /a vate ta, 

iVrelli y O pj dieron revocatoria» apelando in subsidhtm. 
n.jcron que liosso estaba obligado á arralar el juicio ; 
(Jilfl la fianza do Novaro había quedado sin electo no ba- 
íiiendo ollus lo-clio op&tfitioii ;i su petición ; que clbis 
liabián jé pedido se declarara suspenso el término para 
contestar hasta que les presentara ulr.i lianza. 



rallo <<rl Juez, ftrrrioitul 



lineaos Aires, Octubre * de 1812. 

Cutis iderando que no es evaeto, que baya quedado sin 
i'l'i.Ttti la lii.n/i otorgada por Novaro, por ri,i:i!n dt-l mismu 
precedente escrito consta que ella está vigente ; y no es 
bastante, que id dador renuncia á la 11 ¡triza para que quede 
exonerado de ella sin coi^unliniicuto di l fiado, cuando 
por olía parte aquel en cuya garantía se iia constituida 
la fianza, si bien consiento en que so levante la oturgada 
por Novaro, lo baee con la calidad, de que el liado otor- 
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gue nueva fianza; considerando además, que aun que es 
verdad, que en el último escrito presentado por esta parte 
pidió, que se declarara en suspenso el término para con- 
testar; el juzgado no hizo lal declaración, a lo que se 
agrega que cuando la parlo de Perelli y Compañía dedujo 
dicha solicitud estaban ya vencidos los seis días, dentro 
de los cuales debió evacuar el traslado pendiente con arre- 
glo al artículo ochenta y cinco de la ley de procedimien- 
tos para los casos en que como en el presente debiere 
contestarse á la demanda después de ejecutoriado el auto, 
que resolviendo las escepciones dclatorías, ordenase con- 
testar derechamente la demanda : no ha lugar á la revoca- 
toria, que se solicita y se concede en relación el recurso 
de apelación interpuesto. Repóngase el sello. 

Züvakta. 



Fallo de la Suprtnu» Cene 

Dueños Aires, Noviembre 20 üe 1872. 

Vistos: por los fundamentos del auto de foja ciento y 
«atorce vuelta, se confirma con costas el apelado do foja 
ciento y diez vuelta; satisfechas y apuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

Salvador M. del Carril. • Francisco 
Delgado. — José Bar nos Pa- 
zos. — J. B. Gurostiaca. — J. 
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CAUSA <:\\v\ii. 



Hocca Unos, contra Don Felipe Iteenlde, por cobro 
ejecutivo de pesos, recurso de queja. 



Sumarlo. — X a l.os Jueces do Sección son competentes 
pan entender en las demandas por cobro de pesos enta- 
bladas contra los Cónsules exlrangeros. 

2° Cuando un Cónsul cxlrangero es una de las partes, 
la Suprema Corte no ejerce su jurisdicción originaria si 
no versa la causa sobre los privilegios y exenciones del 
Cónsul en su carácter público. 



tla&ti, — Fn 10 de Noviembre de 1872 se presentó D. 
Felipe Recalde, ante la Suprema Corte esponiendo : 

(jue como Cónsul (I en eral del Paraguay había firmado 
la aceptación de unas letras giradas por el Cobierno de 
dicha República. 

Que no habiendo sido pagada una de esas letras, lo 
demandaban los Sres. Hueca linos ejecutivamente por 
ella ante el Juez, de Sección de esta Provincia, quien ba- 
bia dictado el aulo de solvenelo contra el espolíente, se- 
gún el cedulón que acompañaba. 
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(,lue resultaba del cedulón acompañado que la demanda 
babia sido puesta al Cónsul de la Hopúblíra tlel Paraguay, 
firmante de la letra y que, como so demandaba a un in- 
dividuo en su carácter de Cónsul, el Ju/g:ulu de Sección 
era incompetente» porque la Constitución y el art. \'\ in- 
ciso Í" de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, reservaban a la Suprema Corte el 
conocimiento de estas cuestiones, romo esto Tribunal lo 
Kabia resuello ya en un caso análogo, lijando la jurispru- 
dencia, 

Pidió fe remitiera oficio al Juez de Sección para que 
se inhibiese de conocer en dieba causa, y remitiera el 
espediente á ta Suprema Curte 

La Suprema Corte ordenó míe informase el Juez de la 
causa. 

Kl hn-¿ de Sección informó <|ue es cierto míe babía dic- 
tado auto de sol vendo contra l). Felipe Recaída por el 
pago do una leí ni que aceptó como Cónsul llene ral de la 
Itepóbliea del Paraguay, que lo era en la feeba de la acep- 
tación. 

En seguida se dictó el siguiente 

Fthllo dp la *ii|imtiB < ort* 

Hueitus Aires, Nnvien.bre 26 d» 1 187:2. 

Constando «leí precedente inerme, míe el auto de sol- 
vendo dictado por el Juez de Sección contra Uon Felipe 
Kecalde, es 'para el pago de una letra que aceptó, como 
Cónsul General de la República del Paraguay, y no po- 
diendo l;i Suprema Corte ejercer su jurisdieciuu originaria, 
sino en las causas en que se versen los privilegios y exen- 
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dones de los Cónsules extranjeros cu su carácter público, 
se^nn lo cspueslo pur los artículos ciento y nnn «!o la 
flonsUliirion, y primero, inciso coarto de ln ley sobro ju- 
risdicción y competencia do Tribunales Nacionales; 
Do lia lugar al recurso iulerpeato y areliivuse. 

S.ti.vu»"» Muíia mx Cáhuil. — Fkan- 
gisco Delgado. — Íosé Barbos 
Pazos. — ¿osé B, Gohostjaga. — 

j. lliVtlIMit'KZ. 




CSrimi»»/, rt>nfi7i .|fr*/M*fo /Vi/e. friw/iic ^'^'.'/. 
ihttlUrtno t'ffel y rrtwn*™ 04»l> F*»«, *l**fweeifíl| 

<fe efecto* fes almacenes de aduana. 

Sumario — I ' Kl artículo NI de la ley penal se refiere á 
los autores principales del delito. 

í!*> Los cómplices ol.in sujetos ;í las penas del dereclin 
común, coa lu modilicacioii indicada en los artículos !Ki y 
II "> de la ley nacional penal. 



un 
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3* La práctica de aplicar menor pena ó los cómplices 
que á los autores principales de un delito, debe observarse 
especialmente, cunado contra estos concurran circunstan- 
cias agravantes, y la participación de aquellos ha sido 
posterior al delito. 

Casa* — Augusto Pehle, Enrique Jacubey, Guillermo t'l- 
íel y Francisco Oskar Frott, fueron acusados por robo de 
i f> íMos sustraídos de los almacenes de aduana, con esea- 
> .lítenlo y estraccion; los dos primeros como autores prin- 
cipales, y los segundos como cómplices y encubridores del 
hurto. 

El Procurador Fiscal pidió contra Pclho y Jacubey, la 
pena de seis años de trabajos forzados y contra L'lTel y 
Frolt, la de i años, quedando obligados todos á la resti- 
tución de los efectos hurtados. 

Li defensa da Polilc y Jacubey se limitó i pedir el mí- 
nimum de la peni, invocando las circunstancias atenuan- 
tes» de ser el litrrío de poca importancia; la defensa de 
l'ñ'el sostuvo que él ignoraba el delito de antemano, y 
que, aunque sabedor de él después de cometido, no dió 
ayuda, ni consejo á sus autores; la defensa de Frolt se 
fundó en las mismas razones agregando el criado de beo- 
dez en el que los autores del burlo le llevaron consigo al 




del delito. 



Fallo ilc-1 Jurz flerfional. 

Rueños Aires, Setiembre 33 de mi, 

Y vistos, estos autos contri Augusto Pehle, Enrique 
Jacubey, Guillermo niel y Francisco Oakar Frolt, por 
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sustracción de efectos de los almacenes de Aduana y re- 
sultando de ellos : 1" Que los primeros se pusieron de 
acuerdo sobre los medios <Ie ejecutar un hurlo en el alma- 
cén de aduana conocido por de llernet, valiéndose para 
ello de un escalamiento en tina casa vacía en la callo ¿í» 
de Mavo íi donde daban los Tondas del referido almacén y 
fijando definitivamente el momento de la ejecución 7 -° 
Que licuado este, mientras Jacubey se ocupaba en la casa 
varía de practicar una oradacion en los fondos del depósito 
de Aduana, Pehle, por su parte aseguraba los resultados 
de la intentona, para cuyo objeto se vio con Francisco 
Hskar Frott, á quien indujo á que fuese á beber con él sin 
comunicarle su proyecto concertado con Jacubey y que 
trataban de poner en práctica ; 3' Quo en seguida llevó A 
Frott á varios puntos donde bebieron juntos pasando en fin 
á la casa de Guillermo UlVel, Reconquista 211 1 donde 
continuaron bebiendo, siendo servido el licor por el misino 
LJiíel ; 4" Que al salir de allí en dirección á la casa vacía, 
les acompañó este último separándose á alguna distancia ; 
5" Que al penetrar Pelite y Frott á la casa vacia por una 
reja, que estaba rola, y dá á la calle 25 de Mayo, estaba 
este último en un estado do completa beodez, quedando 
tendido en el suelo sin conocimiento durante todo el tiem- 
po en que Pehle concluyó la perforación sobre el depó- 
sito, que había principiado Jacubey, í quien encontraron 
ya en esta tarea ; Que concluida esta operacinn sin parti- 
cipación alguna de Frott á quien no tomaron en cuenta al 
punto de haber ignorado Jacubey su existencia, penetraron 
en el depósito rompiendo dos cajones cuyo contenido sus- 
trajeron ; 7" Que á la mañana siguiente llevaron las ca- 
misas y sombreros sitslraidos á la casa de üffel, siendo 
el mismo Frott portador de un atado, y fueron recibidos 
allí por el mismo UITol haciéndose el reparto de algunas 



U2 FALLOS DE LA SÜPBBMA CottTE 

camisas, y reservándose lo Jemas pnr.i venderse ; v K" 
Que Frott en compañía de l'ehle vendió á l>. Gerónimo 
\ tiD^D, cuatro docenas de camisas, v considerando: I" Une. 
de los h echos arriba relaciónalos tales cuales se desprenden 
de las declaraciones de los misinos procesados, tus indicados 
Augusto Pehle y Enrique Jacubcy son los ejecutores v 
principales acontes de la sustracción de electos del depó- 
sito de Aduana conocido por de Yerriet, valiéndose para 
ello de escalamiento á una casa vecina y efraecion en el 
almacén robado; tí" Hite no está probada la participación 
anterior ú en el acto mismo del delito do Francisco Oskar, 
Frolt y (Juillermo Uí'el, perú si bien se fia conslatado que 
Peble y Frott estuvieron bebiendo en la casa de- aquel y 
fué luego acompañándolos alguna distancia cuando sn di 
rijian al Jugar del delito, estos beclins no suponen nece- 
sariamente la complicidad anterior, debiendo en caso de 
duda interpretarse favorablemente al abusado, y por lo qm- 
respecta á Frott, si bien resulta que acompañó á Peble á 
la casa de Uíl'el y de allí r¡l In^.ir del hurto pendrando 
con él en la casa iubabitada, resulta laminen de las mis- 
mas declaraciones i|ne son á su car«o ( que no conocía el 
plan do su compañero y tampoco concurrió á la ejecución 
de él por eslar sin conocimiento por su eslado de beodez ¡ 
Que ambos concurrieron después á la ocultación de lo 
sustraído; lile!, prestando su casa para que se biciere en 
ella el depósito que recibió personalmente, y Frott tomando 
pdrte en la repartición y concurriendo a la venia de las 
camisas; 4" Que refiriéndose el articulo Si déla ley pe- 
nal, SOÍ0 a los principales aulore> del delito sus disposi- 
ciones no comprenden a los cómplices que solo bnn tenido 
participación después de ejecutado el becbo, quedando por 
supuesto estos sujetos á las penas establecidas por el 
derecho común con la modificación contenida en el art. 
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93 ; y T» f Juc según las prácticas establecidas por nuestra 
jurisprudencia, la pena de los cómplices es siempre menor 
que la de los principales agentes, no obstante el principio 
contrario consignado por las partidas, siendo especialmente 
atendible en este caso esta práctica, en ijue la participa- 
ción es posterior a) delito y cmicurren circunstancias 
agravantes contra los principales autores, Por estos fun- 
damentos, tallo: declarando A los procesados Augusto iVhlo 
v tr< rniiioio Jaeuboy, contesos «leí delito do sustracción do 
efectos de li>s depósitos do Aduana, con la circunstancia 
agravan ti; día haberlo ejecutado con escalamiento y l'i ac- 
hira, y cómplices ocultflídofes á Guillermo Urfel y Francisco 
Oskar I' Volt, condenando en su consecuencia á los pri- 
meros á la |iena de seis años de leu bajos forzados, que 
deberán contarse desde el dia en míe esla sentencia fuere 
ejecutoriada, y á l«»s segundos á un año de prisión en el 
que deberá coto ¡Hitarse el tiempo fpic llevan sufrido, de- 
biendo unos y oíros devolver los objetos sustraídos ó sa- 
tisfacer su importo solidariamente y las costas del juicio. 
Mígase saber, repónganse los sellos y comuniqúese al 
Poder Ejecutivo, para su cumplimiento, 

Awlrh IJtjarriza, 

El Procurador Fiscal interpuso recurso dr apelación res- 
pecto a 1 "llV*1 v Fmlt, y concedido libremente el recurso, 
pidió se condenaran estos á tres años de trabajos forzados 
por ser cómplices ocultadores del hurto y por tener el juez 
que aplicar las penas graduadas establecidas por la ley, y 
no la arbitraría de un ano. 

Los defensores do Frott y l'tlel y él de Pelilc se adlii- 
ricron á la apelación, pidiendo los primeros la libertad de 
sus defendidos, y el segurólo una diminución de pena. 
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Buenos Aires, Koviembrre 28 de 187í. 
Vistos, por sus Fundamentos se confirma el auto apelado 
de foja Betenta y dos, y devuélvase. 




liARnos Pazos. — J. B. Co- 

R08TIAGA. — J. 



Don Juan Pruzso contra Don Marcos L Cosía, 
por cobro de pesos. 

Sumario. — Una liquidación practicada en conformidad 
á las constancias de una sentencia ejecutoriada, debe ser 
aprobada. 

Coso, — Ejecutoriada la senl^ncia de la Suprema Corte 
en los autos seguidos por 0. Juan Vmuo contra D. Mar- 
cns L. Costa, por provisiones al v;tpur • Teresa >, el Juez 
de Sección mandó hacer la liquidación correspondiente 
del crédito del demandante. 
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á 



El actuario hizo una lír 
de Pruzzo de 33,377 $ m/c. 

Costa dijo 4110 e s la liquidación cataba equivocada, pues 
no debia mas que £1,377 $ m/c. y cien pesos 

Pidió que asi se declarase. 



Jufz de 



Rúenos Aires, Octubre de 1811 

Considerando, que la sentencia se refiere al saldo, ^ue 
resulte después de deducido los trescientos pesos fuertes 
que la misma declara haberse cargado de esceso en el 
haber de Costa, y no siendo en tal caso el saldo re- 
sultante el espresado por esta parle, por cuanto en el 
último no se lia hecho dicha deducción ; no ha lugar ¡i lo 
solicitado en este escrito y apruébase dicha liquidación. 

ZavaUta. 

este auto, fué confirmado por el 



rallo de la 



lorie. 



Buenos Aires, Noviembre 30 de i87¿. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto apelado do foja ciento cincuenta y siete vuelta, 
satisfechas y repuestos los sellos, devuélvase. 

Salvador M. [>el Cáhuil. — Francisco 
Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — J. B. GonoSTUCA, — J. 

LL::lnguez. 
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Don José Sorches con Don Guillermo Arrimij, sobre 
cumplimiento de un contrato de compra y venía. 



Sumario. — |o 4 \ } jas i ;i alegar como posible la existencia 
tic menores, sinú que es necesario acreditarla, para de- 
mostrar ta insuficiencia de títulos que se basan sobre una 
prescripción que reúne ludus tus estreñios de la ley. 

2* La circunstancia de lindar u:i terreno con una calle, 
aunque puede ser importante en sí misma, no es tal, que 
entregándose sin ella un terreno vendido, pueda decirse 
que nn se liace la entrega de tu espresado en el contrato, 
o* Presentando el vendedor Jos títulos legítimos y su- 
ficientes de la cosa vendida, no puede obligárseli \ prestar 
la fianza establecida en el art. 101, tít. 0", Itb. 2', Cód. 
Civ. 

4o No pudiendo estimarse, como manifiestamente teme- 
raria la resistencia de una do las parles litigantes, no licno 
derecho ta otra de pedir que se condene á esta en los da- 
nos y perjuicios, y en las costas. 
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dm. — D. José liorcíies vendió A Ü. Guillermo Arning, 
fiarte He una finca situada en Üclgrano. 

IW-husí rulóse Ariiing á realizar su compra, Jlorches lo de- 
mandó antee! Juzgado Nacional para que se le compeliese al 
cumplimiento del contrato, protestándolos daños y perjuicios; 
y «'<i apoyo do su demanda presentó los títulos di- su pro- 
|»>í'dad ¡í la !m a ¡i sabor; I •• Venta por parle del lu>- 
hieruo del terreno relativo á (avio* de I)' Matilde AlU-rli en 
ÍSíW; ± Declaratoria de l) a Matilde Alborti en 1839, es- 
p rosando haber vendido la referida quinta á su lujo don 
Zacarías Torrecillas por el precio recibido de 5 mil pesos, 
y otorgamiento do escritura do venta de la misma quinta 
d favor do la viuda do su diebo hijo D* María rulóos; U<> 
Venta de áÜ de Junio de I)' María l-'uloo< a ll Josi- 
llore lies. 

Corrido traslado, contestó Arníu£ oponiendo tíos eseep- 
ciones : V a Uto- los Ulm 1 .»* rjo eran suiieientes para jiiati* 
licar la propiedad de Burches, porque el terreno era da la 
testamentaria de Torrecillas, y no de su viuda, á quien no 
pudú la madre de el otorgar la escritura; y que no ha- 
biendo sido su heredera la madre, debía decirse que exis- 
tían hijos del ni ¡sino ] que si estos eran menores, no había 
podido proceder prescripción ; 2o Que la Municipalidad de 
Beluario no permitía que se abriese una callo que había 
sido garantida por el vendedor. 

Conferido traslado de jas csccpeioncs, contestó líorches 
que los títulos eran suiieientes ; que se otorgó la escritura 
a favor de Mari a Fideos purqne la madre de Torrecillas 
sabia que la linea había sido comprada con dinero do ella; 
que en caso de no ser suficientes bastaría para la pres- 
cripción la posesión mas que freintenaría ; que en ludo 
caso habría podido Arning pedir ó el subsanamienlo de los 
títulos ó una liaiwa para la eventual rustilueiun del precio ; 
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que él no liatiia garantido la callo invocada por Arning; 
que no habría podido garantirla tampoco, porque su aper- 
tura depende del consentí miento de los vecinos y do la 
autoridad. 

Kucibida la causa ú prueba sobre la parte de la cuestión 
relativa á la apertura de la calle, se dictó el siguiente 

t del «Bim fletctoiiftli 

Buenos Aires, 2áde Agosto d« 1872. 

Vistos, estos autos seguidos por el ciudadano argentino 
Ü. José Borches, contra el ciudadano cstrangero Gui- 
llermo Arning, exijtcudo el cumplimiento de un contrato de 
compra-venta, resulla lu siguiente: 

Primero — Que en diez y seis de Agosto del año pdo,, el 
corredor D. Adán Altget vendió á Lh Guillermo Arning por 
órden y cuenta de t). José Borches, parto de la finca de 
este situada en el Municipio de Belgrano, sobre la calle de 
Santa Fé, lindando al Norte calle por medio, con el terreno* 
con Trente de ciento á ciento diez varas, y fondo hacia la 
barranca de ciento veinte y cinco varas garantidas basta 
dar con la calle que se vá a* abrir en la continuación del 
deslinde de los terrenos de Piaggio, Plowes y otros, siendo 
convenido que en el caso de no dar las ciento veinte y 
cinco varas garantidas, el vendedor abonaría al comprador 
la diferencia en proporción, al precio que era el do dos mil 
pesos moneda corriente por vara de frente, pagadero a) 
firmarse la escritura ; todo lo cual se halla justificado por 
ta cópia autorizada del boleto, la que corre á íoja dos, y 
cuya exactitud ha sido ^lícitamente reconocida en la 
contestación á la deman 
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Segundé. — Qué con fecha uncu del siguiente mes (Se- 
ht-iiilin-., Armng dirijió al corredor interventor la carta que 
original corre á foja dos, y en la i|iie le comunica rjiio no 
puede realizar la compra que por conduelo hizo a It, 
.!"><■ Itoivhi i n virtud de Iih ht su .di.i^.ilo <,'Urnt¡!iadu 
deficientes los títulos de propiedad, corno lo demoslraba 
la copia de su dictamen que lu incluia. 

Tercero. — Qué el corredor entregó la espresada carta al 
vendedor I). Jms¿ irehos, quien, acompañándola con los 
títulos de propiedad V la copia referida del huMo de venta, 
se presentó deduciendo demanda centra 1). Guillermo 
Arning para que se le compeliese al cumplimiento fiel 
contrato, reo hiéndese del terreno y escritura respectiva, y 
abonando en el mismo acto el precio convenido; protes- 
lando lus intereses, d.iños y perjuicios, que pudiere produ- 
cirle la resistetn'i.i del demandado. 

Cuarto. — Que de los títulos de propiedad del demah- 
liante, y que en copia testimoniada, corren do íojas ciento 
siete á ciento treinta y dos, resulta lo siguiente ; Primero; 
Kn Jie/ de Junio de mil ochocientos treinta v nueve el 
Gobierno de la Provincia otorgó á favor de l) J Matilde Al- 
berti escritura de venta de lus terrenos de la Chacarita, 
que poseí. i entonces y que son los poseídos actualmente 
por Horches* y dentro de cuyos limites, según la demanda 
y contestación, está im luida la tracción de terreno á que 
se relicre el boleto 'de Tuja dos; habiendo dicha escritura 
de venta sido revalidada en Ircs de Mayo de mil ochocien- 
tos sesenta y cuatro, por el Gobierno existente en la última 
fecha (tujas ciento y ocho á ciento diez y siete) ; Segundo : 
Kn veinte de Junio del mismo ano, Matilde Albcrti, 
vi mía do I), lía si lio Torrecillas, es tendió es cr do ra decía* 
rando quo en once de Febrero de mil ochocientos treinta 
y emeo había, otorgado ante testigos uti documento de 
t. ni. 31 
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venta en forma á su hijo II. Zacarías Torrecillas de la 
quinta á que so refiere la anterior escritura por la cantidad 
de cinco mil pesos moneda corriente que recibió en id 
misino día para otorgarle escritura en forma luego de ob- 
tener ios comprobantes, necesarios y que como había ya 
obtenido la propiedad del terreno otorgaba escritura de 
venta á la viuda de su dictio hijo IK María Kuleus, sus 
lieredcros y sucesores (escritura de injas ciento diez y púhp 
vuelta á ciento veinte y cuatro vuelta* ; Tercero : En la 
misma ("ceba indicada de veinte de Junio de mil ochocientos 
treinta y nueve Ü' María Fuleos do Torrecillas por escri- 
tura pública vendo i á U. José Burches la misma quinta de 
que hace mérito la precedente escritura, declarando que 
en quince de Mar/o de mil ochocientos treinta y siete 
vendió exlrajudicialmentc á tí. José Uorches la espresada 
quinta, según documento que al electo le había otorgado 
ante testigos, obligándose a formalizar ta venta en forma 
tan luego como se allanasen los inconvenientes que st? 
ofrecían á causa de que !)' Matilde Alberli, á quien se li 
ompró no le hahia entregado la respectiva escritura de 
jcnla, pero que habiéndolo ya efectuado, cumplía el deber 
que hahia contraído por su parle, otorgando como otorgaba 
escritura de venta á favor de U. Jn>é Uorches, sus here- 
deros y sucesores (escritura de fojas ciento veinte y cinco 
á cumio treinta y una). 

Quinto. — Que corrido traslado do la demanda, lo eva- 
cuó la parle de Arning acompañado la cópia, que corre á 
luja veinte y nueve, de una nota que dirijiú al Presidente 
de la Municipalidad de Uelgrano, en cuyo partido está si- 
tuado el terreno de Burches, con el objeto de averiguar 
sí dicha Municipalidad consentía que se abriese una calle 
en continuación del deslinde de los terrenos de Plowes, 
Uorvalan y l'íaggio, atravesando el terreno de Üorcbes en 
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linea paralela con el trente de dicho lerreno sobre la calle 
de Santa Fe, y la contestación del Presidente, que original 
corre á foja treinta, y so^un la cual; la Municipalidad ha- 
bí? resuello que no es permitido a* ningún particular 
abrir calle en sus terrenos sin su autorización, y que no 
permitiría la abertura de callo alguna que no estuviese en 
conformidad con el [daño de la corporación, el que pres- 
cribe la continuación roela de las calles de Belgranu ; y 
que no oslando en estas condiciono*, la calle que doler- 
mm.dia Arnifii:, ta Municipalidad no permilia que su abriese. 
Sesto, — (Jue el demandado, apoyándose en los títulos 

presentados pur lio re lies, y en los documentos cuvo resú- 
men acaba de hacerse en el párrafo anlt/iiur, opone curtirá 
Ja demanda las siguientes escepeiones; primero, que el 
u-ndedur no puedo pur insuficiencia de sus titules cumplir 
la obligación, á que se sometió por el boleto» de transfe- 
rirle l.i propiedad de la cosa vendiihi, y que no podiendo 
cumplir dicha ubicación, e! comprador CStá exonerado do 
luda uLligacion por su parle, porque comprar cosa que 
sabe quo no es de la propiedad del vendedor, os no solo 
esponorse á que aquella le fuese reivindicada por el ver* 
dadero dítono, siuó que so despojaría, con arreglo al arti- 
culo sute, titulo tercero, sección tercera, libro segundo 
d.-l I.i-i1j-o fivil, de lodo derecho para cMjsr la restitución 
del precio, como nimiamenlo de la verdad del hecbu es- 
puesto por ó!, do no ser llórenos propietario de la cosa 
vendida, Ims mismos títulos pn sentados por ésto de los quo 
resoltaba begun Arning que el verdadero dueño había sido 
U. Zacarías Torrecillas, sin constatar como había pasado 
dicho terrino á la propiedad de la viuda de dicho Torre- 
tallas, Ü J María Fulcos, que es quien aparece vendiéndolos 
ó líorcbes ; pudiendo por consecuencia suceder que Torre- 
cillas hubiese dejado herederos que tuviesen derechu á la 
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prupiedad del terreno poseído por el do mandan te, hereda- 
ros que podrían haber sido menores du edad y que tal ve¡t 
hubiesen fallecido dejando también lujos mem res, lo que 
seria un impedimento liarla para La adquisición de la pro- 
piedad aun por la prescripción de treinta años ; pon] Hi- 
para que ella tuviese lugar se ivqueriria que el poseedor 
se creyese duerío, circunstancia que no puedo concurrir en 
(tu relies que, por sus mismos títulos, sabía bien que el 
dueño era la testamentaria de Torrecillas ; á lo que ¿c 
agregaba que aun que Porches fuese posedor de buena IV- , 
es probablo que la posesión hubiese estado en suspenso, 
porque cuando I)' 81? tilde Albor ti escrituraba la quinta á 
favor de su hijo, muertu ya, era porque sin duda alguna 
había drjado descendientes, cuya existencia únicamente po 
día escluirla de su sucesión , y que si los descendientes 
eran menores, y hubiesen fallecido dejando á su ve/ hijos 
ó lierederus menores, no babria transcuirido un solo año de 
posesión legal. 

Sétimo. — Que Arninií opuso también la escepcion do 
que el vendedor se iiabia comprometido á darle sobre el 
londo del terreno frente é una calle que debía abrirse, y 
que esta obligación tampoco poilia cumplirse porque la 
Municipalidad de ¡telaran© había declarado quo no permi- 
tiría la apertura du dicha calle, como lo justificaban la co- 
pia de la nota que, al objeto de esclarecer este punto, 
Iiabia diríjido á dicha Municipalidad y la contestación orí- 
jinal de esta corporación, documentos ambos que acompa- 
saba y que corren á fojas veinte y nueve y treinta, y que 
la imposibilidad en que se hallaba el vendedor de cumplir 
esta obligación, autorizaba al comprador para solicitar in- 
mediatamente la rescisión del contrato, con arreglo al ar- 
ticulo noventa y dos, título tercero de la compra-venia, 
Cudigo Civil. 
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Octavo —Ouo corrido traslado á" Borchcs de los docu- 
mentos acompañados por .\rnin£, I" <-\arii.'. aquel soste- 
niendo : Primen, que tos títulos eran suficientes para justi- 
ficarla propiedad, y que sí no lo fueran, ia posesión durante 
treinta y cuatro anos y meses bastaría que se consumase tu 
prescripción, v que si lodo esto lio era lí'ulo bastante, 
dcbiu haber pedido Arninií que se subsanara la dclicumcia 
de los mismos ¡i lo que se habría prestado el vendedor, 
y que siuó podía salvarse dicha detieicncia el vendedor 
habría alianzaJ • á satisfacción del comprador la restitución 
del precio eor arreglo al artículo ciento cuatro, titulo ter- 
rero, sección tercera, libro segundo del Cu hp* Civil ; Se- 
gundo, que en cuanto á la acertara de la calle a que se 
reí i ere la ñola «VI Presidente de la Municipalidad de Itel- 
granOi "O *>« sido garantida ni podía garantirse dictan 
operación ni fué esta tampoco una condición del contrato, 
pues fue en el un unen tu de ir á eslenderse el búlelo y 
después de celebrado el contrato que el hi/n, que el vendedor 
propuso que el terreno vendido lindara con terreno del 
vendedor, ealie por medio, por ser ese lu-ar por donde 
debía pasar una calle, que varios vecinos pensaban abrir 
en dirección á lirismo, y que habiendo preguntado Ar- 
niiij,' si se lu garantía la apertura de la calle, se le con- 
testo categóricamente que eso no era posible, COino l ■ * 
demostraba la carta que incluía del corredor, y que corre 
á foja 

Noveno.— Que posteriormente acompañó ltofchcs el tes- 
timonio que corre á foja cincuenta y dos, del que consta 
que, en una información producida por él ante el Juzgado 
Provincial á ear^o del Mr. Mar tul I, recayó un auto apro- 
batorio, declarando que el terreno, á que ella se refería, 
fijé comprado por D. /.ácanas Torrecillas con dinero per- 
teneciente a su esposa 1»- María' r'ulcos, y corrido traslado 
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de él á Arninp, manifestó que un¡i información de dos les- 
li^s, producida después de iniciado este juicio, v sin su 
nuuiencia, nada valia contra una escritura pública que 
acreditaba que iá propiedad del terreno pertenecía á otra 
persona que ¡i la que espresan diebos testigos. 

Décimo, —Que recibida la causa á prueba con el lin de 
acreditar el alcance que las parir* habían dado al oslender 
el boleto, á la cláusula reía! iva ¿i la apertura de la ralle á 
que el mismo boleto se refiere, Ja prueba producida se 
reduce al informe pasado por el corredor interventor, el 
cual corre á foja ochenta y seis, y en el qtie dicho corre- 
dor dice que nada tiene que a-regar ni [mielo de compra- 
venta, ú la declaración que á pedido de IWuhes bate á 
roja cuarenta y dos, y ú «.Ira de. laraciun dada al Sr. Ar- 
ñ'mgt y á pedido del mismo. 

l'ndccirno. — Mué en el documento citado de foja cua- 
renta y dos, dice el corredor contestando á una caria de 
D. Luis Uorel.es, que cree recordar perfectamente fjiie bu 
cuestión, pero en forma de conversación, y m. como cusa 
iie obligatoria ejecución, que los vecinos Ve habían ofre- 
ndo ó estaban dispuestos á abrir la calle en el sentido in- 
dicado en el boleto. 

Duodécimo.- Que el Jugado hizo comparecer á su pre- 
sencia á l>. Guillermo Ariiiii» para que eoníestase las 
propalas que se le harían, y consta á foja noventa y seis, 
que, preguntado si al tratarse de ta apertura de la' calle! 
se trató cuino de un hecho s.-um. eniih^tó que si, en 
cuanto al terreno de Itorehes se baldó como de una cosa 
mdudahte que se abriría la calle, y en cuanto á los demás 
terrenos como una cosa proyectada. 

V considerando. Primero.— $ue efectivo .pío según 
el Código Civil en el artículo primero del título de la 
compra-venta, el vendedor se obliga a transferir ni com- 
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piador la propiedad de la w.i virulilla, y por consecuencia 
es laminen efectivo que e! comprador no está obligaáo ú 
recibirse de la cosa y á pu^ar el precio, cuando el vende- 
ilor no puede cumplir aquella ojjiígaejon, no solo porque 

|,, , !.|¡-;h ; iHI del Mito ilrpi II I.' del ■ !.ni¡.'i: nrlilu de la obli- 
gación del otro conirataote ó porque a rudas ubi ilaciones 
so» recíprocas, sinó porque, cou sugeeion al artículo sé- 

, títulu cüa lo tlisl l'.ó h^u Civil, el eoioprailor uo tiene 

derecho para n-t '-imar la restitución del precio que hu- 
biese pagado cuando .supiere ^qnc compraba cosa agena. 

Secundo. — Une la consecuencia que se desprende del 
preceden le considerando -■> -pie Arninir tendrn perfecto de- 
recho para resistir al pa-o ibd precio, toda ve/ que, coinu 
l*i pretende, estuviese censhladu que Itorehes no puede 
transferir la propiedad del terreno vendido. 

IVreero. — Une para justtiiear que Merches no puede 
transferir la propiedad del terreno espresadü en el boleto 
•le venta, es nei t sariu acreditar que no es su propietario á 
pesar ríe las escrituras que constatan que Itorehes com- 
pro dicho terreno en Junio de tjjíI ochocientos treinta y 
nueve á Im María Putees, y no obstante ta posesión qué 
tiene el vendedor. 

Guarió. — Que la parí.- do *rmng aduce cerno prueba del 
líecho afirmado por ella de que Hondos no es propietario 
del terreno que posee ei: llelgrano, Lis misinos títulos 
exhibidos por Merches, fundándose en que de ellos consta 
que el comprador, y por consecuencia el propietario del 
terreno, (ué |K Zacarías Torrecillas, y que no hay constan- 
cia de como haya pasado á la propiedad de su esposa, que 
no pedia heredarle, viviendo eimio vivia la madre de aquel, 
h-> Matilde Allierlí. 

Quinto, — Que no es exacto, primero, que H. Zacarías 
Torrecillas fuese propietario del terreno actualmente poseído 
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por Heredes, por cuanto no ha mediado 'documento que 
pudiera transferírselo, ni se le hizo entrega del terreno, 
requisito indispensable para la adqufektóo de la propiedad» 
de acuerdo con )u presrripcíun de la ley cincuenta, titulo 
quinte, part. 5' pues no puede sostenerse que el titulo otor- 
gado por i) Matilde Aíberti, después del fallecimiento de 
su hijo, á la viuda de este, sea botante para transferir 
la propiedad á dicho Torrecillas, cuando dichos títulos en 
términos bien claros é inlorjjiversablcs, dicen une vende 
y dá su venta para siempre ¿i Ü l María lúdeos, ¡sus here- 
deros y sucesores mi. que val-;, en contrario el que l¡) 
misma escritura esprese que es en ejecución de un contento 
que celebró con su citado hijo, porque para «-ji-cularlo 
dehia otorgar la escritura á foyer de los herederos du 
Torrecillas, y no á favor de su viuda y herederos de la 
misma ; ó si se admito que fué verdadera rúente en eumph- 
miento de lo contratado, debe admitirse al mkWO tiempo 
que el terreno fué co opiada para ir Alaria Falces de 
Torrecillas, a cuyo favor .se es iludió la escritura de venia. 

Scsto. — Que en cualquier^ do las dos hipótesis exami- 
nadas en el preeeilenU: coiiMderaihlo, esto es, ó que ll* 
Matilde Albertí cumplió id contnih, eeteliraide con su Injn 
por haberse hecho la compra para \)> Mana tu Ico»» ú que 
se es tendiese la escritura á lavi.r .fe la última no.! ra I.. 
pactado con su marido; en el primer cas.», era aquella 
propietaria por compra del terreno que vendió á Burches, 
y en el segundo los herederos de lt. /¡¡carias Torrecillas 
solo tendrían derecho para CXijir el cumplimiento del con 
trato, y no para reivindicar el Ierren», que no habiendo 
sido escriturado m on!iv-ádo>e¡es, no han pitido adquirir 
su dominio con arreglo á ta ley. 

Sétimo* — (Jijo aun admitida ta hipótesis de que la eom- 
pra no fué hecha para D 1 Mana híleos, y de que esta DU 
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hubiese pagado el prono del terreno, habiendo dispuesta 
de él como dueña, y poseidolo Burches en el mismo carácter 
[mu' mas fie treinta y dos años fy a la Pedia mas de treinta 
y tresi, la prescripción ha quedado consumada con arreglo 
á la ley diez y ocho, limlo diez y llueve, partida tercera 
que señala la posesión de diez año* entre présenles y de 
veinte entre ausentes para la prescripción de los bienes 
raices, sin que pueda objetárselo la taita de buena Ir, 
porque no hay prueba que convenza; y porque la mala !'é 
mi se presume. 

í>e lavo. — Que cualquiera que sea la lecha du la muerte 
do l>* Matilde Albeiii, y cualesquiera que hubiesen sido 
sus herederos, la prescripción se habría consumado siem- 
pre, [«urque habiendo empezado á correr contra ella, debió 
continuar contra sus herederos con arreglo á la ley nueve, 
titulo diez y nueve, partida sesla. 

Noveno. — Oufl por otra parle, y en la hipótesis última- 
mente examinada, aunque 1)' María Fuleos no hubiese 
abonado el precio del terreno, ó aun pie la compra no 
li ubi ese sido hecha para ella, estando olor-rada la venta á 
su favor y á 1'aVor de .sus herederos, importaría ella una 
donación, y por consecuencia el dominio habría sido trans- 
iendo á su lavor, sin necesidad de prescripción, 

hu. uno, — (Jue en id caso mas dol'.ivorables para IW- 
thes, suponiendo que el dominio del terreno que posee 
no le loé transferido á l) 1 María Fúteos por I)' Matilde 
Mberli en virtud de la escritura cuya eúpia corre en autos, 
\ a liintiritdu 1, nobien la posibilidad de que pudmi'ou qor 
dar herederos, sea du la última, sea de su lujo U. Zata- 
rías Torres illas, cuya existencia pudiera ser un obstáculo 
[■ara Ja consumación de la prescripemu, no basta la posi- 
bilidad de tatas herederos, cuya existencia no es baM.j 
ahora sino imaginaria, para declarar que Borehes, no pue- 



FALLOS DE LA SITRHWA tIOHTE 



¡lo cumplir la obligación que tiene de transferir la propio 
dad del terreno á que se refieren estos autos, sircó que es 
necesario que se acredite la existencia de esos herederos, 
ó que la cosa es de otro que Ltorcbes para qm» fuesu apli- 
cable al caso el artículo sétimo do la compra -venta invo- 
cado pnr Arning, pues de lo contrario seria inútil la obli- 
gación de sanear impuesta al vendedor, y no habiéndose, 
no ya justilicado pero ni afirmádose si quiera que existan 
tales herederos, la aplicación del citado artículo es fuera 
de lugar, 

I ndécimo. — One las consideraciones opuestas por la 
parte de Arning, pueden á lo mas importar un temor fun- 
dado de ser molestado por la cosa comprada, lo que en 
los términos del artículo ciento cuatro del Cúdigo Civil en 
el título citado de la compra-venta, solo autorizaría al com- 
prador para suspender el pago del precio, á menos que el 
vendedor le afianzase su restitución, siendo de notar que 
Burches, según lo espone á foja cuarenta y seis vuelta está 
dispuesto á pn-slar la espresada lianza. 

V considerando, en cuanto á la escepeion fundada en 
qrce Itorehes no puede cumplir la cláusula inserta en el 
boleto de hacer lindar el terreno con la calle á que dicho 
boleto se refiere, lo que según el demandado, !c autori- 
zarla para rehu/ar el pago del precio con arreglo al arti- 
culo ciento cinco del título de compra- ven! a, Código Civil 
0,(10 autoriza para aquello cuando el vendedor no entregase 
exactamente lo que expresa el contrato. 

Primero. — Une el articulo ciento cinc», título de la 
compra-venta del Código Civil, no importa sino la decla- 
ración de que el vendedor debe entregar la misma cosa, 
materia de la obligación, y sin cuya concurrencia no ha- 
bría contrato, según la doctrina general, porque faltaría 
uno de los requisitos esenciales para la validez del misino. 
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secundo. — Muí; i.i circunstancia de lindar un terreno 
con una fallo, aunque puede ser importante en sí misma; 
y baya sirio l;il voz uno de Ins motivos que determinaron 
al comprador para celebrar ol contrato, permaneciendo la 
misma cosa, ú el mismo cuerpo, nono permanecería ya 
sea que la callo fuese abierta, y 1 i miase el terreno ron 
ella, ó que no se abriese y lindare con terrenos de la 
propiedad del mismo vendedor, no podía sostenerse que 
entrojándola al vendedor sin abrir la calle no entregaría 
exactamente lo rpiu espresa el contrato, y por consecuencia 
no seria aplicable el articulo ciento cinco citado. 

Tercero. — Que los términos mismos en que está con- 
cebido el boleto do compra-venia están demostrando que 
la apertura de la calle, á míe él se refiere, no era un 
requisito esencial para la validez del contrato, por cuanto 
en el iliclio boleto no se garantía la apertura «le la calle, 
m podía raranlirse puesto que im ¡nidia realizarse sin 
autorización de la Municipalidad ; á lo que se agreda que 
1 1 mismo demandad. i, contestando á las preguntas que le 
lo/o el Juzgado, afirma quo al referirse á la caite al tiempo 
do celebrar el contrato foja nóvenla y seis), que solo se 
aseguró ó garantió su apertura en la eslension del terreno 
de iSorelics, y cu cuanto á los terrones colindantes sedo 
eomo un proyecto lo que no constituiría una verdadera 
calle, y por consecuencia el hecho de no abrirse aquella 
no fué de autorizar á Arning para rebosar ol cumplimiento 
del enn trato j por consiguiente pago del precio. 

Por estos fundamentos, fallo, declarando obligatorio para 
entibas partos el cumplimiento del contrato de compra- 
venta á que se refiero el bulólo de foja catorce, y en con- 
secuencia condeno á 1). Guillermo Arning á abonar á h. 
José Horclies el precio estipulado en el contrato ; otorgán* 
doside la correspondiente escritora, y prévia lianza que 
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Rorches otorgará á favor Jo Arnin- en los términos espe- 
sados en el artículo ciento cuatro, titulo tercero, libio 
sepundo del Código Civil, y sin especial condenación en 
costas. Notifiquese con el origina!, y répóílgiafl los sellos. 

Manuel '¿aválela, 

Las dos partes interpusieron recurso de apelación que 
m: les concedió libremente. 

La parle de Arning pidió se revocara ia sentencia decla- 
rándose rescindido el contrato. Hijo : <jue para |U0 el 
comprador pueda resishr la entrega dul precio no es nece- 
sario demostrar que el vendedor no pueda transferir la 
propiedad, sino que hasta que se tengan temores fundados 
de ser turbado por una acción ele reivindicación ; que el 
juez mismo había reconocido eslus temores fundados, obli- 
gando á Borclies á dar fianza ; que además EJorches no 
podía cumplir con la clausula del contrato relativo á la 
apertura de la calle; que esta cláusula formaba parte del 
contrato y entregándose ia linca sin la calle convenida, no 
fe entregaba Ja cosa vendida. 

I, a parte de Burches pidió se reformara la sentencia ; 
1", respecto á U imposición de la lian /a ; _', en cuanto 
no se pronunciaba sobre los daños y perjuicios; 3", en 
cuanto no condenuba á Arning en las costas, hijo : que 
supuesto que Ja apertura de la calle fuera una condición 
del contrato, su ejecución dependía de tercero, y negán- 
dose este, tendría que darse por cumplida ; que nu puede 
sostenerse con buena !<■ que no se entregase la misma 
cosa vendida; que sus títulos eran mas que sulicientcs co- 
mo se babia reconucido por la sentencia ; que por consi- 
enten le no debía imponérsele la obligación de la fianza la 
que él ofreció en el solo caso de no ser sulicientcs bis li» 
tulus , que Arning le había causad j perjuicios, y habiendo 
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sido estos protestada», el juen dehió pronunciarse sobre 
ellos ; que Arniflg debia considerarse como temerario liti- 
lmuIü |mr IjíiIht atribuido al mnlralo y ti los títulos ruii- 
(li CÍOIies y vicios una binarios, y que como luí debia conde- 
narse en las cusías. 

■-'alio u> Iw Sii|ir«>mn t'ortr. 

Hueiioa Aires, Hjcienibre 3 de 1871 

Vistos : [un* sus fundamentos so continua la suntencia 
apelüJa comente de Cujas ciento treinta y cinco á ciento 
cincuenta, con las siguientes declaraciones : Primera, que 
siendo como son lejitimos y suficientes tos lilulos con i|ue 
i)ou Ju>é línrches wnJe á lh>u (luillermo Arning el ter- 
reno en ¿uesliofi, no está obligado el vendedor á dar la 
lianza que aquella ordena ; y Segunda, que no podiendo 
estimarse como luanilieslaineiite temeraria la resistencia 
que el demandado lia opuesto a las pretensiones de LW- 
ches, uu tiene este derecho para pedir se le condene en 
daños y perjuicios, ni en las costas como lo ha solicitado 
á luja ciento setenta y siete ; y satisfechas Jas de esta 
instancia, devuélvanse. 

SavAiioii M, del Cariul. — Fkas- 
cisco Ukli.aoo. — .losi': liun,..-. 

l*A/ttS . — J. Ü. CiOHOSTlAGA — J 
UuMINuLEZ, 
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4 ¡Al'» A CXLI, 



contra ta Capitanía del Puer- 
to de Buenos Atjres. 



Sumarto. — Los tribunales nacionales no son compélanles 
en jas causas contra los empleados del Gobierno Nacional 
pur sus actos administrativos, en los que dependen sola- 
mente del gobierno, (art. 2, inciso A, de la ley de juris- 
dicción y competencia de los tribunales 



Caso, — Don Augusto l'alvadcau, práctico del puerto de 
Buenos Ayros, fué suspendido en el ejercicio de sus fun- 
ciones, en una época en que todos I03 prácticos formaban 
parto de una corporación oficial y percibían mensualmcnte 
un dividendo proporcional á los entradas. Revocada ía 
suspensión, Palvadcau enlabió demanda contra el capitán 
del puerto por el pago de los dividendos de dicha sociedad, 
relativos al tiempo de su suspensión. 

Corrido traslado contestó el capitán ; que Palvadeau lia- 
bia sido suspendido por orden superior; que por orden 
superior se habia disuclto y liquidado la antigua sociedad 
de prácticos ; que por consiguiente no había fondos para 
pagar estos dividendos; que además por el reglamento 
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de dicha corporación el práctico quo no trabajaba por 
culpa propia, no tenia derecho á los dividendos. 

Se dio vista al fiscal y esto pidió que o\ juzgado se 
declarara incompetente tratándose do una causa contra 
un empleado del gobierno nacional por sus actos adminis- 
trativos, con arreglo al arl, 2°, inciso 4° de la ley de ju- 
risdicción y compolencia de los tribunales nacionales. 



1'nllo del Jur-z Smianwl, 



Humos Aires Octubre 5 de 1872. 

Vistos : considerando que el acto ejecutado por el ca- 
pitán del puerto de esta ciudad quo sirve de fundamento 
á la demanda deducida por Don A. Pal vadea u ha sido 
aprobado por el Poder Ejecutivo Nacional en el decreto 
de 5 de Mar/o del corriente año, según el cual el deman- 
dante fué suspendido por no haber cumplido una órden 
superior, y atentos por otra parto los fundamentos expues- 
tos por el procurador fiscal en su vista de f. 22 vta., 
declárase incompetente esto juzgado para conocer en ta 
presente demanda, y teniendo en cuenta la novedad del 
caso y que nada hace presumir mala fu en el demandante, 
declárase que solo serán á su cargo las costas que perso- 
nalmente hubiese causado, repóngase este sello. 

Manuel Z avale ta. 

Apela Ja esta sentencia por PalvaJcau y concedido ei re- 
curso en relación se dictó el siguiente ; 



F«ll» de l» Suprema Urto. 



Rueños Aires, Diciembre 3 de 1872. 
Vistos : por sus fundamentos se confirma con costa* 
el auto apelado de foja vninte, y satisfechas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. — Fraxcbcu 
Delgadu.— José Uarrus Pazos.— José 

B. (¡OROSTIAGA — J. DüMlNGLEZ. 



-* C ^^**A > '¥->«á *_ 



Don Juan M. A r «»es t contra Don José C. Gómez por 

cobro de pesos. 



Sumario. — lo El hecho de encontrarse animales del de- 
mandante en potreros del demandado, hace presumir el 
contrato de pastoreo, aun cuando no se justifique que 
hubo convenio espreso al respecto. 
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2° No determinándose ta retriÍJucíon pop el pastoreo, 
se presume que las parles aceptan el precio corriente 
si lo había, ó el que determinen personas competentes. 

3° El acreedor por pastaje goza del derecho de reten- 
ción hasta el pago de la deuda. 

*° iNo justificándose el hecho do haber muerto una parte 
de los ganados recibidos á pastoreo, el duefio del potrero 
es responsable de los que no devuelva. 




(.uso. -En Octubre de 1871, Don José M. Darsoha por 
l>. Juan M. Nuñei se presentó ante el juzgado federal de 
Ituenüs Aires, esponiendo ; — Que I). José Cándido Gómez 
debía íí su representado ta cantidad du G8,0N8 $ m/e. pro- 
venientes de pastoreo, dado en potreros de su propic 
un ítarraeas al Sud, á varias caballadas de Gómez/ 

Que habiendo Nuñez contralado con el Gobierno de 
Nación la venta de algunas cal 
lidpar del negocio y autorizó ú 

y entregase también los suyos que estaban á pastoreo no 
habiendo este tenido inconveniente en 
mediano ; pero que, como el Gobierno exigía caballos en 
buen estado, y Jos de Gome/ aun no se hallaban en esta 
condición por haber entrado demasiado íhieos en los po- 
treros, el negocio se postergaba y al fin fracasó. 

Que prelest;inilo esta negociación, Gómez rehusaba el 
pago, diciendo que no era culpa suya si aquel negocio se 
desvaneció y los caballos quedaron en los potreros; pero 
que esto no era aceptable, porque tampoco Nuñez tenia 
la culpa de que el gobierno no aceptara esos caballos, 
ni debia por ello tenerlos gratuitamente en sus potreros. 

Finalmente, que debia hacer notar que Gómez dejó sus 
caballos en los potreros durante muchos meses después 
de escribir á Nuñez una carta en que dice que el pago de 
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un peso diario en los meses que sin su culpa han estado 
en los potreros, no tiene razón de ser; lo cual entrañaba 
un reconocimiento de la exigencia, que, por otra parlo 
era el mínimun del corriente, — un peso diario por cada 
uno, debiendo advertir que en esa localidad lo mismo «¡no 
en Ja Boca del líiachuelo, corre el alquiler de tá rls. y 
hasta de 2 $ al dia. 

Fundada en esto, demandó á Gómez por la cantidad 
mencionada y las costas del juicio. 

Acompañó á la demanda los documentos que espresa la 
sentencia de primera instancia. 

Corrido traslado, Gómez pidió so desestimara la demanda, 
se impusiera perpetuo silencio á Nuíiez y se le condenase 
en las cosías. 

Que ningún conocimiento personal tenia con Nuñez; pero 
conociendo este á su capataz Don Antonio Fació y sabien- 
do que tenia caballos que le habían sobrado de la 
provisión del ejército brasilero, le mandó proponer, hacer 
de ellos una venta al Gobierno Nacional, en nombro de él 
(Nuíiez) incluyéndolos en un número que iba a* venderlo 
mediante un lucro para él y sin gasto alguno para Gómez. 

Que habiendo cedido á la indicación de Nuíiez, le fueron 
entregados en filayo de 1870, 217 caballos —Que no ha- 
biendo recibido noticia alguna de la operación propuesta 
por Nuíiez, á pesar de haberlo mandado ver por Fació va- 
rias veces, le escribió una carta en que le pedía la devo- 
lución de los caballos. 

Que á esta carta le contestó con otra que revela ía ope- 
ración proyectada por él, pues le comunica que los caba- 
llos estaban comprometidos por el precio de íiOO ps. ú 
cuyo precio le propone tomarlos, y por primera vez le 
habla de precio de pastoreo para reducir el de los animales. 
Que para forzarlo á aceptar su propuesta, al mismo tiem- 
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po que avanza y lo amenaza con un altísimo precio de 
pastoreo, le comunica que han muerlo 7G caballos, y que 
le eF imposible entregar los restantes por no poder distin- 
guirlos fie ios suyos. 

Que de lo expuesto resulla que no lia habido tai con- 
trato de locación de pastoreo, porque Nuüez había vendido 
ó comprometido los caballos por 300 ps. cada uno, y por- 
que si no los vendió los tenia confundidos con los suyos 
sin poderlos distinguir. 

Que si hubiese existido ta! contrato, Nuñez habría fal- 
lado a" su deber no entregando tos caballas inmediata- 
mente que le fuesen pedidos, y ningún precio se h' debería 
desdo ese dia por el retardo do la devolución que seria 
por su culpa. 

Que por otra parte, si el contrato do pastoreo hubiese 
existido, no seria Nuíiez quien tendría derecho de impo- 
ner precio, pues que faltando convenio sobre el precio no 
hay contrato de locación, en que el precio estipulado es 
condición titie qua non. 

Que durante la guerra del Paraguay, en la mavor cares- 
tía del pastoreo, nunca pagó mas do 17 ps. al mes en 
magníficos campos, y oslaba en ajuste con los Sres. Costa 
por la mitad de esc precio por los 250 caballos cuando 
recibió la propuesta de Nuñez. 

Que además, Nuñez ha entregado 50 caballos m¿nus de 
los que recibió y los mejores de la tropa, que le costaron 
000 ps, uno — Y finalmente que Nuñez le había irrogado 
perjuicios por 40,000 ps. m/c. con el retardo de la de. 
volucion de los caballos, habiéndole impedido venderlos á 
buen precio — Por lo que lo contrademandaba por ta 
suma do 70,000 ps. en los términos espresado?. 

Corrido traslado de la reconvención, Itarsoba por Nuñez 
contestó que no era cierto que se hubiesen entregado 
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á Gómez 50 caballos de monos — Que entre loa 60 
que se le comunicó que habían muLrto seconlaban de 
Nuñez, de Gómez y de otros dueños, y por eso lo 
decin que sino era posible distinguir las marcas se liaría 
una proporción. — Que pocos fueron los que correspon- 
dieron á Gómez y ellos murieron porque á cansa de su mal 
estado, no resistieron las lluvias y el frío del invierno.— 
Que por tanto, nada podía cobrar Gómez á este respecto, 
V basta era una ridiculez pedir (500 pesos por animales 
resagailus que no so pudieron vender ü 300 pesos. — Que 
no era cierto tampoco que contra su voluntad se hubiesen 
retenido los caballos en los potreros. — Otie lo único que 
espresó en su carta era la dificultad de separarlos en el 
instante por ta confusión de las señales, y le proponía un 
nuevo negocio que evitase todos esos inconvenientes — Que 
una vez exigidos tos caballos por Gómez se le cntregarun, 
aun sin baccr uso del derecho de retención que tenia por 
el valor del pasto. 

Pidió se rechazara la contrademanda con costas. 

En seguida se puso la causa ú prueba y con lo ¡indu- 
cido por las partes, se dictó este. 

Fallo del Juez de Beeeian. 

Buenos Aires, Octubre 1 de 187*2. 

Vistos estos autos seguidos por el ciudadano argentino 
[ion Juan M. Nuñez, contra el ciudadano brasilero Don José 
Cundido Gómez, por cobro de pesos, procedentes de inver- 
nada ó pastoreo do doscientos cuarenta tj siete caballos, y 
resultando : 

Primero.-— Que en veinte y uno de Setiembre de mil ocho- 
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cientos s ienta (caria de foja Iros), Don José Cándido Gó- 
mez se dirijió á Don Juan M. Nuñez diciéndole que no 
habiéndole comunicado el último el resultado 'le la ope- 
ración que proyectaba con los doscientos cuarenta y siete 
caballos que le mandó entregar, le pedia le informase en 
qué habia quedado dicho negocio ; y en el caso de no 
haberse realizado, le avisase en qué punto se hallaban los 
caballos y si podía disponer de ellos. 

Segundo. —Que Nuñez dirijiú á Gómez en contestación 
j la de éste, de veinte y uno de Setiembre, la de primero 
de Octubre del mismo ano en que dice A Gomes que los 
caballos estaban comprometidos por el precio do trescientos 
pesos cada uno, siendo la causa de no haberse vendido por 
estar delgados para el destii-o requerido, pues los babia reci- 
bido en un estado bacante atrasado, lo que había motivado 
.■¡[retardo; que la separación serta ¿tlga difícil por estar con 
el pelo largo, y no conocerse ni las señales ni las marcas 
de la mayor parte de los do Gómez y de los del Estable- 
cí mi ionio; que á fin de evitar dificultades se recibiría él 
íNnñez) de los caballos por ol precio manifestado de tres- 
cientos pesos, deduciendo de su importo el de un peso 
diario de pastoreo que tenia euda caballo, y firmándole una 
obligación por el saldo a* cualro meses de plazo. 

Tercero. - Que Gómez contestó á la anterior comunica- 
ción con la suya, que agregada corre á foja primera, y 
según la cual en diez y nueve de Octubre le decía lo si- 
Guíente : Primero. — Que no le convenía absolutamente 
vender á plazos los caballos, porque solo esperaba la rea- 
lización de su importe para cerrar la liquidación del nego- 
cio; Segundo. — Que por o(ra parte, el pago de un peso 
diario en los meses, que sin culpa, ni aun conocimiento 
Miyo se habian demorado, no tenia razón de ser ; y Ter- 
cero. — Que si Nuñez quena pagarlos al contado á dos- 
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cientos cincuenta pesos cada uno y sin recargo para úl, 
quedaría concluido el negocio, estando en caso cuntrario 
autorizado el Señor fació para sacar los caballos, á fin do 
dárseles otro destino. Cuarto. — (>uc á tuja cuatro corro 
itna cuenta presentada por Nuñez en la que esto le carga 
a Gómez las siguientes partidas. 

Primero. — Por pastoreo de doce caballos desdo el veinte 
y cuatro de Mayo do mil ochocientos setenta liasta eí veinte 
y cuatro de Marzo de mil ochocientos setenta y uno, á 
un peso diario, para cada caballo ps. 3,000. 

Segundo. — Por el pastoreo de cíenlo ochenta y dos ca- 
ballos desde el veinte y cuatro du Mayo de mil ochocientos 
setenta, hasta el doce de Mayo de mil ochocientos setenta 
y uno á un peso diario por cada caballo ps. Oí, 4*28. 

Suma total. 08,088, 

Quinto. — Que Nuñez acompaña las referidas carias y 
cuentas entablando demanda contre Gómez por cobro de 
la espresada cantidad (le sesenta y ocho mil ochenta y ocho 
pesos moneda corriente, esponiendo en justificación de su 
acción los siguientes hechos: Primero. — Ouu estando á 
pastoreo en los potreros que el demandante tiene en 
racas al Sud, caballos pertenecientes á Gómez, y 
contratado Nuñez con ei Gobierno Nacional, la venta de 
algunos caballos que necesitaba, Gómez quizo participar 
del negocio, y autorizó á aquel, para que ofreciera y entre- 
gara también los suyos al mismo precio, á lo que se prestó 
Nuñez ; pero que no estando dichos caballos en buen estado 
por haber entrado demasiados flacos á los potreros, el 
negocio quedó primero postergado y por 
que Jos caballos permanecieron en sus potreros 
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torno un peso diario por cada caballo, que es el mínimun 
del precio que so paga en casos iguales, puesto que es 
de notoriedad pública que en Barracas al Sud, donde están 
situados sus potreros, se paga corrientemente el alquiler 
do doce reales y hasta el do dos pesos al dia, y que ne- 
gándose Gómez á tan justa exigencia con frivolos protes- 
tos, pedia se le condenara al pago del saldo que arroja 
la espresada cuenta, oomo asi mismo al do las costas de 
este juicio á que con su temeridad da lugar ; Sexto. — Que 
Gómez contestó á la demanda oponiendo lo siguiente : Pri- 
mero. — Quo los doscientos cuarenta y siete caballos do su 
propiedad cuyo pastoreo se cobra, fueron entregados ;'i 
j\uíiez en virtud de haberle mandado proponer por su ca- 
pataz ( de Gómez) Don Antonio Fació hacer una venta do 
ellos al Gobierno Nacional on su nombre, incluyéndolos en 
un número que Nuriez iba & venderle, mediante un lucro 
para el último y sin gasto por parte de Gómez ; que no 
habiendo recibido noticia alguna do la operación que se 
Libia propuesto Nuñez, á pesar de haberlo mandado ver 
varias veces por el Señor lacio, le escribió la carta de 
veinlo y uno do Setiembre, do mil ochocientos setenta, 
pidiéndole informes sobro dicho negocio y que en caso do 
no haberse realizado, le man^estaso en qué punto estaban 
esos caballos, y si podía disponer do ellos, contestándole 
Nuñez, con la carta de foja veinte y nueve, en que le ma- 
nifiesta que los caballos oslaban vendidos ú trescientos 
pesos moneda corriente cada uno, pero que no hahian 
podido entregarse todavía á causa de eslar delgados, por 
haberlos recibido á pastoreo muy atrazados; que la separa- 
ción de ellos era algo difícil á consecuencia de estar con 
el pelo largo y no conocerse ni las señales, ni las marcas 
de la mayor parte de ellos, ni de los del establecimiento, 
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sos moneda corriente, deduciendo do el el peso diario 
pastoreo que tiene cada caballo, y firmándole por el s¡ 
una obligación á cuatro meses de plazo, 
de quinientos tres caballos que había en sus 
Lian muerto setenta y seis, los que debian distribuirse en 
proporción, agregando la parte de Gómez que fué entonces 
por primera vez que le hablo de precio de ¡tastoreo para re- 
ducir el precio harto baje que le proponía. — Quede todo 
ello se deducía, primero. — Que no habia tal contrato 
de locación por pastoreo, porque no puede haberlo desde 
que Nuñez tenia vendidos ó comprometidos los caballos por 
el precio de trescientos pesos moneda corriente; porque 
tenia confundidos sus caballos de manera quo no podia 
distinguirlos; y porque faltaba el precio, sin el cual no 
hay contrato; Segundo. — Que en la hipótesis de que tal 
contrato hubiese existiilo, no seria Nuñez quien tendría el 
derecho de imponer precio, agregando que el que cobra 
es tan exagerado que durante la guerra del Paraguay, en 
la mayor carestía del pastoreo, nunca pagó mas de diez y 
siete pesos al mes en magníficos campos por cada ca bulle, 
y estaba en ajuste con los Señores Costa por la mitad de 
ese precio para el pastoreo de los doscientos cincuenta ca- 
ballos que entregó á Nuñez, cuando recibió la propuesta 
de este ; Que eontrademanda además a* Nuñez por el precio 
de cincuenta caballos quo le entregó de menos, á seiscien- 
tos pesos cada uno que fué el del costo y por los perjuicios 
que le infirió con el retardo de la devolución de los caba- 
llos impidiéndole venderlos a* buen precio, perjuicios que 
estima en cuarenta mil pesos moneda corriente. Sép- 
timo. — Que el demandante niega á Gómez el derecho de 
cobrar los caballos que se le entregaron de menos, los que 
afirma, no alcanzan á los cincuenta quo se cobran, porque 
'os caballos murieron de flacos ; y porque con conocimiento 
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do esto hecho, fueron recibidos por Gómez sin reclamo al- 
guno, y consintiendo el último enpagar un alquiler menor 
que el cobrado por Nuñcz, siendo además ridículo el pre- 
cio que determinaba por cada caballo ; y en cuanto a* Ir 
reclamación de perjuicios por demora en la entreyo. do los 
caballos, desconoce lodo derecho para hacerla porque no 
hubo retardo, [mes solo so le previno que había dificultad 
para separarlos por la confusión de las señales, á lo que 
fo agregaba que aunque hubiera habido retardo, nunca 
tendría derecho ¡1 reclamar por él, por cuanto adeudándo- 
sela el pastoreo, era indisputable su derecho para rete- 
nerlos ; Octavo. — Que el jungado ordenó que se acreditaran 
los siguientes puntos: Primero. — Si entro U. José Cán- 
dido Gómez y !). Juan Martin Nuíiez habla mediado algún 
contrato en cuya virtud hubiesen sido entregados á Nuficz 
¡í invernada los caballos, cuyo pastoreo se reclama ; Se- 
gundo. — Por que causa no devolvió la parto de Nuñcz 
los caballos cuando le fueron exigidos por la carta de diez 
y nueve do Octubre de mil ochocientos setenta ; Tercero. — 
Qué precio so paga ordinariamente por invernada de caba- 
llos en potreros igualos á los de Nuíiez, y si hay diferencia 
en dicho precio cuando es por pocos dias, del que se paga 
por mes ; Noveno. — Que la prueba producida corro de 
foja cuarenta y cuatro á noventa y tres inclusive y consiste 
en lo siguiente, — Prueba del demandante: Primero. — De- 
claraciones de los testigos, D. Juan P. Maldonado, I), San- 
tiago Rodríguez, I). Pedro Herrera, D. Cúrlos Patrón, D. 
Kduardo Angel Horches y D. Eduardo Casares, todos los 
que dicen lo siguiente: — Sobre el primer punto, que igno- 
ran en virtud de qué contrato entraron los caballos de Gómez 
á los potreros de Nuficz ; sobre el segundo contestaron Mal- 
donado, refiriéndose a" los peones, y Hodriguez refiriéndose 
ú los vecinos, quo no entregó ó no devolvió Nuñez los 
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caballos, porque estaban muy flaoos, y segundo; Herrera, 
mayordomo entonces de Nuíiez, y Patrón, fué porque el 
Señor Fació, empleado de Gómez, se negó á recibirles por 
estar muy fíacos, Jo que al primero le consta de ciencia 
propia, y al segundo por habérselo dicho el mismo Fació, 
Sobre el tercer punto declaran todos los testigos al pnn- 
cipio nombrados que les consta que el precio que se paga 
ordinariamente por cada caballo, es el de un peso, doce 
reales y hasta dos pesos moneda corriente al dia, y que 
este es el precio que so cobra por uno como por muchos 
caballos, y ya sea por un dia ó por meses (declaraciones 
de fojas sesenta y uno á sesenta y cuatro, sesenta y seis 
á setenta y noventa y noventa y cuatro ; ) Segunda decla- 
ración de D, Antonio Fació actualmente empleado de I). 
José Cándido Gómez, y que en tal carácler intervino en 
este negocio, sogun la cual declaración no recibió los ca- 
ballos porque de un dia para otro esperaba la resolución 
del gobierno ; que al declarante le cobró una vez un her- 
mano de U. Juan Martin Nuíiez un peso diario por caballo 
( declaración de fojas ochenta y dos á ochenta y cuatro in- 
clusive. ) Tercero. — Absolución de posiciones (de lujas 
calienta y cinco á ochenta y seis) por la parto de Gómez 
en que este dice quo á los pocos dias de haber sacado los 
caballos, le presentó Nuíiex la cuenta que se cubra en este 
juicio, á lo que le contestó indignado quo la cuenta era 
escandalosa, y que si cobraba una cosa racional s« la 
abonaría é pesar de no haber habido contrato, y para evitar 
cuestiones, 

Prueba del demandado. — Declaración de Jos testigos, 
Dr. D. Eduardo Costa y D. José Miguel Yictorica (lujas 
setenta y ocho á óchenla y una), en que el primero alirma 
h:iber, duranle la guerra del Paraguay, tenido en los po- 
treros de su establecimiento do Campana muchos caballos, 
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de la propiedad de loa Señores Gómez 
alguna vez hasta mas de mil, por los 
i|U0 le cobraban diez y siele pesos al mes por cada caballo ; 
que actualmente tenia una invernada de cuulrocíentos ca- 
billos del tramway argentino por los que cobra á razón de 
quince pesos por mes cada uno; qiu siendo menor el nú- 
mero y el tiempo, el precio seria algo mayor ; y el segundo 
testigo afirma que pasando de cincuenta caballos y siendu 
por mes se cobra quince pesos al mes, y siendo menor 
el número y por pocos días se cobra un peso por cabeza 
rndudia; Décimo. — Uuo el Juagado ordenó, con la ca- 
lidad de para mejor proveer, que Nuíiez compareciera á 
absolver preguntas que le baria do oficio, y habiéndosele 
preguntado si era verdad que había recibido los caballos 
de Gómez en virtud del convenio que celebraron para in- 
cluirlos en un contrato con el Gobierno Nacional, contestó 
que los recibió cuatro ó cinco meses antes del convenio 
referido y que se avino ú incluir los caballos en el contrato 
ron el gobierno á pedido do Gómez, cuando le íüé á cobrar 
la cuenta de pastoreo, y observando de que los caballos, 
según la cuenta exhibida habían entrado á sus potreros el 
veinte y cuatro de Mayo de mil ochocientos setenta, y que 
por consecuencia en caso de ser cierta su anterior cuntes- 
lacio!), el convenio para incluir los caballos do Gómez en 
el contrato con el gobiernu bahía debido tener lugar de 
lines de Setiembre á íines de Octubre, lo que estaba con- 
tradicho por la carta de foja tres que Gómez le escribió 
en veinte y uno do dicho mes de Setiembre en que Je 
pide informes de en qué quedó el contrato con el gobierno. 
Con testó: — Uue la carta de foja tres fuó escrita por Gómez 
en virtud de conversaciones que tuvo con fació, poro que 
rocíen después do Ja carta que el absolvonte escribió á 
Gómez el primero do Octubre, y que corre a toja tres fue 
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que el último lo pidió personal mentó quo incluyera sus 
caballos en el contrato con el gobierno. 
Y considerando : 

Primero. — Que aunque no está justificado que ias partes 
hubiesen celebrado un contrato en virtud del cual espresa- 
mente se hubiese obligado Nuñez á tener los caballos de 
Gómez á pastoreo en sus potreros, y el último so hubiese 
comprometido también espesamente á retribuir aquel ser- 
vicio mediante un precio determinado por cada caballo, ó 
por la totalidad de ellos ; está sin embargo claro é in- 
controvertiblemente constatado que los caballos enlrarmi ¡i 
pastoreo en los dichos potreros con conocimiento y con- 
sentimiento do los propietarios de estos y de aquellos 

Segundo. — Que aunque la parte de Comcz opuso la 
escepcíon de que Nuñez se había encargado de los cabi- 
llos á propuesta del mismo aceptada pur aquel, con el 
objeto de incluirlos en su contrato que, sobre venta de 
caballos, tenia celebrado con el Gobierno Nacional, mediante 
un lucro para dicho Nuñez, sin espresar en qué consistiera 
aquel lucro; diclia escepcion, quo ha sido categóricamen- 
te contradieba por el último al afirmar que sin interés 
alguno había convenido en hacer dicha inclusión, no ha 
Nido justificada en manera alguna; pero es bastante por 
si mismo para demostrar que ni Nuñez, ni Gómez enten- 
dían quo el primero al recibir los caballos en sus potreros, 
se propusiera prestar un servicio puramente gratuito. 

Tercero.— Que lo que se deduce de los precedentes 
considerandos es quo Gomes; y Nuñez acordaron que los ca- 
ballos del primero fuesen recibidos en los potreros del 
último, mediante una retribución, pero sin (¿terminar el 
cuánto de esta aunque no prestaron su consentimiento de. 
palabra, ó por escrito, sinó que él iba implícitamente ma- 
nifestando en los hechos que ocurrieron, en la forma que 
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para el consentimiento tácito determina el articulo noveno, 
título primero, sección tercera, libro segundo de) Código 
Civil, que no lia liecho otra cosa que consagrar la juris- 
prudencia anterior. 

Cuarto. — Que no pudiendo presumirse que el precio 
quede al arbitrio de una de las partes ni que quedase á 
acordarse él entre los interesados cuantío el contrato había 
principiado á cumplirse por parle de Nuñez, debe presu- 
mirse que las partea aceptaban el corriente, si lo habia, 
ó el que lo determinasen personas competentes. 

Quinto. — (Jue el consentimiento acerca del servicio que 
debía prestar Nuíic/., y acerca de la retribución qu»s debia 
abonarlo Gómez, importa un verdadero contrato de toca- 
ción, no solo con arreglo á la jurisprudencia general, sinó 
Á la ley primera, titulo octavo, partida quinta, confirmada 
por el Código Civil en el articulo primero, título sosto, 
sección y libro citado. 

Sexto. — Que consta por las declaraciones de los testigos 
presentados por la parle do Nuncz, y de que so ha hecho 
mérito en el párrafo noveno de esta sentencia, y entre ellos, 
por la del mismo D. Antonio Fació, que Nuííez acostum- 
braba á cobrar un peso diario, y que según los otros es el 
precio minimun que se acostumbra pagar en pastoreos 
inmediatos á la ciudad, sin que valgan en contrario fas 
declaraciones del Dr. 0. Eduardo Costa y de Ü. Miguel 
Victorica, no solo porque aquellos testigos son en mayor 
número, y por consecuencia debe estarse á su testimonio 
con arreglo á" la ley cuarenta, título diez y seis, partida 
tercera, sinó porque los testigos presentados por la parte 
do Gómez, son singulares en sus dichos, pues el primero 
el Dr. Costa se refiero á lo que ha cobrado él en su esta- 
Lleei miento do campaña lo que es distinto del auto de prueba 
que se refiere a" putreroa en iguales condiciones ú los dg 
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Nuñez, que están á inmediaciones do ta ciudad, y solo el 
testigo Victorica ha contestado en los términos del auto de 
prueba, y es único, por consecuencia. 

Séptimo. — Que debiendo estarse al precio corriente, debe 
la parte de Gómez abonar con arreglo al de treinta pesos 
mensuales que, como se ha visto en la prueba, resulta ser 
el mhiimun que se cobra ordinariamente en potreros iguales 
á los do Nuiiez. 

Octavo. — Uue la reconvención deducida por la parte do 
Gómez por daños y perjuicios procedentes de demora en 
Ja devolución de los caballos no es legal, no solo porque 
no se ha justificado que hubiese habido mora, porque con 
a: reglo á la doctrina general, es necesario para que lo 
baya que hubiese precedido interpelación judicial, sinú 
porgue adeudando Gómez el pastoreo de los caballos tenia 
Nuñez el derecho de retenerlos mientras no se le abonasen, 
con arreglo á las leyes nueve, título diez y siete, libro ter- 
cero del Fuero Real, y quinta, titulo octavo, partida quinta. 

Noveno. — Uue tampoco es legal la reconvención dedu- 
cida por la purte do Gómez, con motivo en la falla en 
los ceballos, no solo porque desdo mucho antes de reci- 
bir sus caballos tenia conocimiento de que habían muerto 
algunos, sino porque no ha espresado que Ja muerte de 
los mismos debiera atribuirse á hecho imputable al de- 
mandante. 

Por estos fundamantos , tullo : condenando i D. José 
Cándido Gómez á abonar i 0. Juan Martin Nuñez la can- 
tidad de sesenta y ocho mil ochenta y ocho pesos moneda 
corriente, saldo de la cuenta de foja cuatro, proceden le 
del pastoreo de caballos de propiedad de) primero» con sus 
intereses desde la notificación de la demanda, computados 
con arreglo de los que paga el Banco de la Provincia, y 
costas del juicio; y absuelvo á D. Juan Martín Nuñez de la 
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reconvención que conlra él lia deducido ln parte de Gómez 
por cobro de caballos entregados do menos, y por daños y 
perjuicios, impónganse los sollos y notifiquese con el orí- 
jinnl. 

Manuel Zavaleta. 

Habiendo apelado en relación Don José Cándido Gómez, 
recayó el siguiente 

1* ttlltift ^Ac* I 



Dueños Aiics, Diciembre 3 de 181*2* 

Vistos: por sus [andamentos relativos á la demanda y al 
primer punto de la reconvención ; y considerando respecto 
del segundo puniu de la misma, que la parle de Nuñez no 
ha justificado de ninguna manera el hecho de haber muerto 
una parlo de los caballos que recibió de (¡ornez, en cuyo 
caso es responsable de! imporLe de los que no devolvió, se 
confirma la sentencia apelada de Tojas ciento trece á ciento 
veinte y siete, con declaración de que, del saldo de la 
cuenla de fnja cuatro dehe deducirse el valor de cincuenta 
y tres caballos, diferencia entre el número espresado en 
la cart ade foja tres sin contradicción por parle de Nuíiez, 
y el que de la citada cuenta de foja cuatro resulta haber 
devuelto, á razón de trescientos pesos por cabeza, precio 
establecido por el mismo Nuiiez en la carta de Toja dos : 
y satisfechas las costas, deviulvanse, 

S.vlvaiiou M. i>el C\niUL. — Francisco 
Uei.uauo. — Jns¿ [Unios Pa- 
zos. — ,1 lí. GuiinSTlAGA. — J. 
DOUBÍGÜEZ- 
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Notificado Nüfiet, espuso que la contrademanda solo ha- 
bía sido por 50 caballos, por lo que pedia se declarase el 
error de cálculo que conlóala la sentencia en cuanto lo 
condenaba á abonar 53. 

Declararlo» de 1» Suprema Corte 

Buenos Aires» Diciembre de i 872. 

Itesullando que en efecto la parte de Comez limitó su 
conlrade manda á cincuenta caballos, se declara ser este el 
número cuyo importe debe deducirse de la cuenta. 



liomez por su parle pidió también declaración, diciendo 
que el Juez a quo lo había condenado en costas, juzgán- 
dolo temerario litigante, y negándole lodo derecho ; pero 
que como la Suprema Corte declaraba probada la recon- 
vención, implícitamente revocaba la condenación en costas. 



Atentas las razones espuestas por el solicitante, se de- 
clara que cada parte debe pagar las costas que huya 
causado en ambas instancias, 

Salvador María del Carril. — 



Salvador M. del Carril. - Francisco 
Delgado. — Josré Barros Pa- 
zos.—). B. Gurostjaga. — J. 
Domínguez, 





Francisco Delgado. — Justé 
Barros Pazos. — J. H. (¡o- 
rustiaga. — J. Domínguez. 
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Criminal, amtra (¡ahrie.l ¡'arheco, Andrés Hehialdi, Bernardo 
Wca y Pabla Daniel \ dlahhü, por sustracción de 
efectos en los depósitos de Aduana: 



>. — El delito de sustracción de erectos en los de- 
pósitos de Aduana, puede ser penado con tres años de 



Caso. — Habiendo sabido el mayordomo de Aduana Ü. 
Santiago Sorbí que los peones de Aduana Gabriel Pacheco, 
Andrés Heinaldi, Bernardo Hica y Pablo D. Yillalobo, 
andaban vendiendo mercaderías, sospechó que fuesen hur- 
tadas de los depósitos, y diú cuenta a los Comisarios Oc- 
tavio González y Francisco Wrighl, con quienes se dirigió 
al cuarto donde habitaban. 

En poder de Pacheco se encontró 7 piezas de raso, tres 
retazos idem, 1 boa de vicuña y un sombrero de castor; 
en poder de YilUobo: 2 sonrbrcros y t boa ¡guales a las 
anteriores ; y en poder de Heinaldi á pares de zapatillas, 
II fajas coloradas, U paquetes de lápices, 10 cerraduras, i 
palillero de composición y 1 bolsa de viage. 
t. ui. 
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Reducidos á prisión los indicados y levantado el corres- 
pondiente sumario, el Procurador Fiscal, pidió contra ellos 
la pena del art. 81, £2°, de la ley penal 

Tulla del Juei Merrtoiml. 

Buenos Aires, U de Setiembre de i8"2 

Y vistos, estos autos seguidos contra Gabriel Pacheco, 
Pablo Daniel Yillalobo, Andrés Reinaldi y Iteruardo Hica, 
por sustracción de efectos de los almacenes de Aduana y 
resultando : I o Que teniendo conocimiento el mayordomo 
do peones D. Santiago Serví, qué algunos de estos vendían 
ocultamente electos, que suponía sustraídos en los depó- 
sitos de Aduana, dió parte ál Comisario D, Octavio 
González, quien procedió a" allanar la casa, callo Tacuarí 
núm, 124 do Gabriel Pacheco y Pablo Daniel Yillalobo, 
encontrando los objetos que se detallan á f. \ tolicio de 
Ü. Santiago Serví f. I a , actuaciones de f. 6 y declaraciones 
de los Comisarios Wright y González f 18 vuelta y 20, y 
Jorge Edma f. 20); 2" ljue interrogados los espresados 
dueños de la casa sobre la procedencia de estos efectos, 
citó Pacheco á Reíualdí y Hica como autor el primero de 
)a sustracción de los efectos, que se le habían encontrado 
y al segundo de unos revolvere y otros efectos, confesando 
pur su parte que él los tomó de un cuarto contiguo al depó- 
sito de García á donde los haltia ocultado Ueinaldi (declara- 
ciones de Pacheco, fs. tí, 8 vta. y 13) : o"' Que interrogado 
Ueinaldi y Rica sobre las referencias anteriores las contradi- 
jeron ambos, confesando el primero haber tomado un revol- 
ver del depósito de Garano y el segundo unas zapatillas del 
de García 'declaraciones de fs. ü, II vuelta y 10) 5 *° U"e 
no se ha podido avenguar que haya habido lalla en los de- 
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pósitos üó Aduana de los artículos espresados como lo 
comprueban el parle de f. 3, de D. Frutos Martin y los in- 
formes de fs. 1:2 y 43; Y considerando: 1° Que de los an- 
tecedentes arriba espresados se desprende que no se lia 
constatada el cuerpo del delito, pues los autos no arrojan 
prueba alguna de que la sustracción, objeto do ellos se 
baga efectuado en los depósitos de Aduana desde que no 
aparece falta en ellus de los artículos que se suponen 
sustraídos; 2" („>ne en cuanto á Pacheco y Yillalobo no 
obstante haberse encontrado en su casa objetos cuya pro- 
cedencia no han subido espliear satisfactoriamente, siendo 
esta tanto mas sospechosa cuanto está probado que los 
vendían ocultamente, esta circunstancia no es bastante 
para establecer la prueba plena del delito y menos aun que 
este se hubiere cometido en los depósitos de Aduana ; 3" 
Que Hica en su confesión con cargos ¡i f. ¡H se ha retrac- 
tado de la que hizo en sus derl.iracinnes sobre la sustrac- 
ción del revolver; y 4" Que no obstante esto, que la con- 
fesión misma de los procesados, única prueba del sumario, 
no es eficaz para fundar una sentencia condenatoria en 
materia criminal, cuando como en el presento caso falta 
la comprobación del cuerpo del delito, aun cuando sea 
bastante parala condenación civil por indemnización según 
la interpretación que dan lus espositores á las LL 2 a y 5 a , 
tit. 13, l'art. 3 a ; por estos fundamentos, fallo, absolviendo 
& los procesados Gabriel Pacheco, Pablo Daniel Villulobo, 
Andrés Ueinaldi y lWiiardu Ilien de la instancia criminal, 
por sustracción de efectos de lus depósitos de Aduana, que- 
dando á salvo las acciones pur indemnizaciones á quo die- 
ren lugar sus respectivas confesiones: en consecuencia 

para que los ponga en libertad: 
isc los sellos. 

Andrés Vgarriza. 




AU FALLOS DE LA aUPRESU CURTE 

Habiendo apelado el Procurador Fiscal, y concedidose el 
recurso, ante la Suprema Curte el Sr. Procurador General 
espuso : 

Que los electos encontrados en poder do los acusados 
eran el resto que no habian 'pudido vender Jo un ruho 
hecho en los almacenes dé Aduana. 

Que interrogíidu Pacheco por el Comisario y por el Juez, 
iia dicho que el raso lo lomó de un cuarto que tiene co- 
municación con el depósito de García, d<mdo se ponen Jos 
cajones vados, creyendo que fueron puestos allí por el 
peón Huinaldí; y que la boa y el sombrero lo compró al 
peón liorna rilo Itica del depósito do Gazano, 

Que Llcinahli nir-u haber el puesto los eluclos en el 
cuarto. Pero de cualquier modo que hubieran libado allí, 
el hecho es que estaban en el reeinlo del almacén, y que 
de allí tos sustrajo Pacheco, sin avisar á sus geles 'como 
era de su deber. 

Que la criminalidad de Pacheco 
te establecida por su confesión. 

Que Villalobo dijo quo los electos que se le encontraron, 
Jos había comprado íi un tal Ksjiiuusa, peón del depósito 
do Gazano, que se bailaba en Montevideo: escusa falsa 
porque esos efectos son perfectamente ¡guales á los <mc 
tenia Pacheco; y que además no lo justillo:), purque com- 
prar mercaderías á un peón do Aduana, es hacerse cómplice 
ú ocultador de un robo. Así que Villalobo ó es ladrón ú 
ocultador. 

Que en cuanto á Bernardo Hiea peón del depósito de Ga- 
zano dice Pacheco que el I* de Abril último lo vio salir del 
depósito con una cantidad de pañuelos chalones ocultos bajo 
sus ropas, y que anteriormente Jo había visto salir con varios 
revolverá, Hica niega que baya sacado chalónos, y solo 
confiesa que tomó en el depósito un revolver de un cajón 
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abierto, y que lo tiró al rio por no compro- 
lúe esto confesó ante el Comisario y dos veces anle el 
Juez; pero en su confesión después de haberse ratificado 
en sus anteriores declaraciones, cuando el Juez le hizo 
cargo por haber burlado el revolver, negó el cargo, di- 
ciendo que lo babia hecho por error, afligido por la pri- 
sión en que se encontraba. 

Que no ha debido el Juez dar valor á esa pueril y ridi- 
cula retractación de tres declaraciones dadas libremente, 
y en que sin duda babia ocultado la mayor de sus culpas. 
Que debía tenerse a* Hiea por confeso do haber robado, 
siquiera un revolver. 

Que Andrés FUinaldj, dando la razón do tener los efectos 
que se encontraron en su poder, dijo; quo un par de za- 
patillas se las dió un dependiente do Aduana cuyo nom- 
bro ignora, y el otro lo hurtó ól del depósito do García; 
pero como los dos pnres son iguales debe jereerse que los 
dos son hurtados de un mismo cajón, y quo el cuento del 
desconocido que hace regalos es solo un protesto para 
minorar su rulpn. Hijo también que los demás efectos se 
los dejó en depósho un amigo á quien no nombró. Esto 
no es dar razón siuó disfrazar una mentira ; porque si 
hubiera tal amigo, lo hubiera nombrado para que recuperara 
sus efectos, ó so hubiera presen lado este reclamándolos. 

Que otra prueba de que todos eran robados es que 
cuando el Comisario 1c pr^miló cuál era su baúl, señaló 
el de un compañero de cuarto donde nada se encontró ; y 
luego en su baúl verdadero se encontraron esos efectos. 

Que de lodos modos él ha con Cesa fio que hurlo un par 
de zapatillas del depósito do García y esto basta para 
merecer la pena. 

Que no debía lijarse el Tribunal en la poca importancia 
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He los efectos que aparecen; porque estos solos son restos 
de un gran n bo. Los acusados han estado vendiendo los 
demás, y una prueba de ello son los tres retazos de razo 
que se encontraron en poder de Pacheco; pues es evidenlo 
que del almacén no pudo sacar relazos. 

Hue además, cualquiera que sea el valor del robo, lo 
que debe easlignrso severamente es la infidencia con que 
estos peones de Aduana se entretienen en abrir los cajones, 
puestos en depósito y robar una parte de las mercaderías 
puestas en ellos. 

Oue este género de robo es enteramente peligroso» por 
el daño que causa en la buena fe del comercio, y por la 
dificultad en descubrirlo. Un cajón cerrado que despacha 
el comerciante, ó que remito á las Provincias por tras- 
bordo, aunque haya sido robado, no puede descubrirse la 
falta, sino cuando se abre, y entóneos lia pasado ya el 
tiempo de reclamar. 

íjue esta es la razón porque á la Aduana no se ha hecho 
reclamo alguno por los hurtos do que se trata. De aquí 
ha deducido el Juez que no se lia hecho hurlo alguno : que 
no está probado el cuerpo del defilo. Mala consecuencia, 
contraria al buen sentido, 

Habiendo confesado los acusados que hurtaron de los al- 
macenes de Aduana, y encontrándose en su podur los efec- 
tos hurtados, el cuerpo del delito está evidentemente pro- 
bado, sin ningún género de duda. 

Pidió se revocara la sentencia apelada y se condenara á 
los acusados á tres años de trabajos forzados, que es la 
pena mínima de la ley, mandando previamente que fuese 
reducido á prisión Bernardo Mica, puesto en libertad por el 
Juez de Sección. 
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Buenos Aires» Diciembre 5 ilc 

Vistos: por los fumlamenlos espuestos, y do conformidad 
con lo podido por el señor Procurador lime™! en su visla 
do foja setenta y Ires, se revoca la sentencia arlada de 
foja sesenta y una, y con arreglo al inciso segundo d el ar, 
líenlo ochenta y uno de la ley penal de calorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, se condena á tos 
procesados Gabriel P;iclieeo, Pablo Daniel Villalubo, Andrés 
Heinaldi y Bernardo ftica á !a pena de tres años de trabajus 
forzados, debi.mdo imputarse en este término la mitad del 
tiempo que llevan de prisión, y solidariamente al pago de 
cosías. Comuniqúese esta sentencia por oficio al Poder 

cum 



Salvado» María dkl Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José Barros 
Pazos, — José B. Gorostjaca.— 
J. Domínguez. 
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CAl ftA <\i,iv. 



Don Tomás Pacheco \j sus hermanos, contra Don Juan 
Uarroso, ¡>or cobro de bienes htrtúiUrox. 




ion de herederos hace parte 



2» Los juicios de esta naturahwa son tío ln esolnsiva 
impelencia do los Tribunales de Provincia. 
3° La jurisdicción do los Tribunales Nacionales es mm- 



Casft, — I). Tomás Pacheco por sí y con poder de sus 
hermanos Don Salvador, Da. Mercedes, Da. Rosario, Da. 
-f nana y D. Haninn, vecinos de Kritre-Kms se presentó «itile 
el Juez Federal en Mendoza y esposo; — Uur en el terremoto 
del 20 de Marzo de JKIil, fullreiú la viuda v hijos de Don 
Antonio Barroso, lio de Da. Andrea líarwso, madre del 
peticionario, hahiendo dejado, varios bienes y entre ellos 
un sitio en San Vicente» otro en la ciudad destruida, lus 
muebles de la casa, alhajas, Ln., de todo lo cual se había 
apoderado Don Juan Barroso, sin título alguno. 

(Jm como los bienes espresados habían pertenecido al 
finado José Antonio Narróse y hoy él y sus hermanos en 



HE JUSTICIA NACIONAL. 



i8fí 



representación de los derechos de su finada madre, son los 
sucesores legítimos de aquel, en virtud do haber muerto los 
hijos que dejú, halda reconvenido á Dan Juan exigiéndole 
la entrega do los intereses fincados ; peto que este se ne- 
gaba pretendiendo preferente derecho. 

Pidió, entablando demanda en forma, se declarase «]ue 
los bienes reclamados les correspondían en propiedad, y 
que llini Joan Barroso debía entregárselos con sus frutos. 

Sus I anejada la causa con I» contestación y las pruebas 
producidas por ambas parles, se dictó este. 

Fallí» riel Juez *U- Mrrrio». 

Memluza, f iclubrc 30 de 1871. 

Y vistos : Don Tomás Segundo Pacheco por sí y en re- 
presentación de sus hermanos, Don Ramón, Salvador, 
Di. .huma y Hosario Pacheco, como herederos de Don Ca- 
lislo Barroso, tío por linea materna, demandan ú Juan 
Itarroso petición de herencia) por haberse apoderado de 
los bienes yacentes del finado Don Calislo Barroso, como 
hijo natural (supuesto do este último.) 

La demanda se apoya en el testamento de Don José 
Diaz Barroso, abuulo de los peticionarios y padre de Don 
Calislo, i|ue se presenta á foja tineuenta. 

Suponiendo rendirá la íiliacion de Juan Ltnrroso (dicen 
los Pachecos) esta circunstancia no le dá derecho esclu- 
sivo ;i lodos los bienes por cuanto del testamento de foja 
setenta í/ tres se deduce r ;i parentela legítima ojie nosotros 
invocamos para suceder al lio Barroso, 

El demandado contesta por hoco de Don Felipe Corroa 
defensor nombrado por el juez á virtud de no tener aquel 
quien lo apodere y defienda. 
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El testamento que acompaño foja cincuenta tj ritiere á se- 
tenta inclusive, Don José Galisto Barroso tenia por madre 
á Doña Isidora Talabera. — Don Calisto falleció entre los 
años mil ochocientas cuarenta y seis á mit ochocientos cuarenta 
u «ííe, soltero & intestado. Heredó sus bienes la madre 
que falleció el veinte de Marzo de mil ochocientos sesenta y 
uno, en el gran terremoto de Mendoza. 

La madre heredó por consiguiente al hijo que desapa- 
reció del mundo antes que ella. 

No es cierto pues, que los Pachecos sean herederos de 
su finado tío, ya que la su cesara universal fué la Talabera; 
en este carácter entró en posesión de los bienes do su 
hijo. 

Juan Barroso, hijo natural, quedó á cargo de la abuela 
natural, y como niño mimado do esta, estuvo á su lado la 
aciaga noche del terremoto. El nieto salvó y la abuela 
pereció. 

Doña Mercedes Barroso, única hija do Doña Isidora, 
sulrió igual suerte en la casa Solariega, la misma noche 
del veinte. 

Por varios accidentes que refiere Ea contestación (impro- 
bados), se deduce: que ta madre sobrevivió á la hija. 
Aquellos consisten en que tas murallas de la casa, sepul- 
taron á la hija, sin lesión á la madre. El polvo que 
ahogó á esta, 

Este es un caso que debe decidirse por las leyes que 
rejian antes de la sanción del Código Argentino, para que 
no tenga efecto retroactivo aquel. 

Considerando : — 1«> que la parte demandada no con- 
tradice el parentezco de los demandantes con el finado Don 
Calisto Barroso, que reconoce á este como hijo legítimo, 
de Dofia Isidora Talabera, como su muerte y la de su hija 
Doña Mercedes Barroso, — 2° Que Juan Barroso solo se 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



40! 



puede reputar hijo natural hipotético do Don Calislo Bar- 
roso por inducciones njas ó menos verosímiles constantes 
en la esposieion de autos, mas no hijo natural reconocido 
por testamento ó juicio contradictorio. — 3o Que aun dado 
el caso que fuese reconocido por tal, tratando de heredar 
bienes paternos, como son los de Uon Calisto Barroso ó 
su madre liona Isidora Taladora, su derecho no alcanza 
mas que á la sexta parto, que es el mismo que reconoce el 
defensor del demandado á favor de úste en su contestación 
de foja setenta y dos. — i* Que de todo lo alegado y pro- 
hado no se deduce que haya habido inventario, partición, 
ni adjudicación en forma de la sucesión que se disputa. — 
5" Uue el argumento que liona Mercedes Barroso pereció 
primero quo su madro Dufia Isidora en el terremoto de 
Mendoza, es punto injustificado y está contra la presunción 
legal de la edad y fuerza (Jey doce t titulo treinta y tres, 
partida séptima ) es decir que en la duda en caso de muerte 
simultánea, se presume que perece primero la madre que 
)j hija, — Sexto. Uuo de consiguiente, los BarrojiOB son los 
herederos de los bienes yacentes y no los parientes do Doña 
Isidora que so dice tenerlos en el Paraguay, y 7"; Que la 
prueba rendida por el demandado parece en autos tachada 
en su parte mas principal, puus Don Santos Diritos es inhá- 
bd como testigo por aparecer parto contraria á los Pache- 
cos en estos autos, y á mas protector reconocido de Juan 
Barroso. — Estando relativamente casi en igual carácter 
Plácido Soza, según la posición tercera y cuarta, foja ochen- 
ta y seis y ochenta y &iete. 

Se declara ; que habiendo prohado su acción Don Tomás 
Pacheco por sí y hermanos. 

Como parientes colaterales que están en el tercer orden 
y grado de Bucesion legítima, y que Don Juan Barroso 
no ha acreditado su filiación. 
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Se condona á este último á devolver tos bienes raices 
que se le reclaman como pertenecientes al finado Don Ca- 
liste Barroso y los semovientes, derechos y acciones que 
correspondan á dicha sucesión, sin perjuicio de otros do 
mejor derecho. — Leyes ataría y quinta, título trece t par- 
tida Mxía, dos, libro diez, título veinte de la novésima Re- 
copilación. Con costas al demandado. 

Juan Palma, 

Apelada esta sentencia por Don Felipe Correa, represen- 
tante de Juan Barroso, y concedido el recurso en relación, 
se dictó el siguiente 

Fallo de I» Suprem» Corle. 

Buenos Aires, Diciembre & de 1872. 

Vistos : considerando que el presente juicio verso sobre 
mejor derecho á la sucesión do Doña Isidora Ta la vera de 
Barroso y su hija Doña Mercedes Barroso, víctimas ambas 
del terremoto de Mendoza en mil ochocientos sesenta y 
uno: — Que la declaración de herederos hace parle del jui- 
cio universal de sucesión como preliminar indispensable 
para proceder á la partición y adjudicación de los bienes : 
que los juicios de esta naturaleza son de la esclusiva com- 
petencia de los Tribunales do Provincia, según la dispo- 
sición del inciso primero, articulo doce de la ley de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales Nacionales ; y 
que si la Suprema Corte ha conocido de la gestión que 
terminó con el fallo de foja treinta y nueve vuelta, ha sido 
porque ella no era una cuestión entro herederos, sino 
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una reivindicación intentada contra un eslraño á quien se 
daba el carácter de detentador de bienes á que no tenia 
ningún derecho; y teniendo presente por último que la 
jurisdiccioo de los Tribunales Nacionales es improrogable, se 
declara que dichos Tribunales son incompetentes para co- 
nocer de la presente cuestión, quedando en consecuencia 
sin ufecto la resolución apelada, y debiendo el Juez de Sec- 
ción de Mendoza pasar los antecedentes al juez competente 
de la misma Provincia, Satisfechas las costas, devuélvanse. 

Salvador María lel Carril. —Fran- 
cisco Delgado. — José Barros Pa- 
zos. — Jusé B. Gorustiaca.— José 
Domínguez. 
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C¡i%l»,V CXLV. 



Criminal, contra Carlos hartas, par delito de rebelión, homi- 
cidio tj otros crímenes cometidos durante la rebelión. 



Sumario. — 1° Corresponde á los tribunales mcionalei el 
conocimiento de las causas criminales contra los rebeldes 
y los autores de delitos comunes cometidos durante la re- 
belión, con los propósitos consignados en el art. 18 de la 
ley penal. 

2» La pena capital solo se aplica en la práctica, en los 
casos de una airosidad y alevosía, justificadas por medio 
de un procedimiento en todo arreglado y al abrigo de toda 
objeción. 

3<> Pío es tal el procedimiento en que se lia nombrado 
fi-cal al hermano de la víctima, y defensor á un pariente 
de estos; y en que ni el defensor lia intentado producir 
pruebas sobre los hechos alegados en su disculpa por el 
acusado; ni se han ratificado en pleuario los testigos de 
la acusación. 



Caso, — Cárlos Farías Tué acusado por delito de rebelión 
y otros crímenes comunes cometidos durante la rebelión 
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incluso el lie homicidio en las personas de D, Camilo 
Castellanos y de un soldado desgaritado. 

Se instruyó el proceso siendo nombrado como fiscal ad 
hoc el Dr. D. Lisandru Castellanos, hermano del asesinado, 
y como defensor del reo un cuñado del fiscal. 

El fiscal pidió la pena de muerte ordinaria y la condena- 
ción en las costas procesales. 

La defensa pidió la absolución del acusado sosteniendo 
que no resultaban suficientemente comprobados por el su- 
mario los delitos imputados al procesado. 

Llamada la causa a prueba la parte fiscal produjo las 
declaraciones de 11 testigos, que no se ratificaran en ple- 
nario por no haber podido ser habidos. 

La defensa no produjo pruebas. 

Falló del Jurz *«>erion«l. 

aluja, Agosto li de 1871 

Y vista la presente causa criminal seguida de oficio por 
el fiscal ad hoc Ur. L>. Lizandro Castellanos contra el pro- 
cesado Carlos Parias por delito de rebelión y de crímenes 
comunes cometidos durante ella ; resultan que se le impu- 
tan ni procesado los hechos siguientes. — I a Que en el 
ano de I8b7, el procesado Carlos Furias se alilió en clase 
do sargento ú las hordas que, acaudilladas por Mi pe Várela, 
se rebelaron contra el Gobierno Nacional, con el fin de 
derrocarlo y cambiar la situación política del país : habiendo 
desempeñado comisiones que le encargaba el gefe principal 
de aquella, Indagatoria del procesado de f. 6 vía. y 8 vto. 
ratificada en su confesión de f. <iO y declaraciones do fojas 
3, te, 18, 20, 22, 23, 25, 28, 28 vía., 79, 80, 87, 88, 
88 vía., 8a, 00 vía., 91 vta., 92, 03 y 94. 



m 
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2o Que estando afiliado á una comisión que cruzaba 
armada el Departamento de Guandacol y cutnp'Li las órdenes 
que les impartía el Gefc de la rebelión, turnaron preso en 
la . Reciña Blanca » a" siete ú ocho de los der rutad os de 
las fuerzas del Coronel Charra en la batalla pe este libró 
en la • Ciénega Redonda» contra las fuerzas acaudilladas 
por Felipe Várela — declaración de foja 1S de los autos. 

3 Ú Que dicha partida saqueó en el lugar mencionado, 
una carga de equipaje perteneciente al Coronel Charra y 
despojó de las monturas y de cuaulo teman á los dispersos 
que tomaron. — Declaraciones de f. 3 y 1K. 

4 o Que el procesado Furias os un ladrón consuetudinario 
que ha vivido siempre en la mas escandalosa vacancia, — 
Declaraciones de fojas I, 2 vía., 4, 5, 6, 79, 80, 87, 88, 
88 vía., 90 vta., 91 vía., 92, 93 y 94. 

5" Que habiendo José No i ra Ge fe de la partida á que 
Farias estaba afiliado, lomado preso á Don Camilo Caste- 
llanos, fué asesinado alevosamente por el procesado y otros 
en la plaza de la población de llernillos, á las diez ú doce 
de la noche. Indagatoria del procesado de f, C vta., rati- 
ficada en su confesión de f. 40 v declaraciones de fojas i , 
2, 3, 4, 5, G, 1G, 18. 20, 22, 23, 24» 25, 20, 28, 79, 80, 
87, 88, 88 vta,, Si) vta., M vta., 92, 93 y 94. 

G* Qae en el acto de espirar Castellanos fué despojado 
de sus testidos por el procesado, habiéndose pascado pú- 
blicamente con ellos en la misma población al dia siguieu- 
te. — Declaración de f. 43 vía. y las corrientes en autos á 
fojas 3, 5, 6, 8 vta., i 8, 2(1, 79, 80, 87, 89 vta., 91 V la. t 
92, 93 v 94. 

7° Que el dia de la batalla de la «Ciénega Redonda » que 
libró el Coronel Charra con Ira los rebeldes, fué degollado 
por el procesado Farias como á inedia legua de ta población 
de Hornillos en el camino de Dincluna, un disperso de ta 
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fuerza del mencionado coronel que venia herido del campo 
de balalla. Declaraciones de fojas 1, 2, 4 vía., 5, 6, 10, 
22, 23, 25, 27 vta , 28 vía., 87, 88, 89 vta., 9i vta., 
93 y 94. 

8" Que en el lugar de las «Tres Puntas i tratando de 
degollar el procesado en el mismo dia, á otro de los derrota- 
dos de la fuerza de diebo coronel, le fué impedido por Don 
Juan Bautista Hurgara. Declaración de fojas 3 y 18. 

0" Que estando procesado por esta causa, el preso Faría 
lia fugado por dos veces de su prisión, paralizando su tra- 
mitación. Declaración de f. 5 ó indagatoria de fojas C, 8 
y 38 do los autos. 

10. Que el procurador fiscal en su t|ucrella de f. 40 
rymsa al procesado Farias do reo del delito de rebelión 
contra el Gobierno Nacional: de ladrón consuetudinario: 
de autor del saqueo del cadáver de Don Camilo Castellanos: 
de reo do los delitos de homicidio perpetrados alevosamen- 
te en la persona del mencionado Castellanos y en un dis- 
perso de las fuerzas del Coronel Charra: de cómplice en 
el asesinato que tuvo lugar en la « 'tecina Blanca i de utro 
de los derrotados de la misma fuerza, y de autor de homi- 
cidio frustrado en el lugar de las «Tres Puntas» en un 
otro de las fuerzas dul mencionado coronel, y pide, fundado 
en las leyes 3 y 4, lít, 23, lib. 8, H, C, que so con- 
deno á Farias á la pena ordinaria de muerto, con las costas 
procesales. 

11. Que el defensor del reo Farias á f. 05 solicita quu 
no se haga lugar la acción fiscal por no estar probada 
en autos la participación vuluntaria que el procesado tuvo 
en la rebelión acaudillada por Várela y por no estar sufi- 
cientemente constatada la criminalidad de aquel en el 
saqueo y asesinatos do que liaco mérito el Procurador Fis- 
cal ¡ y pide la aplicación de una pena arbitraria que cor- 

t. in, 34 
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responda estrictamente á los cargos que aparecen del pro- 
ceso contra su representado. 

Y considerando: en cuanto al derecho : — 1° Que de las 
declaraciones de fojas 6, 8 vía., y 33 y de la de los testigos 
corrientes desde fojas 16 á 28 vta. y 70 á 01, resulta 
plenamente justificado que en el ano de 4867 este se afilió 
á las fuerzas acaudilladas por Felipe Vareta, con el fin de 
derrocar al Presidente de la República y cambiar la situa- 
ción política del país; hecho que constituye el delito de 
rebelión previsto y penado en los arls. 14 y 17 de la Ley 
penal de 14 de Setiembre do 1863. — 2 o Que la excepción 
de temor ó fuerza alegada por el procesado en su conlesion 
de f. 40 y por el defensor de este en la defensa de f. 65, 
para justificarse del delito de rebelión que se le imputa; 
no la ba probado en la estación correspondiente del juicio; 
apareciendo por el contrario demostrado en autos su par- 
ticipación voluntaria por las circunstancias siguientes: 

'1* Por baber aceptado el cargo de sargento en la partida 
que cruzaba armada el Departamento de Guandacol y cum- 
plía órdenes de Várela; pues que es inverosímil que se 
hiciera dicho nombramiento en aquellos que eran conpe- 
lidoa á seguirlos por la fuerza. 

2 o Porque ! abtendo sido licenciado por las fuerzas de 
Várela cuando marchaba á i Bargas » y dispersado por dos 
veces de la partida á que se hallaba afiliado en Guandacol 
á la proximacion de fuerzas nacionales ; se le vi6 replegarse 
otras tantas a la rebelión, conociendo según su confesión 
de f, 33 los propósitos que tenían. 3 o Porque del sumario 
consta que pudo fácilmente ocultarse en las montañas, 
como lo hicieron casi lodos los testigos que lo forman j 
que tienen su domicilio en el mismo lugar de la residencia 
del procesado. 

3 o Que no está plenamente probado de autos la partid- 
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pación que el procesado tuvo en la prisión y saqueo que 
ejecutó en la * Reciña Blanca » la partida á que pertenecía 
en siete ú ocho derrotados de las fuerzas del Coronel Charra 
en la batalla de la t Ciénega Redonda;» como asi mismo 
do una carga de equipaje perteneciente al mencionado coro* 
nel, por cuanto la declaración de íiaulista Bergara de fs. 
3 y 18 es singular y ambigua. 

4 o Que los delitos de vagancia y de ser el procesado un 
ladrón consuetudinario, acreditados por las declaraciones 
de fojas i á C y 79 á 9-i Je los autos, solo pueden apreciarse 
como un antecedente á la resolución de esta causa, pues 
que no constando que de ellos se haya hecho reo el pro- 
cesado durante la rebelión ó con ocasión de ella, su co- 
nocimiento compete ú los tribunales ordinarios. 

5o Que por la confesión del procesado f. G vía. ratifi- 
cada a* fojas 33 y 40 y por las declaraciones de fojas 1 á 
6, 10 á 28 y 79 á í)i, resulla plenamente probado que e] 
procesado Carlos Farias es el autor do la muerte del ciu- 
dadano Don Camilo Castellanos, asesinado en la Plaza de 
la población de Hornillos en el mes de Junio del año 18<i7, 
Proemio al til. 13, part. 3°, Leyes 2* y 7% lít. y part. citada. 

6* Quo la singularidad que existe en los dichos de los 
testigos del sumario respecto á la hora en que fué ejecu- 
tado Castellanos, no es sustancial en el presente caso, 
para el efecto de invalidar sus testimonios; pues que es- 
tando estos contestes en el tiempo, lugar y circunstancias 
del hecho, como de que fué ejecutado de noche, la variedad 
en sus aseveraciones de la hora exacta en que aquel asesi- 
nato se perpetró, proviene de que ninguno de ellos pre- 
senció el acto mismo de la muerte, y de que" casi todos se 
refieren en sus declaraciones en cuanto á esa circunstancia, 
al dicho del procesado Farias y á la pública voz y fama 
de la población de Hornillos. 
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7o Que el sentimiento de compasión que afirma el pro- 
cesado á fojas 6 vta, y A 2 de los autos que fué él el que 
lo decidió á detpenar á Castellanos con un espadón, lejos 
de apreciarse como una circunstancia atenuante del delito, 
constata mas la inmoralidad y perversidad de la gente que 
lo ejecutó ; pues que estando plenamente justificado por 
su confesión y las declaraciones citadas, que Castellanos 
fué degollado en el acto de caer del caballo, derribado por 
un hachazo que le partió la cabeza ; resulta que el proce- 
sado fué no solo quien lo despenó sino también el que le 
quitó la vida degollándolo. 

So Que constando por la declaración del procesado y 
declaraciones ciladas, que Don Camilo Castellanos estando 
preso y desarmado fué sacado y asesinado sin previa pro- 
vocación, este hecho agravando mas su criminalidad, so- 
mete á su autor á la pena ordinaria de muerte con calidad 
de aleve, Leyes 1\ 2* y 10, lit. 21, lib. 12, N. R. y 2% tít- 
8 o , part. 7'. (Fallo de la Suprema Corte, causa XLHI, tomo 
quinto, páj. 297.) 

9o Que aunque está probado plenamente por las decía* 
raciones de fojas 22, 25, 27 vta., 28 vta., 91 vta, y otras, 
que el dia de la batalla de la •Ciénega Redonda,! fué 
asesinado como á media legua de Hornillos en el camino 
de Blnohina un soldado disperso que volvía herido del 
campo de batalla y que pertenecía á fuerzas del Coronel 
Charra; no consta de la misma manera la culpabilidad del 
procesado Parias en aquel homicidio: 1 o Porque constan- 
do de la declaración de Samuel Domínguez de f. 28 vta., 
(único testigo ocular en este hecho) quo el pertenecía á la 
partida que diú muerte al soldado do Charra, su declaración 
está comprendida en la disposición de la Ley 21, tít. 46, 
parí. 3 a , que invalida los testimonios de los cómplices, por 
cuanto resulta que por lo monos prestó su cooperación mo- 
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ral para la perpetración de aquel homicidio, (Dr. Tejedor, 
Derecho Criminal parte primera, lib. i", tít. 1% cap. 4*, 
n fl 3, arL 2°, n° £>0,) 2o Porque en las declaraciones de 
Juan Manuel González y Honorato Guerrero de fojas 27 vta. 
y 91 vta. que se refieren al dicho de María y Nicolás Catiba, 
siendo testigos auricolares, cxislo singularidad diversifica- 
Üva sobre las circunstancias que precedieron al homicidio 
atribuido por ellos al procesado. Y 3° porque los dichos 
de los demás testigos del sumario, solo se refieren á la 
pública notoriedad. Ley 28, tít. 16, part. 3a. 

10. Que no es prueba plena la declaración de Bautista 
Rergara, de fojas 3 y 18, para justificar el conato de asesinato 
en uno de los dispersos de la fuerza del Coronel Charra, 
en el lugar denominado i Las tres Puntas * y que atribuye 
su principio de ejecución al procesado. 

11. Que no debe pronunciarse este juzgado sobre el delito 
de evasión de la Cárcel Pública ejecutado por el procesado ; 
por cuanto de él no ha sido acusado por el Procurador Fis- 
cal, ni discutido en esta instancia. Art, 2 de la ley do 10 
de Octubre de 1862, 

12. Que el artículo 18 de la ley penal funda la jurisdic- 
ción de este juzgado y estableo la penalidad para el castigo 
de los crímenes comunes que hubiesen sido ejecutados du- 
rante la rebelión por aquellos quo se hubiere» alzado pú- 
blicamente con algunos de los propósitos consignados en el 
artículo de la citada ley. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo solicitado por 
el Sr. Fiscal: fallo definitivamente juzgando y declaro'. 1» 
Que el procesado Cárlos Farias es reo del delito de rebelión 
en clase de mero ejecutor, y 2 o que es igualmente reo de 
homicidio alevoso perpetrado en la persona de Don Camilo 
Cestellanos : En su consecuencia de conformidad á lo pros- 
cripto en las leyes citadas, lo condeno á la pena ordinaria 
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de muerta con calidad de aleve y cosías procesales. Notifi- 
ques* orijinal. 

ñfaráoqueo Molina. 

La sentencia fué apelada, y el defensor de Farias hizo 
notar ante la Suprema Corle las irregularidades del pro- 
ceso respecto al nombramiento del fiscal y del defensor 
en I a Instancia y respecto á la falta de ratificación de los 
testigos del sumario; sostuvo que no podían atenderse sino 
las pruebas del plenario ; que la jurisdicción nacional era 
incompetente porque Farias no podia considerarse rebelde 
según el art. U de la ley de H da Setiembre de 1863; 
que los testigos del plenario respeclo al homicidio de Cas- 
tellanos eran de oídas, y por lo tanto tachables. 

Concluyó pidiendo que en caso de considerarse á Farias 
como rebelde, se revocara la sentencia, soslituyendo una 
pena menor a la de muerto. 

El Sr. Procurador General contestó que estaba probado 
por los testigos y la confesión de Farias, que esto tomó 
parte en la rebelión sirviendo en las Iropas de Várela en 
clase de sargento; que el juez do sección habría dlébirfo 
atender al testigo Domínguez, que no puede decirse cómplice 
de Farias on el asesinato del soldado que fué muerto por 
el solo Farias ; que estaba probado por los testigos y era 
público y notorio que Farias fué el autor del asesinato de 
Castellanos ; que el nombramiento del hermano de este do 
fiscal no hace nulo ei procedimiento ; que era un cargo jus- 
to de la defensa la falta de ratificación de los testigos 
del sumario , pnro que él fundaba su acusación en lar, 
pruebas del plerjrio; y pidió se confirmara la sentencia 
apelada. 
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WtMm «• I* tapien C»*4*. 

■ 

Buenos Aires , Diciembre 5 de 1812. 

Vistos: por los fundamentos de la sentencia apelada re- 
ferentes á la competencia de los Tribunales Nacionales y á 
los hechos criminales de que es acusado Carlos Farias ; 
pero considerando: — Que en la sustanciacion de la causa 
se ha omitido ta ratificación do los testigos del sumario ; 
se ha conferido el cargo de Procurador Fiscal á un herma- 
no de D, Camilo Castellanos, víctima de uno de los mas 
graves crímenes imputados al procesado ; y se lia nom- 
brado defensor de este, á pesar de su escusacion, á un 
cuñado del mismo procurador fiscal: que nslas circunstan- 
cias constituyen otras tantas irregularidades, quo el Señor 
Procurador General reconoce, sin que las observaciones 
que aduce respecto de ellas basten á atenuar su gravedad : 
que admitida la falta de validez de las declaraciones no 
ratificadas, las de fojas 78 á 91 recibidas durante el tér- 
mino de prueba, son insuficientes para justificar los crí- 
menes comunes no confesados por Farias por ser de meras 
referencias & otras personas quo no declaran : Que aunque 
pudiera decirse con exactitud, respecto al nombramiento 
de procurador fiscal, que él no ha podido producir mas 
resultado que et empleo por su parte de un excesivo celo, 
no sucede lo mismo con el de defensor; pues su estrecha 
relación con el acusado y aun con la víctima pudieran 
hacer sospechar poco celo é interés en favor del acusado, 
especialmente cuando se nota que no se ha intentado 
producir prueba ninguna sobre hechos alegados en su dis- 
culpa por el acusado, y que habrían podido cambiar el 
carácter en sus crímenes, ó atenuar al menos su culpabi- 
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lídad: en atención ú que la pena capital soto se aplica on 
la práctica en los casos de una atrocidad y alevosía, justi- 
cadas por medio de un procedimiento en todo arreglado 
y al abrigo do toda objeción; y teniendo presente la dispo- 
sición del artículo noventa y tres de la ley de eaícrce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres sobre jurisdicción 
criminal de los Tribunales Nacionales, se revoca la senten- 
cia de foja ciento cinco en cuanto i\ la pena que impone, y 
so condena á Carlos Karias á diez años de presidio con tra- 
bajos forzados y las costas. 

Salvador M. del Carril — Francisco 
Delgado.— José Barros Pazos.— José 
B. GoRosTiACA.— J. Domínguez. 
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CÁl'MA CXLVI 



Rocco Piaggio » : hijo contra He Marlini é hijo. 
Incidente sobre competencia. 



Sumario. — I o Interpuesta ta escepcion de incompetencia 
ante un Juzgado de Provincia debe seguirse el juicio cor- 
respondiente ante la jurisdicción provincial, sin mas recurso 
que el que para anto la Suprema Corte, establece el 
art. 1-i de la ley de Jurisdicción Nacional. 

L 2 Interpuesta la apelación, el Juzgado do I" instancia 
no puede, pendiente ella, innovar en la causa, 



Cato. — D. Antonio Moriera por Hocco Piaggio ó hijo se 
presentó ante el Juez Federal de Buenos Aires esponiendo 
que sus representados eran consignatarios del vapor * Es- 
ther»,á bordo del cual babian venido mercaderias á do Mar- 
lini é hijo, según conocimiento firmado oportunamente. 

Oue llegado el vapor y desembarcadas las mercaderías 
en los depósitos fiscales, de Marlini ó hijo pretendieron 
llevárselas sin arreglar el pago de la suma que adeudaban 
al buque ó su consignatario á lo que sus representados se 
opusieron. 
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Que entonces de Martini ó hijo entablaron demanda ante 
el Juez de Comercio de la Provincia, y él sin contestar la 
demanda declinó de jurisdicción por corresponder el caso 
privativamente á la federal, articulo á que el Juez de 
Comercio no habia hecho tugar. 

Que por tanto, en virtud de lo dispuesto en el art. 45 
de la ley de Procedimientos, pedia se librase exhorto al 
Juez de Comercio á fin de que se inhibiera de conocer en 
el asunto y remitiera los autos al Juzgado de Sección. 

El Juzgado proveyó que resultando de esta escrito que 
la demanda de Martini ó hijo versaba sobre cumplimien- 
to de un contrato de (lelamento, respecto de lo cual el 
Juzgado ejercía jurisdicción privativa, se librase e! exhorto 
solicitado í 

El Juzgado de Comercio contestó que no podia acceder 
ú la remisión 

i 1 Perqué la causa no correspondía á la jurisdicción 
nacional, pues ta demanda no versaba sobre cumplimiento 
de un contrato de fleta mentó, sinó sobre reivindicación de 
mercaderías que estaban en tierra y que se retenían 
por los demandados, demostrándose con el conocimiento 
acompañado á la demanda que el pago de Metes está 
finiquitado. 

2° Porque Boceo y Piaggio é hijos po podían solicitar 
contienda de competencia, pues el ort. 45 de la ley de Pro- 
cedimientos ordene que ella se proponga como escepcion 
dilatoria antes de contestar la demanda, ó se jestionej ante 
el juea que se cree competente, pero no que puedan adop- 
tarse los dos caminos ; y habiendo Hocco, Piaggio ó hijos 
interpuesto la declinatoria, no han podido al mismo tiempo 
ocurrir á ta justicia federal, y menos después de estar sus- 
Lanciada y resuelta en su contra la escepcion, no pudiendo 
el caso venir á la justicia federal, ainó es por apelación 
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del Superior Tribunal de Justicia, en virtud de lo dispuesto 
en el art. 14 do la ley de jurisdicción. 

3" Porque nada podia resolver el jucz de Comercio por 
haber salido los autos de so jurisdicción, mediante apela- 
ción interpuesta para ante el Superior Tribunal de Justicia 
por les demandados, con fecha anterior á la nota del 
Juzgado de Sección. 

Fallo» del Jueft Federal. 

Buenos Aires, Setiembre 26 de 1870. 

Resultando del precedente oficio, que la parte de Rocco, 
Piaggio é hijos ha puesto la escepcion de incompetencia 
ante un Juzgado de Provincia, en cuyo caso eslá oh ligado 
por la ley Nacional do procedimientos á seguir el juicio en 
todas sus instancias en los Tribunales de Provincia sin mas 
recurso que el que le acuerda el artículo catorce de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales ; ú lo que se agrega, que según el mismo oficio la 
misma parte apeló para ante el Superior Tribunal de Justi- 
cia de la Provincia, y que pendiente aquella apelación el 
juzgado no puede innovar cu la causa ni tiene jurisdicción 
para entender en asuntos pendientes ante dicho tribunal 
sin que previamente el mismo, ó la Suprema Corte de* 
clarase, que este es el competente ; por tanto déjese sin 
efecto el auto recaido en la solicitud de ftocco, Piag- 
gio ó hijos, y contéstese al Sr. Juez Dr. I). Juan Barra 
haciéndole saber esta resolución. 

Zavalela. 
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De «te auto apeló D. Antonio Rodero y concedido el 
recurso en relación, se dictó este 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 187í, 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja seis, satisfechas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Salvador M. del Carril. - Francisco 
Delgado. — José Barros Pa- 
zos, — J. B. GOROSTIACA. — J. 

Domínguez, 



CAUSA CXLVI1. 



Criminal, contra Ramón Vendrcll, Joaquín ViUalta y Fran- 
ciico Fargatt por introducción de moneda falta. 

Sumarió. — La introducción de moneda falsa do especie 
que tenga curso legal en la república puedo ser penada 
con 4 años de trabajos forzados y 500 pesos Tuertes de 
multa. 
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Cajo, — En la larde del día 3 de Noviembre de 1871 te 
trabaron en dispula en ta ribera del Puerto de Buenos 
Aires los individuos Joaquin Villalta, Bamon Vendreil y 
Francisco Fargas t — Habiendo ocurrido el sargento de vigi- 
lantes Camilo Borraquias, el vigilante Juan Heredia y otras 
personas mas, se encontraron desparramadas en el suelo 
algunas monedas de oro falsificadas, y dcnlro de un caño 
en el mismo lugar do la disputa, tres cartuchos conteniendo 
monedas de la misma clase. 

Conducidos á la Comisaria los individuos espresados, se 
encontró en el bolsillo de Yillalla 5 de las mismas mone- 
das. — El comisario en su parte dijo que los individuos 
Fargas y Vendreil habian llegado ese día de Montevideo en 
donde regenteaban una asa de prostitución y que la dis- 
puta habia sido ocasionada con motivo de la repartición 
de la moneda falsa. 

Levantado el correspondiente sumario, el Procurador Fis- 
cal pidió contra Vendreil, Fargas y Villalta, acusándolos 
del delito de introducción de moneda falsa, la pena del art. 
60 de la Ley Nacional. Oída la defensa se dictó este 

• 

ralis «el Jura 4e flcecftm. 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1811 

Y vistos: estos autos seguidos contra Ramón Vendreil. 
Joaquin Villalta y Francisco Fargas por introducción á la 
república de moneda falsa de oro con curso legal y resul- 
tando:— 1° Que recien llegados Vendreil y Fargas de Mon- 
tevideo, indagaron por la casa do Villalta, y conducidos allí, 
se hablaron como antiguos conocidos, saliendo inmediata- 
mente á almorzar juntos en el calé de Pedro Castelli, 
donde hicieron preparar comida y comieron en compañía 
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el mismo di a (declaraciones de Castelli f. 27 vta. y de los 
procesados fojas 9 vU., 13 y 16,) — 2° Que concluida la 
comida salieron al Paseo de Julio, travándose una cuestión 
entre los recien venidas, lo que ocasionó un cambio de 
tiros de revolvere que produjo la alarma, atrayendo alguna 
gente al lugar del suceso, al comisario Don Juan A. Seguí 
y al sargento Don Camilo Borraquin ( declaraciones de este 
último f. 21, Enrique Alaniz f. 17 y José Cliicopar f. 19 
vta.) — 3° Que al aproximarse la gente que acudía al ruido 
de los tiros, Tugaron en distintas direcciones los procesados, 
habiéndose encontrado unas monedas con apariencia de 
oro, ya sea esparcidas en el sudo, como lo afirma el parte 
de f. 3 del comisario Seguí, ó en paquetes que se ocultaron 
en un caño, como lo asegura el testigo Alaniz. — Y i° que 
registrados los procesados en sus personas en la comisaría 
y después en sus equipnges, solo se encontró cinco mone- 
das mas en los bolsillos de Villalla, y considerando : — I' 
Que los acusados lian negado pertenecerías las monedas 
taifas encontradas por la Policía, y Villalta afirma que las 
cinco que se le encontraron las había recojido del suelo 
creyéndolas buenas y de propiedad do «algunos de sus com- 
pañeros, que las hubiese perdido en el calor de la cuestión, 
de la que trataba de apartarlos, — 2* Que de los antece- 
dentes que suministra el proceso, el informe de f, 3 y la 
declaración de Alaniz son los únicos que señalan á los pro- 
cesados como los dueños de las monedas en cuestión. — 3" 
Que ninguno de estos tiene lüerza probatoria, ol primero 
por cuanto el comisario en 61 no testifica sobre Uecbos 
que él hubiese presenciado, sino que se limita á referirse 
al testimonio de otros, y llamados estos á declarar no han 
ratificado en esta parte tu aserción y el segundo por ser 
su declaración singular y á mas testigo inhábil por su me- 
nor edad. — Que respecto á Villalta, ai es cierto que en el 
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registro practicado en la comisaria, te fueron encontradas 
cinco monedas iguales á las (lemas remitidas por !a Policía, 
esto no bastaría para justificar plenamente su culpabilidad, 
por cuanto, no obstante no haber justificado la escepcion, 
que aleja en su defensa, de haberlas recojido del suelo 
creyéndolas buenas, es sin embargo verosímil, estando á 
la relación del comisario Seguí que asegura haberse encon- 
trado esparcidas por el suelo, y en los casos dudosos, debe 
estarse mas bien por la inocencia del acusado, — Y5 d que 
de todos estos antecedentes se deduce que si bien la pre- 
sencia de las monedas falsas comprueba suficientemente el 
cuerpo del delito, y los antecedentes de los procesados, 
unido* á las circunstancias en que fueron encontradas arroja 
vehementes indicios de culpabilidad contra los procesados, 
los que justifican los procedimientos de la Policía, no hay 
prueba plena sobre los autores del delito — por estos fun- 
damentos declaro á los procesados Ramón Vendré!), Joa- 
quín Vi llalla y Francisco Fargas libres de la instancia por 
defecto de pruebas de su culpabilidad en el delito de in- 
troducción do moneda (alsa de oro con curso legal en la 
República; en su consecuencia póngaseles en libertad, li- 
brándose al efecto el correspondiente oficio á la Policía y 
devuélvanseles los objetos embargados por la misma de- 
jando recibo en los autos. — Hágase saber y repónganse 
los sellos. 

Andrá Ugarriza. 

Habiendo apelado el Procurador Fiscal, la Suprema Corte 
para mejor proveer, á solicitud del Sr. Procurador General, 
mandó recibir nuevas declaraciones y practicar un recono- 
cimiento de las monedas, y con estos antecedentes se dictó 
este 
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TmUm de 1» Suprema Corte. 

Buenos Aires, Diciembre 5 do 1872. 

Vistos : por los fundamentos espuestos, y de conformi- 
dad con lo pedido por el señor Procurador General en su 
' vista de foja cíenlo treinta y cuatro, y siendo contraria rt 
las constancias de autos la imputación que el defensor 
hace al Comisario don Juan S.. Seguí, de ser ól el intro- 
ductor de las ciento doce moneda frisas que figuran en 
esta causan se revoca la sentencia apelada de foja ochenta 
y tres, y con arreglo á lo sancionado por el articulo sesenta 
de la ley penal de catorce de Setternhra de mil ochocientos 
sesenta y tres, se condena á los procesados Hamon Ven* 
drell, Joaquín Villa! la y Francisco largas ú la pena de 
cuatro años de trabajos fu rudos, contándose en este tér- 
mino la mitad del tiempo que llevan de prisión, á la mulla 
de quinientos pesos fuertes y solidariamente al pago do 
costas. Comuniqúese esta sentencia por oficio al Poder 
Ejecutivo para que iu haga cumplir, y devuélvanse los autos, 
remitiéndose préviam nte las ciento nuevo monedas y las 
fracciones de las tres que han servido para el ensayo, at 
Presidente del Banco de la Provincia, pidiéndole que sean 
inutilizadas en aquel establecimiento. 

Salvador María del Carril. — 
Francisco Delgado. — José 
IÍarhos Pazos. — J. B. Go- 
rostiaga, — 

El Vocal Dr. D. José Barros Paios pidió se salvase su vuio, upi- 
oando por la confirmación de la sen ten ti a de 1* inslaocia. 

JV. Rojo. 
Secretario. 
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CAL8A CXL.VIII. 

- 



D, Ciríaco L'rtubey contra D, Segundo i. Acuna. 
Recurso de Revisión, 



Sumrio, — i* El recurso do revisión solo puede tener 
lugar en los casos espresados en el artículo 241 de la ley 
de Procedimientos. 

2 o Este recurso debe interponerse, cuando se pretende 
que la Suprema Corte ha fallado sobre cosas no pedidas 
por las partes, dentro de ocho dins desde el siguiente á la 
última notificación. 

3 o Y cuando se interpone, fundándose en haber rern- 
brado documento decisivos detenidos por otra de la contra- 
parte, el término de ocho dias se cuenta desde el día en 
que los documentos se recobraron. 



Cflio. — En los autos seguidos en el Juzgado Federal de 
Catamarca por D. Ciríaco Urlubey contra D. Segundo í, 
t. nx 3"> 
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Acuna, sobre interdicto recuperatorío de Ja posesión de los 
Campos < Pozo de San Bernardo > , In Suprema Corto con 
focha Agosto 17 de 1872, dictó sentencia definitiva mandando 
restituir los mencionados campos á Don Ciríaco Uturbcy 
que había sido injustamente desposeído. 

En 23 de Octubre, Ü. Podro L Ebbek por Acuita, ocur- 
rió ante la Suprema Corte cspoiiiendo. que Urtubey se ha- 
bía presentad j al Jugado de Cata marca entablando el 
interdicto de roenpnrar la posesión de la estancia * Pozo 
de San Bernardo » que Acuña poseía a título do propieta- 
rio, (Juc Acuna rechazó el interdicto fundándose en que 
el término lijado por la ley babia vencido, y que por con- 
siguiente el interdicto no podia tener lugar. Que en estos 
mismos términos sentenció el Juez do Sección do Catamarca. 

Que habiéndose elevado el espediente por apelación de 
(Jrtubey, la sentencia de la Suprema Corte, no podia sinó 
continuar ó revocar la del inferior, y entonces resolver si 
habia ó no lugar al interdicto de recuperar la posesión, 
íjue el Tribunal no se limitó á revocar la sentencia del in- 
ferior, declarando que babia tugar al interdicto, sinó que 
resolvió que la posesión y la propiedad de los terrenos del 
< Pozo do San Bernardo * pertenecían á Urtubey. ^ue la 
Suprema Corle no pudo resolver este último punto: 1% 
porque el mismo Urtubey no entabló acción reivindicatoría 
de la propiedad, y los tribunales no pueden resolver de 
oficio sobre acciones no entabladas; 2", porque el juicio 
posesorio no se recibió A prueba, y no se ha oido á su 
representado, no pudiendo los tribunales fallar pleitos 
contra inautlitam parten. 

Que esta esposicion demuestra que el recurso de revisión 
que interpone debe tener lugar en esto caso que se encuen- 
tre comprendido en el inciso 1", del arL 241 do la ley de 
procedimientos. 
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Que también debe manifestar que ta razón que tuvo la 
Suprema Corte para declarar la pru piedad á favor de l'rtu- 
bey fué una escritura de venia otorgada en su favor por 
U a Josefa Hacedo en el año 18fí0, que es nula, pues existe 
otra escritura pública de venta otorgado años antes por 
la misma señora, transfiriendo la propiedad á favor de 
Acuña, escritura que no fué presentada en el espediente 
porque no se recibió á prueba la causa y porque la referida 
escritura se encontraba embargaba por pedido malicioso de 
Urlubey ante el Juez del Chañar, provincia de Córdoba, vi- 
niendo este nuevo hecho a* corroborar el recurso de revisión, 
entablado, según el indso 3' del art. 241 de la ley ci- 
tada, 

Que ademas el recurso se interpone en tiempo, pues [an 
pronto como los autos se devolvieron al Juez originario y 
se notificó á Acuna, el mismo día de la notificación se 
presentó al inferior, entablando el recurso, y este so negó ú 
sustanciarlo fundándose en que era de la competencia de 
la Suprema Corte. 

Que por otra parte, según el art. 244 de la ley citada, 
el término de los ocho dias para entablar el recurso debe 
contarse desde que se descubren ó se recobran los docu- 
mentos, y como apoderado de Acuna recien tiene conoci- 
miento de la escritura que acredita la propiedad en favor 
de su representado, y este recien en la fecha que entabló 
el recurso lia recobrado dicha escritura que se encontraba 
embargada como lo dice antes. 

Pidió Be le concediese el recurso de revisión, librando 
oficio al Juea de Calamarca para que remitiera los autos, 
ordenando las diligencias del caso para sustanciar el re- 
curso. 

Se corrió traslado al Dr. D. Hufino de Elizalde apoderado 
de Urtubey ; y evacuándolo dijo, que siendo notoriamente 
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ilegal el recurso deducido, y además 
po, debía no hacerse tugar & él con costas. 

En seguida la Suprema Corle, para mejor proveer, ordenó 
se agregase testimonio de la sentencia de M de Agosto, y 
que el apoderado de Acuna manifestase en el acto de la 
notificación, si antes de la devolución de los autos le fué 
notificada la sentencia definitiva dictada por la Suprema 
Corle, y si se le hi/.o saber la regulación de las cosías en 
que fué condenada su parle, y si efectivamente las pagó. 
Ebbeke manifestó que es cierto que se le notiticó la senten- 
cia antes de la devolución de los autos, que se le hizo 
saber la regulación y que la pagó. 



rallo de 

IJuenos Aires, Diciembre 5 Je 187$. 

Visto : el presento recurso de revisión, interpuesto por 
don Pedro J. libbckc en representación de don Segundo l. 
Acuña, de la sentencia definitiva pronunciada por esta Su- 
prema Corte, en los autos promovidos por don Cirineo Urtu- 
bey , sobro interdicto de recuperar la posesión de los terre- 
nos denominados * Pozo de San Bernardo i en la Provincia 
de Catamarca. 

Considerando, que dicho recurso no se halla compren- 
dido en ninguno de los dos casos que se invoca, de los espre. 
sados en ul artículo doscientos cuarenta y uno de la ley de 
procedimientos : Primero, porque según consta del tenor 
de la sentencia de esta Suprema Corle, agregada en testi- 
monio u foja once, es inexacto que ella haya recaido sobre 
la propiedad de los lerrenos en cuestión, ó sobre cosas no 
pedidas por las partes ¡ pues lo único que se ha fallado 
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por esa sentencia, es la acción posesoria instaurada en esta 
causa, con el objeto tle recuperar la posesión de dichos 
terrenos, mandando restituirla al que habia sido privada de 
ella injustamente ; Secunda, porque os falso también, que 
se baya prejuzgado sobre el dominio que- cada una do las 
partes alega tener en los precitados terrenos, puesto quo 
!a escritura pública de venta otorgada en mi! ochocientos 
sesenta y nueve por dona Josefa Uacedo á favor de don 
Ciríaco l'rtubey, que se lia exhibido en autos, solo ha sido 
tomada en cuenta, como un medio legal de comprobar la 
posesión; y Tercero, porque sean cuales fuesen los docu- 
mentos ignorados ó detenidos que la parle de don Segundo 
I. Acuña dice haber hallado después de pronunciada la 
sentencia, para justificar la propiedad de los referidos ter- 
renos, ellos no pueden ser decisivos ni tener importancia 
alguna, para fundar la revocación de la sentencia definitiva 
dictada en el juicio posesorio. 

Considerando además, que el recurso no ha sido enta- 
blado dentro del término que fija el artículo doscientos 
cuarenta y tres de la ley de procedimientos, según resulta 
do la manifestación hucha por el apoderado de Acuña á 
foja nueve. 

Se declara, por estos motivos, que no ha tu -ai- con 
costas al recurso de revisión interpuesto, satisfechas las 
cuales y repuestos los sellos, archívase. 

Salvador RL del Carril. — Fran- 

fism DELCAim. — .ÍOSN &ARROS 

Pazos — J. B. Gorostiaga. 
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Ltts Sres, D. Florencio Madera y í>, con fí r Domingo 
Mendoza, sobre rescisión de un contrato de 
arrendamiento. 

Sumario. — 1° El auto que prohibe la enajenación de un 
edificio, causa perjuicio irreparable y es por lanto apelable, 

2" El término para apelar de un auto corre desde el día 
en que se liene conocimiento do él. 

3" No puede tenerse iior notificación la nota del actuario 
de no haber comparecido el procurador en la oficina. 

4" Los procuradores de causas, deben ser notificados 
del mismo modo que las partes, 

a" Las cosas litigiosas pueden ser objeto de los contra- 
tos salvo el deber de satisfacer el perjuicio que resultase 
á tercero. 

6 o Las acciones litigiosas pueden cederse por escritura 
pública ó por acia judicial en el mismo espediente. 

7 o El arrendatario o subarrendatario puede subarrendar 
á su vez 6 ceder el contrato, en virtud de los arls. 31 y 03 




Caso. — D. Emilio Castro dio en arriendo á D. Florencio 
Madero y C", un corralón en la esquina de las calles de 
Corrientes y Esmeralda de esta ciudad, por el alquiler 
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mensual de 12,300 g m/c. por ol lapso de diez anos á 
contar desde Mayo 15 do 1870, y con la obligación de 
construir en el mismo corralón un edificio del valor do 
4U0,00O pesos que debía quedar á beneficio del propietario, 
pudiendo los arrendatarios trasferir sus derechos á cual- 
quier otra persona. 

Madero y O dieron el corralón en subarriendo á don 
Armando fourneviile por el alquiler mensual de ¿0 mil pe- 
sos y con los mismos pactos, ^rej^ndo la condición do que 
en caso de no abonarse el alquiler correspondiente á un 
mes y de transcurrir ÍWI días del mes siguiente sin efectuar 
el abono, Madero y C" tendrían el derecbo de rescindir el 
contrato, quedando á beneficio de ellos todas las obras 
construidas por el subarrendatario. 

Tourneville transfirió su contrato al Sr. I). Domingo Men- 
doza quien construyó en diebo terreno el teatro fíe lo» IV 
rietlades. 

No habiendo papado Ins dos meses de alquileres de .lunio 
V Julio de 1875, Madero \ O lo demandaron pidiendo se 
declarara rescindido el contrato y el desalojo de la finca. 

Corrido traslado, Mendoza antes de evacuarlo pidió se 
exhibiera por los demandantes el contrato de arrendamien- 
to . El juez no hizo lugar. Madero y O diciendo baber oído 
que Mendoza trataba de vender las obras construidas, pi- 
dieron se decretase la inhibición de enajenarlas, por ser 
cosa litigiosa. 

Aulo <ÍH Jurx NfceionRl. 

míenos Aires, Octtthre r> <le !?"-2. 
Como se pide r librándose el correspondiente oficio al Sr. 
Juez, do \* instancia en lo civil en turno. 

i parriza 
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Esta providencia no fué notificada á la parte de Mendoza 
por no haber comparecido en la oficina. 

Mendoza obló el importe de los alquileres devengados y 
contestó el traslado, esponiendo que había retenido los 
alquileres con el solo objeto de compeler ¿ tos demandantes 
á pasarle el contrato de arrendamiento que le era necesa- 
rio para completar sus títulos y pidió se rechazara la de- 
manda. 

Llamados autos, Mendoza ocurrió nuevamente al juez di- 
ciendo que acababa de lener conocimiento de la anterior 
providencia; que este auto habia siJo dictado sin audiencia 
de su parte ; que no le habia sido notificado en forma . 
que por consiguiente era nulo; que además destruía los 
derechos incontrovertibles que le acordaban el contrato y 
el Código Civil ; que (inalmenle las obras construidas por 
él no eran cosa litigiosa por ser la acción entablada acción 
personal y aun siendo cosa litigiosa podían cnagenarsc con 
arreglo á los artículos 38, tít. \° y 5", lít. 3", Sec- 3\ life. 
2", del Código Civil; que por consiguiente dándose por 
notificado de él, deducía en forma el recurso de apelación 
y nulidad. 

Fallo drl Jun H»eian«l 



Cuoiius Aires, Oclubrp til de 1871. 

No pudiendo interponerse recurso de nulidad sino de 
sentencia definitiva con arreglo al art. 234 de la ley na- 
cional de procedimientos, y no importando tal el auto re- 
currido, y respecto al de apelación siendo estemparáneo, 
no ha lugar con costas á lo pedido y repóngase el sello. 

Urjarriza. 
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Mendoza interpuso recurso de queja ante la Suprema 
Corto. Dijo : que no pedia decirse estemporáneo el recurso 
de apelación porque sin notificación no corre término, y 
que habiendo tenido vista det espediente el dia \\ la ape- 
lación del dia 18 fué interpuesta dentro del término. 

So pidió informe al juez quien r°ílriú los hechos ya men- 
cionados, agregando que do acuerdo con el art. 6° de la 
loy de procedimientos, se ha exigido siempre á los procu- 
radores do número quienes no están obligados á constituir 
domicilio legal, que se presenten á la oficina para recibir 
las notificaciones, dándoseles por notificados en el caso de 
no 'llenar esta prescripción; y que el procurador Sañudo 
apoderado do Mendoza se encontraba en esto caso por no 
haber concurrido A la oficina según la acta del escribano. 



rallo de Ja Supremo C orle 

Huímos Aires, Üiiiemlire 5 de 1872 

Vistos, y considerando respecto de la denegación de la 
apelación interpuesta : 

Primero. — Que el nulo de foja cincuenta y siete, que 
prohibo la enajenación del edificio construido por don Do- 
mingo Mendoza en el terreno sub-arrendado a* tos señores 
Florencio Madero y Compañía, es de los que causan per- 
juicio irreparable por la sentencia definitiva, y es por tanto 
apelable/ 

Segundo. — Que la apelación ha sido entablada dentro 
f*el término, por haberlo sido, luego que la parte tuvo co- 
nocimiento de dicho auto, pues no le fué notificado ni en la 
oficina ni en su domicilio, según lo prescrito por el artí- 
culo sesenta y dos do la ley de procedimientos. 
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Tercero, — Que no os bastante para disculpar esta omi- 
sión, la nota sin fecha puesta por el Escribano á continua- 
ción del precitado auto, man i fes Lando < que no se ha notifi- 
cado al Procura dor Sañudo, por no haber comparecido á la 
oficina » ; porque ninguna ley prescribe que se tenga esta 
falla por notificación ; y antes al contrario el artículo setenta 
y uno de la ley de procedimientos anula Us nulificaciones 
que se hicieren en contravención á lo que ella prescribo. 

Cuarto. — Que aunque por el artículo sesto de la citada 
ley se ordena, que los litigantes constituyan domicilia te- 
gal, ó en su detecto nombren procurador de causas, con 
quien se entiendan las diligencias que ocurran en el juicio; 
esta disposición puede armonizarse con la del artículo se- 
senta y dos, tomando como razón de ella, el que los pro- 
curadores de cansa ó los (¡tic hacen profesión de este oficio, 
tienen ya domicilio establecido ; debiendo por consiguiente 
notificárseles, como á todas las personas que sean parte 
directa en el asunto, Jas providencias judiciales, ó en el 
mismo espediente ó por cédula. 

Por estos motivos, se declara que el .fue/ de Sección ha 
debido otorgar la apelación interpuesta. 

Y considerando en cnanto al fondo de este recurso : 

Primero. — Que aun cuando loa señores Florencio Madero 
y Compañía, pretenden que las obras construidas por don 
Domingo Mendoza en el terreno subarrendado, están afec- 
tas al pago de los arrendamientos vencidos, y según el 
contrato deben quedar en su beneficio, no pudiendo por 
esta razón y como cosa litigiosa ser enagenadas; sin em- 
bargo, conforme á lo estipulado en la cláusula tercera del 
contrato de foja primera, y á lo proscripto por los artículos 
noventa y uno y noventa y tres del título de locación del Có- 
digo Civil, don Domingo Mendoza puede subarrendar á su 
vez dicho terreno, ó ceder el subarrendamiento. 
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Segundo. — Que las cosas litigiosas pueden ser objeto de 
los contratos, salvo el deber do satisfacer el perjuicio que 
rusultare á tercero, según el artículo treinta y ocho del 
título de ios contratos en general de! Código Civil, 

Tercero, — Que las acciones litigiusas pueden cederse por 
escritura pública ú por acta judicial hecha en el respectivo 
espediente, conforme á lo dispuesto por el arlículo veinte 
y dos del título de la cesión de crMitos del mismo Código. 

Cuarto. — Que el Abogado de los señores Florencio Ma- 
dero y Compañía, ha manifestado en su informe oral ante 
esta Suprema Corte, el día de la vista do esta causa, que 
su parte no tiene inconveniente alguno, en que don Do- 
mingo Mendoza subarriende á su vez, ó ceda el subarren- 
damiento del terreno, á don José Gregorio Lezama ú otro, 
siempre que esta cesión se haga por acta judicial. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado do foja 
cincuenta y siete, y satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvase. 

Salvador María del Carril. — Francisco 
Delgado —José Barros Pazos. — José 
B. GnuosTUiiA. — J. Domínguez- 



